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A 

Altalos y Ponsa, su concurso, contienda de competencia entre 
el juez de Comercio de la Capital y el de Santiago del Estero ; 
sobre cumplimiento de exhorto y sobre cumplimiento de 
resolusioses de la Suprema Corte 14* i 25- 

Acuerdo reglamentando la exiraccion de tos depósitos judiciales. 5 

Acuerdo celebrado con motivo del fallecimiento del doctor Enri- 
que Martinc/. ministro de la Suprema Corle 6 

Acuerdo con motiva de la inhumación de los restos del doctor 
Enrique Martines ei-ministro del Tribunal 7 

Acuerdo sobre las horas de despacho de los juzgados federales de 
la Capital de la República 8 

Acuerdo designando los jueces suplentes y fiscales ad koc para 

el año 1901 ■ > ** 

Acuerdo designando ministro y secretario para la feria de 1901 12 

Acuerdo nombrando juez de la Capital, para la feria de 1001 13 

¿cnerdo designando conjueces de la Suprema Corte para el 

cLHO í 90 l,.*«B*p*****'*i#í""* is ***"*"** , * B# **"' , ''*" B * 

Agente Fiscal de la Capital contra don Marcos Arredondo, por de- 
sacato ; sabré recurso á la Suprema Corte de resoluciones de 
los Tribunales ordinarios - * **** 
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Ajeniar, ilon Desiderio Segundo, con ilon Javier Baca, sohm re- 
vocación de una venta . , 95 

Albor ti, Francisco, Presbítero, acuerdo sobre pase del Breve Pon- 
tificio instituyéndolo obispo de Síunia 40 

Arneri, don Carlos, contra el Ferrocarril del Oeste ; sobre daños 
| perjuicio* ^" 

Arredo mo, don Marcos, con el Agento Fiscal de la Capital, por 
desacato ; sobre recurso á la Suprema CorU de resoluciones 
de los Tribunales ordinarios 

Aspesi, Carlos, y otros, criminal contra, por malversa i¿n de fun- 
dos nacionales ; sobre excarcelación bajo fian/a 351 



Baca, doti Javier, contra ilon Desiderio Segundo Aguiar, sobre 
revocación de una venta úk 

Bderwíndt, don Ernesto, contra don Gerónimo Quíroi ; sobre rei- 
vindicación (g 

BaenvimH, don Ernesto, contra don Salusliaho Medina ; sobre 
reivindicación ¡¡ ti 3y 

Barra, don Miguel de la, contra el Banco Hipotecario Nacional, 
por cumplimiento de un contrato de compraventa : sobre prohi- 
bición de innovar t7 7 

Banco Hipotecario Nacional ron ilon Miguel de la Barra, por 
cumplimiento de un contrato de compraventa; sobre prohibi- 
ción de innovar 1 77 

Banco Hipotecario Nacional contra don Lorenzo J. Boyhenard, por 
venta de un inmueble hipotecado; sobre posesión lílá 

Banco Hipotecario, con don Juan L. Kalío ; sobre nulidad de 
venta , . , 3CI 

Banco Nacional en liquidación contra don llamón Mendoza ; sobre 
cobro ejecutivo de pesos 197 

Banco Nacional en liquidación contra don Joaquín t\ Cervelto, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre citación por edictos ¿ÍW 
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fíallafarano, Vicente, contra, sobre cilradicio» pedida por la Le- 
gación de llalla ... * 307 

Bejarann, lien Manuel, con don Jusin .1, de llrquiza. por daños y 
perjuicios ; sobra una diligencia pericial y apelación 240 

Benitex, don José M., contra don Miguel Cano ; sobre cobro eje- 
cutivo de pesos - ■ • * 390 

Bergen y Gurí, contra WiHiams y compañía, por rescisión de con- 
irato de fletamenio ; sobre perjuicios •..,*> 331 

Herré la, don José, contra do»i José F. Varona ; sobrt: reivindi- 
cación Üt8 

Besson, doña Juana, contra don Isaac Castro, por cobro de pe- 
sos ; sobre competencia. ..„..,, ............. *J5H 

Blanco, don Pedro N. y don Eugenio, cunlra la Municipalidad 
de la Capital, por cobro de pesus ; sobre competencia 383 

Brierlcy, don Alfredo J., contra el Ferrocarril Gran Oeste Argen- 
tino ; sobre daños y perjuicios 

Urnyn, don Casimiro de, y don Adolfo Manlels cuu don Pedro S. 
César: sobre nulidad de un contrato 

Buenos Aires, la provincia de, con don José M. García ; sobre 
prueba testimonial - 290 

Burgos, el doctor Félix B. , contra den Eduardo S. Scotli; sobre 
cobro de honorarios médicos 213 



Cacace, donToinás, contra Williams y compañía, por daños y per- 
juicios; subre apelación 360 

Caminos Arévalo, el doctor J., con el Ferrocarril del Sud.por ex- 
propiación ; sobre liquidación 50 

Caminos, Samuel, y Ventura S. de los Sanios, criminal contra, 
por sustracción y violación de correspondencia con valores, 
falsificación de firmas y estafa al Banco de la Vacio» 221 

Cano, don Miguel, con D. José N. Benilez ; sobre cobro ejecuti- 
vo de pesos 
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Castro don Isaac, con dona Juana Resson, por cobro de pesos ; so- 
bre competencia 358 

Cervctlo, don Joaquín F., con el Banco Nacional en liquidación, 
por cobro ejecutivo ile pesos ; sobre citación por edicto 29 4 

César, don Pedro S., contra don Adolfo Mauléis y don Casimiro 
Druyn ; sobre nulidad de un contrato 183 

Char^eurs Itéunis, la compañía, con don Bernardo Mary : sobre 
indemnización de perjuicios 57 

Chargcurs Reunís, la compañía, y don Pedro Christopbcrscn, con 
don Bernardo Mary; sobre indemnización de perjuicios 204 

Christophcrseti, don Pedro, y li compañía « Cbirgeiirs Reunís », 
con don Hcrnardo Mary j sobre indemnizacioil&Je perjuicios. . . 57 

Ciacchi, don César, contra doña Amalia Villatiueva de ¡íamudio. 
por jactancia ; sobre competencia. 367 

Ciacchi» don Cesar, contra don Pedro Gartland, por daños y per- 
juicios: sobre infracción á la ley de sellus y apelación 393 

Compañía general de Reaseguros y < La Nannheiu », con la com- 
pañía de seguros iLa Italia » ; sobre nulidad de laudo arbitral. 289 

Contienda de competencia en un juicio de sucesión entre el juez 
civil del Paraná y el de I* instancia do ta Capital v ¿obre devo- 
lución de espediente 200 

Contra el represéntame del ingenio * Primer Correntino », por de- 
fraudación de impuestos internos : sobre recusación y apelación 



denegada 317 

Costa, don César, con el Fisco nacional ; por cobro ejecutivo de 

pesos 428 

Coudanne, doji Juan, contra el Ferrocarril Rueños Aires y Ro- 
sario; sobre remoción de un puente construido sobre el arroyu 

de Hamallo. y daños y perjuicios .. .=.-. 100 

Cruces, don Cándido, y don Al bao o Honores, escribanos de re- 
gistro de la capital, por infracción á In ley de papel sellado ; 
sobre competencia ,,.,,......,,.,.....».....,...,...,,, 440 
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D'AHlitlo, donjuán, con don Tomás Ríos, por renunciado poder; 

sobre regulación de honorarios en asunto sometido á arbitros. . 280 
Dellepiane, don Leopoldo, sobre exención del servicio militar. . 303 
Díaz de Bedoya de del Campo, doña Peirona, contra el doctor 

Juan E. Torrent : sobre nulidad de una venia y reivindicación. 407 
Dirección general de escuelas de la provincia de Buenos Aires, 

la t con don Antonio Eyriey ; sobre cobro de pesos 164 

Uoyhenard, don Lorenzo J,, con el Banco Hipotecario Nacional, 

venta de nn inmueble hipotecario; sobre posesión iVW 

Duarte, don Manuel, contra don Manuel y don Liberato Leal; 

sobre interdicto de retener ■ I«f 



Echevarría. José, y utros, criminal conlra, por hurto., 354 

Estrada Gómez, Julú>. y otros, criminal contra. |ior muerte de 
Amalia (tasín y Juan Martínez, producida por un choque de fer- 
rocarril, en la Avenida Alvear 311 

Eyriey, don Antonio, conlra la Dirección general de escuelas de la 
provincia de Buenos Aires; sobre cobro de pesos 



Ferrocarril Buenus Aires y Rosario, con don Juan Coudanne; so- 
bre remoción de un puenle construido sobre el arroyo Ramal!» 
y daños y perjuicio* 

Ferrocarril del Oeste cun don Carlos Ameri; sobre daño* y per- 

• ■ i . Xl"i 
JUICIOS 

Ferrocarril del Sud con el doctor J. Caminos Arévalo, por eipro- 
piacion; «obre liquidación 
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Ferrocarril del Sud con el Pisco nacional, por defraudación de 
derechos fiscales ; sobre apelación denegada. 388 

Ferrocarril Gran Oeste Argentino con don Alfredo J. Ilrierley ; so- 
bre daños y perjuicio» . 2" I 

Figari y compañía, con don Manuel F. González; por cobro de 
pesos. . . 420 



Fisco Nacional contra don Jorge Latache (hijo), por cobro ejecu- 
tivo de pesos; sobre nombramiento de defensor y apelación. . , oHO 

Fisco Nacional contra el Ferrocarril del Suil, por defraudación de 
derecbos lístales: subre apelación denegada 388 

Fisco Nacional contra don César Costa ; por cobro ejecutivo de 
pesos 428 

Forni, Manuel, sobro excepción del servicio militar ■<li 

Frasceschini, Pedro, y otros, crimina] contra, por muerte de Ama- 
Ji.i IJüsÍii v Juan Martínez, por un rboque de tren del ferrocarril 
en la Avenida Alvear . 31 1 

G 

García, don José M., contra la provincia de Rúenos Aires ; sobre 
prueba testimonial , ...... 2l«i 

Gartland, Don Pedro, con el capitán Lrndsav, por cobro ejecutivo 
de posos; sobre lianza ffig 

Garlland, don Pedro, ron don César Cíaecbi, por daños y perjui- 



cios ; sobre infracción ¡i la ley de sellos y apelación 393 

Garttaml, don Pedro A., con dan Jorge Lindsaj; por cobro ejecu- 
tivo de pesos 448 

(jcrdinj*, don Teodoro R,, por la provincia ile Ifuenos Aires, con 
Ira la Municipalidad de I» Capital, por reivindicación ; sobre 
mensura A intervención del gobierno nacional. 202 

González, don Maimel. contra Figari y compañía ; por cobro de 
pesos , . , 420 

Guzman y compañía, con don Antonio Olivera, por indemniza- 
ción de perjuicios; sobre pago de intereses 72 
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Honores, don Al nano, y don (piulido Cruces, escribanos de re- 
gistro de la capital, por infracción h la ley de papel sellado v so 
bre competencia ^* 



I 



Iriondo, doña Petrona C. de. am .-I doctor Antonio Holiiros», por 
cobro de honorarios ; sobre cumplimiento de un despacho de 
la Suprema ("orlo 



I. 



Lahojít, Jacinto, guarda aliñaren de aduana, criminal *onlra, jior 

sustracción di- uiercad-TÍas de los di-pósitos de aduana 80 

Utacho (hijo), don Jorge, con el Fisco nacional, por cobro ejecu- 
tivo do pesos; sobre nombramiento de defensor y apelación. 380 
Leal, don Manuel y don Liberato, con don Manuel Duarte; sobre 

interdicto di* retener 

■i La Italia», compañía de seguros, contraía compañía ■Mannhcin » 
y ln Compañía general de reaseguros ; *ubre nulidad de laudo 

arbitral ■ ¿89 

Limfcay, el capitán, contra don Pedro A. Garllaml, por cobro 

ejecutivo de pesos ; sobre fianza • 

Lindsay, don Jorge, «onlra don Pedro A. líartland ; por cobro 

ejecutivo de pesos * ^$9 

López, don Hogelio, con don Estanislao Martínez, cesionario de 
don Pablo llonitez ; sobre nulidad de una venta y reivindica- 

.. . _ _ - *. m. * « ¥ . . • ■ ■ * ■ 230 
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M 

Mandatos y Préstamos 'tol Rio tic la Plata, la sociedad de, contra 
la provincia do Sania Fé ; por cobro ejecutivo de .servicios 

atrasados de un empréstito 43 

Mansoul, don Salomón, sobre recurso de h<it« ,is mrpn& íiü 

llantels, don Adolfo, y don Casimiro de Hruyn, ron don Pedro S. 

César: sobre nulidad de un con l ralo.. iN;t 

Manlerola, don Lorenzo, contra la Municipalidad de la Capital, 

por precio « indemnizada n de terreno; sobre competencia áí»8 
Marti, don Francisco, con don Mariano Unzue ; sobre rescisión 

de un contrato -5* 

Martínez, don Estanislao, cesionario de don Pablo Bcnilez, conira 
don Rogelio López , sobre nulidad de una venta y reivindica- 
ción 

Mary, don Bernardo, contra la compañía ■ Chargeurs llúunis » ; 

sobre indemnización de perjuicio? 57 

Mary, don Rernardo, conira don Pedro Ohrislophersen y la com- 
pañía «Chargeurs Reunís y ; sobre indemnización do perjuicios, átíi 
Mateo, don Pedro Juan, con don Isidro Maza y oíros, por reivin- 
dicación; sobre competencia 320 

Maza, don Isidro, y oíros, contra don Pedro Juan Mateo, por rei- 
vindicación ; sobre competencia 

Medina, don Salustiaim, ron don Ernesto Uaerwíndl; sobre rei- 
vindicación 3:1 

Mendoza, don Ramón . con el Banco Nacional en liquidación ; so- 
bre cobro ejecutivo de pesos t9T 

Mihanovicb,don Nicolás, ton don Augusto Virarelli i sobre daños 

y perjuicios <*9H 

Moconva, huiro, su juicio sucesorio ab iulesUito; sobre consulla 

á la Suprema Corle * 5 

Morandé, el doctor José Joaquín, contra don Jorge Pintos, por 

cobro ejecutivo de honorarios ; sobre prestación de fianza 69 

Municipalidad de la Capital, con don Teodoro R. lierding, por la 
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provincia de Buenos Aires, por reivindicación; sobre mensura 
é intervención del gobierno nacional. . . , , 302 

Municipalidad de la Capital, condón Lorenzo punterola, por pre- 
cio é indemnización de terreno; sobre competencia 298 

Municipülidad de la Capital, con don Pudro N. y don Eugenio 
[Manco, par cobro de pesos ; sobre competencia 383 

Municipalidad de La Piala, con don Teodoro L'rce#u¡ ; sobre da- * 
ños j perjuicios. . 31\ 



Oliveira, don Antonio, contra (¡uxman y compañía, por indemni- 
zación de perjuicios; sobre pago de intereses 



Paals, Noche y compañía, contra di>n Francisco Quarauta, por 
lanificación de marca de fábrica ; sobre ape'acion denegada.. . 444 

Pililos, don Jorge, con el doctor José Joaquín Morandé, por cobro 
ejecutivo de bouorarios; iobre prestación de lianza 



Quaranta, don Francisco, con W. Paats, Itocliú y compañía, por 
falsificación de marca de fábrica ; sobre apelación denegada.. . 444 

Quiroz, don Gerónimo, con don BmesU Baenvindt ; sobre rei- 
vindicación 18 




R 



Raffo, don Juan L., contra el Banco Hipotecario Nacional ; sobre 
nulidad de venta * 



361 
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Hio.s don Tomás, contra don Juan l/Afllílto, por renuncia de po- 
der; sobre regulación do honorarios en asunto ^-omelidu A ar- 
bitros.. 28ti 

Robirosa, el doclor Antonio, 1:011 la señora t'elrona C, de friendo, 
por cobro de honorarios; sobre cumplimiento de 1111 despacho 
de la Suprema Corlu 28 1 



S 



Santa Fe, la provincia de, con la sociedad de « Mandatos y Prés- 
tamos del Kie de la Piala » ; por cobro ejecutivo de servicios 
atrasados de un empréstito. , 43 

Santos, Ventura S. de los, y Samuel Caminos, criminal contra, 
por sustracción y violación de correspondencia con valores, 'fal- 
sificación de tirinas y estafa al llaucude la Nación i¿\ 

Scoiti, don Kduardo S., con el doctor Félix BU Burgos : sobre 
cobro de honorarios múilicus 21 ÍJ 

Sumarie instruido sobre la pérdida del expolíente número 4!D7, 
seguido en el juzgado federal de Mendoza, caratulado ■ banco 
de la Provincia con E. Moreno y B. Serpa, sobre tercería * . . . 437 



Torreut, el doctor Juan K. t con doña Pe trona Diit do Bedoya 
de del Cauipo; sobre nulidad de una venta y reivindicación. . 407 



U 



Unzué, don Mariano, contra don Francisco Marti; sobre rescisión 
de un contrato 254 

Urcegui, don Teodoro, contra la Municipalidad de La Plata ; sobre 
daños y perjuicios. ...■..».*. • ■ 371 
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Urqui/a, don Justo J. de, contra don Hanud Ueprano. por 

y [nrjiiicio<; sobre una diligencia 



Varona, don José F.; con ái 
uioii 

Villanuew de Zaimidiu, doña 
jactancia: sobre competencia 



Virarelli, don Augusto, contra don \icoU> Hibaaovicb ; sobreda- 
líos y perjuicios - - 3** 

Williams v compañía, con Bergen y líort, por re*n*wo de con- 
trato de fletamento ; sobre perjuicios . , . . . - - - 

Williams y compañil, con don Tomás Cacare, por daños y perjui- 
cios ; sobre apelación — - » .....-„. 
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Aceten Pauliana. — No procede, si resulta c¡ue en lo concerniente á 
las relaciones de derecho entre el deudor y el acreedor, de- 
mandante, aquél no estaba insolvente en la fecha del acto 
atacado, ni quedó insolvente por efecto de cíe acto, ni se 
hallaba en estado de insolvencia en la época de la demanda. 
Página 95. 

Apelable. — No lo es, el auto que admite la uaiiia ofrecida para que 
la apelación de la sentencia de remate, se conceda solamen- 
te en el efecto devolutivo. Página 158. 

Apelable. — No lo es, el auto que fija los diarios en los que debe pu- 
blicarse la citación del ejecutado. Pagina 294. 

Apelable. — No lo es, el auto que no hace lugar a la recusación, fun- 
dada en causal no admitida por la le;. Pagina 347. 

Apelable. — No lo es, el auto nombrando defensor al ejecutado au- 
sente. Pagina 390. 

Apelable — En lo criminal no son apelantes las providencias inter- 
locutorias que no deciden artículo 6 no causan gravamen irre- 
parable. Página 444. 

Apelación. — No debe concederse ésta, del auto inierloculorio que 
no decide articulo ni causa gravamen irreparable. Pagi- 
gina240. 

t. LIX.TIJI -jQ 
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Apelación. — Deba declararse mal concedida, si se interpuso después 

del término legal. Página 393. 
Apelación. — Véase : Término. 

Arrojo. — El arrojo Rainallo no puede considerarse navegable en el 
hecho, aunque en cierta parte del ano y en determinadas 
condiciones, puedan entrar en él embarcaciones de cabotaje 
ni ha sido declarado navegable por disposición alguna legis- 
lativa, página 100. 
Arroyo. - Véase : Puente. 

Avisos. — U prescripción de publicar los avisos de venia por un mes, 
queda cumplida con la publicación liecba durante el término 
de un mes. Página 301. 



Banw Hipotecario Nacional. — La demanda interpuesta contra éste, 
sobre cumplimiento de venta de un inmueble, no autoriza a 
ordenar que el Hinco se abstenga de todo acto tendente á 
vender dicho inmueble y á dar posesión de él. Página ÍV. 

Banco mpotpmrio Nútionat.*— Puede darse á éste. Ja posesión del 
inmueble hipotecado que vendió por falla de cumplimiento 
del deudor» sin citación y audiencia de éste. Página 192. 

Boleto de venta. — Véase: Controlo. 

Brete, — Con las reservas que emanan de la Constitución y leyes 
sobre patronato, puede concederse el pase al breve pontificio 
instituyendo obispo titular. Página 40 

C 

Compra- t enia. — Si en h venta de inmuebles hipotecados al Banco 
Hipotecario Nacional, no se ba estipulado, como esencial 
para la subsistencia del cootralo, que los vendedores debie- 
sen obtener del Banco la transferencia de la hipoteca al 
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comprador, la Talla de dicha transferencia no puede autorizar 
la nulidad de la venta. Página 183, 
Compraventa — El marido que por el largo abandono hecho, ha cau- 
sado el error de que se le creyera muerto, y, en consecuen- 
cia, de que la mujer con (rayera segundas nupcias, adquiriera 
bienes como casada con el segunda marido, y los vendiera 
después de la muerte de éste, como viuda del mismo, no 
tiene derecho para pedir contra el comprador de buena fé t 
la nulidad de la venta y reivindicar la cosa vendida. Pagi- 
na 230. 

Compra-reata, — El haber sido inscripta h casa de remate del mar- 
tiliero, en el registro de comercio, después de la venta, no es 
causa de nulidad de ésta. Página 361 . 

Compra-tenia . — Debe ser respetada la resolución por la cual el juez 
dt> la sucesión con la intervención debida del heredero menor, 
reconoció la enajenación del inmueble hecha por el causan- 
te y la mandó escrituiar. Página 407. 

Concurso. — Resuella por la Suprema Corte l¡i cotí tienda de compe- 
tencia, al juez declarado incompetente carece de jurisdicción 
para gobernar los intereses del concurso, ordenar pagos t y 
disponer de cualquier otro modo de los bienes del mismo» 
y se halla en el deber de poner sin más dilación, sus fondos, 
papeles y tiernas pertenencias á disposición del juez decía- 
rado competente. Página US. 

Condición resolutoria. — Véase : Contrato. 

Conjueces . — Acuerdo designando los de la Suprema Corte para el ano 

1901. Página 13, 
ConntUa — Véase : Suprema Corte. 

Contienda de competencia. — Las contiendas de competencia no pue- 
den ser terminadas por fallo del Tribunal que debe dirimir- 
las, 6 por desistimiento de los jueces contendientes. Pagi- 
na 200. 

Contrato. — El boleto simple de compra de un inmueble, importa so- 
lamente ina promesa de venta j un contrato en que las partes 
se obligan & hacer escritura pública de dicha venia ; y la es- 
tipulación contenida en el boleto, de que la escritura de 
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compra-venta « se otorgará libre de gravámenes é inhibicio- 
nes dentro de los 30 dias «V la tedia ; los títulos de propie- 
dad serán perfectos ; sin este requisito no se podrá exen- 
to escrituración », importa «na condición resolutoria, cuyu 
cumplimiento eiime de ella al interesado en la resolución, 
v le da el derecho de pedir la rescisión del contrato. Pagi- 
na á54. 

D 

Baños y ^inicios. — Probado el daño y la responsabilidad del de- 
mandado, debe aprobarse ta estimación que se considere 
equitativa, hecha por el joe¡c de la causa. Página o7. 

Daños y perjuicios. — Si el actor después de haber deducido demanda 
contra el agente de la compañía de transportes, por indemniia- 
cion de perjuicios sufridos durante «I viaje, acepta la senten- 
cia por la cual se Éleclaró que dicho agente no tenía la repre- 
sentación de la compañía paro las demandas judiciales, no 
puede demandar á la compañía ni al rilado agente, por los 
perjuicios que esa falla de representación le haya causado. 
Página. 204. 

Danos y ptrjuiáoe. — Versando el pleito sobre el quantum de la in- 
demnización de perjuicios, d^be confirmarse la apreciación 
que de las constancias de autos aparece equitativa. Pagi- 
na 277 . 

Daños y perjuicios. — Véase : Equipaje. 
Baños y perjuicios. — Véase : Municipalidad. 
Demanda — Véase : Prescripción. 

Depósito* judiciales — Acuerdo reglamentando su extracción. Pagi- 
na S. 

* 

E 

Ejecución - Debe ésta Helarse adelante, no siendo probadas las ex- 
cepciones opuestas. Página 390. 
Equipaje. — U empresa de ferrocarril esla obligada á entregar los 
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Imitas .le equipaje que recibió, y á pagar el valor de los ob- 
jeto, deteriorados ó perdidos según estimación pericial. Pa- 



gina 21 1 . 

Empaje. - M obligada mm ■ W -í daf '<* caüíia,lo a | l0tó " 
rosado á consecuencia del robo ó extravío del cqu.paje, se- 
gún estimación equilRtiW del jue*. Página 21 1 ¡ 

Error. — Véase : Compra .wnfu. 

toerituradim.- Víase i Contrato, 

Exearcdacim. - Btl lo, jM*** criminales por malversaron de 
fondos nacionales, prevista j penada por la ley nacional pe- 
nal de 1863, no procedo la i-icarceladon baj» fianza. Pági- 



na 351. „ 
fcrpropírtdo». - Si la sentencia de primera inslanna, fijé la indcm- 
niiacion por el terreno perjudicado |>or la expropiación, en 
la suma de cuatro centavos por rada metro cuadrado, sobre 
la superficie de 43» .923 melros cuadrados, y la semencia de ta 
Suprema Corte, en el pensamiento de disminuirla» la redujo á 
dos centavos por cada meiro currado de la superficie que 
conserva el expropiado, no puede entenderse que haya 
querido aumentarla, refiriéndola á una olra superficie de 
may( .r extensión de la que se consideró en primera instan- 
cia como perjudicada. Pagina 59. 
Extradición, - Siendo cumplidas las condicione, establecidas en la 

segunda parle del articulo ttW del Código de Proced en- 

<os en lo Criminal, debe accedorse á la extradición solicitada, 
con sólo la condición de que en caso de ser menor la pena 
de las leyes argentinas que la del país requirenle. sea aque- 
lla la que se imponga al encausado. Página 301. 



Fabifitwion. - Bl particular que ha cometido falsificación, con agra- 
vantes, debe sufrir la pena de tres «ios de trauajos forodos 
y mulla de mil pesos fuertes. Página 221. 

Falta de penmtrta. - No puede admitirse la e*c«; .ion de falta de 
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personería en la cobranza de servicios atrasados del enapréV 
tilo, opuesta a la raiüiua persona que so convino, en el con- 
trato, en reconocer como encargado de dicha cobranza. Pá- 
gina 43. 

Feria. — Acuerdo nombrando ministro y secretario de la Suprema 
Corte, y juez de la Capital, para la feria de 1901 . Pagi- 
nas 11 y 18. 

Fianza. — Si la ejecución se ha fundado sobre sentencias que se li- 
mitaron á la sola regulación de honorarios, y nada resolvie- 
ron sobre la obligación de pagarlos, el ejecutado tiene dere- 
cho de exigir que antes de hacerse el pago a] acreedor, 
éste preste fianza idónea para responder á las resultas del 
juicio que puede intentar contra su titulo. Página 69. 

Fiansa. — La fianza mercantil obliga solidariamente, y desde que 
consta la interpelación hecha al deudor, procede la ejecución 
contra el fiador. Página 448. 

Firma, — Véase : Heamorimim o. 

Fletmmnto. — Si por el no comptimienlo del contrato de fletamento 
se ha establecido una pena, la parte que, porfalla de la otra, 
ha podida pedir la resolución del contrato, sólo tiene dere- 
cho, por raxon de daños y perjuicios, & pedir el importe de 
la pena i teniendo ese derecho sin necesidad de probar que 
ha sulrido perjuicios á consecuencia de Ja falta de cumpli- 
miento del contrato. Página 331 . 

G 

Gittrdntxírrernit . — Véase: Pena. 

H 

ílabeas corpm. — La compra-venta de armas de Ja Nación, es delito 
de fuero militar, sea cualquiera el que Jo cometa, y el par- 
ticular detenido por ese delito por orden del juez instructor 
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militar, no puede interponer el recurso de habeas corput. 
Página m. 
Hecho ilícito. — Véase: Municipalidad. 

Honorarm. - El haber sido sometido á arbitros el asunto, no es ra- 
sen para que la regulación ú> lionorarios que, por renuncia 
del poder, pida al juez el apoderado de una délas parle», se 
suspenda hasta que los árbilr^s resuelvan. Página 286. 
Htoorarioi médicos . — Las conferencias tenidas con persona no auto- 
rizada para ejercer la medicina, no pueden sur estimadas en 
el carácter de consultas, sinó de visitas médicas. Pági- 
na 313. 

Hurto ~ El término medio de la pena por luirlo, cuyo valor no ex- 
cede de quinientos pesos, es de seis meses y medio de arres, 
(o. Pagina 354. 



Inhabilidad de título. — Pío poniéndose en duda la verdad é importe 
-de la deuda de los servicios vencidos j no pagados, del em- 
préstito, y resultando de actos auténticos que el ejecutante 
en sus relaciona coi» el deudor, es el que representa i loa 
titulares de los bonos á los cuales deben abonarse esos ser- 
vii-ios, no es posible admitir la excepción de inhabilidad da 
titulo opuesta a la ejecución. Pagina 43. 

Interdicto. — No puede deducir acciones posesorias por causa de actos 
derivados del derecho de disposición que corresponde al 
propietario, el que resulla ser simple tenedor en nombre del 
propietario. Pagina i 5». 

Interdicto. — Es de derecho que en los terrenos fiscales regidos por las 
lejas locales de tierra pública, los actos del gobierno ejecu- 
tados en virtud de lo dispuesto por dichas leyes, no pueden 
dar lugar & interdictos posesorios. Página 159. 

Interne». — El interés debido por el expropiante, es el que cobra el 
Banco de la Nación a sus deudores, y no el que cobra en el 
¿ descuento de letras en casos especiales. Pagina 50. 
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interese*. — Sometida al fallo arbitral, la cuestión de daños y perjui- 
cios y determinada por él la suma á pagarse por ese titulo, la 
sentencia arbitral queda cumplida con el abono de dicha suma. 
La pretensión de que se deban abonar también los intereses 
de la misma desde el dí» «Je ta demanda, es improcedente 
Pagina 72. 

Interrupción. — Véase: Prescripción ¿ 

Jueces tupientes. — Acuerdo designando ésto;; y los Suata att tioc para 
el año 1901. Pagina 9, 

Juez local. — 1.a denegación de un juez Inca! á dar cumplimiento at 
despacho expedido, en virtud de mandato de la Suprema 
Corte, poreJ secretario de la misma, con arreglo al regla 
monto de ella, lo liace pasible de la aplicación de la multa 
de 50 pesos fuertes. Página 281. 

Justicia federal. — No corresponde al mero federal por razón de ma- 
teria la causa contra la municipalidad de la capila) t sobre pre- 
cio é indemnización de terreno ocupado para calle publica. 
Página 298. 

Justicia federal. — No corresponde el fuero federal por razón de las 
personas, si el demandado y alguno de los demandantes, son 
extranjeros. Página 320. 

Justicia federal. — No procede el fuero federal por raxon de personas 
la causa promovida en la capital federal, cuyo valor asciende 
a ht pesos monada nacional. Página 358. 

Justicia federal. — No corresponde el fuero federal por razón de per- 
sonas, si Jas acciones deducidas por el extranjero contra el 
argentino» se hacen valer en calidad de cesionario de otra 
persona de nacionalidad argentina. Página 367. 

Justicia federal. — No corresponde el fuero federal por ratón de la ma- 
teria, la demanda contra la municipalidad de la capital por 
indemnización ó restitución de un terreno ocupado para 
calle pública. Página 383. 
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Justicia federal. — Pío corresponde á la justicia federal el conocimien- 
to de las causas sobre infracción á la ley de papel sellado 
cometida en sus protocolos por escribanos de registros de la 
Capital. Página 410. 

Juzgados federal?* de la Oiftitnt. — Acuerdo sobro Lis horas de 
despacho de «líos Página 8. 

Latido. — Si en el compromiso arbitral se han renunciado loa recur- 
sos de apelacíun y nulidad, cotí excepción del caso en que se 
dictara el laudo luera «leí termino 6 sobre punios no compro- 
metidos, no puede hacerse lugar al recurso de nulidad que 
no se Tunde un estas dos últimas causales. Pagina £89. 
LncacifM é> obrm. — Cuando por razón de enfermedad del empresa- 
rio y á solicitud de este, el propietario se hace cargo de la 
obra en nombre y per cuenta del mismo, y luego la sigue 
basta su conclusión no obstante el pedido del empresario, de 
reasumir la construcción directamente, después de la enfer- 
medad, hay razón para dar por resuelto el contrato de loca- 
ción de obras en la fecha de esto último pedido. Página 164- 
Ijicarion de otra». — En tal caso, habiendo sido tratada la obra per 
un precio único, el empresario tiene derecho A que se le 
pague, en relación al precio total, el valor de lo construido 
por él. asi como el valor de los materiales existentes en la 
obra cuando el propietario se hizo cargo de ella, y no em- 
pleados en la misma durante In construcción por su cuenta, 
y al de los útiles y andamies de su propiedad que no le hu- 
biesen sido devueltos Página 154. 
ÍMacion de obra». — La estimación del valor de lo construido, ma- 
teriales y útiles, debe hacerse por peritos en la forma ordi- 
naria. Página 164. 
Marido. — Véase : Compra-renta . 



■ 
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Mstíinez, el doctor Enrique. — Acuerdos con motivo de su falleci- 
miento y de la inhumación de sus restos. Páginas 6 y 1. 

Municipalidad, — Una municipalidad no puede ser demandan por 
daños y perjuicios procedentes de un hecho ¡licito. Pá- 
gina 371. 

N 

Navegable. — Véase : Arroyo ; Puente, 
Ntgligeuáa. — Véase : Pena. 

Novación. — No puede oponerse ú la «jecucion la excepción fundada 
sobre una novación que no se lia Nevado á cabo. Página 428. 
Nulidad. — Véase : Compra-renta, 

P 

Pena, — No distiendo atenuantes, la pena de dos años y medio de 
prisión impuesta á los guardabarreras de la vlá del ferroca- 
rril, por muerte producida á causa de negligencia en el cum- 
plimiento desusdeberee, es inferior á la que lija, en término 
medio, el articulo 83 de la ley nacional de ferrocarriles, en 
su segunda parle. Página 311. 

Pena. — Véase ; Fiel amento. 

Posetion. — Véase : Banco Hipotecario Nacional . 

Pretcripcion. — La demanda interrumpe la prescripción. Página 191. 

Puente. — No procede la renovar-ion ue un puenle construido en vir- 
tud de autorización de los poderes públicos autorizados al 
efecto, sobre un arroyo no navegable. Página 100. 



■ . ■ • 

UK JUSTICIA NACIONAL 476 



Reconocí míenlo. — El de la firma, hecho por el que firmó el docu- 
mento por el deudor con poder bastante de éste, llene igual 
fuerza que el hecho por el mismo deudor. Página 197, 

Recurso, — No procede contra las resoluciones de los tribunales or- 
dinarios el recurso á la Suprema Con*, si la cláusula cons- 
titucional que se dice violada no ha sido materia de - yu- 
sión en el juicio, y su violación se invoca con posterioridad 
á él. Página 446. 

Recurso de nntidmt. — No ha? nulidad en la sentencia que recae so- 
bre materia de controversia judicial, y que, para re chalar la 
demanda, no se ocupa de los perjuicios que debían tener por 
antecedente la admisión de la misma. Página 100. 

Recurso de utilidad. — Los errores que pueda contener la sentencia, 
juzgando y resolviedo las cuestiones un liligio, noauloriiau 
el recurso de nulidad. Página 164. 

Recurso de nulidad. — Véase: Laudo. 

Recusación . — Véase : Apelable. 

Reivindicación.— VA ocupante del terreno con titulo de arrendatario 
concedido á sus antecesores por el primitivo propietario, no 
puede resistir la acción por la cual el que lo compró i lot 
sucesores del mismo propietario, pide que se le entregue. 
Página 18. 

Reivindicación. — Acreditado el derecho A poseer, debe admitirse li 
acción reivindicatoría intentada contra el ocupante. Pági- 
na 33. 

Reivindicación. — Si el reivindicante no prueba su dominio sobre la 
cosa reivindicada, debe absolverse al poseedur. Página 139. 

Rematador. — El martiliero puede verificar el remate, por medio de 
otra persona del gremio. Página 361. 

Rematador — Véase : Compra-renta. 

Rescisión.— Véase : Contrato; locación de obras. 



gwgí'f, " ■ ■."* .-.'• ,*."'-'•. 

470 FALLOS DE U «O^MA COftTft 

■ 

^ ■ s 

SmIímíw. — U semencia no debe resolver sobre lo que no ha «ido 

materia de peticiones. Página 164. 
Servicio miíiiar.— Debe ser eximido de él, el hijo que atiende & Ja 

subsistencia de la madre viuda, aunque ésta tenga otros bi~ 

jos. Página 30i. 

Servicio militar.— No corresponde la excepción de éste, por razón 
de atenderá li subsistencia del padre, si resulla que ¿ale no 
se halla impedido para atenderse de por si. Página 324. 

Suprema C»rte . — Con eicepcion de las causas criminales dé fuero 
común, todo asunto judicial seguido en los territorios nacio- 
nales, está sometido á la revisión de la Suprema Corte ; y 
cuando sea parte el Fisco ó algún incapaz, debe ser pasado 
en consulta á la misma, aun cuando no haya habido recurso. 
Página 15, 

Suprema fiarte. - Las resoluciones de ella deben ser cumplidas, y 
no son apelables para ante los tribunales locales. Pági- 
na 252. 

Suprema Corte. — En Jos casos que no sean de superintendencia 6 
de jurisdicción originaria, la Suprema Corte no puede inter- 
venir sino á consecuencia de recurso de apelaeion. Pági- 
na 437. 

Sustracción . — El empleado que sustrae efectos de los almacenes de 
aduana, es pasible de la pena de cinco á diez años de tra- 
bajos forzados. Página 80. 

Sustracción. — Corresponde al delito de sustracción y violación de 
correspondencia con valores, cometido por un empleado, la 
pena de cinco anos de trabajos forzados é inhabilitación pa- 
ra puestos públicos. Página 331. 
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Térmmo — El término pura apelar es fatal , y cor» aunque medie el 
pedido de aclaración de la sentencia, expresando que ésta 
se pide sin que corra término, Página 360. 

Testigo*. — No debe admitirse la prueba de testigos pedida dot dial 
antes de vencer el término probatorio, aunque hay* de prac- 
ticarse fuera del municipio de la Capital. Página $96. 

Tierra pública.— Véase : Interdicto. 

Transporte. — Los que resultan haberte encargado del transporte de 
mercaderías en el carácter de comisionista» y agentes marí- 
timos, sin indicar que obrasen como mandatarios y k nombre 
de otro, son personalmente responsables, para con el duelo 
de las mercaderías, de la pérdida de éstas j daños y perjui- 
cios. Página 420. 

Tripulante. — El individuo de la tripulación que, estando en el ter- 
vicio del buque, ha sido lesionado, debido & causa dentara 
mayor, no tiene más derecho contra el armador, que el da 
cobrar los gastos de curación y convalecencia, y loa sueldos 
hasta el dia en que sano, y con diez dias de convalecencia. 
Págiua m. 1 

' * > 

V % 
Violación de cot rcsftondencta . — Véase : Sustracción. 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo reglamentando la extracción de los depósitos 

judiciales 

En Buenos Aires, á doce «le mayo de mil novecientos, reu- 
nidos en la Sala de acuerdos de ta Suprema Corte, los señores 
presidente y ministros» doctores : don Benjamin Paz. don Abel 
Kazan, don Octavio Bunge,don Juan E. Torren! y don Enrique 
Martínez, con el objeto de tomar en cuenta los oficios dirigidos 
por el Banco de la Nación Argentina, pidiendo la reglamenta- 
ción de la forma en que debe hacerse la extracción de fondos 
depositados en el citado establecimiento ;í la orden de los 
jueces fedéralos ó de los jueces letrados de los territorios 
nacionales, y habiendo considerado conveniente dictar esa 
reglamentación, dispusieron : 

I" Que la mencionado extracción de depósitos se efectúe por 
libramientos del juzgado que conozca en el asunto, A favor de 
la persona que resulte deber percibirlos, la que ocurrirá con el 
libramiento al Banco de la Nación Argentina, en compañía de] 
secretario ó actuario, quien llevará el expediente *n que se 
haya ordenado la extracción para hacer constar en él su cum- 
plimiento. 
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3* Que cuando el depósito se hubiese constituido en una 
sucursal donde no tuviese su asiento el juzgado, éste deberá 
ordenarla transferencia del depósito á la sucursal del lugar 
de su jurisdicción, para proceder en seguida según se indi™ 
en el número anterior. 

3* Que se comunique este acuerdo á tos jueces federales de 
sección y á los jueces letrados tle tos territorios, debiendo 
estos últimos mandar que los jueces de paz, en los casos de 
su competencia, procedan con arreglo a lo dispuesto anterior- 
mente. 

4° Que los expresados jueces federales y letrados manden 
colocar en tablilla este acuerdo, <|ue deberá publicarse en los 
diarios de esta Capital y comunicarse al Banco de la Nación. 

Con lo que terminó el acuerdo ordenando se registrase en 
el libro respectivo y li miando por ante mf. 

BENJAVIN PAZ. — AEIL BASAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
£. TOS B INT. — E. MARTINEZ. 

José A . Frita, 
Secreta fío. 



Acuerdo celebrado con motivo del fallecimiento del doctor 
Enrique Martínez, Ministro de ta Suprema Corte 

En Buenos Ai ros, á veintiuno de setiembre de mil novecien- 
tos, reunidos en acuerdo extraordinario los señores presidente 
y ministros de Ja Suprema Corte doctores : don Benjamín Faz, 
don Abel Bazan, don Octavio IMnge y don Juan E. Torreni, 
dijeron : Que habiendo recibido aviso de haber ocurrido boy 
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en la ciudad de París el fallecí miento del señor ministro de la 
Suprema Corle doctor Enrique Martínez, y debiendo honrar la 
memoria de este distinguido magistrado, que tan importantes 
servicios lia prestado «I país, acordaban : se diera noticia ofi- 
cial de este lamentable acontecimiento al Poder Ejecutivo con 
trascripción del presente acuerdo; se colocara su retrato, en 
homenaje a la memoria de tan meritorio juez, en el Salón de 
Acuerdos del tribunal, y se dirija á la familia del extinto una 
carta de pésame. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR 
— OCTAVIO BUNGE. — JIIAA 
E. TORRENT. 

Jcír /I . Friüi, 

Secretario. 



Acuerdo celebrado con motivo de la inhumación de los re&tai 
del doctor Enrique Martínez, ex-mimstro del tribunal 

En Buenos Aires, á veintidós de noviembre de mil novecien- 
tos, reunidos en acuerdo extraordinario los señores presidente 
y ministros de la Suprema Corte doctores : don Benjamín Paz, 
don Abel Bazan, don Octavio Bunge, don Juan E. Torren t y 
procurador general doctor Sabio i ano Kier. dijeron : Que 
debiendo tener lugar el día veinticuatro del corriente la 
inhumación de los restos del señor doctor Enrique Martínez, 
ex-mimstro de la Suprema Corte, acordaban . primero : asistir 
en corporación a ese acto, debiendo invitarse para concurrir 
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á él á Jos jueces federales de la Capital, procurador fiscal y 
defensor de menores ante los mismos; y segundo, encomendar 
a I señor mi n islro doclor Torren l , la expresión, en aquel acto, de 
los sentimientos de los miembros del Tribunal por la pérdida 
de tan distinguirlo magistrado. 

Todo lo que dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y se registrase en el libro correspondiente. 

BENJAMIN PAZ. — Alfil. BAZAA. 
— OCTAVIO BtMGB. — JUAN E. 
TUBRENT. — SABMIAMF K1ER, 

José. A . Frías, 
Secretorio. 



Acuerdo sobre las horas de despacho de tos jazuados federales 
de la Capital de la llepvbliea 

En la Ciudad de Buenos Aires, á trece de diciembre fie mil 
novecientos, reunidos en su Snta de Acuerdos los señores 
presidente y ministros de la Suprema Curte, doctores Benjamín 
Paz, Abel Bazan, Octavio Bunge y Juan E. Torren l, con asis- 
tencia del señor Procurador general doctor Sabiniano Kier, 
acodaron : íjue lo segunda parte del articulo primero del 
Reglamento de los Juzgados de Sección, dictado con fecha doce 
de octubre de mil ochocientos sesenta y tres, en cuanto dispone 
que queda á la discreción de los Jueces de sección, señalar 
aquellas horas de despacho que, « atendidas las costumbres 
de la provincia en que residan, juzguen mas cómodas para Jos 
litigantes », no se entienda aplicable á los jueces federales de 
fa Capital, los que deberán asistir al despaeho iodos los dias 
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hábiles; conformó nd ose, en cuanto á las horas» con las que la 
Suprema Corte tenga designadas para sus reuniones. 

Todo lo que dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase á quienes corresponda, se publicase y se registrase en 
el libro correspondiente. 

HKNJAHIN PAZ. — ABEL BASAN . 

- . 'f, ■vi~ ; " y** 

— OCTAVIO BUNGE..— JUAN t. 
TORHENT. — SARI NI ANO ElER. 

José A . Frittt, 
SecreUrio. 



Acuerdo designando los jueces suplentes y fiscales ad-hoc 

pura el año i'Jttt 

En Buenos Aires, á veinticuatro de diciembre de mil nove- 
cientos, reunidos en la Sahi de Acuerdos de la Suprema Corte 
los señores presidente y ministros doctores : don Benjamín Pas. 
don Abel Bazan, don Octavio Bungey don Juan E. Torren!, 
acordaron formar la lista de abogados que, con arreglo á la ley 
de veinticuatro de setiembre dé rn i l ochocientos sesenta y ocho, 
deben suplir en el año de mil novecientos tino á los jueces 
federales de sección, legalmente impedidos ó recusados,, 
ejercer las funciones de fiscales ad-hoc. 

Para la Capital : doctores don Miguel (i. Méndez, don Pablo 
(Ordenas, don Bernardino Bilbao, don Ka i mundo Wilmart, 
«Ion Angel E. Casares, don Julio A. tjarcia, don José M. Ahu- 
mada, «Ion Rafael Castillo, don David Peña, don Antonio 
I.. Gil 

Para la sección «le Buenos Aires ; Doctores don Pedro F. 
Agote, don J. N. Malienzo, don Enrique Ri va roja, don Kanuel 
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A. Pórtela, don Mariano CandiuLi, don Julio N. Hojas, don 
Ricardo Marcó del Pont, don Adolfo Mugía*. Don Pedro Del- 
heye, don Julio Sánchez V ¡amonte. 

Para la sección de Santa Fé : Doctores don Pedro Ñola seo 
Arias, don Joaquín U¡jarza, don José Leguizamon, don Nicanor 
de Ella, don Federico Molina, don Guillermo San Román, don 
Federico B. Valdez, don José M. Salva, don Miguel S. Cortinado 
y don Jorge J. fichóle. 

Para la sección de Entre liios : Doctores don Miguel M. 
Ruiz, don Carlos M. de Bija, don Ramón G; Cosía,- don José del 
Barco, don Martin Ruiz Moreno, don TorcuaLo Gilberl, dmi 
Ramón Febre, don Bonico Carbó, don Emilio Villarroely don 
Miguel Laurencena. 

Para la sección de Corrientes : Doctore* don Fermin E, Al- 
sino, don Itótnulo Amadey. don Martin Goilía, don José F. 
Soler T don Ernesto E. Ezf(uer, don Pedro l\. Fernandez, don 
Martin Y. Villordo, ilon Justino I. Solari, don Juan R. Vidal 
y don Adolfo Contte, 

Para la sección de Córdoba ; Doctores don Mardoqueo Mo- 
lina, don Rafael (Jarcia Montano, don Julio Dcheza, don Pablo 
Julio Rodríguez, don Trislan Bustos, don José Echenique, don 
Felipe Crespo, don Félix T, Garzón, don (Juintiliano Tizcira, 
don Benjamín Otero Capdevila. 

Para la sección de Santiago del EHero : Doctores don Napo- 
león Taboada, don Gaspar López Costa, don Ramón Gómez, 
don Dámaso Giménez Bcltran, don Adolfo Sánchez, don José 
D. Sa milla», don Pedro L. Cornel, don José M. Arias Moreno, 
don Benjamín Ka valia v don Baltazar Avalos. 

I'arji la sección de Tuctanan ; Doctores don Emilio Teráu, 
don Juan M. Tetón, don José Frías Silva, don Patricio Zavalía, 
don- Servando Viaíia, don Rufino Cossio, don Alberto E. Padi- 
lla, don Pedro E. kocli.don Abraiiam déla Vega, don Faustino 
Sálvalo. 
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Para la sección de Salla : Dadores don Felipe R. Arias, don 
Juan T. Frias, don .luí ¿o C. Torino, don Luis Linares, don Josh 
María Sofá, don Dario Arias, don Fernando López, don Caries 
S>Trey, don Domingo Giiemes, don Angel M. Orejero. 

Para la sección de Jujuy : Doctores don Pablo Carrillo, don 
Segundó Linares, drm Mariano de T. Pinto, don Pablo Arroyo, 
don Tcólilo S. de Rusta man le, don Francisco Acuña, don 
Ernesto Claros, don Víctor Vargas, don Florencio Peralta y don 
Damián i uch. 

Para la sección de (atamarca : Doctores don José P. Cisneros, 
don Máximo Vera, don Emilio Molina, don Simón Avellaneda, 
don Ernesto Acuna, don Martin T. Sosa, don Rafael Robín 
Escalante, don Nieéforo Paz, don Estauróíilo \ieto. 

Para la sección de La Moja : Doctores don Marcial Catalán, 
don Segundo A. Colina, don Manuel Nieto Ürliz, don Vicente 
de la Vrg«, don Arradio de la Colina, don Wenceslao Frías, 
don Carlos Diaz Garzón, don Nicolás González, don Pelagio B. 
Lima, don TomAs Vera Barros. 

Para la sección de San Juan : Doctores don Añádelo Gil, 
don Manuel García, don Javier M. Garratnuño, don Alejandro 
Garra muño, don Pedro A. Garro, don Pedro S. Manrique, don 
Mario Videla, don Doroteo Basañez, don Daniel S. Auboney don 
Roberto Barrera. 

Para la sección de Mendoza : Doctores don Manuel Bermejo, 
don José Palma, don José N, Lencinas, don Mardoqueo J. Ol- 
mos, don Demetrio Petra, don Conrado Céspedes, don Severo 
G. del tastillo, don Germán Puebla, don Arturo T. Ruiz, don 
Adolfo Calle. 

Para la sección de San Litts ; Doctores don Cristóbal Pereyra, 
don Marcelino Ojeda, don Domingo Flores, don Juan A. Bar- 
beito, don Juan Garro Allende, don Juan Daraci, don Remigio 
Rodríguez Jurado y don Víctor S. Guiñazú. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
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trise 6i) el libro de acuerdos y se comunique é quien corres - 
pooda. 

BGNMHI1V PAZ. — ABEL BAZA* . 
— OCTAVIO BUNGB — JL'Alf E. 
TOHKIMT. 

José A. Frías, 
Secretorio. 





Acuerdo designando Ministro y Secretario para la feria de 49Ó4 



En Buenos Aires, i\ veintisiete de diciembre de mil nove- 
cientos, reunidos en la sala de acuerdos de la Suprema Corte 
los señores presidente y minislrosdoctores : don Benjamín Paz. 
don Abel Bazan, don Octavio Bunge y don Juan E. Torrenl, 
con el objeto de nombrar juez de feria, con arreglo al artículo 
cuarto del Reglamento para el régimen interno de la Suprema 
Corle, acordaron : nombrar al señor ministro doctor don Abel 
Baza n, actuando como secretario el doctor don José A. Frias, 
quien deberá designar los empleados que durante la feria 
tengan que concurrir á la secretarla para el servicio de ella. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se 
registrase en el libro correspondiente y se publicase. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZA*. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN K- 
TOHHEHT. 

José A. Frias, 
Secretorio. 
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Acuerdo nombrando Juez de la Capital, para la feria de i 90 4 

En Buenos 4ires, á veintisiete de diciembre de mil nove- 
cientos, reunidos en la sala de acuerdos de la Suprema Corte, 
los señores presidente y ministros doctores : don Benjamín Paz, 
don Abel Bazan, don Octavio Bunge y don Juan E. Torren t» 
acordaron designar para el servicio de ios tres juzgados fede- 
rales de la Capital, durante la feria del mes de enero próximo, 
al juei doctor Francisco B. Antigüela con el secretario ó secre- 
tarios que él designe. 

Lo Armaron, ordenando se publicase? y se comunicase á 
quienes corresponda. 

BENJAMIN PAZ* — AVBL BAZAN. 
— OCTAVIO RUNGK — JUAN B. 
TOBRENT. 

Jo*é 4. Frias, 
Secretario. 



Acuerdo designando eonjueces de la Suprema Corte 
para el año i 90 i 

Eo la ciudad de Buenos Aires, á los veintiséis dias del mes 
de febrero de mil novecientos uno, reunidos en la Sala de 
acuerdos los señores presidente y ministros de la Suprema 
Corte de Justicia Nacional, doctores : don Benjamín Paz, don 
Abel Bazan y don Juan E. Torren t f con el objeto de nombrar 
con jueces para el corriente año t en cumplimiento del artículo 
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veintitrés de ta ley de procedí míenlos, acordaron nombrar á 
los señores doctores : don Ezequiel Pereira, don Manuel Oba- 
rrio, don Juan J. Montes de Oca, don Honorio Marlel, don 
Diego González, don Juan S. Fernandez, don Julián Balbín, 
don Rafael ftuiz de los Llanos, don Luis Lagos barría, don 
Juan E. Barra, don Daniel J. Donovan, don Juan Carballido, 
don Juan A. Bibiloni, don Leopoldo Basavilbaso, don Mariano 
Castellanos, don Kaldomero Llerena, don Pascual Keracoohea, 
don Juan J. Homero, don Mariano II. Martínez, don Joaquin 
M. Cullen, dnn Julián L. Aguirre, don Juan A. Areco. don 
Estanislao S. Zeballos. don Francisco Alcobendas y don Ma- 
riano Demaria . 

Todo lo oiiid dispusieron y mandaron, ordenando sé publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

HENJ AMJN PAZ. — ABEL BAÜAN . 
— ttijá K. TOftRKM. 

José A. Frías, 
^•errtario. 
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ÜE JUSTICIA NACIONAL 
ÜOS LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1899 

(foniÑíUíifíítn; 




Juicio sucesorio ab inténtalo de don Isidro Mororrea 
sobre consulta d la Suprema Corte 

Sumario. — Coa excepción «le las causas crimínale* de fnrro 
común, fcod» asunto judicial seguido en tos territorios naciona- 
les, está sometido i I» revisión de la Suprema Corte ; j cuando 
•caparte el fisco ó algún incapaz, debe ser pasado en contutta 
á ta inismn, aún citando no liara habido recurso. 



Caso. — Elevada por el ju< * letrado de MUÍ mes, la cauta en 
consulta, por haber menores interesados en ella, ta Suprema 
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Corte d ¡ó intervención al defensor de incapaces, quí^n manifiesto 
que se hablan observado todos los procedimientos legales y na- 
da tenia que objetar. 



VISTA DEL flCROft PROCURADOR CKNEIUL 



_ ¿ Buenos Aires, Setiembre 27 de mi t 

Sup rema Corle : 

Esta cansa no pertenece al fuero federal ratione materiae, 
tampoco se ha demostrado ni alegado, que pn. itera pertenecer- 
le por la diversa nacionalidad de los interesados. 

No corresponde, entónese, la consulta que es regida por el 
mismo fuero de la apelación, á la jurisdicción de V. E., según 
se deduce de las prescripciones de los artículos 36 y 41 de la 
ley sobre división de los territorios nacionales. Pido á V. E. se 
sirva así declararlo. 

Sabiniano Kter 



Buenos Airea, Febrero 25 de 189» 

Vistos: Considerando : Que el. cas» está sometido a la con- 
sulta de esta Suprema Corte conforme á la expresa disposición 
del articulo cuarenta y dos de la ley de territorios, la cual en su 
artículo anterior, cuarenta y uno, somete á la revisión de este tri- 
bunal las sentencia» que dicte.» los jueces letrados en primer ¡i 
instancia, sin hacer distinción de fuero, habiéndose exceptuado, 
tan sólo por ley posterior, las causas criminales del fuero común 
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(Código de Procedimientos on lo «i i mina), artículos veintidós, 
inoiio primero, veinticinco, inciso primero, y treinta y tres, 
inciso primero). 

Por esto : se declara competente esta Suprema Corto para co- 
nocer en la consulta de que so trata, y vuelva a! señor Procura- 
dor general á linde que se sirva eipedir sobre el fondo del asun- 
to. Notifíquesecon el original. 

ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUNCE* 
— JUAN E TORKfcPtT. 



VISTA HEL SEÑOR PHOCtJAAOOB GBNElUI, 

Buenos Airee, Marzo 8 de 189Í». 

Suprema Corle: 

Se ba lieuhu la declaratoria de herederos á foja 34, y la ma- 
nifestación y tasación de bienes á foja 42; dictándose a-ito apro- 
batorio de aquellas operaciones á foja 45 vuelta. 

La cuenta particionaria de foja 48, resulta practicada con 
sujeción a esos antecedentes, y aprobada a foja 05 de confor- 
midad con lo manifestado por la interesada mayor de edad, y el 
representante de loi menores. 

Llenados asi tos requisitos legales, y repuesto tanto el sello 
correspondiente á la sucesión que prescribe el artículo 48 de la 
ley para 1897, contólos demás relativos á la actuación, ningún 
obstáculo legal se opone, i mi juicio , a la aprobación del arreglo 
testamentario elevado en consulta hasta V E. 

| k • - 

Sabúiiano Kier. 
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taita 4* ta — p w mm €•*** 

Buenos Aires, Abril 4 de 1«*9. 

Vistos : De acuerdo coa lo dictaminado por el señor Procura- 
dor general y ministerio de menores, se aprueban loa procedí- 
mientes observado* en esta cansa» Deruélvanse, debiendo reco- 
cerse loa sellas ante el inferior. 

BENJAMIN I»AI. — AlBL BAZA*. 
— OCTAVIO BÜNGI. — JUAN 
E. TOUhENT. 



4 AUNA X« I 



Ifon Ernesto Haerwindt contra don Gerónimo Quiroz 
sobre reivindicación 

Sutñdrio, — El ocupante del terreno con titulo de arrenda- 
miento concedido ¿ sus antecesores por el primiiivn propieta- 
rio, no puede resistir la acción por la cual el que lo compró d 
los sucesores del mismo propietario, pifie que se le entregue. 

Caso, - Resulta del fallo de la Suprema Corte j del 
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Paraná, Julio 31 de 1895 

V vistos: resultti Qup en 16 de Noviembre de 1891, don 
Fernando liourdíeu, con poder del doctor Hugo A. Bunge y 
en su nombre y representación, vendió á Ernesto Baerwindt, 
un campo ubicado en esta provincia, departamento Feliciano, 
distritos Chañar y Manantiales, compuesto de 16.033 hectáreas, 
74 arcas y 85 centiáreas. Este eampn lo hubo el vendedor por 
compra hecha al Banco Agrícola y Comercial del Rio de la 
Plata, t éste por compra hecha á don Sebastian C«ll en 11 de 
Enero de 1889, y Col! lo obtuvo por el mumo título de los se, 
ñores Estiban Arig W y compañía y de don Ricardo Lopes Jar* 
dan (hijo), con fecha 10 de Enero del mismo ano 1889, cons- 
tando la fracción comprada á Angón y crnupafifa de 3195 hec- 
táreas, 46 áreas y 65 centiáreas, sitúa las en el distrito Chañar, 
y la comprada é Jordán, de 3438 hectárea-, 28 áreas y 30 cen- 
turias, ubicada en el distrito Manantiales. £1 derecho ri la 
fracción adquirida y enajenada por Arigo* y compañía, tiene 
su origen en títulos de propiedad otorgados por el gobierno de 
esta provincia, según relación hecha por el escribano amon- 
tante de la escritura de venta otorgada por Bunge ¿ Bacrwindr, 
á saber: A Martínez, en 4 de Mano de 1882. * Cipriano Velas- 
en, en 30 de Julio de 1884; & José P.iladino, en 22 de Abril da 
1882; á Ensebio Galves de Gómez, en 5 de Noviembre de 1881; 
á los hered.Tos ie Carlos Ort-s y Petrona Córdoba, el 4 do En.- 
ro de 1886, y el de la fricción enajenada por don K i cardo Ló- 
pez Jordán (hijo), en 12 de Agosto ríe 1885, sin designación de 
límites ó linderos. 

Con este título se presenta el doctor don José L. Churrunrin 
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como apoderado sustituto de don Ernesto Baerwindt, diciendo : 
Qne su mandante Uaerwiudt arrendó el campo objeto del con- 
trato de compra-ven ti relacionado, á U Compañía He turne riuh» 
la que, al ocupado con haciendas, ha encontrado que en el pa- 
raje denominado ■ Potrero de los Manantiales » se ha introdu- 
cido y hecho poblaciones» don Gerónimo Quiroi, y tiene además 
un corto námero de animales. Qne esta ocupación del campo 1» 
ha hecho dicho señor sin permiso ui derecho alguno, perjudi- 
cando el de su inundante, por lo qne lo demanda por acción rei- 
vindicatoría pura que se le obligue á desaloja rio y á pagar las 
costas, daños y perju icios fundando la acción en la desposesion 
sufrida por Baerwindt, y en el dominio que el tiene en el in- 
mueble que reivindica. 

Corrido traslado de esta demanda á don Gerónimo Quiroz, 
éste la contesta por medio de su representante, don Fermín 
Uzin, diciendo : Que ella adolece de defecto legal en el modo 
ds proponerla, y además qne la acción reivindicatoría propues- 
ta es improcedente, y pide sea rechazada, cou costas. 

¡Sostiene la excepción, diciendo: qne la demanda se refiere á 
un título qut acompaña y con el que funda el dominio de Baer- 
windt sobre varias leguas de campo, en dos distritos del de- 
partamento San José de Feliciano, sin ei presar cuálaa sean 
sus límite*, ni decir si la desposean sufrida es del todo ó de 
ana pane de ese campo, y en este último caso, cuáles sean los 
límites de la fracción objeto de la demanda, limitándose á 
enunciar como íntica designación, que don Gerónimo Quiroz se 
bahía iniroducido en el Potrero de los Manantiales, sin qne se 
Sepa, ni él lo exprese, en qué distrito está ese potrero y cnáles 
seau sus límites, fallando así al precepto terminante de la ley 
de procedimientos. '}ue el juzgado mismo, en presencia du esta 
obscuridad en la demanda, no sabría á qué campo referir su 
sentencia, puesto que tampoco sabe cuál es ni dónde está el 
Potrero de los Manantiales. 
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K atranco á la cuestión principal, confiesa que so mandante 
posee un campo en el distrito Manantiales, departamento San 
José ríe Feliciano; pero niega que lo ocupe como intruso, ni 
mucho menos que haya desposeído á ningún otro, pues él ha 
continuado la posesión en qu< estuvieron sus padres, don Ba- 
silio Quiroi y. la esposa de éste, con título legal, que existe en 
la escribanía de gobierno, y nfrece presentar, así como el expe- 
diente administrativo seguido por ellos. 

Que rtiandu la Compañía Hemmerich llevó haciendas A ese 
campo, don Gerónimo Quiroi protestó contra ese acto, como lo 
justificar* con la eseritnra reepectiva. 

Concluye negando los hechos relacionados por el actor, y 
pidiendo nuevamente se declare improcedente la acción, con 
costas. 

En este estado, el representante del actur pide se cite de 
evicoion al gobierno déla provincia, el que por medio de su fis* 
cal de Estada a foja 40, se rehusa ¿ tomar participación en el 
juicio, por tratarse de perturbaciones de «eche, en el ejercicio 
de la posesión, y no ser deade luego un caso de ev ice ion. 

Abierta la cansa a prueba sobre of dominio que alega tener 
Baerwindt, y sobre el hecho de su dfsposesion por el demanda» 
do, las partea producen la que se registra de foja 43 á tuja ITS 
de los autos, las que ha tenido i la vista el juigado, asi como 
los alegatos de conclusión. 

T considerando en cuanto á la excepción de defecto legal 
en la forma de la demanda : 1" Que según las leyes 25, titu- 
lo 2*, partida 3*, y 4, título I a , Ubro4*. Recopilación Castellana, 
las demandas deben ser ciertas y sobre cosa cierta, indivíduali- 
lando ésta por su ubicación, limites y linderos, si versase sobre 
un inmueble ; siendo estos requisitos de tal manera esenciales, 
que sin ellos el demandado no podría hacer su defensa, ni el 
juei pronunciar sentencia sobre cosa cierta, como debe ha- 
cerlo. 
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f Que expresando en sn dentuda el representante del actor, 
como única designación del inmueble que rei¥indica, i que su 
mandante es dueña fíe un campo en el departamento Han José 
de Feliciano, distritos Chañar y Manantiales, según así lo prue- 
ba el título que acompaña, y que habiéndolo arrendada á la 
Compañía Producto* Hemmerich, ésta al llefar su» haciendas 
lia encontrado que en el paraje denominado Potrero de los Ma- 
nantiales, se ba introducido con ganados y hecho poblaciones 
don Gerónimo Quiroi no ha observado lutf preceptos leg.il» s 
respecto de la forma de la demanda, por cuanto no es presa cu li- 
les son loá límites, ni el distrito en que está situado ese Potre- 
ro de los Manantiales, que se supone sea el reivindicado, y 
esta enunciad-Mi era tanto más necesaria cuanto que el par.jje 
en que tiene *us poblaciones y ganados don Gerónimo Quiroz, 
no es conocido por ese nombre, según los testigos verimus ríe] 
lugar, don Juan B. Espinosa, foja 9) ; Pedro Ortiz, foja 122; 
Eduardo Gómez, foja 140, sino pnr el de Corralitos, según Emi- 
liano Brest, foja 128, y otros. 

Que esto no obstante, el demandada ha contestado y hecho su 
dcfensaen el fondo, en el concepto de que el campo que se reivin- 
dica es e) situado en el distrito Mamut ules y emprendido entre 
el ar^yodeeste mismo nombre, el Mulita ó Pasaju y el Achiras, 
y tanto él como el actor han formulado sus interrogatorios sobre 
este campo, contrayéndose á él lu discusión, de modo que puede 
considerarse que la oscuridad de la demanda se ha subsanado en 
el curso de la discusión, y el juzgado está habilitado para pro- 
n une i ¡irse en la cuestión principal, y debe hacerlo a*í para no 
esterilizar los gastos hechns por los litigantes y el tiempo em- 
pleado en el pleito por una formalidad que, aunque esencial, 
ha perdHo su importancia en la discusión. 
Considerando por lo que respecta á la reivindicación : 
Que es á cargo del actor la prueba de los hechos en qne fun- 
du su demanda. 
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Que tratándose de la acción reivindicatoría, como que nace 
del d uninío que cada uno tiene en sus cosas particulares f se 
d¡* pura recuperar la posesión perdida contra el que la tiene, 
(articulo 2758. Código Civil), el que la ejercit* por derecho pro- 
pió debí? probar, entre otro-; eitremos, su dominio en la cosa 
que reivindica. 

Que eJ dominio no se prueba con sólo la exhibición de ¡in con- 
trato traslativo de la propiedad, si no se justifica que él fué 
consumado por la tradición de la eos» que forma su objeto (ar- 
tículos 3365 y 577, código citado). 

Que en el concepto rít- ser el denominado Potrero de loa Ma- 
nantiales queso reivindica, la fracción de campo comprendida 
entre los arroyos Mulius ú Patajú, Toscas. Achiras y Muñan- 
líales, don Ernesto Baerwindt súi-i ha probado que compró ese 
terreno, juntamente con otros ; »l doctor don Htigo A. Bunge en 
6 «le Noviembre de 1891 ; pero no ha justiücado que se le hiciese 
tradición de él, ni que adquiriese la posesión de otra manera ; 
ni ha podido probarlo porque, por el contrario, el demandado 
don Gerónimo Quiroi ha justificado pu ra pl idamente, aun por 
los mismos testigos de Baerwindt, que él sucedió en la posesión 
que 8u s padres tenían en ese terreno, principiaron a poseerlo 
éstos con anterioridad á la fecha del título de Baerwindt, ha- 
biéndolo ocupado sin interrupción desde entóneos. En efecto, 
Juan B. Espinosa, ti ciño dei distrito Chañar, y don Rosario 
Aldarete, reciño de Manantiales, ambos testigos ríe Btierwindt, 
declaran ; el primero, á foja 01, que conoció al padre de don Ge- 
rónimo Quiroz poseyendo en 1864» el campo que el actor deno- 
mina € Potrero de los Manantiales », y ha continuado pose- 
yéndolo después de él, don Gerónimo Quiroi, sin ninguna 
interrupción hasta la fecha; y el segundo é foja 95 vuelta, afir- 
maque hace cuarenta años 911c principiaron á ocupar el cam- 
po y han continuado ocupándolo, primero los padres de don 
Gerónimo Quiroz, y después éste; don Pedro Grtiz, de 70 años 
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de edad, declara á faja 142, que hace 40 años que ha visto á 
don Basilio Quiroz primero, y después á sus lujos Gerónimo y 
Josefa, poseyendo el campo en cuestión sin ninguna interrup- 
ción. Ed nardo Gómez, de 68 años, declara á foja 140 que el año 
1869 ro»oció ú lo* Quiroz ocupando ya el mismo campo y con- 
tinúan viviendo en él, flonOer jniino j iloüa Josefa. Lo mismo 
declaran Emiliano Brest, foja 128; E pifan i o Sotelo, foja 132; 
Francisco Domínguez, foja 135, y Pablo Ramírez, foja 449, con 
lu única diferencia de que unos los conocieron en él, hace 40 
años y «tros en época más reciente. 

Que esta prueba no se desvirtúa por la declaración de Salla- 
ré^ a foj;i 82 vuelta, de que este campo, juntamente con otros 
d.' mayor extensión, fueron poseídos por el Banco Agrícola, y 
actualmente 1 ocupaba la compañía de Productos Heminericn, 
ni por la da Agustín Veles, foja 84 y vuelta, que dice que el 
representante del Bani-o Aerícola hizo algunas exploraciones 
do monte y Baerwindfr, alambrados en dichos campos, es decir, 
el cuestionado y «tros de mayor extensión porque et mismo Sa- 
llarás declara no conocer ut campo objeto del pleito, foja.., de 
mo lo que la posesión sobre que atestigua, se refiere a los otros 
campos, y no ú éste, y la generaliza por error de concepto, en- 
tendiendo tal vez que bista baber ejercido atos posesorios en 
uno de Ioí campos, para que se consideren poseídos todos, adole- 
ciendo de iguil vaguedad la exposición de Vtdez. 

Que probado como lo está, que lo* Quiroa, don Gerónimo y sus 
padres, seencontraban poblando y poseyendo el campo en cues- 
tión desde antes de 1870 y han continuado en la misma posesión 
.basta boy, ni los actos posesorios á que se refiere Sallares, ni los 
alumbrados j explotación de bosques áque alude Vílez, nj la ac- 
tual ocupación del campo por hacienda* di* la compañía Productos 
Hemmerieh concurrentemente con ladednn Gerónimo Quiroz, no 
prueban que Loa pausantes de Jfaerwindt desde Crespo y mucho 
menos ¿are último, hayan tomado ta posesión y adquirido el do- 
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minio del campo, porque pura que se juzgue hecha la tradición 
de lo» inmueble», no miando el adquiriente eo lateuenoiade ellos, 
es necesario que el inmueble esté ILLire de otra posesión y sin con- 
tradictor que se oponga á que el adquiriente la tome (artículo 
2383, Código Civil). La pose-tinu de loa Quirox, pues, y su pro- 
testa fuja. contra los actos posesorios de la compañía He al- 
mene h t impidieron legal mentí* que Baenviudfc adquiriese la 
poses ion y si no la ba adquirido, tampoco ha podido perderla. 

Que del hecho probado de ser la posesión del demaudado an- 
terior al año 1870, y el origen del título del rei «indicante, la 
escritura de ubicación otorgada por el gobierno de la provincia 
en 12 de Agosto de 1885, resulta que éste no es suficiente para 
fundar la reivindicación, aunque el demandado no presente tí- 
tulo ninguno (artículo 2787, código citad..). 

Que esta conclusión no se moditica por el mérito de los do- 
cumetltna corrientes á foja..., según ios cuates habiendo soli- 
citado don Basilio Quirox al gobierno, en 1863, ese campo eo 
compensacitm de servicios prestados á la provincia, ésta se lo 
concedió en arrendamiento, pues aunque Quirox hubiere to- 
mado la posesión en el carácter de arrendatario del fisco, 
Baenvindt, á quien, coro» se ba visto, no se le hizo tradición del 
campo, ni entró eo la posesión de él legalmente, tampoco puede 
servirse de ta acción personal, que nace del contrato de looa- 
eion celebrado con el fisc*., parque según la doctrina del artí- 
culo 3SBS, código citado, los derechos que se transmiten por 
contrato A otra perdona, sólo pasan al adquirente de esos dere- 
chos por tradición ; y «ato, aún en el supuesto de que el repre- 
sentante de Baerwmdt hubiese propuesto la acción personal del 
contrato de lo ación, que no lo ha hecho, pues la deducida es 
La real reivindicatoría basada en el dominio. 

I'or estas consideraciones : declaro que el actor no ha pro- 
hado su demanda, y, en consecuencia, absui Ivo de ella á don 
Gerónimo Qniroz, podiendo don Ernesto üaerwindt ocurrir 
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contra quien y como corresponda, con costas á cargo del de- 
mandante. Notifique en el original y repóngase el pajiel con 
el sellado correspondiente. 

W. iíe T. Pinto. 



r»n* ««- i» RwprwHM corte 

Bueno* Aires, Abril 1 de 1»»9 

Visto, y considerando : Que ha quedado elimina ría ¡a cues- 
tión relativa á la excepción opuesta por el demandado, sobre 
defecto legal en el modo de proponer la demanda, porque la 
sentencia de primera instancia está consentida en esa parte, 
habiendo Tenido, por tanto, pura el conocimiento de esta Su- 
prema Corte tan sólo la cuestión de fondo. 

Que estudiando esta cuestión, resulta que el terreno ocupa- 
do por el demandado es parte del de mayor extensión rendido 
por ion Ricardo López Jordán, hijo, i favor de d<>n Sebastian 
Coll, por escritura otorgada ante el escribano Bulbarrey, en diez 
de Enero de mil ochocientos nolienta y nueve; por Coll á favor 
del Banco Agrícola Comercial del Rio do l.i Plata, por escritura 
de once de Enero del citado ano, otorgada ante el mismo es- 
cribano; por el enunciado banco a favor del doctor Hugo A. 
Bu u ge, por escritura de diez y seis de Noviembre de mil ocho- 
cientos noventa y uno, habiendo dicho doctor Bunge enaje- 
nado el campo á favor del demandante, don Ernesto Baenundt, 
en la misma fecha por esc ri tura otorgada ante el escribano don 
Manuel A. Calderón, estando el vendedor y el comprador res- 
pectivamente representados en el acto, por don Fernando Bour- 
dien y don Cayóla n*. Ki según todo se ve en el instrumen- 
to público de foja primara. 
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Que de acuerdo con las referencias de la mencionada eacri-. 
turude venta hecha por el doctor Bunge á favor de Baeruiadt, 
López Jordán adquirió el campo por compra que liiso al doctor 
Antonio F. Crespo, por eaerituru otorgada ante el escribano 
Guindnn en doce de Agosto de mil ochocientos ochenta y siete; 
el doctor Crespo lo hubo á su vez por herencia de su (iñudo pa- 
dre don Manuel Crespo, como su único sucesor, habiendo el 
citado don Münuel adqnirfdolo dfl gobierno de \a provincia de 
Entre Ríos, por compra y ubica, ion de mayor extensión, según 
escritura de nueva furmacíon, autorizada por el escribano jn- 
terfnu del gobierno, don Jorge T. Castro, en doce ríe Agosto de 
mil ochocientos ochenta y cirn-o (Tija nueve). 

Que coa vaos títulos, y alegando que tenía la posesión de la 
cosa, y que don Gerónimo Quiroz se había introducido en el 
campo ahí derecho y como intruso simplemente, demanda al 
enunciado Quiroz, rfednt.endo eontra el la acción reivindicato- 
ría a sus efectos propios y condenaciones accesorias. 

Que Quiroz contestando á la demanda por medio de sn apo- 
derado Uzin, afirma que ocupa este campo en el distrito Ma- 
nantiales, departamento Sao José de Feliciano, pero no en ca- 
lidad de intruso ó porque haya desposeído al demandante; niega 
loa liecin-s articulados al n ape- to por la demanda, y agrega 
que continúa en la posesión quieta y pacifica que tuvo sn pa- 
dre don Basilio Quiroz y su señora madre en la cosa, con título 
perfectamente legal que existe en Ja escribanía de gobierno 
de Ja provincia; ofrece ese título desde ya como recaudo de su 
reapuesta, ofreciendo también el expediente administrativo 
existente en la minina escribanía, seguido por don Basilio v 
continuado por don Gerónimo, que promete presentar oportu- 
ne mente (foja veintiocho vuelta). 

Que el de inmolad o no ha presentado el título de que se ac*- 
ba de hacer mención y que orre.ió, no habiendo presentado 
tamporo el expediente administrativo también prometido, ba- 
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saadoen seguida su defensa sólo en su posesión j en 1 . de sus 
padre* que «legó, y en las consecuencias legales que de ese he- 
cho se derivan relacionólas con la acción ó titulo del deman- 
da ni*. 

Que á pedido de éste, se ha traído á lo» autos el título que 
el gobierno de la provincia otorgó á favor de don Basilio Qui- 
roz, según se Te de fojaB cuarenta | cinco i cuarenta y ocho, 
det que re a u¡ta que el expresado don Basilio exponiendo, en 
solicitud de fe^lia treinta de Noviembre de mil ochocientos se* 
senta y tres, tener mía numerosa familia y cuatro Lijos seni- 
dores i la patria y el deseo de asegurar para sus hijos una le- 
gua cuadrada de campo, limitada por el arrojo Crucecitas al 
sudeste; por el arroyo Mulitas, al sudoeste; por el arroyo Pa- 
so Xegro; al noroeste, y por el arroyo Corralítns, al noreste» 
lindero también del teniente don Manuel Alen, pide al gobier- 
no admita l;i petición y provea la» di* noticiones que sean con- 
cernientes para obtener el preciso documento (laja cuarenta y 
>'inco y vuelta). 

Que prévioa los trámites tí que se sometió esa solicitud, el 
gobierno de La provincia, cmi fecha veintiocho de Diciembre 
de mil ochocientos sesenta y cuatro, concede en arrendamiento 
á don Bisilio Quiroz, el campo á que hac • referencia, conforme 
a la ley de la honorable eámara legiilativa provincial, de seis 
de Octubre de mil ochocientos sesenta, y manda que se ponga 
al solicítente en posesión del mencionado campo, encargando 
d>* esa comisión al jefe político, lo que cumplido por el ceini- 
sionndo t fué aprobado por decreto de treinta de Abril de mil 
ochocientos sesenta y seis (fojas cuarenta y seis y cuarenta y 
siete). 

Que respecto al expediente administrativo ríe.que el deman- 
dado hizu mérito en ta contentación i ta demanda, también a 
petición del actor se lia producido por el Departamento Topo- 
gráfico provincial el informe de foja setenta y cinco, en el que 
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se consigna (punto segundo; que : c consta ert los antecedentes 
de esta "ficin*, que don Basilio Quiroz t¡e ha presentado al po- 
der ejecutivo, solicitando en compra un campo que está com- 
prendido en el que se ha mandado escriturar á don Hanuel 
Cr. ,io, en cuya solicitud informó esta oficina en Agosto veinti- 
séis de mil ochocientos ochenta y cinco »; y el informe de) escri- 
bano de gobierno de foja setenta y cinco vuelta, en que se dice 
que de las constancias que arroja el libro de conocimientos 
llevado por esa oficina, sólo consta que don Basilio Qniroc, re- 
presentado por don Amador Etiemd, se presentó en mil ocho- 
cientos ochenta y dos al gobierno de la provincia, solicitando 
mensura j compra de un campo en el distritos Manantiales, 
cuya Area y linderos se determinan en el informe precedente del 
Departamento Topográfico. 

Qt>e trabado el pleito por demanda y por respuesta, y reci- 
bida la causa á prueba (foja veintinueve vuelta), el actor pide 
a foja treinta y tres que sea citado de eviccion el gobierno d« 
la proviucia de Entre Ríos, lo que se acuerda pur providencia 
de la misma foja. 

Que el gobierno, a consecuencia de U citación de enccion, 
acreditó al fiscal de Estado para que lo represente en el juicio 
(fojas* treinta y cinco y treinta y seis) y este funcionario reco- 
nociendo, á foja treinta y orno, que en efecto el demandan- 
te compró el campo á que se refieren los títulos presentados a 
las personas que en él se expresan, cuyos títulos en su origen 
fueron otorgados por el Estado, desconoce, sin embarga que se 
deba salir al juieio de defensa de los derechos en litigio, porque 
partiendo de los hechos expuestos por el actor, entiende que la 
cuestión no afecta derechos que el vendedor esté en el deber de 
garantir al comprador, con loque el juez cierta el incidente 
sobre eríccion por el decreto de foja cuarenta y dos, que, dejan- 
do constancia de estar hecha la citación, manda agregar ¿i los 
autos lo expuesto por el fiscal de Estado para tenerse en cuenta 
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en su oportunidad, y la causa continúa entre Baerwindt j 
Quiror. 

Que la copia de fojas m irenta y cinco á en árenla y ocho, to- 
mada del expediente administrativo argüido por don Basilio 
Quiroi, solicitando la legua de < ierra que tt le otorgo en arren- 
damiento -¡e que va se ba hecho relación, tiene e] valor de ins- 
trumento auténtico, y puesto que no ha >ido argüido de falso, 
liace plena fé de loa hechos á que se refiere (artículo nuevecien- 
tos noventa y tres del Código Oifil y disposiciones concordan- 
tes de la legislación anteriormente en tigor). 

Que, por tanto, y ronitando de dicho instrumento qm- don 
Basilio Quiroi recibió en arrendamiento el campo que entonces 
ovupabii y que continuó ocupando, ea fnrxoso reconocer que el 
expresado Quirox no poseí» la cosa á iftulu de dueño y con la 
¡mención de someterla al ejercí ru de un derecho de propiedad, 
siuo en calidad riú aimple tenedor representante de la posesión 
del propietario cuyo derecho reconocía, tanto por el hecho de 
pedir que se le conceda el inmueble, como de aceptar la «onre- 
aion que se le hizu (It yen tres y cinco, titulo treinta, partida ter- 
cera, y artículos dos niij trescientos cincuenta y uno, dos mil 
trescientos cincuenta y do* y dos mil cuatrocientos sesenta y 
do-. Código Civil). 

Que tal como principio á poseer irbe entenderse que conti- 
nuó poseyendo, desde que rio lia probado que hubiese sóbrete- 
indo un nuevo título de adquisición á >u furor, de aruerdo con 
los principios de den dio consagrados en términos preciaos por 
los a, tirulos dos mil trescientos cincuenta y tres y dosmil tres- 
cientos cincueutu y cuatro del Código '¡vil y puerto que, al 
contrario, las gestiones hechas con posterioridad para comprar 
el campo ú que se relieren loa informes ya citados de. foja 75 y 
75 vuelta, demuestran qu> Quiroz siguió reconociendo el donii- 
nio en la provincia y laocupacion precaria de parte auya< 

Que en su mérito, la prueba testimonial producida por Qui- 
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ruz p¡ira acMíinr la posesión de sus pudres durante años, no 
puede servir sino parador por averiguado el hecho de la ocupa* 
cion, hecho real, pero te para calificar esa ocupación en el sen* 
tíilo de atribuirle los caracteres de la posesión legal. 

Que si don Basilio Quiroz ocupo ]ac<«sa solamente pof titu- 
lo precario, su hijo don Geróaimo ha debido conservarla en la 
misma condición (artículos doa mil cuatrocientos setenta y 
cinco y tres mil cuatrocientos diez y siete del Código Civil); 
lo que vale decir que dicho don Gerónimo carece' de titulo de- 
rivado al dominio del campo en cuestión. 

Que el actor ha probado que su derecho al inmueble remonta» 
por transmisiones sucesivas, hasta la provincia misma, en cuyo 
nombre, con reconocimiento de ser la cosa del dominio público, 
la ocupa el demandado, como sucesor universal del simple tene- 
dor don Basilio Qoiroa. 

Que aunque durante el curso del juicio, el demandado pre- 
tende, que el demandante no ha acreditado que la provincia de 
Entre Ríos fuese la causante originaria del título invocado par 
él, es verdad que en la respuesta á la demanda no contesto for- 
malmente ese hecho, con lo que bien puede tenerse por asenti- 
do, según el artículo ochenta v seh de Ja lev de procedi- 
mientos. 

Que aún sin esa consideración, hay en el expe lient elemen- 
tos probatorios su licientes dd hecho, porque lo consigna la 
escritura de la foja primera, con referencia de las fec ís y 
caeribanos autorizantes de las escriturasde transmisión íespec- 
tivas; porgue lo reconoce especialmente el representante de ta 
provincia en su perito de foja treinta y <>< no, en la parto ya 
analizada, y porque así resulta del informe del departamento 
topogr ift>o de foja setenta y cinco y de otran piezas que, con 
valor concurrente, conducen á demostrarlo. 

Que dado el titulo de Quiroz para ocupar el terreno, no pue- 
de ponerse en duda que la provincia de Entre Ríos t»nía sobro 



32 FALLOS »K LA SUPREMA CORTE 

ese terreno ud derecho de propiedad que pudo transmitir á fa- 
vor de terceros sin afectar en lo mínimo á los que había conce- 
dido á don Basilio Quiroi. 

Que siendo un hecho constante el de la superposición del 
terreno ocupado por don Gerónimo Quiroi en el ríe mayor ex- 
tensión que enajenó la pro? i neis, haciendo la correspondiente 
entrega, a favor de don Manuel Crespo, y que hoy pertenece á 
Baerwindt, os indudable que la acción deducida por éste, dados 
sus fines, ha podido serle !egí timamente transmitida, y qne Me 
ser admitida, pues que la oposición del arrendatario Quirui, no 
puede reputarse una contradicción atendible para limitar los 
efectos de la tradición hecha por el locador ul adquirente, por 
titulo de él derivado. 

Que aún admitiendo que Quiroz ocupara la cosa como ver- 
dadero poseedor, seria pertinente la aplicación al caso del 
artículo dos mil setecientos ochenta y nueve del Cúdign Civil, 
que dice que ai el título del reivindicante que probase su dere- 
cho d poseer la cosa fuese posterior a la posesión que tiene el 
demandado, no es suficiente para fundar la demanda, porque 
la presunción que de ese artículo, concordante c»n el do* mil 
trescientos sesenta y tres, surge a favor de Quiruz, queda des- 
truida por la prueba qut¡ Baerwindt ha producido del dominio 
de sus causantes remontando basta la provincia causante ori- 
ginario, con lo que acredita su derecho á poseer, salvando la 
•leficí uncía de su título inmediato, según la inteligencia qne se 
**. ende de dicho artículo dos mil seteeieutos ochenta y nueve 
y la ioctríu i que le ha servido de fundamento, ajustándose 
también al precepto del artículo dos mil cuatrocientos sesenta 
y ocho del mismo Código. 

Que es tanto menos contestable que el actor ha pedido de- 
ducir U acción intentada, cuanto que la provineia, por el ór- 
gano del fiscal de Estado, ha consentido que el demandante 
continúe el juicio en que se haces valer acf iones derivadas d el 
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Estado y cuanto que no es dudoso, que BtitwiniH ha tenido y 
tiene la posesión indiscutida de una gran parto de la tierra por 
él comprada, que la ha dado en arrendamiento y que hasta ha 
si<lo cercada en sus contornos. 

Por estos fundamento» : se revoca la sentencia apelada de 
foja doscientos treinta y una y se declara procedente la deman- 
da de foja catorce; debiendo, en consecuencia, el demandado 
don Gerónimo Quiroz, entregar el campo que ocupa y á que la 
demandase refiere, á don Ernesto lWrwindt, dentro del término 
de treinta días, con los frutos desde «I din de lu di-manda, en 
los términos del urtfeulo dos mil cuatrocientos treinta y tres 
del Código Civil. Notifiquen con ei origina! y repuestos ios 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZA N. — 
JUAN E. TORKENT. 
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Don Ernesto liaenvindt contra don Salustiano Medina 

sobre reivindicación 

* 

Sumario. — Acreditado el dareoho ¡í poseer, debe admitirse 
la acción reivindicatoría intentada contra el ocupante. 



Caso, — Resulta del fallo de la Suprema Corte y del 
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Paraná, Agosto 16 de 1835. 

Y vistos : resulta : Q ie en 16 de Noviembre de 1891, don 
Fernando Bonrdieu con poder del doctor Hugo A. Bunge, y en 
su nombre y representación, tendió á don Ernesto Baerwindt 
uü campo ubicado en esta provincia, departamento Feliciano, 
distritos Chañar y Manantiales, compuesto de 16.633 hectáreas, 
74 áreas y 85 centiáreas. 

Este campo lo hnbo el vendedor por compra hecha al líanro 
Agrícola y Comercial del Rio de la Piafa, y este por compra he- 
cha á don Sebastian Col! en II de Enero de 1888, y Coll lo 
obtuvo por el mismo título de los señores Esteban Arígós y 
compañía y de <Mn Ricardo Lopei Jordán (hijo), con fecha 10 
de Enero del mismo año 1888, constando la fracción comprada 
á Arigós y compañía de 31 9á hectáreas» 46 áreas y 65 centiá- 
reas, situadas en el distrito Chañar, y la comprada ft Jordán 
de 3438 hectáreas, 48 área* y 26 centiáreas, ubicadas en el 
distrito Manantiales. 

El derecho á la Tracción adquirida y enajenada por Arigós y 
compañía tiene origen en títulos de propiedad otorgados por 
el gobierno de esta provincia, según re Lición hecha por el es- 
cribano autorizante de la escritura de venta otorgada por Bun- 
gts á Buerwindt, á saber: á Martines, en 4 de Mano de 1882; 
áCipriino Velaico, en 30 de Julio de 1884; á José Poladino en 
22 de Abril de 1882; á Gmebio Galvei de Gomes, en 5 de No- 
viembre de 1881 ; á los herederos de Cirios Ortii y Petrona 
Córdoba, el 4 de Enero de 1886; y el de la fracción enajenada 
por don Ricardo Lopei Jordán (hijo) en 12 do Agosto de 1885. 

Con la escritura relacionada, se presenta don José Lino Chu- 
rruarin, en representación de don Ernesto Baerwindt, eipo- 
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niendn: que so melante tiene arrendado todo el campo á ta 
compasí» Productos Henimmch, la que lo ha ocupado con nu- 
merosas haciendas, encontrando ésta que en el paraje denomi- 
do Potrero de Manantiales, se ha introducido y ha hecho po- 
blaciones don Salustiano Me-Jiua y tiene un corto número de 
haciendas; que Medina ha entrado allí sin permiso ni contrato 
de ninguna clase ; que á fin de que Medina desocupe el campo, 
para que pueda poseerlo libremente su mandante, entabla d<H 
manda contra él por acción reivindicatoría, fundándola en el 
dominio que este tiene en e] campo y en U desposean sufrida. 

Corrido traslado de la demanda ú don Salnstisno Medina* 
no la evacuó dentro délos términos legales, por lo que el jus- 
gado lodeclnrócoutomaiy rebelde, abriendo la cansa á prue- 
ba (foja,,.). 

Dentro del término, el tutor ha rendido la que corre de fo- 
ja... 4 foja... la que el juzgado lia tenido presente, así como 
la exposición de foja... 

í considerando: Que en toda d. -manda que Terse sobre un 
inmueble, debe expresarse la situación j límites 6 lindero* de 
éste (leyes 85, título partidas-, y 4, título libro 4-, Re- 
copilación Cartel laua), y no haciéndolo así. no debe ser recibid*. 

Que en la queda origen á este pleito, el representante de 
Baerwindt, al referirse á ta cosa demandada, sólo dice que < éste 
es propietario deun campo en el departamento de San José de 
Feliciano, distrito* Manantiales y Chafiar.de 16.633 hectáreas, 
*egun consta del título que presenta, y que en el paraje de no- 
minado i Potrero de Manantiales » se ha introducido y hecho 
población don Salustiano Medina *. 

Que no expresándose, como ie to. cuáles sean los límites ó 
linderos del terreno que le pretende reír indicar de Medina, para 
determinarlo con la precisión qne la ley «ige, debe entender- 
ae, según ta enunciación hecha, que él se reduce al que airre de 
asiento á la población del demandado. 
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Que esto establecido, el actor debió probar su dominio en el 
terreno que reivindica, como fundamento de la acción deducida, 
(artículo 2758, Código CmL), estues, no sólo que eiiste un título 
traslativo de la propiedad á au fator, que p«r al aólo no prueba 
el dominio, sino qo« le fué hecho tradición ó entró en la pose- 
sión de esa partf de terreno que demanda, porque sólo por la 
tradición en forma legal pasan los derechos reales en la cosa del 
enajenante al adquirente (artículos 577, 4601 y 3W5, Código 
Civil), ó bien que los títulos que presenta ó alguno de ellos fué 
anterior á la posesión del demandado Saiustlano Hedin», ya 
que éste, por haberse constituido en contumacia, no lia presen- 
tado ningún título á su favor (artículo 2790, Código CítíI cita- 
do), porque en tal caso y con esa prueba no seria necesaria la 
directa del dominio por presumirse de derecho que el autor del 
tít ulo era el verdadero propietario y poseedor. 

Que de la prueba rendida sólo resulta justificado: que den 
Ricardo López Jordán adquirente «n 1887 de la fracción de cam- 
po comprendida entre los arroyos Mulitas, Tosca, Parajú v 
Manantiales, y el cappo de la señora Justa C. de Carbó, en 
que se encuentra el llamado < Potrero d» Manantiales » t uiiu 
rnrte-í en el bosque de dicho campo. 

Que por los sucesores de éste, un señor Coll, el Banco Agri- 
en!» después, y Ion Hugo A. Bunga, ejercieron sobre esa frac- 
ción decampo, juntamente con otros contiguos de mayor ex- 
tensión adquirida por ellos, algunos fictos de posesión, cerno el 
épbTO de arrendamientos, y qoe el raism» demandante don 
Krnesto Bierwindt, por medio de su arrendatario, la compañía 
Hemmerich, ocupó últimamente loa mismos campos con ga- 
nados. 

Qu» esta prueba de haberse ejercido así, en general, actos po- 
sesorios en un campo de mucha mayor extensión que el deman- 
dado, no satisface al objeto de la demanda, porque loa actos 
parciales de posesión de lio inmueble no producen el efecto de 
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U posesión total de él, sin 6 cuando está libre de toda otrt po- 
sesión y sin contradictor que se oponga (artfcnK.. Código Ci- 
vil) ; de modo que Ba'Twindt debió probar, ó que Medina no eiis- 
tía en el campo cuando esos actos de posesión tuvieron logar, ó 
que ellos se ejercieron precísame n ti* en el terreno disputado, 
esto es, en el que ocupa 1* población de Medina. 

Que tampoco se kk probarlo quu la posesión de Salusüano 
Medina fuese posterior al título de Baerwindt, y bien pudo ser 
anterior. 

El testigo Rosario Alderete, presentado por el actor para pro- 
bar que Medina abandonó el campo y volvió después i ocuparlo, 
deelara á foja 68 vuelta : que no es cierto que Medina hubiera 
salido del campo de Manantiales; que ruando Nova y Veler 
compraron al gobierno el campo contiguo, aquel salió de ese 
campo y se pobló en el de Manantiales ; pero no dice « o que época 
sucedió esto. VeU% comprador del campo en que se dice vivió 
Medina antes de venir al de Manantiales, citado también por el 
actor, declara á foja 59, quíi no tien¿ conocimiento de e&e hecho ; 
Francisco Domingos!, foja 71, come Alderete, dice también que 
Medina desocupó el campo comprado por Noy a y Veles, pero afir- 
ma quo uunca desalojó el de Manantiales en que boy vive ; Ota- 
ño» foja 58, sólo sabe que Medina tuv-> poblaciones un otro cam- 
po, loque ao implica que no ■ cu pase a) propio tiempo el de 
Manantiales; Macla sólo dice que se pobló Medina después de 
estar Iiopes Jordán. Este testigo único, no da razón de sn 
aserta ni dice á qué campo se refiere, carece por completo de 
valor. 

Por estas consideraciones : declaro que don Ernesto Baerwindt 
no ha probado la acción deducida; y, en consecuencia, fallo n» 
habiendo lugar á sn demanda. 

Jf. de T. Pinto. 
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Buenos Aires. Abril 4 de 1899. 

Vistos y considerando : Que según resulta de autos, el terre- 
no ocupado por el demandado es parte del de mayor es tensión 
rendido por don Ricardo Lopes Jordán (hijo), ú favur de don 
Sebastian Culi, por escritura otorgada unte el escribano Bal- 
barre?, en diez de Enero de mi) ochocientos oche nta y nueve ; por 
CoU a favor del Banco Agrícola Comercial del Rio déla Plata, 
por escritura de once de Enero del citado año, otorgada ante el 
mismo escribano; por el mencionado Bancu a lavar del doctor 
Hugo A. Bunge, por escritora de diez y seis de N»r íembre de mil 
ochocientos noventa y uno, habiendo dicho doctor Bnnge ena- 
jenado el campo á favor del demandante, don Ernesto Baer 
windt, en la misma fecha, por escritura otorgada ante el escriba- 
no don Manuel A. Calderón, estando el vendedor y el comprador 
respectiva mente representados en el acto, por don Fernando 
Bourdieo y Cayetano Ripoll, según todo se ve en el instrumento 
[úblico de foja primera. 

Que de acuerdo con tas referencias de la mencionada escri- 
tura de venta hecha por el doctor Bunge á favor de Baerwiudt, 
López Jordán adquirió el campo por compra que hiio al doctor 
Antonio F. Crespo, por escritura otorgada ante el escribano 
Guinden, en dnce de Agosto de mil ochocientos ochenta y siete; 
el doctor Crespo lo hubo á su vei por herencia de su finado pa- 
dre, don Manuel Crespo, eomo su único sucesor, habiendo el 
citado don Manuel adquirídolo del gobierno de la provincia de 
Entre Ríos, por compra y ubteaeton de mayor extensión según 
escritura de nueva formación autorizada por el escribano inte- 
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riño de gobierno, don Jorge F . Castro, en doce de Agosto de mil 
ochocientos ochenta yoiuco (foja. . .). 

Que coa esos títulos y alegando que tenía la posesión de la 
cosa y que don Halustiano Me lina se había introducido en el 
campo iin derecho y como intruso simplemente, el actor de* 
manda al enunciad o Medina, deduciendo contra é\ la acción 
reivindicatoría § sus efectos propios y condenaciones acceso- 
rias. 

Que decláralo rebelde el <K' nía miado por auto <le foja ruaren- 
ta, se siuue la causa en rebeldía, recibiéndose i prueda por 
providencia de foja cuare nta también. 

Que además de la prueba de testigos producida por el deman- 
dante, y cuyo mérito no es necesaria analizar, d instancia del 
mismo demandante han vt- nido i loa autos el informe de foja 
cincuenta del Departamento Topográfico, y el de foja cinouen- 
ta y una del escribano mayor de gobierno» 

Que según es»* informes es exacto que el gobierno de la pro- 
vincia enajenó ¡ favor ile don Manuel Crespo el terreno á que 
se refiere la escritura de foja primera en la parte que pertene- 
ció después á don Ricardo Lopes Jardan(hijo), quedando así, 
con dichos informes, confirmádselas referencias hechas en la 
mencionada escritura, debiendo hacer constar que según el se- 
gundo de los informes mencionados en el anterior considerando, 
•1 gobierno de la provincia puso en posesión del campo á don 
Manuel Crespo, 

Que habiendo probado el demandante que el derecho de pro- 
piedad que invoca tiene á Ja provincia de Entre Ríos por cau- 
sante originario y no existiendo elemento alguno probatorio 
que sirva a demostrar que el terri no hubiera dejado de ser del 
dominio del Pistado, antes «le haber pasado al de don Manuel 
Crespo, el act r ha probado lo que probar debía para acreditar 
su dereoho de poseer con arreglo ai artículo dos mil trescientos 
cuarenta y dos, inciso primero, del Código Civil. 



40 



FALLOS DE LA SUMEN A CORTE 



Que, en con secuencia» debe serle admitida la acción reivindica- 
toría intentada, pues que se apoya en Ututo de naturaleza á 
destruir la presunción que la presión da & favor de! poseedor ; 
j i<¿to aún en la hipotésís 'le -¿ue Medina b ubrera sido realmen- 
te un poseedor de la Tracción de tierra que ocupa, perteneciente 
al demandante, en cuanto la ocupación fuese acompañad* con la 
intención de someter la cosa al ejercicio de) derecho de propie- 
dad t lo que no aparece en loa «uto - , 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada do 
foja ochenta y siete y se declara procedente la demanda de foja 
di.'t y ocho; dubiindo, en consecuencia, el demandado don Sa- 
luitiano Medina, entregar el campo que ocupa y a q»e la de- 
manda se refiere, á don Ernest» Baeririndt, dentro del término 
á* 1 treinta dias, con losfrutos desde el dia de la demanda, en los 
términos del artículo do-; mil cuatrocientos treinta y tres del 
Código Civil. Notifiquen original y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse, 

HEÑIA HIH PAI. — ABEL BAZAR. 
— JOAN E. iORhEMT . 



ACUERDO 

Sobre pase del firme Pontificio instituyendo Obispo de Siunia 
al Presbítero don Francisco Aiherti 

Sumario, — Con las reservas que]*emanan de la Constitución 
y leyes aobre patronato, puede concederse e! pase al breve pon- 
tificio instituyendo obispo titular. 
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VISTA OIL SEftOR PROCURADOR GENttlAL 

Bueno? Vires, Abril i de 1899. 

Suprema Carie : 

El breve do .Su Santidad el Pontífice León XIII, que instituye 
Obispo de Sinuia y Auxiliar de La Plata, al presbítero señor 
Francisco Alberli, no menoscaba las prerrogativas del patronato 
nacional, cuyos derecho* ejerce el Poder Kjecutito, según el 
artículo 88, inciso 8\ del código fundamenta). 

El breve pontificio refiere el nombramiento de Obispo á una 
iglesia fuera del territorio nacional, extraña por ello á la Cons- 
titución v leyes de la Nación, y exenta, pur consiguiente, de 
todo vínculo ju ríd ¡cu con sus autoridades. 

Si bien el breve pontificio faculta til Obi^o instituido para 
ejercer en la diócesis de L i Plata y como Auxiliar de su ítiilr 
trísiino Obispo, los pontificales f demns ejercicios del ministe- 
rio, esta autorización depende del mandato del titular. Tal au- 
torizaron limitada entóneos á los pontificales y demás ejerci- 
cios del ministerio, con consentimiento del Obípo de La Plata, 
queda subordinada á las que posee j ejerce aquél, con sujeción 
á las prerrogativas del patronato nacional, y en virtud del ju- 
ramento prestado respecto i su observancia. La autor iiaeion 
no implica atribución de jurisdicción propia al instituido, sinó 
simplemente facultad de recibirla del obispo titular de La 
Plata en la esfera d<- la que ejerce constitucional mente. 

En eite concepto, no encuentro que el breve pontificio traido 
al acuerdo de V. E. contradiga las regaifas uel patronato que 
consagra el artículo 86 de la Constitución Nacional en su in- 
ciso 8*. y pienso que, salvo siempre los derechos arordados al 
Poder Ejecutivo pOTese artículo, V. E. podría otorgar el aciier- 
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do requerido al efecto del pase, por el inciso 9* del texto cons- 
titucional antes citado. 

Sabiniano Kier. 



Buena» Ap», Abril 4 de 1899. 

De conformidad con lo dictaminad» por el señor Procurador 
general, la Suprema Corte de Justicia presta su acuerdo p.ira 
que el Poder Ejecutivo de (a República conceda el pase al breve 
expedido por Su Santidad, instituyendo Obispo titular de Siunía 
y auxiliar del Obispado de La Plata, al presbítero don Fran- 
cisco Alberti, con las reservas que emanan de la constitución y 
leyes diotadas con arreglo* ella sobre el patronato nacional. 

Devuélvase, en consecuencia, este expediente, al Podt-r Eje- 
cutivo con el correspondiente oficio. 

BENJAMIN PAZ. — ADBL BAEAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORREN?. 
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A a Sociedad de Mandatos y Préstamos del Rio de la Plata con- 
tra la provincia de Santa Fé; por cobro ejecutivo de sei-vi- 
dos atrasados de un empréstito. 

Sumario. — i° No puede admitirse la excepción de falta de 
personería en la cúbranla de ser? icios otrasados del empréstito, 
opuesta á is misma pertona que se confino, en el contrato, en 
reconocer como encargada de dicha cobranza, 

2? No poniéndote en duda la Verdad é importe de la deuda de 
loa servicio» vencidos j no payados, y resultando de actos au- 
ténticos que el ejecutante en sus relacione» con el deudor, ea el 
que representa áloe titulare* de los bonos á Jos cuales deben 
abonarse esos servidos, n'> es posible admitir la excepción de 
inhabilidad de título opuesta á la ejecución. 



Caso. — Lo ei plica el 



Buenos Aires, Abril 6 de 1899. 

Vistos y considerando ; Que don José Toso demanda á la 
provincia de Santa Fé para el pago de cuatrocientas >etents mil 
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ciento once libras esterlinas, deduciendo al efecto acción eje- 
catira. 

Que Toao inicia d juicio en virtud del poder de foja diez y 
Hueve, que lo acredita en el carácter de apoderado de lu »>ciedad 
anónima de Mandatos, Préstamos y Agencia del Rio de la Plata. 

Que como fundamento de la acción, el demandante acompaña 
los instrumentos auténticos de fojas veintiséis y foja treinta 
conteniendo respectiraine te, el primero un bono general de 
empréstito pur novecientas cinco mil libras esterlinas, contraí- 
do por la provincia dem nidada con destino á los ferrocarriles de 
las colonias del centro y oeste di- Santa Fé, y el segundo el bono, 
también general, del empréstito por un millón doscientas cin- 
cuenta mil cuatrocientas libras esterlinas destinado al ferroca- 
rril de Reconquista á Santa Fé. 

Que según la base novena del empréstito para los ferrocarri- 
les de las Colonias, el servicio de ese empréstito debía hacerse 
con la suma semestral \r veintisiete mil ochocientos ochenta y 
«ios libras esterlinas, áque subía el interés y la amortización co- 
rrespondiente, necesitándose la cantidad de treinta y siete mil 
ochocientos cincuenta y una libras esterlinas para hacer el ser- 
vicio, igualmente semestral, del empréstito para el ferrocarril ft 
Reconquista, stgún lu base noven» de la operación de crédito 
que le es respe c ti ra. 

Que el gobierno de la provincia de Siinta Fé *e obligó á pa- 
gar las sumas semestrales ya ex presadas, poniéndolas á ese ob- 
jeto, con una anticipación ¡i lómenos de tres meses en relación al 
vencimiento de cada semestre, en poder de Iti sociedad anónima 
de Mandatos y Préstamo* ya mencionada, con arreglo á la cita- 
ba base nueve. 

Que la emisión é que se retaren los bonos generales se llevó 
á efecto, constando en el poder en euja virtud obra Toso, que la 
compañía de Mandatos y Préstamos lo otorgó invocando su re- 
presentación para con los tenedores de bon -s emitidos. 
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Que para justificar esa representaran se hacen raler las 
cláusulas de los bonos generales otorgados por la provincia de- 
mandada y tu escrituras de poder de fojas treinta y cinco y 
treinta y nueve. 

Que con esos recaudos y exponiendo que I» provincia deu- 
dora no ha hecho ti servicio del empréstito de los ferrocarriles 
de las colonia* desde el vencimiento del treinta y ano de Mano 
de mil ochocientos noventa y uno hasta el treinta y uno de 
Mano de mil ochocientos noventa y cuatro, ósea, por -iete pres- 
taciones seinest raiei de veintisiete mil ochocientos ochenta y 
dos libras esterlinas cada una; y que tampoco lo ha hecho res- 
pecto al empréstito del ferrocarril á Reconquista, por servicios 
vencidos desde el treinta y uno de Diciembre de mil ochocien- 
tos noventa hasta o 1 treinta y uno de Diciembre de mil ochocien- 
tas noventa y tres, es decir, también por siete prestaciones se- 
mestrales de treinta v siete mi) ochocientos cincuenta y una 
libras esterlinas cada una, el actor demanda ejecutivamente el 
pago de esas samas con sus interese* y costas. 

Que aunque en el escrito de foja cuarenta j seis, el actor in- 
cluye en la demanda el cobro por comisiones y gasto* que dice 
corresponden é la sociedad anónima de Mandato* v Pristamos, 
etc., como agente de la provincia, esa parte de la demanda ha' 
quedado eliminada del procedimiento ejecutivo, según se com- 
prueba por el escrito de foja cuarenta y ocho, mandamiento de 
embargo librado en su virtud (foja cientu una) y ulteriorida- 
des .de Ja causa, quedando así ésta reducida al cobro de los ser- 
vicios atrasados de los empréstitos y condenaciones accesorias. 

Que. en la audiencia de foja sesenta y siet.*, celebrada a con- 
secuencia de haberla solicitado el demandante como préviaú la 
tramitación del juicio y en el deseo de dar término conciliato- 
rio al asunto (escrito de foja cincuenta y tres), se convino en 
la suspensión de la ejecución por el término de dos meses y en 
el ciámen de la contabilidad de los ferrocarriles afectados ¿ jos 



empréstitos sobre que versa el juicio, á objeto de estahlecer 
cualea han sido sus entrada», sus gastas de explotación y sus 
producidos netos deade que se suspendió el pago del servicio de 
¡os ■ mpréstitos, haciéndose constar eap lícitamente en dicha 
audiencia, por acuerdo de partes, tanto que la suspensión esti- 
pulada no enerva ni perjudica en manera alguna, la acción de- 
ducida y los derechos do U compañía demandante, como que la 
provincia reconoce la verdad de loa hechos y documentos ex- 
puestos -n la demanda. 

Que después de vencido con exceso el plazo convenido para 
lu suspensión y después d haberse hecho también el examen 
He la contabilidad asimismo convenido, el actor reanuda el jui- 
cio, el que sigue su curso desde el unto de sol vendo de foja no- 
venta y siete vuelta hasta la citación de remate (foja ciento se- 
ten ta y dos vuelta), decretada a pedido de la parte ejecutante, 
luego de estar ja formalizado < 1 embargo. 

Que el representante de la provincia se opone á la ejecución 
haciendo valer la excepción de inhabilidad d«'l titulo, en la que. 
involúcrala falta de personería en el demandante, fundándose 
en que los bonos generales han dejado de ser un título de eje- 
cución por haber sido sustituidos por bonos al portador, exigi- 
óles á su vencimiento contra presentación ; en que loa bonos 
sorteados y cupones vencidos, do -umentos que traen aparejada 
ejecución, no han sido presentado* p*>r el eje*utam«*; en que la 
personería misma d i actor no resulta justificada por no haber- 
se comprobado el carácter t únicos t* u edon-s de títulos venci- 
dos J emitidos al portador; en que li i habido sustitución de 
acreedor desde que to son los actuales tenedores de títulos al 
portador, I que inhabilita el bono general como documento 
para ejecutar; en que »\ carácter de intermediario de los tene- 
dores del bonn general no ano) a ni modifica la condición de los 
poseedores ó dueños de bonos al portador, únicos acreedores 
que tienen título hábil suficiente para ejecutar al deudor; en 
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que la presen tac i»n de los título* ai portador sería siempre re- 
quisito esencial para ctmocer si procede ó no la ejecución, aún 
en el coso do que en dicho» títulos hubiere condiciones eBpe- 
cíales establecidas por la ley ; y finalmente, en que no existe el 
derecho de ejecutar sjnó cuando se exhibe documentos firmados 
por el deudor, por cuntidad líquida y eiigible, loque pretendeno 
sucede en el caso, porque el doc mentó, serían los bonos sortea- 
dos y cupones vencidos y no el bono general, y porque Ja deman- 
da es por sama cuyo monto no se puede fijar por referirse el co- 
bro, á bonos sorteados y cupones ven- idos que no se han pre- 
sentado. 

Que examinando ante todo la excepción de falta de perso- 
nería como corresponde hacerlo, porque m todo juicio el apode- 
rado ó procurador d^be acreditar su calidad con la escritura de 
poder (artículo quinto, ley de procedimientos), la intu asisten- 
cia de esa excepción ante las constancias de autos, se retel» de 
una manera incontestable. 

Que en efecto, y ya que no se pone en duda siquiera que To- 
so ti'-ne la legítima representación de la sociedad anónima de 
Mandatos y Préstamos, ete., comprobada por la escritura de foja 
19, no se puede dejar de reconocer que e*ta sociedad está inves- 
tida de la representa ion de los tenedores de bonos, con la 
facultad de hacer valer sus derechos contra Ja provincia deu- 
dora. 

Que íisí lo inducen los poderes otorgados por don Abraham 
Mocatta ó nombre de los suseritores de bonos de fojas treinta y 
cinco y treinta y nueve, y así lo prueban los bonos generales 
de foja veintiséis y foja treinta, de que ya se ba hecho mérito. 

Que *egun el texto de esos bonos, auténticos por sí mismos y 
auténticos con autenticidad reconocida por el ejecutado la so- 
ciedad anónima de Mandatos, Préstamos y Agencia del Rio de 
la Pinta, está investida de varias é importanies funciones in- 
corporadas al mecanismo de los empréstitos, como se ve en las 
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bases tercera, cuarta, sexta, octava, novena, etc., consignán- 
dose expresamente en el iucis.> primero, artículo caiorce de 
uno y otro empréstito, que dicha compañía tiene la represen- 
Ucion de los tenedores de loa bonos emitidos , ó lu que va lo 
uiitmo, de los que se omitieren tu virtud del bono general y con 
arreglo i sus condiciones. 

Que á tata consideración *e agreda, que, según la base nueve 
también do ambos empréstitos, la provincia deudora debía 
poner oportunamente en poder de la Compañía de Mandatos j 
Pr¿s tamos, I is sumas necesarias para el servicio st-mestiui dé 
los empréstitos, como ya -e ha hecho constar. 

Que estando recou-icida en el bono general, la representa- 
ción de ía compañía en lo que se refiere á los tenedoras de bonos 
emitidos, el gobierno déla pru viuda deudora no puede desau- 
torizar sus propios hechos, y contestar la legalidad de un man- 
dato que Imo parte de su oferlu al público, para la miis fácil 
colocación del empréstito, porque esa oferta aivptada, entraña 
el concnr>o de voluntades y constituye una repta á que 4eI)C 
someterse la provincia cumn á la ley misma (artículo mil ciento 
noventa y siete, Código Civil). 

Que, por otra parte, la provincia, por el órgano de su repre- 
sentante en el juicio, ha reconocido la verdad tic U.s hechos y 
documentos eipuesto» en la demanda (foj i sesenta y ocho 
vuelta); siendo cierto que entre esos hechos está el de la repre- 
sentaoioo de la Compañía de Mandaron y Pflstoniosi, - te, res- 
pecto á los tt ne lores de .bonos. 

Que la excepción que propiamente se dirige á negar que el 
título presentado por el actor sea hábil para la ejecución, n-> 
resiste tainpoeo ante el mérito de los instrumentos presentados 
y monto de las suma» cobradas. 

Que según ya *e ha mencionado, el gobierno de ia provincia 
deudora debía remitir á la compañía las sumas de veintisiete 
mil ochocientos ochenta y dos, y treinta y siete mil ochocientos 
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cincuent* f „„ | ibr „ eilerI||lili oon ]fl 

fin deque esas suma* mén en su noder A i. 1 , ' 

»** * — — . - ¿a i a a? . se 

Q»e ai la compañía r epKjel) t tt 4 ,„„ „ MÍ0 . 

do, I. «fe* I),, valore , „„ » p 3^ - "- 

Qu« el r t .,,re sl .ntant« de la prálíntó, de Sania Fí . 

•i.'ndo allí, p,„ lMt0 en d tf d *"" M,re ». 

de .„ 6 m di . r ^ ■ f - «** 

oücinaa de la compañía eieout » . «««reta, en laa 

deudor renr«u,ni! i? T¿?$* ' ' ™ S " 5 «I 

sss ; : scüs sr, e,uitiii "" ¡ 
•««-. « ¿* as í::;;ri: a ob,is " ion a ^ 

Que representando I* comtuinl.a á i« 
Pitido,, nada hr '"^ ' ., *«* 

■quelU repre^ntacir,,., ,„ emnU ¿ , ™ ™ * «*«W«ió 
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Que las consideraciones precedentes sirven á resolver la opo- 
sición del deodor, con relación á bus diverso* fundaro *ntns. de- 
sechándola. 

Que el crédito demandado es por suma- Hqu i fia consignada 
en el título (base nueve de los bonos respectivos) y se trata de 
obligación de plaio vencido, auténticamente probada por ins- 
trumento! que, ademas, se reconocen por el ej< outado, en cuyo 
caso el procedimiento ejecntifo es conforma con el artículo 
doscientos cuarenta j ocho de la ley de Procedimientos. 

Por ustos fundamentos: nu se hace lugar á las excepciones 
opuestas por el ejecutado en el escrito de foja ciento setenta y 
cuatro, y llévese adelante la ejecución basta hacerse pago al 
acreedor del capital, inferes* s y cesta*. 

Nutifíquese con el original y repóngase el papel. 

BEXIAlÜNFAt. — LUISV. VARELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BOHCE. 
— JUAN E. T0RRR1VT. 



(ALMA X*$X 



El Ferrocarril del Sud de ta provincia de Buenos Aires, con 
el doctor don J. Caminos Arevalo, por expropiación; sobre 
liquidación. 

Sumario. — I o Si la sentencia de primer» instancia, fijo la 
indemnización por el terreno perjudicado por la expropiación, 
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en la suma de cuatro centavos por cada metro cuadrado, sobre 
la superficie de 431.923 metros cuadrados, j la sentencia de la 
Suprema Corte, en el pensamiento de disminuirla, la redujo ií 
dos centavos por cada metro cuadrado de la superficie que con- 
serva el expropiado, no puede entenderse que haya querido 
aumentarla refiriéndola á una otra superficie de major exten- 
sión de laque se consideró en primera instancia como perju- 
dicada. 

* 151 interés debido por el expropiante, es el que robra el 
Banco de la Nación i sus deudores, y,no el que cobra en el des- 
cuento de letras en casos especiales. 

Caso. — A petición del demandado se mnndú practicar la 
liquidación de lo que .lebía abona, el ferrocarril de acuerdo 
con las sentencia! pronunciad»* en el juicio. 

El secretario del jutgado practicó la siguiente liquidación : 

Supeiacie expropiada según el escrito de foja 
MI, 103. 578 metros cuadrados á 22 centa- 
vos por metro.. s n 7g? lfi 

A deducir: 

El depósito de foja I , entregado al demandado 
á foja 16 vuelta, que lo forma la suma de. . . . 2.07 1 6 8 

S 20.7Í5 58 

intereses del nueve por ciento ¿obre esta suma 
desde la iniciación de la demanda (24de Diciem- 
bre de 1895) basta 6 de Diciembre de 1887, ett 
que se escritu ró el terreno expropiado según se 
manifiesta en et escrito de foja til 3.635 44» 

$ 24 .350 08 
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A deducir: 

La suma de 20.715.80 recibida por el apropia- 
do al escritor ¡ir (escrito de foja 141) $ 30.715 80 

3.635 18 

Indemnización de do» centavos por metro cua- 
drado, fijada por la sentencia de la Suprema 
Corte de í^a 84, sobre la superficie que se con- 
serve de propiedad del demandado que, según 
constancia de autos, es de 1.890.570 metros 
cuadrado- ® 36.411 40 

Intereses del nnefe por ciento sobre esta cantidad 
desde 24 de Diciembre del 8»5, fecha déla i ni- 

cion de la demanda, hasta hoy - . . , ■ 8.037 74 

S 48.084 32 

Observada osla liquidación por La parte del ferrocarril, se con- 
vocó á un juicio v, rbal, en el que aquélla expuso que la indem- 
nización por fraccionamiento, jamás podría comprender una 
supertície mayor que la indicada por el propio perito del expro- 
piado, aun cuando en justiciado debe referirse sinó á la parte 
ifecta ia por las obras del ferrocarril, que no es muclm menor 
que la que el s-ñor Ktcliererry indica, como aparece de autos y 
se desprende jlel dictamen del mi.mo señor; y que en cuanto al 
interés no puede exceder del siete por ciento, que es mayor 
aún que el qu. cobra el Banco d» la Nación en descuento» de 
payaré*. Pide de confuiente que se resuelva de conformidad 
por el juzgudo desaprobando la liquidación. 

La parte de Caminos Arenlo dijo : IJoe pedía fueran re* 
chazadas, con costas, las observaciones que se hacían á la 
liquidaron, por eonsiderurhn maliciosas y contrarias á 
derecho, Dos son esas observaciones: ta superficie por la cual 
la empresa debe p.tgar la indemnización de dos centavos, 
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establecida por la sentencia de ta Excelentísima Corte, no 
puede exceder en ningún mi puesto de la di? 431 .003 metros 
cuadrados, que es ra mayor que l:i realmente afectada y 
que indico el ingeniero Etcheverry, perito del doctor Cami- 
nos Arévalo, ¡il practicar el avalúo, ein la menor observación 
de parte de este señor. Es ia segunda, que el tipo de nueve por 
ciento, ;t que se ba calculado lo- intereses que debe pagar la 
empresa, es elevado y debe ser reducido. 

Que respeetu de la primera, debe notsrse desde luego que 
ella no o . tA encaminada á objetar los resuítadoa aritméticos 
de ta liquidación, sino la superficie de terreno de propiedad riel 
doctor Gamínoi Arúvulo que le ha servido de base, y que, eu 
OflUseOü ertoia, de acuerdo ron la jurisprudencia de la forte Su- 
prema, tul observación un puede prosperar. (Véase tomo 61 , pá- 
gina 343, de la colección de fallos de dicho Tribunal). En el 
f ilio citado, la Corte ha establecido la doctrina que domina en 
esta materia en los siguientes términos, de rigurosa aplicación 
en el caso presente : 

< Que esa liquidación no ha sido observada eu sus resultados 
aritméticos y se conforma además con el tanto por ciento de 
intereses j fecba desde que estos debían devengarse, determi- 
nados por la sentencia ejecutoriada de foja 214, así como con 
la especie de moneda lijada en la misma sentencia ». La liqui- 
dación actual, se conforma también á los términos claros 
y esplfcitoa de la sentencia de la Corte recaída en este juicio, 
que, modificando el pronunciamiento de primera instancia, 
que mandaba pagar cuatro centavos por metro cuadrado de 
indemniiacion sobre un determinado numero de m -tros or- 
denó que pg» i ndeinit tiacion fuera de i dos centavos por metro 
cuadrado sobre la superficie que se conierve de propiedad del 
demandado*, agregando en seguida, como psjnjj no deiar duda 
'le la mente de esta modificación : « La suma total que debe pa- 
gar ta empresa resoltará de la extensión de tierra que s>- ocupe 
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parala obra y de la que quede a) propietario sobre W base lie 
\t>^ precios unitarios estableció oh en esta semencia». En se- 
gundo Jugar, estando esa liquidación practicad a con arreglo á 
las constancias de una sentencia ejecutoriada, debe ser apro- 
bada, de acuerdo también con la jurisprudencia de la misma 
Suprema Corte. (Véase tomo 12, página 444, colección defalca 
antea citados). Kn presencia de lo terminante de la senten- 
cia de U Curte, recaída en esta expediente, no puede haber 
•luda ilgun a de que la liquidación debí* hacerse tal como 
se ha hecho, y solo maliciosamente puede sostenerse lo contra- 
rio. 

La Corte modifica la sentencia de primera instancia en cuan- 
to á la indemnización de dos maneras: primera, en cuanto re- 
duce á dos centavo»; por metro cuadrado el precio unitario de la 
misma; segundo, en cuanto orne na que el pago se haga sobre 
toda la superficie que se couaerve de propiedad del demandado y 
no sobre una determinada extensión. La liquidación está hecha 
con arreglo áesta modificaron, y es entonces inobjetable, bajo 

ese aspecto, porque se ajusta á i sentencia ejeeut. riada. 

Como puede verse por la argumentación que emplea la empresa, 
la observación .10 es propiamente á la liquidación, sinó á la 
sentencia en sí. 

Ni bajo este aspecto puede prosperar la pretensión de Ja empre- 
sa, pues ha pisado la oportunidad marcada por el artículo 332 
de la ley de procedimientos, no siendo procedente, no estando 
tampoco en tiempo el de revisión. 

La segunda observación es tan i nsu Insistente como la prime- 
ra en presencia de lo dispuesto por el articule ti£2 del Código 
Civil, según el cual en defecto de ley que determine el interés, 
debe ser éste designado por el juez t atendiendo al interés co- 
rriente en el lugar > dice el comentador Segoria, de Acuerdo 
con el argumento del articulo 1919 del mismo código. Haciendo 
uso de esa facultad legal, al juzgado ha fijado siempre el nueve 
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por ciento en esta clase fie juicios, tasa que lejos de ser exa- 
gerada es módica. No basto decir que el Banco de la Nación 
Argentina cobra el seis y siete por ciento: es menester que 
ese sea el interés corriente en esta plata, !o que está muy lejos 
de suceder. 

Kn efecto, como la sabe todo ei mundo, el interés corriente 
en esta ciudad, e* mucho mayor que eu la Capital Federal, 
siendo del diez al doce por ciento. Si e Banco de la Nación 
Argentina cobra, no el seis ó siete por ciento, sino ei nueve por 
ciento, no es nna razón pitra que sh- adopte eso tijxt, evidente- 
mente inferior al cornenU- de plaza. No ubatante esto, no lo 
he observado, porque siendo el tipo adoptado por regla general 
para esta clase de juicios, he debido respetar la práctica esta- 
blecida por más que la considere inequitativa para mi parte. 
Por todo lo expuesto, pide al juzgado se digne aprobar !& liqui- 
dación practicada siu más trámite, desechando las maliciosas 
é infundadas observaciones que se han hecho, con especial con- 
denación eu las costas del incidente. 



VmU* M Jim redera! 

■ 

La Plata. Julio ii de 1898. 

Autos y tistes : considerando : Que se encuentran suficien- 
temente discutid as j bien refutadas las observaciones hechas 
por la empresa del Ferrocarril del Sud, á li liquidación practi- 
cada por el actuario, este juzga i o las reproduce y teniendo en 
cuenta que ella ha sido hecha de conformidad á las constancias 
de una sentencia ejecutoriada. 

Por esto : se aprueba la liquidación practicada, de conformi- 
dad á la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte (to- 
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mo 31 , pág. 128), ara especial condenación en costas, por no 
encontrar mérito panr ello» Notifíqnese y repónganse la* 
fojas. 

N. S. de Aurrecoechea. 



i,, ir no- Aires, Abril H de 1S99. 

Vistos y consi demudo: Que segun lo expresa la sentencia de 
foj i aestrnta j dos, el ferrocarril debía pagar, de conformidad 
con cuatro centavos moaeda nacional por metro cuadrado 
sobre la superficie de cu al rocíen tos treinta mil novecientos 
tninta y \rvs uietrod, en calidad de perjuicios causados por Ja 
expropiación m relación á |ns terrenos no ocupados por \a Tía, 

Que la sentencia dn .-sta Suprema í<orte de foja ochenta y 
dos, redujo la condenación per perjuicios, fljan^i) tn dos centa- 
vos por ni tro cuati rad o, él precio que el inferior babfa fijado 
en cuatro centavo*. 

Que el texto de la «x presad a sen ten ci a de foja ochenta y dos, 
no permite dudar que ella ..o sólo no se proponía aumentar el 
mont» d*l valor de los perjuicio* que el ferrocarril debía pagar, 
sino que, al contrarío, era informada en el daro pensamiento 
de disminuirlo, 

Que, por consiguiente, no puede entendéis*' dicha s-ntcncia. 
cuando condena al ferrocarril u abonar dos centavos por metro 
cu nfrado sobre la superficie que conserve el expropiado, que se 
refiera a una otra superficie que la que se había declarado per- 
judicada en h sentencia du primera instancia, cuyo monto con- 
denatorio se reducía, porq e á* comprenderse, como lo pretende 
la parte de Caminos Arévalo. en vez de reducción la sentencia 
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He segunda instancia importaría un aumento á la condena- 
ción contenida en La de primera. 

Que el tipo de interés adoptado en la liquidación de foja 
ciento setenta y uno, está de acuerdo ron el mandado pagar por 
l*a mencionadas sentencias. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja l iento 
ochentii y siete vuelta, en cuanto aprueba la partida de la li- 
quidación de foja ciento setenta y uno, relativa ¡it número de 
metros sobre que debe abonarse la indemniiacion de dos cinta- 
ios moneda nacional por metro cuadrado de terreno no ocupa- 
do por la vía, declarándote á ese respecto que di ha indemni- 
sacion debe pagarse sólo sobre la cantidad rie cuatrocientos 
treinta mil novecientos noventa y tres metros cuadrados; y se 
confirma et citado auto, en cnanto ¡«prueba fá misma líquida- 
eioii en la parte cor respondí en te al tipo del interés. 

Notiflqueseco» el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. —OCTAVIO KltfCt 
— JUAN t. TORBERT. 



Don fíernardo Mary contra la compañía * Chargeurs Mums» 
sobre indemnización de perjuicios 

Su ma r Ío. — Probado el -laño y ta responsabilidad del de- 
mandado, debe aprobarse la estimación que se considere equi- 
tativa, hecha por el juez de la causa. 
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- Caso. — Resulta del 



s 

Ilutaos Aires, Julio 3 de 18»S. 

Viátos: estos autos seguidos por don Bernardo Mary contra 
la compañía * Cbargeurs Réunis » sobre daños y perjuicios. 
Resolta : Que el di* 21 de Diciembre de 1889, encontrándose 
Mary como pasajero, sobre cubierta del vapor «Entre Rios», en 
viaje de Kuropa á -sta capital, Fué herido de gravedad en un» 
pierna por la caída de un fardo de pasto que, desprendiéndose 
del techo úe o n camarote, eayó sobre él. 

Qut' el demandante atribuye el hecho enunciado á culpa de 
los empli-ados y agentes «le la compañía, fundando mi demanda 
en los hechos siguientes : 

Que e) indicado dia, i la ) p. m., estando el tiempo hermoso 
y el mar bonancible se quedó subí " cubierta, sentado eo un banco, 
en cuya circunstancia ié desprendió un fardo de pasto prensado, 
de l&O kilogramos de peso, que rodando desde el techo de un ca- 
marote cayó sobre su pierna derecha cortándote la arteria, ha- 
biendo necesitado el médico de á bordo atar la pierna con fuerza 
tanto en la part.' superior cono abajo de la herida á fin de con- 
tener la hemorragia. 

Que trasladado á la enfermería, le dejaron allí hasta el si- 
guiente dia, 9 a. m., sin cuidarse de él, que se hallaba bajo crue- 
les sufrimientos causados por las ligaduras, lasqueduraron has- 
ta la terminación del naje, sin poder ser eficazmente curado 
ní atendido por falta de los medicamentos indispensables que 
no se tenfau á bordo, ni alimentado convenientemente según 
lo requería su estado ; á todo lo que se agrega la pérdida total 
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de su equipaje consistente en ropa, libros, correspondencia y 
muestras de Lis eticas á quienes renia á representar, y negativa 
de Ufarle al Hospital Francés -Mide deseaba ser « tendido, 
conduciéndole contra su roluntart.al Hospital Municipal de cró- 
nicos. 

Que tal conducta ubserruda por los empleados con mi persona, 
en fe) estado, constituye un verdadero delito con arreglo á lo 
queestaljleoeel Coligo Cinl en sus artículos 1073, 1074» 1075. 
107641079 y|1083. y en cuanto -i l¡i responsabilidad de la cuín- 
p «nía idla remita de la disposición contenida en el artículo 
flíiá, responsabilidad quo> impone la obligación dt reparar 
los daños sufridos por culpad* sus agentes, no »n|n por el ac- 
cidente ocurrido sinó por la perdida total de su empaje y que 
estima todo ello en Ja suma de 8000 peso» oro, comprendien- 
te ''i t'í estimación los sufrimientos físicos dnraute 23 días 
de navegación, gastos de curación desde él diadel accidente has- 
ta que ésta sea completa, indemnización por los gastos de ali- 
menta* ion y al ><] amiento desde la incapacidad de trabajar, que 
puede estimarse en sesenta pesos oto mensuales, incapacidad de 
trabajar durante el] mismo tiempo, teniendo en cuenta su pro- 
fesión que le prita de ganar trecientos pesos oro mensuales, 
todo lo que constituye .el daño sufrido y ginancia de que lia 
sido privado. • 

Que posteriormente y arrías de contestarse a la demanda, el 
actor amplía éstafá foja 136, estimando I» indemnización recla- 
mada «u la suma de 25.000 pesos oro, aduciendo otras conside- 
raciones para fundarla, entre ellas, el carácter d^su profesión y 
representaron comercial de que esta investido, la représenla* 
cion de otras .fábricas y casas de comereio que enumera; las 
oontrariedaíies y padecimientos que, na sufrido al ser trasla- 
dado al hospital; la pérdida de su equipaje que estima en 500 
puso» espidiendo en conclusión se condene á dicha compañía 
al pago (K h expresada suma, con más las costas del juicio. 
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Que la compañía, por intermedio del señor A. Chancerrl, con- 
testa l;i d<- ruando á foja16Í expaniendo por su parte: 

Que el accidente ocurrid» á Mary no fué motivado por culpa 
ó negligencia de hi compañía ó de sus deludientes, sino p»r 
una gravísima imprudencia de aquél, qu<- se colocó en un paraje 
prohibido por lo peligroso y que era peligroso en sí mismo, 
pues se hal<ía situado en frente del camarote del maq OÍ (lista, 
lugar expresamente reservado á é a te y á sus auxiliares, peli- 
groso por su proximidad a la máquina y que aparte de Tas pro- 
hibiciones expresa* esta vedado aún por el sentido común. 

Que Mary so había sentado no en un banco, siuóen una plan- 
cha de fierro que sirve de reguardo á utro peligro que allí exis- 
tí- y t s el d<- que puedan enredarse ¡a* cadenas en los pies ó 
piernas -le! imprudente que á eUo se exponga; agregando que 
las consecuencias de los hechos libres, «on sóio imputables '-j¿ 
autor de ellos, en lo-! términos de los artículos 903 v ÍMM del 
Código «'mi, y el hecho que no cañad daño á la persona que lo 
sufre sin* por una falta imputable á ella, no impone responsa- 
bilidad alguna, según el articulo HH del mismo código, 

Que aparte de> ningún fundamento de la demanda, ella es 
exagerada en la estimación délos danos y perjuicios que se re- 
claman, desde que todos los £.istot qué dice lia hecho con mo- 
tivo de sa curación, se e-timan á oro, negando que haya in- 
vert ido las sumas que expresa romo que la incapacidad para 
trabajar la haya privado de g..nar 300 pesos oro mensuales 
dada su propia condición A porción social, pues viajaba en cal i- 
dad de inmigrante ; agregando i$i}t después de su calida del 
bospitíil ha estado «oí actitud de trabajar, siéndole ahsolnta- 
mente innpcesariaa las muletas que lleta. 

Que en cnanto al tratamiento á bordo de los vapores de la 
compañía, no escociólo pinta e! actor, rechazando mino inexac- 
tas todas sus afirmaciones al respecto, como del mal trato que 
dice recibió durante su enfermedad, no siendo exactos los malos 
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tratauib-utos de que se queja, ni lac.irencia de recursos pura su 
curación. 

Que, finalmente, y rt specto ¿la reclamación sotare cinco bultos 
>le equipo)»-, esta parte üe La dein.inda es distinta de la princi- 
pa) per cuanto ¿ata forma parte de la carga del buque según el 
articula 1270 del Código de Comercio antiguo y 1119 del vi- 
gente j se hilla sometida á la* disposiciones de Jos articules* 
Í"Ht> y 1247 del antiguo, j 1079 & 1060 del vigente, que esta- 
blecen plazos perentorio* para el eximen y reconocimiento de 
lus daños y piTjü icios que pueda sufrir la carga, y no habién- 
dose llenado los requisitos del examen pericia! por órdeu judi- 
ci.il prévia á la demanda, no puede admitirse reclamo alguno al 
respecto. Pide, en conclusión, el rechazo de la demanda con 

COStilS, 

Kn mérito de lo relacionado y considerando: 1" Que se ha- 
lla plenamente constatado en autos el hecho que funda la 
demanda, de haber el actor recibido mía herida en la pierna 
derecha hallando* j cuín i pasajero en viajes esta Capital ¿bor- 
do «leí vapor t Kutre Rios * , Ja que fué ocasionada por ta caida 
de un fardo de pasto, rompiéndose la arteria principal de la 
misma. 

%" i¿ue se ha comprobado igualmente con los diversos testi- 
mon/os producidas en autos, que inmediatamente de ocurrido 
este hecho Mary fué atendido por el médico de abordo, quien 
para evitar ó suspen ler la hemorragia apü-ó vendajes dejando al 
herido basta el siguiente día presa de grandes sufrimientos, 
cansados ppr éstos, sin haber durante tudo el tiempo transcu- 
rrido i miado de auxiliarle en forma alguna como correspondía, 
al grave estado en que se encontraba. 

8" Que asimismo resulta también comprobado que, por falla 
de loa medicamentos necesarios X bordo, no pudú éfeoiuftrse una 
curación conveniente ;il herida y cual lo requería su estado 
de gravedad, como igualmente que el alimento que se le sumí- 
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nistraba no correspondí* á on enfermo de tal gravedad, todo lo 
cual contribuyó á agravar h enferraeii.i l hasta el extremo de 
comprometer ta vida del paciente . 

4" Qae llegado á Buenos Aires, y no obstante el estado de 
gravedad en que se hal'nbi, fué retardado por algunas horas 
su desembarco mateniéndosele en un lióte hasta que se efectuó 
su traslación al Hospital municipal de crónicos, contra su vo- 
luntad, pues había manifWtudo su deseo de ser llevado al 
Hospital Francés, 

5* Que estos hechos constituyen una séria responsabilidad 
para la empresa demandada, nu sólo por el accidente en'sí mis- 
mo, sinó también por el trat cimiento iuadecundn observado 
para con Mury, dada la gravedad de la herida por ella ocasiona- 
da y los peligros a que se hallaba expuesto por falta de una cu- 
ración conveniente. 

6 o Que la compañía demandada pretendiendo excusarse de 
toda responsabilidad al respecto, sostiene, como se ha visto, que 
el accidente de que fué víctima Xlary, ocurrió por su propia im- 
prudencia, desde queee había colocado en un sitio peligroso y 
prohibido; pero este hecho no sq ha acreditado en forma algu- 
na en autos, resultando, por el contrario, de las declaraciones de 
varios testigos que no existía prohibición alguna de situarse en 
tal paraje. Que, por otra parte, y aún supuesta tal prohihi ion, 
como los peligros que indica la parte emandada babia en co- 
locarae en tal sitio, el accidente no se produjo por ninguno 
de los peligros enunciados, sinó por una causa cumple ta mentó 
extraña a ellos, como fué la caída del fardo deluda á bailarín 
óst.e mal estirado, según lo afirman varios de ios testigos del 
proceso. 

7» Que producido el accidente por la causa enunciada, no 
puede entonces calilicarse como el resultado de un hecho pura- 
mente casual que exonere de toda responsabilidad á la compa- 
ñía demandada, sinó de una imprudencia culpable de parte de 
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los ernpleadúi d6 á burdo, ;íI no haber asegurado conveniente— 
mente el fardo de pasto á cuja circunstancia se iiebió «xclusi- 
vamente su caída. 

8 a Que es entÓnces evidente la responsabilidad de la com- 
pañía demandada ante las disposiciones contenidas en los ar- 
tículos JOGft y siguientes. Código Civil, especialmente el 1068, 
que establece, que habrá daño siempre que se causare á otro un 
perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria ú directamente 
en las cosas de su dominio ó posesión, ó indirectamente por el 
mal hecho á su perlina ó á sus destellos ü facultades, y elli22, 
según el cual tas personas damnificadas por los dependientes ó 
domésticos, pueden perseguir directamente ante loa tribunales 
civiles a los que son civilmente responsables del daño, sir tar 
obligados á llevar á Juicio á los autores del hecho. 

9° Que esto sent ido, corresponde averiguar en el caso la 
magnitud y consecuencias del hecho por el daño causado, para 
apreciar, ante la prueba rendida al respecto, las i ndemn i ti cie- 
nes que corresponden por él al actor, cuya prueba consiste prin- 
cipalmente en les certificados de los doctores Justo, Quinche 
y Alabit, é informes médicos de tos doctores Ltobet y B.is- 
trocen!. 

10* Que el primero, como cirujano del Hospital municipal de 
crónicos, expresa en el certificado de foja... que Mary perma- 
neció en dicho establecimiento por un flemón difuso en la pier- 
na derecha á consecuencia de una herida producida á bordo del 
« Entre Ríos», por la calda de un fardo de pasto, habiéndosele 
dado de alta en 22 do Febrero de 1890, en estado de convale- 
cencia, aunque duraría algún tiempo su incapacidad para el 
trabajo. 

11° Que el doctor Quinche expresa en su certificado trans- 
crito a foja 309, que el señor Mary presenta cicatrices profun- 
das en la parte Ínter un y posterior de la pierna derecha que im- 
piden la extensión completa de ésta, obligándole á caminar 
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sobre la punta del pié. termínaiuio que necesita del Auxilio de 
muletas y no puede trabajar; y lina i mente, el doctor Mabit en 
su certificado de foja 130, ratificada á foja..* que desdi- la sa- 
lida de Mary del Hospital de crónico* ha seguido asistiéndola 
P»r la herida de la pierna, hallándose (á la fecha del inerme, 
23 ilé Noviembre de i 891) vü la más absoluta incapacidad de 
trabajo, nu siendo posible determinar siquiera aproximada- 
mente cuándo podrá >er completa mi curación ni si llegará 
A serlo. 

12° Que del informe médico «pedido por el docLor Andrés F. 
Llobet á foja 382, resulta : i° que la herida de Mary se hallaba 
curada, p uf cuanto pres » cicatrices resistentes ; 2 o que di- 
cha herida no le impide el trabajo intelectual, pero que respec- 
to á los trabajos materiales en que es necesario el perfecto 
funcionamiento de las piernas, la lesionada se encuentra iún 
débil, y en condiciones de no poder sufrir trabajos foriados 
sin temor del edema que 1» impida «ontinuar dichas ocupacio- 
nes, como 1 1 prueba el examen pnctinado, de que resulta; que 
en el lado externo de la pierna la temperatura es mus baja que 
en el inferno; que aún existe edema de ambos maleólos, cica- 
trices i'ji la parte interna y posterior de ta pierna derecha, cu- 
vas cicatrices impiden que ésta se extienda completamente» 
obligándolo para caminar á apoyarse sobre la punta del pié, 
habiendo una atrofia marcada del miembro derecho como lo 
demuestran Isa cifran tomadas sobre ambas piernas; 3» que la 
ligadura fué bi causa de los sufrimieutoü y gangrena; 4 que 
la curación no se hizo con latí reglas del arte, pero si el médi- 
co no tenía ios tlemeutos necesarios, difícilmente hubiera po- 
dido proceder de otro modo; 5" que las coi secuencias de esa 
mañero de proceder han si do los dolores, hinchazón, gangrena 
parcial, las cicatrices, la atrofia del miembro y el acortamiento 
consecutivo do é^te, que impedirá en lo sucesivo á Mary entre- 
garse á las ocupaciones de su rida anterior, y 6 a que la falta 
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de cuidado y ai imam ación, como ti demora en su desembarco, 
han podido cantarle la muerte. 

13° Que el (Mil Bastrocchí en b« informe de foja 388 con- 
testando u laa preguntas formularias, expresa ; 

Que la herida etitá curada; que Mary es apto para el trabajo 
material é intelectual, si bien no loea todavía para las tareas 
de su profesión, si es verdad que siempre He lia ocupado de ta 
explotación de busques y trabajos públicos. 

Que ha podido constatar con el ductor Llobet quo Mary pue- 
de caminar, dejar las muleras y que por eso es apta para el 
trabajo material ; que si desde qm ha sido dado de alta en el 
Hospital hubiera procurado hacer uso de su* metimientos ha- 
bría obtenido el resultado que n Iraní» todo enfermo que desea 
volver pronto ai trabajo. 

Que le ha faltado s» lamente la voluntad j que ello ha dad«< 
lugar al inconveniente de la apuiiiMirosis. 

Que en el interés de exagerar sus padecimientos, ha tenido 
una convaleCMncia demasiado larga p»r los malos efectos délas 
muletas y de la pnaiofoti f „ extensión forjada del pie*. 

U'Qite según se ve, resulta una completa disconformidad 
entre los dos informes últimamente citados respecto A la gra- 
vedad déla herida causada á Mary por d accidente enunciado, 
comoá los resultados y consecuencia de la misma; y no puede 
entónces establecerse legalmente ante las diversa, conclusio- 
nes de los citados informes, que Mary se halle, en efecto, ul 
presente imposibilitado de todo punto para todo trabajo mate- 
rial. 

16- Que 4 este respecto y haciendo un análisis comparativo 
de dichos informes, se observa desde luego que en el del doctor 
Llobet, que es el más favorable á las pretensiones del actof, 
no se anima de una manera asertiva que t-iista una imposibi- 
lidad absoluta para todo trabajo material. 

Que tampoco se afirma que la herida sea de todo punto incu- 

v. LTSTIII 



66 MU O* PE LA KVPKUá COHfB 

rabie en el sentido de no poder obten ers* un completo resta- 
blecimiento, pues sólo ae dice que la pierna lesionad» se encuen- 
tra aún débil y en condiciona de no poder resistir trabaja 
forzados; mientra-; que en el informe del doctor Bastrocchi -e 
llega á conclusiones precisos, desde que se afirma que la con- 
Talecenoia de Mary ha sido retardada yor culpa <le! mismo: 
que no I.- son necesarias las muletas para andar, siendo por 
esto apto para el trubajo material. 

16* Que de los mismos informes resulta que la herida de 
Mary sólo le impide apoyar completamente el pié y si esto es 
así, si la jderna lesionada no se encuentra al presente, ni lo 
estuvo á ta época de los informes referidos, completamente inú- 
til, no puede entonces establecerse que ella le impida en 
absoluto de todo trabajo material, como seda á entender en Ja 
demanda. 

17° Que, por consecuencia, en la. estimación que corresponde 
hacer en tal caso, por ul daño causado, d» be tenerse muy cape- 
cialmente en cuenta las dos circunstancias apuntadas, ó sea: que 
la herida causada a Mary no le impide en manera alguna, id 

ejercicio <te todo trabajo intelectual. » son los correspon- 

dientes ú su calidad de comisionista 6 agente ié negocios, que 
debía desempeñar en este país ; y que tampoco lo inhabilita en 
absoluto pura todo trabajo material. 

18* Que en cuanto á la pérdida del equipaje y su * stimacioi, , 
objeto también de las reclamaciones del actor, ella se halla 
igualmente comprobada en autos ; siendo de observarse á este 
respecto que ninguna objeción se ba opuesto de contrarío en el 
sentido de negarla si no -s la improcedencia del reclamo por no 
haber «ido el gestionado eu tiempo y forma, 

19° Que las dispone-iones de los códigos de comercio anterior 
y vigente que se inrocan al respecta por la parte demandada, no 
-M¡i de aplicación al caso, puo* no se trata de efectos entrega- 
dos y recibidos sin eximen ó en que no se declara un daño 
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existente, roba ó fiiaininucian en la carga que sun los casos en 
que Jos consignatarios tienen derecho a requerir el eiámen ju- 
dicial en .1 término de 48 huras despea de la descarga bajo la 
pena de perder el derecho á toda rechmacion al respecto sinú 
de la pérdida total del equipaje que fué reclamado por Mary 
desde su desembarco en e.ta capital: que respoosabili*, direc- 
Uinente a la compañía según el artículo 1119 del Cólico de 
Comercio rigente, concordante ron el Í278 d,i anterior desde 
que no se ha alegado ni probado razo., alguna legal que justí- 
íique U pérdida. 

lirias consideraciones apuestas y otras que se omiten re- 
sultantes deanes fallo, definitiramer.te decían, udo : q t .e Ja com- 
pañía . Chargeura líéunis. debe abonar al señor Bernardo 
Marj por inden.nii.-mnn de daños y p,rj ..icios ocasionados por 
«I accidente materia de] juicio, la suma de 10.000 pesos moneda 
nae,onalde mmlt^h comprendiéndose en dicha suma el Talor 
del equipaje perdido y gastos de curación, mas las cortas 
que resulten ¡eyíti mámente eausadas en el presente juicio. 
Hágale saber original y repón-anse los sellos. 



•lunn del Campillo, 



Bueno, Aires, Abrü 8 de lim. 



Vistos: Considerando: Que la demanda deducida en los pr.- 
.entes au t..s por don B,r,urdo Marj, eontra la compañía de na- 
vegación á vapor denominada « Chageurs Rénnis liene por 
objeto que esta sea condenada á pagara» primero, con las celtas 
del jmcio, ln suma de reinticinco mil pe<os oro sellado en que 
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estímala indemniiacion de daños y perjuicio» oue dice Le ha 
causado no solamente per la herida que le infirió en la pierna 
derecha la caída de un fardo de pasto de»de el techo de un ca- 
miirotedel paquete á vapor • Entre Ríos », de propiedad de la 
compañía, hallándole Mary sobre eubíerta, en viaje de Burdeos 
¿Buenos Aires, sino también por la pérdida total del equipaje 
que trufa como pasajero de dicho vapor. 

Que las constancias de autna prueban plenamente la verdad 
de ambos hechos, ¿ saber : la herida d • la pierna «le Mary, 
causada por la caída del fardo de pasto, y la pérdida de ios bul- 
tos de su equipaje, por no haberle sido entregados 4 su desem- 
barque en el puerto de esta capital. 

Que la responsabilidad civil de la compañía demandada pur 
uno y otro hecho se halla igualmente justificada en autos, pues 
la prueba producida en ellos es bastante |>ara acreditar que la 
caída del fardo de pasto que causó á M:iry la herida de la pierna, 
debida a la mala estiva de dicho fardo, o sea, por no haber sid» 
asegurado de modo que se evitase su caida, en cuyo caso como 
en el iic la pérdida del equipaje de aquél, es incontestable la res- 
ponsabilidad d«- la compañía á mérito de la* terminantes dispo- 
siciones legales que se invocan en la sentencia apelada a efecto 
de iodi mnizarle los rtaños é inl cresas causados. 

Qu<- respecto al t¡uatilum de la iiidrmniMciou debida A Mary, 
atentas loa circunsUn< ias del caso que resultan justificadas en 
los autos y que se tienen presentes para üjar en equidad la 
suma que por vía dé indemniiacion ífoi daños é intereses co- 
rresponde satisfacer al demandante, ya poj rnznn de la herida 
quL' ha sufrido ionio poi la pérdida dé su equipaje. estaSurrc- 
ma Cortu considera rquitativa la Buma dedieimil pesos moneda 
nacional fijada en el fallo recurrido. 

Por estoy fundamenta coneu dantes de la sentencia apelada 
de foja seiscientos setenta y Mete se confirma ésia, debiendo las 
costar de esta instancia pagarse en el urden tusado en aten- 
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eion al resultado de los recursos interpuestos. Repuestos los 
sellos, devuélvanse, pudendo notificarse con el original. 

ABEL BAJEAN. — OCTAVIO BUNfiE, 
— JUAN E. TOBBEHT. 



4 ü VI 



t7 doctor don José Joaquín Horandé contra don Jorge Pintos 
por cobro ejecutivo de honorarios; sobre prestación de fianza 

Sumario, — Si La ejecución se be fundado sobre sentencias 
que se limitaron á lasóla regulación de honorarios, y nada re- 
sol rieron sobre ta obligación de pagarlos, el ejecutado tiene 
derecho de exigir qu- antes de hacerse el pago al acreedor, éste 
preste fianza idónea para responder R Isa resultas del juicio que 
pnedf int nt ir contra su titulo. 

Caso. — Notificado el señor Pintos del auto del juei, mandan- 
do entregar al ejecutante, una suma de dinero depositada á las 
resultas del juicio, pidió aquél que, ante» de hacerse esa entre- 
ga, se intime al doctor Moran dé que da la tianta á que se 
refiere el artículo 321 de la ley de procedimientos, pues está 
dispuesto á promorer juicio ordinario. 
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La Plata, Julio 12 de mi. 

Habiéndose mandado por el juigado, por error, entregar los 
fondos al doctor Moraudé, intímesele á é\s¡e otorgue la fiama res- 
pectiva por la cantidad percibida dentro de 48 horas, con arreglo 
á lo preceptuado en el artículo 321 de ta ley de Procedimientos. 

Aurrecoeckea, 

£1 apoderado del d " tor Morandé pidió reposición de este auto, 
diciendo que se trata de un juicio de apremio seguido en virtud 
de ¿sentencia ejecutoriada dictada en el incidente sobre fijación 
de sus honorarios, en cuyo caso no procede el pedido de lianza, 
según el artículo de la lej invocarlo por Pintos. 

U Plata, ík'tiemhrc 17 de 1897. 

Y vistos: El escrito de reposición prps«ntado por don Fran- 
cisco V, Jlartiu. contra ia providencia di* foja 178 vuelta. . 

I considerando: Que la sentencia ejecutoriada j por la cujI 
se regulan los h-norarios del doctor Moraudl fué la que sirvió 
de base ¡il procedimiento de apn mio seguido contia don Jorge 
Pintos, y atento lo dispuesto en la última parte del artícul.. 
321 del Código d.* Procedimiento». 

Por esto, y en uso de las facultades de este juagado, se re- 
toca por contrario imperio el auto de fecha 12 de Julio próximo 
pasado, y oomo consecuencia no se hace lugar ¡í lo solicitado por 
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el señor Pintoi en su escrito de foja 18», Nutifíquese | repon- 
gan* ta foja. 

MariaitoS. tte Aurrecoechea. 

* 

Palto *• i» iNprnu t mru. 

Bueno* Aire*, Abril 8 de 1899. 

Vistos y considerando: Que el auto de foja sesenta y nueve «e 
iiniti i .■ r^itUr luí honorarios devengados por el doctor Mo- 
raftdé, declarándose en él expresamente que nada resolvía sobre 
ta, demi* cuestiones qu* se habían promovido y que súlo se 
trataba d* Ja re¿ul icion de honorario* expresad*. 

Que la resolución de esta Suprema Corte de foja noventa vuel- 
ta, se concreto también eiclusi veniente á dicha regulación. 

Que con talca 411 te --«dente», no puede decirse que la acción 
deducida por el acreedor mi este juicio, proceda de ana senten- 
cia ejecutoriada pronunciada en juicio entre las partes, resol- 
viendo deBniti va mente las controversias relativas á la eiisten- 
<:ia de la obligación de pagar ios honorarios regulados, formu- 
ladas por los interesados. 

Que así, el caso uo se encuentra coniprend ido en la última parte 
del articulo trescientos veintiuno de la lev de Procedimientos. 

Por estoy de acuerdo con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, ae revoca el auto apelado de foja doscientas veinticuatro 
vuelta, declarándose que el doctor Horamlé debe oturgar la 
Bania prevenida por el irtículo doscientos noventa y cuatro y 
el artículo trescientos veintiuno de la citada ley de procedi- 
mientos, no naciéndose lugar al recurso de nulidad por.no haber 
mérito para ello, Notifiqueae con el original y repuestos lus 
sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN VAZ. — ABEL BAIAN. 
— JUAN E. TONHENT. 
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Don Antonio Qliveira contra Guztnan y compañía, por indem- 
nización de perjuicios; sobre pago Ue intereses 

Sumario. — Sometida a! fallo uibitrul la cuestión de daños 
v perjuicios y determinada por él la suma á pagara por ese tí- 
tulo, la ent» ncisi arbitral queda cumplida con el abono de di- 
cha soma. La pret -nsimi de que se donan abonar también loa in- 
tereses de 1» misma desde el día de la demanda, e& improce- 
dente. 



Caso. — Resulta del 



rail* 4*1 Swnm Federal 

Incurrían, Julio i i de 1897, 

V vistos: resulta' 1° Habiendo ordenado la sentencia dii'lada 
por la Suprema forte ri foja 343, la devolución del expediente 
á este juzgado para que proceda con arreglo á lo establecido en 
el considerando penúltimo de la mi-m.i, se expidió y notificóse el 
decreto de toju 3 a las partes, quienes formal izaron el acta de 

lj Por haberte omitido cu su lugar correspondiente, se inserta aquí esta 

causa. 
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foja 338 vuelta, en 1* que nombraron á don Pacífico Rodrigue», 
para que en < alidad deárbitro resuelva U cuestión, determinán- 
dose i as mullas, términos,eti\, que se indica en ella. Aceptado el 
■iir^o en forma p^r et señor Rodríguez y hechas las exposiciones 
que ko registran de fojaa 346 á 381 , dictóse el fallo de foja 385, 
itj.indo el sald» líquido á cargo de los señores G muían y com- 
para v á favor de don Antonio Olin-ira, en la Mima de 9800 
pesos momda nacional. 

2" Notificado, con fecha 24 y 46 de Octubre de 1896, el fallo, 
4 rcprf sentante fie los señora Goman y compañía consignó 
ron el escrito de foja 388, un Queque valor de 9800 [lesos, que 
fueron depositados en H Banco déla Nación Argentina, a U 
ordeti del juzgado. 

3 Ú Con fecha 16 de Noviembre siguiente, el representante 
del señor Oliveira, pidió, á foja 393, si- le entregase la suma 
consignada, reservándose continuar la gestión qiu< por escrito 
separado prodncía en la misma fecha, recia ni ando los intere- 
ses desde el día de la demanda. El juagad» ordenó la entrega 
bajo U reserva indicada y consta i foja 394 vuelta. 

4 o Con la misma fecha de ftí de Noviembre, la parte de Olí- 
veira evacuando la vista que se le confirió de la consignación, 
expuso: Que los señores Guzman han consignado solamente el 
capital adeudado, pero nu sus intereses desde el día de la inte r- 
pelacion judicial; que OI i íeira lia litigado durante un largo trans- 
curso de t iempo, porque aquella» se negaron, sin causa legal, á 
pagarle lo que le debían, criino lo demuestra el resultado del 
juicio; que es justo que esos señores paguen los intereses de la 
cantidad que lian retenido indebidamente y que debieron reco- 
nocer y pagar desde que les fué demandada; que en mérito de 
lo eipoesto man i tiesta disconformidad con la consignación, en 
cuanto nu comprendí* jos interesen desde la f eeha de la deman- 
d i y pide he ordene Á los señores Guzninn y compañía los pa- 
guen, adema* de la suma consignada, con costas en caso de 
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oposición. Termina notando que reclamó los intereses Ante eJ 
juez arbitro, pero que éste nada resolvió por n<« estar compren- 
dido el ponto en ei compromiso, lo que habría motivado la nu- 
lidad del laudo en esa parle, si hubiese proveído á su pedido. 

5° Corrido traslado al representante de los señores Guarnan 
v compañía, lo evacúa ú fija 390, pidiendo se rechace la pre- 
tensión deOIiveira, y se le tondeueal pago di- la multa estipu- 
lada en el compromiso arbitral, euncoatna. Después de relacio- 
nar algunos de los hechos mencionadas en los resultandos I o , 

* 

2 o y 4* de esta resolución, afirma que la actitud de Oliveira 
importa alzarse contra el laudo, con una pretensión abierta- 
mente ilegal, que lo hace reo de la multa y de las costas Causa* 
Jas y qii se causaren. Para fundar bu afirmación, eipoue: que 
el fallo arbitral sóln condena á mis representados á pagar la 
suma consignad i sin intereses, lo que han cumplido; que Oli- 
veira rióla esa resolución y falta al comprendo exigiendo 
más de loque ella ordena; que un ti ubligacion n^ru intereses, 
cuaudo las partes los han convenido, ó lus autoriza una resolu 
cion judicial, convenio y resolución que no existen en este caso; 
que no diciendo nada sobre interese- el fallo recaído des- 
pués de una interpelación judicial, ésta no da derecho á ellos; 
que en el caso sub-jttd ice no existe obligación eiigible, pues la 
sentencia que reconocía salarios á favor de 01iveira t no deter- 
mina nada que imparte una obligación de pago sino simplemente 
que se nombren peritos o árbitros para que resuelvan si l.is su- 
mas recibidas por Oliveira, mientras estuvo al servicio de Guz- 
man y compañía, eran ó no suficiente remuneración de su tra- 
bajo; que la pretensión de intereses, uo ¡»ólo es ilegal siuÓ con- 
traria á la cosí juagada, porque ella importaría modificar 6 
alti rar la remuneración que el fallo del árbilm ha fijado como 
justa. De todo lo que deduce que Oliveira ha incurrido en la 
multa del compromiso, y se ha hecho reo de las costas, conforme 
al artículo 760 del Código Civil; y termina solicitando se pro- 
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vea de conformidad á lo que lia expuesto, reservándose, dice» 
el derecho de ejecutar, en la forma que corresponde, el pago de' 
la multa. 

6' Kl juzgado mandú, en calidad de para mejor proveer, en 
vista dr la naturaleza y especialidad del caso, socorriese nuevo 
traslado ¡i | ug partes, que lo contestaron en los escrito* de fo- 
j as 402 y 408, insistiendo cada una en sus anteriores ¡ifirma- 
ctones. 

7* En lo* resultandos precedentes se ve claramente que la» 
cursilones aomelidas á U resolución del juzgado, son dos: 
1' ¿es legal ta eiigencia de interese*, y debe ordenarse sean pa- 
gados por loa señores Guzmau y compañía? 2- ¿ha incurrido 
n pai te del sefior Oliveira i u La multa estipulada en el acta de 
loja 338 vuelta, y debe nal declararse? 

Y considerando en cuanto A la primera cuestión : I* Que se- 
gun la doctrina incurpor;ida á nuestra legislación, el pugu de in- 
tereses sólo puede eligirse en virtud de convenio de h* partes, 
de disposición de la ley, ó déla constitución en mora del deudor 
(artículos 621 y 022, Código Citil; fallo» de Ja Suprema Corte, 
série1\ tomo 1", página 459; tumo 9« , página 349; série 2"' 
tomo 3», página 111; tomo 13, página 26, tomo 14 pági- 
na 696), 

2 o Que en ei presente caso no hay convenio que autorice la 
exigencia del pago de interese*, ni son establecidos c-om < una 
Aligación Legal. 

\8° Que Ja internación judicial, consistente en 1» demanda 
rlefojnft, no puede producir la constitución en mora de tos de- 
mancados en »n relatiTo al payo de intereses, pues en ella se 
ejercitaba únicamente la acción por indemnización de daño* y 
perjuicios que se decía emergente de un contrato de sociedad, 
acción une ha sido rechazada, tanto por sentencia de este juzga- 
do como por la dv la Eiina. Suprema C«>rte, y si bien eu la dv 
segunda instancia se ba deHarado en el penúltimo considerando 



76 KAI.UK» II K LA SlWltJI* ttWT* 

que deben abonar se á Olí reirá los servicios prestados de acuerdo 
con el artículo 1627 del Código Civil, m aquella ni esta hablan 
de intereses de tos salarios que, crnao queda dicho, no fueron 
demandados. 

4° Que aún en la suposición deque á la sentencia de la Su- 
prema Corte seledle.se el efecto de constituir en mora á los 
señores Guzman y compañía, respecto al pago di» los servieios 
de referencia, este juzgado no podría ordenar el pago de intere- 
ses poí las razones siguientes : i" porque en el acta de foja 338 
vuelta, las partes, de acuerdo, establecieron que la cuestión su- 
jeta al érbitro, según el fallo de la Suprema forte, era la de 
determinar la remuner¡ieion que correspondiere pagar al señor 
ÜÜveíra y autorizaron a tqnel par \ qut-, tomando en cuenta los 
vaiore* recibidos por dicho señor Oliveira, practique las liquida- 
ciones del caso, y establezca los saldos respectivos, lo que im- 
plica decir que el arbitro lijarí i la cantidad total que los seño- 
res Quzinan y compañía habían de pagar al demandante. Si la 
mente de las partes hubiera sido ventilar por separado la cues- 
rion sobre intereses, debieron decirlo expresamente, y su si- 
lencio autoru.i A* creer lo contrario ; ¡í que se agreda qoe tal in- 
terpretación haría inexplicable las palabras transcrita* del 
compromiso, pues la fijación de la cantidad á pagar irnpurta- 
ría una liquidación delinitiva, ni l.i cantidad fijada constituiría 
el saldo, desde que faltarían, en esa hipótesis, los intereses, y 
no hablándose de intereses en el fallo de foja 385, no puede el 
inscrito ordenar se ibonen; 2* porque á esa misma conclusión 
tu arriba si se tiene en cuenta qué, no obstante decirse en U . 
eláusula tercera del aeta mencionada que el árbitro debía dic- 
tar resolución hirviéndose de loa antecedentes que constan en el 
inicio y prévia una exposición de cada psrte, nada se ha dicho 
sin embargo aohr>- intereses en el fallo dictado; 3° porque en- 
t -ndiéndolo sin duda de ese mismo mortu el representante del 
señor Olivara, reclamó ante el arbitro el ptigo de los intereses, 
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eu el escrito de foja 379, donde dijo í f después . i la «posición 
de! señor üliveira que acompaño, sólo me resti ocuparme j 
elponer las consideraciones que, en mi concepto ehen tenerse 
en cuuita por el s-nor arbitro, para ordenar que tos señores 
Guzman y T\ paguen al señor Oliveira los intereses de la can- 
tidad ósaldo de tjueen definitiva, te resulten deudores ». En los 
párrafos que si-uen al transcrito, se insiste sobro eso punto «V 
un modo mi* esplícito todavía, tioule t« que la parte del se- 
ñor Oliveira cipresu, de un modo inequíroco, que entendió 
estar sometida á la resolución del arbitro la cuestión sobre in- 
tereses; 4* porque finalmente, como lo dice ta partí- de los 
señorea Guiman y O en su escrito de foja 408, jnzg.ir «obre Sos 
ingreses importarla ampliar el Tallo del arbitro, j ordenar su 
pago sería imp -ner ú loa señores Guarnan y compañía >ma carga 
no impuesta en aquel, lo que no jtertenere álas atribucinnes de 
este juzgado. 

5" Que la manifestación hecha por el representante del señor 
Olivciraai Üual de su escrito de foja 395, no modifica las con- 
clusiones de los considerandos precedentes, desde que el fallo 
del árbitro nada dice sobre intereses, ni manifiesta qne i*l si- 
lencio se liwba á la circunstancia A que la atribu ve el autor, ue 
no creerse entorilado para resolver sobre ese punto. 

a Que lampee» se modifican esas conclusiones por lo» fallos 
de la Suprema Corte invocados en el escrito de foja 408, como 
lo evidencian las razones eipresadas en el eonsidernidn 4» j 
el estudio de dichos fallos, pues cada uno de lus citados en el 
mencionólo escrito, resuelve juicios subre cobro de pesos, en los 
que la acción fui admitida, y se ordeno en lis mismas sentencias 
el pago de intereses; lo que» como va se ha notado, no oenrre 
en el presente caso. Ksto demuestra la inaplieabiliríad de la ju- 
risprudencia invocada por el señor Oliveira. fundándola en las 
sentencias aludidas. 

Y considerando respecto de la segunda cuestión : 7* Que no 
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obstante haber manifestado el apoderado Sobrecaaas, al final 
de su escrito de foja 997, que se reserva el derecho de ejecutar 
en la forma que corresponda al pago de )¡i multa, el suscripto se 
cree en el deber de resnlvej la segunda cuestión formulada en el 
7° resultando, ya porque esa reserva sólo se refiere, st-gun las 
palabras transcriptas, á la forma en que había de hacerse « I 
cobro de la multa t ja porque ni principiar el mismo escrito de 
foja 307, se pide expresamente se condene á Oliveir* al ptigo 
de la multa estipulad a en el compromiso arbitral, ya, en fin, 
porque del contexto de loa escritos presentados por ambas par- 
tes resulta suj.'to también ese punto, á resolución del jnsgado. 

8* Que habiendo en el eumpromiso de foja 338 vuelta, cláu- 
sula 5% fijsdose la multa de 5000 pesos, que deberla abonar 
la parte que no se conformase con el f;i)lo del árbitro, es el emo 
•le determinar el terdadero sentido de esas palabras, para de- 
ducir de él, si él señor Oliveira lis incurrido ó no en la multa 
estipulada. 

9° Que la constitución de multas en el compromiso, según la 
doctrina jj¡< ñera luiente admitida c incorporada á lo* modernos 
códigos de procedimientos, tiene por objeto evitar que el fallo de 
los Arbitros ó árnica liles componed ores, dada la especialidad délos 
asuntos á ellos sometidos, sea materia de recursos ante los tribu- 
nales superiores, recursos que en la mayoría de los cu -os desvir- 
tuarían por completo la naturaleza del juicio arbitral . 

10 a Que considerada i la luí de esos principios la cláusulas* 
del acta de Toja 338 vuelti, no puede entenderse ta fijación do la 
multa que eila r establece, *iuó para el caso de que se promueva 
oigan recurso i ontra el fallo que debía pronunciar el árbitro 
nombrado en esa misma anta. 

H° Que la gestión deducida en el escritode foja 395 no es ni 
puede considerarse como un recurso promovido contra el fallo 
arbitral, ni como un juicio nuevu, pues en ese escrito la parte 
del señor Uliveíra no hacía sinó evacuar la vista decretada por 
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el juigadoá foja 338 T„elta, «obre U consignación verificad, por 
loi señores Guiman y rompanía, manifestador disconformidad 
con esta, p-.r no comprender !<« intereses. 

12" Que en tal caso no ha Incurrido la parte de Oliwtr* en | a 
mnlia estipulada en la clausula 5- citada. 

Por estos fundamentos fallo sobre la* dos cotonea formu. 
ladas: 

i* No haciendo lugar al cobro de iotere.es deducido por el 
representante de don Antooin Olireira, 

* Declarando no haber lugar A la multa reclamada por los 
señores trotinan y compañía; sin condenación en costas en ra- 
lun de haber sido desestimad ;>s en parte las pretensiones de 
cada litigante. Hágase saber, repóngaos* los i el lo* v ejecuto- 
riada esta resolución, archÍTese. 

F. Harina Atfaro. 



Buenos Aires. Marzo i de 1899. 

Vistos: Por rui fundamentos se confirma con costas, el noto 
apelado de foja cuatrocientos catorce en U parte recurrida por 
*.n Antonio Oliíeir». R,p U( ,sto S ¡os seflns, de^lyans. 
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CAUSA *€ 'VIH 



Criminal contra el guarda almacén de aduana Jacinto La- 
hora, por sustracción de mercaderías de los depósitos de 
aduana. 

Sumario. — El empleado que sustrae afectos de loa uimace- 
lies de aduana es pasible de la pena de ciñen A diea años de tra- 
bajo* forzado^. 



Caso. — Resulta drl 



rali* M Jim ******** 

Bueno* Aires, Noviembre 10 úe 18H« 

T vistos: esto* autos seguidos contra Jacinto Labora, ar- 
gentino, de 35 años, viudo, empicado, domiciliado Chacaim- 
co 1131, acusado de sustracción le mercaderías de los depósi- 
tos de aun»! ta, de los que resulta: 

(¿ue con ficha 16 di; Julio de 1887, se |>resent6 ante el 
eoraiaarw de la sección »• de policía, don Neftalí Burgos Cé- 
sar, haciendo la siguiente denuncia: Que es encargado de los 
depósito* de aduanado ta 6 Ü sección en el dique número % y 
qtfe el dia anterior, como á la una y media se presentó un de- 
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pendiente de tí» «eñores fi . Car(is|( . y ^ ^ ^ 
pusiera Mwptm m «joñ de mercadería marca triángu- 
lo ÜB, numera conteniendo tejido de algodón dé color 
*m on peso aproximado de 320 k.loa ; que €o„ e .te llIotiro £ 

^"ó al encargado de peso, Teodor, Viera, «acara el cajón de 
S estil,;,; qün „„ mom(Mlto deipue¡s , (i djjn H cajon ^ 

««» laya en el depósito, pues esa mañana había sido Apa- 
chado por el guaría Jaeinto Labora, orno asimismo otro ca- 
jón marca ANB número 1371, cuyo contenido, aeguu cree 
f^ra tejido de lana con nn peso aproximado de 300 kilo* • que 
como e ,to le causara extra*..., llamó al referido , niploádo v 
Wxigiü I, , nt regara los demento* que justificaran la entre". 
mm había hecho, contestándole que „o lo* tenía, que ahl 
duda por oquivocejon habría mandado los parciales á Catali- 
nas Sud, y d fin de justificar esto solicitóle permiso para ir en 
S« busca: m, como durante todo el dia no apareciera Labo- 
ra, sospechó q„e la entrega se había hecho cedrinamente 
M decir, sustrayendo ) as mercaderías; que habiéndose coni^ 
probado más urde que no ha habido tal equ.fucacíon en ía 
entrega, como animismo que las mercaderías han sido trans- 
portadas á la tienda sita Alsma 1302, por el carrero Juan U- 
*ei, 'o P*ní» <m conocimiento de la autoridad con el íiri de sal 
var su responsabilidad, y q„e se procediera al esclarecimiento 
del hecho y secuestro de las mercaderías } que para comprobar 
que el guarda Labora es el que ha hecho entrega de los bultos 
mencionados, indica el testimonio de tos peones Félix Potossini 
y Bonifacio Zárate, y el de don Angosto Pedro, du-ñu de una 
tropa de carros, que se hallaba presente. 

Que pasados á este juigado los antecedentes despediros é 
instruido el sumario correspondiente es llamado á declarar el 
procesado ¿ahora, y manifiesta á foja 23, que turo conoci- 
miento de ía pérdida de los cajones á q Qe se hace referencia 
pues segau se «¡oe se han perdido el día !5 de Julio, en que eí 
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declarante estuvo de wrvicio ; quu en las entregas que hito no 
figuraban cajones délas marcas que se dice; que todas las en- 
tregas hechas constan en el talonario de boletas, cuyos recibos 
están firmados por el interesado y el eiponente ; haciéndose 
presente que en el deposito se encontraban de servicio otros 
guardas, una cuadrilla de veinticinco peones y un capataz, cu- 
yos nombres no puede precisar; que ese mismo dia al presen- 
tarse la casa Carlisle. á que pertenecía uno de los cajones, empe- 
laron las averiguaciones, y como el peón Viera dijera que por 
úrden del exponente se habían entregado, pidió la instrucción 
de un sumario para el esclarecimiento de! hecho que con tanta 
injusticia se le imputaba; que cuando se le interrogó por el 
señor Burgos César at respecto, díjolc que quiii por equivo- 
cación habría entregado lo* cajones, por loque pidió permiso 
para averiguarlo en las respectivas casas, como para ver los 
parciales en Catalinas, en loque ocupó todo el dia 15, igno- 
rando si los cajones extraviados se encuentran ó «o en la tienda 
Alsina IStia. 

Que cerrado el sumario, vi procurador fiscal se expide a foja 
85, y solicitase te aplique la pena que establece el artículo 81 
de la ley de U de Setiembre de 1863. 

Que el defensor» contestando el traslado de la acusación fis- 
cal, pide que su defendido sea absnelto de culpa y cargo por no 
haberse justificado fuera él el autor de la sustracción qne se 
le acusa ; y abierta la causa á prueba se produce la que corre 

de foja... á foja... 

Y considerando; Que el hurto de los cajonea señalados con 
las marcas triángulo UB, y ANB t de losdepdsito* de aduana de 
propiedad de los señores Carlisle y compañía y Nison Bomor y 
compañía, so encuentra justificado por haberte encontrado la 
mercadería hurtada fuerade la jurisdicción de dicha repartición, 
en la tienda de propiedad de don JoséPadin, calle Alsina 1301, 
»in que h*ya sido requerido su despacho por sus dueños. 
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Que inmundo cate trib««.l qui<n puedtt 8 „ e , ^ 4 
autores de ese delito, obs.rea , ue , 08 . Bt4Cedent)!s 
«.o como aotor prin.ip.1 4 j„ intoLlh))nii E „ ^ 

este foé ,1 „ ni co en.ple.do superior ,ue se oo„p6 de de s p«h»r 
mercaderías ,, di. , * ,. bota „ BM M ¿JJj 

Mí de la referencia; lo. „«tigo. Vier., P t, M ¡„i. z.r.t, , 
Pedro, coate».., ,„ declarar que el proceeado ordo.4 l 
entrega , «so, bo.tos al carr..,. J«.. u 

«a«.fl..ta ,ue lo. reeibié y lo. condujo hasta el logar donde 
fueron encontrado» por 1., p„l¡,[ a . fcar nonoe 

Que examinada y .prelada prudenten-nt. esta prueba ,e 
neta „„. lo. dichos d, los testigos, no ,61o est.o c.Lte.'.n 
«Uecbo lugar, t ; : .mp., , ¡b4 tfmn comprobados sna 
d.chos, baat. en ana menores dotalles. eon el re.nlt.dode la 
pe. q u ls .p. liciul diíc(ln ,„ mataietíti ^Jg* 

H,r del con.pr.dor Psdin. po, lo,„e pn.den ser inrocado, 

Que I. objeoion ,u. hace 1. defensa á esta prueba. « raIon 
del .nterésn». deben tener „s testigos .„ ¿ ^¿*££ 

pable Labora . objeto de rlndir sus responsabilidades en este 
asonto esto ,„.gad. no 1.. moWBt „ , unit4 ^ 

de I. des.panc.on de .„ meroadorf.,, no tr^rj. resp.ns.bili- 

Q.e .p.,t. de esta, consideraciones, la actitud . hu 
par Labora. tendí. .ju„¡Bo.r 8 e. pidiendo antoriraeion par. 
«Ter.gt»r en las «..„ de Jn.n l»dero y C.,1.» Harling ai en 
ella. ..encontraban las «or..d.,fa S de-aparaold..,.. t ,„ 1Uol> 
f...., p„ea no eononrrií i dicha, ce»s con ., objeto indicó 
«.-o W . . f.J« 68, 67 y 77, lo ,„ e S tablee* I. p„ snnc ~° 
de su culpabilidad. v "* uu mm 

Que teniendo presente lo eipoeslo. aún se arraiga mis el 

m 
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convencimiento, en el ánimo del juex, sobre la culpabilidad del 
encausado, cuando observa que íste no ha intentad» siquiera 
producir prueba alguna en su descargo, habiéndose limitado á 
procurar inhabilitar la de cargo, sin oponer consideraciones 
de verdadera ¡raportancisi legal. 

Que habiendo sido sustraídas las mercaderías de los depósi- 
tos üscales y siendo Labora empleado de la -Nación, le com- 
prende la primera partedel artículo 81 de la Ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, debiendo aplicarse en su nifnimun en atención 
al escaso valor de las objetos hurtados. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictamina- 
do por el señor procurador liscal, fallo : condenando á Jacinin 
Labora, á cinco años de trabajos forzados y costas del juicio, 
debiendo descontársele el tiempo de pmion preventiva que lle- 
va sufiido en la forma que determina el artículo 9¿ de la Iry 
citad a, 

Notifíquese con el original y en oportunidad bagase saber 
al señor gefe de Policía y al director de la Cárcel Peniten- 
ciaría. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL StftOH PROGUftADOfl GENERAL 

■ 

Buenos Aires, Febrero Í8dc 1899. 

Suprema Corte: 

De las constancias de autos, resolta que el 15 de Julio del 
año próximo pasado desaparecieron dos cajonee conteniendo 
mercaderías, de uno de los depósitos fisc*lea de la sección sexta 
del dique número 2 de la Aduana de la Capital. 

El procesado Jacinto Labora, en su calidad de guarda alma- 
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■•en 2", estaba á cargo del referido depósito, por ausencia d«4 
guarda I o , en el momento i-n qu. fueron cardados dichos Ba- 
junos. 

El carreio López loa condujo, según su propia declaración, 
corriente á foja 10, hasta U tienda situada en calle Ahina nú- 
mero 1302, donde fueron tendidos, se^uu testimonio de foja 1S, 
por un sujeto Humado Ohab.mi, que no ha caido en poder de la 
justicia. 

Como la responsabilidad criminal del guarda Lahora estriba 
en que él haya ordenado la entrega indebida de tos cajoneB hur- 
tados, se hace necesario apreciar tsta circunstancia, según las 
constancias del proceso, para establecer sus consecuencias. 

Según declaración de fojas 5 á 10 del sumario policial, rati- 
ficada de fojas 46 á 50 y de fojas 12 vuelta á 14 del sumario ad- 
ministra tito, los peones Viera, Zárate, Potossini, Basterreche 
y Brizuela, empleados del mismo depósito en que lo era e) pro- 
cesado, entregaron las referidas mercaderías en virtud de una 
orden del guarda Lahora. 

Los referidos peones, al entregar las mercaderías hurtadas al 
carrero que las condujo, obraron, según ellos, en cumplimiento 
de una ónlen del procesado; pero Jos deponentes no han justifi- 
cado debidamente la distancia de la orden invocada, que debe 
*er escrita, como lo ha declarado el guarda almacén 1°, á foja 
45 vuelta, y como lo tiene establecido la Aduana en la circular 
vigente número 14, contenida en el folleto de instrucciones 
dadas por la alcaldía principal de la mencionada repartición, 
para su régimen interno, y que corre á foja 157. 

No creo procedente dar como probada la existencia de dicha 
orden verbal, ni menos la obediencia de ella en abierta contra- 
riedad con loa reglamentos, por empleados aduaneros cuyas 
funciones entrañarían responsabilidades personales en caao de 
■acatarla y cuyo control es reciproco, á pesar de las diferentes 
gerarqufas de los cargos que desempeñan. 
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* ' * 

Se buce dudosa 1» veracidad de las mencionadas dcolaraciu- 
uuí uu vista de su discrepancia *ol>n: poutu* ül- c<tpiLal ínteres. 
Así, mientras el peoo Tiera afirma á foja 47 que ei procesado le 
dio órden nerita para entregar las mercaderías que resultaron 
burladas, el mismo declarante, dice A foja \ 48, que la Órden fné 
verbal. 

Respecto de la persona que recibió tal órden, aparecen tam- 
bién decía raciones contradictorias entre los que entregaron las 
mercaderías, pues Viera dice, á foj:i 6, que recibió del guarda 
Labora la orden de entregarlas, mientras Potossini, a foja 9, 
afirma ser quien recibió aquella órden del procesado. 

Fot otra parte, "i Lope?, carrero conductor de los cajones 
hurtados, conoce a) guarda Labora, habiendo sido contratado 
por nn tercero para efectuar el transporte, según testimonio de 
fojas 10, niPadin, dueño de ta tienda déla calle Alsina, en que 
las mercaderías fueron vendidas, tampoco le conoce según 
constancias de fojas 18 y 14. 

A estos antecedentes se une la presunción legal de que los 
peones de la Aduana tienen interés en establecer la responsabi- 
lidad del procesudo, porque de lo contrario, ú aquellos serían 
autores del delito que motiva estas actuaciones, puesto que en- 
tregaron, sin órden expedida en debida forma, las mercaderías 
hurtadas; ó en caso más favorable, estarían obligadas á pagar, 
á prorata, el vulor de los objetos sustraídos, como lo dispone el 
artículo 902 del reglamento general de Aduana corriente á 
foja 158. 

Por lo expuesto, no conceptúo deponentes fidedignos á los 
peones aduaneros á que antes be hecho referencia, al tenor de 
lo que dispone el artículo 276. inciso 8 o , de] Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, 

Quedaría aun, en contra del procesado, la exposición del ca- 
rrero Augusto Pedro, á foja 81, respecto á la existencia de la 
mencionada órden para entregar las mercaderías; pero sata 
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declaración singular, carece de valor probatorio decisivo según 
ley y doctrina de los fallos de V. £, 

Es del caso recordar que la Aduana de la Capital tiene un 
procedí miento marcado por sus reglamentos para la salida á 
plata, de los bultos guardados en sus depósitos. 

En tal concepto, las boletas agregadas de fojas 110 á 156, 
con sus correspondientes talonarios, que corren separados del 
cuerpo del expediente, iirven de prueba de descargo del pro- 
cesado. 

No puede salir un bulto de la aduana, sin llevar su conductor 
la boleta respectiva, iirmada por el guarda uJuacen, en cuja 
virtud los guardianes exteriores efectúan el control de los 
bultos que salen con la marca, peso y niimero constatados en 
dicha boleta, la cual se conserva en el archivo de la repar- 
tición. 

En el caso sub-judice t no existe en autos boleta alguna, fir- 
mada por el guarda Labora, en cuyo mérito el guardián exte- 
rior haya podido autoritar la salida del carro que conducíalas 
mercaderías hurtadas, sin embargo de que el archivo de la adua- 
na ha conservad o todas las boletas correspondientes al despa- 
cho efectuado por el procesado el día en quu se cometió la sus- 
tracción. 

De esta manera, la responsabilidad del hurto cometido podrá 
caer sobre los neones que entregaron las mercader ías sin orden 
ó en virtud de una orden que no han comprobado haber recibido 
en debida forma, y, á sn ves, podría alcansar al guardián ex* 
terior que, si autorizó la salida del carro qne conducía el hurto 
mediante la boleta talonaria de práctica que le fuera entregada 
por el carrero, según lo declarado en el careo de foja 90, debió 
conservarla como era su deber, en cumplimiento desn exclusiva 
y única misión y en salvaguardia de las responsabilidades de su 
carga. 

Por estas consideraciones, ampliamente analitadas eu la ex- 
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presión de agrario» de foja 118, opino que no está evidentemen- 
te probada la culpabilidad del procesado, y atendiendo que en 
caso de duda debe estarse a lo más favorable al reo, coma lo 
prescribe el articulo f 3 del Código de Precedimientos Penales 
7 que para imponerse pena es menester que haya pruebas cla- 
ras como la luí, según jurisprudencia sentada en el tomo 13, 
página 137 de los fallos de V. E., pido á V. E. la revocación de 
la rentencia recurrida de foja 209 y la absolución de culp» v 
cargo de] procesado. 

Sabiniano Kier. 



rail* 4» I» auprctta Cttrt* 

lluenos Aires, Abril 8 de 

Vistos : Resulta : Que en diez y seb de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y siete, se presentó don Neptalí Burgos César 
ufirte ?l Comisario de Policía de la sección tercer», y expuso: 
Que es encargado de los depósitos de aduanado la sexta sección, 
ubicados en H diqu» número dos, y que et día anterior, como á 
la una y media, un dependiente de los señores Carlisle y compa- 
ñía, pidió se pusiera á despacho un cajón de mercadería, marca 
triángulo UB, número mil cuatrocientos reintidos, conteniendo 
tejidos de algodón. Con este motivo ordenó al encargado de peso, 
Teodoro Tiara, sacara el cajón de la estiva. Viera Je manifestó 
que el cajón no es istia ya en el depósito, pues esa mañana ha- 
bía sido despachado por el guarda Jacinto Labora, como asi 
mismo otro cajón, marca ANB, número mil trescientos setenta y 
uno. Llamado «1 referido Latiera, le exigiólos documentos que 
justificasen la entrega que había hecho, contestando éste que no 
los tenía, que sin duda por equivocación babrla mandado los 
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parciales ¿ Catalinas Sud y V m á fin de Teriflcarlo «licitaba 
permiso para ir en su busca. 

Como Labora no apureciera sospechó que la entrega se hu- 
biese hecho sustrayendo las mercaderías, comprobándose inns 
tarde que la entrega no se hilo por equivocación y que las mer- 
caderías fueron transportadas por el carrero Joan Upes, <í la 
tienda sita Ahina número mil trescientos dos. 

Burgos César agrega, que ha notado que los talonarios que se 
Iteran en la oficina donde turo lugar este hecho, tienen dos há- 
lete» en blanco, tas que pueden hab»r servido para justificar las 
salidas de los bultos. Que para sacar bultos á despacho se nerp- 
sitaórdeo escrita armada por el interesado y el guarda almacén 
primero ó segundo, y que el peón que pone las mercaderías á 
despacho debe conservar la órden del empleado; pero que esta 
práctica es nuera y se ka empezado h seguir después de este 
hecho (fojas tresv cuarenta y cuatro) 

Teodoro Viera declara ¡ que como á las ocho y cuarto de la 
mañana, recibió orden del guarda Jacinto Lahora, de sacar de 
un depósito de la sexta sección, dos cajones de mercaderías, 
uno marca triángulo UB, número mil cuatrocientos veintidós, y 
el otro marca ANB, número mil trescientos setantu y uno, y 
cargarlos en un curro q ue dirigía Juan Lopea. Los t ajones, á 
más del esporteóte , fueron puestos en «1 carro por Feliz Potos- 
sini, Mariano Brisuela y JuanN,, estando también presente el 
guinchen» Bonifacio Zárate y don Augusto Pedro, dueño de una 
tropa de carros, 

Al ratificarse en esta declaración ante el juzgado de sección, 
agregó Viera que para sacar los cajones para el Vista recibió 
orden escrita de Lahora, la qne no ha conservado, porque no era 
de práctica, y que para cargarlos éste no le dió ÓTden escrita 
sino verbal . 

Que para despachar los bultos se necesita órd en de los guarda 
almacenes, ta qne antes podia ser dada Terbalmente ó por escri- 
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to ; pero que desde que tuvo lugar este hecho no se puede despa- 
char ningún bulto sin órden escrita, firmada por el guarda al- 
macén y con el sello da la oficina (fojas cinco vuelta y cuaren- 
ta y siete). 

Bonifacio Zér ate dice : que como á las ocho y mediado la 
mañana, cargó los dos bultos en el carro de Lopes, eetando 
presente* los peones Viera, Potossini, Briancla, Juan N. y Au- 
gusto Pedro, dueño de una tropa de curros, pero qne ignora ia 
marca y numero de loa cajones, y que oyó cuando Lahora le 
dió órden á Viera de cardar los cajones á qne se ha referido (fo- 
jas siete y cuarenta y míete). 

Félix Potossini manifiesta : que como a la» ocho y media de la 
mañana recibió órden de sacar de los depósito» dos cajones, uno 
marca UB y el otro marca ANB, y cargarlos en un carro ; que 
la 6r den le fué dada por Lahora, estando presentes Iob peones 
Juan Basterreche, Briiuela y el encargado de depósito, Teodoro 
Viera, é ignora si lo presenció otra persona (foja ocho vuelta y 
cuarenta y ocho). 

Tanto Potossini como Záratc corroboran lo expresado por 
Viera, respecto á ta práctica anterior de darse verbal mente o 
por escrito la órden para sacar bulto* á despacho, y á la que ae 
sigue después de haber tenido logar la sustracción de que ae 
trata, 

Augusto Pedro declara : que Lahora dió órden en su presencia 
al peón Viera para que entregara al carrero Juan Lopes, dos 
bultos que le señaló, los que llevaban la marca ÜB y ANB, no 
estando seguro de la marca de este último (foja ochenta vuelta). 

Juan Lopes capone ; que por órden de un sujeto que lo llamó 
¡ti pasar por la calle Paseo Colon y Estados Unidos, cargó, en el 
carro que guiaba, dos cajones y los llevó desde los depósitos de 
la aduana hasta la casa calle Alsína número mil trescientos dos 
y que cree que el guardia casillero á quien entregó la boleta 
que autorizaba la salida de las mercaderías de la aduana, era 
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Felipe líurgoa (fojas á'u t, cincuenta vuelta y setenta y noeve). 

José Padin, domiciliado en latienda calle Alaina número mil 
trescientos cuatro, dice que compró á Julio Chabrani mil trein- 
ta y cinco metros de satiné i setenta centavos el metro y cien 
pieias bramante a cinco pesos la pieiu, y que recibió la mercade- 
ría dentro de dos cajones, en cuyaá marras y números no se lijó 
(fojas doce y cincuenta y uno vuelta). Tanto este testigo como 
los anteriores expresan qtie los hechos á que se refieren tuvie- 
ron lugar el día antes de aquel en que declaran , estoes, el quince 
de Julio de mil ochocientos noventa y siete. También se halló en 
casa de Padin una tabla con la marca 1JH (foja díei y siete). 

Detenido Labora expuso: que el dia quince de Julio estaba de 
servicio en su calidad de guarda almacén segundo, en tos de- 
pósitos de la sección sexta, del dique número dos, donde se en- 
contraban los cajones sustraídos, y que él no entregó ese día 
ningún bulto con la marca de estos. Todas las entregas hechas 
ese día por el exponente, constan en el talonario de boletos, cu- 
yos recibos, comees de nrácti-a, están firmados por él y por el 
interesado. En el depósito se hallaban el guarda almacén pri- 
mero, Neptali Burgos César, los guarda almacenes segundos 
Juan Huchy Marqoet y una cuadrilla de veinticinco peones y 
un cápalas, haciendo presente que Burgos César llegó después 
délas nueve de la mañana. Como el peón Viera d i jese que por 
* órden del exponente se hablan entregado los cajones perdidos, 
solicitó 'a instrucción de un sumario, para el esclarecimiento 
del hecho, y pidió permiso á Burgos César para ir á casa de los 
dueños de los cajonea que se habían entregado, á ti n de averi- 
guar si entre ellos se hallaban por equivocación los dos per- 
didos y buscar los parciales en Catalinas, en cuyas operaciones 
( empleó todo aquel día, por lo cual no volvió á su oficina hasta 
el día siguiente, Qae faé á casa del señor Staudt, a las de tos 
despachantes de Aduana señor Ooderoy O. Alonso, y á otras 
que no recuerda (foja veintitrés). 
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Interrogado don Juan Dodero declara : que no recuerda que 
Labora baja ido d su escritorio en ninguna ocasión á hacer in- 
dagaciones sobre bulto alguno (foja sesenta \ seis)» 

Don Cirios Hartwig, apoderado de la casa Stand t y compa- 
ñía, eipresa que él nunca ha hablado con Labora, y promete 
averiguar de los empleados de la casa ü alguno de ellos lo tu 
becb > (foja sesenta y siete), comunicando más tarde que nin- 
guno recuerda baber sido interrogado sobre los bultos en cues- 
tión y que no conocen \ Lahora (foja setenta y siete). 

A foja cuarenta j dos vuelta informa la aduana que no existe 
disposición alguna referente á la forma en que deban ponerse 
los bultos á despacho. Durante algún tiempo se usaron formula- 
rios impresos que, llenados por los interesados, te entregaban 
al peón busca bultos para que tacara los cajones que se indica- 
ban en la nota; esta medida cavó en decuso, j el sistema lie dar 
notas firmadas al peón busca bultos no estaba en práctica en 
los depósitos de la sexta subdivisión del dique número dos, 
donde prestaba sus servicios el guarda almacén Lahora. 

Cerrado el sumario ><: formuló la acusación y la defensa, v 
reeibida la causa á prueba se produjo la que corre de foja cien- 
to nueve adelante, dictándose la sentencia de foja doscientas 
nueve, que ha sido apelada por el procesado Labora. 

Y considerando : Primero: Que por las declaraciones de Teo- 
doro Viera, Félix Potossiniy Augusto Pedro, se comprueba que ' 
el procesado Jacinto Labora dió órden de sacar del depósito de 
aduana ¿ su cargo, dos cajones de mercaderías, uno de ellos 
maica triángulo UB, y cargarlos en un carro. 

Segundo : Que esto mismo resulta de lo manifestado por 
Bonifacio Zarate y Juan Lopei, aun cuando ignoren la marca 
y el número de cada bulto, pies tanto estos dos testigos como 
los que se han nombrado en el considerando anterior, se refieren 
á loa dos cajones que por órden de Jacinto Lahora fueron car- 
gados en el carro de Lope*. 
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Tercero: Que os indudable que los dos cajonea salieron de la 
aduana, pues esto con .ta no sólo por las declaraciones de los 
testigos citados sino también por el lu cho de haberse encontra- 
do en casa de Padin, una tabla con la marca de uno de los cajo- 
nes sustraídos, y por el reconocimiento de «ate testigo de que 
esa ta lila pertenecía á uno de los cajones que #1 había recibido. 

Cuarto: Que la declaración de los peones no se desvirtúa en 
ratón de lo previsto por el artículo doscientos dos del regla- 
mento de aduana, porque "Dos no han sido sospechados como 
complicados en el hurlo, ni serían responsables por los perjuicios 
que causase la sustracción, pues esta responsabilidad incumbe 
á los guarda almacenes, con arralo a io establecido por el ar- 
tículo doscientos noventa y uno de las ordenanzas. 

Quinto : Que consta por los informes de la aduana de Toja 
cuarenta y dos vuelta y ciento sesenta, que para sacar las mer- 
cader fas á despacho no se requería orden escrita, ó que esta 
práctica había caído en desuso, restableciéndose después del he- 
rbó que so averigua, como también lo declaran los testigos Cé- 
sar, Viera, Z árate y Potossini. 

Sexto: Que no debe apreciarse como contradictoria la decla- 
ración de Teodoro Viera, pues este testigo expresó con claridad 
á foja cuarenta y ocho vuelta, que recibió orden escrita para 
sacar los bultos para el Vista, y que para cargarlos no le dió 
Labora órden escrita sino verbal, no habiendo dicho, por lo tan- 
to, que recibiera órden escrita para entregar las mercaderías 
que resultaron hurtadas. 

Séptimo: Que el no haberse llenado las formalidades pres- 
critas por la leyó por los reglamentos para nácar estas merca- 
derías de la aduana, no puede servir de eicusa al procesado, 
pues precisamente la falta de cumplimiento de esas formalida- 
des demuestra el carácter doloso y punible del hecho que se 
jaiga. 

Octavo i Que la circunstancia de no aparecer la boleta que el 
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carrero Loptx sostiene haber entregado al casillero Felipe Bur- 
gos (foja setenta y nueve) y que éste debió conservar en so po- 
der, no puede eiimir de responsabilidad al procesado, aun 
cuundo motive la sospecha de complicidad queseeipreia i foja 
dieciseis vuelta del sumario administrativo. 

A'oveno; Que el informe de foja ciento sesenta y ocho del 
guarda almacén Juan M. Leal , no favorece al procesado, pues 
asegurándose en él que Labora preguntó por la existencia de 
un bulto en depósito, sin tratar de parciales despachados, ni 
menos de supletorios, contradice la afirmación de éste de haber 
ido A Catalinas para buscarlos parciales relativos a los cajones 
perdidos. 

Décimo i Que la afirmación de Labora, de babor tratado de 
averiguar en algunas casas de comercio el paradero de los cajo- 
nes sustraídos, está también deaauturiiada por la declaración 
de tos testigos Dodero y Hartwig. 

Undécimo : Que los antecedentes y pruebas referidas de- 
muestran la responsabilidad criminal que peta sobre el proce- 
sado Jacinto Labora, por la sustracción de los depósitos de adua- 
na de los dos cajones de mercaderías, marcas UB y ANB. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, no obstante lo 
expuesto y pedido por el señor Procurador general, se confir- 
ma con costas la sentencia apelada de fojas doscientas nueve. 
Xotifíquese con el original y devuélvanse. 

benjamín faz. — ahl iaxah. — 

OCTAVIO aONGE. — «JAN £. 
TOMAN T . 
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Don Javier Haca contra don tietiderio Segundo Aguiar 
sobre revocación de una venta 

Sumario. — No procede la acción puuliaiiu, si resulta que en 
lo concomiente á las relaciones de derecho entre el deudor y el 
acreedor demnndante aquel no estaba .nsolvente en la fecha del 
acto atacado, ni quedó insolvente por efecto de ese acto, ni se 
bailaba en estado de insolvencia en la época de la demanda. 

Cwtó. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 



Vmif *©i Jeras 

San Juan, Keuwrii íl de 18H7. 

Vistos i Don Clodomiro J. de León, con poder de don Javier 
Baca, demanda la revocación de la venta de un fundo que hita 
don Desiderio Aguiar á favor de su hijo don Desiderio Segundo 
Aguiar, en 14 de Diciembre de 4888, y pide se declare revocada 
dicha enajenación en la parte neoewria á cubrir el importe del 
crédito de so representado y las costas del juicio. £1 deman- 
dado don Desiderio Segando Aguiar, contentando la demanda 
pidió ae notificase ésta á su señor padre, lo que se hizo á foja 
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23. A foja 96 pidió el actor se corriese traslado de la demanda 
á don Desiderio Aguiar contra quien la hacia «tensiva, y se 
proveyó de conformidad. Al contestar, dice el demandado: que 
es cierto que el año 87 hito bou el demandante el contrato por el 
cual se obligaba á patrocina ríe en un juicio que seguía contra los 
señores Ramón, Marta, Tihnrcía, Rosario y Juan Vidria A ran- 
da, sobre deslinde de unos terrenos situados en la provincia de 
Mendoza, j llamados del Acequión también; pero no es menos 
cierto que la suma de 4000 pesos que se obligaba ú pagarle por 
ellos, serian entregados cuando se concluyera dicho juicio de 
deslinde y del producido de la venta de unos campos de estancia 
situados en la provincia de Mendoza, y que el juicio de deslinde 
aún no se ha concluido. Ka causa fué abierta ¿ prueba por auto 
de foja 36 y citada las partes para sentencia. 

Y considerando : Que al estipularse en el contrato de 
iguala, que reconoce el demandado en sn contestación, que 
el pago de los 4000 pesos por honorarios, se haría una vez 
vendidos los campos, la menta de los contratantes no puede ser 
otra que facilitar al deudor los medios para hacer el pago. Que 
tal condición, si ;isf puede llamarse, quedó cumplida desde que 
don Desiderio Agiiiar practicó la enajenación cuya revocación 
se demanda. Que si hubiese de eligirse a Baca la terminación de- 
finitiva del juicio de deslinde, que se obligó á patrocinar, para 
sólo entonces ser considerado acreedor, quedarla enteramente 
librado á la voluntad del deudor, quien pudría dejar sin efecto 
el juicio de deslinde ó paralizado indefinidamente, sea por ha- 
ber vendido el campo como lo ba hecho y no tener interés en la 
prosecución del juicio, sea por cualqnUr otro motivo. 

Que á mayor abundamiento, se ha probado con el informe de 
foja 84, que Baca ha intervenido en el juicio de deslinde que te 
comprometió á patrocinar. 

Que en este caso concurren tos requisitos que exige 
el arttcnlo 902 del Código Civil, para que proceda la acción 
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revocatoria. En efecto, consta de la escritura pública, fecha 
14 de Diciembre de 1888, que «1 juagado ha tenido i la vista, 
que don Desiderio Aguiar Tendió á su hijo don Deaiderio Se- 
gundo Aguiar» todos tos bienes inmuebles y semoTÍeates que 
tiene en esta provincia, y resulta asimismo de los informes de 
foja 87 que no tiene propiedad alguna registrada en la de Men- 
doza. Que el crédito de Baca, en rirtnd del cual se ha intentado 
la acción revocatoria, es de fecha anterior a la enajenación, re- 
salta de autos y lo reconoce el mismo deudor Aguiar, contes- 
tando la demanda. La complicidad del comprador don Desiderio 
Segundo Aguiar en la enajenioion que le hito su padre don 
Desiderio, se ha probado con tas posiciones de foja 44, dadas por 
absueltas, y se induce fácilmente teniendo en cuenta los vín- 
culos estrecho* que los unen. Por estas consideraciones y de 
conformidad con lo dispuesto ea el artíoulu 965 del Código Ci- 
vil, definitivamente juigando declaro rescindida la renta que 
en 14 de Diciembre de 1889 hiciera don Desiderio Aguiar i fa- 
ror de su hijo don Desiderio Segundo, hasta el importe del 
crédito de don Javier Baca, con costas á los demandados. Noti- 
ffqnese con el original y a rehiro se en oportunidad. 

Juan C> A tbarracin. 




Buenos Aire». Abril 8 de 1609. 

Vistos y considerando: Que Inacción intentada es la revo- 
oatoria autorizada por el artículo novecientos sesenta y Q no del 
Código Civil, 4 favor de lodo acreedor quirografario contra los 
actos celebrados per el deudor en perjuicio 4 en fraude de sos 
derechos, 

T. IKKTHI * 
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Que con arreglo «1 articulo novecientos sesenta y dos del 
mismo código, ei necesario para el ejercicio de esa Maion, que 
el deodor se halle en estado de insol? eneia ; que el perjuicio de 
los acreedores Tesulte del acto mismo del deudor, 6 que ente» 
éste ya se hallase insolvente y que el créJito en virtud del 
cual se intenta la acción, sea de fecha anterior al acto expre- 
sado. 

Que, por consiguiente, el actor ha debido probar no sólo la 
existencia de crédito á su favor de fecha anterior al acta que 
impugna, sino la insolencia del deudor á la época de la de- 
manda y á la del mencionado acto, ya porque se hallaba en ese 
estado Ó ya porque sobrevino por efecto inmediato del mismo 
acto. 

Que lejos de haberse producido esa prueba, resulta plena- 
mente averiguado aún por reconocimiento de ambas partes, qae 
en la enajenación hecha en mil ochocientos ochenta y nuev<J 
por don Desiderio Aguiar k favor de su hijo don Desiderio Se- 
gundo Aginar, enajenación contra la que se dirige la acción 
revocatoria, no quedó comprendido el campo de propiedad del pri- 
m. ro de dichos señores, ubicado en la provincia de Mendosa. 

Que ese campo» por sns dimensiones, no puede sino reputarse 
suficiente para cubrir el crédito de cuatro mil pesos a favor del 
demandante contra don Desiderio Aguiar, que motiva este 
litigio. 

Qae esa conclusión es tanto más fundada, cuanto que el cré- 
dito tiene por causa servicios profesionales que el actor se obligo 
a prestar á don Desiderio Aguiar, en la dirección y defensa del 
juicio sobre deslinde referente i los expresados campos, según 
lo dice el documento de foja primera y lo expresan los intere- 
sados en este litigio. 

Que, en su virtud, debe haberse por cierto que en lo que ae 
refiere á las relaciones de derecho entre don Desiderio Aguiar 
y el demandante, aqnél no estaba insolvente cuando celebró el 
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acto atacado por la acción revocatoria, ni quedé insolvente por 
efeoto de ese acto. 

Que por la misma consideración, tampoco estuvo insolvente 
á la época do la demanda, porque á ese tiempo conservaba to- 
davía, la propiedad de loa enunciados campos. 

Qne el mismo actor pj lo reconoce, desde que afirma que on 
mil ochocientos noventa y tros, ó sea, después de la iniciación 
del juicio, la propiedad de don Desiderio Agolar sobre si in- 
mueble situado en la provincia de Mendoza, fuá recien transfe- 
rida á tercero ; lo que dice también el instrumento de foja ciento 
sesenta y cinco, que sata Suprema Curte mantiene sn losantes 
con la calidad de para mejor proveer, y que ha sido presentado 
por si demandante. 

Que no habiéndose demostrado por el demandante, como ya 
se ha hecho constar, ti existencia de los requisitos que para el 
ejercicio de la acción revocatoria exige el artículo novecientos 
sesenta y do» del Código Civil ya citado, en sus incisos primero 
y segundo, dicha acción no puede prosperar. 

Por esto se revoca la sentencia apelada de foja noventa y una 
vuelta, no haciéndose logar á la acción reroeatoria deducida 
por el actor. No se hace logar ai recurso de nulidad también 
deducido contra la sentencia, por no haber mérito en autos que 
lo fondeo, y no haber sido tampoco fundado por el recurrente* 
que aparece mas bien haberlo abandonado en el escrito de ex- 
presión de agrarios; no haciéndole lugar tampoco á lo pedido 
en et escrito de foja ciento sesenta y dos, porque las palabras 
observadas y clasificadas de incorrectas en e*e escrito, han po- 
dido usarse por el adversario por corresponder i la naturales» 
de la cansa. Repuestos los sellos devuélvanse, pudiendo notifi- 
carse con el original . 

BENJAMin *AI. — A SEL EAXAJI. — 
OCTAVIO ftOHG B. - JUAN E . TO- 
KRENT. 
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Donjuán Coudanne contra ei Ferrocarril de Buenos Aires 
U Rosario; sobre remoción de un puente construido sobre el 
arroyo Ramalio y daños y perjuicios 

Sumario. — I o No hay nulidad en la sentencia que recae 
sobre materia de la controversia judicial, y que, por reohasar la 
demanda, no se ocupa de los perjuicios que debían tener por 
antecedente la admisión de la misma. 

í» No procede ta remoción de un puente construido en virtud 
de autorización de los Poderes Públicos aittoriiados al efecto, 
sobre o n arroyo no navegable. 

3 a El arroyo Ramalio no puede considerarse navegable en el 
hecho, aunque en cierta parte del nño y en determinadas con- 
diciones, puedan entrar en él embarcaciones de cabotaje ; ni ha 
sido .leclarado navegable por disposición alguna legislativa. 

Caso. — Resalta del 



Falla M Smm Ifiwsl 

Buenos Aires, Junio 10 de 1893. 

Y vistos: estos autos promovidos por don Juan Coudanne , 
extranjero, diciéndose propietario del Molino Ramalio, contra la 
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m presa del Ferrocarril de Buenos Aires al Rosario, para que se 
le condene judicialmente á levantar el puente construido ¿obre 
el arroyo del mi«tno nombre por ser un obstáculo para la navega- 
ción, y á la indemnización de los daños y perjuicios que le ha 
originado y siga originando hasta que la empresa demandada 
haga la* obras necesarias para restablecer la libre navegación 
del arroyo, así como al pago di* tus costas y coslos del juicio. 

Antecedentes del caso 

Con fecha 15 de Octubre de 1 883, el Congreso Nacional dictó 
una ley autorisando ai Poder Ejecutivo para contratar con la 
empresa del Ferrocarril de Buenos Aires á Campana, la prolon- 
gación de su línea hasta la ciudad del Rosario, bajo las < oadt* 
ciones establecidas en la misma, y, en su consecuencia, el 17 de 
Enero de 1884 el señor Ministro riel Interior, en representación 
del Poder Ejecutivo, y don Juan Coghlan, por la compañía, cele- 
braron el correspondiente contrato para la ejecución da la obra, 
debiendo la compañía sujetarse al estricto cumplimiento de lo 
que prescriben las leyes, decretos y reglamentes de obras p&l ti- 
cas, de contabilidad y de ferrocarriles en t igencia ó que se 
dictaren en adelante, a lo que disponen las leyes especiales de 
10 de Octubre de 18T0 y ib de Octubre de 1885. 

En cumplimiento del referido contrato, la empresa practicó 
los estudios técnicos necesarios y planos eorreapondientet, los 
que fueron sometidos al conocimiento y aprobación dal Poder 
Ejecutivo en conformidad al articulo 5" del contrato y ley de 15 
de Octubre de 1883, y debidamente aprobados previos ios in- 
formas qne son de practica en tales casos, procedióse á la ejecu- 
ción de la obra. Según ese tratado en lo que concierne á la 
cuestión sub-judice t la vía debía atravesar el arroyo de Ramal lo 
en un punto distante como 350 metros, poco mas 6 meaos, del 
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molino del mismo nombre establecido sobre la márgen izquier- 
da d«l arroyo desde el aún 1855, y ai nivela cou^trujo el puuu- 
te de vn solo tramo de tut que indica el plano de perfil, corrien- 
te á foja 77, el que t como todas tas demás obras de arte, fué 
comprendido en la aprobación del Poder Ejecutivo, quedando 
así entregada al servicio público la linea en toda so extensión, 
prévia la competente autorización gubernativa. 

En Enero de I890si' presentó al juzgado don Juau Coudan- 
ne, exponiendo : qne desde la época en que fué fundado ese i'eta- 
blecimiento, embarcaciones de cabotaje arrimaban i so límite 
con la ribera del arroyo, para efectuar operaciones de carga y 
descarga de sus productos, habiendo en épocas posteriora! an- 
clado aún hasta tres goletas con intervención de tas autorida- 
des aduaneras ; que por loa años 1880 i 1883 el gobierno auto- 
rizó iasoperaeionas de • arga en el molino mencionado 4 solici- 
tud de las personas que en esa época lo explotaban, quedando 
oficialmente habilitado un puerto, que lo había sido de hecho 
hasta entonces; que el puente construido por la empresa Ferro- 
carril al Rosari», en 1885, había venido i suprimir la navega - 
bilidad del arrojo y cerrado así un puerto habilitado oOoiel- 
mente para las operaciones de carga y descarga. Mega ademéa 
el demandante Coudanne, que en esa época tenía arrendado au 
molino á Don Eugenio Terrasson, quien le pidió autorización 
para celebrar un arreglo con la empresa del ferrocarril, á tín 
de obtener un "ramal, que saliere del molino hasta llegar A la vía 
principal, j otro por bajo del pnente para hacer las operaciones 
de carga y descarga por medio de torras en el rio de Ramalio; 
pero que habiéndose ausentado para Europa, Terrasson se 
arregló sin comunicarle nada al respecto, par* hacer sus opera- 
ciones en el empalme Boca de Ramalio, transfiriendo poste- 
riormente su contrato & don £. Marqnant, i quien la empresa 
quito esta última facilidad aegun se ve por la carta de foja 3; 
que todo esto le ocasionaba perjuicios considerables, pues bas- 
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taba saber que un establecimiento que tu ne un puerto ha sido 
privado de él. lo que leba colocado, por el hecho de ia empresa, 
enU necesidad de haeer sus operaciones en San Nicolás, a una 
distanciado 7 ú 8 kilómetros, sin vf as de comunicación ó per 
camino» imposibles. 

Según el actor, los perjuicios que le causa esta situación con* 
disten en el arrendamiento de 1000 pesos moneda nacional legal 
mentuales que ha dejado de obtener p«r no. haberse podido lle- 
var á efecto una propuesta que tenia en esas condiciones 4 can- 
sa de la interrupción de la comunicación fluvial, en los garios 
que le originan el cuidado del establecimiento, que indispensa- 
blemente debe hacerse funcionar para ¡su conservación y lo» de- 
terioros que pueda sufrir por estar sin trubajar. 

Agrega, además, el demandante como perjuicios que deben ser- 
le indemnisados, los int presea de loa Í00O petos mensuales de 
arrendamiento, deque untes se ha hecho mención, desde la fecha 
de ta protesta de foja ana y el importe de un pasaje para Eu- 
ropa que dejó de usar á consecuencia de esta cuestión (véase la 
foja 67). 

Segnn la empresa demandada (foja 79) los hechos alegados por 
el actor son completamente falsos y, por lo tanto, in posible la 
prueba que de ellos ofrece : a su juicio el puente del ferrocarril 
no ha concurrido en modo alguno ú suprimir ú obstruir en modo 
alguno la navegabilidad natural del arrojo de Remallo, cuyo 
reducido cauce, sólo ha hecho posible, hoy come antes, la de 
pequeñas embarcaciones de cabotaje para las que el puente no 
es un obstáculo, como lo demuestra gráficamente el plano acom- 
pañado á foja 77, en el que sé determina con claridad las con- 
diciones de ancho y alto en que ha sido construida dicha obra, 
agregando, que el volumen de agua, pequeño de suyo, ha sido 
considerablemente disminuido por el propietario del molino, al 
coustrnir una t apresa en la forma señalada en el plano de fojas 
78, extrayendo así el agua que necesita para su establecimiento 
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7 dejando asi seca «na parte del arroyo, de modo que tejos de 
ser la empresa la que ha obstruido la navegabilidad en el punto 
indinado, es el mismo Coudanne, quien de propia aotoridad la 
ha obstaculíiado, si no impedido absortamente. 

La empresa demandada alega también en su defensa, que el 
puente en cuestión ha sido construida, en sns condicione» ac- 
tuales, con la correspondiente aprobación de la autoridad ad- 
ministrativa, y su remoción sólo podría sea eligida cuando una 
ley posterior hubiese reglamentado la navegación del Ramal lo 
y hubiese declarado que ese puente era una obstrucción, !a qu<- 
súlo podría verificarse préviala indemaitscion correspondiente, 
pues el puente sobre dicho arroyo, de existencia perfectamente 
legal, forma parte de la vi a férreo del Rosario, que es propiedad 
de la empresa, siendo doctrina inconcusa, que nadie puede ser 
privado de su propiedad, ni aun pur causa de utilidad pública 
calificada, sin ser previamente indemniiado; que negaba la falsa 
afirmación de que se hubiese habilitado oficialmente como puer- 
to el molino del demandante, no solo por la innavegabihdad del 
arroyo, sino porque la habitación del puerto es facultad exclu- 
siva del Congreso; que negaba en absoluto los daños y perjuicios 
que aquél reclamaba y que aún en el supuesto de ser legalmen- 
te obligada á la remoción de su puente, no tendría daño alguno 
que pagar, teniendo por el contrario pleno derecho á ser indem- 
niiada de los que á ella $e le originasen. 



Prueba 



En vista de los términos de la demanda y de la contestación, 
recibióse la causa á prueba (auto de foja 86) oaraque justifique 
el actor los hechos alegados tanto respecto á la obstrucción para 
la navegación del arroyo de Remallo, en lo que se comprende 
por implicanoia el hecho mismo de su navegabilidad, como 
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respecto de loa perjuicios que dice haber sufrido y el quantum 
de ellos. 

Ambas parteB han producido la abu triante prueba que eipres a 
el certificado d« fojas... de lo que se hará mérito y aplicación 
eu su oportunidad, ea cuanto fuere pertinente, debiendo sin 
embargo consignarse desde ya, que la inspección ocular prac- 
ticada con ia concurrencia de los ingenieros Luis A. Huergo y 
Emitió C. Agrelo t peritos nombrados por las partes para c se 
acto, además de los datos y elementos di* juieio consignados en 
sus respectivos informes de fojas 977 y 383, ha dejado plena- 
mente comprobada la perfecta exactitud de los pjnnob presenta* 
úüA por la empresa á fojas 77 y 78, eiactamente iguales á los 
presentados por el ingeniero Huergo i fojas 373 y 174 en escala 
mayor con los objetoa que dichos ¡>lanoe representan, podiendo, 
por lo tanto, servir de base ^tos últimos complementados cou 
las mediciones efectuadas por ambos peritas para la decisión 
del caso. 

De esa proebi resulta : Que el arroyo de BamalLo, «u el 
punto donde la atraviesa el puente del ferrocarril, desde éste 
hasta el molino aguaa arriba y hasta adonde alcanza la per- 
cepción de su cauce á la simple vista aguas abajo, es nn curso 
de agua encajonado entre dos barrancas de 13 A 15 metros 
próximamente do altura, no precisamente á pique pero con rá- 
pida pendiente teniendo en su parte superior tina abertura que 
puede variar entre 50 y 00 metros y 30 metros en la superficie 
del agua en su marea ordinaria ; que sobre el arroyo se halla 
construido el tramo principal del puente, sobre dos pilares de 
manipostería, dejándose entre sus ejea un espacio de 38 metros 
y medio; qne ambos pilares tieuen sn fundación en loo taludes 
de la barranca, ú regular distancia dal lio del agua en mana 
ordinaria j sólo en grandes crecientes llegan laa aguas á tacar 
su base; que el arroyo es alimentado por el agna de las lluvias 
de alerta tona del territorio adyacente, deede ana cabecera* ; 
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pero so oiTel depende principalmente de 1» que recibe del rio 
Paraná, en el eual desemboca á una distancia como de 5 kiló- 
metros del molino, no teniendo por esta raaouunn hondura fija, 
pero cualquiera que ella sea concluye definitivamente áSOO me- 
tros, más ó meoos f arriba de) puente, i causa de las obres del 
mismo molino que ha represado sua aguas para asarlas como 
tuerta motria, en la forme que índiea el plano de foja «73. 

Se ha establecido también por medio de la prueba testifical, 
digna de toda fé, que en otras épocas , desde el año 1876 hasta 
1882, han entrado embarcaciones menores, y hecho operaciones 
de carga y descarga de productos del molino, consentidas por 
la aduana y resguardo de San Nicolás : que esas A análogas 
embarcaciones no podrían entrar hoy con sus palos puestos, por 
ser estos de mayor altura que el máximum de la que puede ha- 
ber entre la superficie del agita y la cara inferior de la estruc- 
tura del puente, la que el día de la inspección ocular era de 13 
metro» 84 centímetros, no habiendo llegado nunca á ser menor 
de 7 ó 8 metros, tomando como base las más grandes crecientes 
conocidas, 

Consideraciones de hecho 

La precedente inscripción <M arroyo de Ramallo y tos planos 
precitados por loi peritos de ambas partea, ponen de manifiesto 
la capacidad de dicho arroyo respecto de sn navega bilidad en el 
sentido de constituir un camino general para la comunicación 
por agua, tin presencia de esos datos y de loa que suministra 
la prueba rendida por ej demandante, puede afirmarse sin error, 
que si bien el arroyo ha sido navegado y ha soportado en sus 
aguas embarcaciones de cabotaje en determinadas ¿pocas, las 
cuales han podido llegar hasta el punto donde se halla ubicado 
el molino de Coudanne, en aus condiciones actuales no es sus- 
ceptible de una navegación regular ni aún para esas mismas 
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embarcaciones, la* que en ningún caso pueden hacer «so de las 
telas para su propulsión, porque la estreche! de su cauce, sus 
sinuosidades j las altas barrancas que lo forman , no permiten 
absolutamente ese medio de movilidad. De allí se deduce, que 
de hecho sólo pueda ser navegado por pequeños vaporeitos, to- 
tes, lanchas ó chatas da pequeñas dimensiones, bajo remolque 
ó por medio de botador, porque ni aún la sirga es factible á 
causa de la altura de las barrancas. 

Se ba demostrado, en efecto, y esto ambas partes lo reconocen, 
que el v.. lamen de agua del arroyo depende de las crecientes 
periódicas del rio Paraná en el cual desemboca, que general- 
mente se presentan en loa meses de Hurto á Majo, no debiendo 
tomarse en cuenta el qne resulta de las lluvias, porque ade- 
más de ser e^ra ¿netamente eventual el nivel d« agua que ellas 
determinan, desaparece rápidamente, pues para esU efVcto e l 
cauce del arroyo no es sino un desagüe de la extensa cuenca 
que derrama en él sus aguas . 

No existen observaciones de ninguna especie respecto á la 
altura de las aguas del rio Paran» en la boca del arroyo de 
Ramallo, que puedan suministrar indicaciones precisas sobre el 
nivel de las aguas en éste; poro tenemos los hechos oficialmente 
en el Rosario, registrados en ese carácter por el departamento 
de ingenieros de la Nación, durante un período de U años que 
han servido á *mbos peritos para la sinopsis de las fluctuacio- 
nes dul agua del Paraná en dicho punto, durante eso periodo, 
presentados por ellos á foja M$ y foja «76, las cuates evidente- 
mente han debido ser modificadas a medida que se alejaba del 
punto de observación, hasta llegar a cero en el Rio de la Plata, 
donde, como es de notoriedad inmemorial, no determinan alte- 
ración sensible en condiciones normales, las mils grandes cre- 
cientes conocidas de aquel río. 

De allí se deduce que el término medio de altura durante los 
14 años de observaciones, es menor que la observada el 90 de 
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Jnnio de 1891. qne como se sabe era de 1 metro 80 centímetros 
debajo del puente, catando el rio Paraná regularmente crecido, 
debiendo haber estado el arrojo, si na completamente seco, ina- 
decuado para navegación la mayor parte de ese ti<-mpo. A este 
respecto el juzgado acepta como conclusivo el informe del pe- 
rito, señor Luis A. Hoergo, parii establecer qne en los 5110 
liifta que abarca el período de observaciones regulares, sólo ha 
podido ser navegable de hecho el arrojo de Bamallo por buques 
de 14.000 arrobas de porte, menos de 402 días, de donde se de- 
duce que si bien ha podido permitir la entrada de embarcaciones 
de 2 metros y más de catado, especialmente en loa anos de 1881 
y 1882, de grandes y más durantes crecientes en el rio Paraná, 
en su estado natural y volumen de agua no es utilitable como 
camino fluvial y propósitos de comercio y transporte, que es lo 
qne en sentido legal constituye un rio navegable. 

Si á esto se agrega que la superficie de agua que presenta 
normalmente, no excede de 20 metros, r que en toda ella no 
puede tener ta misma profundidad por la pendiente natural de 
las barrancas basta el lecho del rio, y que el reconocimiento 
de éste efectuado por los peritos ha demostrado ser tosca, con 
pronunciadas desigualdades resultantes do la socavación de las 
partes blandas del fondo por la acción de las corrientes, se 
llega á esta inevitable conclusión : que entre el puente y el 
molino sólo es accesible para muy pequeñas embarcaciones de 
nn metro de calado á lo sum», tiendo peligrosa sinó imposible 
para las que excedan de ose calado, á excepción del breve tiempo 
de grandes crecientes en el Paraná. 

Ün dato suministrado por el mismo demandante es bastante 
para convencer de esta verdad. Dice en efecto, en el escrito de 
demanda, que la empresa del ferrocarril lo ha colocado en la 
necesidad de hacer sus operaciones de carga y descarga en San 
Nicolás, distante unos T ú 3 kilómetros, sin vías de comunica - 
i- ion ó por caminos imposibles, á tal ponto que so necesita 8 
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animales para acarrear 550 kilogramos de trigo. ¿Y por qué, tu 
ves de recorrer esos 7 ti 8 kilómetros por eso* caminos, no 
transporta sus productos en carros 6 en chatas sólo los 900 
metros de recorrido más ó menos que median entre el molino 
j el puente? La r¡iz»ii no puede ser otra que la de que no hay 
buques que se aventuren á entrar en el arroyo de Remallo, 
hasta las inmediacionei del puente, & no ser en épocas excepcio- 
nales, como en loa años 1881 y 1883, de grandes y permanentes 
crecientes, como lo comprueba el hecho de que ningún nave- 
gante, patrón ó capitán de buque se ha quejado jamás de la 
obstrucción que ha dado origen al presente juicio. El actor no 
puede alegar que ia llegada do los buques hasta su mismo esta- 
blecimiento le evita el empleo de curros ú otro medio de trans- 
porte equivalente, porque el punto más próiimo del estableci- 
miento al rio» dista de éste 140 metros, qae de algún modo deben 
recorrer los productos. La cuestión de la altura de los terra- 
plenes es ajena á este asunto. Si hay ana vía pública en la 
ribera como rio navegable, compete A leu damnificados exigir 
el establecimiento de paso á nivel convenientemente, de acuerdo 
con la ley de ferrocarriles, 

8e ha demostrado ya, como lo ponen perfectamente de mani- 
fiesto los planos presentados, que el puente no es un obstáculo 
para ia navegación, en el supuesto de aer posible, si no en cuan* 
to la superestructura del tramo prineipal elevado i más de 
doce metros sobre el nivel del agua, impide el paso de buqués 
con arboladura, siendo esto lo que constituye propiamente el 
fundamento de la acción. 

Los informes periciales y la prueba testifical producida por 
el actor están acordes al respecto, siendo por lo tanto fuera 
de cuestión que tolo bajo este aspecto el puente puede servir 
da estorbo para la navegación de los doscientos metros que 
median desde el puente basta donde el rio concluye, por la obra 
del mismo demandante Abura bien, la navegación á vela, para 
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lo que es indispensable In arboladura, es absolutamente impo- 
sible según le ha demostrado en las condiciones actuales del 
arroyo de Enmallo y como lo estableen el informe del perito 
señor Hoergo, «o jas conclusiones acepta el juagado ; la arbola- 
dura de loa buques que pueden recorrerlo en marea ordinaria 
oou on calado correa pondiente á la profundidad de sus aguas 
normales y con las dimensiones relativas, no puede exceder de 
diei metros desde cubierta, lo que leí permitiría pasar Ubre- 
mente por debajo del puente. 

Ahora, suponiendo un nivel permanente igual al de la mis 
alta creciente registrada (la de 1878), siempre quedaría un es- 
pacio libre entre la superficie del agua y la cara inferior del 
puente de siete metros como mínimo, que es suficiente para 
dejar paso libre á los buques de cualquier calado que pudieran 
entrar en ese arroyo, bajando los palos, operación seguramente 
más rápida 7 ecunómicu que la de conducir la carga i Sao Ni- 
colás en carros, y que practican diariamente sin ninguna difi- 
cultad y en breve tiempo ios buques que remontan el Riacbnelo 
arriba de los puentes que lo atrariesan, de modo que ni sus- 
tancial ni materialmente el puente en cuestión impide la co- 
municación por agua qne ha podido tener el molino del de- 
mandante, y de que es susceptible el arroyo de Ramallo ,la cual . 
por otra parte, como sé ha risto, se reduce al transporte privado 
de los productos del molino y de ninguna manera á una nave- 
gación pública y regular, que no se ha probado haya existido 
jamás, ni ha podido existir porque en todo el trayecto dd arro- 
yo no hny puertos habilitados par í operaciones comerciales. 

Comide raciones legales 

Las consideraciones precedentes son «uncientes para deses- 
timar la acción deducida ; pero aún hay otra fas legal de la 
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cuestión que concurre al mismo resultado, aún en la hipótesis 
de tratarse He an río perfectamente navegable. 

Kl Congreso ejercitando U facultad constitucional de regla- 
mentar el comercio entre lo» estados tn general, 7 especialmen- 
te laque le confiere el inciso 10, artículo 87 de 1i Constitución 
Nacional, autorizó por la ley de 15 de Octubre de 1883, la 
prolongación del ferrocarril do Campana hasta la ciudad del 
Rosario, defiriendo i los agentes ejecutivos la apreciación de 
las condiciones en que dicha construcción debía efectuarse 
quienes aprobaron et tratado de la linea y la estructura actual 
del puente, de modo que 110 puede dudarse que éste tiene nna 
existencia perfectamente legal. 

£n virtud de esa misma facultad, el Congreso pnedeautoriiar 
obras que constituyan una limitación ó alteración á las condi- 
ciones de navegabiltdad de un rio, y hasta su completa supre- 
sión, permitiendo la construcción de puentes pan la circula- 
ción terrestre, siempre que á su juicio el tráfico y comercio de 
esta naturaleza d otras cir cu estancias merezca esa considera- 
ción, lo qne no podrían hacer les estsdos por la misma raion de 
estar confiado al gobierno general, el control sobre el comercio 
y navegación entre las provincias, y con menos razón los sim- 
ples particulares. 

Los antecedentes del caso no* han demostrado yaque e) de- 
mandante, por su propia autoridad, interrumpió el curso del 
arroyo Hainallopor medio de on dique o represa, para levantar 
el ugiiii para su molino i una distancia no mayor de quinientos 
metros del actual emplazamiento del puente, devolviéndola á 
su cauce natural próximamente i doscientos metros de distan- 
cia del mismo punto. Esta circunstancia, que por ai sóla de- 
muestra que el mismo demandante no ha considerado al arroyo 
de Ramallu, como un camino público, oficial y públicamente 
abierto á la comunicación por agua, justifica el criterio con 
que bao procedido los poderes públicos al autorizar y apro- 
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bar la construcción del puente en su emplazamiento actual. 

La jurisprudencia nado nal no registra «un caso* en que se 
haya establecido la verdadera doctrina i ese respecto; poro de 
Uecfao tenrma* toa puentes fijos tendidos eobre el Eiaohuelo 
para dar paso á las líneus férreas del Sud y de la Ensenada, á 
una altitra muy inferior sobre el nivel más bajo de las aguas 
que la que tiro* el del arroyo de Rama! (o, aín que á nadie Be 
le haya ocurrido cuestionar su legitimidad, :i pesar de afectar 
intereses infinitamente mayores que ios del demandante, emba- 
raaamlo propiamente la navegación de un rio «¡negable desde 
tiempo inmemorial, con el cual no admite compararon bajo 
ese punto el curso de agua del Ramallo. 

La jurisprudencia de los Estados Unidos, abundantísima en 
casos di» esta Indole, invariablemente ha reconocido la autori- 
dad del Congreso y aun la de los estados particulares, coando 
aquel no ha legislado sobre la materia, para reglamentar la na- 
vegabílidad délos rios y establecer limitaciunes ásu navegabi- 
lidad como inherente al poder de reglar el comercio, en virtud 
del domini.i eminente de li Nación subre las aguas navegables. 

En el laso del puente de Weeling construido sobre el rio Obio, 
en «rlud de una ley de la legislatura de Virginia, que impe- 
día el paso de vapores con altas chimeneas, se declaró ser una 
construcción ilegal, y la Corte ordeno fuese levantado de ma- 
nera á permitir el Ubre paso «le los vapores. 

Entre tanto, el Congreso intervino y la declaró construcción 
legal tal como etistía, y la Corte declaró que la objeción al 
puente, de ser una obstrucción á ta navegación había desapare- 
cido, roes aunque podía de hecho ser una obstrucción, no lo 
era ya en presencia de la ley, no ejecutándose por lo tanto la 
sentencia. No hay ya, dijo la Corte, ninguna interposición al 
goce del derecho público, inconsistente con la ley, porque res- 
pecto de la obstrucción al oso publico del rio, ningún particu- 
lar podría quejarse desde el momento que el poder autorizado 
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¡►ara reglar y controlar su uso, ha hecho legal laeslnictura que 
cansa el estorbo <U. S., tomo 59, pag. 436). 

Pero el caso más conclusivo por los pantos de antilogía con 
el presente, es el de Nathaniel G. Gilmon y otros contra la 
ciudad de Filadelüia (U. S M tomo 70, pagina 96). En virtud de 
una ley de la legislatura de Pensil vania, aquella ciudad em- 
pezó a construir un puente fijo sobre el rio Scliuykill á sólo 30 
pies de altura sobre nivel del rio, el cual era navegable para 
buques de 18 y 20 piés de «alado. Los d?raaod antes éran po- 
seedores por arrendamiento de un terreno y muelle sobre el 
uihtn» rio y quejáronse de que la erección del puente sin con- 
veniente elevación, sería una ilegal obstrucción de la navega- 
. cion y una intervención en sus derechos que les causaba espe- . 
ciales daños. 

A 500 pies arriba di-I sitio donde se construía el puente, eiís- 
tía, desde sesenta años atrás, mi otro puente fijo de no muvor 
altura que el proyectado, que desde entonces hacfa imposible 
el paso de buques arbolados, por loque súlu sé había usado el 
rio como camino general para embarcaciones de canal. La Corte 
Suprema, en mayoría, reconoció la legitimidad de ta construc- 
ción no haciendo lugar en consecuencia á la alteración ó re- 
moción. Al dar su fallo, la Corte observó que no debía olvidarse 
que los puentes que forman parte de caminos, calles y Jfneas 
férreas son medí»» de transporte comercial, tanto com> las 
aguas navegables y que el comerci" sobre ellos puede ser mayor 
que sobre el agua, correspondiendo á ia autoridad local deter- 
minar cuál debe ser preferido y basta dónde uno y otro puede 
sobreponerse. 

El mismo gran puente sobre East River, que une las ciuda- 
des de Nueva Tork y Brooklin, a pesar de sus 135 pies de altu - 
ra sobre el más alto nivel de Jas aguas, no dejó de tener su opo- 
nente en la persona de Abraham Hiller, locatario de ciertos de- 
pósitos ó almacenes sobre la ribera, algo más arriba del punto 
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donde s« construyó el puente, quien sostenía que tal carao se 
proyectaba, coratUula una obstrucción á ta navegación y habla 
de causarle especial daño en *as depósitos, porque el gasto 
para loa baques de mis de 135 pié», de sacar parte de sus más- 
tiles ™n ia detención y consiguióte aumento de gasto* de re- 
molque, sería tan grande qm- arruinaría sus negocios. La Covti- 
de circuito no eneotitru en los hechos alegados sobre pautes 
pérdidas, suficiente motivo par» suspender la obra, mereciendo 
la confirmación de la Corte Suprema. La erección de este puen- 
te, dijo ln Corte, con la altura propuesta, fué autorimda por la 
acción del Estado y del gobierno federal, siendo por lo tanto 
una estructura legal. Si obstruye bajo cualquier aspecto la na- 
vegación del rio, lo es meramente en la extensión permitida por 
la ley 6 por las únicas autoridades que pu den tener acción 
sabré la materia y el perjuicio temido y sostenido por el actor, 
es solamente aquel quees común a todas las personas compro- 
metidas en el comercio sobre el rio, y que hacen operaciones 
comerciales en sus costas y que por lo tanto no son materia del 
conocimiento judicial. (TJ. S. f tomo 109, página 971). 

Ni como propietario ribereño ni como dueño ó armador de 
embarcaciones comprometidas en la navegación interior, supo- 
niendo que lo fuera, puede el actor sostener derechos írrcvoca- 
blemente adquiridos á la circulación por el arroyo de Ramallo, 
en la forma que su capricho le sugiera, contra leyes que revisten 
un carácter de alto interés público, como es el comercio ferro- 
viario interprovincial. 

En efecto cuando la compañía del ferrocarril, competentemen- 
te ¡lutoriiada, adoptó la traía actual atravesando el expresado 
arroyo, donde se encuentra nbicado el puente, y cuando el de- 
partamento ejecutivo del gobierno le presto su aprobación han 
dfbido crear que ella es la que mejor consulta y satisface los 
vastos intereses que esa línea está llamada i servir, asi como la 
mayor comodidad y seguridad de los pasajeros, de modo que la 
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pretensi -n del ¡tenor Coudaune e* sacrificar todo esto en obse- 
quio a ta hipotética posibilidad de hacer atamar SOO metros 
más adelante del puente, embarcaciones con palos de más de t2 
metro» de altura. 

Ee Cierto que el artículo tí de la ley nacional de ferrocarriles 
de 18 de Setiembre de 1872 establece quemando un ferrocarril 
atiesare rio* navegables deber í ser construido de manera que 
no entorpejca la navegación y ai atravesase otra clase de rioa, 
esteros ó canales, Jas obras se ejecutarán de manera que no per- 
judiquen el uso délas agua*. ¿Pero que ^e entiende por rios 
navegables en el concepto de ta ley? 

Según la teoría -le la ley común inglesa, ríos navegables son 
aquellos en los que se siente ó alcatifa el (lujo y reflujo diario de 
la marea; pero como dice muy bien Houok. on Rivers, este signo 
no es correcto cuando se aplica á los rios de América, que reco- 
rren centenares de leguas pur donde pueden navegar toda clase 
de buque* >in estar empero sujeto* á la acción de la marea, y 
es por eso que la jurisprudencia norte-americana, después' de 
una serie de decisiones, ha desechado la referida regla adoptan- 
do la de que la navegabilidad i a facto es el futida mentí» de la 
navegabilidad en ley, la cual por identidad de cacases de co- 
rrecta aplicación entre nosotros. 

El actor ha probado que diversas embarcaciones entraron en 
épocaa anteriores á la construcción del puente hasta el sitio mis- 
mo donde esta ubicado su molino, pero ú« allí no se deduce que 
el arroyo-sea navegable m facto en la verdadera acepción de la 
palabra. Los antecedentes qu- obran en autos, demuestran en 
efecto, que aprovechó una ¿poca de grandes cri-oientes eu el rio 
Paraná en los años f 881 y 1882 para hacer entrar hasta su mo- 
lino esas embarcaciones; pero no ha probado que hubiera na* 
vegaeion establecida regular ni transitoriamente en esas épocas, 
ni en ninguna otra, y los diagramas é informes periciales de- 
muestran que en esoa mismos años el arroyo de Ramallo tuvo 

i 
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durante algunos meses, un nifel inferior ai constatado el 90de 
Junio de 1891. no permitiendo, por consiguiente, el acceso trino 

para boten y chatas. 

En el pequeiío curso del arroyo, desde su desembocadura en 
el rio Paraná hasta el punto donde queda completameate corta- 
do pnr j» represa del demandante, no etisteu pueblos y estable- 
cimientos industriales á los cuales haya podido servir como 
camino general, de modo que ademé* de la «usencia de prueba 
respecto á la navegación in facto, hay la de inducción que 
conduce ¡ti mismo resultado. 

Puede, pues, sentarse como principio que la posibilidad acci- 
dental y transitoria do conducir tina embarcación por un curso 
de agua, no lo con? íertn por ese solo hecho en legalmente nave- 
gable, cuando por otra parte de hecho no es susceptible de na- 
vegación regular, ni haeiistído nunca e¿a navegación, lo que 
bastarla para "evidenciar la inaplicabilidad al caso presante del 
articulo 6 de la ley de ferrocarriles antes recordada. 

Se reputan aguas navegables do los Estados Unidos, ha dicho 
la Corte Suprema de aquel país en diferentes decisiones, conse- 
cuente con la doctrina antes recordada, aquellas .¡ue son nave- 
gable* in ficto y que por sí mismas ó por su coneccion con otras 
aguas forman un canal continuo para el comercio con los países 
extranjeros 6 entre lo* estados (Millar V. Mayor of New- 
íork, U. S., tomo 100, página 385) habiendo antes estableci- 
do en el caso del Steauner Daniel Bal! (U. S. ( tomo 77, página 
909) que son navegables in facto, las que son usadas ¿ son sus- 
ceptibles de ser usadas en su condición ordinaria como vías 
públicas, sobre las males el comercie ó el tráfico es 6 puede ser 
conducido en la forma acostumbrada de transporte y comercio 
por agua. 

Es, pues, la capacidad de un curso de agua en sus condiciones 
ordinarias, pan ser utiliiado en todo tiempo ó regularmente 
como vía pública, lo que suministra el verdadero criterio aeewa 



m justicia nación *l 1 17 

dr su navega luí i da-I y no el hecho accidental de haber Untado 
sobn- nú» agíais uua 6 ti rías embarcaciones. Si aplicamos este 
rriterio al un yo Ramal Lo. con el conocimiento exacto de sus 
• ond jetones que suministran los informes de lus dos peritos, *e 
puede concluir con t-ertidombre que no es navegable y que no 
pütíde hacerlo el aprovechamiento accidental de su curso por 
un sólo propietario para facilitar aus operaciones industriales. 

Hay, finalmente, otras consideraciones que resuelven en el 
mismo sentido la oueatkn. 

Corresponde al Congrio, según el ifteíao ft*, ar tirulo 67 de la 
Constitución Nacional, reglamentarla navega ci mi de los rio* 
interiore-, habilitar tos puertos que considere contenientes y 
ere» y suprimir aduana». Esta facultad no ha sido ejercida baje 
ninguna de sus fases por el Congreso respecto drl arrojo df 
Ramallo t de ro nera que nn puede considerársele legalmente 
« orno navegable. Las operaciones de carga y descarga autoriia- 
das administraíiínmeni*; en el molino del demandante, tienen 
el mismo o iráoter d« transitorio y accidental, qae la causa que 
las motivó ; pero de ninguna manen importan crear un puerto 
público ni particular, ni aatoritar Ja aavegabilidad del arroyo, 
lo que por otra parte et» inconsistente con la falta de autorida- 
des aduaneras en el mismo. Ante la ley permanece, pnes, dicho 
arroyo como inn. egable y en tal concepto no le es aplicable la 
ley de ferrocarriles ya citada. 

Pero admitiendo por vía de hipótesis la teoría contraria, no 
puede dudarse que el mismo Congreso tiene facultad para im- 
poner á la navegación las restricciones que estime convenientes 
ó suprimirla totalmente, como una consecuencia del poder que 
le confiere el inciso del articulo 67 de la Constitución. 

Al autoriiar, pues, la construcción de la línea férrea ni Besa- 
rio, defiriendo al Poder Ejecutivo la apiobacion del tratado y 
obras de arte necesarias, hadado existencia legal al puente que 
ea origen de este juicio, el cual forma parte de la referida Unen, 
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j si en ta! concepto es una restricción ó limitación á la libre 
n.i rogación del arroyo, i*iU¿ t^uáian ttu luí puilcr uitipUaujcutt- 
faeultado para imponerlas. 

Por e>to» fundamentos y concordantes del escrito de foja 308, 
fallo, desechando la demanda de don Joan Coudanne deducida 
en el escrito de foja 7, imponiendo á su respecto silencio at ac- 
tor. Repónganse los sellos y notifíquese c->n el origina!. 

Virgilio .W. Tedin. 



Faiila» d« lav S^pra— c«vf* 

Bueno» Aires, Abril 11 de 18^ 

Vistos s considerando en quanto al recurso de nulidad : que 
rechaaada la acción en lo principal, no procedía apreciar la im- 
portancia de daños y perjuicio* demandados por el actor, porqu» 
esto* debían tener por antecedente la falta de derecno en el 
demandado para la colocación del puente en litigio. 

Que aán sin esa consideración, el recurrente no puede pre- 
tender que se deje sin efecto I» sentencia que ba recaído sobre 
materia de ta controversia judicial. 

Que tampoco puede sostenerse, ante las constancias de autos, 
que la sentencia recurrida no se baya pronunciado resolviendo 
las cuestiones tríbadas por demanda y por respuesta, de acuerdo 
rrui et artículo trece de la ley de procedimientos. 

Por esto, no se hace lugar A diebo recurso. 
jC»n¿i dorando en cuanto al recurso de apelación : que como 
lo demuestra la aentenoi* apelada, el arroyo Bamallo no puede 
reputarse navegable en el hecho, aán eunndo en cierta parte del 
año y en determinadas condiciones hayan podido entrar embar- 
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caoiones de cabotaje, como pueden entrar también hoy en con- 
dicioues también adecuadas. 

Que tampoco ha sido leclarado navegable por disposición 
alguna legislativa, habiendo recien en Julio veinte y cinco de 
mil ochocientos noventa y cuatro, ó sea, años después de estar 
construido el puente que motiva este pleito, diapaésto&e por ley 
número dos mil cuatrocientos noventa y uno, que el poder eje- 
cutivo mandara practicar los .-studios necesarios pan facilitar 
la navegación del citado arroyo, sin que contenga declaración 
que importe haberlo por navegable desrte luego, 

Qnu también la sentencia recurrida se ajusta ¡i las ocThUun- 
cias de autos y disposiciones legales y administrativas de que 
hace mérito, al declarar que el puente se ha construido en vir- 
tnd de autor iiaoion conferida por los poderes públicos faculta- 
dos al efecto. 

Por esto y por sus fundamentos, se continua, con costas la 
sentencia apelada de foja trescientos sesenta y tres. Notifíquese 
con el original y repuestos loa sellos, devuélvanse. 

BCNJAMIN Pal. — OCTAVIO UUflGK. 
— JUAH K . TORRMT. — AWL 
BA1AN (en disidencia). 
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Vistos : Resulta: Que la demanda deducida á foja siete por 
don Juan Coudauue, como propietario del molino denominado 
de Ramal lu, tiene por objeto que la empiesa del Ferrocarril 
Buenos Aires y Rosario, oontra quien está dirigida, sea conde- 
nada á levantar el puente que tiene construido para el lervicio 
da su linea sobre el arroyo Ramal Jo, y á pagar al actor la i a- 
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demnizacion de daños y perjuicios que expresa en su escrito de 
foja siete y en la ampliación de tu demuda de foja sesenta y 
líete, 

Primero: Esta demanda se funda en el hecho de que la em- 
presa del ferrocarril ha suprimid» con dicho puente la navega- 
bilidad del arroyo hasta el molino, y cerrado, en daño de éste, 
un puerto que tenía habilitado oficialmente para la carga y 
descarga de productos, y se alega pura justificarla, la falta de 
derecho en la empresa para hacer e>a obstrucción, diciendo que 
no le es dado invocar, en su favor, la aprobación por el podt?r 
ejecutivo Nacional de los planos de su línea, porque cíe poder, 
ni otro alguno en la He pública, puede autorizar la destrucción 
de rioi navegables, siendo I* navegación de ellos una garantía 
establecida por ta Constitución. Eu apoyo de la verdad de esta 
tesis, se citan también la ley de Ferrocarriles Nacionales en su 
artículo segundo, inciso sexto, el artículo dos mil cuatrocientos 
cuarenta y uno del Código Civil y «1 artículo diez y siete 
del contrato celebrado por la empresa con el poder ejecutivo de 
fecha diez y siete de Huero de mil ochocientos ochenta y cua- 
tro. 

Segundo: Que contestando la empresa esta demanda, pidió 
en rechazo con costas, alegando que eran falsos los hechos en 
que se funda, pues no era verdad, que el puente de la empresu 
hubiera concurrido a suprimir la navegabilidad natural del 
arroyo de Ramallo, cuyo reducido canee sólo ha hecho posible, 
hoy como antes, la de pequeñas embarcaciones de cabotajf, 
para las que el puente no era un obstáculo. 

Para demostrarlo, acompañó dos planos números uno y dos, 
diciendo : que por el primero se determinan con claridad las 
condiciones de ancho y altura con que ha sido construida esa 
obra de arte, y por el segundo se señala ana represa construida 
por el propietario del molino, en la forma que indica dicho 
plano, y destinada á extraer del arroyo el agua que necesita 
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para &u establecimiento, dejando casi s<ca una partí- del 
arrojo. 

Agrega, que et puente ha sido construido en sus condicumes 
actuales con aprobación de la autoridad administrativa corres- 
pondiente á mérito de la Lej de Techa quince do octubre de mil 
ochocientos ochenta y tres, y que su remoción sólo podría ser 
exigida, cuando una ley posterior del congreso hubiera regla- 
mentado la navegación del Kainallo y hubiera declaradlo, que 
el puente era una obstrucción ; y qne en luí caso sólo podría 
verificarse aquélla, previa indemnización correspondiente, sien- 
do como es el puente de propiedad de la empresa y una cons- 
trucción de existencia perfectamente legal, 

Niega también el rejireseiuaiite de la empresa, <iue jamás se 
haya habilitado como puertos! molino de Coadanne ; y respecto 
de laiiidemníiacion de daños y perjuicios que pretende el actor, 
dice, que se limita por ahora á rechazarla en absoluto, expo- 
niendo que en el caso de que la empresa pudiera ser legalmente 
obligada á la remoción de su puente, no sólo no tendría daño 
que pagar, sino que, por el contrario, tendrít pleno derecha 
para ser indemniiada de los que á ella de le originasen. 

Tercero : Que puesta la causa á prueba por el auto de foja 
ochenta y seis, las partes han producido la que ásuaderechoa lian 
creido convenir y después de alegar sobre su mérito, >»e ha diotado 
la sentencia de íoja trescientos sesenta y tres p jr la que ae de- 
secha la demanda deducida á foja siete, imponiendo á su respecto 
silencio al actor, quien ha interpuesto entra ella en relación 
los recursos de nulidad y apelación que le ha sido concedidos. 

Considerando en cnanto al recurso de nulidad : 

Primero : Que la nulidad que se alega contra la sentencia 
consiste en qne el inferior no ha considerado ni resuelto en ella 
el punto relativo I la indemniiacion de daños y perjuicios com- 
prendido en la demanda de foja aiete y que ha sido también 
materia de la litis contestación. 
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Segundo: Qne en la hipótesis de ser cierto el hecho alegado 
por el recurrente, ya que podría sostenerse que, por haber sido 
desechada de un modo absoluto la «le manda de fojas siete en 
la sentencia recurrida, se ha resuelto tambieu negativamente 
aquella parte de la misma demanda, la omisión del respectivo 
pronunciamiento sobre el punto mencionado, no puede viciar 
de nulidad ta sentencia en los demás puntos que lian sido ob- 
jeto del fallo, y sobre que lia versad» también la contienda 
siendo sólo dicha omisión causal bastante para fundar un agra- 
vio que por la apelación debe reparar esta Suprema Corte. 

Por ello no ha lugar al recnrsu de nulidad. 

Y considerando en cnanto á la de apelación : 

Primero: Que liados los términos en que ha sido contestada 
la demanda de foja atete, son tt es las cuestiones que había á 
resolver para declarar ó no la procedencia de ella. La primera 
es si el puente que ba construido vi ferrocarril sobre el arrayo 
de Ramal lo, obstruye la navegación de éste, impidiendo pa&ar 
por debajo de aquél, embarcaciones de cabotaje que antes fon- 
deaban frente al molino de Condaune: la s.'gunda, si en caso de 
ser efectiva esa obstrucción la empresa del ferrocarril tiene el 
derecho de mantener el puente donde está construido; y tercero, 
si se debe á Condanne la indemnización de danos y perjuicios 
que demanda. 

Segundo : Que la sola enunciación de estas cuestiones, basta 
para de. nostrar que de su solución afirmativa ó negativa depen- 
de el resultado favorable ó adverso de la demanda instaurada, 
desde que toda la raion de ser de ella se apoya en el hecho afir- 
mado por el actor y negado por la empresa, de haber sido obs- 
truida con el puente la uavegabilidad del arroyo hasta el mo- 
lino, y cuando es incontestable que, caso de ser cierto tal hecho, 
aquella prosperaría, ó no, según se demostrase que la empresa 
demandada tenía é no el derecho de conservar el puente donde 
está construido ; y sí carece de ese derecho, sería entón- 
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Crs llegado ni caso ríe resolver si la empresa debe pagar loa día* 
ños y perjuicios que se le cobran. 

Tercero : Que respecto ríe la primera cuestión es de observar, 
que la navegabilidad del arroyo de Ramal lo es un hecho cu va 
existencia no se ha negado le un modo absoluto por la empresa 
del ferrocarril, puesto que lia reconocido, si bien limitada, un- 
tes cruno di apile* de la construcción del puente, para pequeña 
embarcaciones do cabotaje, pata cuya navegación, ba dicho, 
que no es un obstáculo el puente; m¡is como el actor ha aseve- 
rado, en su demanda que éste obstruye el paso de embarcacio- 
nes de cabotaje, que antes arrimaba» al Mmite de su estable- 
cimiento con la ribera del arroyo para efectuar operaciones 'le 
carga y descarga, fundando en el heoliu <le esa obstrucción la» 
peticiones de su demanda, corresponde eiuminar <!<• este sólo 
punto de vista la cuestión sobre navega bilidad del Ramal lo, 
apreciando la prueba producida i su respecto, para pronun- 
ciarse por la afirmativa & negativa, según corresponda, en la 
cuestión de que se trata. 

Citaría: Que sobre el he no materia de esta cuestión, los 
autos ofrecen dos clases de prueba, la una testifical y la otra 
pericial. Corresponden á la primera clase los informes del jefe 
del Resguardo de la Aduana de San Nicolás de lo- Arroyos, 
don Máximo Paei, de foja ciento setenta vuelta y foja ciento 
setenta y ocho rnelta, y del sub- prefecto marítimo del puerta 
de la misma ciudad, don Rafael Posadas, de foja ciento cin- 
cuenta y cuatro y foja doscientas vuelta; y las declaraciones lit- 
ios testigos, senador de la provincia de Buenos Aires, capitán 
de fragata y ei -capitán del puerto de San Nicolás, don Domingo 
Ballestero, de foja doscientas seis ; ei-guarda de esa aduana, 
non Julio Sexe, de foja ciento cuarenta y ocho; ex-guarda de la 
misma, don Pedro B. Gomales., de foja ciento quince; ex -guarda 
de la misma, don Vicente Casiano Lope*, de fitja ciento treinta 
y cinco; ei -guarda de lu misma, don Francisco Guerrero, je 



121 FALLOS Ufe. LA ftUHUIA GOiTf 

faja ciento treinta y seis; don JoséCarbonell, de foja doscientas 
reíate; den Cometió Alurralde, de foja doscientas diez; don 
J alian Yolya. de foja ciento cincuenta 7 eaatTO vuelta; don Juan 
V, Cnffini, de foja ciento seis, y don José Mencbaca, de foja 
ciento veinte y dos vuelta. 

ijuinto ; Que por medio di- i-sta prueba, que con rason lia 
«ido calificada, en la sentencia apelada, como digna de tuda Té. 
por la calidad de las personas que declaran y por la satisfacto- 
ria razón de sus dichos, queda plenamente acreditada la verdad 
de los siguientes hecho» : 

a) Que desde el establecimiento del molino de Ramallo 
hasta que se construyó el puente del Ferrocarril Buenos Aire* 
y Rosario, muchos buques de cabotaje han hecho con frecuencia 
sus operaciones de carga y descarga, en el arroyo de RamalK 
aguas arriba del puente frente al molino, al lado del canal 
de desagüe» con intervención del guarda de la aduana de San 
Nicolás. 

b) Que la navegación del arroyo de Ramallo hasta frente al 
molino, queda obstruida por el puente del ferrocarril, por no 
poder pasar los buques de cabotaje con sus palus de armaduras 
por debajo del puente. 

Sesto ; Que la prueba pericial, que consiste en los informe* 
de los ingenie rns don Luía A. Huergoy don Emilio C. Agrelo 
de foja doscientas sesenta y siete y Toja doscientas nebenta y 
tres, ofrece la particularidad de que cada uno de ellos se ha ex- 
pedido en completa disidencia sobre la cuestión de que se trata, 
como lo demuestran las conclusiones finales de su respectivo 
dictáineu, siendo las drl perito Huergo, en lo pertinente á la 
cuestión, las siguientes: 

a) Que las embarcaciones menores que navegan los rios 
y que i-ventualmente pueden, en crecientes mayores, haber 
pagado aguas arriba del puente, pueden también hoy pasar por 
debajo del puente. 
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h) Que en la práctica, ni U< embarcaciones menores» ni las 
muyo res hasta catorce mil arribas de porte, bao tomado su 
carga ñ menor distancia del molino, fie cuatrocientos á quinien- 
toi metros liguas abajo del mismo, es decir, á cien ó más me- 
tros aguas abajo del puente. 

r) Que no eiiste (Minio ion conocida por la cual pueda consi- 
derarse navegable lu parte del arroyo Ramallo comprendida 
entre el puente del ferrocarril y la acequia del molino del 
señor Coudanne. 

Las conclusiones riel perito Agrelo son estas otras; «Prime- 
ro : el arroyo de Ramallo es navegable, aguas arriba del puente 
del Ferrocarril al Rosario, para la generalidad de los buques 
menores de cabotaje, una tercera parte del año; segundo, el 
molino h i po i do hacer en él sus operaciones de puerto durante 
todoe-íc tiempo; tercero, el molino ha podido hacer regulnr- 
mente, todos los años, sus operaciones de puerto; cuarto, el 
puente del Ferrocarril al Rosarlo impide el pasaje á los buques 
menores de cabotaje; quinto, el establecimiento del molino no 
ha modificad" las condiciones del arroyo en ta parte que queda 
aguas abajo del desagüe del conducto >. 

Séptimo; Que dados los antecedentes que invocan los peritos 
y que sirven de fundar uto á sus respectivas conclusiones, es 
de observar que la disidencia que eiiste entre ellos, no es se- 
guramente porque estén en desacuerdo en alguna cuestión téc- 
nica de su profesión , en que pueda haber dos opiniones diferen- 
tes; nada de ésto, porque en lo que concierne i su oficio, como 
ser la observación de los diferentes niveles del agua en el arroyo 
de Ramallo en los distintos pontos donde han practicado son- 
dajes, el modo de apreciar y aplicar á dicho arroyo el cuadro 
de las fluctuaciones del rio Paraná de fojas doscientos sesenta 
y tres, doscientos setenta y seia y doscientos setenta y siete, 
■ para conocer en los distintos meses del año, el diferente nivel 
de las aguas de aquél entre el puente y el molino, y el número 
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de tí ¡as qne se mantiene ese oif el, no hay una discrepan oía tan 
sensible que sea la causa «tei desacuerdo «Mente para estable- 
cer di* has conclusiones. 

El desacuerdo procedo de la aseveración que reapectiiameate 
hacen de datos a hechos Age no» á Ias observaciones periciales, 
efectuadas eu el día dé la inspección pericial realizada, con la 
asistencia del juez a qw, el treinta de Junto de mil ochocientos 
non- uta y uno; dato* 6 hechos en cuya verdad no están con Cor- 
mes, y cuyo diferente mérito da lugar á las conLnidictorias 
conclusiones á que arriba cada perito. 

Octavo: Que así sucedo: primero, que mientras el ingeniero 
Huergo afirma que los buques arbolados de menor calado que 
navegan nuestro* rios, por regla general, calan cargados un 
metro cuarenta centímetros, y eieepcionalmente se encuentran 
del calado de un metro veinte centímetros, el ingeniem Agrelo 
afirma ú su vez que la generalidad de los buques menores de 
cabotaje tienen un calado comprendido entre euutru y diez 
cuartas, haciendo uso de la medida rulgar usada para la mari- 
na de cabotaje, ó sea, ochocientos sesentay seis milímetros á dos 
metros ciento sesenta y cinco ; y segundo, que mientras el in- 
geniero Huergu asevera que las embarcaciones de un metra y 
veinte centímetros de calado tienen una arboladura, cuya altu- 
ra desde cubierta no pasa de diez metros, el ingeniero Agrelo 
sostiene que las medidas m¿s comunes del arbolado ó mástil 
de tas embarcaciones del calado de ochenta y cinco centíme- 
tros á un metro y cincuenta y cinco centímetros, como ser 
balandras y cutera, son da doce á diez y seis metros y que .«1 
arbolado de los pailebots de un metro y diez á un metro 
y Betcnta centímetros de calado, es de trece a veinticinco 
metros. 

ftoveno : Que en vista de estas diferentes observaciones de 
los peritos, se comprende que, para apreciar como verdaderas ' 
las conclusiones finales del uno ó del otro perito, sea de la ma- 
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yor importancia averiguar cuál de ellos está en lo cierto, cuuii- 
do consigna toa datos ya mencionados. 

A este respecto, es de notar que el ingeniero Huergo hace sus 
afirmaciones bajo la sola autoridad de su palabra, entro tanto 
que e) perito Agrelo invoca para las suyas las constancia* del 
libri dtí registro de arqueos de buques de la matrícula nacio- 
nal, que dice halier tenido a la víata y que comprende mis de 
do» mil quinientos buques de todas clasvs, aseverando qut- la 
mayoría de los buques registrados Ja componen los de pequeño 
porte, tales como pailebots, balandras, outers, balleneras, 
etcétera, c ayo tomdaje es de ocho a treinta toneladas. 

Décimo: Que no habiendo prueba para tener por mis cue- 
tos los datos del uno que del otro perito, sobre calado y arbo- 
ladura de los buques de cabotaje á que se refieren, el estudio 
particular de la materia hecho por el que suscribe, ilustrando 
su opinión eos informes que cree fidedignos, lo autoriiaá tener 
por roa* ciertos los del ingeniero Agrelo, 

Undécimo: Que con tal motivo, no puede haberla menor du- 
da de que son inexacta* las conclusiones á "ie ha llegado el 
perito Huergo, como lo ronvencen los otros datoa qne han ser- 
vido de fundamento a su dictamen. 

Para demostrarlo, baña observar que siendo cierto como él 
lo dice, que con el agua que tunta el arroyo de Ramal lo el treinta 
de Junio, din de la inspección pericial, podían pasar ¡iguas 
arriba del puente basta Ja acequia del molino, bnques arbola- 
dos que calasen cargados un metro veinte centímetros, dejan- 
do debajo de la quilla veinte centímetros de agua, y siendo 
igualmente cierto, según el mismo perito, que la altura libre 
que queda entre la superficie del agua y la cara inferior del 
puente es de doce metros, resulta de una verdad incontestable 
que los mismos buques con el mismo caudal de agua en el 
nrroyo, no podrían pasar por debajo del puente, desda que sn 
arbolado 6 mástil, lejos de no llegar á diez metros, como lo 
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afirma, no es menor <le trece metros. excediendo m;ís bien, 
como exeede comunmente de ésta medida, hasta veinticinco 
metros et arbolado de los buque* de cabotaje que calan desde 
un metro diez á un metro atenta centímetros, según lo demues- 
tra el cuadro que presenta e) ingeniero Agreloéfnja doscientos 
ochenta y ocho vuelta de su [lencía. 

Duodécimo : Que lia; más : por el mismo cuadro do obser- 
vaciones del perito Agrek sobre euUtlo y arboladura de las di- 
ferentes «Tases de embarcáosme* del mas pequeño porte, como 
se* balleneras de setenta y cinco centímetros ¿un metro veinte 
centímetros de calado, y balandras y entera de ochen tu y cinco 
centímetros» un metro citKuenta y cinco centímetros, se vé que 
no podrían tampoco pasar muchas d»* esas embarcaciones por 
ilebajo del puente, habiendo en el arroyo el caudal de agua ob- 
servado et treinta de Junio, por cuanto teniendo el arbolado de 
esas rmbaroaciones ta altura de doce á fl tez y seis metro*, el 
puente es necesariamente un obstáculo insalvable para el pasaje 
hasta el molino de la may^r parte de ellos. 

Agregúese A esta demostración laque resultado la exposi- 
ción misma que hace el perito Huergo en su informe, cuando 
refiriéndose á la manifestación que le había hecho Cuodanne 
de haber cargado en el molino buque* de catorce mil arrobas, 
dice: * Que tales buques representan un calado mínimo dedos 
metros veinte centímetros y exigen una profundidad mínima de 
agua de dos metros cuarenta centímetros aguas arriba del puen- 
te es decir, que la altura del rio Paraná > (del cual toma so 
caudal el arroyarte Ramalto, según ambos peritos), «correspon- 
da i la cota de cinco metros atienta y nueve centímetros en la 
escala, como está marcada con la línea carmín punteada en el 
plano número tres ». Y añade: « Examinando el cuadro de fluc- 
tuaciones del Paraná, encontramos que buqnes de tal calado 
sólo han podido pasar en el año de mil ochocientos ochenta y 
uno durante ciento sesenta y curo días ; en mil ochocientos se- 
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lenta y ocho, ciento uutrcntt y un 'lias: en mi) ochocientos 
ochenta y dos, ciento veintiocho dias, y en mil ochocientos se- 
tenta y nuefe, cincuenta j ocho dias *. 

Décimo terrero : Que después de l" eipuesto, y siendo incues- 
tionable que buques del porte expresado últimamente tienen 
un arbolado mucho más alto, que el claro que hay entre el agua 
y el puente, do se necesita más para demostrar ton los propios 
dato» del perito Huergo, que ha padecido la más grave ■•quivo- 
«íacion, cuando lia consignado comu verdaderas l is exclusiones 
finales de su informe. 

Con efecto, no se explica t|U« por ser eventuales las crecien- 
tes del Paraná, que son sin embargo periódicas y ordinariamen- 
te indefectibles, todos los anos en ciertos meses, se pueda con 
ratón alinn n . como lo úa hecho el ingeniero Huergo, que du- 
rante las mayores crecientes de ese rio, del cual toma su caudal 
el Ramal lo, la* embarcaciones menores, cuyo arbolado excede 
comunmente de la altura de trece metros, pueden hoy pasar por 
debajo del puente, como lo hacían untes de que estuviese colo- 
cado, siendo asi que entre éste y la superficie del agua de esas 
-recientes, no llega, alguna vez á haber de claro, como míni- 
mum, sino la altura de ocho metros; y cuando el cuadro de 
fluctuaciones del Paraná con los ¿ondajes tomados en el arro- 
yo Ramal lo, el día de la inspeecim ocular, convence por una 
sencilla cuenta de proporción ;i cualquiera que se tome el traba- 
jo de hacerla, que no hay peligro de varadura, por falta de agua, 
para las embarcaciones de los diferentes calados que, durante 
las crecientes, pueden llegar a cargar ó descargar hasta el de- 
sagüe del molino, desde que fácilmente se pnede evitar esa con- 
tingencia, dado el considerable número de diasque se mantiene 
el rapoctivo nivel de las aguas en el Ramallo, para el diferen- 
te calado de dichas embarcaciones, como lo demuestran los pro- 
pios cálculos del ingeniero Huergo, cuando consigna el numero 
de días que en los diferentes años que menciona, han podido 
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subir aguas arriba del. puente, las embarcaciones del calado de 
qq metió y reinte y de dos metros j teinte centímetros, y 
como lo acreditan también d«l modo mis concluyeme, los pro- 
lijos oJlculos hechos por el ingeniero Agrelo, demostrando con 
lus datos que Mimiaistran los cuadros de fluctuaciones del Pa- 
raná, que en los catorce años que comprenden ( loa diagrama» 
de dichas fluctuacioues, han podido llegar hasta el desagüe del 
molino, embarcaciones desdi- el calado de dos metros cient*. se- 
senta y cinco milímetros hasta ochocientos sesenta y seis, sien- 
do perfectamente navegable el K amallo hasta «-se punto para 
embarcaciones menores durante una tercera parte del año. 

Décimo cuarto : Que unte estas demostraciones de la pericia 
de ambos ingenieros y especialmente ante e! irreparable testi- 
monio de tantas personas carácter liadas que han declarado, 
como testigos presenciales, el haber fisto frente al molino de 
Coudanne embarcaciones de cabotaje haciendo operaciones de 
puerto con iutertencion de empleados de aduana en años ante- 
riores á la erección del puente, no es posible aceptar como 
verdaderas la* conclusiones del ingeniero Uuergo, ya cuando 
afirma que pueden pasar hoy por debajo del puente en las cre- 
cientes mayores, embarcaciones menores que antes podían ha- 
cerlo aguas arrilia de él, ya cuando sostiene que, eu la práctica, 
ni las embarcaciones menores, ni las mayores hasta catorce 
mil arrobas ue pone, han tomado su carga á menor distancia 
del molino de cuatrocientos á quinientos metros aguas abajo 
del mismo, es decir, á cien 6 más metros aguas abajo del 
puente; ya finalmente cuando dice que no eliste definición co- 
nocida por la cnal pueda considerarse naregablo la parte del 
arroyo Kamallo entre el puente del ferrocarril y la acequia del 
señor uoudanne, como si para qne una corriente de agua hubie- 
se de ser nafeguble, se requiriese más sino qu«» puedan flotar 
y recorrer sobre ella, una distancia dada, embarcaciones del 
calado y arboladura á que so han referido los peritos. 
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Décimo quinto: Que por las mismas ratone* tapeftas deben 
Umb.en rectaararse, «oído inoiactes y sinfundameut,,, las con- 
clnsiouesdel juei « or. cuando en su sentencia decían. qu « 
es absolutamente imposible la navegación * felá riel arroto 
Remallo eo sus condiciones actuales, pretendiendo fundar esta 
su tesis eotre la estreche* del cace del arroyo, m sinuosidades 
S he alta* barranca, que lo rorman, siendo así qo, por razón 
de estas condiciones, que no han fari.do desde que se construyó 
el puente, no puede ese arroyo dejar de ser naregable p.ra bo- 
ques de tela, ,omn lo ha sido ames de dicha ronstr u.cion, según 
se ha probado por numerosos lengua, que así lo declaran v 
retulta igualmente acreditado por el dictamen de Jo. peritos nin- 
guno de los cuales ha llegado á establecer esa avan.urfa eon _ 
^nsion del j,ie»; ora Umhíen cuatro este niega, qt,e dicho arro- 
jo sea naregahle m fado, porque no puede ser utilizado, en 
todo tiempo, para una uategacion reblar hasta el mohm 
«Vade que nn obstante ser ello ciertu, se ha probado, sin em- 
baryo, q»e es r,alúable eUr. liap orte de productos hasta ese 
punto, a lo menos durante la tercera ,,arte del año, por medio 
de la generalidad de loa buques menores de cabotaje lo que 
basta par* la explotación industrial del molino de Coúdanne 
como se ha realizo en lo, muchos años que ha tr,haj».loant e ¡ 
de la erección del puente, y hasta del mismo modo para que la 
navegahilidad de dicho arroyo s ea considerada económicauei- 
te hublandu como un heeho de incontestable rerdad, y ora final- 
mente cuando el mismo jtiet, colorándose en «I hipotético ca 80 
Je que ae mantuviese permanente el nivel de la más alta cre- 
ciente, aserera que el espacio libre de siete metros que quedaría 
entre el agua j l« cara inferior del puente sería suficiente 
P»ra dejar paso libre á los buques de cualquier calado que 
pudieran entrar en ese arrojo bajando ios pfl | 08 , nperucion 
qne dice ser rápida y económica y que practican diariamente 
ain ninguna dificultad y en brere tiempo los buq„es que 



I3S faluis un t* «um»* mm 

remontan el Riachuelo arriba de los (mente* que lo atra- 
tiesao. 

Décimo íeapío: Que respectóle esta consideración del juei 
a quo es de obs.rfar que »i«ndo caw "* e ,e * w** d « r ». Iil 
más porros i y concluyeme de nostracion que pudiera darse de 
la inocuidad del puente del rt*rn»earril para impe lir la comuni- 
cación por agua qu<¿ ha podido tener el molino del demandante, 
llama inuoho la atención qn - no se haya ocurrido alegarla ni a 
)a ruipresa demandada para pedir el recluso de la demanda, i.i 
al perita Huergo para justificar sus oonclusione»; pero si asi ha 
sucedido, es sin duda porque sabían que es* operación de bajar 
loa pijas tan sólo fácil para la parte superior de los inistilea ó 
mastelero qae forma una mínima parte de la altura total de 
tdlos, generalmente de dos ú cuatro metros i pero de ninguna ma- 
nera tratándose de los mástiles, para los cuates es de mucho tra- 
bsjp y e»»ro f tiempo, f de ningún modo nna operaron facti- 
ble oconóaiicamente hablando, al solo objeto de posar un puente, 
romo lo Infolio i el ingeniero Agrelo a foja doscientas «órenla 
y dos de su dictámen pericial . 

Décimo séptimo: Que concordantes con e>tos dato* son los 
de otras personas perita* en la materia y dignas * juicio del 
ministro que suscribo de la mayor fé t las cuales, consultadas al 
respecto por ?ia de estadio ó instrucción particular han confir- 
mad" esos datos habVndu informado una de ellas, el Gefede Es- 
tado Mayor de Marina, a propósito de los buques que remontan 
el Riachuelo de líarraoas en carta dirigida á dicho ministro : 
* Que hay un reducido numero de embarcaciones en laBoea, que 
tienen palos los cuales no se utiliaan para aguantar Telas linó 
romo aparejos para el desembarque de las mercaderías quecar- 
gao, éstas hacen i l tráfico interior del Riachuelo, teniendo iu 
pul,.' macho una oharnulaú la altura de la cubierta para abatir 
el palo al pasar por debajo del puente de Barr.icaa ». 

Décimo octavo: Que resaeUi aürmati Ta mente, como queda, 
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por l is precedente» consideraciones la primera (Je tita cue*tiou»<s 
qii" son materia de este (alio, no puede ser dudosa la solución 
negativa q.ie correspondo á la segunda de ellas, á saber que ¡a 
empresa del f.-rru<arnl no tiene derecho d« con^rvjr «i puente 
de que se trata donde y como lo ha •Tuiistrufdt», debi« ndo, t>n 
consecuencia, levantarlo (Í<*| sitio donde M lia i la a modificar su 
■ on^truccion en una forma qtlé no obstruya la navegación del 
arroyo Ramall». 

Décimo noveno: Que la rentad y justir¡n d<> esta solución se 
evidencian con el alar» teito de Las dispo*iriuues legales que 
('oudanne ba invocado mi apoyo de «o demanda y que ñ au I tan 
violadas con ta onstruccion dees-- puente. 

Así sucede con ta ley de ft-rrocar tiles, la que en su artículo 
segundo, inciso seitn establece; que « cuando una línea lern a 
atraviese agna« navegables, lata deb<* ser eonst roída de manera 
qu>' no embarase ni entorpezca la navegación ». 

Concordante con esta disposiciones la del artículo dns nii) 
oaatVoi'iento* cuarenta y uno del Código Civil qnedice: « Si loa 
nos fuesen navegable* está prohibid» el uso de sus aguas que 
de cualquier modo estorbe 6 perjudique la navegación ó el libie 
paso de cualquier objeto de transporte fluvial». 

El contrato mismo ce I Ufado entre la compañía de Ferrocarril 
Buenos Aires y Rosario con el Poder Ejecutivo de la Nación, 
pira la construcción deesa linea, contiene en su at tiento diet y 
siete n na estipula "ton por la cual lacompanfa queda obligada ai 
estricto cumplimiento de loque prescriben las I- yes, decretos y 
reglamentos de obras pdblicas, de contabilidad y de ferrocarril 
les en vigencia ó que en adelanta s>> dictasen. 

Vicésimo; Que contra las prescripciones de las leyes citadas 
y de la obligación de la empresa demandada de someterse a 
dichas prescripciones, no puede ella alegar para conservar el 
puente en sus condiciones actuales y como sí fuera una cons- 
trucción legal, que los planos de la línea y la estructura del 
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puente han sido aprobados por el Poder Ejecutivo de la Nación 
ú múi ¡Í.U Ju la ley de iec-ba qumui U« Oocubu, do uiil ochocien- 
tos tienen ta y tres, queautoriió 1a prolongación del Ferrocarril 
Buenos Aires á Campana hasta el Rotar ¡o, porque esa aproba- 
ción sólo ha podido obtenerse subrepticiaim ute t 6 sea, silen- 
ciando que eJ puente obstruía la navegación del arroyo Rama- 
lio, ya que á haber conocido la obstrucción seguramente no ha- 
bría aquél aprobado liichos pJauos, desde que no es raioaable 
suponer que el poder ejecutivo quisiese infringir ¡as leyes de 
» la Nación aprobando i-sa cbuatruccion, cuando en el contrato de 
concrsin., de la línea imponía á la compañía la obligación de 
cumplirlas. 

Vigésimo primero ; (¿ue sea do esto sin embargo lo que fuese. 
I» Terdüd es que la aprobación de eso* planos no puede hacer 
del pnente una construcción dt- existencia legal cuando por la 
circunstancia de obstruir la navegación d-J Ramalto ella está 
prohibida por U ley y porque el poder ejecutivo, cuya misión 
constitucional es cumplir y hace, cumplir la constitución y la» 
leyes de la Nación, al ser facultado por la ley de quince de Oc- 
tubre de mil ochocientos ochenta y trea para aprobar los estu- 
dios y planos de la prolongación hasta el Rosario, de [a línea 
férrea u> Humos Aires á Campana no puede considerársele ha- 
bilitado para aprobar una obra como la de ese puente, contraria 
ú disposiciones expresa,-» d.- leyes preexistentes como las ante- 
nórmenle citadas, desde que no ha sido autoriiado por aquella 
ley ni por otra alguna para dejar sin efecto esas disposiciones, 
como era necesario que sucediere, siempre que en ello no hu- 
biese una violación de la constitución, pur manto las leyes no 
se derogan sino por otras Jej f*i 

Viyéstmo tegtintfo : l|ue no es menos cierto tampoco que tra- 
tándose de tina corriente de agua navegable como el arroyo dt 
Uam.dlo, el tnisuio Congreso no podría autoriiar obra alguna 
que suprimiese ó extinguiese su navegación en todo ó en parle, 
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porque esto »-.ri& atentatorio al principio consagrado en #1 ar- 
tículo veinte y seis de ta Constitución Nacional que declara que: 
* La natvgacion de loa ríos interiores fie la Nación es libre para 
tortas las banderas • sin que de la oláusnla con mjeccion única- 
mente á ios ret/lamentos V rte dicte ta autoridad nacional, bajo 
la mal está acordada esta franquicia pueda derivarse para el 
Congreso, la facultad de limitarla y mucho menos suprimirla, 
por cuanto ella está comprendida en aquello* principios, garan- 
tías f derechos a que expresamente se refiere el artículo reinte 
y ocho de la Constitución Nacional cu.mdorleclara que « no po- 
drán ser alteradas por leyes que reglamentan su ejercicio * , 
siendo incontestable que la obstrucción parcial ú la supresión 
total de Is navegación que admite la sentencia apelada como 
facultativa para el Congreso, sería una manifiesta alteración del 
principio constitucional ya citado, que le está terminantemente 
prohibi-lu sancionar, 

pésimo tercero; Que en presencia de tas disposiciones cons- 
ta ucti mal es va recordadas, y de las leyes en su consecuencia 
dictadas por el Cougre^i, se re claramente que carecen de per- 
tinente aplicación al caso los fallos d« la Ruprsnu Corte de 
Estados Unidos que se invncanen la sentencia apelada, preten- 
diendo con las resoluciones consignadas en ellos autoriiar una 
doctrina que es mani listamente contaría i los principios cons- 
titucionales y léyea que nos rigen y que si ba podido admitirse 
por las drtesd» justicia en Estados Unidos como derivación de 
la facultad de reglamentar el comercio entre los Estados que 
acuerda la Constitución americana al Congreso de esa nación, 
como nuestra Constitución la acuerda también al Congreso de 
la Nación Argentina, ello es porque en aquella constitución 
esa facultad, en lo referente ¿ la reglamentación de la navega- 
ción de los ríos interiores, no esti restringida con una disposi- 
ción análoga á la establecida en el artículo veinte y echo ya ci- 
tado de nuestra Constitución. 
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Vigésimo cuarto: Que considerada finalmente la cuestión 
•obra remoción del puente del punta de T ata económico ¿ ó se», 
de Ion considerables gsstoe que la empresa tendría que hacer 
para realizar dicha remoción así como del pequeño recargo de 
costo que habría para la explotación (i el molino haciéndose el 
transporte de La carga entre un punto situado aguas abajo del 
puente y el molino, es evidente qo« ni la una ni la otra consi- 
deración abonará el pretendido derecho d» la empresa para con- 
servar el puente donde lo ha construido porque las obras eje- 
cutadas en contravención de la leyeí y en perjuicio de tercern 
no dan derecho A sus aotore* para conservarlas en sa servicio 
porque sea costosa su remoción, y mucho menos pueden adqui- 
rir por ella el derecho A ser indemnizados del perjuicio que lies 
cause y que deben imputara** A sí mismos, y porque la justicia 
dejaría de si-r justicia si no se ejercitase siempre para ordenar 
la reparación del daño injustificadamente causado por pequeña 
que sea sn entidad. 

Vigésimo quinto : Que eu cuanto á la tercera cuestión sobre 
si sv debe á Coudanne la indemniiacion de daños y perjuicios 
que demanda, es d«- observar que para resolverla debidamente 
es necesario apreciar el mérito de la prueba que ha producido 
no sólo para declarar si existen y cuales son loe daños j perjui- 
cios que |e haya ocasionado la construcción del puente, sino el 
quantum de los que deba abonarle la empresa. 

Que mirada de este punto de vista ta cuestión sobre daños 
y perjuicios promovida en la demanda, es evidente qoe la sen- 
tencia apelada no la ha resu ito como lo demuestran sus propios 
términos, en cuyo t aso no habiendo A su respecto pronuncia- 
mi*' oto de parte del jnez a quo no puede esta Suprema Corte 
como tribunal de apelación que es en esta causa, entrar A re- 
solverla antea que aquel dicte su fallo sobre ella. 

Vigésimo semto : Qoe a este efecto deben devolverse los autos 
á dicho juez para que resuelva la cuestión como corresponda en 
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derecho, no siendo raxon bastante para decidir lo contrario ej 
que por haber desee lindo aquél de un modo absoluto en sm iVn> 
tenci* la demanda le foja siete deba decirse resuelta la cuestión 
d" que se trata, en los término* eo que procede considerarla 
ahora que esta Suprema Corte declara que no es de existen» i* 
legal la construcción del puente de la empresa y que debe remo- 
Terlo, no pudiend<>, en tal virtud, subsistir la semencia apelad.* 
en cuunto desecha l:i demanda de Coudanne, negándole por ello 
el derecho á ser indemnizado de los Auno* y perjuicios que hu- 
biese probado que se le han ocasionad». 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia aislada de 
foja trescientos sesenta y tres, declarándose que la empresa <lel 
Ferrocarril Buenos Aires y Kosarto, debe levantar el píente 
que tiene construido para el servid • de su linea en el arrojo de 
Ham kilo, ó inoditicar su construcción de nielo que no obstruya 
con él la navegabilidtd de dicho arroyo, debiendo nsí verificarlo 
en el término prudencial que fije et juez de la cansa, con au- 
diencia de los interesados; devuélvanle loa presentes autos p¡ira 
que dicho juez resnelva como sea de derecho lo concerniente á 
la indemniiacíon de los dafms é intereses que ha demandado 
Coudannn, de conformidad con lo declarado en el último consi- 
derando debita resolución. Repónganse los sellos. 

AML UUR. 



* 
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tfftfti Berretla contra don José F. Varona 
sobre reivindicación 

Sumario. — si el reivindicante un prueba su dominio sobre 
la cosa reivindicad», de he absolverse al poseedor. 



Caso. — Resolta del 



r*lt* 4+1 J«m» rwleral 

Paraná, Novíemlire 38 de 1886 

Y vistos, resulta: Que en 3 de Mayo fie 1872, eductor don 
Benjamín Vietoiicii, como albacea de l¡i téstame otaría del gene- 
ral don Justo José do Urqniza, autorizado por el juez de prime- 
ra instancia del Uruguay, en autos que corren á fojas 13 vuelta, 
15 y 16 del expediente dt< la referencia, según lo afirma el eiori- 
bano autorizante, otorgo escritura de venta á nombre déla ei- 
presado i estante n ta rf:i, á favor de don Eiequiel Del aloye, de 
un terreno rje seis cuadras, ubicado en la colonia San José, de 
esta provincia, lindando por el sur, con la plaza de dicha colo- 
nia, por el norte, calle por medio, con don José Bastlm, al este, 
dille por medio, <*on José lUisard, y al oeste, calle por medio, 
con la viuda Meyer (escritora de Toja I). 
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L» 20 de Mano de 1874 Delaloye f ende este terreno á ¿»n 
José Berrettu (escritura de fojA 4). 

En Í5de Setiembre de 1877, éste vuelve á vender con pacto 
deretrovenfe á Delalnyu y á don Heñíanla Rav, Audrés 8imi>- 
ua¿i y Joaquín Aria^no, el terreno antes descr.pto, con lúa 
construcciones que en él se contienen (fojas 7 á 10). 

En 26 de Febrero de 1880, don Bsequíel Delaloye, foja* 15 á 
16, vende su parte indivisa á dou Jaime tfasraiuon, y éste á 
Berr?tUenl7 de febrero da 1882, foja 31, y en 35 de Octubre 
de 1803, don Joaquín Ariagoo, vuelve á vender su parte a Be- 
mttu, foja 18. 

Con estos antecedentes que Constan de las escrituras relacio- 
nudas, se presenta don José Btiretta ec su carácter de condó- 
mino de don Bernardo Ruy, demmdandc.á don José F. Varona 
por acción reivindicatoría, para que le entregue tres totes de 
terreno objeto de las transmisiones enunciadas que dice ocupar 
éste, con una extensión dt- veinticinco (35) varas de frente por 
cincuenta de fondo, entre los siguientes límites y linderos: al 
Sud, plata de La colonia San Jo*é j al liste, Martin Echevarría j 
al Norte, José Sappa y al Oeste, Pablo Citó y Julio Belqué, y 
además, para que le indemnice los dafio¿ y perjuicios ocasiona- 
dos por la ocupación indebida en proporción á ta parte que le 
corresponde como condomino. 

Dice en apoyo de su demanda, que aunque Varona lia ocupado 
el terreno por mucho tiempo, no ha podido llegar á hacerse 
propietario por falta de título. 

Varona, después de pedir se cite de eviccion & José Dey mona/, 
se presenta á foja 38 con la escritura de fojas 36 y 36, según las 
cuales et general don Justo José de Urqui», eu 3 de Diciembre- 
de 1869, vendió ádon José O. Deynionaz, un terreno solar ubica- 
do an la oalle San José, Departamento de Colon, de 50 vara* de 
Sud a Norte y otras 50 dé Este ú Oeste, lindando \m este rum- 
bo, calle por medio, con don Juan Denegrí, y por el Este, Sud 
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y Norte con terreno del fundidor ; y en 2 de Entro de 1877, 
lM'monuz lo ve ide n don Ignacio Bultamr Btibuis, quieu en 
la misma escritura declara que lo compra para sus uietiis y 
pupilos José J., Rosa y Serabn Varona, con- cuyo dioero lo ha 
pagado. En e*t« escriturase asignan como límites y linderos del 
terreno nbjtto de ln vmta. la plata de la cotonía San José por 
1 1 Sud ; don Juan Denegrí .il 0**ste, calle por medio ; don Mar- 
tin Ecbevarria al Este ;y al Norte, terreno val dio. 

Contestando ¡i u demanda lice: que Berretta jamás ha » stailo 
en posesión del terreno que reivindica: que tampoco es propie- 
uriodtí ellos, porque según lo* títulos pwr «L presentados, i ¡ 
linio- propi'-tarioesél y iio Berretta, poi lo que pide se rechace 
la demanda. 

Abierta la causa ,i prueba, se prndmie por la porte actoia, 
la que curre de Toja 58 á foja 94, y por el demandad ta d. 
foja % ¿ f»ja 117 inclusive. 

Y considerando: I* Que la auei.m reivindicatoría tiene bu 
urítrt'ü en "! dominio de las cosas, artículo 2758, Código Civil, y 
éste se adquiere |>or la tradición hecha en virtud du un título 
liáb:l para transferir la propiedad (artículo* 2001 y £002 del 
mismo código), 

2" Quedeestu se sigue que don José B> rretta estaba rii ]¡i 
obligación de probar que el tef reno qiu- remnd^a da Varona, le 
fué transferido por el verdadero propietario, mediante un lítulu 
T r a DB) a ti ro d v la pr o\ñ e i ad y que habí a entr adu en La posesión de * I . 

3* Que la escritura de venta otorgada por v\ doctor don Ben- 
jamín Virtnrica, con fecha 3 de M<yo di' 1872, en su carácter 
de al bace:i déla testamentaría del genera! don Justo José de 
Urqui»a,á fav«r de don Ezequiel Delaloye, causante de don 
José Berretta, de 6 cuadra* cuadradas de tierra, al Norte de la 
plaiade la colonia San José, traída por este último para modifi- 
car su derecho de dominio, adoloce de nulidad absoluta, según los 
artículos 1003 y 1004, código citado, por cnanto no sehantraos- 
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triplo en ella los doc-uim-nt-* habilitantes, á saber : «1 nombra- 
miento de albace.i hecho en la persona del otorgante, y el decre- 
to judicial que lo autoriza para vendar. 

Que esto, uparte de los término» de esa escritura, ni le la de 
venta de Delatare A Berretta, f -jas 4 a 6, no resulta claramente 
que el terreno que se reivindica este comprendido en las 6 cna- 
dra* cuadradas á qu>* e is «scritoras se refieren, pu * si bien es 
verdad que éste da su frente Su<i de 50 varas á lu pluzn de la 
Colonia, seguf) lo reconoced mismo demandado y el veudido por 
Víctor ica á Detnlove y por éste 4 Berretta, también linda por 
el Sud con dicliu plaza, no consta sin embargo en forma alguna 
que este último linde en toda sti extensión de la pl.txa, como se- 
ría necesario para que en 41 estuviese comprendido el primero, 
y no se lia tendido otra prueba tendente á establecer que el 
título exhibido se n-fiur.-al terreno en cuestión. 

Que tampoco resulta justificado por la prueba testifical, que 
Bernlta hubiese entrado mine i en la posesión de la fracción dt 
terreno que demanda de Yerona, En efecto, las decl» raciones de 
los testigos presentados por la parte autora, son vagos & t-ste 
respecto, como I" es el interrogatorio á que cnntcstan. Kn él 
se Us pregunta si saben que don Ezequiel Delaloye ocupú y pa- 
bló tos terrenos que quedan al forte de la plaza de la Colonia 
San José, y ti don Jo& ( Uerretta le sucedió en la propiedad y 
fiosesion tte ello»; y los testigos, co l excepción de Parodié, cón- 
le^laii asertivamente, 

Estos testimonios qu-\ como se ve, no precisan la ubicación 
de los terrenos que vieron poseer i Delaloye y Uerretta, expre- 
sando sus límites y li ideros, ni siquiera su extensión ene! fren- 
te y fondo, no prueban qu ■ los solares que se reivindican de 
Varona fueaen uno de los poblados ú ocupados por Berretta, que 
es precisamente lo que debió probarse, pues es p . si ble que- 4ste 
hubiese pos ido terrenos al Norte de U plata do la Colonii, sin 
poseer el solar ó solares que ocupa Varona. . 
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Que los mismo* testigos, eon test ando á la «óptima pregunta 
con que se les interroga sobre si parte di* los terrenos de Dela- 
tare, hoy de Berretta, se encuentra ocupado por Varona, dicen 
que no lo saben, con excepción de Enrique Lámar, que contesta 
qne si, foja 76; lo que demuestra que al afirmar que Delaloye 
y Birretta ocuparon y poblaron tus terrenos situados al Norte 
de la Colonia y que lia-ita hoy ocupa este ultimo, no se han re* 
ferido a] que posee Varona, porque de comprenderlo en lo* poseí- 
dos por Berretta, no se explica que ignoren el contenido déla 1* 
pregunta transcripta. 

Que i testimonio de Enrique Lámar nada prueba: t°, porque 
él solo tiene conocimiento de los hecho* sobre que declara, des- 
de el año 1884, después de estar ya Varona en la posesión del 
terreno queso reivindica, de manera que cuando afirma que éste 
forma parte de ios terreno* de Berretta, debe entenderse que se 
refiere al titulo, no i ta pose- ion, porque él no ha fisto que Be- 
rretta poseyese esa fracción ante» que Varona; y 2°, porque 
además es un testigo singular dependiente del que lo presenta 
y favorecido por él. pues le permite virir en huí terrenos y lo 
tiene al cuidado de ellos. 

Que, por el contrario. Varona ha probado que él y sus herma- 
nos y ante* qoe ello» don Cirios Deymonaz, poseyeron el terreno 
comprendido entre la plata de la Colunia San José por el Sud: 
don Martin Echevarría por el Este, don Martin Denegrí por el 
Oeste, y terrenos desocupados ó baldíos por el Norte, y que Be- 
rretta nunca ha tenido el dominio de ese terreno s asi resulta de 
Jo declarado por los testigo* Apolinario K. 9angninet-i, Inten- 
dente Municipal de Colon, á foja 99; Manuel Gutman, foja tüt; 
Juan Mayer, foja 103; Juan Pon», foja 106; Pedro Rougier, foja 
107; Federico Vidal, foj i 110; Alfonso Cerquy, foja 112; y Ci- 
rilo Bastían, foju 113 vuelta. 

Que si bien es verdad que el lindero Oeste del terreno subre 
que declaran esto* testigos, no concuerda con el que se asigna 
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por el mismo rumbo al que se demanda, los del Eate y Sod 
son loa misinos; jen cnanto al del Norte bien puede ser Lappa 
como su establece en la demanda, y estar baldío o desocupado, 
como lo dicen tos testigos. Es pues evidente que los testigos se 
han referido al mi mu o terreno en cuestión, aunque con más ó 
lit- tios extensión por el Oeste. 

Que por loque respeta al modo cómo esto* testigos salten lo 
qut helaran, al afirmar qm> B^rretti nunca ha tenido »] do- 
minio del inmueble en litigio, expres.m que lo saben por cono- 
cimiento directo, por habed • visto, y ésto basta para reehaxar 
la tacha. 

Por todas estas consideraciones y de conformidad con tu ley 
I a , titulo 14, partida 3", declaro que d»n José Berretta 
no ha probado su demanda y, en consecuencia, absuelvo de ella i 
don Joté J. Varona. Notifíquese en el original y repóngase el 
papel con el sellado correspondiente. 

H. de T. Pinto, 



Buenos Aires, Abril 11 de !««♦. 

Vistos y considerando: Que con arreglo ¡í las constancias de 
autos, es rigurosamente exacto, como lo dice la sentencia ape- 
lada, que el actor no ha probado que el terreno que demanda 
fuese parte del de seis cuadras cuadradas que el doetor Benja- 
mín Vtetorica, albaceadel general don Justo José de Urquiia, 
Tendió en tres de Mayo de mil ochocientos setenta y dos, ¿don 
Etequiel Delaloye, ouyos derechos gestiona el actor en quien 
ha recaído por enajenaciones sucesivas . 
Que es de observar, al contrario, que los limites Eate, Norte y 
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Oustv del terreno demandado, qne sir*en para individualizarlo 
delimitándolo de los terrenos vecinos, na coin«ide con los asíg- 
n idos al inmueble enajenado por ¿I do -tor Victoria, no bailan- 
do por consiguiente que ambos tengan su frente Sud sobre la 
plaza. 

Que ai alguna duda quedara aOBffl qui el terreno demandada 
no es parte del de seis cuadras ya eipresado, ella desaparecería 
¡inte la consideración de que siendo aquel sólo de veinticinco 
Taran de frente por cincuenta de fundo, según la escritura, de- 
bi.'i estar limitado á lo tutoos por dos rumbos (Este y Norte; con 
el mayor de que oo sería sine. una fracción, lo que no acontece 
ni lo dice ni siquiera el demandante en la demanda. 

Que con arreglo á La 1er Teintioclio, título dos, partida tercera, 
entra en los eftcios legales de la posesión, que debe mantenerse 
en ella el poseedor ruando los que le demandasen la tosa por 
suya no pudiesen probar el Siñorío que se ¡(tribuyan, lo qne es 
también conforme con el artículu dos mil tres» lentos sesenta y 
tres del TórJigo Civil. 

Por estoy fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento cuarenta y seis, se conlirma ésta con coatas. 
Notifíquese con el original y repuestos los sellos devuélvanse. 

UNJAMfl FAl. — OCTAVIO BDNGB. 

— íuan m. mnnwrr. — akl 
baeavi (en disidencia). 
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Vistos : Considerando : Qne según lo reconocen ambas partes, 
el terreno á que se refiere la acción reivindicatoría deducida á 
foja veinticinco, ba pertenecido en propiedad al general don 
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Justo José de Urquiza, derivando el actor loa derechos que á él 
se atribuye, de los título» que bu presentado y que correo de 
fojas primera ú veinticuatro, y et demandado tos suyos de loa 
de fojas treinta y cinco y treinta y ocho. 

Que los títulos del actor son escrituras públieu* de Tenia por 
las cuales se acredita, que el terruño cuestionado, dada su ubi- 
ración cita ti frente que tiene á Ja plaza de ta Colonia Sao José, 
< s parte del que, en extensión d. seis cedras cuadradas y oon 
fecha trece de Mayo de mil ochocientos setenta y doi vendió el 
albaca de la testamentaría del general Urquiza, competente- 
mente autoritado al efecto, idon Esequiel Delajoye, y el mis- 
mo que Delaloye vendiu A don José Berretta con ficha veinti- 
trés de Mario de mil ochocientos setenta y cuatro y que después 
de varias trasmisiones volvió a ser adquirido por el actor don 
José tí^rretU, perteneciéndole últimamente en condominio con 
otro interesado. 

Que respecto de los títulos exhibidos p.ir el demandado don 
José Francisco Varona, es de observar que el de foja treinta y 
cinco es una escritura pública de venta hecha por el general 
ürquiza á favor de don José Cários Deymonax. en tres de Di- 
ciembre de mil ochocientos sesenta y nueve, de un terreno si- 
tuado en la misma Colonia San José, terreno cuya ubicación no 
corresponde á la del que es materia de la demanda, el cual tie- 
ne por límite al Sud la plaza de la Colonia, mientras que el Ten- 
dido por esa escritura tiene por lindero en este rumbo, a) mismo 
Tendedor general Urquiza; y aunque por la escritura de foja 
treinta y seis, que es la de la venta hecha por Deymonat con 
fecha dos de Enero de mil ochocientos setenta y nueve a favor 
de los menores Varona, se da al terreno que se les rende ñor 
lindero al Sud la placado la Colunia, expresándose que es el 
mismo terreno comprado por Deymonat al general Urqniia cu 
tn-s de Diciembre de mil ochocientas sesenta y nueTe, es evi- 
dente que esta declaración no rale para justificar con ella la 
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verdad ile til hecho, porque no está en la mano de» vendedor 
cambiará su arbitrio la designación de linderos que consta en 
nna escritura pública para hacerln servir como titula He legiti- 
ma adquisición de otro terreno de diferente situación. 

Que es también indudable que para justificar que es sujo el 
terreno de que se trata, no puede ampararse «I demandado de la 
circunstancia de hallarse en posesión de él y de concurrir en el 
raso títulos de adquisición que las partes han hecho de diferen- 
tes personas, porque si bien en este caso j conforme ó la dispo- 
sición dd artículo dos mil setecientos noventa y d*s Código 
Civil, se presume propietario el que tiene la posesión, esto es so- 
lamente cuando no se puede establecer cuál de aquellas personas 
era el verdadero propietario lo que no sucede aquí donde ambas 
partes han retono-ido que el verdadero dueño del terreno en 
cuestión ha sido el general Urquiza y donde tiene por consi- 
guiente que serlo al presente aquel de los litigantes que non tfr 
tulas en debida forma, acredite ser legítimo sucesor de los de- 
recho* de dicho general. 

Que esta justificación la lia rendid" completa el actor, lo de- 
muestran los títulos presentados por su parte defojas nnaá vein- 
ticinco, no siendo exacto que el de foja o^lio adolezca riel vicio 
de nulidad absoluta que le atribute la sentencia apelada por la 
circunstancia de no haberse transcripto en él los documentos 
habilitantes del al bacea vendedor, porque si bien es cierto el 
hecho de esa omisión, no loes menos que el escribano ante quien 
ae ha otorgado esa escritura asevera que tales documentos se 
bailan archivados en su registro, lo que con arreglo \ la ley bas- 
ta par» la validez de ella. 

Que respecto á la posesión del terreno en litigio, al efecto de 
haber adquirido él demandante su propiedad para hacer por eMo 
precedente la acción reivindicatoría intentada, ella resulta com- 
probada, cuando menos por las declaraciones de los testigos An- 
selmo Conté Grmid, de foja setenta y nueve vuelta; J usto Cu. - 
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y ello «o obstante habéml* pedido que dieran rawn de *u 

dicho. . , 

Fui esto* fundamentos se revoca la sentencia apelada de to- 
ja ciento cuarenta y seis y, haciéndose lugar & la demanda de 
foja veinticinco, se cundía al demandado á entregar dentro del 
término de die» -lias los terrenos á que dicha demanda se «be- 
re con sus frutos correspondientes desde el día de la interpo- 
sición de ésta. Hágase saber, repóngase el papel y devuélvanse . 

ABKL BAtAÜ. 
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Contienda de competencia entre el juez de Comercio de la Ca- 
pital yelde Santiago del Estero, en el concurso Abales y 
Pansa; sobre cumplimiento de exhorto. 

Sumario. - Resuelta por la Suprema Cuite la contienda de 
competencia, el jue. declarado incompetente carece de jnris- 
dicción paia gobernar los intereses del eoncurso, ordenar pagos, 
y disponer de cualquier otro modo de los bienes del mismo, y se 
halla en el deber de poner sin mis dilación sus fondos, papeles 
y demás pertenencias á disposición del juet declarado compe- 
tente. 

Caso - Dictada la sentencia de la Hnprtma Corte, que se 
re gi.trá en el tomo 74, pagina 93, de los fallos, el jne* de Co- 
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mermo de la Capital, doctor Figueroa, dirigió eihorto al juei 
de 1* instancia de Santiago del Kslero, reiterando otro, anterior- 
mente librado, en qm- se pedía la remisión le los libros, papeles 
y dentÚH pertenencias de la razón social Abatas y Ponan, en cuyo 
concurso conocía "I juez exhortante de acuerdo con la citada 
sentencia de la Suprema Corte 



AUTO DtL JUEZ DE í* INSTANCIA 



Santiago del K-lero, Octubre 'J7 de iww 



T visto» ; L-i planilla de eticas de actuación devengadas por 
el secretario don Km iqu ■■ Canal fVijúo, en los untos s^bre «con* 
tienda de competemia, concurso A. batos y Ponsa», y resultando: 
que con fecha Maíz- 14 dei corriente año, el jutgido de 
acuerdo con el Código de Pro regimientos, y dándole el curaode 
estilo, manda exponerla en la olimria yv el término de tres 
diaa. Que el secretario aludid" informa al pie de la misma que 
dicha planilla do pued" tramitarse i'or hallarse en Buenos Aires 
el expediente en que lian sido cansad as; qup por esa rausa 
alega á su favor la sentencia de la Suprema Corte federal, con- 
lirmando la de et>te juzgado en la contienda arriba mencionada, 
por cuanto ¿ate disponía « que se remitan los autos al j tugado 
de Comercio de la Capital federal, prévio ¡tai/ode costas, etc.», 
é invoca asimismo la ley civil que le couli-re, dice, el derecho 
de retención de los eipedientes mientras no se hayan satisfecho 
laa costas de actuaciones que en su virtud termina la exposi- 
ción aludida encareciendo que para tramitar dicha planilla so 
hace indispensable que V. S. se sirva pedir ií Buenos Aires los 
autos relativo» á la contienda de competencia, por ser ello así 
de justicia; que para mejor proveer se eorrid vista al fiscal de 
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los Tribunales, quien *e expide á foja. .. opinando q«h no se debe 
acceder 4 lo solicitado ; que ti-uii-ndo cunochñieiito (jij * el se 
ñor Gregorio Encalada, procurador de este foro, había aido 
designarlo por el señor síndico Souia alartinet para que ac- 
tive el presente despacho de un exhorto del juez de comercio, 
doctor R imo» T. Figueroa, este juagado le ha corrido vista de 
estas actuaciones, y para mejor proveer a fin de qoe manifiesre 
aí tiene instrucciones sobre el particular por relacionarse di- 
rectamente con lu materia del exhorto referido, la resolución de 
este incidente ; que el señor Encalada ha contestado en dili- 
gencia que no tenía instrucciones ningunas, pues tan sólo se le 
había encargado el diligeotíamiento del exhorto, 

V considerando : 1° que efectivamente la sentencia dt> ]a Su- 
prema Corte recordada por el postulante, es confirmatoria de la 
de este juzgado en el incidente de competencia aludido, y debe 
cumplirse como está mandado en decreto de este juzgad» re- 
caído en la comunicación de la Suprema Corte federal (véase las 
actuaciones de la referencia»; 8° que en dicho decreto este 
juzgado, saltando la jurisdicción del mismo, en cumplimiento 
de principios ronstitucionales v de legislación provincial, se 
reservó solamente lo qo • por di-reebo hubiere lugar en »l caso 
con la fórmula de procedimiento : « sin perjuicio i ; 3° que la 
presente solicitud oae dentro del alcance de la predicha fór- 
mula ó reserva, desde que en --Ha se pide el amparo de esta 
jurisdicción en materia que le es propia y que además fué a*f 
establecido en ta sentencia rmitirraada, < previo pago de costas, 
etc.». La opinión en contrario del efV-r bVal general de los 
Tribunales, es inadmisible pnr presentarse en oposición 4 ju- 
risprudencia respetable de la misma Suprema Corte federal v 
del fallo de la referencia, en el cual no cabe la distinción sutil 
que cree encontrar el >eñor fiscal, por aquella regla tan sabida 
que donde militan las mismas ratones legales debe extenderse 
sus preceptos, y por aquella otra no menos razonable, donde la 
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ley no distingue, no debemos distinguir. Y sí, pues, el fallo -Je 
la Corte (ley en este caso) confirma por sus fundamentos el de 
este juzgado, sin exceptuar nada positivamente, confirmo ip&a 
facto su parto dispositiva, tauto más que debe suponerse la 
mayor propiedad, ]» mayor corrección de lenguaje donde existe 
la mayor ilusi ración y la rectitud mayor ; 4 o estas considera- 
ciones sencilla* bastirían á juicio del infrascrito par» darse por 
competente en la materia de costas y honorarios roclumados ; 
empero, habiendo dictuinínado en contra el alto asesor letrado 
de los tribunales, el infrascrito se tc eti la necesidad de entrar 
en mayor número de razones para fundar su separación de tan 
ilustrado funcionario. Esas ratones ion de jurisprudencia y le- 
gales : de jurisprudencia federal y por eude del mismo tribunal 
que b« hablado i-n el ,1o en cuestión ; d» ley sustantiva en lo 
narioual y de ley sustantiva en lo provincial, fuera de las reglas 
del C6digo de Procedimientos. Con efecto : ¿ ddnde se debe 
deducir Las acciones sobre cosías y honorarios ? Kl cobro de bo- 
norarins y costas causados en una causa debe deducime por ante 
el juea que de ella cmioce ó ha conocido (síc!) sírie f\ tomo 9, 
página 90. Pero, se dice, lia cesado la competencia del juez de 
Santiago, y por ende se debe pasar al juei de Comercio de Bue- 
nos Aires todos los antecedentes del concorso. Sin duda, con- 
testa el infrascrito, pero todo tiene su más y su menos, como 
diiíe el vulgo, y debe fijarse ese límite, no materialmente sino 
racionalmente en el caso sub-judice, jurídicamente : y ha aquf 
el criterio jurídico justo : io que está comprendido bajo la deno- 
minación de costas es una parte complementaria del juicio en 
q,ue se han causado. Toda cuestión sobre honorarios y costas, 
agrega, debe conocerse por «1 juet que ha intervenido en la 
causa en que «e devengaron (*érie |\ turnó 4, páginas 33 y 52 ■ 
tomo 14, página 358). Ahora, para que la analogía decaaos baga 
resallar más, si cabe, la generalidad de la regla fijada para 
cuestiones de costas y honorarios, la misma Corte federal ha 
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establecí ilo c que Ja remisión de los «utos ejecutivos ai juei «te 
lu testamentarla del deudor, no impide que el juez de la causa 
regule los honorarios de) abogado procurador del ejecutante » 
(serie 4 a , tomo 6, página 202). Entre otras, ¿cuál puede ser la 
razón de esta disposición? (digo disposición por extensión). La 
rutón no puede ser otra que ésta : el juicio ó litis es un cuasi 
contrato entre partes que dn nacimiento a obligaciones directa 
ó indirectamente, ya sea por consecuencia de loa actos legáis, 
IHios del procedimiento, ó ya también por ilícito 6 por viola- 
ción de ese mismo procedimiento: así las custaa por utilidad di I 
procedimiento ¿ no le son aplica ble á l<>9 jueces que aólo son 
parte dtriijettie en aquel cuasi con! rato? Ahora, como es regla 
qur las obligaciones se paguen allí don -Je $8 han contraído, 
se sigue que las costa* y honorarios deben pagarse allí donde gi- 
ban originado. Por otra parte, tratándose de apreciar hechos ó 
Circunstancias que toman so propio vator é importancia en rela- 
ción a la» prácticas y medio ambiente particular del foro que se 
trate, claro se mira que allí se debe apreciar esos hechos y 
ciicuustancias, donde se tiene su clare. Luego se obvia la raion 
fundamental déla doctrina fijada por ta Suprema Corte federal 
en Ion faltos citados, de rigurosa aplicación al prest- rite ; 5" la 
ley civil ha consagrado ún derecho que ha legislado a continua- 
ción de los privilegios, como in-licando que si él no es un dere- 
cho de privilegio, es muy parecido y tiende á mantener incó* 
lumne la situación natural en que el hombre 6 las personas *• 
encuentran en relación con las manifestaciones de su trabaju: 
e> una especie de legítima defensa en materia civil que la ley 
ha consagrado y respetado como un derivado del derecho natu- 
ral que reconoce nuestra Constitución nacional y provincia), ú 
si se quiere como una garantía adecuada para defender la pro- 
piedad industrial eb-vada á principio constitucional; ese derecho 
¡i que me refiero es v\ invocado por el señor secretario postu- . 
iante bajo el nombre de « acción de retener definido por el 
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artícuL» 3830, Código C¡»ij, eu tales términos, que comprende 
en toda su aplicabilidad el caso sub-j índice. Sin embargo, ese 
dfrechu, en las circunstancias en que ae fjerctta, e*tá amparado 
para tod o hombre del mundo que contrate ú ¡ireste sus serví- 
cius en Santiago, por la soberanía misma de esta provincia, en 
el capítulo ríe ta jurisdicción y competencia de tea tribunales 
de justicia, y funcionado por la constitución provincial en el 
argumento de lo artículo... y en la disposición expresa del.,, 
cuyo espíritu y gravedad no ha Unido presente el señor Bical 
en so dictamen de f^ja 6. Además, desde el «imple escribiente 
6 empleado inferior del juzgado, pasando al secretario acta irio 
hasta el magistrado, la ley de sellos de la provincia ha esta- 
blecido la obligación positiva de velar por su cumplimento en 
los casos y forma en ella marcados, ya sea preventivamente ó 
ya represivamente, castigando su viola don á tal extremo 
que se prohibe ai juez pronunciar s.-ntencia antes que cu- 
bran las costas y papel sellado á reponerse. Entornes, 
pues, he aquí otra fuente de obligaciones que respecto del 
c«> D curso Abales y Ponsa deben cumplirse previamente, antes 
de entregar los autos ó antecedentes del mismo, ó sea, antes 
de desprenderse estt juzgado de la competencia de esos mis- 
mos autos ó antecedentes á" efncto de dar cumplimiento á la 
citada ley de sellos. Punto este importante á juicio del infras- 
crito, y que el señor fiscal no ba considerado tampoco en el 
dictámen aludido ; 7* como todos estos óbices legales pura 
entregar los autos con todos sus antecedentes, podían allanarse 
cíib algún temp -rainento Conciliador, el infrascrito quiso oir al 
señor Gregorio Encalada, en el carúVter de representante adhac 
del síndico del concurso en Buenos Aire>, y así, < p, ira mejor 
proveer», le solicitó por la vista corrida, que consta por la dili- 
gencia; tanto más cuant • que días antes el mismo señor Enca- 
lada, significó al juigadu que debía suspender jan momento el 
tratar sobre el asunto del eiliorto relacionado con el concurso y 
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la presente solicitud y otra por cobro de honorarios de don Car- 
melo V. Vidal, dándole tiempo de recabar instrucciones de su 
mandante, por saber que se tramitan en Buenos Aires proposi- 
ciones arreglo sobr< el concurso ; 8* que tratándose, cuino 
acaba de verse, de conciliar los derechos jurisdiccionales del 
juez de la Capital de la República, con los de esta provincia (á 
cargo del infrascrito), par la na tura lesa del caso, debe juzgarse 
dentro de la amplitud del arbitrio que los procedimientos en 
los concursos le acuerdan al magistrado y aplicando la ley atem- 
perada por la equidad , todo lo relativo A este incidente y sus 
concordantes» como ser : el alborto aludido mú» arriba ; 9 o que 
fuera de las raiones aducida*, el artículo 69, Código do Proce- 
dimientos, faculta al infrascrito para ordenar y dirigir el pro- 
cedimiento con medios conducentes, y considerando que el 
mejor y má« práctico á la vez qu t - legal, debe tomarse dentro de 
una unidad de tendencias que salve los inconvenientes de hecho 
y los rigores del derecho, tanto respecto del derecho de) juez 
de Comercio de Buenos Aivos, como los encomendados ¿ la de- 
fensa del infrascrita, este juagado debo resolver y resuelve : 1» 
declárase abierta la liquidación de costas y honorarios deven- 
gados en el concurso Abalos y Ponsa desde su comienzo hasta 
la sentencia de la Suprema Corte federal, resolviendo el inci- 
dente de competencia trabado entre el juez docior llamón T. 
Figueroa y el del ini.-asorito ; & practique esa liquidación el 
secretario de la causa señor Enrique Canal Feijóo, por lo que 
respecta á las costas, y p r lo que tora á los honorarios deven- 
gados, cítense por edictos durante 10 dias para <¡ue comparez- 
can los que se consideren con derecho á los mismos á estar á 
procedimiento sobre la materia; 3" resérvense en secretarla para 
su oportunidad las peticiones presentadas en su estado sin que 
les corra término ni paren perjuicios ; 4* cítese y emplácese poT 
igual término, bajo apercibimiento de que se 1c dará por re- 
presentante el ministerio de menores, pobres y ausentes, al 
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síndü-o del concurso Abólos y Pons „ en Buenos Airea, señor 
Souza Martines, para que comparezca & estar á derecho en I ■» 
liquidación ¿ practicar, notificándose al propio tiempo á lo* 
fallidos y acreedoras, á los mismos firus, al afecto de la inter- 
vención que les acu«rdael inciso 1° del artículo 1506, reformado 
por la ley número 2795. A los fallidos se les notificará personal- 
mente, á los acreedores p ir edictos; 5° hágase saber al ei-sic- 
dico don Vicente Rodríguez que se apersone para entregar bajo 
formal inventario todos los libros, papeles y antecedentes del 
concurso al señor encargado don Gregorio Encalada, terminada 
quesea la liquidación y pugo de sus saldos; 6 o asimismo há- 
gase igu il comunicación al presidente del Banco de la Prorin- 
ció para que en el mismo término tenga a disposición de este 
juzgado todos los fondos ó dineros del concurso, é igualmente 
ul depositario ó depositarios que tuvieren otros bienes» para 
que los tengan listos á disposición del juzgado, como queda 
dicho; 7° notifiques* el presente decreto al encargado don 
Gregorio Encalada, a los ünes que hubiere lugar; 8" y final- 
mente póngase la presente por resolución en el eiborto del 
jnez doctor Bamon T, Figoena, y remítamele con todos sus an- 
tecedentes, pidiéndole al propio tiempo la notificación y pu- 
blicación de edictos arriba dichos. 
Cúmplase. Rep-mganse, 

Ramón 1. Agüero. 

Ante mí : 

H. A. íoWe. 
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VISTA 1»EL SlflOH PROCVH*IlOH GWERAL 

Buenos Aires, Marzo ¿4 de 18B9. 

Suprema Carie: 

Las coniHeracioues del auto del señor juei de ta provincia 
de Santiago del Estero, con el proposito He retener los auto> 
del cu»<-tirs» iJe Abaloa y Ponsa» no proceden en el caso *ub- 
judics. Eaas Ciuiaidfraoiones, los principios jurídicos emanados 
de las leyes citadas y la jurisprudencia de los numerosos fallos , 
de V. K. mTooadoa en su apnyo, Sé refieren al juez de la cansa 
al jut?x que ha tenido jurisdicción para conocer y resolver sobre 
lo principal, y que por clt? la conserva para entender en todos 
loa incidentes consiguiente, incluso el relativo al pago de los 
honorarios y costas. 

El caso actual varh fundamentalmente d<- aquellos. El juei 
de Samugo no es juez del concursa, carece en absoluto de toda 
jurisdicción para conocer de él ó de sus incidentes. La jurK- 
ilircion corresponde al jues declarado tal por la resolución irre- 
vocable de V. E., y es á aquel á quien han debido pasar loa 
autos, porque esa jurisdicción avoca con el juicio de rundirse, 
todos sus incidentes. 

La fórmula común de prório pago de costas puede significar 
qu^aquellaa se paguen iamsd i ateniente de uotiticadaa la* par- 
tes, pero oo puede asignar jurisdicción ad koc al juei que no 
la tiene y ha sido declarado no tenerla. 

Sería contradictorio ron la resolución y mandato de V. E., la 
conserraciuii 'le la jurisdicción del jne?. de Santiago á loa efec- 
to< de lo resuelto ñor él á foja 40, mandando abrir una fiqui- 
cion, reaevar antecedentes, citar y emplazará loa representantes 
d-l concurso, publicar edictos y dem*a disposiciones de » u áUt "- 
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Pienso por ello que declarada ia jurisdicción del concurso en 
favor del señor juez de la Capital federal, éste avoca e) conoci- 
miento en lo principal y todo s sus i tundentes, 5, en consecuencia, 
que V. E, debiera asi declararlo, imnd-indo se remitan, sin mis 

■ 

trámite, todos los antecedente* at juez legalmente declarado, 
por loa medio» y bajo los apercibimientos que V. E. se sirva 
determinar. 

Sabiniano Kier. 



Valí» 4e I» SapnoM ierte 

Buenos Aire», Abril 13 de 181*9. 

Vistos y considerando : Que esta Suprema Corte declaró en 
la contienda de competencia suscitada entre el juez de Comer- 
cio de esta Capital y el de la ciudad de Santiago del Estero, que 
quien decía entender en el concurso de los señores Abalo? 
yPonsa, era el juesdo comercio de esta Capital, doctor l i- 
gue roa. 

Que, en consecuencia, quedó definitivamente establecido que 
el juei de Santiago del Estero carece de jurisdicción para go- 
bernar j administrar los intereses del referido concurso, orde- 
nando pagos ó disponiendo de cualquier otra modo de tos bienes 
del misma. 

Que si alguno se considera con derecho sobre les bienes de 
la q ira, debe ocurrir al juez que ha sido declarado compe- 
tente para entender en el concurso, según lo dispone la ley 7 
atenta la naturales* universal del juicio. 

Por esto se resuelve hacer saber al juet de Santiago del Es- 
tero que debe poner, sin más dilación, a disposición del jues de 
comercio de esta Capital, doctor Figoeroa, los fondos, papeles 
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7 «ienis pertenencia» del concurso, librándose «I olicio del 
caso. Hágase sab.T en respuesta al jues doctor Figueroa. 

BUUAMN PAI. — AftBt BA1AH, 
— OCTAVIO MJRCK. — JUAN 
B, TORREM. 
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El capitán Lindsay contra don Pedro A. Harltand, por robra 
ejecutivo de pesos: sobre fianza 

Sumario. — No es apelable el auto qne admite la lianza 
ofrecida para que la apelación de la sentencia de remate, se 
conceda solamente en el efecto devolutivo. 



Caso. — Don Manuel Carrillo, por don Pedro A. Gartlaod, 
se presentó ante laSupreuii Corte apelando de hecho de un 
aoto dictado por el juca federal, en el juicio eje sativo seguido 
contra aquel por el capLau Liudsay, en virtud del cual se ad- 
mitía la fianta ofrecida por éste, para que el recurso concedido 
contra la sentencia de remate, fuese otorgado en el efecto de- 
volutivo i fin de continuar la ejecución. 
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t*ll««el» fuprcM tvrte 

Bu en na Aires, Abril L5 fie 189». 

Vistas en t-1 acuerdo y considerando : Que según resulta de la 
propia eiposíciiiii de ta parte, lu resoluciunde que de recurrí' ba 
sida dictada en juicio ejecutivo y ¡je halla comprendida en el 
procedimiento marcado por la ley. 

Que en diebo juicio sólo son apelables los autos que te de- 
claren tales por la ley, según lo prescribí' el artículo trescientos 
de la misma. 

Que el auto ¿que este recurso se refiere, no está en el n Amero 
de aquellos que la ley en el juicio ejecutiio ha declarado apela- 
ble. Por esto no ha lugar al renursn interpuesto y archívese 
préfia reposición de Bellos. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAIAH . 
— OCTAVIO BMM». — JUAH 
E. TORRBNT. 



t'AUMA CIV 

Don Manuel Hitarte contra don Manuel y don Liberato Leal 
sobre interdicto de retener 

Sumario* — 1* No puede deducir accionen posesorias por 
causa de actos derivados del derecho de disposición que corres- 
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ponde al propietario, el que resulta ser simple tenedor en nom- 
bre de) propietario. 

4° Es de derecho que en los terrenos fiscales regidos por la* 
leyes locales de tierra pública, lo» netos del gobierno ejecutados 
en virtud de lo dispuesto por dichas leyiü, no pueden dar lugar 
a interdictos posesorios. 



Caso, — Lo explica el fallo d^ la ¡Suprema Corte. 



Falto 4e>l Sm*» V***r»t 

La lM.ita. Julio 1" de 1898. 

| fistos estos autos promovido* por dou Manuel Duarte con- 
tra don Manuel y don Liberato Leal, sobre interdicto primero 
ile retener y cambiado después con rerobrar. 

Y «onsideriindo; I o Que cambiada la acoion posesoria por el 
escrito de foja 13, fué fundada en que tramitándose la primera 
acción (interdicto de retener) loa demandados don Liberato y 
Manuel Leal, ayudados por un inspector de U oficina de tierras 
públicas y fuerias de policía, hablan conseguido despojarlo de 
la posesión del campo que expresa el escrito de foja 1, destru- 
yendo poblaciones existentes y dispersándole las haciendas» 
causándole enormes perjuicios por los cuales los responsabíli' 
xa. Agrega que ha> e muchos años que posee ese campo con 
ánimo de tenerlo para sí y haciendo en él lo que i tu derecho 
convenía. 

2* Que verificad» el comparendo verbal que determina el ar- 
tículo 333 de la ley de procedimientos, como consta á foja 18 
vuelta, se reprodujo la demanda en ese acto y contestada trei- 
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Wéudoae la prueba ofrecida por las partes, y que eiiate agre- 
gada desde fojas 22 á 43. 

á" Que iíp esa pruelu resulta cora pro luid a la posesión de 
Duarte por los mismos demandados, v por las d vela raciones de 
los testigo>don Vicente Hollín, ¿ foja 26; don Ramón Artalan, 
fofa 26 vuelta, j don Eduardo Lagos, á fija 27 y además, por 
otras constancias de asios. Consta pnr las declaraciones da 
esos testigos que el expresado Duarte tenía en el campo que po- 
seía, poblaciones, alambrados, cultivos de sembrado y hacien- 
das : Mírala por los misni"* que Duarte i ra tenido como dueño 
o propietario por ios vecinos del campo en cuestión, estando en 
esa posesión hasta que fne* desalujado pnr medio de la fuerza 
pública, 

4 P Que el hecho del despojo violento hecho por medio de ta 
fuerza pública, consta de las expresadas declaraciones y de 
otras constancias de autos, cuando la posesión de Duarte era 
de varios años, era conocida de todos y hasta de uno de los de- 
mandados, lo que demuestra q ne era pública y no clandestina, 
y que poseía ¡i titulo d.> señor y dueño, y en las condiciones del 
articulo 2384 del Código Civil. 

5° Que con arreglo á lo di puesto eu el articulo 2383 del 
mismo, los demandados no pueden invocar en su defensa la 
tradición que se le hiao de la cosa y dejarse sin efecto la pose- 
sión de D:>artc, pues i-orno dice dicho artícelo r < Para juzgarse 
Uechu la tradición d« los imnuehl"K no estando el adquirente en 
la -imple tenenna de ellos, es necesario que el inmueble esté 
libre de toda otra posesión y sin contradictor que se oponga i 
queel aiquirente Ja tome». 

6° Que de todo lo relacionado, resultan acreditados los extre- 
mos legales para que proceda la acción instaurada por Duarte, 
de interdicto de recobrar. 

Por todo ello y concordantes de los artículos del Código Ci- 
vil citados, fallo: declarando precedente este interdicto y ¡tm- 

T. IWtít 11 
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parando i don Manuel Dnarte «n la posesión que antas tenía 
del campo de que se ha hecho mérito en la presente cuestión, 
condenando & los demandadas ú devolverle esa posesión dentro 
del tercero dia y al pago de todas tas costas ¡ d- jándoae á Duur- 
te sus derechos á salro por los daños y perjuicios que se le ha- 
yan irrogadn con el despojo para que ios ejercite en la forma 
que viere convenirle. Notifíquese con el original, regístrase y 
repónganse las fojas. g ^ ft ^ AwnMekMm 



Buenos Aires. Abril 18 de 18B9. 

VUtoá y considerando: que según resulta de los autos traí- 
aos con lit calidad de € para mejor pmveer », don Manuel Uñar- 
te gestionó aul« el gobi-rno de la provincia la escrituración 
de] terreno de que ae trata en esta causa, haciendo valer ta 
posesión que invoeaba y los derechos de ella derivados y reco- 
ciendo que dicho terreno era de propiedad publica. 

Que recbaaada csagestion por el poder ejecutivo, dedujo para 
ante la Suprema Corte de Justicia de la provincia, el recurso 
autoriiado por las leyes en los c.iaua c.mtencioso-adrainistra- 
tivos». 

Que dicho tribunal, juzgando el asunto, rechazo tamben las 
pretcnsiones de Duarte, declarando improbados los hechos en 

qnf las fundaba. 

Que consta de estos autos que el gobierno de la provincia 
escrituro el terreno á favor de los demandados, habiéndose pro- 
ducido la desposesion de Duarte por acción del Departamento 
de Ingenieros de la misma í intervención del juei de pai de la 
localidad. 

Que los antecedentes relacionados, demuestran que Duarte 
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ahí AMm m*éy **m la l>ireceiim í,merai f Bm * m 

de la provincia de Huenos Aires; sobrearo tiesos 

Sumario,- f Los , rrores que pueda contener la mmm 
iuigendo y rewfciendo 1*3 cu-*tiones en litigio, no atontan 

el recurso de uulid,id. 

* La Suéltela no debe resolver sobre lo que no na sido ma- 
teria de peticiones- , 

3° Guilló por rn.on de e«f.<rnud*d del .mpresarn, y i 

solitud de irte, ,1 proptóttóH» * ,ip ,a 01)1,1 ° n 

nombre y por cuenta del mismo, 5 »«W » ,iasta 
„nd»«on, no oblante el pedido d,l «ft|M -le resumir 1» 
c^struceieh dinctam-nte denpné* *l restablecido de la enfer- 
medad, hay razón para dar por resuello el contrato de locncion 
de obras en la fecha -le este último pedido, 

4* En tal eso, habiendo sido tratada la obra por un precio 
único él empresario tiene d,recho «que «B le pague, en ndamon 
al orecw total, el lalor de lo cou.tr nido por él así como el lalor 
de ios materiales existentes en U obra cuando el propietario se 
hizo cargo de ella, y no empleados en la misma durante iaeons- 
truc m por su cuenta, y al de los útiles , andamos de su pro- 
piciad que no le huyesen !>ido devueltos. 

5* La estimación del valor de lo construí io. mater.ales. y 
«tile* debe bacerse por peritos en la forma ordinaria. 
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Caso, — l»r ;uita ti. I Fallo de la Suprema Corte y del 



La Nina, Junio 27 de 18%. 

Y vistos ; Kstus auto» Ruidos por don Antonio Eyr iey contra 
la Dirección general de tí- udasde ia provincia, ñor cobro de 
pegos procedentes de truhaji.!, de construcción de una ubra. 

Resultando; 1 ü Qne á foja* Hdon Jlsrc.is Kyriey en represen- 
tación de don Antonio fcyriey, demanda á la Dirección general 
de K8cnela-.de est a provincia, por cobro de la suma de 28. 91 6,66 
pesos moneda nacional, con so» intereses desde el día II de 
marzo de 1890, > par¡i que s- decían' rescidiudo en esa h «ha eí 
contrato celebrado para la c niatritecion de! edificio es. oiur en 
la manzana DÜ f setvion 13 de esta Ciudad, deque pruoedv la 
deuda, con más la» estas del juicio. 

2° Que funda su acción : a) en que habiendo i-eiebnido con la 
referida dirección un contrato para la ««instrucción did men- 
cionado e Üficio por el precio total d<* pesos 117.303,40 ueata- 
vos moneda nacional, sin incluir las obras adicionales psgalcro 
en seis cuuUs adicionales^ y habiéndose \\- b«. el trabajo cti- 
rrespondiente á Jas dos primeras cuotas determinadas en el ar- 
tículo 4* del contrato, y la mayor parte del correspondiente * 
la tercera» cavó enfermo imposibilitado, y para no suspender la 
obra solicitó á la dirección demandada en la expresada fecha 
11 <le mano de 1880, que la hiciera continuar mientras durase 
su impedimento; b) que la Dirección general de Escuelas en- 
cargó en el mismo dia á su oficina de construcciones que pro. 
siguiera la edificación hasta que el demandante se encontrara 
en condiciones de asumir In continuación de la obra, haciéndose 



***6 r*tLO!* fltt I.A ftVMtlfA COR TI 

cargo de ella el segundo gefcde esa oficina, (ton Scipio Pellada 
Pon* t>n 13 de marzo, «jíi l<*v;int ir iinvntaii» a ¡yin o ;í [\fSur 
He haberlo así pedido el demandante a* la Dirección de escuelas, 
habiendo dejado (según su expresión) el demandante loa mate- 
riales v útiles de construcción que detalla en su demanda, aco- 
piados para la prosecución d» la obra; c) que en 36 de Abril del 
mismo año 1800 se restableció el demandante de. ta enfermedad, 
cesando por consiguiente su imposibilidad física, y entonces 
pidió se le devolviera la dirección de las obras, y que nada se 
le contesto, ¡i pesar de sus reiteradas instancias de riva voz y 
por escrito, terminándose la nbra por la oficina del consejo ge- 
neral d>- escuelas ; d) qne sólo en 16 du Marzo de 1891 el expre- 
sado encargado de construcciones le devolvió alguno* útiles y 
andamies, faltando los que se detallan en el certificado del mis* 
tuii emplead'* don Scipio Pelarela Ponce, que acompaña en co- 
pia y que corre ¡i foja 7; e) que en fe -ha 10 de Junio de 1801 , 
cansado el demandante de esperar, pasó una comunicación al 
director general de escuelas, estableciendo que dados los hechos 
producidos, debía reputarse «ttsuelto e¡ contrata con fecha 11 
de Marzo d- 1800, y exigiendo la liquidación de lo que se le 
ad< uda por los trabajos hechos y materiales acopiados basta 
esa fecha; f) qu<* > I abogado de l.i dirección de escuelas preten- 
dió entónces hacer responsable al empresario per las cantidades 
invenidas y justiprecios y cuentas formuladas por el expresado 
l'elanda Punce, i-iientae, justiprecios é inventarios que el de- 
partamentu de ingenieros criticó y desautorizó; y) que como el 
demandante no se conformara con semejantes pretensiones, el 
consejo general de educación en 8 de Marzo de 1899, resolvió 
someter A arbitraje el apunto, conforme al ártico í, 12 del con- 
trate, redactando aquel las base- det compromiso que aceptó el 
demandante : qii" los Arbitros, nombrados por una y otra parle 
laudaron unaniiueote condenando al < onsejo al pago de pesos 
27.883,78 centavos moneda nacional, laudo qu- por defectos d» 
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forma <iió por resultado que el consejo general no lo cumpliera; 
A) (| e las gestiones que hixo el demandante para la constitu- 
ción de un nuevo tribuna) arbitral, han sido infructuosas sií 
pretexto, pO? parle de iqoel. de que los dineros que administra 
son bienes públicos. 

Agrega f arias consideraciones de derecho para desautorizar 
esa protesto álgido como ratón por parte del concejo general 
de educación, y pide que se resueka como lo solicita en su de- 
mandil. 

3" Que notificada la dirección demudada contestó A foja 23 
la deinaata, expresando : a) que eseierto que abonaron al de- 
mandante dos cuotas y parte de la tercera, y que este abandonó 
el trabajo sin comprobar impedimento suficiente, encomendán- 
dose por su cuenta y A su costa el trabajo restante A la misma 
dirección por medio de su oficina técnica; A) que el trabajo 
á causa del» enorme *uHa del oro acorrida entonces, representó 
un costo mayor que el precio di* licitación, por euro motivo 
en reí de ser Kyriey acreedor, es deudor por Tuerte sama al 
fondo di- escindas, suma que por el m emento no se recl.ima por 
no conocérsele bienes A Eyriey. Niégala eiactitud de los he- 
chos ezpueitos por éste respecto á los valores y materiales que 
alega haber dejado acopiados al pié de la obra ; c) que tampoco 
fué arbitrariamente que se dejó de tomar ni cuenta el pedido 
que hito el demandante, de volver á tomar ti su cargo la direc- 
ción de la obra casi confluida entonces, pues sólo se hubiera 
tenido t-omo resultado demorar la inauguración de un edificio 
que era de indispensable nec *ai lad ; d) que el contrato no había 
quedado disuelto en aquella época, sino que balita continuado 
por cuenta del demandante, que conociendo la suba del oro 
veía que no le ofrecía ganancias atent» el preoio de lieit icion; 
e) que el arbitraje i que se sometió el asunto era nulo, no eólo 
por versar sobre bienes públicos, con arreglo á loa artículos 
799 y 768 de la ley de procedimientos, sinó que lo habla sido 
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»di más por faltar al compromiso que bajo pena di; nulidad y 
con arreglo al artículoUÍ de la misma, prescrito» «1 artículo 770: 
uo siendo funda- i a la obaer ración que He hace en la demaudt* , 
acerca de que los bienes de la dirección «l>- escuelas, no son públi- 
cos. Sigue contestando eti este, sentido lo argüido en la demanda, 
sosteniendo lo contrario, y la ratón por qué el legislador ha ex* 
cluidodeloa arbitrajes los bienes públicos, siendo ello la <<aus,i 
por qué el laudo no se cumplid ; /) qu** carece de consistencia el 
argumento que se quiere hacer falur en la demanda acerca de 
ser Kyriey extranjero, y que irató con arreglo á l,i lev nacio- 
nal de procedimientos, y demuestra cómo no tiene aplicación 
ese argumento, 

4 a Qneá fojaáli^e reeibió la eau-a a prueba debiendo Tersar 
la testimonial sobre los hocuos ¡ilirniu los en la demanda y ne- 
gados en la i'ontestaciu't ; produciéndose por p¡irte del deman- 
ditute laque corre agregada de foja Mí foja 102 ; y por la de- 
mandada de foja 103 » foja 107. 

V considerando : t* Que est¿ comprobado y reconor ido por I» 
parte demandada, que don Antonio Eyriey ha sido el contratista 
para ¡a construcción de la obra que mutila la presente cuestión. 

2" Que según la nota testimoniada, corriente á foja 90, tona- 
ra que Bfriex, invocando imposibilidad física por causa deeu- 
termedad, pidió -.e sirviera mandar inventariar el estado de la- 
edificaciones, indicarle quién podría en au lugar y en nombro 
de la dirección, ocuparse de la conducción de la obra j adquisi- 
ción de los materiales necesarios rara que no hubiera interrup- 
ción bu los trabajo* ; autorizando á tratar j pagar por su cuen- 
ta, siu perjuicio de que la dirección general le descuente en 
oportunidad las sumas que justificadamente se hubieran inter- 
tído. I'jii la misma, consta que el director general autoriió á la 
oficiuu respectiva á hacerse cargo do esa edificación por cuenta 
de! empresario hmta tanto manifestara se encontrase en condi- 
ciones de asumir ta dirección de ta obra. 
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Esto obrando e) direcior general en uso de atribuciones [.ru- 
pias que 110 han sidu desconocidas en ¡míos, 

3 o Que como su ve, pues, ^e trata de un lu cho reconocida y 
comprobado jior la parte demandad». Que Kyney tuto que de- 
jar temporalmt-nte la direocion <K* la obra por causa de impo- 
sibilidad fisi> a admitida por el «Jtrictor general, y sobre lo 
nu h i podiilo volverse por tratáis* de autoridad de Cos* ¿toga- 
da. Kilo ademas, sobreabundando e*tá reforzado por Jas decla- 
raciones de Joan Pittato ■ , á foja 42 vuelta; Domingo Candi, i, 
á foja 51 ; Silvano Sarruiué, a foja 52; Guillermo Defean, á 
fuja 55 vuelta (sobrestante de la obra), y doctor en ciencias 
médicas, Pedro l'ayi.i, ¡i foja 89 vuelta, testigos que ningún» 
ha sido ta*- linio . 

4 o Que Con»ta también de autos y de las declaraciones de 
esos testigos, que Kf riey dejó una Cantidad uunsidcrable de m;t- 
terialei* y útiles del arte de construcción, si bieu esos testigos, 
ni loa mismus autos pueden determinar ron exactitud la medida 
y cuantía ó valor de ellos, 

5" Que también resultidi | rts declaraciones y de loa mismos 
autos, que don Scipio Pelanda Ponee se hizo cargo en nomiire 
de la dirección general de estríela*, tic la dirección de la obra, 
sin constar en ninguna parte que liubiera levantado inventarío 
de las existencia*, aunque se presume de la copia de foja 7. 
Empero, no estando comprobado el hecho de use inventario, 
nu puede considerarse romo practicado, pura descargar á la di 
recctonde sus consecuencias. Y debe también tenerse en cuen- 
ta 4 este respecto, que ese eertilicado de dieho Pehnda Ponee 
establece la diferencia en menm de los útiles y andamies eutre- 
gados con fecha 16 de Marzo de 1891 „ y la nota presentada 
por Eyriey en Octubre 9 de 1890, certificado expedido á solici- 
tud de éste, que no ha sido d c onocido por la parte demandada 
que lo ha hecho valer ea la *é>tima posición del pliego de foja 
104. y ai bien ese documento puede dar lugar á creerse que tal 
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inventario se hizo, no se ha hecho valer, como queda dicho, m 
ninguna parte de la defensa de la parte demandada. 

Que. consta del testimonio 6 copia de foja 92, que Eyney 
con fecha de Abril 20, pidió á la Dirección general de Escuelas, 
,n virtud de haberse restablecido de la enfermedad que lo im- 
posibilitó tres meses, se le devolviera la dirección de la obra 
t -n cuestión, sin aparar en tila resoluri.m alguna, ni consta 
do autos que ella hay» sido tomada, explicándose solamente en 
la contestación á la demanda * qué no fué arbitrariamente que 
»e .lejó de tomar en cuenta el pedido del empresario, devolver a 
tomar á .su cargo la dire-cion de una obra casi concluida en- 
tóneos, unes sólo se habría tenido como resultado demorar la 
inauguración de un edificio que era de indispensable necesi- 
dad Luego, .ntónces, no fué por culpa de Eyriey si no conti- 
nuó e** • con la obra. 

7* Que la partr demandada no ba justificad», sus afirmaciones 
en la -atestación á la demanda, ni ha desvirtuado los hechos 
«legados por el demandante limitando e aqm Ha, « a no reconocer 
la exactitud de ios hechos expuestos por Kyrby respecto a los 
valoresy materiales que .lega este último haber dejado acopiados 
ni pie de ia obra ». Por otra parte, se reconoce que la cuestión 
fué sometida a arbitros, resolviéndose nuliiad del arbitraje 
fundada en que Tersaba sobre bienes publicas, lo que demues- 
iraquela dirección -ie escuelas ha reconocido derechos en el 
demandante, que hoy quiere 4e>conocer. 

8> Que para poder determinar en qué fecha ha de declararse 
la rescisión del contr ito, debe tenerse presente el espíritu del 
articulo \U% del Código Civil, y en esta virtud, esa fecha se- 
ría la en que el empresario se imposibilitó para continuar la 
nbra, y que es la que <e eiprvsa á foja 98 (ttaito H de 1880), 
Por estas consideraciones, fallo: declarando rescindido el 
contrato de que se hace mérito en este juicio, desde el dia i 1 
ne Marzo de 1890, celebrado entre don Antonio Eyriey y la di- 
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reccion de escuelas de esta provincia, par» la construcción del 
edificio «acolar en la mansa na DD, sección 13, de esta Capí luí ; 
y condeno, en un consecuencia, ú dicha dirección á pagar al ex- 
presado Ejriey, la» cantidades líquidas que árbitros que se 
nombren, fijen de conformidad al artícnlu 1687 de dicho códi- 
go; debiendo concurrir las partes el día que oportunamente se 
señale para la constittiríoo del tribunal arbitral. Asimismo, 
condeno r la p;irte demandada at pago de intereses desde el dia 
de ta rescisión declarada, y las costas del juicio presente. No- 
tiffquese con e! original, rástrese y repónganse las fojas sin 
más trámite, 

Mariano S. de Aurrecoechea 



rail» dm tm mmpwmm VM* 

bueno* Aires, Abril 18 de 1899. 

■ 

Visto» : considerando en cuanto al recurso de nulidad : 
Que aun cuando en la demanda se ren'ere que este asunto fué 
sometido é arbitros y resuelto por ellos, habiéndose denegado el 
demandado á acatar la resolución recaída, al demandante nada 
pide en rirtud de ese fallo. 

Que, por consiguiente, el juez ha debido prescindir, como lo 
ha hecho, de resol rer sobre la validez ó nulidad del laudo de re- 
ferencia, porque la sentencia deflnítira sólo está Mamada á pro- 
nunciar condenando ó absolviendo en todo ó en parte, con arre- 
glo álas acciones deducidas (artículo trece de la ley dr procedi- 
mientos). 

Que respecto á la ínter vención de árbitros, ulterior á la sen- 
tencia, esta se pronuncia en aplicación de disposiciones legales 
que el inferior considera pertinentes, y que son comprensi- 
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vas tanto de las personas de existencia visible, como d- lus 
personas jurídicas* 

Qn,., por otra parte, la apreciación de la cuestión sobre si el 
consejo general de educación de la provincia ha podido conve- 
,Ur en el sometimiento ü árbitros de las cuestione* nucidas, 
puede hacer* en esta instancia, sin que laomisioude su apre- 
ciación m primen sea bastante para fundar la nulidad in- 
vocada. 

Q m . lo* errores que la sentencia pueda contener, juagando 
y reviviendo las cuestiones en liligio, no autorizan el ocurso de 
nulidad, con arreglo al artículo doscientos treinta y Étea ¡je la 
ley di- procedimientos. 

Pur esto no ba lugar á dicho recurso. 

Y considerando en cuanto al de apelación. 

Primero ; Que es un hecho probado por el instrumento que 
tu t upia corre á foja noventa y por reconocimiento di- ambas 
partes, que en Marzo de mil ochocientos noventa, el demandan- 
te Eyrley, ali gando enjformeM, solicitó del director general de 
escuelas que mandase inventariar el estado de les edificios y le 
indicase la persona que hubiera de encargarse en su lugar de la 
conducción de laobray adquisición délos materiales necesarios, 
Á quien autorizaba, desde luego, para hacer contratos y pagos 
por su cuenta. 

Segundo: Que según también lo reconocen ambas partes y se 
acredita por el instrumento de fojas noventa y uno, con f- cha 
once del citado Marzo, el director general, proveyendo á la men- 
cionada solicitud, autorizo ala oficina de construcciones * 
hacerse caí go de la edificación de la escuela, poi cuenta del em- 
presario, hasta tanto que éste manitieste se encuentre en condi- 
ciones de asumir la dirección de la obra. 

Tercero: Que el empresario Kyriey, ex presan- lo hallarse res- 
tablecido de la enfermedad que 1iík> valeren su petición referida, 
solicitó, en veintiséis de Abril del mismo aña, que le sea devuelta 
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t.i admiuUtracion y dinccion de la obra, ofreciendo proseguir lu 
éttn toilu la actividad qüe requiere la magnitud del edificio (foja 
iju venta y 'ios y exposición conforme le ambas pan o). 

Cuarta : Que no obstante esta solicitud, íi, dirección de la 
oliru no fué devuelta al empresario Kyrii'j, con Hallándose fila 
hasta su terminad >n por iU"dio fiel encargado ú encargados qu<- 
designó el director general. 

Quinto; Que con est >s antecedentes, no cabe duda que ta 
locación de obra* continuo en vigor hasta el veintiséis de Abril 
de mil ochocientos noventa, desde que á pedido del empr - ari 
una de las partes en ose contrato, y con asentimiento de la 
otra, el contrato siguió ejecutándose por cuenta de uqiiél y en 
virtud de mandato por él conferido, lo que rale <oino si hubiera 
aidn por él personal mente ejeoiitida (ar tiento mil novecientos 
cuarenta y seis, Código Civil). - 

Sexto: Que id empresario debió ser restituido á su acción 
personal en la construcción d i ediüeio, inmediatauiente que él 
lo requirió á consecuencia de haber desaparecido la caudal de 
enfermedad alegada, tanto porque así correspondía tí la autori- 
zación que dió para que la obra se siguiera por su cuenta, cuino 
porque el decreto del director general que recayó en la solicitud 
del empresario prevenía lextua Intente, como se ha hecho constar, 
que la olicina de construcciones habla de terminar su cometido 
en la edificación por cuenta del empresario, cuando éste maní* 
fiesteque se encuentra en condiciones de asumir la dirección. 

Séptimo: Que, por consiguiente, la < ontinuaeion de la obra 
después del veintiséis de Abril no pudo hacerse en ejecución de 
mandato del empresario, que ya habla terminado eo virtud de 
la manifestación h i cha por éste y no pudo hacerse tampoco, 
por haberse cumplido las con liciones con que se dió. asi como 
las condiciones con que el director general encargó de la obra 
i su oficina de construcciones. 

Octavo: Que sea que el hecho de no haberse devuelto la obra 
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at empresario i mpliqm>eu el locutorio la voluntad de do hacer 
1110 de los servicios de aquel, oque importe poner al empresa- 
rio en hi imposibilidad do continuar el trabajo para concluir el 
edificio en tos plazos convenidos, hay razón, en cualquiera do las 
dos hipótesis, para haber por resuelto el contrato en la expre- 
sada fecha veintiséis de Abril (artículo mil seiscientos treinta y 
ocbi> y mil seiscientos cuarenta y dos, Código Civil. 

JYoi-eno.'Que m> demandándose indemnización por el construc- 
tor por razón de la obra que dejó de ejecutar a consecuencia de 
los actos del locatario, nada hay que juzgar en relaeíon á esas 
indeniMZiicitint's, estab luciendo si drben ó no, siendo, por lo 
demás, ciertoqnecldemaudado no puede hacer recaer responsa- 
bilidades contra el actor por efecto de esos mismos actos impu- 
tables sólo al autor de ellos (artículos novecientos tres y mil 
seiscientos treinta y ocho, Código Civil). 

Décimo : Que desde el momento en que el Consejo de Edu- 
cación continuóla obra, siguiéndola A su cuenta y cargo, no 
Ijay necesidad de averiguar si los trabajos ejecutados por él 
hubieran ó no ocasionado pérdidas al empresario, si éste los 
hubiera realizado. 

Undécimo: Que habiéndose contratado la obra por u aprecio 
único y no habiéndose ella terminado por el empresario ó por 
su cuenta, es forzoso determinar el precio do la parte de la obra 
ejecutada ion relación al precio total convenido, con arreglo á la 
doctrina que surge de los artículos mil seiscientos treinta y 
ocho, rail seiscientos cuarenta y mil seiscientos cuarenta y dos 
del Código Civil. 

Duodécimo : Que debe igualmente apreciarse e! ralor de los 
materiales acopiados | existentes en la obra, el once de Mario de 
mil ochocientos uovent h, fo ha en que se recibió de esos materiales 
el dueño de la obra, debiendo igualmente pagarse al empresario 
el im¡ oite de los útiles y undamios que no se le devolvieron. 

Décimo tercero ; Que la relación del valor de la construcción 
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en referencia a! trabaja ejecutado hasta el frióte y seis de Altril 
de mil ochocientos noventa, dada* las constancias de aatos y 
hechos producido*, debu resultar de la estimación que se haga 
de lo ya fincado hasta el once de Mario del citado año mil 
ochocientos negrita, directamente por el empresario, y Üv Ja 
cue.ita que debe dar el daeftO de I a obra de lo* trabajas por él 
realizados en nombre y A cuenta del empresario desdi- la citada 
fecha (nuce de Marzo de mil ..choeieotos córenla) bastad veinte 
y seis de Abril del misino año. 

nécimo cuarto : Que la estimación do los materiales debe ha- ' 
i erse sobre los eiistintes en once de AUrzo, que pasaron a po- 
der del locatari», sin perjuicio de que en la cueuta de cargo y 
descaigo que éste debe formular con referencia a la construcción 
hecha por cuenta del empresario, haya de figurar el valor de 
esos materiales conjuntamente con los demás gastos de la cons- 
trucción, á la vez que en el haber del emnresariodeberá figurar 
el valor de lo construido por su cuenta. 

Décimo quinto ; Que la prueba producida es bastante para 
dejar acreditado que a* la fecha once de Marzo de mil ochocien- 
tos noventa, las paredes de la obra estaban terminadas encon- 
trándose ya la obra en estado de colocar el último piso. 

Décimo sexto : Que debe igualmente darse por bastantemente 
averiguado, que los materiales acopiados el once de Marzo .le 
mil ochocientos noventa, se componían de mil trescientos -in- 
oueatn metros cúbicos de arena fina y conchill.i, cuutrocientes 
sesenta mil ladrillos, siete mil kilos de cal viva, veinte y «inte 
metros cúbicos de polvo de ladrillo, dos barricas de tierra romana 
y trescientos sesentay nueve metros de tirantes de hierro; por- 
que la prueba testimonial producida, aunque no pr ecisa cantida- 
des, convence de la verdad de ese hecho aürmado por el actor, y 
perqué la dirección de escuela*, al encargarse de la continua, 
cion de la obra, debió levantar el i-stndo correspondiente, lo que 
no ha demostrado haber hecho. 
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Décimo séptimo : Que en cuanto A los útiles y andamies, el 
documento de foja siete diñe cuáles son loa que no se devolvie- 

rou al empresario. 

Décimo octavo: <¿u»> dados los términos de tu demanda, se 
deprende de ellv que el actor tiene la voluntad de no hacer 
valer la estipulación contenida en el articulo doce del contrato 
<le foja cuatro, lo que hace que no elista cuestión á resolver al 
aspecto, quedando en carácter de cuestión puramente teórica 
la que promueve el demandado sosteniendo que el consejo de 
Vacación no puede comprometer voluntariamente en arbitro, 
este asunto. 

Décimo noveno: Que el caso presóte im está comprendido en 
las términos del artículo mil seiscientos veinte y siete del Có- 
digo Civil. 

l*or estos fundamentos se reforma la sentencia apelada eie 
foja diez y nueve y se declara que el contrato de locación de 
obras á que esia causa se relime, quedo resuelto «ñ veinte y 
sei* de Abril «le rail ochocientos noventa. En consecuencia, se 
condena al fepiM«do á n agar al actor la diferencia entre la 
suma quo el locatario éfimgo al empresario en virtud del con- 
trato, y el precio de h obra construida hasta aquella fecha, en 
relación al precio total convenido ; debiendo igualmente pa- 
garle, si lo hubiere, el sal ió que resalte de la cuenta que debe 
rendir respecto á la construcción que el locatario hizo desde el 
"doce de Mario basta el veinte y seis de Abril, por cuenta 'leí 
empresario en la que habrá de figurar el valor de los materiales 
eipresados en el considerando décimo seito de esta resolución; 
ne condena asimismo al demandado á pagar los andamios y úti- 
les que no devolvió al empresario, que se consignan en el docu- 
mento de foja siete, f los intereses, á estilo de los que cobra el 
Banco de la Nación en sus descuentos, desde el día de la de- 
manda, sobre el saldo que resulte de la liquidación general He 
cuentas, entre el empresario y locatario, materia de esta sen- 
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Uncía. La i- ¿ti marión de la obra construida basta el once de 
Harto, así como la üu los materiales y otiles, se liara pr pe- 
ritos en la forma ordinaria. Las costas del juicio se pagarán en 
el úrden cansado. Notifíquese cun el original y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BKMAMIN PAZ. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BURGG. — JUAN B. TO- 
RH6NT. 



ífan Miguel de la ttarra contra el Manco Hipotecario Nacional t 
por cumplimiento de un contrato de compra-venta ; sobre pro- 
hibición de inovar. 

Sumario. — La demanda interpuesta contra el Banco Hipote- 
cario Nacional, sobre cumplimiento de renta de un inmueble, 
no autoriza á ordenar que el Banco se abstenga de todo acto 
tendente á Tender dicho inmueble y á dar posesión de ét. 

Caso. — Dan Miguel de la Barra demandó al Banco Hipote- 
cario Nacional sobre cumplimiento de un contrato de compra - 
renta do una finca sitnadaen San Fernando, prorinoia de Bue- 
nos Aires, 

Después de presentada y proreida Ib demanda, el actor ocu- 

T. UITIII 13 
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rrió al jnex diciendo que tenía conocimiento qne dicho Banco 
había rendido nuevamente U linca que él compró antes y cuya 
escrituración reclama, por cuyo motivo pide se intime al presi- 
dente de aquel establecimiento para que se abstenga de prac- 
ticar ningún acto tendente í dar posesión de la linca al nuevo 
comprador. 



Falle) etel Smm* FeaVial (ttd twr) 



Lo Plata, Setiembre 18 de 1898. 

p.trcoatestadoeltraslado cr.nferidoy cunsiderandoel juzgado 
que este juicio es de puro derecho : autos para sentencia, Al 
otrosí líbrese el oficio pedido á efecto de no innovar el estado y 
posesión del inmueble sobre que versa este litigio. 

Jacob Larrain. 

El representante del Banco dedujo contra la última parte 
de este auto los recursos de reposición y apelación en subsidio, 
diciendo que ella es violatoria de la disposición contenida en el 
artículo 65 de la ley orgánica del mismo. 



4*1 Jim» ***** * * (ad koc) 



La Piala, Setiembre 30 de 1898. 

Autos y visto* : La providencia reclamada no tiene otro al- 
cance «i no el de que se conserve la cosa sobre que versa este liti- 
gio, en el mismo estado que tenía á la sazón en que fue iniciado. 
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Que tratándose de una cuestión en que se alegan derechos 
adquiridos sobre la cosa materia dei juicio, el artículo 05 de la 
ley de creación del Ban co Hipotecar!», lejos de favorecer la pe- 
tición precedente apoya la resolución del juzgado cuando dis- 
pone que los jueces pueden dictar medidas conservatorias como 
las que dan origen á este incidente, cuando las cuestiones sean 
tercería de dominio, ó loque es lo mismo derechos adquiridos 
sobre la cosa misma discutible. 

Que la providencia reclamada es casi de órden interno en el 
juicio, pues tiende á evitar nuevas complicaciones y dificulta- 
des mandando lo que es de jurisprudencia consuetudinaria, que 
note haga ímiotacion en el eatadodcla ensaque debe conside- 
rarse en la situación que tenia en el momento de efectuarse la 
venta, sin perjuicio de los despachos que corresponda al Banco 
por concepto de la mora del deudor ; y en este sentido n<> puede 
causar ningún gravamen irreparable á las partes sin cuya cir- 
cunstancia no es procedente el recurso de apelación, de acuerdo 
con el artículo 906 de la ley de Procedimientos,, 

Que no siendo admisible el recurso de apelación, por la misma 
causa no es procedente el recurso de nulidad, y así He resuelve, 
mandándose librar los oficios ordenados para que no se cambie 
el estado actual de tas cosas. 

Jacob Larrain. 



Falto «le ta tajNaw C«r«c 

Buenos Airea, Abril 30 de 1899. 

h 

Vistos: considerando: Qne el auto apelado de foja cuarenta 
y tres, tiene pi*r objeto impedir al Banco Hipotecario Nacional 
que disponga de la posesión del inmueble que le fué hipotecado 
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por don Lorenzo J. Doyhenard, y que ha vendido aquel en un 
segundo remate, por considerar nulo y sin efecto et que prime- 
ramente realizara de la misma finca. 

Que con tal motivo es evidente que por ese auto se traba el 
procedimiento del Banco para la realización de dicha Tenta, 
desde que por él so le inhibe de entregar al comprador ta fine» 
rematada. 

Que no fundándose el auto de que se trata en una tercería 
dft dominio, que no se ba deducido en esta causa, sino en consi- 
deraciones de diferente género, es también evidente que ellas 
no pueden justificar la resolución que dicho auto contiene ¡inte 
taeipltci'a disposición del articulo sesenta y cinco de la ley 
orgánica del Banco que declara que : * Los jueces bajo ningún 
pretexto podrán suspender ó trabar el procedí miento del Ban- 
co para la venta en remate de las propiedades hipotecadas, i 
menos qne se tratase de tercería de dominio ». 

Que 1* circunstancia de haberse efectuado un primer remate 
de la misma propiedad cuya validez « ha puesto en tela do jui- 
cio, por demanda del primor comprador, no es razón bastante 
para dejar de aplicar al caso la disposición del artículo antes 
citado, desde que tal hecho no se halU comprendida en los tér- 
minos de la única excepción qu* i ella establece el mismo ar- 
líenlo. 

Por esto* fundamentos y sin perjuicio de la resolución que 
eu definitiva corresponda dictar, por razón de la demandadle 
foja siete, ae revocii el auto de foja cuarenta y tres, en la parte 
apelada; y repuestos los sellos devuélvanse, pudíendo notificar- 
se con el original. 

RE* JAMIN PAZ. — ABEL BAZA». — 
JUAN E. TOBUEIIT. — 1 OIS %. 

vahela (en disidencia). — 
octavio BONCSE (en disiden- 
cia). 
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oisiotncu 

Vistos: Resultando: Primero: Que el Banco Hipotecario 
Nacional, tendió en remate i don Miguel de la Barra, una pro- 
piedad simada en S*n Fernando, j habiendo sido aprobado el 
remate por el Directorio se comunico al comprador que debía 
abonar, dentro de dii-í días, el e^ldn resultante por la compra, 
pues de no hacerlo en ese término quedaría nula la venta, y se 
perderla la seña entregada. 

Segundo: Que posteriormente se comunicó ¡i de la Barraque 
el remate había sido desaprobado, y que ge sirviera mandar re- 
cibir la seña depositada. 

lercero: Que el comprador se presentó entonces al juzgado 
federa!, demandan?!- al Bañen Hipotecario, porque en loa anun- 
cios del remate se dice que la casa se componía de dies pieias, 
cochera y caballeril*, cuando en realidad no tiene sino ocho pie- 
tas y ninguna cochera ni caballeriza, por lo cual no siendo jus- 
to que abonar» el precio estipulado, exigía una disminución 
proporcional á Us construcciones que faltaban. 

ruarte: Después de entablada la demanda* expuso de U Ba- 
rra que el Banco había vuelto á rematar la casa objeto del liti- 
gio, y solicito se le intimara que se abstuviese de escriturar 
bajo apercibimiento de las responsabilidades civiles y crimina- 
les que cor respondieran, A lo que se pro?ey6 de conformidad. 

Quinto; Que el repreaentanta del Banco eu el otrosí del es- 
crito en que contesta la demanda, dice que en al exhorto para 
notificar la demanda al presidente, se le hace saber que debe 
abstenerse de escriturar la propiedad en litigio, sobre lo cual 
observa que ese pedido no se contiene en las copias que sa le en- 
tregaron, y que es, ademas, improcedente é ilegal, porque el 
jutgado careoe de facultad para decretar tal prevención, en vis- 
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ta <le tus términos imperativos del artículo sesenta y cinco de 
la ley orgánica del Banco» 

T considerando: Primero : Que no se pretende suspender u 
trabar el procedimiento de) Banco para la venta cu remate del' 
bien hipotecado, pues el remate ya se efectuó, quedando así 
cumplida la prescripción de la ley. 

Segundo: Que se trata de un juicio contencioso trabado unte 
la justicia federal, después de celebrado el remate, en el que el 
comprador exige la disminuciun del precio por mi tener la cosa 
rendida, según él lo asegura, la importancia que te atribuyó el 
Tendedor. 

Tercero: Que el artículo sesenta y cinco citado, no autoriza 
al Banco á dejar sin efecto los remates que realiza después de 
haberlos aprobado, ó á dirimir las contiendas que por «líos se 
susciten resolviendo sobre el derecho que hayan adquirido los 
compradores, lo que súlo corresponde á los tribunales que son 
los que por disposición expresa de la ley están facultados para 
decidir las contiendas queversrn sobre hi nulidad ó cumpli- 
miento de los contratos. 

Cuarto: Qne de la intimación solicitada en el escritode foja 
duce no se enrrió traslado, porque en vista de la naturaleza de 
la medida que se pedía, no era procedente oir á la parte, y que, 
por consiguiente, lo dispuesto por los artículos ocho, cincuenta 
y nueve y setenta y uno de la ley de procedimientos que el de- 
mandado cita en su apoyo (foja cuarenta y cinco), no puede de- 
cidir sobre el mérito de la notificación de foja veintidós, y el 
consentimiento de la intimación a que esa diligencia se refiere. 

Quinto: Que habiéndose hecho en forma legal la notificación 
de la providencia de foja doce, quedó ésta consentida y ejecu- 
toriada, pues habiendo sido notificado el Banco en veintisiete 
de Julio (foja veintidós), sólo la observa un mes después al 
contestar la demanda, en veintisiete de Agosto (cargo de foja 
treinta y tre» vuelta). 
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Por estos fundamentos, y los del auto de foja cuarenta j seis, 
se confirma con coatas el de foja cuarenta j tres, en la parte 
apelada. Repuestos loa sellos, devuélvanse, notificándose con el 
original. 

LUIS V. VARELA, — OCTAVIO BUKGfc. 



1 AUHA <■%'■■ 

Don Pedro S. Cesar contra dun Adolfo Montéis y don Casimiro 
ile Hritifii ; sobre nulidad de un contrato 

Sumario. — Si f?n la ventado inmuebles hipotecados al Bañ- 
en Hipotecario Nacional no se lia estipulado coun* esencial para 
la subsistencia del contrato, que los vendedores debiesen obte- 
ner del Banco la transferencia de la hipoteca al comprador, la 
falta de dicha transferencia no puede autor iiar á pedir la nuli- 
dad de la venta. 



C(í.so. — Lo eípliua el 



i- «ti* Jaei r*4cml 

Uueuo> Airws, Marz» l» de 1897. 

Autos y vistos : el juicio civil seguido entre el ciudadano ar- 
gentino don Pedro 3. Cesar y los subditos extranjeros don Adol- 
fo Mantela y don Casimir de Bruyn, sobre nulidad de un con- 
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tmto de compra-venta y devolución de cantidad de pesos, de 
tto estudio resulta : 

Que el actor expresa en su demanda : que en 30 de Se- 
tiembre de 1889 compró ¿ Ion demandados, por ante el es- 
cribano don Ramón F. Lagos, tres lotes de terreno, dos, qno 
aou los designados en el plano que adjunta con Jos núme- 
ros uno y tres, al señor Mentéis y el designado con el núme- 
ro dos al señor de Bruyn, lotes cuya ubicación j limites espe- 
cifica en su escrito; que los lotes números uuo y tres se bailaban 
gravados al Banco Hipotecario Nacional por el señor Mantels, eu 
la Bnma de 900.000 pesos moneda nacional, cédulas série D, y 
el tote número dos se bailaba igualmente gravado por el señor 
de Bruynal mismo Hanco, por la suma de 100.000 pesos moneda 
nacional cédulas de la misma série D, según tudocor.sta de los 
títulos respectivus que permanecen en el Banco. 

Que la compra-venta se hizo por la suma de 573 428 pesos 
93 centavos moneda nacional pagaderos en la forma siguiente: 
30.000 pesos que habían recibido con anterioridad los deman- 
dados, 74.173 pesos recibieron en el acto de firmarse la escri- 
tura; 104,152 pesos 06 centavos, á tres meses de plazo ¡ 
104,152 pesos 66 centavos, á seis meses de plazo, firmando, por 
ambas sumas, pagarés garantidos con hipoteca en segundo tér- 
mino, sobre el mismo terreno y 961.000 pesos que era el impor- 
te de los 300.000 pesos moneda nacional en cédulas, según coti- 
zación de éstas eu la Holsade Comercio el día de la escritura- 
ción, formando todas estas cantidades el precio de los inmuebles 
vendidos. 

Era convenido en ta escritura que él se haría cargo del ser- 
vicio de las hipotecas en las mismas condiciones en que los ven- 
dedores se encontraban respecto del Banco Hipotecario, y en su 
consecuencia los señores Mantels y de Bruyn debían hacerle 
transferencia inmediatamente de su crédito hipotecario para que 
éste pudiera disponer de la cosa vendida. 
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Que en tío sentir, esta requisito era eseocialísimo, por cuanto 
él, al realisar la compra expreso á ios vendedores que se proponía 
enujenar á su vet et terreno, dividiéndolo en lotes, para lo que 
tenia ja levantado un plano, abrigando ta convicción de que ob- 
tendría precios muy ventajoso?, dada la apreciación de la pro- 
piedad raíz en esa época y hs facilidades que proporcionaba 
la hipoteca. 

Que uo obstante esto, la transferencia de la hipoteca no pudo 
llevarse á efecto á pes.tr de haberla solicitado loa interesados, 
por oponerse a ello una disposición de la ley orgánica del Banco, 
que prohibía hacer préstamos á nna sola persona por suma ma- 
yor de 360.000 pesos moneda nacional. 

Qne dado este antecedente le manifestó al señor de Bruyn, que 
representaba entíneos al st-ñor Maméis, que se hallaba en Euro- 
pa, la impusibilidad eo que se hallaba de llevar á efecto sus 
propósitos por elrrrur eomnn en que habían incurrido, que im- 
posibilitaba el negocio Ó impedía el servicio de la deuda en las 
condiciones establecidas en el contrato, haciéndole presente, ade- 
más, que no podíacargar con la deuda hipotecan a sin que antes 
se le hiciera la transferencia y éslano podía hacerse por la ra- 
zón antes apuntada. 

Que el señor de Bruyn encontró razonable esa observación y 
prometió arreglar el asunto una ves que recibiera instrucciones 
del señor Montéis ; pero tío cumplió esa promesa y se hito im- 
practicable el negocio. 

Que en la escritura se hallaba formalmente convenido que él 
se haría cargo de la hipoteca en tas eondiciones y platos esta- 
blecidos en ella, siendo así la transferencia de aquella uno de 
los objetos primordiales del contrato, con que ¿I contaba para 
el logro de su empresa, desde que sin esa transferencia él no 
podría ni disponer ni vender la propiedad, y seguramente no 
habría realitado el negocio ni se hubiera preocupado de Al, sin 
esa condición* 
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Que aunque la obligación de transferir la hipoteca no resul- 
tara de los términos mismos del contrato, ella nacía de la natu- 
ra lesa del contrato, siendo una consecuencia necesaria de aquél, 
pues el vendedor está obligado á transferir la cosa vendida con 
todossus accesórius, cargas, éto., según el artículo 4409 del Có- 
digo Civil, y desde que las convenciones obligan na sólo á lo 
'expresado en ellas» sinó también A todas las consecuencias que 
la costumbre ó la ley dan á la obligación, según su naturaleza 
(artículos 1198 del Código Civil y lindel Código francés). 

Qui 1 las transferencias de las hipotecas no fueron hedías, pur 
un error lOiuuti de hecho y de derecho de los Vendedores y que 
no pudiendo subsaniírselu, impedia poi completo la realización 
del contrato. 

Que siendo ésto así él no podía cargar con la obligación de 
hacer <d servicio de la hipoteca, pinato que no podía servil la* 
en las condiciones establecidas en el contrato. 

Qui' el objeto de los ¡teto- jurídicos deben ser hechos que sean 
|i >sibies y que no hallen prohibidos por la ley (articules 953 
y 1167 de Gwiign Civil), siendo nulos los actos que no sean con- 
formes con esa disposición. Que el artículo 1)54 establece tam- 
bién la nulidad respecto de los actos etique ha habido error. 

Que la nulidad de un acto obliga n las partes á restituirse 
mútuautenti-- loque hayan recibido ó percibido, como consecuen- 
cia del acto mismo (articulo 1052 del '.'ódi^o Civil). 

Pide, pues, se declare la nulidad del con t rato y se ordene ii los 
vendedores la restitución de las cantidades recibida* 

Corrido traslado de la demanda á l is demandados t contestán- 
dola don Adolfo Mantels, expuso: que es cierto que el 30 de Se- - 
tiembre de 1889 don Casimi ro de Bruyn, por sí y en representa- 
ción suya, vendida! señor César los lotes de terreno jf que aquél 
se refiere en la demanda, por las sumas expresadas y con los gra- 
vámenes hipotecarios ú que se hace referencia. 

Que había, pues, en su concepto dos ventas distintas» la de 
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fi: urn por si y como dueño del lote número % por 100.000 pesos 
moneda nacional, y la de los lotes uno y tres que hizo en su re- 
presentación, hti hiéndese liecho cargo el señor César de las hipo- 
tecas, enyo servicio debía hacer en las cu adiciones originaria*. 

Que siete días antes de firmarse la escritura, es decir, el %> 
de Setiembrtr de 1889, él (Mantel s) y Cesar, presentaron la so- 
licitud que corre i foja», exhibida por él, en que pedían trans- 
ferencia de la hipoteca, ta que prévios Ins trámites del cayo fué 
acordada en 18 de Octubre de escaño, acompañando un testimo- 
nio de las actuaciones verificadas aute el Banco. 

De mod > que por su parte ha hecho más que cumplir la obli- 
gación que le competía, pues suscribió conjuntamente con Ce- 
sar, la solicitud, cusaá que no estaba obligado, porque la» di' 
ligencias de transferencia deben hacerse por < I comprador, y 
no es culpa suya si Cesar dejó de presentar la cupia del testimo- 
nio de renta que 1ü había otorgado su apoderado, ¡i fin de que 
la transferencia fuen anotada en el Banco de acuerdo con la 
referida resol u don, no teniendo así Cesar razón para haberle 
promovido esta cuestión. 

Que Cesar hizo abandono de la operación, ¿ tal panto que ni 
siquiera recogió las libretas, que en el acto de firmar la escri- 
tura ante el escribano Lagos, se hablan dejado para que se las 
llevara. 

Que además, Cesar no hiio el servicio de ninguno de los se- 
mestres vencidos, ratón pur la cual el Banco, vencidos tres se- 
mestres, sacólas tincas á remate, el 5 dé Enero de 1891, los 
tres toles de tierra, otorgando las respectivas escrituras á los 
compradores en ese mismo mes. 

De modo que en so sentir, la mala fé de Cesar resulta en es- 
tas hechos, habiendo sólo querido molestarle como medio de 
obtener algún arreglo ventajoso para él. 

Hace presente, además, que no habiendo podido Cesar dar 
cumplimiento i las estipulaciones del contrato respecto de los 
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l-agaré-;, que no pudo pagar ú su vencimiento, su apoderado de 
Brujo, le prorrogó el térmico pum el pago de los do» pagarés 
hasta "1 30 de Julio de 1890, habiendo sido la escritura de 
prorroga autoritada por el escribano Lagos, en 1° de Abril de 
ese año; de modo que seis meses después de haberle vendido 
esos terrenos, solicitó y obtuvo una prórroga para el pago do 
i» que estaba adeudando, sin que se le hubiera ocurrido recor- 
dar entonce* esa falta de transferencia de la hipoteca, en la 
cual se apoya para fu miar la demanda. 

Que existen en este caso todos los elemento* esenciales de) 
( intrato de compra-venta, y no hay raion para la nulidad, 
desde que los jueces no pueden declarar otras uulidndes que 
l is expresamente establecidas por el Código Civil (artículo 
(037). 

Que el jmgado deberá rechazar la demanda de Cesar, impo- 
niéndole perpétoo silencio al respecto. 

La causa fué abierta á prueba, la qoe versó sobre los hechos 
controvertidos por las partes, Las que han producido la de que 
instruye el certificado del actuario, de foja 173 vuelta. 

T considerando ; Que desde luego la cuestión fundamental 
en el caso suh-judice, debe plantearse en los siguientes térmi- 
nos: ¿ Existen en el presente caso todos los elementos consti- 
tutivos del contrato de compra-venta? Y en caso afirmativo, 
¿ha sido cláusula esencial para sn valides, la de transferencia 
de la¿ hipotecas que gravaban los terrenos Tendidos? 

Del examen de las constancia^ de autos, se desprende que 
han concurrido en el caso suh-judice todos los elementos in- 
dispensables para la existencia real del contrato decompra-ven- 
ra, como ser: consentimiento, cosa y precio; todo estipulado en 
términos « Uros y precisos. 

Ahora bien, como loa terrenos que se vendían, reconocían un 
gravamen hipotecario, a§ convino en que el comprador seguiría 
haciendo el servicio de las hipotecas, para cuyo efecto retuvo 
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en su poder la parte del pre- io que equivalía al de las cédulas 
série D, de los préstamos de 200.000 pesos y 100.000 pesos qne 
afectaban Jo> lotes de terrenos ora prados. 

Se hicieron las diligencias de transferencia de la hipoteca, 
•■ai! éxito en el caso de los lotes enajenados por A. Mantels ; y 
sin éxito respecto del lote vendido por de Bruyn á causa dequi* 
con anterioridad A esos pedidos de transferencia, Cesar había 
conseguido un préstamo hipotecario por 50.000 pesOa; y á la 
prohibición que contiene el articulo 62 de la ley orgánica del 
Banco respecto á no poderse conceder á una persona, un prés- 
tamo que exceda de 350.000 pesos moneda nacional. 

Pero es el caso de pronunciarse sobre la segunda cuestión 
planteada, resuelta Rumo está ya afirmativamente la primera 
sobre la existencia de la compraventa. 

¿Fué en la intención de tos contratantes, condición sitie qua 
non, parala realización de i i compra-venta, la de la transfe- 
rencia de las hipotecas que reconocían los lotes rendidos al 
comprador Cesar ? 

¿ Se desprende ello acaso del texto del contrato que consta 
de la escritura ? ¿ O debió sobreentenderse tal intención de las 
partes, dada la nuturaleza del contrato ? 

Desde luego, debemos examinar los procederes del compra* 
dor Cesar, respecto de los Tendedores y del terreno enajenado. 

En cuanto transen r rieron los primeros seis meses después de 
verificada la venta, les pidió y obturo prórroga para el pago de 
cantidades que les adeudaba por el precio del terreno, como reía 
la escritura de prórroga de foja... sin que eu tal acto hiciera men- 
ción siquiera de la tramferencia, lo que rétela que no entendió 
que su realización fuera condición indispensable para la consu- 
mación y perfecta validei del contrato celebrado. 

Respecto de los terrenos comprados, Cesar dispuso de ellos 
como dueño y los arrendó, percibiendo sus alquileres, como 
consta por loe recibos exhibidos á foja... 
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Lo qoe quiere decir, que obraba como verdadero dueño que se 
consideraba de eso* terrenos. 

Que el comprador debió bacer el servicio de lu deud¡i hipote- 
caria, resulta del teito del contrato de compra-venía, para lo 
cual reluio la parte del precio representativa del valor de las 
cédulas serie D, que se concedieron ti los señorea Mantel* y de 
Broyn. Y como no hizo esos servicios, el Banco, usando del de- 
cebo que le acuerda» los articlo* 50 y 51 de ta ley orgánica, 
los sacó a rem.ite y fueron vendidos, por no haber hecho tres 
servicios, 

T es después de tres años d*> verificado el contrato cuando el 
comprador Cesar se presenta ante este tribunal entablando la 
acción de nulidad de ese acto, consumada la venta hecba por el 
Banco á causa de su omisión en el servicio de las hipotecas. 

Y tan dueño de esos terrenos se conceptuó Cesar, qoe al sus* 
criliir laescritura de prórroga acordada seis meses después de 
la primitiva escritura, se le renovaron tas pagarés con una se- 
gunda hipoteca sobre esos mismos terrenos. 

Todos los actos, pues, de Cesar participaban su convicción de 
la consumación de Ja compra- ven ta desde que disponía délos 
bienes que le fueron vendidos, como de cosa propia, afectándo- 
los en diversas formas. 

Que, por Jiu, cuando es intención de las partes estipular una 
condición sine t/ua non del contrato, ésta se establece en tér* 
mino* claros y precisos y no se presumen. 

Y considerando finalmente que los jueces no pueden declarar 
otras nulidades que las expresamente autorizadas por las leyis, 
no siéndolo ésta. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten y los concor- 
dantes de los escritos de los demandados, de oontestacion i la 
demanda de foja... y del alegato de bien probado de foja... de- 
finitivamente juzgando, fallo: que debo absolver, como en efec - 
to absuelvo, a los señores Adolfo Mantel» y Casimiro de Brnyn 
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di 1 la demanda contra ellos entablada por el señor Pedro S. Cé- 
car, sin especinl condenación en las costas, por no encontrar 



mérito» para ello. Devuélvase el expediente traído ad cffectum 

videñdu 

Así lo -resuelvo, en Bwnos Aires» capital de la República 
Argentina, fecha ut supra. 



Vistos y considerando: Que en el contrato de compra-venta 
celebrado por el actor con los demandados, no se estipula en 
manera alguna, la obligación, de parte de ios vendedores, de ob- 
tener la transferencia de las hipotecas que pesan sobre lo* in- 
muebles materia de dicho contrato. 

Que, por el contrario, do los términos de la escritora respecti- 
va resulta que el comprador queda reconociendo dichas hipo- 
tecas, reteniendo en su poder la parte del precio correspon- 
diente al valor ó importe de aquellos. 

Quede la prueba producida, tampoco aparece demostrado que 
los vendedores tomaran a sn cargo Ja expresada obligación, 6 
que ésta fuera esencial para la subsistencia del contrato. 

Que la falta de la citada transí erencia, no puede fundar la 
acción de nulidad del mencionado contrato de compra-venta, 
porque esa formalidad no afecta la valides de éste y se relierei 
las relaciones del Banco con el deudor, el cual no queda exonerado 
de la obligación personal, en el caso de venta de la propiedad 
hipotecada, sin obtener previamente el acuerdo del Banco» con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo treinta de su reglamento. 




Qtaechea y Alearla. 



rail» 




Buenos Aírei. Abril 30 de 
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Que el error alegado por el demandante, no se hall* com- 
prendido en los artículos novecientos veinte y seis y novecien* 
tos veintisiete del Códig Civil, para hacer procedente la anula- 
ción del contrato, que solicita. 

Que el hecho de haberse adquirido por el vendedor, poste* 
nórmente y en el remate ordenado por el Banco, el inmueble á 
que se refiere este juicio, no modifica las condiciones primitivas 
del contrato de compra-venta celebrado con el demandante, ni 
favorece las pretensiones del mismo con relación á la nulidad 
alegada por él. 

Por esto, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos no- 
vecientos veintitrés y novecientos veintiocho del Código Civil 
y fundamentos concordantes de la sentencia apelada de foja 
ciento noventa y cuatro, se confirma ésta, con rostas. Notiff- 
quese oon el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VAHELA. — ABEL BAZAR . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOA BE NT. 



CAUSA 4 VIII 

El Manco Hipotecario Xacionat contra don Lorenzo J. Doyhe- 
nard, por venta de un inmueble hipotecado; sobre posesión 

■ 

Sumario. — Puede darse al Banco Hipotecario Nacional ta 
posesión del inmueble hipotecado que vendió por falta de cum- 
plimiento del deudor, sin citación y audiencia de éste. 



Üfc JUSTIUA NACIONAL 193 

Coto, — El representante del Banco Hipotecario Nacional se 
presentó Al juagado solicitando e) auxilio de la fueria pública 
pura tomar posesión de una Anea situada en San Fernando, hi- 
potecada por su propietario don Lo r orzo J. Doyheuard, la cual 
fué pendida en remate por no haberse verificado el servicio de la 
deuda, 

Valí» ««I Iwi Nienl (ad koc) 

La Piala, Octubre 11 de 1897. 

Proveyendo á lo solicitado en el escriti» de foja 3, atento lo 
que resulta de la cláusula 5 a de la escritura exhibida, y de 
acuerdo con lo dispuesto por la ley de creación deT Banco Hi- 
potecario Nacional en los artículos mencionados eo la escritura 
citada, concédese la po&eston de la propiedad que se solicita, 
haciéndose saber á don Larenio J. Doyhwiard que debe entre- 
gar la finca dentro del término de 10 ¿(as, bajo apercibimiento 
de hacerse uso de la fuer» pública en caso contrario, todo ba- 
jo la responsabilidad di-I Banco. 

£. Ocampo. 

Astas» é#i 4am Moral [ai hoe) 

La Plau, Octubre 39 de 1898- 

Vistos y considerando: 1° Que el fundamento eo que se ba- 
sa la revocatoria solicitada por .Ion Lorenzo Doyheuard es el de 
haberse dictado el auto de foja 8 fuelta sin su audiencia, pri- 
vándosele del derecho que tiene de ser oído antes de condenár- 
sele. 

t. tntni 13 




194 FALLAS m LA HUPnBMA COftTS 



2" Que este derecho no existe en el presente caso, tanto per- 
que el demandado lia renunciada voluntar ¡amenté tos trámites 
del inicio, según resultad" la cláusula 5" de la escritura de 
foja 1 ( cuanto porque el Banco está autorizado por la ley de ¡tu 
creación para proceder sin forma de juicio, al remate de las 
propiedades de los deulnres morosos (avt. 46). 

En virtud de esta facultad, el actor sostiene que ha vendido 
el bien raíz á quo se refiere la escritura de foja 1 , ocupado por 
Doyhenard,y solicita su posesión para entregarlo al comprador. 
Si el Banco está facultado para vender sin forma de juicio, at- 
entiendeque lo está tamhien para adquirir la posesión de la co- 
sa vendida, como un accesorio de aquella facultad. 

El vendedor tiene la obligación de entregar la cosa vendida, 
obligación que puede hacerla efectiva el comprador (art, 144)9 
y 1412 del Código Civil). Si el Banco no pudiera adquirir la 
posesión de las cosa» en la misma forma en qae proced e A su 
venta, no podría cumplir con facilidad las obligaciones que le 
impone la ley, como consecuencias de la ventaque realiza. 

Los intereses generales del Banco, que son el fundamento 
del articulo 40 de su ley orgánica, se perjudicarían y ser*a ilu- 
sorio el derocho que tiene de vender sin forma de juicio, si no 
tuviera los medios de cumplir la obligación que surge del con- 
trato, como es la entrega de la cosa vendida. 

Lnsjneces, por otra parte, están en el deber de no trabar 
las operaciones del Banco y esta prescripción se violaría si el 
actor no pudiera adquirir la posesión que solicita (art. 65). 

3° Que Doy nard no niega los hechos afirmados por el ac- 
tor, limitándose á manifestar que el señor conjuez doctor La- 
rrain, que entiende en el juicio seguido por el señor Mignel de 
Ja Barra contra el Banco, por escrituración, ha ordenado que no 
se innove sobre la posesión de la cosa de que se trata, resultan- 
do ent6nc.es que la resolución del suscrito es contraria á la de 
aquél . 
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fisto no es exacto segun el aetor, pues lo que ha resuelto el 
señor conjuez doctor Larrain es cque no se i n hoto el estaco 
quetPnialacosaiiliiiiciarseeljiiici.il, loque es muy distinto 
á que no se haga innovación en ta posesión de la cosa. Por otra 
parte, cualquiera que sea ta resolución del señor conjuez doctor 
Larrain, el suscrito no puede tomarla en consideración por tra- 
tarse de un juicio que anda tiene que ver con el presente, dife- 
rente por su naturaleza y pur las personas que intervienen. 

4" Que en cuanto á lo expuesto por el demandado, de que po- 
see el bien á nombre del señor de la Barra, los mismos recursos 
deducidos demuestran la inexactitud de tal manifestación, pues 
a ser ciertos, no los hubiera deducido por carecer de persone- 
ría , desde que su responsabilidad está á salvo con la manifesta- 
ción dé la persona á cuyo nombre posee (art, 2464 del código 
citado). 

5 o Que la apelación sólo procede en el efi-cto devolutivo, en 
virtud de Indispuesto en el artículo 65 de la ley orgánica del 
Banco. 

6° Respecto a la recusación de] secretario ¡ que resulta del 
informe de foja 1 2, n j ser cierto lo expuesto, y que tampoc o 
está fundada en ninguna de las causales mencionadas e.i al af- 
ílenla 43 de la ley de procedimientos. 

Por estoy los fundamentos pertinentes del escrito de foja f 5, 
resuelvo: 1" no hacer lugar il la revocatoria que se solicita, 
concediéndose los recursos de nulidad y apelación interpuesto! 
subsidiariamente, al solo efecto devolutivo, con costas, regu- 
lándose el honorario del ductor Legoizamon en 150 pesos, y los 
del apoderado señor Llobet en 40 pesos moneda nacional. 

2* No hacer lugar i la recusación del secretario, ni á la ex- 
cusación de éste» Notifiquen y repónganse los sellos. 



Emilio Ocampo. 
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Buenos Aire», Abril 30 de 1699. 

Vistos: Considerando: Que lo resuello en e! auto de foja 
ocho vuelta mandando dar al Banco Hipotecario Nacional la 
posesión de la propiedad á que se refiere, es consecuencia nece- 
saria de lo estipulado en las cláusulas de la escritura hipoteca- 

■ 

ría de foja primera. 

Que par:» dictar diclia resolución no eran necesarias la cita- 
ción y la audiencia previas del deudnr hipotecario, por haber 
éste renunciado en la escritura mencionada, á las formas de 
juicio, para efectuar La renta en remate de la finca hipotecada. 

Que no es exacto qm- el recurrente tenga la posesión del in- 
mueble de que se trata á nombre del tercero don Miguel de la 
Barra, por cuanto éste no la ha recibido del Banco j,or ratón 
del remate á que alude, s> gun consta de los autos de la de- 
manda entablada por aquél contradicho Banco, j que el tribu- 
nal tiene á la vista en este acto. 

Que no tratándose en el presente caso de una tercería de do- 
minio. que no ha deducido ni puede deducir el recurrente, cual- 
quier gestión de su parte tendente á impedir la tomu de pose- 
sión por el Banco de la propiedad hipotecada, importa t rabar 
su procedimiento para la renta de ella en remate, j tal gestión 
n>» ha podido prosperar ni hallar acogida ante el juez a >¡no en 
presencia de la explícita disposición leí artículo sesenta y cin- 
co de la ley orgánica del Banco. 

Que la condenación en costas, impuesta por el auto d« foja 
i-- inte, es procedente desde que ha sido desestimado el recurso 
de revocatoria deducido ú foja diet. 

Que el citado auto de foja «inte no ha debido practicar la 
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regulación de las costas declaradas á cargo del vencido, sin 11*»- 
nar previamente las disposiciones estable* idas en la lev de la 
materia. 

Por estos fundamentos, se confirma el auto de foja ocho vuel- 
ta t el de foja veinte en manto condena al demandado en tas 
costas del incidente promovido á foja diez, dejándose sin efec- 
to la regulación de honorarios contenida en el citado auto de fo- 
ja veinte. Notifícese con él original y repuestos loa sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA. — 
ABEL BASAN. — OCTAVIO BUNGE. — 

joan e Tonnr-t. 



Si Banco Racional m liquidación, contra don llamón Mendosa 
sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario, — i* La demanda interrumpe la prescripción. 

$• El reconocimiento de la firma, hacho por el que firmó el do- 
cumento por el deudor con poder bastante de éste, tiene igual 
f nena qae el hecho por «1 mismo deudor. 

Cato. — Lo «plica el 
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Buenos Aires, Diriumbre 2 de 1898. 

T vistos : estos untos para resolver sobre las excepciones de 
inhabilidad del título j prescripción opuesta? por don Ramón 
Mendoza, en ta ejecución que le sigue el Banco Nacional en li- 
quidación. 

Y considerando: Que La de inhabilidad, Infunda el ejecutado, 
en que no fué él sinódon Pedro Godoy, quien reconoció el do- 
cumento de foja i, diciendo que si aquel e* hábil para eje -utar 
a Godoy no lo es para ejecutarle á él mismo, desde que él no ha 
reconocido ese documento. 

Que apareciendo el documento de foja 4 suscrito por don Pe- 
dro Godoy, en virtud de poder que para ello tenfa de don Ha* 
inon Mendoza, era regular que fuera ¡iquél el llamado á recono- 
cerlo. 

Que ul defecto que de ello pudiera resultar, para los efectos 
de dar al titulo fuerza ejecutiva, desaparece con la exhibición 
del testamento en forma de poder dado por Mendoza á Godoy, 
que corre A foja 41 , el que siendo general y amplio, conteniendo 
la fu tillad de Jirmur documentos, da al de foja i t la misma 
fuerza que tendría si hubiese sido reconocido por el mismo Men- 
doza. 

Que así se percibe fácilmente, la improcedencia d»- la ex- 
cepción de inhabilidad opuesta por Mendoza. 

Considerando en cuanto á la excepción de prescripción que 
para fundarla, seinvuca el artículo 818 del Código de Comercio : 

Que según lo ha resuelto la jurisprudencia sent ida por la 
Suprema Corte* en el fallo que corre en el tomo 9 a de la 4* sé- 
rie de sos] sentencias, página 389, « suprimida como ha sido 



por el nueto Código de Comercio, la disposición del artícu lo 
1040 del antiguo, la interrupción de la prescripción, eauiaia 
por la demanda, dibe considerarse, coa arreglo al derecho co- 
mún, que continua mientras esté pendiente el juicio y no se 
Laya declarado la deserción de la instancia ». El misiuo fallo, 
agrega que : « demindadoel cobro de un documento ú la orden 
y diot tda sentencia de pa^o, la ¡icoíon del acreedor no está su- 
jeta * la prescripción del crédito demandado, sinóa la de la cosa 
juagada *. 

Que ¡inte las declaraciones tan eiplícitn* quequ -dan trans- 
criptas, y que san de aplicación al caso sub-judtce en el enten- 
der del infrascripto, no tienen importancia alguna legal, las 
ratones aducidas por el ejecutado para conceptuar pres cripta la 
deuda de la referencia. 

Por estos fundamentos y otro* que se omiten, y los concor- 
dantes del escrito del Banco, «le foja 3Í, y dando por reproduci- 
dos *»n lo pertinente, los argumenten del citado fallo de la Corte 
y del juei federal, se declaran improcedentes las excepciones 
opuestas de inhabilidad y prescripción, con c istas al eje-ota- 
do, debiendo en su mérito llevarse adelante la ejecnoion. Be- 
pingase los sellos. 

/*. Olaechea y Akorta. 



nile«flatas«wil^ 

Bueno» Aire», Abril ii de 1899. 

Vistos y considerando: Que el aot »r no ^ólo ha pedido el re- 
conuef miento de la firma del documento de foja una» sino que 
lid solicitado también el pago de la desda cuando aun no habla 
vencido el lapso de tiempo bastante para oponer la prescrip- 
ción. 
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Que las gestiones ulteriores ea esta Musa, no son sin ó la 
continuación del juicio iniciado por el ejecutante. 

Que el reconocimiento de la firma del documento de foja un», 
hecho por el apoderado del ejecutado, que firmó dicho docu- 
mento i nombre de éste con poder suficiente, representación 
que duraba a la época del reconocimiento, vale como si hubiera 
sido practicado por el deador mismo (articulo mil nnevecientos 
cuarenta y seis del Código Civil). 

Por esto y de acuerdo con el articulo tres mil nuevecientos 
ochenta y seis del Código Civil que hace de la demanda un acto 
de interrupción de la prescripción con lo resuelto por esta Su- 
prema Corte en el caso que se registra en el tomo cuarenta jd os, 
página trescientas diez y seis de sus Fallos, y con los fundamen- 
tos concordantes de la sentencia apelada de foja cuarenta y ocho 
vuelta, se confirma ésta, con costas. 

Notifiques? con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BUUAHIN I* A 35. — ABEL BAEAH. 
— OCTAVIO IDHU, — JUAN 
t. TOaftEMT. 



4 AUHA « X 

Contienda de competencia en un juicio de sucesión entre el 
juez civil del Paraná y el de i* instancia de ta Capital 

Sumario. — Las contiendas de competencia no pneden ser 
terminadas sino por fallo del tribunal que debe dirimirlas, ó 
por desistimiento de los jueces contendientes. 
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Caso. — Lo Piplica el 



Buenos Airen, Abril 9* de 1899, 

Habiendo reñido esta causa á conocimiento de esta Suprema 
Corte, para dirimir la contienda de competencia promotida 
entre el ju« de I a instancia en lo civil del Paraná y el de igual 
clase de la Capital Federal, la que no puede ser terminada sinó 
por fallo de este tribunal ó desistimiento de los magistrados 
entre quienes se Ha suscitado, no ha lugar 4 la devolución del 
expediente que ee solicita. Kn cuanto al deaiatímiento del 
juicio formulado en el precedente escrito, ocurra donde correa- 
ponda. 

T observando que el juez del Paraná no ha comunicado al de 
esta Capital que insiste en sostener su jurisdicción. líbrese ofi- 
cio al juei de lo civil de la capital, doctor García, haciéndosele 
saber que las actuaciones del joez del Paianá se encuentran 
anta este tribunal, y que debe remitir las tramitadas ante él 
ai insiste en sostener su jurisdicción. Repóngase la foja. 

BENJAMIN FAX. ~ LUIS V. VAfttL*. — 
ABEL BAZAR. —OCTAVIO BUKGI. — 
JUAN E. TOnMftT, 
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üo» Teodoro H. GeftHitg, por la provincia de lluenos Aires, con- 
tra la Municipalidad de la Capital, por reivindicación ; soltrv 
mensura é intervención del Gobierno Nacional. 

Sumario. — Habiéndose declarado en el juicio seguido contra 
la Municipalidad de la Capital, que el terreno que debe ser en- 
tregado admensuram no pertenece á ésta t sino á la Nación, es 
la Nación y no la Municipalidad que debe intervenir en las 
operaciones relativa* á la mensura. 

Caso. — Lo explica el 

fraile *r ta «Nprem 4'*rt« 

Buenos Aires, Abril iJ de 189Í*. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que l¡i acción reivin- 
dicatoría intentada por la provincia de Buenos Aires, fué recha- 
zada por la sentencia de foja doscientas seis, en manto á los 
novecientos mil metros cuadrados que, según los antecedentes 
de autos, babían sido cedido- por la provincia demandante i la 
Nación Argentina, en virtud de los arreglos que precedieron y 
siguieron ú la federalízacion de la ciudad de Buenos Aires y de 
luspartidosdeBeigrano y Flores, para la Capital de la República, 

Que si bien durante la secuela del juiciu reivindicatorío, l» 
personería de la Municipalidad de la Capital fué aceptada, por 
cuanto constaba en autos que estaba en la posesión de loa te- 
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nuuos en cuestión y ora contra ell¡i que se dirigía la demanda, 
tanteen la sentencia mencionada como en la que corre úfoja dos- 
cientos veint idos, quedo establecido que el dominio del inmueble 
adquirido de ta provincia de Buenos Aires, no pertenecía á la 
Municipalidad sinó á la Nación Argentina. 

Que terminado aquel juicio, la mensura de que ahora se tra- 
ta, es al solo efecto de deslindar la propiedad respectiva del 
bien que permanece indiviso, puesto que la provincia sostiene 
que en el área total que lo compone, hay eiceso de terreno so- 
bre Lo que la sentencia de foja doscientos seis, ue esta Corte, 
declaró cedido por el demandante ¡i la Nación . 

Que, eu consecuencia, la persuneriade la Municipalidad ha ce- 
sado ú los efectos de aceptar ú oponerse A la operación ordina- 
da(auto de foja doscientos TL-intitres) á fui de que la provincia 
enajenante pueda hacer ad mensuran» la entrega del terr. no 
enajenado, pues corresponde intervenir en ella al propietario 
reconocido del inmueble y no á aquel qin¡ lo ocupe por cuales- 
qnier otras causas que no produicau el dominio del inmueble 
que debe mensurarse. 

Que los antecedentes judiciales invocados por el señor Pro- 
curador general para excusar su intervención, son anteriores á 
los que, sirviendo de fundamento á esta resol ueion han modifi- 
cado e) estado legal de las cosas eiistentes á la fecba de los 
primeros. 

Por estos fundamentos, vuelva al señor Procurador general 
pura que, tomando la intervención u.ue le corresponda» como 
representante de laNaci m, pida lo que entienda procedente en 
el estad" de lacausu. 

Notiiíquese con el origítni y repóngise el papel. 

BENJAMIN PAl. — LUIS V. VAHBI.A. — 
ABBL BASAR. — OCTAVIO BUNGB. — 
1VAH E. TOHHBJIT. 
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/ton Bernardo Mary contra don Pedro Christopkersen y la com- 
pañía de transportes marítimos € CÁargfeuri «¿unís ■; soire 
iíidíffl nt sacrón í/e perjuicios . 

< 

Sumario.— Si el actor, después de haber deducido demanda 
■ ontra ul agente de la compañía de transportes, por imtemnua- 
cío» de perjuicios sufridos durante el viaje, acepta la sentencia 
por la cual se declaró que dicho agente no tenía U representa- 
ción de la compañía para las deraandus judiciales, no puede de- 
mandará la compañía ni al citado agente, por los perjuicios que 
esa falta de representación le haya caúsalo. 

Caso.— Resulta del 



r»ll» M Jan Pedml 

Buenos Aires, Julio 36 de 189">. 

Vistos: Estos autos seguidos por don Bernardo Mary con- 
tra la compañía < Chargeurt Béunis > t sobre daños y perjuicios, 
resulta : 1° el demandante ocurrió al juzgado exponiendo : que 
tiene entablada demanda por nn accidente de que ha sido víc- 
tima á bordo de nno de loa buques de la referida compañía, cu- 
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yo «gente generé ha inanifesUdoquc carecía de personería pa- 
ra entrar en dicho juicio, lo cual h¡i sido mityU.i.t |ior el juz- 
gado; que oouio esa manifestación importa una violación do las 
cláusulas del pasuje que se le espidió en Burdeos, por el cual 
se le aseguraba que dicho agente entuba facultado para interve- 
nir en los reclamos á que pudiera haber lugar, sin exceptuar los 
que fueran por vía judicial, y que cooptándole, por otra parte, 
que dicha compañía no ha llenado \& formalidad del artículo 
287 del Código de Comercio, Tesutta que al curecer di- repre- 
sentación legal en esta ciudad, ha faltado á las obligaciones 
contraidas hacia el demandante, por lo que se ve en ei caso de 
exigir la indemnización á que haya dado lugar su mala féen el 
modo y forma que crea necesario ampliar oportunamente ; que el 
presente juicio no tiene nada do común con el iniciado ante es- 
te mismo juzgad" por tos daños y perjuicios que el accidente 
mUmo le aan ocasionado. Que para preparar este juicio, pide : 
I» que ordene el juzgado al agente general, manifieste en el 
plazo perentorio que el juzgado designe, quién es el apoderado 
legal do la compañía anónima * Chargeura Reunis en Buenos 
Aires, para estar enjuicio; 2 o que encaso de no saberlo, el 
Registro público de comercio, certifique si la expresada socie- 
dad anónima, que tiene su domicilio en esta capital, calle de 
Cuyo número 21», ha cumplido con lo ordenado en el artículo 
287 del Código de Comercio, y encaso afirmativo, cuándo se ha 
hecho esa inscripción, y quién es según ella él representante 
legal. 

Que lo pedido es parte del derecho que le asiste para soli- 
citar estas medidas preparatorias de la acción que ha de dedu- 
cir y es evidente que las necesita de un modo indispensable an- 
tes de poder obrar, con arreglo á lo dispuesto en el artícolo <H 
de ta misma ley para el caso de qu* resulten como no incier- 
tas las personas contra quienes ha de dirigirse. 

2° El juzgado mandó que se acreditan su competencia, ve- 
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rificado lo cual se proveyó de conformidad á lo solicitado por 1 
el demandante en su primer escrito. 

3 a A foja 6 Se presenté don A. Chancerel manifestando que 
los pnderes de la compa ñfa «Chargeurs Réunia» se hallan en 
el Registro de comercio para sn inscripción, ratón por la que 
no puede presentarlos inmediatamente; pero ofrece hacerlo en 
seguida que la sean devueltos, porque cree que sn exhibición 
ser¿ la mejor manifestación que pueda ofrecer al juzgado. 

4 a A foja 12 se. presentó unidamente el señor Chancera 
acompañando testimonio en forma di» loa poderes que le tiene 
conferidos la compañía, 

S" A foja 18 don Bernardo Mary entabla m demanda por 
daños y perjuicios contra la compañía «Chargeurs Reunía», en 
la persona de su agente general el señor Chancerel, quien ha 
establee irlo su personería legal con ta presentación de los docu- 
mentos áque se hace referencia en el precedente artf ulo, y de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 388 del Código de Co- 
mercio, dicha demand.i ¡t enta'da oonjunu y solidariamente 
contra el señor Pedro Christophersen, ex-agente de la referida 
compañía. Que su aecion I a basa en la obligación contraída en 
Burdeos, por aquella, de encentrar á su llegada á esta ciudad 
una agencia general administrada por el señor ChrUtophcrseii 
con el título de agente general, á ün «le poder dirigirse á #1 en 
torio lo relacionado con el pasaje que se le eipidió; y además 
en la violación del Código de Comeré ¡o, que dispone en su artí- 
culo 387 la inscripción obligatoria de los documentos en el Re- 
gistro público respectivo , lo que no ha sido observado en el pre- 
sente caso por el agente señor ChrUtopherscii, ni por la com- 
pañía. 

El demandante en su cítense escrito diserto sobre las atri- 
buciones de la compañía «Chargeurs Rénnis», en su primer ca- 
pítulo ; en el segundo hace una exposición de los hechos en 
que funda la demanda ; en el tercero disente sobre la persone- 
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ría del agente señor Ohancerel; en el cuarto trata de la solida- 
ridaddel ex-agente general, señor Christophersen; y en el quin- 
to termi na diciendo: * que si la compañía «Cha rgeur* Kén- 
nis», conjuntamente onn su ex-agente general señor Christo- 
phersen, bíin halladlo medio de violar las condiciones del con- 
trato de pasaje y la ley misma para eludir responsabilidades, 
nunca pudra pretenderse que los que han perdido años ante la 
justicia haciendo toda clase do sacrificios, para dejar á la* cla- 
ras mus manejos, mi puedan reclamar la indemnización equita- 
tiva á que éstos ban dado lugar, puesto que dichos manejos 
tienen por objeto alargar indefinidamente el pleito hasta ago- 
tar los recursos que, a pesar de no ser enteramente precarios, 
han sido totalmente absorbidos por dos años de sufrimientos y 
do cuidados, y llegar por ese medio á sustraerse A toda respon- 
sabilidad por el abatimiento de la víctima, sumida no súlo en 
la íncertidumbre, sirio loque es más aiín, en la miseria. Que 
esa agravación debe considerarse desde el SI de Agosto de 1890, 
dia en que la compañía ha expresado la fulta de personería, 
hasta el dia en que >ea ésta reconocida, apreciándose el perjui- 
cio de acuerdo enn lo dispuesto en lo» articules i074y siguien- 
tes del Código Civil ; y finalmente, que la indemntianon que 
reclama se funda en la influencia funesta ejercida por la pro- 
longación inútil del pleito, maliciosamente sostenido, estiman- 
do loa perjuicios sufridos en la suma de 1500 pesos moneda na- 
cional do curso legal, á cuyo pago deben ser condenados los de- 
mandados, como asimismo al de las costas que se causaren. • 

6* Corrido traslado de la demanda, el señor Cbristophersen 
lo era<-uó á foja 36, exponiendo lo siguiente: «1 Sine actione 
agis es la primera raían de mi oposición á las injustas pretensio- 
nes del demandante* El actor carece de toda acción contra mi. 

c To no he contratado nada con él, ni en nombre propio, ni 
«n nombre de la compañía; y no pueden aplicárseme lo» artí- 
culos 287 y 288 del Código de Comercio que él invoca, etc. » 
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Termina el señor Cbristophersen mam Testando qae en cuan- 
to á los demás puntos que comprende la demanda, reproduce 
todos y onda uno de los argumentos aducidos por «1 tenor Chan- 
cerel en in escrito de contestación, de esta misma fecha. 

£1 señor Chancero), dice: que la demanda debe ser recha- 
zada, con costas, por t emeraria. Que de la inspección del poder 
exhibido en estos autos, se deduce que sus poderes no son bas- 
tantes para representar á la compañía € Chargeurs Reunís ■, 
pero uo deduce esta excepción como artículo prévio, paiaque 
no se crea que con la oposición de tales articulaciones pretenda 
eludirse y dilatarse la solución de los pleitos que incesante- 
mente esta promoviendo la contraparte. Que ésta basa su de* 
manda en la obligación contraída por .la compañía, de encon- 
trar una agencia general para todo lo relacionado con el pasa- 
je que se le expidió, obligación que no ha sido cumplida. Que 
no acompaña la contraparte el boleto de pasaje que justifique 
que fué tal pasajero, y que debía encontrar aquí un agente ge- 
neral para todo lo relacionado con el pasaje qae se le expendió, 
y sobre todo que estableica cuáles eran las obligaciones expte* 
sámente pactadas entre ej actor y La compañía. Que ni siquie- 
ra establece la contraparte, ya que no presenta los justificati- 
vos, cuáles eran esas obligaciones. 

Que la obligación detener un ugtnte está cumplida, pues es 
él (Chancerd) el agente, y antes lo fué el señor Cbristopher- 
sen. 

Que la obligación que establece el Código de Comercio en su 
artículo 287, está cumplida, como consta de autos. 

Que niega la existencia de los pretendidos daños y perjuicios, 
y por último su monto, pues si tales responsabilidades existie- 
ran, la compañía habría sido condenada en costas por lo me- 
nos. 

8 o £) demandado después de refutar el valor que el actor 
atribuye á los documentos acompañados á la demanda, niega 
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que el señor Christophersen haya contratado con Mary j que, 
por el contrario, careciendo de poder bastante para entenderse 
con éste, siempre rechazó toda ingerencia en la cuestión que és- 
te ha promovido, como resulta de los autos que se hallan ante 
lu Suprema Corte en grado de apelación. 

Que rechata las apreciaciones que hace ls contraparte en su 
escrito, y expresamente las referentes á la inscripcinn que ha 
sido cumplida dcbidamenie y n su tiempo, como se demuestra 
por ta confrontación de fechas, de 17de Junio de 1891 en París* 
á mediados de Agosto, f cha de su presentación en Bnenoa Ai- 
res, que prueban que ha obrado con la debida diligencia. 

9* Dictada la profidencia de autos, y después de practica- 
das algunas diligencias con el propósito de dejar constatado en 
autos todas las facultades del señor Chancerel t yotras<!ili- 
'gencias de prueba solicitadas preTüntiramente por el actor, el 
jutgado dictó i foja 60 ruelta, el siguiente auto: «Febrero 10 
do 1892.— Y vistos : Atento los términos eu que lia sido con- 
testada I» demanda, recíbese la causa i prueba por 15 dias co- 
munes y prorrogares para que se justifiquen tos hechos alega- 
dos por et demandante ». 

10. Que la prueba producida por las partes consiste en la 
que expresa el certificado del actuario, corriente á foja.,. 

X considerando : 1° Que don A. Chancerel ha sido deman- 
dado en el carácter de agente general en este puerto, de la com- 
pañía «Chargeurs Reunís », en virtud de las facultades que le 
han sido conferidas por ésta en et poder cujas cláusulas constan 
de la diligencia de desglose puesta por el actuario é foja 41 (le 
estos autos. 

9* Qne la acción deducida tiene también por objeto la res- 
ponsabilidad conjunta y solidariamente de don Pedro Christo- 
phersen, con la compañía como ex-mgente de ella. 

3* Que en el juicio seguido ante este jutgado por el actor 
contra la expresada compañía, don Pedro Christophersen ha 

T. IMTIII lj 
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declarado categóricamente no tener personería para represen- 
tar al capitán del rapor « Entre Rios», ni en general i ta com- 
pañía «Chargenrs Réunis», en esta clase de reclamaciones, lo 
que qniere decirque su agencia sólo se refiere á loa acto* extru- 
judiciales y á tas operaciones de entrada y salida de aduana, 
de los buques pertenecientes á dicha compañía, en base de los 
papeles de éstos. Que siendo el capitán el línií-o que representa 
por ministerio déla ley i lo* dueños Ó armadores de un huque, 
la manifestación hecha por Christophersen debe estimarse bas- 
tante al efecto para excluir so intervención en el juicio á nom- 
bre déla compañía «€ ha rgeurs Réunis», ó del capitán del 
« Entre Rios *, pueafco que para tenerla legalmente se necesita 
poder general 6 especial, hecho en escritura pública, conforme 
ai inciso 7* del artículo 1184 del Código Ciril. 

A a (Jue siendo esto así, claro es que loa actos ejecutados por 
el demandado, ludiendo en juicio una representación que de- 
clara no tener, no podrían obligar ni al capitán del buque ni á 
la compañía i qne éste pertenece, resultando por lo tanto ino- 
Bcioso el procedimiento, á menos que se pretendiera responsa- 
biliiarle personalmente por hechos ú omisiones de terceros, a 
los cuales es completamente eitraño, lo qne tampoco sería 
justo. 

5° Que respecto á la personería del señor Chanccrel para es- 
tar en este juicio, surgen los mismos fundamentos para re- 
chazar las pretensiones del actor; el mandato es expreso para 
ciertas y determinadas funciones del comercio, pero ao contie- 
ne las cláusulas precisas y determinantes para presentarse au* 
icios tribunales con las facultades que se requieren para el 
fjercirio de esos actos; la cláusula de t presentarse en justi- 
cial que contiene el poder conferido al señor Chancerel t debe 
interpretarse que se refiere á los acto* administrativo* con re- 
lación á las autoridades eiri les, y no para ocurrir en ningún 
carácter ante los tribunales de justicia. 
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6° Que, por otra partí, los precedentes en que funda su acción 
el demandante, no sólo no arrojan responsabilidad ninguna so - 
bre La compañía «Chargeurs Réunis • , sino que ni siquiera le 
ha probado el hecho invocada como cansa generadora de Ion 
perjuicios que se reclaman. 

Par estos fundamentos y concordauten del alegato de foja 
241, no ha lugar, con eo^a*, á la demanda promovida por don 
Bernardo Mar?. Notifiques* original y repónganselas fojas. 

Juan del Campillo. 



Buenos Aires, itorij í¿ de 1899. 

Vistos: Considerando : Que la demanda deducida á foja diez 
y ocho por don Bernardo Mary contra ta compañía • Chargeurs 
Réunis » y don Pedro Christophersen, es por indemnización de 
daños y perjuicios, áouyo pago pide se les condene conjuntar 
solidariamente. 

Que dicha demanda se Tunda en que la referida compañía se 
obligó para con «1 actor, al espedirle pasaje desde Burdeos á 
Buenos Aires, en uno de sus vapores, á encontrar á au llegada 
é esta ciudad ana agencia general administrada por don Pedro 
Christopfaeraen, con el título de « Agencio general », para todo 
aquello que jo relacionase con su pasaje, obligación que no se 
había cumplido, y adeuis en que había sido violado el artícu- 
lo doscientos ocbent» y eiete del Código de Comercio, por no 
haberse inscripto en el Registro respectivo, por la compañía ni 
por Christophersen el mandato de agente genere I de este Úl- 
timo. 
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Que los damisy perjuicio* de que Mary hace responsables á 
los demandados por las faltas mencionadas, y que estima eu la 
suma de mil quinientos peso* moneda nacional, dice que se le 
han causado por el hecho de que habiendo demandado á lacom- 
pañía • Chacear* Réunis * en la persona de don Pedro Chris- 
topheisen.como eu agente general en esta ciudad, para que 
fuese condenada á indemnizarle lo» daños y perjuicios que se le 
habían ocasionado por una herida que reoibióeu la pierna dere- 
cha, á consecuencia de la caída de un fardo de pasto, encon- 
trándose como pasajero á bordo de uno de los vapores de aque- 
lla; él referido Christophersen se negó a contestar dicha de- 
manda, oponiendo la eicepcíon de falta de personería por ca- 
recer de mandato de la compañU para entender en demanda de 
ese género. 

Que es de observar que no podiendo la eicepeion de falta de 
personería «puerta por Christophersen, en la causa de la refe- 
rencia, considerarse un acto ilícito de su parte, como lo de- 
muestra el auto del Juez Federal, transcripto á foja ciento se- 
senta y tres vuelta, que declaró la procedeneiade esa eicepcioo, 
y el desistimiento de Inapelación interpuesta por Mary contra 
dicho auto, asi como el reconocimiento que biso el mismo Mn- 
ry déla personería de A. Chancerel, en virtud de loa pod^e* 
dados á éste por la compañía para representarla en ese juicio, 
todo lo cual fué admitid., por auto de esta Suprema Corte, se- 
gún resulta de las actuaciones que en copia auturiiada obran 
rte foja ciento sesenta y cuatro i foja ciento sesenta y seis 
vuelta, es de toda evidencia que no ha podido ni debido Mary, á 
mérito de tales antecedentes y en presea ia del artículo mil 
setenta y uno del Código Civil, entablar contri Christopher- 
sen la demanda por daños y perjuicios de foja dieciocho. 

Que tampoco puede en derecho ser responsable ta compañía 
demandada de los danus y perjuicios que se le cobran, por el 
hecho de esa misma eicepeion de falta de personería, no sien- 
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do ell.i un acto de lu compañía, ejecutada por persona autoriza- 
da por la misma pira representarla en jui- to, como al fio lo re- 
conoció Mar y aute esti Suprema Corle, desistiendo di- la ape- 
lación interpuesta del auto antes mencionado, y aceptando ta 
personería del nuevo agente de aquella, tinto mrtg cuanto Sla- 
ry ni> tiene direcho para imputar á la oompañfr los errores de 
su parte. 

Por esto* fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja doscientas cuarenta y cuatro, se confirma ésta, con 
costas. Notifíquase con el original y repuestos lo-» serlos, de- 
vuélvanse. 

LUIS V. VARELA, — ABEL BAJEAtf. 
O'.TAVIO bunge. 



Í ACHA MUI 



El doctor don Félito H. StUrgoé, contra don Eduardo S* Scotti 

sobre honorarios médicos 



Sumario. — Las conferencias tenidas con persona no autori- 
zada para ejercer la medicina, no pueden ser estimadas en el ca- 
rácter de consultas, sinó de visitas médicas. 



Caso, — Lo ei plica el 
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Buenos Aires. Mayo ¿3 de i 899 

V vistas: Estos autos promovidos por el doctor don Félii R. 
Burgos contra don Eduardo 8. Scotti, sobre cobro de pesos. 

Resulta: I o Queá foja 4 so pronta don Juau Francisco Soto, 
•mi represe) Ucion del doctor Félix R, Burgos, entablando deman- 
da ordinaria contra don Eduardo S. Scotti por cobro de pesos 
provenientes de asistencia médica prestada á la familia del de- 
mandudo, que según la cuenta de foja 3 asciende i la suma de 
3670 pesos moneda nacional, * 

3 o Después de sustanciado ante I » justicia ordinaria de la Ca- 
pital el incidente sobre competencia de jurisdicción promovido, 
y acreditada en forma la del justado federal, se corrió traslado 
de la demanda, que fi f é evacuado á foja 47, en cuyo escrito el 
señor Scotti eipone : Que aunque no está segare de las cinco 
partidus primeras de la cuenta de foja % sin embargo las acep- 
ta y está dispuesto á satisfazlas oportunamente. Pero en b 
que no está de acuerdo y se opone decididamente, es ú la parti- 
da referente A siete consultas que el actor Jija en 380 pesos, y 
que sólo deben aceptarse como simples visitas, úsem 70 pesos, 
pues la simple presencia de Segers que acompañó al doctor Bur- 
gos, no puede considerarse como una consulta con aquél, que no 
es médico ni cosa que ae le parasen, como lo ba declarado el 
Concejo Nacional de Higiene en un caso que comprobará opor- 
tunamente, y además el demandado nunca autorizó al deman- 
dante para qoe trajera á su casa, semejante persona en el ca- 
rácter que se indi:* en la cuenta presentada. 

Que respecto de las consultas con los doctores Arcbambault 
y Baestrochi, sólo tuvo lugar una á la noche, pues A la mañana 
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siguiente la bija del demandado fué operada solo por dicho* fa- 
cultativos, sin ninguna intervención del doctor Burgos, que no 
entiende absolutamente nadado cirugía. 

De modo que de la partida de 80 pesos por dos consultas con 
los doctores Arhambault y Baefitroohi, debía suprimirse una 
consulta ; pero, siu embargo, admite también la Buma que se 
íij.i por esas dos consultas. 

Qu» lo que no admite, es la exagerada partida de 9000 peso-i 
moneda nacional por una operación que uo ha practicado el 
doctor Burgos ni ayuda ¡o á ella, porque es absolutamente in 
competente en operaciones de cirugía, y en ese concepto, es que 
para tal operación pidió so llamare un ci ru i ano, para lo cual fueron 
requerido* los renombrados tloetures Arouambault yBaeatrochi. 

Que hay que notar que mientras el doctor Burgos en esa 
operación de traqui otomía, en que no intervino por su incom- 
petencia en la materia, cobra dicha suma, el doctor Archa raba ult, 
que fuérl Ten' »dero operador, ayudado sólo por el doctor Baes- 
trochi, le ha reclamado por esa operación y consultas, única - 
monte 350 pesos moneda nacional. Termina el demandado di- 
ciendo; que A los pocos meses de la muerte de suhijíta, el doc- 
tor Burgos le pasó la cuenta en globo, por 070 ->eso3 moneda 
nacional de curso legal, la que reohatú porque no venia con el 
detalle correspondiente, como puede probarlo con testigos pre- 
sentíales del hecho. 

Que de lo expuesto se deduce la mu la fé del actor y la plus 
peiitio en que ha inouxrido, por lo que debe sor condenado en 
las costas del juicio, declarando que sólo está obligado A satis- 
facer la suma que le reconoce. 

3 a Recibida la causa á prueba para I» justificación de los lucho* 
alegados, se ha producido laque eipresa el oertiíicado del se- 
ñor secretario, corrientei foja 181, llamándose autos para sen- 
tencia. 

Considerando: i" Que del eximen de la prueba producida por 
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el actor, resulta: 1° de la declaración riel testigo Segers, que 
el doctor Burgos estuvo de médico de cabecera en la cusa del 
señor Scottí, no pudiendo precisar la fecha ¡ 4? Que en la refe- 
rida asistencia, el doctor Burgos turo con el declarante, de seis 
á jcIio consultas profesionales ; y 9 o Que el doctor Burgos tuvo 
en esa asistencia consultas profesionales con Los doctores Ar 
chambault y Baestrochi, cooperó con los mismos á una opera- 
ción de traqueotoinfa, en ana hija del señor Scotti. 

Repreguntado éste mismo testigo por el señor Scotti, declara 
que prestó sus servicios con el doctor Burgos, S quien creía au- 
torizado por la familia p¡ira llamar los facultativos que fueren 
necesarios para cualquiera operación y asistencia ; que respecto 
de la operación bechapor l»s doctores Ar h;itnbaiilt y Baestro- 
chi, considera que el bisturí es uno solo y que loa demás son lúa 
que ayudan al que la efectúa, compartiendo el mismo peligro. 

No obstante los términos de esta declaración, que como tes- 
tigo presencial confirma ampliamente la afirmaciones de lu de- 
manda, el juzgado no puede tomarla en consideración y hacerla 
servir de base para su sentencia, por la calidad del testigo, que 
confiesa ser acreedor del demandado pur honorarios profesii ma- 
lea devengados por la misma causa que origina este juicio ; ra- 
zón por laque se prescinde de ella, por motivo de la tacha legal 
que le comprende y ha sido deducida. 

Queda, pnes, en pié la única declaración prestada por el testi- 
go doctor Archambault, cuto testimonio es de evidente impor- 
tancia para la resolución del pleito por su respetabilidad reco- 
nocida y la participación que tufo en la operación realizada. 

Dicho testigo, al contestar la 3* y 4* pregunta de! interroga- 
torio de foja 00, reconoce ser ciertas las dos consultas iu vacadas 
por el doctor Burgos haber tenido con el testigo y con el doctor 
Baestrochi, como asimismo ser cierto que el doctor Burgos 
concurrió con el declarante y aquel facultativo, á practicar nna 
operación de traqueotomia á una hija del señor Scotti. 
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Repreguntado a solicitud del representan te de éate. si él y el 
doctor Baestruchi fueron los que practicaron la operación y lo 
que cobró por sos honorario*, uontosta que es cierto, y que coliró 
260 pesos, cuja suma la consideraba justa y que el -emir Scotti 
no le pidió rebaja. 

2? De la prueba precedente i orno asimismo de la absolución 
de posiciones, resulta claramente justificado que el tortor Fé- 
tii K. Burgos, fué el médico de cabecera de I» hija del deman- 
dado, que fué él quien extendió el certificado de su defunción y 
y que concurrió con los doctores Archiimbault y Baestrochi, i 
la operación quirúrgica que se le practicó, f como consecuencia, 
por tanto, estando coinprubudo el servicio profesional que 
se reclama, su derecho á eligir su honorario correspondiente, 
Huye Lógicamente y encuentra su fundamento eu el artículo 
1647 del Código Civil. 

3" £1 juzgado no debe admitir el argumento empleado en la 
contestación á la demanda, relativo á la incompetencia profesio- 
nal atribuida al actor desde que la ley presume juris et de jure 
esa competencia por raitin del diploma otorgado é su favor, por la 
Única autoridad competente en la materia, ¿demás* esa afirma- 
ción no es ni -siquiera seria, y se encuentra destruida por loa 
propios actos y procederes del demandado, al confesar que el 
doctor Burgos era el médii-o de cabecera de la enferma, y desde 
luego no es ni siquiera sensato y verosímil admitir esa incom- 
petencia profesional, cuandu puosamente se le entregaba la 
dirección, cuidado y asistencia absoluta de >ere» queridos, lo 
que virtual mente hace presuponer la confinóla que el señor 
Scotti debía tener en sus conocimientos científicos. 

4° Tampoco puede el tribunal admitir el rol secondario y 
pasivo que ae asigna al doctor Burgos ea la grave operación que 
se practicaba á la enferma ; basta para convtneorse de la sin 
raión del cargo, la consideración de que dicho facultativo era el 
médico de cabecera, y en tal carácter concurría á ella y i que 




218 FALLOS DE LA M) FRENA CORTE -' 



toda operación de la de su clase, el bisturí se confín necesaria- 
mente á ano de lo* médicos operadores, sin que esto no signifi- 
que que los que la presencian y ayudan no intervengan en )a 
misma, y por consecuencia compartan las graves responsabili- 
dades del apostolado, y que por lo tanto no tengan derecho a 
eiigir la compensación pecuniaria que les asigne la ley. 

5' No ta igualmente argumento le^al para desc;»noiei' y neu- 
tralizar ti derecho que reclama, ei ütoho que id doctor Ar- 
chambault haya cobrado la suma que dice recibió por el servicio 
prestado, y e&to por la sencilla raionder|ue la apreciación pe- 
cuniaria de mi trabajo » servicio profesional científico, depende 
inoentrovertiblcnienie del criterio individual de) qae lo presta 
y porque esa estimación una vez desconocida, deiie ser reducida 
á sus justos limites por la autoridad competente. 

6* Que cualquiera que pudiera ser el mérito legal de las de- 
claraciones de los testigos del demindudu, para justificar el he- 
cho invocado de que el doctor Burgos baya presentado con 
anterioridad i Scotti, una cuenta de honorarios por 670 pesos 
moneda nacional por tal servicio, tal hecho, aun dándolo tira- 
pl iamentc por comprobado, no pitóle legalmente tener el 
alcance y significación que le atribuye la demanda, ni pudo 
tal circunstancia crear entre ellos relaciones de derecho, desde 
el instanteque. no habicnd" mediado aceptación expresa ó tácita 
de la propuesta que dice se le hizo, no existió contrato por falta 
de concurrencia de rol untad sobre el precio exigido, y por con- 
secuencia t i doctor Burgos pudo retractar su oferta en cualquier 
momento y forma (artículos 1144 y 1150 ael Código Civil), 

7 V Que, por lo tanto, estando justificada en forma legal la in- 
tervenci- n de) doctor Burgos en la operación quirúrgica que se 
practicó en la niña del demandado, asf como las siete consultas 
en vez de siele visitas que Scottí reconoce expresamente, y que 
contiene la partíd;i número seis de la cuenta de foja % desde 
el momento que no se ha probado su afirmación, de que el doctor 
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Segers tío sea tul médico; tío siendo, por otra parte, viable el 
argumenta snp eado, de que dicho señor no fué llamado por la 
familia, puerto que sin so consentimiento exprego ó tácito, no 
hubiera concurrido a su casa y prestado sus ser? icios» el de- 
recho del demandante á reclamar el justo precio del servicio 
prest ido es indiscutible y nace de La disposición del artículo 
16S7 arriba citado, curo servicio debe ser apreciado por el Con- 
sejo Nacional de Higiene, por ser l;i autoridad competente para 
hacerlo. 

Por estos fundamentos y concordantes aducidos en el escrito 
de foja 105, definitivamente juigando fallo; I o admitiendo la de- 
manda instaurada, y condenando, en su consecuencia, á don 
Eduardo 8, Scotti á satisfacer al doctor don Félii R. Burgos, 
dentro de diez días, las cinco primeras y séptima partida reco- 
nocidas de la cuenta de foja 2, impnrtaate todas "lias la canti- 
dad de 390 pesos moneda nacional; y 3? condenándolo igual- 
mente á pagar el importe de las siete consaltas á que se relien- 
la seita partida de la misma cuenta, así como el ralor de la 
operación quirúrgica que se eipresa en la ociara partida, J 
cuyo honorario ó estimación deberá ser hecha por el Consejo 
Nacional de Higiene, y su pago deberá efectuarse dentro de los 
lOdiasde consentida la regulación, con declaración de que las 
o»>stas procesales son á cargo del mismo demandado señor Scotti. 

Nott ffq uese oon el original y repónganse los sellos. 

Agustín ürdinarrain. 

Falto ém im «vatma Ctort» 

Buenos Aires, Abril 22 de 1899. 

Vistos y considerando: Que lus obser raciones hechas por el 
demandado ¿ la cuenta de foja dos, con que se instruye la de- 
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muada, se refieren sólo á la partid» de doscientos ochenta pesos 
moneda nacional, valor de siete consultas con el doctor Segera, 
y á la de dos mil pesos que cobra el actor por haber tomado 
parte en u na operación de traqueotomfa, en compañía de los doc- 
tores Arebambault j Baestrochi, estando así fuera de discu- 
sión las demás partidas de la citada cuenta. 

Que respecto a) cobro por consultas, resulta averiguado que 
Segers no ba estado autoritario para el ejercicio d« la medicina 
fii la República, lo que vale decir que en el país Ao lia debido 
reputarse uon las calidades y los derechos que corresponden al 
médico aceptado. . 

Que en tul virtud, no puede admitirse qne las conferencias 
que el actor hubiera celebrado coa el expresado Segers, aún 
cuando fueron con motivo de la enfermedad del hijo del deman- 
dado, tengan el carácter de consultas que les atribuye el de- 
mandante. 

Que el demandado está conforme en pagar por raso» de la 
partida mencionada, el honorario correspondiente á risita mé- 
dica, loque es justo, puesto que no procede el relativo á con- 
sulta. 

Qu*> en cnanto al cobro por la intervención del demiindante 
en la operación recordada, la circunstancia de hV r sido aquél 
médico de cabecera, c» bastante á hacer presumir que participó 
en efecto en la operación, vaque no se ha producido prueba an- 
údente en contrario, y que está averiguado que estuvo presente 
mi «11 tras se practico la misma. 

Que habiendo el actor reclamado sumas á rayo pago no tie- 
ne derecho, según se declara en esta resolución, no procede la 
condenación en costas á cargo del demandado. 

Por estos fundamentos : se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento treinta y uno, en cuanto manda pagar las partidas 
de la cuenta do foja dos qne no han sido observadas por el de- 
mandado, y el honorario que corresponda por la participación 
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que el actor tuvo en la operación á que esta causa se refiere, el 
cual s<-rá regulado como lo establece dicha sentencia ; y se rero 
cuesta en cuanto manila pagar el importe de las siete consultas 
a que se refiere la seita partida de la cuenta de foja do*, y en 
cuanto condena en coatas al demándalo, declarándose respecto 
de las primeras, que ellas deben abonarse como risitas médicas, 
quedando, en consecuencia t dicha punirla reducida á setenta pe- 
sos moneda nacional, y de las segundas, que se pagarán en el 
orden causado. Notifiquen con el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN MI. — ABEL BAZAN. 
— ■ OCTAVIO RUNGS. — JUAN 
K TOHKKNT. 
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Criminal eoníra Samuel Caminos y Ventura S. de los Sanios, 
por sustracción y violación de correspondencia con valores, 
falsificación de firmas y estafa al Banco de ta /Vacio». 

Sumario, — 1° Corresponde ni delito de sustracción y Tiohi- 
cion de correspondencia con valores, cometido por un empleado, 
la pena de cinco anos de trabajos forzados é inhabilitación para 
puestos públicos, 

2» £1 particular que ha cometido falsificación con agravantes, 
debe sufrir la pena de tres años de trabajoi forzados y multa 
da mil pesos fuertes. 
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Caso. — Resolta del 
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Buenos Aireü, Diciembre 39 de 1836. 

X vistos: estos autos seguidos contra Samuel Cumióos, sin 
sobrenombre ni apodo, .urge» ti «o, casado, de 2t> anos de 
edad, empleado, domiciliado en la cal le Patagones, número 568, 
y contra Ventura S. de los Santos, oriental, de 28 años de 
edad, casado, sin ocupación, domiciliado en la calle Muza nú- 
mero 138, por estar acusados d< violación y sustracción de co- 
rrespondencia, falsificación de firma» y estafa ai Banco de la 
Nat-ion Argentina, y de los que resulta : 

Que con fecha 27 de Diciembre de 1897 ocurrió ante el se- 
ñor comisario de la sección 1" de policía, don Mauui) J. de la 
Fuente, cuya identidad certifica el comisario instructor, ex- 
poniendo, a foja 2 vuelta, qne el día 22 del precitado mes y 
año, su señor padre residente en el Pergamino le había enria- 
do das giros contra el Banco de la Nación Argentina, uno por 
valor de 150 pesos y otro por valor de 140 pesos respectiva- 
mente, lo que había llegado á su conocimiento por la carta y 
telegrama que eihibe (éste último corre ú foja i m ) ; que no ha- 
biendo recibido dichos giros se dirigió ¡i la Dirección de Co- 
rreos, donde le informaron que la carta conteniendo aquellos, 
no habla sido recibida, pero que en el Banco de la Nación Ar- 
gentina habían sido cobrados el día 34 del referido mes p.»r 
una persona que los presentó, con la particularidad de que 
tenían ia tirina del exponente falsificada, firmas que estab.m 
certificada» como auténticas por don Diego Buix, empleado del 
Banco Español, cuyo sello respectivo también les ha sido 
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puesto; que, en consecuencia solicita se practiquen las dili- 
gencias del caso para la detención del autor de la estafa de que 
ha sido víctima. 

Que llamado i declarar, don Diego Ruiz manifestó á foja 5, 
que e* exacto que ha certificado ea dos giros cintra el Bu uo- 
de la Nación á favor de don Maon i J, de la Fuente, las lírinas 
que en esos documento» decían « Manuel J. de la Fuente > ; y 
.igregó; que el 24 de Diciembre, entre mu y doÑ de la tarde, 
fueron al Bauco del Comercio, donde esta empleado, un joven 
de apellido de lo* Santos, y otro a quien no conocía ; que üt- los 
Santos le pidió certificase do* firmas en giros que eran las que 
lia mencionado más arriba, y el declarante lo hixo con toda 
buena íe, creyendo en la p'iabrn de de los Santos, anriquo no 
conocía, al señor Manuel J. de la Fuente que aparentaba serlo 
el otro compañero; que i de los Santos lo ha conocido dos años 
antes, empleado en Ja oficina de certificados del Correo, y que 
en conversaciones que tuvieron resultó quu eran parientes leja- 
nos, lo que le fu* confirmado más tarde por referen ias de la 
familia del exponente; que con ese motivo le dispensaba con- 
tiania, aún cuando el declarante no \q tratara siitó cuando iba 
al Correo llevando correspondencia del Banco pura certificar, 
pero que no le veía desde un año próximamente ; que ignora el 
domicilio de de los Santos y no recuerda sn nombre de pila; 
que cree es oriental» como desafio*, más bien alto, delgado, 
algo trigueño, de bigote negro, chico ; que en cuanto al com- 
pañero, no ie lijó en él y sólo recuerda que era un joven de re- 
gular estatura y de bigote. 

Que habiéndose comisionad!» ]>ara la averiguación del hecho 
denunciado, al auxiliar don Felipe C. Pereyra, este expone a 
foja 7 vuelta : que en «I Correo se le ha informado que la carta 
«expreso», número 688, había sido recibida el día 13 de Di- 
ciembre, oondueida por el estafetero Manuel Giménez ; que et 
-i-empleado de los Santos se llama Ventura S., domiciliado en 
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la calle Masa 138, y que «n virtud du resultar vehementes in- 
dicios de rué este Ventura S. de los Santos sea uno de los bu- - 
torea del hecho que ae investiga había procedido á su deten- 
don; que habiéndole interrogado sobre el asunto, de loa Santos 
le había manifestado que quien había sustraído la curta y co- 
brad" los giros ero el empleado de la ulicin de clarificar ion, 
don Samuel Camin»s, por cuya rutón había procedido también 
á la detención de éste. 

Que llamados A declarar los procesados. Ventura >í, de los 
Santua, á foja 14, dice: que la úni a intervención que ha tenido 
en el cobro de dos giros valor respectivamente de 140 y 130 
pesos, a favor de don Manuel J. de ia Fu .-rite, cobro efectuado 
en el Banco de la Nación, ha «onsistido en hacer certificar una 
tirina que no conocía, hecho que ocurrió couiu sigue: Que el 23 
de Diciembre encontrándose el declarante en su domicilio, 
siendo la u:ia pasado meridiana pró&imametite, fué á ñuscarlo 
uci persona í\ quien conoce por haberlo t sto en algunas can- 
chas de pelota, y que supon- en este acto se llama Samuel Ca- 
minos y éste le dijo que había recibido del Pergamino dos giros 
que no había podido cobrar en el Banco de la Nación por no ser 
conocida su firma; que á pedido de aqu¿l, el declarante supo- 
niendo que bu amigo se llamase Manuel J. de La Fuente, fué 
al Banco del Comercio y con su pariente don Diego Rui* (hijo) 
hizo certificar las firmas como auténticas; que en seguida Ca- 
minos fué al Banco de la Noción y cobró los giros de cuyo 
importe el declarante solo acepto 30 pesos en calidad de présta- 
mo; que cuando Caminos cobró los gnos, el declarante no es- 
taba con él, pues se bahía quedado en la calle; haciendo ure* 
senté que no tenía conocimiento de que se tratase de cometer 
un delito y por esa causa no tuvo inconveniente en ayudar de 
buena fó a Caminos. 

Que a foja 16 vuelta, el detenido Samuel Caminos, declara: 
que el 33 de Diciembre sustrajo de la oficiui de Clasificación 
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del Curren donde presta sus serricioa, una « arta crejendo que 
c atuviera dinero, que habiéndola abierto encontró que conte- 
nía dos giros á favor de don Manuel J. de la Fuente, contra; el 
flanco de la Nación Argentina, por valor respectivamente de 
140 y 130 pesos de curso legal, y que no subiendo como cobrar- 
los fuese á ver t su amiyo Tentara S. de los Santo», al que le- 
li rió lo que había hecho, entregándole los giros para que bus- 
case la manera de cobrarlos; que por indicación de de lo» Santos 
salieron y fueron hasta el Banco de la Nación, uonde penetró 
aquel quedando afuera el exponen te; que de lo» Santos salió 
con los giros que habla firmado a! dorso, diciendo que no había 
podido cobrarlos por no ser conocida la firma; que entónces, 
siempre por indicación de de los Santos, fueron al Banco de) Co- 
mercio, donde aquel habló con un empleado, que le diju era su 
pariente, v á quien presentó til declarante como Manuel J. de 
1 1 Fuente ; que ese empleado ¡i pedido de de los Santos certtbVó 
la firma ; que volvieron nuevamente al Sunco de la Nación, que- 
dando otra **•% el declarante afuera; que un momento después 
délos Santos cobró, y de la suma de 360 pesos el declarante 
quijo darle 120 A aquel, pero como protestara se dividieron el 
importe, recibiendo cada uno 130 pesos. 

Que á foja 23 declara el testigo Máiimo Casá (hijo), emplea- 
do del Banco de ta Nación Argentina, que el día 23 de Diciem- 
bre, abonó dos giros ¿ tioiubre de Manuel J. de la Fuente, por 
valor respectivamente de f$0 y 140 pesos; que una sol* perso- 
na se presentó cobrándolos, los cuales llevaba Ta firmados. 

Habiéndoselo presentado en una fila varias personas entre los 
que se bailaban los detenidos Santos y Camino», para que re- 
conociera al m u joto que cobró los dos giro» mencionado» dijo: 
que debido al grao número de personas que acuden á ta ofici- 
na del Banco no ha podido fijarse en aquella por quien se le 
pregunta. 

Que el detenido Caminos á foja 39, ratifica ante este jugado 

V. LKtltl 15 
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la declaración indagatoria que ha prestarlo ante el señor comi- 
ttario de la sección I a de policía, como asimismo lo hace á foja 
34, el procesado de los Santos, negando este último toda inter- 
feneion en el cobro de los giros. 

Que á foja 36 se procedió al careo de ambos procesados son- 
teniéndose ambos ea lo que tenían declarado, y á foja 41, Ven- 
tura S. de los Santos, manifiesta al juzgado que las firmas 
puestas al dorso de los giros de foj» 13 y foja 14 y que dicen 
M. J. de la Fuente, han sido escritas de puño y Lira del de- 
clámate, ratificándose nuevamente en todo lo demís que ha de- 
clarado. 

Que producidas diversas diligencias tendentes al esclareci- 
miento de Iob hechos que motivan e:>te proceso, á foja 83 el 
t«eñor procurador tibcal se expide solicitando se aplique al pro- 
cesado Samuel Caminos, por haber sustraído y violado corres- 
pondencia, el múiimum de la pena que establece el artículo 53 
de la ley sobre crímenes y delitos contra la nación, de 14 de 
Setiembre de 1803, dada la circunstancia agravante de su par- 
ticipación en los actos delictuosos qne mis tarde se practicaron 
eu ios giros sustraídos. 

Que en cuanto á Ventura de los Santos ha incurrido en la 
penalidad establecida por el artículo 05 de Ja ley ya citada, por 
haber falsificado la firma de un documento mercantil del Ban- 
co de la Nación, pena que debe aplicársele en su máximum por 
las circunstancial agravantes de encubridor de) delito de Ca- 
minos, y de autor material de la estafa hecha al Banco men- 
cionado, 

Que corrido traslado á los defensores de los procésanos de la 
acusación fiscal , el de Samuel Caminos se expide á foja 111, 
solicitando, por las Taxones que expone, *e declare exento de res- 
ponsabilidad á sn defendido, sobreseyendo en el presente jnicio, 
dando por co tu purgad o el delito con la prisión sufrida (artículo 
52 de la ley de 14 de Setiembre de 1863) ; y el de Ventura de 
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t.mo.l mín.mum de |, pena qB , marea „ 1[t t 

J^M^** í prUeU " M ' rodn< * »" *" ■**» de 

T considerando : |. q„ e , de , usUíecioa 
de MWM. co n «ta de ,«,. e[ mÍDÍHtfrio púbIjcil 

J. de I. Fuente, de que también «cus. f de ,„ 
cuentrancemprobado. con 1„ decl„ M ¡.„„ ísíos ¿ * 

Sfi: d , eTd 1, : n / tpue,to ,n mu ' * «*S2 

del cuerpo del del.to con.tat.do « f.j. li , toj . ,„ de e9tos 

*> Qn. ei.min.ndo los .ntecedente. de e.te procedo „.„ 
£S la r |MH, " bÍ,Í "«' i «no de los proceros 

r?^' " -»P». * Camino, por „r 

enipU*!» del Corre, cu.ndo .usrraje , T ¡ td I. carta dirigid» 
»i.enor del. Fuente, debe takta* comedid. enl. 
*¡¡-»-.« «W.B de I. |„ de U de Setiembre de 
IMS , , | de los Santo, en la del artículo 85 de la citada ier 
po, haber cometido I. fahedad ,n. , e 1, .cu 8 .. . ÍB m*tit e¡ 
carácter de empleada nacional. 

* Que I. incapaeidad de Camino., .legad, por I. defenaa 
par. atenuar .« re.punsabilidad, „. puede ,er lomad, en c„n- 
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de fe,. «01 enelU, Nn.it, -Jaramente ,«e e. ,e.pon„l„ e d e 
•n» actos, ..ni porqne no edité ninguna eircuu.tanci. en cata 
eanu que tienda i demostrar lo , ontrurio. 
4» Que tampoco puede tomar.e en con.i'dcr.cio.n la, circuns- 

ZZ " ? £ " defínMr d< d ° 103 *»***■ * *-*«r .id. 
aligado per Camino, para cometer el delito q... , e le acu.a 
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y la perturbación de su espíritu producida por desgracia tíe 
familia, porque uo las ha demostiudo, ni existe eii autos ante- 
cedentes que las justifiquen. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con el señor pro- 
curador fiscal, fallo í condenando á Samuel Caminos á la pena 
de ciuco anos de trabajos forzados é inhabilidad para obtener 
piestoi públicos y las eo.tas del juicio ; y á Ventura de los San- 
tos á tres años de trabajos forzados, multa de un mil pesos fuer- 
tes y costas del juicio, teniendo en consideración que es encu- 
bridor del delito de Caminos y haber estafado al Banco de la 
\acion Argentina i debiendo descontársele a ambo, procesados 
la prisión preventiva que llevan sufrida en los términos esta- 
blecidos par el articulo 92 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863 Notifiquese con el original y en oportunidad comuni- 
qúese al señor Director de la penitenciarla y al señor jefe de 
policía, y fecho, archívese 

Gervasio F. Granel* 
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Buenos Aires. Abril ¡1 dft 1899. 

Suprema Corte: 

El procesado Samuel Caminos está convicio y confeso del de- 
lito de sustracción de crr. spondeneia y apropiación de parte 
de los giros contra el Banco de la Nación, q..e contenía la caita 
sustraída y violada. Aii result a de sus probas confesiones de 
fojas iñ y 33. j de laa demás con>tancias del proceso. 

El procesado Ventura de los Santos ha puesto tirinas fuUas 
en los pagarés de fojas 14 y 13, «outra el Banco de la Nación 
Argentina ; ha practicado los actos conducentes á la defrauda- 
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cion del Banco por medio de ¡iquelloB documentos con firmas 
falsas, y ha aprovechado parte del dinero defraudado, según su 
propia confesión. 

Al dilito del primer» corresponde la pena de trabajo* forza- 
dos por <ineo años, segun prescripción del ar tirulo 53 d.- la ley 
sobre crímenes contra la nación, de 14 de Setiembre de 1863; 
al del segundo, la de uno á tres añ-s y multas respectiras, se- 
gun el artículo 66 -de la misma ley. T tratándose de un lecho 
repetido en dos documentos, y COp las graves circunstancias 
que lu rodean, pienso que el juez a 7U0, ba aplicado con crite- 
rio legal, en el caso, el máximum de aquella pena. 

Se objeta en la defensa que Ja suma sustraída ba sido reinte- 
grada, y así consta en efecto de la induración del interesado á 
foja 87; pero esa reintegración, referida á otras causas de de- 
lincuencia, segnn el artículo 83 de la ley, no creo pueda pro- 
ducir los mismos efectos respecto A la sustrae- ion de lu corres- 
pondencia pública y los valores contenidos en ella. La violación 
y sustracción, alterando él órden y el crédito de la adminis- 
tración pública, constituyen el delito determinado y penado 
pur el artículo 53 de la ley citada. 

Por otra parte, ta suplantación de lirmis falsas, constituye 
una verdadera falsificación y la aplicación de la pena estable- 
cida por el artículo 65 de la ley nacional de 1863, no puede 
eludirse en el caso, porque ella es ley especial para lo* críme- 
nes contra la nación y no debe suponerse derogada por las que 
se refieren a los delitos del fowro común. 

En su mérito, pido á V. E. se sirva confirmar or sus fundá- 
ndolos la sentencia recurrida de luja 144. 

Sabittian* Kier. 
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Buenos Aires, Abril & de 1899. 

Vistos : de acuerdo con lo eipuesto y pedido por el aeñoi 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja ciento cuarenta y cuatro. 
Devuélvanse. 

BUflAIIHI PAZ. — LUIS V. VA HELA. — 
ABSL iAlAfl. — OCTAVIO IUHGE — 
JUAN E. TOKRERT. 



Pon Estanislao Martínez* cestottano de don Pablo Heniles, 
contra don ttogelio Lopes; sobre nulidad de una venta y 
reivindicación. 

Sumario. — Kl marido que por el largo abandono hecho, ha 
causado el error de que se le creyera muerto, y, eu consecuen- 
cia, de que la mujer contrajera segundas nupcias, adquiriera 
bienes como oasada con el segundo marido, y los vendiera des- 
pués de la muerte de éste, como viuda del mismo, no tiene dere- 
cho para pedir contra el comprador de buena fé ' la nulidad de 
la renta, y reivindicar la cosa rendida. 
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Caso. — Lo explica el 



Paraná, Julio 18 de 189-1. 

Y vistos: estos autos promovidos por don Nicanor Calderón , 
en n- presen taoion (te don Estanislao Martines, argentino, ce- 
sionario de don Pablo Benitex, argentino Umbien, contra don 
Rogelio López, español, s^bre nulidad de una Tenta y reivin- 
dicación del campo transferido por ella; de la demanda y con- 
testación rtsultan establecidos los siguientes hechos: 

I a Que en el año 1855, don Pablo Benitez contrajo matrimo- 
nio en la ciudad del Uruguay con doña Brígida La 1 .tima, lo 
que también se comprueba con la partida de foja 1. 

Algún tiempo después, Benitez se ausentó de esta provincia 
abandonando A doña Brígida. 

En su ausencia, ésta contrajo nuevo matrimonio en la ciudad 
de La Paz el año 1869, con don Rufino Franco, lo que se justi- 
üca también por la partida de matrimonio de foja. 

Muerto don Rufino Franco, doña Brígida, considerándose viu- 
da, v 'a lió á don Rogelio López un campo que ella adquirió 
por compra hecha al gobierno durante su segundo matrimonio, 
el que se encuentra situado en el distrito Sauce Lusa, departa- 
mento de Villaguaj, con extensión de nna legua cuadrada, lin- 
dando por el Norte con don Marcelino Ruis Dial, por el este 
con el arroyo Ortil, por el Sur cou el arroyo Encierra y por 
el Oeste con doña Bernardina Tañares y doña María Veda, 
argiii, exposición de la demanda. 

Fallecida más tarde la señora doña Brígida La Palma, bm 
primar esposo don Pablo Benitez, en 4 de Octubre de 1892, 
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hace cesión, i favor de don Estanislao Martínez, de todos sus 
derechos y acciones á la sucesión de doña Brígida La Palma, 
como de las que lo corresponden en la sociedad conyugal con di- 
cha señora y muy especialmente del derecho para decir de nu- 
lidad de todos Eos actos realizados por dicha doña Brígida, sin 
su consentimiento ó el' de los jueces, pues no ha confirmado ni 
confirmará ninguno de ellos (escritura de fojas 1 á 2). 

El apoderado de Martínez dice que el segundo matrimonio 
de doña Brígida es nulo, puesto que vivo don Pablo Benitez y 
subsistente «I primer matrimonio contraído con él, no podía 
contraer otro; que, pur consiguiente, no puede celebrar ningún 
neto de enajenación, sin el consentimiento de don Pablo. 

Que, por otra parte, eKampo rendido á López lo Habla ad- 
quirido doila Brígida con bienes de Henitez, porque ella nunca 
los tuvo propios. 

Por todo lo cual pide se declare nula dicha enajenación y se 
i-oiidene á Lopei á devolverle el campo por pertenecer óste á 
Henitez, tanto como heredero de doña Brígida, cunnto por la 
parte ríe gananciales de su matrimonio que le corresponde. 

Don Sebastian Vázquez, por don Rogelio López, contesta 
esta demanda oponiendo la excepción de falta de personería, 
fundándola en que el Pablo Benitei que hizo la cesión á Mar- 
tínez, no es el mismo que caso con doña Brígida La Palma, y 
en que no se ha presentado la sentencia judicial qut declare 
nulo el matrimonio de ésta con don Juan Rufino Franco, ni la 
constancia de que Benitez haya sido declarado heredero de doña 
Brígida, por juez competente. 

Dice que ésta, después d" diez años de ausencia de Benitez, 
en que la única noticia que tuvo de él fué la de haber fallecido 
(según ha sido informado), creyéndose completamente libre, Te- 
solvió casarse con don Rufino Franco, y lo hizo previa lu publi- 
cidad y solemnidades que prescribe el derecho canónico, como 
lo acredita ron la rubina partida foja... 
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Que la víspera de este matrimonio, Franco hizo donación á di- 
cha señora de ios derechos posesorios que él tenía en un campo, 
cuya parte es objeto de la demanda y lo prueba con la escritura 
df foja*,. 

Realizado el matrimonio, duna Brígida adquirió el pleno do- 
minio de él por compra hecha al gobierno de la provincia en 
abril rie 1880, con el conseiiiituiento de Franco. 

Fallecido éste, ella vendió una fracción á don Rogelio l.np«; 
ra in como el gobierno se io vendiese á plazo y ella sólo pagó 
una de las veinte animidades, el comprador carg.. con la obliga- 
ción de satisfacer al lisi;o las I» anualidades restantes, lo qae 
destruye la aserción del demandante, de que ese campo fué 
l ompradopor doña Brígida con bienes di- Henitez. 

Que estos actos los ejecutó dicha señora públicamente, ya en 
e! concepto de viuda de Benitez, como esposa de Franco des- 
vies, y finulmente t omo nuda di' éste, procediendo en todo 
bajo la persuasión de ser viuda de Benitez por considerarlo 
muerto, y en este concepto y en el de legítima esposa de Franco 
v más tarde viuda de éste, ha sido U nida por todos, de mauer* 
que ha habido la más perfecta buena fé, tanto en los cónyuges, 
dona Brígida y Franco, como en loa terceros que contrataron con 
ella, por lo que tales actos de enajenación están regidos por 
las leyes relativas a los matrimonios putativos. 

Si fuese n »la, dice, la venta hecha i su mandante don Rogelio 
López, pordefeotodeeousentimientode Benitez, lo es también, 
por la misma causa, la compra que ella hizo al gobierno y la 
donación de Franco del mi ¿rao eampo en cuestión, de modo que 
ese campo volvería al dominio del fisco y no al de Benitez ó su 
cesionario. 

En el término de prueba, la parte actoru justifica por las de- 
claraeioneB de Anderson, fojas 33 y 44; José Lino Cbnrroarin, 
foja 38; Serapio Gómez, foja 35; Gregorio Benitei, foja 35 vuel- 
ia;FerminRotela,foja41,que don Pablo Benitez esposo de doña 



134 



rALLlVS 1*1 LA SUPREMA CORTE 



Brígida La Palma, existía en la época de la iniciación de este 
juicio, residiendo primero en Federación y últimamente en Con- 
cordia, departamento de esta provincia. 

Respecto de si Benitez, al separarle de doña Brígida , llevó 
algunos bienes ó dejó todos en poder de doña Brígida, Antier- 
áon dice que le consta haber llevado 700 cabeza» de ganado, 
dejando un númeroiguat en poder de SÉ esposa, y ésto ocurrió 
por el año 1861 ó 1802, Cburruarin dice que > a cierto que el 
año 62, se convino entre Benitez y doña Brígida en separarse 
de bienes, debiendo llevar Benitez una parte del ganado quí- 
tenla en Villaguuy ; pero que cree que nu llevó nada. Fermín 
Rotela dice, que por haberlo oído ádofia Brígida, sabe que Be- 
uitez se fué sin llevar bienes. Silveri ) Correa, foja 48, declara 
que Benitez se fué solo, sin llevar bienes. 

El demandado, á su ve*, prueba con la escritora de foja 53 
que don Rufino Franco en 3 de Setiembre de 1889, antes de 
casarse eon doña Brígida La Palma, le hizo donación á ésta de 
los derechos que tenía en un campo d<l departamento Villaguav, 
distrito Sauce Luna, siendo parte fie éste el enajenado ¡í Ló- 
pez. Comprueba también el hecho de la muerte de doña Brígi- 
da, ocurrido por los años 18886 1889 con la confesión del de- 
mandante de foja 92 vuelta. 

Y considerando: Que probado como está que don Pablo 
Benitez, esposo de doña Brígida La Palma, existía al iniciarse 
este juicio, residiendo en el departamento rederuriuii de esta 
provincia, debe presumirse que es el mismo que otorgó la es- 
critura de cesión de derechos de foja... desde que la parte de- 
mandada no lia probado lo contrario como pudo y debió hacerlo. 

Que está asimismo justificado por confesión del mismo 
demandad», que el contrato de venta atacado de nulidad por la 
demanda, fué celebrado por doña Brígida La Palma, después del 
fallecimiento de su segundo marido don Rufino Franco y consi- 
derándose viuda de él. 
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Que eate hecho nace innecesaria la previa declaración de 
la nulidad de! segundo matrimonio, pues que con Ja muerte del 
cónyuge Franco, él quedó disuelto (artículo 319, Código Civil y 
81. ley de matrimonio). 

Que ííáí extinguido el segundo matrimonio, es evidente 
la existencia del primeramente contraído por doña Brígida La 
Palma cun don Pablo Benitez, pues el matrimonio válido, coui'i 
se reconoce que era éste, no se disuelve sino por la muerte de 
un» de los esposos (artículo $19, Código Civil, y 81 de la ley de 
matrimonio). 

Que desde luego, doña Brígida no pudo celebrar válidamente 
con don Rogelio Lopes el i-ontrato de venta del campo en cues- 
tión, sin la Eiceneia de su marido don Pablo Benitez (artículo 
18» del Código Civil). 

Que esto no obstante, es doctrina consagrada por el artículo 
949 del Código Civil, que el error de hecho, cuando es invenci- 
ble, no perjudica; y el urtículu 1049 del mismo Código niega al 
o, ue ocasionó el error de la otra parte, el derecho de demandar 
la nulidad del acto producido por ese error. Consecuente non 
esto- principios, al artículo 3430 declara firme, respecto de) he- 
redero, las enajenaciones de inmuebles ;'t título oneroso que 
hubiese hesito el poseednr de la herencia, cuando ¿I (el posee- 
dor) es panent - del difunto en grado smesible y faa tomado la 
herencia en esta calidad, por ausencia ó niai-cion de los herede- 
ros mis próximos, y cuando la posesión publica y pacílica de la 
herencia ha debiilo hacerte considerar como heredero, siempre 
que el tercer adquireute tenga buena U. 

Que en el caso que se presenta á la decisión del tribuna), la 
doctrina de los artículos 929 y 1049 citados, es de perfecta apli- 
cación, porque el abandono que litio don Pablo Benitez de su 
esposa doña Brígida La Palma, ausentándose del país poco 
despnea de casado, según lo confiesa la demanda, el año 63, 
según los testigos Churruariu y ¿nder 3 on, para no volverla á 
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ver más, las públicas proclamaciones que precedieron al segun- 
do matrimonio celebrado por dicha señora con don Ruüno 
Franco, en la ciudad de La Paz, el año 1869, sin que nadie de- 
nunciase la existencia de impedimentos de doña Brígida para 
conlraerlo, en ri la marital con Vranco después por vario» años, 
sii* que en ese largo tiempo Benitez hiciese acto de presencia 
al lado ile doña Brígida, ni reclamase sus derechos de marido 
ó protestase en alguna manera contra el proceder de ella, deján- 
dola ante todo* en el concepto «le legítima esposa de Franco y 
en la posesión del estado de viuda de éste después de su falle- 
cimiento; son omisiones culpables de Benitez que han debido 
inducir en error a don Rogelio Lopex, acer a del estado de 
doña Brígida y de su capacidad legal para obligarse, dando 
ocasión A que contratase cun ella . 

Que de este mismo conjunto di- circunstancias, resulta ma- 
ni tiesta la buena fé de don Rogelio López ¡i) celebrar el con- 
trato de compraventa del campo, sin que sea necesaria otra 
prueba, porque la buena fé siempre se presume (ar líenlo. . . Có- 
digo Oirlt) mientras no se demuestre lo contrario. 

Que de lo expuesto he deduce como lógica conclusión, que don 
Fítbh» Beoitcv. no tiene accíou para anular el contrato de renta 
del campo situado en Villuguay, distrito Sauce Lima, otorgado 
por doña Drígi la La ¡Vuuá favor de don Rogelio López, ni la 
de reivindicación de dicho campo deducida como consecuencia 
de la o u id .id del contrato. 

Que siendo el actor don Estanislao Martínez, cesionario de 
los derechos de don Pablo Benitez, las consideraciones que 
preceden tienen contra aquel la misma fuerza que contra éste, 
según el artículo 1474, Código Civil. 

Por lo eipuesto, JF sin entrar á estudiar los demás argumen- 
tos aducidos por el demandado, por ser innecesario : fallo no ha- 
ciendo lugar a la demanda de don Estanislao Martínez contra 
don Rogelio López, debiendo satisfacerse las coatas por cada 
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parte en el orden en que han sido causadas. Notifiques? en el 
original y repónganse los sellos. 

.V. de T. Pinto. 



rali» de I» NprMM Carie» 

Buenos Aires, Abril ¿b de 1899. 

Vistos y considerando: Que según consta en el instrumento 
de fija «lie* y siete, el gobierno de la provincia de Entre Kios 
enajenó • favor de doña Brígida La Palma de Franco, en mil 
ochocientos ochenta y dos, el campo situado en i sa provincia, 
de que es paite el terreno á que se refiere el presente pleito, 
estando la terdad de ese hecho reconocida, «demás, por ambas 
partes. 

Que la citada doña Brígida La Palma de franco, representa- 
da por don Pedro Pablo Carrizo, trasmitió á finar del deman- 
dado don Rogelio Lopei, el terreno en cuestión mediante el 
contrato de «umpruventu comprobado por la escritura pública de 
foja diez y nueve, que contiene las cláusulas contenidas entre 
los contrayentes, 

Que con tales antecedentes, es indudable que el comprador 
Lopes ha debido creer que formaba relaciones de derecho con 
lu señora de Franco, porque es ia misma señora de Franco 
quien «parece adquiriendo de la provincia el bien vendido, sin 
que pudiera, ni sospechar siquiera, que el estadg de la vendedora 
hubiera de ser cuestionado por razón de ta existencia de un ma- 
trimonio anterior al de don Juan Rufino Franco, cuyo nombre 
llevara aquella. 

Que si Lopei, por exceso de previsión y prudencia hubiese 
tratado de cerciorarse del hecho de la existencia, del mal rimo- 
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Dio dé doña Brígida La Palma con don Juan Rufino Franco, ta 
partida de casamiento que corre ú foja veintiuno habría servido 
r confirmarte la posesión de estado en que se hallaba la citada 
doña Brígida, y en cayo concepto contrató con ella, puesto que 
de esa partida resulta que «1 referido en l*ce se celebró en la 
parroquia ¿e LaPaz T el dos de Seiiembre do mil ochocientos se- 
senta y nueve, previas las formalidades de derecho y con los re- 
quisitos establecido», expresando*? en la partida que eran viu- 
dos, tanto Franco como doña Brígida, el primer - de doña Mer- 
cedes Ramírez y la segunda de don Pablo Benitez. 

Que el asiento en los libros parroquiales de donde se ha ex- 
imido dicha partida, importaba la prueba del hecho por razón 
de la autenticidad del instrumento y por razón de ser él exten- 
dido por funcionario autorizado al efecto, y qne lo estaba igual- 
mente para autorizar el casamiento, siendo también del recorte 
de la autoridad eclesiástica la informa» ion de soltura y liber- 
tad de los novios y las medidas de publicidad prerias á la cele- 
bración. 

Que, por consiguiente, cuando la Iglesia autorizó el matrimo- 
nio entre Franco y doña Brígida, haciendo constar que uno y 
«tr<> eran viudos, nada podría imputarse a terceros extraños 
por haber dado fé a esa estado de cosas, si no se demostrase que 
habían tenido la prueba de lo contrario, lo que no se ha demos- 
trado en esta causa. 

Que así, no hay razón para atribuir ni demandado negligen- 
cias que le atribuye el actor, por no haber Investigado si eru ó 
no cierta la viudex de doña Brígida, ó sea si realmente bahía fa- 
llecido su primer marido don Pablo Benitez. 

Qne entre tanto, éste qne había abandonado el domicilio con- 
yugal el año mil ochocientos sesenta y dos, más ó menos, y que 
no da noticia de su existencia sin6 cuando en mil ochocientos 
noventa y dos cede á favor del demandante Martínez sus dere- 
chos y arciones, tanto respecto á ta sucesión de la finada doña 
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Brígida, como respecto á la sociedad conjugal que turo con 
ella, haciendo ciprcsa mención fie entrar en la cesión las ac- 
ciones rj? nulidad contratos actos realizados por Incitada doña 
I ¡rígida (escritura de foja primera), es seguramente causante 
del error común en relación al estado de su consorte, porque su 
omisión y silencio con A abandono de los deberes que la ley 
impone al marido, durante largos anos, ha concurrido á mante- 
ner e*e error haciondo que López, al contratar con lona Ungida 
la compra del campo, que el gobierno de la provincia al enaje- 
narlo á favor de la misma doña Brígida» los furicioiiarius ecle- 
siásticos, el segundo esposo y el vecindario en general, creye- 
sen i tiren- ibli -mente que dieba señora Brígida era loque pare- 
cía ¡ser; esto es, la viuda de don Pablo Benitez y la segunda es- 
posa legítima de don Juan Rufino Franco. 

Que imputable A Benitez el error del demandado López, es 
justo que sufra aquél y no éste las consecuencias de sus propios 
hechos, con arreglo á los principios generales de derecho y i la 
doctrina que surge del artículo doscientos treinta y cinco del 
Código Civil. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento catorce, se confirma ésta con costas. Notifique- 
se con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VA - 
HELA. — ABEL BAlAN. —OC- 
TAVIO BtSGE. — JUAN t- TO- 
AR ENT. 
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Don Justo J. de tfryuiza contra don Manuel llejarano, por da- 
ños y perjuicios; sobre una diligencia judicial y apela- 
ción* 

Sumario— So debe concederse spelarion del auto interlo- 
cutorio que no decide artículo, ni i ansa granulen irrepaiable. 

Caso. - Estaado ta cansa recibida á prueba, la parte de Vv- 
qm/a pidió se mande practicar una pericia para establecer la di- 
ferencia de valor i ntrv las haciendas de la calidad y condiciun 
convenida en el boleto de compra-venta coa don Manuel Beja- 
rano, v la» que entregó é»te, y puní lijar el precio en que pudie- 
ron venderse las haciendas que d.-bió entregar Bcjarauo en las 
fechas en que se obligó á entregarlas, teniendo en cuenta las 
operaciones de los saladeros do Entre Ríos y Esiado Oriental» en 
esa fecha, . 

Propuso perito por su parte y pidió que se ordene á la narte 
contraria nombre el suyo. 

El juei confirió traslado ¡í la parte de Hejarauo, quien eipu- 
so que no puede designar perito para una diligencia contraria 
á sus derechos, pue* no ha reconocido los hechos que pretende 
TJrquiia; que una vez acreditados eso» hechos y admitidos por 
el juzgado, rucien seria llegado el caso de la pericia; que como 
el actor es dueño de producir la prueba que ere* conteniente, 
el juigado resolverá lo que estime conteniente respecto á la 
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procedencia ó improcedencia de la ofrecida, no importando 311 
manifestación una oposición á las diligencias pedidas, pero sí 
una salvedad de sus derechos para que no se entienda que con- 
siente la prueba propuesta y que en todo ca*o sé rehusa á ba- 
c r el nombramiento de perito, pues no hay ley que lo obligue. 

Dada vista á la parte de Urquiza, ésta manifestó que yaque 
Bejarano opta á que se reserve para otro juicio el monto de ta 
indemnización de daños y perjuicios, una Tez que haya senten- 
cia que los declare, no tiene inconveniente en que por acuerdo 
de partes se resuelva sbí. 



r*ls» del Jim». r«der»l 

Corrientes, Octubre íi d(> l«9fi. 

Can la conformidad de esta parte, dase por terminado este in- 
cidente y por retirad» la prueba solicitada por la misma. 

*V í 

lujambiú. 



Amtm MlsrattH* M Jim» Wúmt 

* 

Corriente-;, Octubre U de 1896. 

Vistos: para establecer el significado y alcance del auto an- 
terior; número 1005, en virtud de la aclaratoria que de él se 
pide por la representación de Urquiza. 

Y considerando; |° Que esta misma parte pide en el escrito 
de foja... se mande practicar nna pericia sobre los puntos que 
allí se expresan, proponiendo al propio tiempo, el perito que 

IV tIXTIII l A 
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debía intervenir por so paite en dicha pericia é invitando al 
,iemandadu propusiera otro por su parte y al juez pura que de- 
signara un tercer o. 

2° Que la represen tucion de Bejarauo evacuando el traslado 
que ae le corrió de esa solicitud, se rehusa, decidida y abierta- 
mente, al nombramiento de perito, no solo porque cree que no 
hay ley que é ello lo obligue, sin¿ porque piensa que esa dili- 
gencia pericial es contraria á ios derechos que representa y que 
se basa en un falseamiento de los hechos alegados por Urquiza 
y contradichos por él, aoerca de cuya existencia 6 inexistencia 
no podrían decidir ó informar los peritos, sinó el juez que e> á 
quien están sometido*; y que una Te» que esa decisión se pro- 
nuncie sera licuado el mso de hablar de pericia si es que la 
sentencia los diera por reconocidos, á tin de que lo* peritos de- 
terminen las responsabilidades que dichos heehos comportan 
paT» una ú otra de las partes. 

3° Que la parte d^ Urquiza contestando las conclusiones de 
ese escrito del demandado, que se le pasó en traslado, se adhíe- 
re al parecer Ú opinión de su contendiente y consiente en que, 
por acuerdo de partes, en un juicio posterior, se lijará el mon- 
tu de ¡as indemnizaciones que por d : mos y perjuicios debe pa- 
gar Bejar uto, una re/, que haya sentencia que lo condene á in- 
demnizar los que ha causad., por fata de cumplimiento del 
contrato. 

4" Que. con ratos antecedentes se dictó la providencia de que 
se pidy aclaratoria, dándose por terminado el incidente y por 
retirada la prueba pericial solicitada por Urquiza. 

Que el significado y alcance de ese auto son tan sencillos y 
comprensivos como los términos en que él está concebido, si es 
que no se abandona el terreno en que la controversia fué plan- 
teada, para trasladarla á un campo inadecuado y estéril a ios 
efectos de la comprobación del litigio en que la pericia se pr,- 
puso. 
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5 a Que esa prueba que se pide al juzgado la mande practicar 
en y para el juicio que sobre cumplimiento de un contrato se 
ventila, la abandona el solicitante Urquizu, la retira, no insis- 
te en ella en presencia de la negativa del demandado Bejarano, 
a contribuir á su ejecución por creerla improcedente é ilegal en 
el presente juicio. 

B° Que, por consiguiente, para él juzgado ya no hay tuso 
desde que se renuncia 4 la realización de la pericia propuesta, 
desde que no se insiste en su ejecución en presencia de la opo- 
sición de la contraparte, y entonces es claro que hay un verda- 
dero desistimiento de la petición, ya que la prueba, la pericia 
que le dio origen, no se va á practicar ó producir en el juicio en 
cuestión; luego la providencia que así lo establ, . es justa y 
arreglada á derecho. 

7- Que los términos y el alcance de esa providencia no po- 
dían ni debían ir mássllá y mucho menos hasta donde preten- 
de U representación de Urquiia, Ó sea basta « resolver que por 
acuerdo de partes en un juioo posterior se fijará el monto de 
las indemnizaciones que por danos y perjuicios debe pagar Be- 
jarano, una vez que baya sent.-nr.iii que | condene á indemni- 
zar las que ha causado por ful ta de cumplimiento del contrato . ; 
porque en primer lugar no eziste semejante acuerdo, como le 
demuestra la simple lectura del escrito del demandado, á no ser 
que de Jas palabras únicas de referencia - una vez que el juz- 
gado se pronuncie al receto (dé sentencia en este juicio) será 
llegado ») caso de hablar de pericia,^ se quiera hacer surgir la 
conformidad de esta parte con la Acacio,, del actor, lo que 
sería evidentemente una enormidad ; y eu segundo lugar poique 
sería anómalo é inaudito aceptar y autorizar diligencias proba- 
toria! en un juiciu para servir y evacuarse en otro de una eiis- 
teucia incierta Ó cierta pero futura, en desconocimiento de 
los principios y reglas más rudimentarias que gobiernan toda 
ley procesal . 
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8» Que cuando ese juicio posterior llegue, cuando esa acción 
se inicie, que no porque deba ser una emergencia de la presen- 
te contienda deja menos de >er una acci-n que deba ventilarse 
en el juicio correspondiente, de conformidad ai artículo 15 de la 
ley de Procedimientos, enton« es será llegado el momento de ob- 
servar los procedimientos del ca*. y reptar? denetar los prue- 
bas que sean procedentes y pertinentes para lijar, ron justicia* 
el monto de esas pretendidas indemnizaciones. 

Con lo expuesto queda a<*cfaa la aclaración del auto ¡interior, 
número I0G5, y no estando ella conforme con lo pedido por la 
parle de UrqníM, para enyo caso deduce los recursos de repo- 
sición, y siibsidiai lamente ios de apelación y nulidad, traslado 
y auto*. 

Lujamh'to. 



\uf del Jm« rc*#r*i 



{'.órnenles, Octubre H) «le 1896. 



Vistos y considerando: 1" Que el auto recurrido, número 
1005, de foja 15 vuelta de este incidente, no puede aer modifica- 
do y debe, por el contrario, ser mantenido, porque, él está de 
acuerdo con la petición del recurrente de foja 5, dando por re- 
tirada de este juicio la prueba propuesta en vista de la oposi- 
cíop del demandado, á concurrir i su ejecución para proponerla 
v producirla detuve*, si hubiere lugar, en el juicio que corre*- 
ponda; estoes, en el juicio que babrá de iniciarse para esta- 
blecer el mérito délas Indemniwcinnes reclamadas, si por la 
sentencia que recayere en esta cansa se declarase á Bejarano 
responsable por la inejecución del contrato á que se refiere la 
demanda, porque como ee establece en el considerando 8» de la 



DE JUSTICIA NACIONAL 



245 



resolución aclaratoria del auto recurrido, es en dicho juicio 
donde deben observarse los procedimientos del caso y aceptar y 
decretar tas pruebas (¡ue sean procedentes y pertinentes para 
fijar, con justicia, el monto de esas pretendidas indemnizacio- 
nes. 

2° Que ese derecho lo tiene indiscutiblemente til actor, dere- 
cho que se lo reconocí su mUmo demandado en el siguiente pá- 
rrafo de su escrito precedente : * KJ actor puede quedar tran- 
quilo; hará uso de su derecho cuando llegue el caso, sin qne la 
renuncia presente pui-da importar unu renuncia futura para 
juicio distinto, aunque sea emergente del actual». 

Por lo expuesto, no sa hace lugar á la reposición solicitada 
y se conceden en relación la apelación j nulidad subsidiaria- 
mente interpuestas; debiendo, en consecuencia, remítanse estas 
actuaciones A la Suprema Corte con noticia de l;is partes, á cos- 
ta del apelante y con el ouVio de estilo. 

Hágase saber y repóngase, 

Lüjambio* 



Fmlfr *« I» MiprnuiCHlt 

Queoos Aires, Abril 25 de 1899. 

Vistos y considerando: Que según resalta de las actuacio- 
nes precedentes, ambas partes están conformes en dejar para 
»tro juicio, sí su iniciación procediese en rirtud de lo resuelto 
en éste, la estimación de perjuicios, quedando asf á salvo el de- 
recho de la parte de TJrquiia, para producir 1» prueba que co- 
rresponda en aquella hipótesis. 

Que, en consecuencia, el auto recurrido no trae graTámen al 
recurrente, irreparable para la definitiva que debe recaer en el 
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Por esto y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo dos- 
cientos seis de la ley de procedimientos, se declara mal conce- 
dido el recurso; devuélvanse, debiendo reponerse los sellos an- 
te el inferior. 

BENJAMIN MI. — ABEL BAEAH. — 
OCTAVIO SURGE. — JUAN E. TO- 
HftENT- 



Üon Salomón Mansoui ; sobre recurso de habeos corpus 

Sumario. — La compa-Tenta de armas de la Nación, es delito 
de) fuero militar, sea cualquiera el que lo cometa, y el particu- 
lar detenido por ese delito por orden del juei instructor mili- 
tar, no puede interponer el recurso de habeas eorpus. 



Caso. — Lo explica el 



Menta, Marzo T de 188». 

Autos y vistos : Don Salomón Mausout se presenta entablan- 
do recurso de /tabean corpm y dice: Que se encuentra sujeto. 



* 
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arbitrariamente, á la privación del derecho de libertad que la 
Nación Argentina asegura y garantan á todas las personas que 
la habitan. 

Que esta circunstancia y el peligro d<» ser trasladado de un 
momento á otro, A Villa de Mercedes, como ba Llegado á saberlo, 
lo obliga á recurrir al juzgado federal. 

Que los antecedentes que se relacionan con su detención son 
las siguientes: Que hace mucho tiempo que residiendo en el de- 
partamento de Lujan, con un pequeño comercio, se le presentó 
un individuo pidiéndole que le facilitara 30 \» sos con la garantía 
de un fusil ¿carabina que le dejaba, cura clase te era absolu- 
tamente desconocida. 

Que admitió ta prenda y «lio el dinero, mas el individuo cuyo 
nombre y antecedentes ignora, no volvió a recuperar el arma; 
di-spnes de haberse establecido en la ciudad, fué citado por la 
policía y al concurrir se le interrogó por el arma depositada, 
donde se le hizo conocer que se trataba de un fusil ó carabina 
Mauser y que había cometido una falta, admitiéndola en prenda. 

Que se le impuso un arresto de 25 diau, que conmutó en la 
multa de <u>sos t que satisfizo á Onde que lo dejaran en liber- 
tad para atender el trabajo de qae se ocupa. 

Que algún tiempo después se le citó por la comandancia mili- 
tar y sin saber cómo ni porqué, sin tomársele declaración se le 
remitió al cuartel de) 4 de artillería, donde estuvo detenido seis 
días; qne posteriormente fué detenido por dos días más, y aca- 
ba de saber que al día siguiente serta conducido i Villa de Mer- 
cedes. 

Que amparado en la disposición del artículo 20 de la ley 
nacional de 14 de Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y compí- 
lenme de los tribunales nacionales, y el 017 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, viene a buscarla protección del juz- 
gado federal, porque no comprende cómo puede encontrarse 
sometido auna autoridad militar. 
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Que i pesar de su absoluta inculpabilidad sufrió ya un casti- 
go policial» pagando bien caro su ignorancia; no concibe de qué 
modo pueda resultar doblemente sujeto á responsabilidad por un 
mismo hecho, pues la policía debió ó no entender en el asunto, 

Si no debió, fué injustamente penado, y si actuó correcta- 
mente, nadie puede saber sóbrelo ja juzgado y reprendido. 

Que ai se trata del arma qoe íe fué empeñada, en primor 
lugar, no ha procedido con oonooiuiieuto, jen segundo no le 
incumbe ninguna responsabilidad de aquellas en que puede 
incurrir un particular, si compra, empeña ú oculta efectos mi- 
litares. 

Pedido informe al señor jefe de la división de Cuyo, con em- 
plazamiento de 4 tioras, se expide á foju 13 aunque vencido el 
término, y corrida visual señor fiscal, se expide ú foja 15. 

Y considerando: 1 > Que tratándose de uu recurso de habens 
corpus, lo que hay que averiguar es si la privación de la libertad 
ha sido ó no ordenada por autoridad ó persona que esté faculta- 
da por la ley para decretar, siendo en el primer caso improbe - 
dente y procedente en el segundo, mandando, en consecuencia, 
poner el preso inmediatamente en libertad (artículo 20 de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacio- 
nales de U de Setiembre de 1883, y 685. Código de Procedi- 
mientos en lo criminal). 

2° Que según resulta de la propia exposición del recurrente 
y del informe del señor jefe de la división de Cuyo, ta causa de 
la detención de Hansout es una orden del juez instructor militar, 
dictada en el proceso que se sigue al soldado del regimiento 4 y 
de cabal U ría de línea, Tomús Suarez, por fenta de armas de ta 
nación, - uyec> mprad- r, según la autoridad militar, y tomador 
en prenda, según el recurrente, aparece ser Mausoot. El juez 
instructor es indudablemente autoridad competente para de- 
cretar la detención (artículo 390, Código de Justicia Militará 

3° Que et caso corresponde exclusivamente ala jurisdicción 
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militar porque afecta la institución militar, y únicamente las 
leyes mi litares lo prevcen y castigan (articulo 110, inciso 1°, del 
Código de Justicia Militar). 

4 o Que la responsabilidad por el hecho, tanto para el vende- 
dor de la carabina Mauser, como para el comprador, está regida 
por la ley militar, sean ó no militare* ambos ó alguno de ellos, 
(artículos 143, 144 y 145 del Código Penal Militar rigente, 
(mando se cometió el delito y artículos 810, 811 y 813 del í ó- 
riigu de Justicia Militar vigente en la actualidad). 

5 o Que la distinción que pretende hacer el recurrente, dicien- 
do que no compró la carabina Mauser, líuú que lu recibió en 
prenda, carece absolutamente de importancia, porque tanto el 
Código Penal Militar rigente en la época que se cometió el de- 
lito, como el vigente en la actualidad, establecen la misma res- 
ponsabilidad pura el que venda ó empeñe, como paraelque com- 
pre ó reciba en empeño, sean ó no militares estos últimos. 

6 Que la interpretación que da el señor fUcal á la frase to- 
do individuo, diciendo que ella se reitere únicamente á los par- 
ticulares asimilados, y por lo tanto no comprende al recurrente , 
está desautorizado por el artículo 379 del Código Penal vigente 
en la época que se cometió el delito, que es el 875 del actuameute 
en vigencia, los cuales establecen que la expresión individuos 
de tropa comprende i los soldados, marineros y sus asimilados 
y á los civiles sin asimilación militar que, por cualquier causa, 
estén sometidos i la jurisdicción militar. 

7° Que estas dispon* ; onea demuestran evidentemente que ta 
jurisdieeion militar en el presente caso, es exclusiva para juzgar 
el delito, sea con relación al soldado Snurez, vendedor de la ca- 
rabina Mauser, sea con relación al individuo Mansont compra- 
de* ó tenedor en prenda de la misma, por ser ambos coautores 
del mitmo delito, que por su naturaleza es esencialmente mi- 
litar. 

H" Que no es del caso estudiar en esta ocasión la importancia 
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de los argumentos que expone el recurrente, sea por lo que se 
refiere & su ignorancia del arma, sea respeclo de la pena ira- 
puesta en la policía, porque ellas podrán ser tomadas en cuenta 
y apreciadas en su verdadero valor como defensa del reo, por el 
tribunal competente pura juzgar el delito. 

Por tanto, y no obstante lo dictaminado por el aeiior fiscal, 
fallo: no haciendo lugar al recurso habeos corpus interpuesto 
y ordenando que el recurrente reponga los sellos (articulo 644 
del Código de Procedimientos en lo criminal). Hágase saber ori- 
ginal y comuniqúese al señor jef«* de la división de Ci .¿o por 611— 
cío. con transcripción de esta sentencia. 

Isaac Ootioy. 




VISTA »CL BfiftOR PROCURADOR gencral 

Unenos Aire*, Abril »J de 1S9U. 

Suprema Corte; 

Los recursos de nulidad y apelación instaurados á foja 29, 
carecen de fundamento legal. 

Siendo el procedimiento para el amparo de la libertad, ver- 
bal y sumario, según et articulo 640 del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal, el juzgado jo ha necesitado de otros 
alegatos y comprobantes que los establecidos por la misma par- 
te, y que la sentencia acepta como fundamentales déla acción 
deducida y del auto resolutivo. 

En cuanto á esa decisión de foiido, ajustándose á las mani- 
festaciones de hecho y á las prescripciones invocadas de los có- 
digos militares, u,ue caracterizan la jurisdicción que ba de juzgar 
la compra-venta de armas nacionales, es incontestablemente jus- 
ta; y pido áT. E. se sirva confirmarla por sns fundamentos, 

Sabiniatio AVer. 
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Buenos Aire», Abril ¿7 de 1899. 

Vistos y considerando: Que en el escrito de íoja dos se de- 
duce la gestión ó recorso autorizado y previsto por los artículos 
seicicntos diez y siguientes del Código de Procedimientos en lo 
criminal. 

Que con arreglo al artículo seicientos diei y sidte citado, esa 
gestión procede contra toda orden 6 procedimiento de un funcio- 
nario público tendente á restringir sin derecho la libertad de 
una persona. 

Que constando de autos, que el ocurrente se halla sometido 
s las autoridades de la jurisdicción militar, iu recurso de am- 
paro resulta improcedente, pues aquellas pueden, según las le- 
yes relativas y en los caaos previstos por las mismas, imponer 
la detención de Isa personas ó individuos que estuvieren acusa- 
dos de haber cometido un hecho justiciable por esa jurisdic- 
ción. 

Que tas observaciones del recurrente, tendentes á demostrar 
qtie la justicia militar carece de competencia para jugarlo, y 
las expuesta* con el propósito de justificar que si hubo hecho o" 
falta punible, ya fué castigado por otra autoridad, no pueden 
tomatse en cuenta 6 resolverse en el presente juicio, quedando 
á salvo los derechas que aquel tuviere pura hacerlos valer en la 
forma y ante quien corresponda, 

Por estos fundamentos, y coneordandes de la vista del señor 
Procurador general se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja diei y ocho, en cuanto no hace lugar al recorso deducido en 
el escrito de foja dos, y se declara improcedente el recurso de 
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nulidad interpaesto, por no resaltar mérito para admitirlo. No- 
tifiquen con di original y devuélvanse. 

BENJAMIN FAS. — ABK1. BA1AN. 
— OCTAVIO iVRCB. — IUAN 
E. TORRBNT. 



('AURA CXVI1I 



Contienda de competencia entre ei juez de 4 ñ instancia de San- 
tiago del Estero y el de comercio a*e la Capital, en el concurso 
de Abalosy Ponsa ; sobre cumplimiento d*i resoluciones de la 
Suprema Corte. 

Sumario. — Las resol liciones de la Suprema Corte deben ser 
> umpínius, y nu son apelables para ;mte los tribunales locales. 



Caso. — Dictada la sentencia que se registra en el tomo 74, pá- 
gina 93, lie tos Fallos, el juecdt- I a instancia de Santiago, dirigió 
oficio á la Suprema Corte manifestando que faabfa ordenado se 
ponga á la disposición del juez de comercio, doctor Figueroa, los 
fondos, papeles 7 demás pertenencias de los fallidos; j que si an- 
tes no remitió las picins referentes al concurso, fué porque su 
antecesor ordenú la suspensión del envío, mientras no se abonasen 
las costas cansadas ante los tribunales de la provincia; que <;o- 
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mullicada la resolución de. la Suprema Corte, de fecha 13 de 
Abril de 1899» diapuso, en cumplimiento de ella, que se verifi- 
que la citada remisión, de cuyo auto bu apelado el fiscal de los 
tribunales, doctor Agüero, 



Bueno» Aires, Abril ¿9 de 1899, 

■ 

Conténtese al juez de Santiago que las resoluciones de gata 
Suprema Corte, no son apelable para unte loa tribunales loca- 
les, y que, en consecuencia, debe dar inmediato cumplimiento á 
lo dispuesto por aquella, mandando la remisión de loa expedien- 
tes, papeles y bienes pertenecientes ni concurso de Abalos y 
Ponsa, para lo que se fija el término de cinco di is, bajo las res- 
ponsabilidadeü en que, en caso de falta de cumplin.'ento, {noy. 
rriría con arreglo i las leyes, y ios d>mris ap regimientos de 
derecho. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. - 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUltCB. — 
JUAN E. TOBBENT. 
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lian Mariano Vnzué contra don fr ancisco Marti 
sobre rescisión de un contrato 

Sumario. — El bol* to simple de compra de un inmueble, im- 
parta solamente una promesa de renta y un contrato en que los 
parte» le obligan á hacer escritura pública de dicha venta; y 
la estipulación contenida en el buleto de que la escritura de 
compra-venta ese otorgará libre de gravámenes é inhibición. * 
dentro de lo* 30dias de ta fecha ; ion Ululo* de propiedad sa- 
rán perfectos; sin este requisito no se podrá exigir U escritu- 
ración i, importa una condición resolutoria, de la obligación de 
■■ücnturar, cuyo cumplimiento eiime de ella al interesado en la 
resolución, y le da el derecho de pedir la rescisión del con- 
trato* 



Caso. — KesuMa del Tallo de la Suprema Corte y del 



r«ll« 4*1 Jwi Wmúmtml 

La Plata. Julio 15 de 1897 

it 

V vistos: los seguidos por el señor don Mariano Uoíué con- 
tra don Francisco Marti, sobre rescisión de un contrato de 
compra-venta y demás en ellos deducidos: 
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Y resultando; }* Que en 6d Agosto de 1806 (véase foja 
II) se presentó ante esta jurisdicción, por intermedio de apode- 
rado, el mencionado señor Lniné, invocando la acción de resci- 
sión ds un contrato ile compra-venta contra el señur Marti. 

3? Que, dice el actor, en 36 de Junio de 1895, compró p«r 
intermedio de los martilieros Bravo y Doblas, al demandado 
señor Marti, un campo situado en el partido dei Bragado, de- 
nominado t La Limpia ». 

3° Que la compra se hilo por la suma de ciento ochenta y 
llueve mil doscientos setenta y cinco pesos, con cuarenta y tres 
centavos moneda nacional, de los cuales entregó veinte mil pe- 
sos como seña. 

4* Que se convino: «) que la escritura pública se debía 
extender en el p)»o de treinta días; 6) que el inmueble debía 
darse libre de todo gravamen y con titulo perfecto, todo lo que 
consta del bolet o de compraventa y del aviso del remate, acom- 
pañados á la demanda, en el cual se declara que : el campo 
está listo para dedicarlo i cualquier ríase de aplicación (véase 
foja I y foja 1 vuelta). 

5» Que ha transcurrido ya cerca de un año desde que la es- 
critora debía «tenderse, y hasta la fecha no se na podido obte- 
ner, no obstante haberlo exigido y estar el dinero pronto p¡i ra 
el pago. 

5 # Que, continúa exponiendo el ador, prutestó ante el escri- 
bano señor Joaquín Solí Kodriguci. y demandó i Bravo y com- 
pañía, para que, como representantes de Marti, según el poder 
que tenia, «Hendieran la escritura correspondiente , 

7 D Que continuado el juicio ante el jnei de 1* instancia en lo 
civil, en la Capital Federal, este falló declarando que Bravo 
y compañía no estaban obligarlos á escriturar por haber renun- 
ciado el poder, de todo lo que tiene conocimiento el señor 
Marti. 

8" Que durante todo este tiempo, agrega el actor, no ha po- 
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ilicJo disponer libremente del ■ ampo, por no otorgársele la res- 
pectiva escritura, único medio de hacer una tradición válida 
t véase artí culos 2601,2602 del Coligo Civil y fallo de la Supre- 
ma Corte Nacional, serie 4*, tomo II, pagina 00. causas 3 y i) 
y *e le ha ocasionado, sérios perjuicios que le deben ser indem- 
nizados. 

9° Que sabe positivamente que l;i cansa por qué el vendedor 
no ha cumplido la obligación de escriturar, es que el citado 
nampo esta gravado al Banco Hipotecario de la Provincia, con 
ana hipoteca de setecientos mil pesos próximamente y además 
está cedido al superior gobierno pura ensanche del éjido del 
pueblo de Bragado. 

10° Que este último gravamen á que está sujeto especial- 
mente el campo vendido, por una ley-coaíralo, entre el gobier- 
no y el propietario, es insanable y lo pane, puede decir-e, fuera 
de l omercto y sujeto ¡i restricciones sobre el ejercicio d-1 domi- 
nio, que hacen que éste nunca sea pleno y perfecto. 

11* Que en el boleto de compra-venti como en Jos avisos de 
remato no se huo mención de estos gravámenes y |ior el con- 
trario se establece y se garante que está libre de todo gravamen 
y que los títulos son perfectos, 

12" Que estos cargos recien lian venida á su conocimiento, 
cuando el escribano don Juan '¡raoci, estudió lo* títulos para 
proceder a la escrituración: resultando que lo* señores Carlos 
J. Costa y Francisco Quimba, propietarios del inmueble lo 
cedieron al gobierno de la Provincia, para ensanche del éjido 
itel pueblo del Bragado ; se levantaron planos de los lotes, un 
que fué dividido y se aprobaron por el Departamento respectivo 
y por el gobierno, y luego se aceptó la concesión y se hicieron 
las escrituras: se donaron al gobierno y se aceptó la donación 
•leí t. Treno necesario, para los cuarenta y cuatro lotes en que 
se dividió el campo, lo mismo riue los terrenos destinados á 
plaza y edificios públicos. 
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13* Que con estos antecedí rtes, que existen e D los archivos 
del gobierno, se puede asegur. no pertenece el campo vendi- 
do, en pleno dominé, al rend ior, según Jos artículos 2506 y 
2507 del Código Civil, y aunque tenga dertchos de propiedad, 
éstos no son por cierto los del dominio libre qm* ba comprado! 
A i'gio se agrega, que segtiu declaración del mismo vendedor, 
hay seiscientas hectáreas que no son suyas; á más de esto, ios' 
títulos tienen otro* Afecto* insubsanables, que demostrará 
oportunamente. 

1 |f Que la afectación de un inmueble á ensanches de un éjido, 
e^ un gravamen oneroso, en razón de que, hecha la concesión! 
no puede destinarse a otra cosa que á chacras y i quintas cu- 
ya renta determina y reglamenta el gobierno. 

15° Que como se ha dicho en el boleto de compra-venta, le 
estipuló que la escritura debiera extenderse dentro de un me* 
de la fecha del boleto, lo que no se ha podido obtener á pesar 
de las diligencia» hechas y ** una protesta contra los remata- 
dores. 

!«• Que observa el actor, como no puede seguir indebida- 
mente recibiendo más perjuicios, entabla demanda por resci- 
cion del contrato referido, devolución de los veinte mil pesos 
moneda nacional dados en seña, sus intereses, costas, daños y 
perjuicios, con arreglo al artículo Uf2 y sus roncoHantes del 
Código Civil. 

17° Que la dicha disposición establece terminantemente 
« que si el vendedor no entrega la cosa al tiempo lijado en el 
contrato, el comprador puede pedir la resciciun de la venta ó 
la entrega de ta rosa ». 

18° Qu el señor Francisco Marti hizo tradición del inmue- 
ble, pero una tradición insuffeiente para trasmitir el dominio, 
desde que qo se extendía !a escritura, lo que es indispensable, . 
según los artículos 1187, 2609 y sus concordantes 1601 y 1002 
del Código Civil, 

T* LIXTIII J7 



19° Que la posesión, poní >olu, no es bastante pura dar por 
cnmplida la obligación impuesta por el artículo i409 del Códi- 
go Civil. . . 

£>> g U c es por ello que la falta de esa escritura, lo colora 
en las condiciones de exigir cualquiera de los derechos que le 
acuerda el artículo 1412 ya citado, ó la resCioion ó la esuhtu- 
racio» inmediata, 

21" Que continuando el actor, estudia luego el artículo 1204 
vn relación con lot artículos 1430, 1431 y 1432 del Código t i- 
vil, para pedir por último la rescicion del contrato ó ia escri- 
turación cu un término de diei dias, con arreglo al artículo 
1187 del citado Código Civil. 

22* Que, por su parte, el señor don Francisco Marti al cn- 
testar la acción deducida contra él (véase foja 91), niega los 
hechas y antecedentes en que aquella se funda, agregando que 
este pleito no tiene raaoti de m % habiendo hecho todo lo posi- 
ble pura evitarlo, 

23° Que la operación de compra-venta se realizó por inter- 
medio de la cas.i de remates de Uní vo y Doblas, en Jnnio de 
1895 (véase toja 91 vuelta», estableciéndose el término de 
treinta dias para firmarla escritura 4 0**0 efecto se hizo en- 
trega de los título al escribano don Juan Gracci, designado 

por el comprador. 

2*» Que el dicho escribano Grai-ci observó que el plano con 
arreglo al cual se habla vendido, no era el aprobado por el po- 
der , jecutivo a! otorgar a los terrenos vendidos, la concesión de 
ensanche del íjido. No consideró que esto fuera un gravámen 
ni tampoco el señor Uuzué, quién* por el contrario, quería que 
continuase constituyendo ensanche de éjido y dividido en lotes. 
\ no estar conforme, nada habría sido mas fácii;qne desistir de 
la concesión y chaucelar la hipoteca. 

25" Quo es, pues, inexacto que la causa que ha impedido á su 
parte otorgar la escritura, sea el gravamen hipotecario por se- 




tyi itiiítoa mil \nsm moneda nacional; como es ineiactu que sea 
insalvable el llamado gravamen de ensanche de éjido. Si la es- 
crituración no se ha hecho, »s por culpa del señor Cn*ué. Y . n 
cuanto 4 lo primero conista con el artículo 1433 del rúdigo 
Cifí]. 

9ft° Que si el campo estaba hipotecado, eso no afecta la vali- 
dei del contrato, ni eiuoaery ul comprador de la obligación de 
pagar el precio, puesto que la hipoteca podía ser redimida por 
el comprador ó por el vendedor. 

47* Que eu cuanto á lo segundo, la calidad de ensanche, no 
es nn gravamen, sinóuna concesión á la cual se puede renunciar 
en todo momento pagando al Banco Hipotecario el préstamo en 
cédulas. Esto está resuelto, por el decreto del Poder Kj.-cutíto 
delf° de Diciembre de 1894. 

Ü8* Que el escribió Gr¡icc¡ im hito ninguna objeción A los 
tftfelus y la Qiii- a que formuló fué respecto al plano, quedando 
luego satisfecho con la* explicaciones que se ie dieron. Y fué 
eon este motivo que se < onvino entre comprador y Tendedor, que 
antes de proeederse ¡i la eseiituracion se gestionase j «btuvie- 
se la aprobación del plano del agrimensor Palacio*, con arreglo 
al cual rc contrató y como consecuencia de este nuevo conve- 
nio que dejaba expresamente sin efecto el plazo de 30 día» para, 
la escrituración estipulado por el boleto de fecha 26 de Junto 
de 1805 etnvino su parte y el señor Umué que este último en- 
trase en posesión del campo ¡ y a«í se hizo, con freaa 5 de 
Agosto del mismo uño, es decir, 40 días después de firmarse el 
bótelo con bravo y Dobla*. 

29° Que de aquí resulta, hecha la entrega de la rosa vendida 
que el comprador la acepta, contrayendo conisto expresamen- 
te la obligación de escriturar y de pagar el precio (artículos 
1410, im y 1424 del Código Civil). 

30° Que recibida por el señor Umué la cota objeto del con- 
trato, se convino oon él, por medio de los martilieros, en qne 



demoraría la escrituración, baslaqoe se dictara por la legisla- 
tura una ley que determinase en qué forma y especie se paga- 
rían en lo futuro la comisión que cobra el Banco Hipotecario. 

¡M» Que cuando la ley se dictó, la casa Bravo y Doblas com- 
pró ios oahres necesarios puro la cancelación, y avisó al señor 
Uuzué qoe todu estaba listo para escriturar ¡ pero el señor Un- 
zné había cambiado de opinión y se negó á formar la escritura 
protestando que el contrato estaba caducado. 

32° Que por estos hechos y fundado eu tos artículos 953, 
1167 y H68y sub correluLivus !1«*7, 1323 y siguientes, H45 
y 1146 d id Código Civil, deduce reconvención y pide se conde- 
ne al señor don Mananu Uircuéi escriturar el campo comprad) », 
al pago del precio, los intereses y costo?. 

33° Que evacuada lo reconvención, en que se negaron las 
afirmaciones del demandado, se recibió la causa á prueba seña- 
lándose rumo hechos ó probarse, lo-¡ que se refieren al conve- 
nio de prórroga naja escriturar y la aceptaron que el comprador 
hizo de los gravámenes que pesaban sobre la cosa vendida, 
Clausurado el término de firueba, agregadas éstas y produci- 
dos los alégalos de bien probado quedaron los autos listos para 
dictar sentencia. 

Y considerando: i" Que dospuei de varios incidentes, sobre 
competencia y jurisdicción, quedo definitivamente acreditada la 
de este tribunal para conocer del juicio invocado. 

2« Que délas constancias relacionadas resulta que la venta 
de que se trata, fué realizada en público remate, con los anun- 
cios respectivos y bajo las estipulaciones contenidas en el bole- 
to oe compra-venia, suscritu por los contrayentes. 

3 o Que según este documento, se compra y vende el campo 
descrito en él, por el precio de 189.375 pesos con 43 centavos 
monada nacional, cuyo importe se entregara en el acto de en- 
tenderse la escritura. 

4 a Que la mencionada escritura se otorgará dentro de 30 días 
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de la fecha (el boleto fué suscrito el día 90 de Junio de 1806, 
foja 1), libre de gravámenes é inhibiciones y con título* per- 
fecto*. 

5° Que además Qom prende el boleto la cláusula de qtit» sin es- 
tos requisitos no podrá ewitjirse la escrituración, á excepción 
de los arrendamientos que acepta el comprador. 

6* Que el señor Unxué sostiene que la cosa vendida no ge te 
ha podido entregar libre de gravamen, como se estableció en el 
contrato, y de aquí deduce loa fundamentos que le asisten |iaru 
pedir la resolución del contrato con lo* daños ó intereses por la 
mora en que ha incurrido el vendedor : per, éste ásu vez afir- 
ma que el plazo de 30 diasconveui doen el contrato, quedó sin 
efecto, por un nuevo aúnenlo entre parte-, hasta que ac 
dictara una ley déla provincia, reglamentando los servicios hi- 
potecarios. 

7° Que de lo dicho y demás antecedentes del j meso que ha 
seguido esta litis, se desprenden dos cuestiones d resolver, 1» 
una de hecho j la otra de derecho. 

8° Que reapeoto á la primera cuestión existen las mi*ma* di- 
ficultades que las que surgían antes de recibirse Ja causa á 
prueba. 

El aeAor don Mariano l'nzué, en el acto confesional (véase 
foja 163), ha negado que hubiera convenido en ningún arreglo 
sobre prórroga del término para escriturar, ñique hubiera acep- 
tado la concesión de ensanehe de i 'julo que pesaba sobre el 
campo. Y Nunqueel testigo don lt»mun Bravo, contestando ála 
séptima pregunta dice: que ea cierto que el señor Unx-ué corm- 
noen eiperur, para firmar la escritura, basta que se dictara 
una ley de la provincia, que estableciera la forma cómo debie- 
ran hacerse Fch servicios al ¡lauco Hipotecario, más adelante y 
contestando á la cláusula duodécima en la cual se te pregunta 
si el señor Unzué, sólo exigió para firmar la escritura queohat* 
celase la hipoteca y se aprobase e¡ plano por el cual ae biio la 
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venta, dice: que no es e xacto y que pura .salvar dificultades se 
proyectó un convenio, que no se llevó á efecto. Asimismo como 
la declaración del escribano Gracci (véase foja 154) «s adversa 
al señor Murtí, pues se Htirma que las instrucciones que recibió 
para otorgar 1» escritura fueron las que consigna el búlete de 
compraventa» que se le exhibid, queda la sula declaración del 
testigo señor Corveraque resulta ineficaz por ser ella siiigul:n 
v contra derecho ú más, por la propia declaran ion de Marti. 

jjjjQjna según los hechos puntual izados, la contrademanda 
no ha probado en Ja forma que debiera, hechos controverti- 
dos y u cuyo efecto se abrió esta causa á pruebsi dentro los ex- 
tremos encuadrados por la ley. 

H* Que si bien el actor señor Mariano L'nzué aaptó la en- 
trega de la cosa rendida, 10 días después de vencido el térmi- 
no del boleto de compra- venta, ha de notarse que esa entrega, no 
es \u suficiente ]<ur¡i producir los efectos jurídicos, como lo ha 
establecido muy bien lu Suprema Corte Nacional en los con- 
sidera nde-s tercero y cuarto del fallo que se registra en el tomo 
II, série4 a , |>ágina 10, de acuerdo ionios artículos 1601 y 
Iti02 y su¡> concordantes del Código Civil. 

H" Que si é(j eia fechase, le extiende el título de traslación 
del dominio en lu forma convenida, no cabe la menor duda que 
también lo acepta, desde que recibióla cosa rendida mientras 
tanto el demandado Marti ponía los medios á su alcance para 
salvarlos inconvenientes que él mismo confesaba le impedían 
la Inmediata escrituración del bien, relio libre de iodo gra- 
vamen. 

12° Que él caso cu tal situación, no era lógico, equitativo ni 
rudnnal subsistiera, desde <1 instante que la dicha espera invo- 
cada por el demandado, no podía ser indefinida, tenemoi siem- 
pre un hecho imputable prima facie que el vendedor señür 
/'. Marti ha incurrido en mora. 

13 a Que no ha de discutirse, — por estar suficientemente pro- 
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bado,— existe el requirimiento, la interpcllatio, que prescriben 
los artículos 509 y 1423 del Código Civil, por meüo de una 
protesta, primero, ante un oficial público y luego un juicio se- 
guido ante un juzgado de la capital federal» por el señor don 
Mariano Unzué, contra los rematadores de la propiedad y lo 
cual no ha sido contradicho por el demandado; existe, pues, 
mora. 

14° Que entrando á estudiarla segunda cuestión presentid tt, 
dobe tenerse > n cuenta que : si bieu el artículo 1304 del Código 
Civil establece en principio general y en un epígrafe general 
también, como lo es el de ef retos de los cont ratos, que los con- 
tratos no son resoindibles, sin pncto « omisorio expreso, teoría 
qoeeate juxgado ha aplicado alguna f«en tésia general, igual- 
mente el artículo 1412 del código citado, contiene á este res- 
pi-cto una excepción expresa, como la entrañada por los artícu- 
los 2125 y 2 174 del Código, para el caso en que a parezcan car- 
gos t¡ue hagan desmerecer d ta cosa de tal modo, que ai haber- 
iívt conocido el comprador, no la hubiera comprado : doctrina 
que entre otro.*, lu contienen lo-> artículos 1579, 1644, 2087 
2105 y 4040 del citado Código Civil, 

15° Que si en los casos señalados se pueden rescindir los con- 
tratos que ya han producido todos sus efectos legales, con cuán- 
ta más razón podrá serlo el contrato que sólo importa ante nues- 
tra ley civil una obligación de hacer, como sucede en el ¡wo- 
judice, según se desprecie de los antecedentes ya señalados 
minuciosamente. 

10° Que no ha deperderso de vista, sopretexto alguno, que la 
excepción expresada y contenida en el artículo 1412 del Código 
Civil, en favor del comprador á quien no se le entrega, en e! 
tiet&po y en la forma convenida, libre de hacer limitación al 
derecho absoluto que lia tenido en mira adquirir, viene desde el 
derecho romano, como puede verse en May ni, tomo 2*, páginas 
244 y 225, y muy especialmente en la página 227, letra C, que 
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ea de donde ha si<]o tomado el articulo 440 del Código Civil , 
como puede Umbieu verse en la página 374, número 3, párrafo 
249, autor citado* 

17° Que .siguiendo la historia del ca->o, reremos la doctrina 
apuntada que del derec-bo romano pasó á las leyes de partid»», 
como lo establece ta Ley 58, título 5°, partida 5*, y más : en el 
mismo sentido ha sido fallado por repetidas reces por la Suprema 
Corte Nacional, entre utros por las sentencias que se registran 
en el tomo 4°. série i - , página 9"; tomo I5 ( serie* 1 , página 428; 
tomo II, série 4\ página 85; como asimismo si se tratara me- 
ramente de ilustrar la cita encontraremos que la canin a de ape- 
laciones de la Capital federal, ha consagrado esos principios 
mismos, en el tomo 6°, serie 3% página 408. 

18° Que finalmente el principio sancionado por los artículos 
1412 y 1413 de nuestro Código Civil, se encuentra consagrado 
por t'l artículo 522 del Código de Procedimientos de la Capital 
federal, habiendo sido fallado en idéntico sentí lo por las cáma- 
ras de apelaciones de la Capital federa), eomose ha puntualizado 
en el anterior considerando. 

19° Que si á lo dicho se agrega, que no existe un solo código 
en el mundo jurídico, aún de los que no aceptan el pacto comiso- 
rio tácito, que no le considera implícito en la compra-renta 
(véase entre otros Freytas, artículo 2029); luego la solución ilel 
tñso sub-judice, no puede ser dudoso, 

20 Que hay más. consta de autos que parte del campo vendi- 
dido no pertenece al señor Francisco Marti, según su propia 
confesión (véase posiciones de foja 125 contestando á la 7' pre- 
gunta) manifiesta categóricamente que: es de su exclusiva pro- 
piedad el campo rendido, con excepción de chacras, cuya su- 
perficie es de 600 hectáreas, pero que los propietarios están de 
acuerdo eon el absolrente en realizar la renta (véase pagina 
127); luego no obliga al señor Uniué, no hay caso. 

21 n Que aún forzando la doctrina del demandado podría tan 
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sólo decirse, que si la simple afirmación de un hecho, fuese su- 
ficiente podría bien sostenerse, que bastaría lu del absolvente 
para que el señor don Mariano Unzné estuviera obligado á acep- 
tar la venta de cosa ajena, s in consentí miento previo del pro- 
pietario confesado nías no, ni por incidencia figurante en 
autos, para sostener el dicho afirmado del señor Marti de que 
están de acuerdo los propietarios de realizar la venia a favor del 
comprador señor Unzné. 

22° Que lo expresarlo trae como consecuencia ineludible la 
nulidad de la venta, desde el instante como se ha mostrado en 
•■I considerando que precede, de que el señor Francisco Marti 
no bs presentado hasta ahora el consentimiento del dueño de 
ese campo (véase artículos 1177 y 1320 del Código Civil y sus 
concordante*} para que á su vez pu diera escriturarse directa- 
mente á Unzné la cosa no vendida por su legitimo propietario, 
y ai prometida de motuproprio por un tercero, quien ni siquiera 
ha mostrado una simple promesa de venta en su favor. 

23" Que aún hay más; por otra parte, como se ha dicho, el 
vendedor señor Marti, tri sostenido que si bien el campo vendi- 
do eitádestinado por una ley contrato á un ensanche de ejido y 
que pesa «obre el mí-tno una hipoteca cuyo monto no se sabe 
si alcanzará á cubrirse con el valor de la venta, el señor don 
Mariano Unzué estaba obligado 4 recibir la cosa con esos gravá- 
menes afirmando que no se ha probado, por lo cual debe estarse 
á lo que consta er. el boleta de foja 1, que es la ley para las 
partes y al único a que se debe estar para resolver esta cuestión. 

24 a Qne no habiéndose probado por el vendedor don Francis- 
co Marti que el contrato privado de cornea- venta consignado 
en el boleto suscrito en Buenos Aires el 96 de Julio de 1804, 
y al cual él mismo se refiera sosteniendo su texto, haya sido 
modificado por las partes, debe aplicársele estrictamente su 
letra, conforme lo preceptúa nuestra ley civil, pues obliga tí tas 
partos com» la ley misma. 
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25° Que el plaxo fijado en el dicho contrato de 26 de Julio de 
1896, es evidentemente resolutorio y una ve* transcurrido de- 
saparece el derecho del vendedor pata exigir la escrituración, 
atentólo preceptuado en el artículu 566 del ya citado Código 
Civil. 

16° Que habiendo manifestado el vendedor que no está dis-* 
puesto á levantar La hipoteca ni el ensanche «le ejido porque uo 
se considera obligado ni considera éste último como un grava- 
men, importa esto negarse á cumplir lo estipulado en el contra- 
to do foja 1, loque le da indudablemente derecho ti! comprador 
señor Uiisué á pedir desde luego, con arreglo á los artículos 
1412 y U13 d«1 Código Ciril, que están fundados como dice 
Goyena en consideraciones de humanidad: sum numjus saturna 
injuria. 

27* Que si tanto la hipoteca como el ensanche de éjido son 
causa deevición (véase los artículos 2000 y 2105 del Código Ci- 
vil) que dan derecho á pedir la resolución (véase también la nota 
del codificador, puesta en el artículo 2091) del contrato defini- 
tivo concluido (véase artículn 2125 -leí Código Civil), con más 
razón aún. se resuelve el contrato que aún no ha producido to- 
dos sus efectos jurídicos. 

Pur estos fundamentos, y los concordantes de los escritos del 
comprador qup td juzgado reputa arreglados & derecho, fallo ; 
haciendo logar alademanda yrechuzando la contra-demanda de 
escrituración opuesta por el señur Francisco Marti, haciendo lugar 
en consjcuenca i la rescisión pedida por el comprador señor don 
Mañano Unzné, del contrato, de fecha 26 de Julio ríe 1895, de 
compra-venta y todo con especial condenación en costas. Noti- 
ffqwse crn el original. Re^ístre-se en el libro de sentencias, y 
repónganse \da fojas. 

Manan» S. de Aurrecoechea. 
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Bunio* Aires, Abril ¿9 de 1899. 

Vistos: Resulta: Que I» demanda deducida á Tuja cinco por 
don Mariano Uuzué contra don Francisco Marti, comprende en 
gu parte petitoria dos extremos : el primero, es que se declan- 
rescindido el contrato de que instruye el boleto de foja prime- 
ra, con devolución de la seña dada y pag° de intereses, cos- 
tas, daños y perjuicios ; y el seguudo, par» el caso de que el 
juzgado no creyese procedente el primer pedido, que se fije a) 
demandado Marti un término perentorio de diez dias, como 
máximum, para que extienda á favor del actor la escritura cor- 
respondiente de venta, libre de todo gravamen y cen títulos per- 
fectos bajo pena de resolverse la obligación con indemnización 
de daños y perjuicios y pago también de costas. 

Que a su ves el demandado Marti, evacuando el traslado de 
esta demanda, pidió su rechazo y contrademaudó á tJnzué pa- 
ra que se le declarase obligudo á escriturar el inmueble mate- 
ria del contrato de foja primera, y se le condenase al pago del 
precio estipulado con mis los intereses y costas del juicio. 

Que sustanciada la reconvención y puesta la causa A prueba 
por el auto de foja ciento quince, las partes alegaron sobre el 
mérito de la producida y el juzgado dictó en seguida la senten- 
cia de foja ciento noventa y seis,, por la que declara rescindido 
el contrato de foja primera, no haciéndose lugar A la reconven* 
cion deducida por Marti, con especial condenación en costas. 

De esta sentencia ha apelado la parte de Marti para ante 1 11 
Suprema Corte, 

T considerando : Que el contrato de que instruye el boleto 
de foja primera, cuya verdad han reconocido ambas partes, no 
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es, ni puede calificarse en defecho, nomo un contrato de com- 
pra -Ten ta del campo á que se refiere, desde que debiendo ha- 
cerse en escritura pública por no haberse celebrado la venta en 
subasta pública, ha sido hecho en instrumento particular y no 
ha quedado, por lo tanto, concluí» lo como tal contrato de cmn- 
pra-venta (artículos mil ciento ochenta y ouatro y mil ciento 
ochenta y cinco del Código CítíI). 

Que en tal virtud, el contrato de foja primera importa sola- 
mente una promesa de venta y ha quedado concluido como con- 
trato en que las partea se han obligado á hacer escritura públi- 
ca de dicha venta, de conformidad a la expresa disposición del 
articulo mil ciento ochenta y ciuco ya citado. 

Que en contratos de «ate género, en quv las partes se obligfiu 
ií hacer escritura pública, si bien la que rehusa cumplir la obli- 
gación puede ser demandada por la otra para que otorgue es- 
critura pública, bajo pena de resolverse la obligación en el pa- 
go de pérdidas é intereses, sepon la «solícita disposición del 
artículo mil ciento ochenta j siete del Código Civil t no es me- 
óos oferto también que si en esa clase de contratos se estipula 
una condición resolutoria de la obligación, la parte á quien in- 
teresa alegar el cumplimiento de la condición para dejar sin 
efecto el contrato, está autorizada para pedir se declare la 
rescisión de éste, justificando que se ba cumplido la condi- 
ción. 

Que considerada de este punto de vista, como debe serlo, la 
demanda de rescisión entablada a foja cinco por la parte de 
Unzué, ella es perfectamente jjista, porque en el boleto de foja 
primera se ha establecido una condición resolutoria del contra- 
to y se ha probado en auto* que esa condición se ha cumplido. 

Que para demostrar lo primero, basta la lectura del boleto 
de foja primera en el cual se ba consignado qne la escritura de 
compra-venta del campo materia del contrato • te otorgará li- 
bre de gravámenes é inhibiciones dentro de los treinta dios de 
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ta fecha. Los títulos de propiedad serán perfectos. Sin es- 
ie requisito no se podrá exigir ta escrituración », lo que ev i- 
dentemeute importa subordinar la obligación de esenturar á la 
condición deque los títulos de propiedad sean perfectos desde 
Hite sin este requisito no se podrá exigir la escrituración, lo 
que vale decir que sin él no existirá dicha obligación, viniendo 
á ser así resolutoria esa condición ; además ríe que tampoco po- 
dría Marti obtener la escrituración ai antes no liberta el campo 
de gravámenes é inhibiciones, porque así es lo convenido y por- 
que tal convenio tiene para las partes el mismo valor y fuerza 
que la ley. 

Que es de observar que no solamente no ha levantado Marti , 
en el plazo estipulado en el boleto ni en la prórroga que dice le 
acordó Unzué para escriturar, el gravamen hipotecario que lia 
reconocido que- pesa sobre el campo de cu va ventase trata, sino 
lo que es más, que se hulla plenamente probado por las cons- 
tancias de autos, el cumplimiento de la condición resolutoria 
antes mencionada, ó sea el hecho de que los títulos de propie- 
dad de Marti, no son perfectos, sino deficientes, para acreditar 
que es dueño de todo el campo descrito en el boleto de foja pri- 
mera y que ha sido materia de) convenio alebrado, puesto que 
ha reconocido en los escritosde su pune y en las posiciones ab- 
sueltas a foja ciento veintiséis, que ?st> campo estaba cedido al 
gobierno de la provincia de Buenos Aires para ensanche del eji- 
do del pueblo de Bragado, y que por lo minino, una buena por- 
ción de 41, la destinada á callea y edi6aos públicos, no es de su 
propiedad, careciendo, por lo tanto, de título para transferir el 
dominio á Unzué, como carece también de título á este efecto 
sobre seiscientas hectáreas del mismo campo, que pertenecen á 
diferentes propietarios, según I» ha reconocido absolviendo la 
sexta posición de foja ciento veinticinco. 

Que con tal motivo es manifiesta la justicia de la demanda 
de rescisión entablada por Unzué, sin que haya debido oponer- 
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*e i ella la parte de Marti alegando, como Lo ba beeho, que la 
hipoteca del campo no ha podido ser un obstáculo para el cmn- 
plimientodel contenió y pago del precio en virtud de lo dis- 
puesto en el artíenlo mil cuatrocientos treinta y tres del Código 
Civil, y que lo mismo debía decirse con respecto al ensanehe 
del éjidoque afecta al campo, porque podía fácilmente dejarse 
sin efecto'cnmptiendo prescripciones legislativas y reglamenta- 
rias que invoca. 

Que la insnbsistencia de estas razones, se patentiza con s<>io 
tener presente, en cuanto a la primera de ellas, que el artículo 
mil cuatrocientos treinta y |tes sereliered contratos de i-ompn- 
venta ya celebrados no siendo, por consiguiente aplicable al 
casodrl boleto de foja primera, que no contiene un contrato de 
ese género y que está regido ¡ior la convención consignada en 
él, por la nial se otorgaré la escritura respectiva libre de gravá- 
menes el campo, pagándose en ese aito el precio estipulado ; 
uparte de que para ser aplicable dir lio ¡«rtículo, es necesario fue 
la hipoteca pueda ser redimida inmediatamente, loque no se hi 
jiistilicado, pero ni enunciado siquiera que pueda soceder con H 
precio de la renta; y por lo que hace & la segunda raion. basta 
observar que con ella nada se demuestra, en virtud de aquel 
axioma de porttaíta a<l actum non vatct eonseffuentia. 

Por estos fund^ptitos se confirma, con costas, la sentencia 
apelada de foj.i ciento noventa y seis. Notifíquese con el origi- 
nal y repuestos los sellos devuélvanse 

BENJAMIN PASE, — LUIS V. VARELA. 

— ABEL BASAN. — OCTAVIO BtJÜCE* 

— JUAN E. TORBBNT. 
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Don Alfredo J. íirierle;/ contra el Ferrocarril Gran Oeste 
Argentino; sobre daños y perjuicio» 

Sumario. — I o La empresa de ferrocarril esta obligada á 
entregar los bulto» de equipaje que recibió, y á pagar el valor 
de los objetos deteriorados ó perdidos según estimación peri- 
cial. 

2 o |istft obligada también á pagar el dañoeausado al intere- 
sado á consecuencia del robo ó extravío del equipaje, segnn es- 
timación equitativa dul juez. 



Caso, — Resulta del 



r*ll« «el Ja*a retertl 

Heniioxa, Febrero 36 de 1894. 

Vistos: Don Alfredo J. Bri* rley entabla demanda contra la 
empresa del ferrocarril Gran Oeste Argentino, por cobro de 
pesos. Espone : que estando establecido en Chile, decidió en 
Hayo de 1880, efectuar un viaje i Inglaterra con el objeto, entre 
otros, de realixar allí la venta de una salitrera, para lo cual ha- 
bía sido comisionado ; que atravesó la cordillera y llegó á Mea- 



FALLOH Ofc LA SUPHÉ.MA GlMHTfc 

doza el 29 de Mayo, saliendo al dia siguiente pura líuenos Ai- 
res, por un tren del Ferrocarril Gran Oeste Argentino, can la 
determinación de lomar allí el vapor que debía salir para Euro- 
pa el 90 del mismo mes; que entregó al ferrocarril una maleta 
(I e equipa je, cu yo boleto número 24 acompaña á foja 7; que 
ruando llegó á la estación Central de) Rosario de Santa Fé, se 
couycudíó de que su maleta no iba en e! vagón de equipajes, é 
inició entonce*, las diligencias necesarias pura dar cutí ella; que 
después de cerca de dos mese:; que pagó en la capital, ocupado 
en haver reclamos y averiguaciones del i-quipajv extraviado y 
no podiendo* á consecuencia de esta pérdida, continuar su viaje 
ú Europa, tomó nuevamente el tren de regreso para buscar el 
equipaje; que con feeha 4 de Junio el administrador de) ferro- 
carril, don Guillermo Roberts, le dirigió la carta que adjunta 
con su traducción, en la que asegura que la maleta fué entre* 
gud;i al Ferrocarril Central Argentino en Villa Muría, lo cual 
ftü completamente faiso, pues se ba comprobado uVspues, dp un 
modo evidente, que la maleta ftu- sustraída del vagón de equi- 
pajes, en la misma noche del 24 de Muyo, antes de llevar el 
tren á la estaciuii de Pultnira; que asi consta riel sumario ins- 
truido contra Juan Sosa, en A juzgado «leí crimen* con motivo 
(i<- haberse encentrado la m:ileta y parte de su contenido, oculta 
en unos montes, en lugar denumi nudo San Roque, departamen- 
to de Haipú, de esta provincia ; que á consecuencia de sus rc- 
■ hunos al administrador, señor Roberts, y convencido éste de 
que la empresa se bailaba en la obligación de pagarle el valor 
del equipaje y ei de los gastos que había hecho en buscara», lo 
cual habla estimado en la suma de mil trescientos pesos (1300), 
según cuenta pasada al mismo administrador, se manifestó día* 
puesto á satisfacerle dicho valor, pidiéndole disculpa por los 
perjuicios que había experimentado con la suspensión de so 
viaje á Europa; que insistió en el pago y por carta de 21 de 
Agosto, que presenta con su traducción, le contestó que no podía 
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pagarle por su baúl máa d<- 20 pesos, de conformidad al artículo 
40 del regíame ato de la Empresa; que el administrador sabía 
que ta maleta fué robada por sus propios empleados y que la 
ropl, documentos y Tal u reí que ella contenia, importaban una 
cantidad incomparablemente mavor ; que formuló la correspon- 
diente protesta contra la empresa, por los danos y perjuicios de 
Ja ;>érdida del equipaje. En consecuencia, demanda al señor Ro- 
berts como representante 6 administrador de) Ferrocarril Oran 
Oeste Argentino por el pago, en el término de & dias, del valor 
de *u equipaje, y gastos hechos en buscarlo , que estima en 1300 
pesos y por la indemnización de los daños y perjuicios irroga- 
dos al imposibilitarle su viaje á Europa, que estima en 10.000 
pr sos sin perjuicio de que su valor sea determinado judicial- 
mente en caso de disconformidad, y las costas de este juicio. 

Corrido traslado, contesta A foja 17 don Germán Kobo, por el 
administrador de la empresa demandada, y pide se rechace la 
a -:«io a , con costas al nctor t porque la ley de ferrocarriles nacio- 
nulei, de 18 de Setiembre de 1872. en et capítulo V, artículo ¥ t 
establece que las empresas deben entregar en su destino todos 
los bultos que forman sn equipaje, y en caso de eitravfo 6 dete- 
rioro la indemnización se hará efectiva con arreglo á la tarifa 
de avalúos fijada por el reglamento según la natoraleia y ca- 
lidad de loe bultos; que el reglamento de equipajes del 96 de 
Junio de 1888, en su artículo 40, establece que la empresa pa- 
Kara el valor del equipaje perdido ó deteriorado, siempre que el 
valor no exceda de 90 pesos ; que la empresa ofreció este pago al 
señor Brierley, sin que hubiera ocurrido ante ella para recibirse 
del importe fijado. 

A foja 18 se abre el juicio ¿ prueba sobre las causas que mo- 
tivaron la pérdida del equipaje, objeto de la demanda, y res- 
ponsabilidad, en «u caso, de la empresa demandad». 

Se produce por el actor U de foja 30 y foja 88 y ninguna de 
contrario. 

V. L1KTIII JH 
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A fojas 90 y 93 alegan sobie el mérito de la prueba taitas 
parte», respectivamente. A foja 102 se llaman loa autos para 
sentencia. 

Y considerando: \° Que el 24 de Mayo de 1889, por la nu- 
che, fué robado del vagón de equipajes, por los empleados del 
Ferrocarril Gran Oeste Argeutiuo, una maleta perteneciente al 
señor Alfredo J. Brierley á qne se reliere el boleto defoja7(de- 
tnanda y contestación; posiciones de foja 87 vuelta á la pre- 
gunta 5* del interrogatorio de foja 87 y documentos di foja* 

2* Qued.ui Juan Sosa, persona que recogió la maleta referi- 
da, ti la Otilia de la línea del ferrocarril, la vió allí desde el 
tagon del tren local, que viaja por la manan!* , salieudo de la 
ciudad á las 7 a» m. el dia inmediato siguiente al de la sustrac- 
ción; y de*puc« dr haberla colocado en otr» lugar, dispuso de 
algunas olijrtos que la valija contenía, que con los restantes 
cuncuerdan, más ó menos, ron los manifestados por el sermr 
Brierley, respecto de documentos y ropas. 

S* Que en Bunios Aires ¡i I2de Junio de 1889, el señor Brier- 
ley levantó una pro :ttst* que fué legalmente notificada al ad- 
ministrador de la empresa demandada, por los perjuicios oca- 
sionados con la pérdida de la maleta de equipaje, y con la 
interrupción, por esta causa, de sn naje n Europa, de lo cual 
responsabilizaba á la referida empresa (foja 22). 

4 o Que el señor Brierley llevaba en su maleta lus objetos que 
ha manifestado en estos autos, ademá* de haberlos denunciado 
en cuenta formulada contra el ferrocarril ; hechas qu B no bun 
sid-i negados de c-mtrari-, importando su silencio y las presun- 
ciones favorables de la causa, el r eco noc i miento de lo alegado 
por el actor, tanto en sus reclamos anteriores como en la de- 
manda (artíoulo 86, Ley de procedimientos). 

5 o Que asimismo resulta comprobado legalmente que el aefior 
Brierley A ronseeuencia de la sustracción de su maleta por los em- 
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plendos de la empresa, que es fuera de dada, debieron arrojarla 
intencionalment» del tren para recogerla después, si no la hu- 
biera descubierto Su»* ai día *ígtií.nte f sé rió impedirfode con- 
tinuar su viaje á Inglaterra, ron el propósito do realizar una 
salitrera (demanda, contestación, constancias del sumario de 
foja $2 á toja 57 y vuelta; artículo 86. Ley de procedimientos). 

6 o Que todo delito ó acto ilícito, hace nacer la obligación de 
reparar el daño cansado (artículo 1675, Código Civil). La cusa 
hurtada Ó robada, debe restituirse at oropietario, con indem- 
nización de loa deterioros aunque sea ocasionados por fuerza 
mayor ó caso fortuito, y si no fuese posible la restitución, la 
indemnización consistirá en el pago de la cosa destruida (artí- 
culos 1091, 1092, 1094, Código Civil). 

Esto en cuanto ul objeto mismo, independientemente de ¡os 
daños (- intereses que para el dueño depon. lera de la privación 
de io suyo (artículos 506, 511,903, 906, 1069 y 1097, Código 



7 o Que las empresa* le ferrocarriles y tolo agente que se 
encargue de conducir mercadeé**, debe efectuar la entrega 
fielmente en el tiempo y lu-ar del convenid empleando la de- 
bida diligencia y siendo n * potable, no obstante convención 
en contrario, por tas pérdidas ó daños que resultasen por mal- 
versación u omisión suya ú de sus factores, dependientes ú 
otros agentes cualquiera (artículos 16Í, 167, inciso 2°, 170 
y 173. Código de Comercio), 

8 o Que además de la privación dtí su equipaje, el señor Brier- 
ley, por causa de este mismo hecho, ha sufrido como conse- 
cuencia íntimamente ligadaáél y reconocida por la parte deman- 
dada (considerando 6*), ta privación de realizar un viaje con un 
objeto comercial, cuyos documentos se encontraban en Ja bal i ja 
sustraída, y esta circunstancii responsabiliza también á la 
empresa, en cuanto al daño causado, ya se considere como una 
consecuencia inmediata ó casual, porque el hecho originario es 
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rer robado por la ley (artículos 903, 906, 1069, 1089, 1095 y 
1109, Código Civil). 

Por estos fundamentos Tallo: condonando A la empresa del 
Ferrocarril Gran Oe*te Argentino á entregar al actor, señor 
Alfredo J. Brierley, tos objetos que componían el equipaje que 
le fué sustraído y que se encuentren en perfecto estado y sean 
útiles para su destino, con indemnización del viilor de los dete- 
riorados 6 perdida, segtm estimaron peTicial que se verificará 
oportunamente, y además, como indemnización por la privación 
del viaje del uctor fuera del oafs, A causa de lasustraociou de su 
equipaje y documentos relativas al negocio que le llevaba, á 
pagar la suma de 3000 pesos moneda nacional, en vista de la 
falta de observación alguna :il respecto por la parte demandado, 
y de Indispuesto por el artículo 1083 del Código Civil, con cos- 
tas. Juzgand > en definitiva, así Ib declaro y ordeno en Mendoza 
A 26 de Febrero de 1894. Notifique ron el original, y en opor- 
tunidad arehírese. Reponíase el papel. 

Severo <í. dei Castillo. 



VmUm de !• *m pr*—m Vmwt* 

Bueuos Aires, Abril 29 de 1899. 

Vistos y considerando : Que averiguado esti que el bulto de 
equipaje, de cuyo transporte se encargó el demandado, tenia un 
valor muy superior á la pequeña suma ofrecida por el eipresa- 
do demandad i», en pago de dicho equipaje. 

Que con tal antecedente, el ferrocarril no ha podido reducir el 
crédito del demandante A una cantidad que sólo pudiera ser 
aceptable en caso que no se demostrase que la responsabilidad 
del transportador era mucho mayor. 
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Que ya sea que la sustracción 6 pérdida del equipaje hubie- 
ra tenido por causa un delito di- los empleados de la empresa 
encargados de guardarlos, ó ya que fuera el resaltado déla m- 
gligenoia de los mismos, uo cabe duda que existe obligación para 
el ferrocarril, de reparar el daño, con arreglo al artículo mil 
ciento trece del Código Civil. 

Que el daño causado al actor, por ti" habérsele devuelto su 
equipaje y los perjuicios que se le hr n ocasionado en consecuen- 
cia, pueden apreciarse en equidad, con arreglo al mérito de 
autos, en la suma y demás condenaciones que determina el in- 
ferior en su sentencia. 

Que corresponde á los jueces apreciar el monto de la índemni la- 
cio* que corresponda en el caso, eu virtud de lo dispuesto en lo> 
artículos mil ochenta y tres y mil ciento nueve del Código Civil. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento cuatro, se confirma ésta» con costas. Notifiquen 
con el original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
OCTAVIO BOÜGB. — JUAÜ B. TO- 
BBBHT. 



t'AVMA rXXt 

Bou Cários Ameri contrael Ferrocarril del Oeste de la provincia 
de Buenos Aires; sobre daños y perjuicios 

Sumario. — Veraando el pleito sobre el quantum de la in- 
demnización de perjuicios, debe confirmarse la apreciación que 
de las constancias de autos aparece equitativa* 
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Caso. — Lo explica el 

Vmttm *#• #mk rmlcrai 

Buenos Aire*, Julio 8 de 1898. 

Y vistos: Estos autos promovidos por d«n Cirios Amen, con- 
tra la empresa del Ferrocarril del Oeste de la provincia de Bue- 
nos Aires, de los cuates resulta : 

I o Que en 19 de Marzo del año próximo pasado, en circuns- 
tancias que el demandante cruzaba con su carro, la vía del fe- 
rrocarril entre las calles Sadí Carnnt y Ferrocarril, fué atre- 
pellado por la máquina número 190, perteneciente a la empresa 
demandada, destresúodole la pierna derecha y ocasionándole 
graves contusiones en la otra J en el brnin izquierdo; por últi- 
mo, destrozándole completamente stt carro. 

Que á causa del accidente, imputable únicamente á culpa ó 
imprudencias de las pi rsmias que se bailaban al servicio de la 
empresa, el actor se ba visto privado de trabajar regularmente en 
el primer período de bu curación, no podiendo curarse en un pe- 
ríodo menor dedos meses, según opinión de lo* facultativos Pau- 
lin-ci y Auior- tti, el segundo perteneciente á la referida empresa. 

Que en virtud de esos bechos, don Cárlos Ameri se bu pre- 
sentado al juzgado reclamando una indemnización de daños y 
perjuicios que estima en 19.000 pesos moneda nacional de cur- 
so legal; 

2" Que la empresa ha contestado la demanda reconociendo 
Ja existencia del heoho y la obligación de indemnizar el daño 
efectivamente sufrid» y las ganancias de que se ba privado el 
actor; puro no acepta, por ser sumamente exagerada, la obliga- 
ción ¿e pagar las sumas qu« se pretende, pues con 1500 peso» 
puede resarcirse del daño y perjuicios sufridos. 
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3* Compradas las pirtes i juicio verbal, y no podiendo en 
ese acto arribar á arreglo amistoso, el juzgado recibió Lú cau- 
sa á prueba para la juBtific¡icÍon (té los hechos alegados y no 
consentidos; habiéndose producid., la que expresa el certifica- 
do fiel actuario, corriente á foja 59 vuelta. 

Y considerando : 1° Que la empresa demandada reconoce la 
obligación de indemnizar ¡i don Carlos Aineri, el damntut emer* 
¡/cus y el tuertan cesans, aceptando que el accidente se produjo 
por negligencia di' un empicado de aquélla. 

2* Que reducida la cuestión á la fijación del tfuantnm de la 
indemniv.acjnn, y admitiendo las conclusiones á que arriban tos 
facultativos en su informe de foja 33, requerido A petición del 
demandante, forzuso es reconocer que U curación de éste du ha 
podido requerir los costosos desembolsos que con tanta prodi- 
galidad ha rea'izado; y si bien hu justificado esa inversión por 
medio de los recibos que obran d»- fojas 16ú21. no es ello unu 
razón para condenar á !íi empresa á reembolsarlos, Hiñó en una 
furnia que consulte I» equidad y la justicia. 

3° Que respeci» ul íw rum cesan*, que el actor estima en la 
Mima de 665(1 pes >s moneda nació mi, no obstante hallarse con- 
1irni;¡dos esos cálculos por la declaración de los testigos Angel 
M'iii, Angel LaDríani T José Grosso y Vitaliano Castelli (fojas 37 
S 43) el juzgado tiene facultad para reducir su valor, tenien- 
do para ello rn cuenta l is facultades físicas en que quedó" el 
demandante después del accidente, que no lo imposibilitaban 
completamente para la dirección de su casa de negocio; la cla- 
se de trabajo á que se dedicaba y su condición social , que nece- 
sariamente hace presumir que no tenia aptitudes para otro gé- 
nero de ocupaciones m is lucrativas. 

4" Que en cuanto á la partida de 3000 pesos que reclama 
Ameri, por lo que seguirá dejando de ganar, no ha sido debida- 
mente justificada en autos. 

Por estos fundamento*, detinitivamente juzgando, fallo : con- 
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depando á la empresa del Ferrocarril del Oeste de la provincia 
de Buenos Aires t i pagar á don Cirios Auieri, por toda indem- 
nización, incluso los gastos de asistencia y reconocimiento mé- 
dico practicado judicial mente, la suma de 5600 pesos moneda 
nacional de corso legal, siendo las costas á cargo de la referida 
empresa 5 debiendo aquel la suma ser satisfecha dentro de 10 
días de ejecutoriada esta sentencia. Repónganse las fojas. 

(¡ervasio F, Grane/» 



rail* de la» Umpi^ws» CmH* 

Buenos Aires, Abril ¿9 de 1890. 

Vistos: Teniendo en consideración el mérito de autos, bas- 
tante á conceptuar equitativa la indpmnisacion cuyo monto lia 
sido fijarlo en la sentencia recurrida en que se condena al de- 
mandado á favor del demandante, y no versando el pleito sinó 
sobre la apreciación del quantum de dicha indemnitacion. 

Por esto y fundamentos concordante» de la sentencia apelada 
y en virtud de lo dispuesto en los artículos mil ochenta y tres 
y mil ciento nneve del Código Civil , se confirma dicha senten- 
cia corriente a foja setenta y tres, declarándose qne tas costas 
de segunda instancia deben pagarse en el orden causado. NoU- 
fíquese original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BMUAMIN PAZ. — IBIS V. VARELA. — 
ABEL II ASA Fl. — OCTAVIO 1UNGE — 
JUAfl E, TORRENT. 
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¿7 í/ocíoí* don Antonio ttobirosa, con ta señora doña Petrona C. 
de Iriondo, por cobro de honorarios; sobre cumplimiento de 
un despacho de la Suprema Corte 

Sumario. — l,a denegación de un juez local a dar cumplimien- 
to al despucho expedido, en virtud de mandato de la Suprema 
Corte, por el secretario de la misma, con arreglo al reglamento 
de ella, lo bace pasible de la aplicación déla multa de 50 peso* 
fuertes. 

i 'aso. — Por haberse negado el juez ríe primera instancia de 
Santa Fé, á cumplir un despacho expedido por el secretario de 
la Suprema Corte en virtud de mandato de ésta, alegando que 
no estaba en forma, se dictó el 



Jkuf ate I* tonpp— a» 

Buenos Aires, Febrero 28 de 1899. 

Reitérese por secretaría el exhorto á que se refiere el prece- 
dente escrito, haciéndose saber al juez de primera instancia en 
lo Civil y Comercial de Santa Fé f que debe deligenciarlo bajo 
pena de incurrir en el apercibimiento determinado en el artículo 
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49 de la lev sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales. Repóngase el papel. 

IMS V, TARELA* — ABEL RAZAN 
- — OCTAVIO BURGE. — IÜAR t. 
TORRERT. 



AUTO DEL JIJES DE I a INSTANCIA 

Sarita Ké, Abril 17 de 189», 

Vi,to el precedente exhorto así como to dictaminado por el 
Ministerio publico, y considerando ; Que según Lo tiene resuelto 
la Suprema Corte Federal, cuando un juez nacional dirija un 
despacho predatorio A un juez provincial, deWrá ser cumplido el 
encargo (articulo 43 de ta ley He Jurisdicción y competencia). 

< Que los exhorto» dentro de la República deben enriarse di- 
rectamente por el juez exhortante al exhortado . 

« Qu« para la legalización de los despachos que los jueces fe- 
denles dmjan t basta la firma del j ti ex y el sellode tinta del juz- 
gado puesto á la derecha. » 

Que no se registra al pié del presento, la firma de ninguno de 
los jueces ni trae este exhorto sello alguno impreso á la derecha 
que es el lugar que corresponde y que, por consiguiente, no re- 
sultan cumplidas las formalidades ante* indicadas para que la 
legalización ezista. 

Que ta Corte federal lia resuelto que los exhortes deben en- 
riarse por el juez exhortante al exhortado, lo que equivale decir 
que estila diligencias deben cometerse cutre jueces de igual 
grado. 

Que ésto no obstante, la Corte ha podido exhortar directa- 
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mente con tal que se cumplieran la» formalidades de la ley ó lo 
que es más propio y aconsejado por largas prácticas, dirigirse a 
la Suprema Corte de esu provincia la cual debió á 3U vez orde- 
nar el diligenciamiento ó mandar al juez federa) de la sección 
de Santa Fé para que éste lo solicitara. 

Que cuando la Corte federa! ha conminado al proveyente 
amenazándole con multa y priman, ha olvidado en todo casólo 
resuelto por ella misma, es decir, que los despachos deben ser 
precatorios (tomos 9 y 24, pnginus 405 y 144; articulo 13, ley 
de jurisdicción y competencia). 

Que el precedente exhorto está muy distante de ser preeato- 
rioy antes por el contrario él es imperativo, porque ordena é 
impone su diligencia miento bajo pena de los apercibimientos 
determinados en el artículo 19 de la k-y sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales. 

Que al proveyente le consta lo resuelto por la Einin. Corte 
nacional cuando dice que t un juez provinoiul no puede recha- 
zar el cumplimiento de un exhorto que le enría un juez de 
scriou, sin revelarse contra la lev de jurisdicción y com¡i»'ten- 
cia », tomo 10, página 464. 

Qne el provi-yente, ni come ciudad¡iuo ha faltado ri Us leyes 
de su país, ni se ha rebelado como juez en esta ni en ninguna 
otra ocasión contra la mencionada ley, y antes por el contrario 
se ha esmerado en cumplirl.i '-uando ha sido exhortado formal- 
mente por cualesquiera de tos jueces de sección, i quienes jamas 
pudo rehusare) cumplimiento «le sos exhorto». 

Que el precedente oficio cuyo d i ligenciamiento se manda, no es 
un exhorto ni reviste las formalidades quu la Eira». Corte fede- 
ral tiene ordenadas, según se ha demostrado, para que no se 
dude de su procedencia. 

Queu' proveyente no le consta que el señor que firma este 
exhorto, sea real y verdaderamente secretario de la Corte fede- 
ral, porque ninguno de lo* jueces así lo certifica. 
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Que no le consta que el exhorto haya sido librado por ta 
misma, porque ninguno de los jueces la suscribe. 

Que do consta ni siquiera que el mismo apercibimiento sea 
una resolución de ese alto tribunal nacional, porque en virtud 
de las anteriores consideraciones puede tenerse duda fundada 
acerca de so origen real. 

Que finalmente y lo <i«e es muy grate y más digno de llamar 
lu atención, en que el proveyeute, ciñéndose al mandato de la 
ley, no ha podido, no puede, ni podrá cumplimentar mi exhorto 
que no «una todos Lus requisitos necesarios, porque si t no en 
este caso que se traía de una comisión insignificante, se vería 
en otros quiiá expuesto a reaiiiar diligencias que, por no resal- 
tar cometidas por autoridad competente, lo hicieran incurrir 
en el delito de usurpación, (previsto y penado por ía ley penal, 
artículo 440). 

Que el proveyente 110 desacata ii la Corte federal, ai se reve- 
la contra la ley, cuando exige el cumplimiento de la misma, ve- 
lando por los intereses comunes y salvaguardando sn responsa- 
bilidad. 

Qne el proveyente no desacata á la Corte federal, cuando, sin 
desconocerle las facultades que la ley le acuerda y protestando 
diligenciarlos exhortos qne le conste procedan de la misma, 
exige para seguridad el cumplimiento de las formas qut ti mis- 
mo tribunal ha resuelto en numerosos fallos. 

Por estoy no obstante lo aconsejado por el agente fiscal, re- 
suelvo no hacer lugar al diligenciamientodel precedente exhor- 
to. Devuélvase con nota. 

Autorice id secretario señor Ignacio M. Luque. 

J. Lanza Caxtelli. 

Inte mi: 

Ignacio M. Luyue. 
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Bueno* Aire*, Altril ií* de 1899. 

Autos y fistos: Consirierandu : Que el juez en lo Civil y Co- 
mercial de ta ciudad de Santa Fé, doctor Lanza Castelli, se ha 
denegado a dar cumplimiento al descacho expedido en virtud 
de mandato de esta Suprema Corte por el secretario de la mis- 
ma, en la forma y con los requisitos establecidos por el articulo 
veinte, inciso segundo, j artículo veintidós riel reglamento del 
tribunal, dictado en ejercicio de las facultades que le confiere el 
articulo noventa y nueve di* la constitución. 

Que el citado juez no tiene autoridad para poner en cuestión 
las reglas que para su régimen se bu dictado esta Suprema Cor- 
te, ni b;< podido ignorarlas tanto por baber sido debidamente 
promulgadas, cuanta porque son de práctica constante, >in que 
puedan ellas confundirse con las dictadas para los juzgados de 
sección. 

Que ha llegado el « aso de hacer efeelivo el apercibimiento 
decretado en el auto de fecha veintiocho de Febrero próximo 
, pasado, en virtud de lo prevenido en el articulo »iiez y nueve de 
la ley de jurisdicción y competencia de Los tribunales federales, 
por cuanto el citado juei de provincia ha debido cumplir el 
encargo de esta Suprema Corte para la citación de la señora de 
Iriondo (artículo trece de la mencionada ley), que se ha podido 
dar directamente. 

Que el encargo para la citación de la expresada señora, ca- 
rece ya de objeto por haberse ella presentado, con lo que debe 
darse por concluida esta incidencia, en toque á dicha citación se 
refiere. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en el ci- 
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tado artículo diecinueve, se impone al referido juez de Santa Fé, 
doctor Lanza Castelli, ta multa de cincuenta pesos moneda na- 
cional, con destino al fondo rtV escuelas de dicha proiineia, la 
que se deberá hacer efectira por el procurador fiscal del juzga- 
do de la sección de Santa Fé T á quien sti remitirá copia testi- 
moniada de esta resolución : comuniqúese por oficio al expresa- 
do juez doctor Lanza Castelli, notifiquéis coi» el original y agre- 
gúese á sus antecedentes, reponiéndose el papel. 

BLNJAHIK RAI.— LUI» V. VARELA. 
— ABEL RAIAN. — OCTAVIO 

buioge. — Jüém. torrert. 



«AUfttA €*XIII 



lion Ton -ta Rias contra *fon Juan \f /hito, por renuncia fie 
poder ; sobre regulación de honorarios en asunto sometido d 
arbitro*. 

Sumario, — El haber sid« ^metido ¡i Arbitro* el asunto, no 
ew razón para que la reculación di* honorarios, que ; nnr retinii- 
cia del poder, pida al juez el apoderado de una de tas pirtes, 
se suspenda hasta que los arbitros resuelvan. 



Caso. 



— Don Tomás Ríos, apoderado de don Juan D'AfUitto, 



! 



I>* JtSTlülA NACIONAL 



renunció «I poder conferido por éste y pidió se le regularan ho- 
norarios. 

D'Aftlítto manifestó que no podía hacerse la regulación de 
honorarios, por encontrante el expediente ante los arbitros y 
pidió, en consecuencia, se suspendiera aquella Insta tanto fa- 
llen los arbitro, la causa. 



Buenos Aires, ¡Hayo ¿8 de 1898. 

Autos v vistos: Considerando t 1" Que la circunstancia de 
hallar*-- el espediente en poder del tribunal arbitral, no es 
óbice legal para que el juzgado ejercite su jurisdicción ¡sobre 
puntos que no han sido sometidos a la decisión de los árbitros, 
y ajena, por lo tanto, & la jurisdicción voluntaria conferida al 
tribunal arhitial, y que han permanecido sujetos ti la conten- 
ciosii del jnigado, como es el de la regulación de las honorarios 
di I ex-apoderado Kios. 

2" Que - orno consecuencia de esto, ninguna consideración se 
opone á que se practique la reculación solicitada, desde que ni 
aún la que resultaría del término acordado para laudar existe, 
pues que no sólo no ha empezado á correr tuda vía, sino que en 
el cago de que as( fuera, se suspendería dicho termino hasta 
tanto condujera el incidente sobre regulación. 

3° Que, por otra parte, el ex -apoderad o Ríos no está obligado 
eí esperar la terminación del juicio arbitral, para cobrar tos 
servicios prestados, cualesquiera que sean los plaios fijados en 
el compromiso arbitral para la resolución del caso. 

Por esto, no ha lugar & la suspensión solicitada, y habiéndo- 
se manifestado disconformidad con la estimación hecha, fijan- 
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se los huuorarios del ex-upod erado Ri»s, de acut-rdo con los 
extremos de la lev número 3094, en la suma de ochocientos* pe- 
sos moneda nació nal. Hágase saber y repónganse las fojas. 

f. Otaeckea y Aleorta, 



Buenos Aires. Mayo íf do 1899. 

Vistos y considerando: Que es realmente 'Je la competencia 
del inferior, el conocí miento de lo relativo al honorario que ej 
mandante D'Afflittu está en el deber de pagar á su mandatario 
Ríos. 

Que no se lia demostrada en el caso, que estu viera en el legíti- 
mo interés del mandante, lu suspensión de la regulación de ho- 
norarios devengados en servicio de una procuración ya termi- 
nada por renuncia del procurador, notificada al mandante. 

Que respecto al monto de esos honorarios, debe tenerse en 
cuenta no sólo la importancia de la causa y trabajos practica- 
dos, sino también el estado de aquella y la circunstancia de 
haberse producido la renuncia del mandato pendiente ei ne- 
gocio. 

Por estos fundamentos : se continua el auto apelado de foja 
doscientos uno vuelta, en cuanto hace la regulación solicitada 
t>or Ríos, y se modifica en lo que al monto del honorario se re- 
Ocre, el que se lija en la cantidad de seiscientos pesos moneda 
nacional. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BERUNUIPA1. — ARRLBAlAN.— 
OCTAVIO BtmCE. — JtlftPf E. 
TORRIRT. 
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La compañía de seguros * La I ta fia • contra la compañía * la 
Mánnhein*y la Compañía general de Iteaseguros ; sobre 
nulidad de laudo arbitral. 

Sumario. — Sí en el compromiso arbitral se kan renunciado 
los reenrsus de apelación y nulidad, con excepción del «-aso en 
que se dictara el laudo fuera del término ú sobre puntos no 
comprometidos, no puede hacerse lugar al recurso de nulidad 
que no se funde en estas dos ultimas causales. 



Caso. — Lo explica el 



VmUm **■ Smm* r«4eral 

Buenos Aires, Mayo 5 de 1893. 

Y ristos : estos autos seguidos por la compañía de seguros 
« La Italia i contra Us campan (a < La Mannhein i y la Compañía 
general de Reaseguros, de los que resulta : 

Que notificadas las parte del laorio arbitral de foja 351, el 
representante de « La Italia i interpuso contra él, ante el juz- 
gado del doctor Tedin, toi recursos de apelación y nulidad, 
oblando ta inulta de mil pesos nacionales, estipulada en el com- 

T. LXITIIl 1» 
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premiso. Habiendo el doctor Tedin intervenido en 1» resolución 
del asunto como arbitro tercero, los auto» fueron pisado» á 
este juagado. Dispuso el entonce» juez, doctor Ugarriaa, una 
vea recibidos loa autos, que éstos fueran puestos ea la oficina 
para que expresara agrarios la parte recurrente. A foja 401 , el 
representante de «La Italia » expresa sus agravios y pide que 
se sirva el juagado declarar sin valor 7 efecto el lando recurrido, 
resolviendo además la caus i de conformidad con to solicitad > 
por él en la demanda. 

A foja 43Í, los representantes de la Mauohein y la General 
de Reaseguros, contestando á la expresión de agravios, se opo- 
nen á la admisión del recurso de apelación, por haber sido re- 
nunciado y al de nulidad, por L >sa misma razón j por no haber 
cansa alguna que vicie de nulidad el lamió. 

Y considerando : Que en el compromiso de fojas 24 y 25, mo- 
dificado en parte y ratificado en lo demás á foja 36, se convino, 
por la cláusula tercera, someter la decisión de este asunto á Ar- 
bitros, arbitradores amigables componedores, per la cláusula 
octava se estableció una inulta de mil pesos (te curso legal, que 
seria abonada por el qu<? se alzase contra el laudo " estorbase 
Ja acción del tribunal, á favor df la parte contraria; por la 
cláusula décima las partes renunciaron á tndos los recursos, 
incluso el d« nulidad, á menos que ésta procediese por haber 
fallado fuera de término, el tribunal, ó porque versara el lando 
bobre puntos no comprendidos en la cuestión sometida A su de- 
cisión. 

Que en lo relativo al recurso de nulidad, no se ba aducido 
fundamento alguno para justificarlo, ni se ba insinuado siquie- 
ra in qué consiste el vicio que poeda invalidar el laudo, el cual 
ha sido dictado dentro del término estipulado y versa exclusi- 
vamente sobre puntos comprendidos en la cuestión sometida á 
la resolución de los arbitradores ; y no siendo la injusticia que 
se le atribuye, una causa de nulidad, sino un reparo relativo al 




IIK JUSTICIA NACIONAL £>f 



fondo mismo del asunto, que solo porfía con «id erarse en caso de 
proceder la apelación. 

Que el recurso de apelaron no procede, por haber sido ex- 
presamente renunciado por la cláusula décima det compromiso, 
el cual tratándose de un caso de jurisdicción voluntaria como el 
presente, es la regla convenida por Lis parte», y é la que deben 
someterse como á la ley misma. 

Que esta renuncia debe necesariamente tomarse como no acto 
formal é irrevocable, destinado á asegurar definitivamente la 
firmeza del fallo arbitral ; pues de lo contrario resultaría una 
■ lánsula superabundante é ineficaz, que carecería en absoluto 
de razón de ser. Tal era el aloanoe que las leyes de partida da- 
büo á t-slas renuncias, como lógicamente debía suceder. La ley 
13, título XXIII, partida 3", al ocuparse * de quutes juyiios 
se pueden ulc¡ir e de quales uon », establece entre otras cosa», 
lo siguiente: c Otrosí oVzimns, que si el demandador ■> deman- 
dado Bsieren postura entre si en jtiyzio, ó fuera de juyiio, que 
non tomen alzada de la sentencia que diesie el judgador, con- 
tra alguno delios, que después non puede alr;ar aquel qus se 
tuviese por agraviado deíla 

Podría tal vez argüir*', sin embargo, que oou el pago de la 
multa estipulada, la parte descontenta queda habilitada para 
alzarse del laudo. Pero ;í esto se contesta, observando que aun 
cuando n» baya renuncia de recursos, suele estipularse una 
multa contra el que si" aUe del latido, multa que tiene por obje- 
to tiponer un óbice á ta alzada, 6 bien resarcir en cierto modo 
á la parte favorecida por el laudo, de las incomodidades y gas- 
tos que le ocasiona la nueva instancia á que se somete el asun- 
to. En el caso de renuncia, la multa tien» precisamente un fin 
análogo, y no obsta ¡í la eficacia de la renuncia estipulada, an- 
tes bien se propone asegurarla. T esto está terminantemente 
establecido en la ley 106, título XXVII, partida S\ la cual ley, 
al determinar f como deven fazer la caita del compromiso», dis- 



pone de la manera mi» categórica, lo siguienie ¡ « E prometie- 
ron que toda* la* coba* que son escritas en esta carta, que cada 
una dallas obedecerán e avran por lirnies por siempre jamas, e 
non irán contra ellas por si nin por otro, en ningún tiempo 
por ninguna manera, so pena de mil maravedí* : la qual pena 
tanta vegadas sea pagada, quantas veces atieren, ó venieren, 
contra loque ei avenidor sobredicho judgsre e mandare : e la 
pena pagada o non, siempre sea ürme c valedero todoquanto en 
esta carta diae. £ otrosí todo lo -que judgare e mandare el ave- 
nidor ». 

Por cstus fundamentos, se resuelve uo hacer lugar a los re- 
cursos deducidos y se declura válido y lirme el laudo de foja 
351, con costas, Hágase saber con el original y repónganse los 
sellos. 

.1. V. íalútme 



rail* la ftmpvcMM Vmrtm 

Bueno? Aire*, Hayo i de 189». 

Vistos y considerando : Que eamo lo hace constar la senten- 
cia apelada, las partes, al someter el juicio á árbitms arbitra- 
dores, convinieron en renunciar a todos luá recursos, incluso el 
de nulidad, con excepción del caso, en lo que á éste último Te- 
curso sereliere, de pronanciarse el fallo fuera del ternrno 6 de 
recaer sobre puntos no comprendidos en el compromiso, segun 
bu base d4cima(foju veinticinco). 

Que es también exacto que en la voluntad de las partea h» 
entrado que el pago de la multa convenida contra elqne so alce 
del laudo ó estoTbe I» acción del tribunal, habla de dejar sin 
embargo en tono su vigor, la mencionada renuncia de recursos, 



OS NACIONAL JUSTICIA 



m 



porque así multa del texto del compromiso que debe interpre- 
tarse por su mérito en conjunto. t 

Qflc U reserva fiue, por fia de excepción, han hecho lo* coni- 
promiteutes de) recurso de nulidad contra el laudo pronunciado 
después de vencido el término, ó sobre materia ajena al com- 
promiso, reserva que confirma la regla para los casos no excep- 
tuados, sirte para hacer aun más clara la renuncia de loa recur- 
sos que, á consecuencia de la sentencia arbitral pronunciada, 
ha deducido la compañía de seguros « La Italia* en su escrito 
de foja trescientos sesenta y ocho, desde que esos recursos no 
se basan en ninguno de los referidos ca*os de excepción, reco- 
nociéndose, al contrario, que no pueden ser invocados. 

Que ja bajo el imperio de la legislación española, las estipu- 
laciones de las partes en el compromiso arbitral, estaban, en 
cuanto A so eficacia, bajo el amparo de la disposición de la lesr 
dos, título diez y seis, libro quinto, recopilación castellana, que 
declara la fuersa obligatoria de los contratos, 

Que consecuente cun ese antecedente legislativo, es de dere- 
cho incontestado que las convenciones hechas en toa contratos 
forman para las partes una regla á la cual deben sometetee 
como i la lej misma (artículo mil ciento noventa y siete, Códi- 
go Civil), en tratándole de estipulaciones permitidas i los con- 
tratantes, como lo es ciertamente la relativa ¿ la renuncia de 
recursos mencionada. 

Que el luudo arbitral de foja trescientos cincuenta y uno, no 
es impugnado en uso del recurso de nulidad reservado por las 
partes, ni puede serlo tampoco porque loa irbitros hayan incu- 
rrido en vicio de procedimiento que anule la* actuación**, tanto 
porque las partes han sido oídas con amplitud y han gottdo de 
suficiente término para producir, y producido prueba abundan- 
te en ap.yo de una respectivas pretensiones, como por la cali- 
dad de Arbitros arbitrad ores de que han estado investidos los 
jueces (ley veintitrés, título cuarto, partida tercer»). 
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Que en el laudo pronunciado, en el que se aprecian j resuel- 
ven las cuestiono» de hecho y derecho, ventilada* en el juicio, 
según el criterio de los jueces encargados de pronunciarse so- 
bre elliis, nada se observa que no sea propio de Jos actos de a 
naturaleza, que si pudieran fundar agrario, no pueden fundar 
su nulidad, siendo de notar que ta eipresiou He agravios de 
foja cuatrocientos uno tiende á demostrar, más que otra cosa, Ja 
injusticia de la sentencia, que el recurrente llama notoria, y no 
precisamente defectos de forma eu la misma ó en los procedi- 
mientos que debieran, conforme á derecho, anular lo actuado 
6 resuelto. 

Par estos fundamentos y concordantes «I- lu sentencia ape- 
lada de foja cuatrocientas cuarenta y cinco, se confirma ésta, 
con costas, Notifiquen con el original y repuestos Los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZA!*. — OCTAVIO BU ROE • — 
JUAN E. T0RHENT, 



C AUBA CMSI 



El Manco Nacional en liquidación, contra ¡ion Joaquín F. Cer- 
vetto, por cobro ejecutivo de ¡tesos; sebre citación por 
edictos . 

< 

Sumario. — No es apelable el auto que fija los diarios en los 
que debe publicarse la citación de! ejecutado. 
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Caso. — El «presentante de» Banco se presentó deduciendo 
ejecución contra don Joaquín F. Cervetto, cuyo domicilio igno- 
raba, por lo que pedía fuera citado y emplazado por medio de 
edíctog. 

El juez asi lo disputo, señalando loa diario» i La Nación > y 
« El Tiempo», para que *e hiciera la publicación de loa edicto». 

Él apoderado del Banco pidió que se designara otro diario en 
lu^ir do ik Nación », por ser eicesivo el precio que *e cobra 
en él. 

Bueno» Airea, Mnrso 8 tie 1899. 

Tratándose dw una medida que pue<ie afectar sér i amenté los 
intereaeadpl ejecutado, como es el reconocimiento pedido, y 
debiendo el juzgado propender al mayor resguardo posible de 
ellos, por medio de la más amplia publicación de la intimación 
solicitada, i fin de que así pueda llegar ella al conocimiento 
del deudor, eatese i lo resuelto. 

Vrdinarrain. 



Buenos Aire*, Marw 11 de 1899. 

Autos y ristoa : Tratándose de f acolladas privativas del juz- 
gado» y por las consideraciones aducidas en el auto recurrido 
de foja vuelta, no se baca lugar á la revocatoria pedida y ae 
concede en relación el recurso de apelación interpuesto para 
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tutela Suprema Corte, donde se elevarán lot autos en la forma 
de estilo. 

Agustín Urdinarrain. 



Mle> ém l« lippei* Cart* 

Buenos Aires, Mayo 2 de 1899. 

VUtos: No siendo apelable por su naturaleza, el auto recu- 
rrido, se declara mal oonoedidoel recurso. Devuélvanse. 

* 

B£flJAHM PAZ, — ABEL BAZAH. 
— OCTAVIO BHN4». — JUAN 
K. TOBHBHT. 



<Ml)«A CIXVI 



Don José M. García contra ta provincia de Buenos Aires 
sobre prueba testimonial 



Sumario. — No debe admitirse la prueba de testigos pedida 
dos días antes de vencer el término probatorio, aunque haya 
de praticarse fuera del municipio de la Capital. 
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Cuso. — Resolta del 



tíntaos Aires, Mayo 1 de 1999. 

Autos y vistes ; l'ur lo que resulta dr la. precedente nota y 
atenta lu rebeldía acusada, declárase decaído el derecho de con* 
testar el traslado conferido á foja sesenta y seis, qae ha dejado 
de usar la parte de García, 

T considerando e» cnanto á ¡a revocatoria del auto de foja 
sesenta y tres : Que la prueba testimonial ha sido solicitud a 
dos días antes de vencer el término probatorio. 

Qae, por consiguiente, no ha podido, por culpa de la pane de 
García, presentarse dentro de dicho término en la forma deter- 
minada por el artículo ciento retóte de la ley de Procedi- 
mientos. 

Que laeirounstar ia de que la prueba solicitada debía hacer- 
se fuera del municipio de la Capital, no puede alterar el térmi- 
no para solicitar la prueba de testigos, según lo tiene estable* 
eidd asta Suprema Corte, en el fallo que se registra en el tomo 
veinticuatro, página cuarenta y nueve. 

Por esto, déjase sin efecto el auto de foja sesenta y tres, y, 
en consecuencia, desglósese la declaración de fojas ochenta y 
tres á ochenta y seis, que ha sido agregada á los autos. Repón- 
gase la foja. 

BKMJAllItl raí. — A»L SACAN. 
— OCTAVIO MJHCt. — Í«A« 
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4'AUttA muí 



Don Lorenzo Manternta contra ta Municipalidad de la Capital 
por precia é indemnización de terreno ; sobre competencia 

Sumario. — * NO corresponde al fuero federal por ratón de 
materia, la cansa contra la Municipalidad de Ja Capital sobre 
preño é indemnización de terreno ocupado para calle pública. 



Caso. — Resulta de las siguientes píceas : 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

4 

Buenos Aire», Octubre de 18& 

Señor Juez : 

La competencia de V, S. en este asunto, no se desprende ni 
por razón de la materia, ni porraion de las personas. 

Lo primero, porque estando al texto del escrito precedente 
parece tratarse de unu demanda ordinaria contra la Municipali- 
dad, por cobro de una cantidad ¡liquidada que entabla el actor 
señor Man te rola. 

En efecto, como V. 3. puede ver á foja 41, dice el actor: 
c qne vengo á entablar formal demanda contra la Municipali- 
dad de la Capital para que en su debida oportunidad sea conde- 
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nada & abonar el precio y justa indemnización, por la extensión 
do terreno que he tenido que cederle para que procediera á 
la apertura de la calle Formosa, con más las costas de este 
juicio >. * 

Como se ve por lo transcripto, ui se menciona la declara ion 
de utUidad pública é individualización de la cosa en la muñera 
que lo establecen los artículo» £ y 3 <ie la ley que se cita de 1866, 
ni se hace mérito de oferta hecha por la Municipalidad y recha*- 
■iidaporel actor, para traer tu situación al artículo^ de la mis- 
ma ley, quereiLuiero tal disconformidad pura motivar el juicio 
de expropiación y la procedencia de la competencia de Y. S. 

Así, pues, la presentedemandauo encuadra raíione materiw, 
dentro de la jurisdicción de V. S., y pertenece i Ja justicia or- 
dinaria de la Capital por su carácter local t con arreglo al artí* 
III de la ta ley sobra organización de los tribunales de Ja Ca- 
pital. 

No habiéndose justificado la distinta nacionalidad de las 
partes,, ni su distinta vecindad, tampoco compete 4 V. 3. por 
rasen de las personas. 

T. S., pues, debe declararse incompetente. 

,L Batel. 

rato <§et Smmm Ndwsl 

Bueaos Aires, Diciembre Iti de IB&S. 

* * 

Autos y vistos: La presente demanda entablada por don Lo- 
rento tfanterola, contra la Municipalidad de la Capital por co- 
bro de pesos proveniente de iudemniiacion ; con lo expuesto á su 
respecto por el procurador fiscal, en cnanto á la competencia de 
este juagado para conocer de este asunto. 

Y considerando : Que para 'jue surta fuero federal la presente 
demanda, será necesario que corresponda su conocimiento á los 
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tribunales federales, se» mtione materim ó por raiondela dis- 
tinta nacionalidad ó vecindad délas partes. 

Que en cuanto i la materia, ella por sí misma no surte fuero, 
por cuanto por el hecho de que se trate de expropiación con 
sujeción á la ley de 13 de Setiembre de 1860 no bastí para 
aquel fin ; siendo como es, en o i presente caso, ana expropiado ti 
de carácter local y que ene por tanto bajo la disposición del 
artículo 111 de la ley de organización y competencia de Los 
tribunales de la Capital . 

Que respecto -le la distinta nacionalidad de las partes, ni se 
ha pretendido probar siquiera esos extremos, desde que el mis- 
mo actor se reconocí» argentino y nacido en esta Capital. 

Que así no resultan, pues, comprobados loa eitremos de ley, 
necesario ?¡ para acreditar que este caso es de la competencia de 
la justicia federal ; y teniendo en cuenta, por otra parte, que la 
jurisdicción de lo* tribunales federales es de excepción, y comn 
tal limitada a Tas leyes y casos expresados tanto por la Consti- 
tución nacional como por la ley de jurisdicción y competencia 
de los mismos, de 14 de Setiembre de 1863. 

Que esa jurisdicción no se puede extender aún con acuerdo 
de partes cuando no tes corresponde, por ser improrrogable co- 
mo lo establece el artículo i° de la Ley de procedimientos na- 
cionales, de 14 de Setiembre de 1863, 

Por estos fundamentos y otros que se han tenido en vista 
y se omiten, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el pro*» 
curador fiscal, en sus dictámenes de foja 14 y foja 25, se deelara 
este juzgado incompetente paracunocer de ta presente demanda, 
debiendo en su mérito el interesado ocurrir donde corresponda. 

Repuestos que sean los sellos archívese, notiffquese pudiendo 
hacerlo con el original. Asi lo resuelvo, eu Buenos Aires, Capital 
de la República Argentina, fecha utsupra. 

V. Olaechea y Alcorta. 
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VISTA DEL BEftOK PKOCUHADOR GENERAL 

Rumos Aires, Febrero ¿I de 1899. 

Suprema Corte : 

Del escrito de toja II. claramente se desprende que el actor 
hu instaurado demanda por «-obro di* una cantidad ilíquida, con- 
tra la Municipalidad dé estacapital, con motivo d« que Bita cor- 
poración ha expropiado un terreno cuya propiedad pertenece al 
demandante, 

Se trata, pue>, de un juicio ordinario entre parles, cuyo jut~ 
ga miento cae bajo el imperto de la justicia común, puesto que 
ratione materüe q«» está cuinprend ido en ninguno de tos casos 
que determinan la competencia del señor juez a quo f según )o 
dispon» el articulo 111 de la Ley Orgánica de lo» tribunales de 
la Capital. 

No aparece comprobada en autos, ni se ha tratado siquiera de 
comprobar la distinta nacionalidad ni dirersa vencí ndad de las 
partes, loque motivarla el fuero Mcral para entender en este 
asunto, de acuerdo con lo que establece el articulo 3% inciso 3°, 
de la lej que rige la materia, de 14 de Setiembre de 1863. 

Y como p»r otra partees, por su naturaleza, excepcional el fuero 
federal, no pudiendo extenderse au jurisdicción á Ins casos que 
no eatán expresamente señalados por la ley, como lo tiene esta- 
blecido la jurisprudencia sentada en los fallos de V. E., adhi- 
riendo ala vista del señor procurador Usual de foja 14, pido á 
Y. E. se sirva confirmar, por su » fundamentos, el auto recorrido 
de foja 30. 

Sabiniano Kier. 



FALLO* flt LA St;P»EHA COATE 
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buenos Aire*. Mayo 1 de 189í« 

Vistos y considerando : Que el demandante atribuye á la com- 
petencia de la justicia federal, el conocimiento de esta causa, 
basándose tan sólo en U materia cuestionada. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes do )n sentemm 
¡tpelatla de foja treinta, se confirma, con costas, dicha sentencia. 
Notifíquese original y repuestos loa sellos, devuélvanse. 

BMflAMN PAI — LÜ1S V. VARELA. 
— ABEL BAZAN . — OCTAVIO BCV 
GE. — JIUtí E.TOHREftT. 



Don Leopoldo tkilepiane, sobre exención del servicio militar 

Sumario. — Debe ser eximido «leí servicio militar, el hijo que 
atiende á la subsistencia de la madre viuda, aunque ésta tenga 
otros hijos. _ 

Caso. — Lo explica el 
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Buenos Aires, Abril 4 'Je 1899. 

Y viatus: resultaudode U samaría i a formación producida ante 
él jwgado de I' instancia en lo Oítí!, que don Leopoldo Delle- 
piano es el hijo que atiende á la subsistencia de su madre viu- 
da, no obstante tsnerésta otros hijos, sumaria información que 
ha <ido ampliada en la forma que cnnsta á fuja.. . de estos autos, 
corresponde interrogarse : Si en este tribunal en facultativo o 
uo acordar la ejecución que lia sido denegada y«t la junta de 
la capital, cuando como en el caso presente, se han acreditado los 
cifremos del artículo 46 de la ley número 3318, de 33 de No- 
viembre di- 1805. 

Para resolver este punto, sera acaso indispensable tener en 
cuenta que la madre viuda de que se tratu T tiene otros hijos 
además del solicitante. 

¿Puede, por ventura, la circunstancia apuntada obstar áque 
este juagado acuerde la excepción solicitada, cuando, p >r otra 
parte, se han acreditado en forma los extremos legales reque- 
ridos por la ley 3318 en su articule 36 in fine? 

La resolución de U junta, qut ha denegado la eict-pcion, adu- 
Céj como razón fundamental, para ello, e! hecho de que , teniendo 
la viuda ile que se trata otros hijos tí inrts ríd peticionante, cuan- 
do éste esté en conscripción, los demos atenderán á \a subsis- 
tencia de aquella. 

He comprende qne al proceder así la junta, lo ha hecho como 
juei de conciencia,, como jurado y no como juez de derecho, ajus- 
tándose estrictamente á las prescripciones legales que rigen el 
caso. 

Han pensado los señores de la junta en que es perfectamente 
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verosímil que estando ausente el juren Leopoldo, sita hermanos 
le reemplacen en la atención de la subsistencia de ta madre, y 
en consecuencia han declarado que no procedía acordar la ex- 
cepción pedida. 

Pero si la junta se ha eoneeptuadu facultad;* para proceder 
con osa amplitud de criterio, ¿puede acaso hacerlo así este tri- 
bunal? 

¿tío es, por ventura, un juez de derecho el que suscribe j como 
tal, sujeto en sus juicios á las prescripciones y formulismos le- 
gales? 

Fuera de que es evidente que los jueces federales sun jueces 
de derecho y no jurados, en lodos los casos que se han resuelto 
s br.- esta materia, lo han hecho estos tribunales como tales 
jueces de derecho y han dado así, como pueden verse lo* múlti- 
ples casos resueltos, soluciones ajustadas á la Interpretación es- 
tricta de la ley. 

Porque asi como es elemental que debe ser restrictiva y ja- 
más ampliativa la interpretación de las leyes de excepción 6 pri- 
vilegiar ias, este juzgado ha denegado constantemente excepcio- 
nes que no estuvieran expresa é inequívocamente acordadas por 
la ley de la materia, en sus artículos 25 y 26. 

Así también toda vez que se han presentado infirmaciones 
sumarias producidas ante Jos juzgados de 1* instancia en lo 
< itil con todas las formalidades de ley y de ellas han resultado 
acreditados los extremos exigidos por los artículos citados, el 
tribunal hii acordado las excepciones pedida*. 

De lo expuesto se desprende, pues, que en este caso como en 
todos los idénticos, compete hacer ú este juzgado, par¡i acordar 
ó negar la excepción pedida, examinar si se han acreditado o no 
los requisitos qne la ley exige para hacer procedente la conce- 
sión de la excepción pedida. 

Eu el caso.?u6'/i4(fóee, de las constancias de autos resulta que 
.se lia acreditado en efecto qne Leopoldo Dellepiane es el hijo 
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que atiende 6 la subsistencia de su madre nuda, y siendo esto nsf 
es claro que con arreglo al articulo 98 de la ley 3318, corres- 
ponde revocar la resolución de lu junta que denegó la excepción, 
y acordarla. 

No pudiendo, pues, este juzgado proceder en otra forma que la 
que le compete, como juez de derecho y ajustándose á tu* forma- 
lidades requeridas y A las coustanoiae de autos, es de su deber 
diotar la resolución del asunto con estricta sujeción á la ley. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten y los anteceden- 
tes de lu vista del defensor de incapaces y no obstante lo ex- 
puesto en contrario - or el procurador fiscal, este juzgado revoca 
la sentencia apelada de la junta de la capital que corr« á foja... 
y declara que corresponde acordar, como en efecto acuerda, ¿ don 
Leopoldo Dcllepiane, la excepción del servicio militar prescrita 
y legislada por el artículo 26 de la ley número 3318, de 23 de 
Noviembre de 1895. 

Así lo resuelvo cu Buenos Aires, capital de la República Ar- 
gentina, á 15 de Al>hl de 189». 

t*. Otaechea y Alcona. 



VISTA DEL SENO* PROCUhAOOH GEffERAL 

fiuenot Airea, Abril ífi de 189». 

Suprema Corte : 

El artículo 26 de la ley número 3318, na exceptuado del ser- 
vicio activo no súlo al hijo único de madre viuda, sin '» también 
á aquel de los hijos que atienda i la subsistencia de ésta. 

La ley ha reconocido un hecho posible y aún probable, esto 
es, que nna madre viuda que tenga varios hijos sen, no obstan- 
te, atendida por sólo uno de aquellos, y por ello su texto expreso 
t, ureiiu - 90 
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excepción* á aquel de los hijo» que atienda á la subsistencia de 
la madre vinda. 

Aplicando el teiso legal al cttosub judia; no puedo descono- 
cer que el recurrente don Leopoldo Dellepiaue es acreedor 4 la 
exoneración del servicio militar activo. 

Lo» testimonios de fujaa 5 t 6 v 7 acreditan bastantemente 
que es hijo de viuda ; la información de foja 8 que es el único 
de los hijos que atienden á la subsistencia de aquella j el certi- 
ficado de foja 1» é información de lujas 24 y S5, que la madre 
carece enabioluto de recursos propios y que los otros hijos no 
ayudan á la inadn- y tí ten fuera del hogar materno. 

Esta prueba no bu sido tachada, ni aparece tachable. Si con 
ella pueden cometerse abusos, á los jueces corresoondw vigilar, 
en cuanto es humanamente posible, su eiaciitud y verdad; sin 
que sea licito desechar la prueba testifical admitida por tas leyes 
de procedimientos, cuando, como en el caso, reviste los caracte- 
res legales de forma j no ha sido tachada. En su mérito, no obs- 
tante el recurso interpuesto por el procurador fiVal, pido á 
V. E. la continuación por sus fundamentos de la sentencia re- 
currid» corriente á foja i7. ■ . 

Sabintano Kter. 

Faite m I» lepNM Mk 

Bueno» Aire*. Mayo 6 de 1899. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido porei señor Pro- 
curador general, se confirma la sentencia apelada de foja vein- 
tisiete. Dei uélvanse. 

■BPJAMIH MI. — LUIS Y. VARELA. 

— octavio «mes. — Joan t. 
Tonnltrr. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Contra Vicente Haltafarano; sobre extradición pedida 
por la Legación de Italia 

Sumario. — Siendo cumplidas las condiciones establecida* 
en la segunda parte del articulo 048 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, debe acced-rseá la extradición solicitada, 
con sólo la condición de que en caso de ser menor la pena de lia 
Ley.** argentina» que la del país requirente, «tea aquélla la que 
ae imponga al encausado. 



Caso. — Resulta de las siguientes pierna : 



La PUta, Abril 3 de 189». 

T vistos : estos antecedentes sobro la extradición de Vicente 
BatUfiraoo, solicitada por la Legación de Italia en nombre de 
su gobierno. 

Considerando : i" Que a falta de tratado especial de extradi- 
ción con Italia, es de rigurosa aplicación en el caso sub-judice 
la ley 35 de Agosto de 1885, y cuyos términos son : • El go- 
bierno de la República Argentina podrá entregar á los gobiernos 
extranjeros, con la condición de reciprocidad, á todo individuo 
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perseguido, acuvido 6 condenado por lo» tribunales de la poten- 
cia recurrente, siempre que se trate de on crimen ©delito de los 
que se indican éo la presente ley y de conformidad á Us reglas 
en ella establecidas » (artículo I*, ley de 95de Agosto de 1885). 

4» Que los antecedentes presentados por 8. E. el señor 
Ministro de Italia, se encuentran ajustados estrictamente á 
loa que se requieren por la precitada ley, hallándose ademas 
constatada la identidad personal, según resulta de la indagato- 
ria agregada á foja 30, y fotografía de foja 34, remitida por el 
representante del estado requírente. 

3* Que la forma intrínseca de los documentos presentados, 
resisten todos suficiente carácter de autenticidad y hise guar- 
dado en ellos la forma Je estilo, no obstante de lo observad» 

por la «lefensa á foja 31 . 

4 o Que el delito imputado a! requerido, es el de homicidio 
voluntario, comprendido por su condición géneri- a de delito 
común, en los término* déla ley de extradición, y la pena apli- 
oabiH pertenece á la categoría de lasque, por las leyes del país 
requirente, corresponden á los crímenes ó delitos en cuestión, y 
han si-lo enunciados en la requisición, transcribiéndose literal- 
mente los artículos del Código Penal italiano, aplicables al caso. 

5* Qae el detenido n<> se encuentra comprendido entre los 
casos de excepciones que prescribe el artículo 3* de la ley cita- 
da, se-un los cuales no se concederé la extradición si el reque- 
rido es ciudadano, 6 cuando el delito cometido tuviera un carác- 
ter poítico, 6 hubiera sido cometido en territorio de la Bepo- 
btica, 6 si fuera de ella, hubiera sido definitivamente juzgado 
en el país. 

6° Finamente, qm> el auto de prisión aparece «pedido por 
el Regente de la Procuración general de la Corte de Apelaciones 
de Poterna, cuya competencia para dictarlo debe aoeptarse sin 
mas examen según la opinión de Billot : « Si el Juea que co- 
noce ea el competente según las leyes del país reqiiiente, es 
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una cuestión cuya solución importa poco al país requerido. Lo 
principal ea que la competencia señala en el país requirente, 
es decir, la general, pues á la particular ó relativa á la desig- 
nación de) Jnei, especial mente instituido para el proceso, en 
rason del lugar ó de la naturaleza de infracción, es cuestión 
interna que sólo interesa al país requirente ». 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo solicitado por el 
procurador fiscal, fallo : declarando procedente la extradición 
de Vicente Battafarano, y un consecuencia elévense originales 
estos antos al Ministerio de Relaciones Exteriores de la Repú- 
blica, por intermedio dt>l de Justicia, y oficíese á S, E. el 
«cñor Ministro del interior á tin de que disponga la traslación 
del detenido, para ponerlo á disposición de la Legación de Italia, 
Hágase saber original y regístrese ». 

Mariano S. de Atirrecoeeheu 



VISTA DEL saAOH PRÜCUKAUOft GtKUlAL 

\ Buenos Aire», AbriJ 20 de 1890. 

Suprema Corte: 

Loa documentos acompañados por el señor Ministro Pleniplo- 
tenciario de Italia, satisfacen las exigencias de la ley nacional, 
sobre extradición, de 25 de Agosto de 1885, que el Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, ha reproducido en su articulo 655. 

Ninguna consideración legal se opone á la confirmación de 
la sentencia de foja 86 vuelta que asf lo declaro y pido á V. E.ae 
sirva confirmarla con la salvedad expresamente determinada en 
favor del requerido, en el artículo 667 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Sabiniano Kier. 
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Bueno» Aires, Hayo 6 de 189». 

Vistos y considerando : <Jue el pedido de extradición en el 
«aso presente, se ha hecho f>or la tí» diplomática j observándo- 
se las condiciones requeridas por el articulo seiscientos cuarenta 
y orho del Coligo de Procedimientos en lo Criminal, en su 
segunda parte, en virtud de no existir tratado sobre la materia 
entre el país requirente y la República. 

Que, por consiguiente, lu extradición debe otorgarse, si bien 
con la limitación prevenida en el articulo seiscientos sest uta 
y siete del citado Código. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el Pro- 
curador general y fundamentos concordiiutes de la sentencia 
apelada de foja treinta y seis vuelta, sé confirma ésta, debiendo 
concederse la extradición con la condición de que loa tribunales 
del país requ i rente impondrá al encausado la pena de nuestras 
leyes, si fuere menor que las de ese pais. Notifiques^ con el ori- 
ginal y devuélvanse. 

HttNJAMN P*I. — LUIS V. VA HELA. — 
j ABEL BAZAR. — OCTAVIO BEHGE- — 

JUAHE. TOKHEHT. 
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Criminal contra Pedro Franceachitu , Julio Estrada fióme? ;/ 
otros, por muerte de Amalia Basin y J««h Martines, pro- 
ducida por un choque de tren del ferrocarril, en ta Avenida 
Aívear. 

Sumario. — No existiendo atenuantes, la pena de dos años y 
medio de prisión impuesta á los guardabarreras de la vía <M 
ferrocarril por muerte producida A causa de negligencia en el 
cumplimiento de sus deberes, es inferior á la que fija en térmi- 
no medio el artículo 83 de la ley nacional de ferrocarriles, en su 
segunda parte. ____ 

Caso.— Resulta del 



Patio <tel Jims r«*«r»l 

Buenos Aires Diciembre ¿7 de 1899. 

y viitfts : Estos autos seguidos contra Enrique Foye, de 30 
anos de edad, casado, norteamericano, maquinista, y domici- 
liado calle 11 de Setiembre número «88 (San Martín), Jua.i 
JimeoTliio, de 36 años, soltero, argentino, foguista y domiciliado 
en el pueblo de San Martin, Pedro Franceschini de 45 año*, 
italiano, soltero, gnarda?fa T y domiciliado en la calle Oca ropo, 



en una casilla de la ría, y Julio Estrada Gómez, español, de 45 
años, soltero, guardavía y domiciliado calle General Soler, nú- 
mero 486, de los que. resulta: 

(Jue por denuncia hecha por el nficial inspector de la 
sección 17 de policía, don Avelinu del Vitlur, de que» los to- 
ques de auxilio concurrió á la Avenida Alvear y U vía del ferro- 
carril del Kosaric, donde encontró detenido un tren de pasaje - 
ms, teniendo conocimiento por el vigilante de servicio, que él 
tren detenido había llevado por delante a una victoria, destro- 
zándola completamente, como también al cochero y ¡i una sefmrn 
que en compañía de mi señor iban dentro del vehículo, habiendo 
salido ikso el último . Que el denunciante hito detener á loa 
dos guardabarreras, Julio Estrada Gómez y Pedro Francesa ni ni, 
los que le manifestaron que tenían las barreras levantada^ por 
cnanto no habían tenido aviso ulguno de la aproximación del 
convoy; qu el trin era de pasajeros, uúnivro til , de San Mar* 
tí ti á Retiro, máquina H1, guiada por < | maquinista Foye y fo- 
guista Jiacovino, y guardas Andrés Piselli y Francisco Asís ; 
que el nombre de los eitintos son Amalia Basin y Juan Mar- 
tínez. 

Interrogad Samuel Amadeo, acompañante de la extinta Ama- 
lia Basin, declaró que la noche del suceso, siendo próximamente 
las 10, encontró en la calle de Callao entre Luvalle y Tucumun 
a su conocida Amalia Basin, com inietido un venir ú pasear áPa- 
lermo; que después de dar algunas vueltas en una victo- 
ria, en el paseo referido, y siendo como las onee y media p.ni. 
¡han por la Avenida Airear en direceion al centro, cuando al pa- 
sar la vfa del ferrocarril que atraviesa la Avvniria, fueron atrope- 
Dados por un tren, saliendo él del carruaje con la violencia del 
choque cayendo a la izquierda de la vía, sin produdrse lesión 
alguna; que el vehículo fué arrastrado por el convoy habiendo 
su acompañante sido lanzada del coche y caído coiuo a dos me- 
tros del declarante, toda destrozada; que no puede explicarse 
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cómo tuvo lugar el choque pues no oyó ruido alguno ni el íííf 
hato de U locomotora que le hiciese presumir su projimidad, 
>'omo cree uo haya oído el cochero que fué completamente des- 
trozado pur lu máquina, como también uno de los caballos y el 
vehículo; que Us barreras se encontraban levantadas, lu que in- 
dicaba qm< He \»*M-á pasar sin peligro ¡tlguno, 

A foja 10 decluró Andrés Pi-elli que : el día 5, siendo ítta 11 
v 5, xaUó de Sau Martín conduciendo el trun de pasajeros nú- 
mero 01 , máquina 111, llegando áPaic-rinoú las 11 y 31 minuto!;, 
saliendo á los 3S para el Retire; que al salir para el Retiro, el 
maquinista díóta señal de practica haciendo sonur el silbato; 
•lueal pasar el paso & nivel de la calle Cauniu^, volvió á dar 
lu señal, haciendo igual cosa al penetrar a la nirva que de Cnn- 
tiing ra á salir á la Avenida Alvear; que en si-guida de pasar la 
Avenida, qoum á lu* 50 metro*, se detuvo el convoy y el decla- 
rante que iba eu esos momeutos recogiendo los boletos, descen- 
dió eou objetu de inquirir la causa dt- la detención ; que t i ma- 
quinista 1c dijo fuese á ver ú la Avenida, que creía haber llevado 
por de). -inte un carruaje; que al ir en dicha dirección como á 
80 metros antes de llegai , encontró en el centro <;e la vía el 
cuerpo de un hombre completamente destrozado ; que al llegar 
á la Avenida encentró un caballo hecho pedazos, y los restes de 
un carruaje y delante de la ensilla de lus guardavías, el cuerpo 
de una mujer también destrozado; que el declarante habló con 
un ofioial de policía á quien dio Mes los datos que pedía, con- 
tinuando después la marcha del convoy; que el declarante, 
.uando llegó i la Avenida, vió que las barre rus estaban levan- 
tadas. 

A fojas 13 declaro don Goiller Sievens que el cochero Martí- 
nez, era peón de su cusa desde seis mese» atrás ; que vivía allí 
mismo y que no le conoce parientes, y que la vicioiia) caballos 
que guiaba son de pertenencia del exponente, 

A foja 14 declaró el agente Higiuio Avila que : habiendo sido 
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comisionado por el oficial de servicio, señor del Villar, para que 
fuera i la Avenida Alvear donde había tenido lugar el suceso, á 
objeto de remar el terreno y buscar un par de botines ówpatos 
y algunos otros objetos que perteneoían á los extintos, encontró 
allí al sujeto Justo Iglesias, quien le manifesté que el acompa- 
ñante de la Basin le sacó i ésta loa anillos, una pulsera y una 
eadenaque tenía al cuello, como también los zapatos que los erro- 
jó á una distancia* 

A foja 16 vuelta, declara el vigilante Gerónimo Peres que : 
siendo como lúa ií y media so hallaba do facción en la calle 
Canning y Avenida Alvear, cuando oj o el ruido que hace uo 
convoy de ferrocarril un marcha, por lo que, como no oyese la 
señal que dan siempre en ese paraje, el silbato de la locoinot-ra, 
dirigió la vista á Canning y Cervino, donde existe un paso a 
nivel y barrera*, las que rió levantadas, lo que se conoce fácil- 
mente por tenes en diclio punto las barreras un farol con los 
colorada, el que estaba á bastante altura, y cuando aquilas se 
bajan, el farol queda eomoáun metro del suelo; que dirigió en- 
tonces la vista á las barreras de la Avenida Alvear, que igual- 
mente estaban levantadas ; que ib¡i avisar ¡i los guardavías que 
tuviesen cuidado cuando oyó gritos, viendo al mismo tiempo que 
un tren atravesaba la Avenida y llevaba por delante un carrua- 
je que destrozó, pues sintió el ruido que bacía al romperse ; que 
acudió a todo correr, dando toques de auxilio; que cuando llegó 
encontró en el costado izquierdo de la vía, el cuerpo de una se- 
ñora que estaba llenado sangre y presentaba lesiones en la ca- 
beza y espaldas, de cuyas partes era sostenida por un joven que 
después supo se llamaba Samuel Amadto ; que supo por una de 
las personas que más auxilios le prestó y le dijo llamarse Gui- 
llermo Mauries, y que había preíenemdo todo lo ocurrido por 
encontrarse parado al estado de la casilla de los guardavías, 
que la extinta tenía una cadena al cuello, que buscaron ambos 
eu dicho sitio, núes el declarante no vióal levantfirel cuerpo que 




tuviera dicha alhaja pero recuerda qn« el señor Amadeo, cuan- 
do él llegó, sostenía por la espalda i la señora y le desprendía 
las ropas y debía saber si ésta tenía la alhaja mencionada. Que 
al ser el día, practicó una prolija inspección junto co» otros agen- 
tes que mandó el oficial, sin encontrar nada; que en cuanto al 
silbato do señal que debe hacer la locomotora no lo baoido, oyen- 
do solamente la trepidación del tren , cuando ya se encontraba en 
la curva que va ú salir á Ja Arenilla. 

De fojas 25 á 28 corren los certificados médicos, en que cons- 
ta que la muerte de la Basiri y cochero Juan Martines, ha sido 
instantánea. 

A foja 29 declaró el maquinista Enrique Foye : que en la nu- 
che del 5 de Diciembre dei uno próiini" pasado» habiendo salido 
de la estación Parquéalas 11 y 32 p. m., que al llegará la calle 
Cavia diú tres silbatos largos y al cruzar la calle Ganning vol- 
vió ,í repetir los tres sil batos con el fin de dar aviso para que ha- 
gan las señales de si hay vía libre ; que antes de llegar i la 
Avenida no se ve nada de este punto basta que á unos 50 me- 
tros recien se divisa la primera señal, pero que esto es, de siro> 
pie pn caución, pues aunque no esté levantada se pasa y recien á 
la segunda señal si ésta está levantada se parael treu, quedando 
esta segunda señal como á 200 metros de la primera, pasando 
la Avenida ; que la noche en cuestión, el tren que guiaba se llevó 
por delante en la Avenida Alvear á una victoria, resultando 
muertos el cochero y tina señora, según así se lo manifestó el 
guarda que iba en ese mismo tren. 

Que el hecho ha debido producirse por no estar bajadas las 
barreras, pues aun'cuando no tuviesen aviso ríe haber salido el 
tren de la estación Parque, debían haber sentido los guarda- 
vías los silbatos de la locomotora y haber bajado las barreras, 
si estaban en sus puestos. 

A foja 32 declaró el foguista Juan Jiaoorína : que el diaSde di- 
ciembre, siendo las II y media poco más 6 menos, salieron de la 
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estación Parque con el tren número 91 , con dirección al Retiro, 
que irían con un» velocidad de iü kilómetros por hora y al lle- 
gar á la calle Cavia, el maquinista dió tres ailfaatus largos y en 
la calle Caoning volvió á d¡ir otros tres silbatos mis cortos, á 
fin de que se den la* señales de si hay vía libreó no; que al 
aproximarse á la Avenida Airear vieron que las señales esta- 
ban bajas indicando via libre; pero al cruisr la avenida notó el 
exponente que las barreras que hay en ese ^ruc« estaban levan- 
tadas <tl mismo tiempo que sintieron el pip que produjo la má- 
quina al «bócaí ron un coche, por loque traturon de parar el tren, 
lo que consiguieron como á nnus 40 6 50 metros de la Avenida, 
sabiendo entonces que del choqm- habían muerto un hombre y 
una mujer, por habérselo dicho uno de los guardas. 

A Tija 39 declaró el guardavía que el día del suceso» se en- 
contraba de servicio en la Aveuida de A!ve¡ir, cuno guardavía 
en el momento que se produjo el accidente, viendo cuando se 
produjo el choque, y sabiendo después que habían muerto una 
señora y un hombre, cuyos cadáveres vi6 en la comisaría. 

Que como a las H y 40 de esa noche como no tenía aviso de 
llegar «1*1 tren, entró á la casilla que está á unoá 4 metros de las 
barriTia, cuando en ese momento sintió ruido de tren y salió 
precipitad amenté, viendo al llegar i la alcantarilla que está co- 
mo á tinos 15 metros, uno máquina que arrastraba un tren de 
pasajeros, el que cruzó rápidamente la Avenida, sintiendo que 
el maquinista quitaba vapor á la máquina y paraba el tren como 
á unos 70 ú 80 metTOS de la Avenida. 

Que el tfXpmentf quedii sumamente sorprendido al ver pasar 
este tren, pues no se le había comunicado por medio del tim- 
bre eléctrico de su llegada, como es tt> obligación hacerlo ú los 
tincarg id-i* do las sefules que están como ¿4 cuadras ante- de 
llegar á la estación l'arque 3 ile Februro. 

Que tampoco el inaquiuisti de dieho tren dió los silbatos de 
aviso al aproximarse á la Avenida, como debe hacerlo, los que se 
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perciben muy bien desde las b meras y flan tiempo ¿i bajarlas 
muchas veces, aún cuando no se tenga aviso por el timbre, 

'Que después deesU<iiiodó el declarante en su puesto hasta 
que llegónn empleado de policía. 

Que el tren referido era de horario y que debía llig¡ir al em- 
palme, que está como a 600 metros, pasando la Atenida A las 
11 y 40. 

Qaeel declarante, no tiene reloj ni en la casilla, y siempre 
tardan unos 3 minutos (os treaes en llegar desde que se les avi- 
sa con el timbre . 

Que el tren se vecom<> a distancia de una cuadra, piirque hay 

una curva en ese punto. 

Que sucede muchas veces que llegan trenes sin darle aviso, 
tanto de pasajeros como de < arga, lo que motivaba reclamas 
por parte del declarante, al inspector de los guardavías señor 
Rdunrd Kov. 

Que como 20 ó 25 días antes, pasó un tren de carga como A las 
3 p, m. sin dar el maquinista los silbatos ni tocar el timbre de 
la cabilla, presenciando esto un señor Somrner. 

Que el diadel suceso han pasado cinco trenes de pasajeros 
sin tenerse aviso alguno en las barreras, habiendo presenciado 
el paso de uno de ellos un señor Ernesto, cap itaz de la quema 
de trapes. 

k foja 43 vuelta, declaró el guardarla Julio Estrada Gomei, 
que la noche del & de Diciembre estando en su casilla, rió en su 
reloj que marcaba las II y 38 p. m., por to qii'- trató de estar 
preparado para el paso del tren que debí* pasar a las tí y 3& 
más 6 menos, esperándose le diese el aviso por el timbre eléc- 
trico de donde están los encargados de las señales, que están en 
la rruia del Ferrocarril «I Pacífico, corno tres cuadras antes de 
llegar A ta estación Parque 3 de Febrero. 

Que en ese mismo momento fué sorprendido por la llegada del 
tren, teniendo tiempo apenas para hacerse háoia atrás, para no 
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ser apretado por ud coche que atropello el tren, tirándolo A un 
lado de I* vía, viendo también á una señora caer cerca del et- 
fionente j uno de los caballos al otro lado de la fía. 

Que el maquinista nodió los silbatos que esta obligada á dar 
desde la calle de Cavia, y que pone sobre aviso ú los guardavías. 

Que si hubiera dudo los silbatos aunque no se hubiera dado 
la señal por el timbre, hubieran tenido tiempo de bajar las ba- 
rreras. 

Que con ti aun monte pasaban máquinas y trenes sin dar aviso, 
por lo que el eipunente se habla quejado al indu ctor de reco- 
rrida de vía, señor Kov, teniendo Va precaución di* anotar en un 
cart-m los trenes que pasaban sin aviso de esa campanilla y sin 
silbato de Ja máquina, y que el día del accidente habían pasado 
varios trenes sin aviso. 

Que careados entre sí los maquinistas, guardavías y testigos, 
se ractitioarvn en sus respectivas declaraciones. 

A foja 72 declaró el testigo Justo Iglesias, que tiene cono- 
Oimiento del accidente por haberlo presenciado. 

Que no oyó A silbato di- la loc-imotora antes de cruzar la Ave- 
nida, y que no se fijósi las burreras estaban levantadas ó bajas, 

Los testigos Pedro llerardi, foja 74 vut-lta; Joaquín Fer- 
nandez, foja 76 vuelta; Luciano Carrito, foja 79; José Gonjsa- 
b<z, foja 81 vuelta; y Juan i jarcia foja 84, deolaran que tienen 
cunocimÍL*nto del accidente. 

Que no han oido el silbato de la locomotora antes de llegar á 
la Avenida y que las barreras estaban levantadas. 

A foja 68 vuelta, declaró el guarda señales, José Cornelia, que 
tuvo conocimiento del accidente por habérselo avisado por telé- 
fono el jefe de la estación Parque 3 de Febrero, esa misma no- 
che y que ignora las circunstancias cómo se produjo el hecho. 

Que la noche del accidente, cuando pasó el tren número 9f , 
dió los avisos obligatorios á los guardavías de Avenida Sar- 
miento, de calle Malavia, Cavia, Can:iing, Avenida Alvear y la 
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última calle Coronel Diai, en cuyas casillas deben tocar las cam- 
panil I ais cotuo un mmut » y medio ó dos, salvo que se interrum- 
pa la comunicaoiou eléctrica por algún uircunstacia en cuyo caso 
debe darse aviso al inspector de guardavías. 

' Que después del suceso averiguó personalmente en la casilla 
de Avenida Sarmiento, donde el guardavía le dijo que había 
tocado el timbre y también el vigilante que estaba de servicio. 

Que el jefe de la estación Parque había averiguado A todos 
los guarda vías que están desde la avenida hasta la estación 
referida, 7 le manifestó que únicamente los guardavías de la 
¿venida decían no haber oído el timbre, y los demás sí. 

A foja 121 vuelta, declaró el guardavía Abel Vicente* de la 
casilla calle Ocainpo antigua Coronel, que no sintió lu campa- 
Bills eléctrica, y que oyó tocar el silbato de la locomotora antes 
de llegar ú la Avenida Alvear. 

Que habiéndose declarado cerrado el sumario, el procurador 
fiscal se expidió A foja 136 vuelta, pidiendo el sobreseimiento 
provisional con respecto al maquinista Foye, y que se sigan los 
procedimientos con respecto á los guardavías Franeeschini y 
Estrada Gómez. 

Que 110 estando conforme ei juzgado con lo pedido por el pro* 
curador fiscal, fueron elevados los autos al señor procurador 
general de la nación, quien aconsejó se llevaran adelante los 
procedimientos contra ios maquinistas y guardavías, por lo 
que el juagado ordenó la prisión preventiva de Foye, Frances- 
chíniy Estrada Gómez. 

Que nombrado fiscal ad-hoc el doctor Francisco Ayeria, acusó 
á foja 164, pidiendo para el maquinista Foye un año de pri- 
sión. 

Que absuelfcoel maquinista Foye, fué presentada la acusación 
de foja 249 contra los guardavías Estrada Gómez y Franees- 
chini, pidiendo se les condene i un año de prisión. 

Corrido traslado al defensor de los procesados fué evacuado á 
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toja 200, y abieru La causa ü prueba no se produjo ningún.* 
llamándose au í>s. 

Y considerando: I" Que el accidente ferroriarío que causó la 
muerte de la señara Amalia Basín y Juan Martines, y quedió 
origen á la formar ion de este proceso, se encuentra jnst ifici fio 
por el informe médi.-o «le fojas 95 y 27, y por lo* demás ante- 
cedentes que ofrece eata causa. 

0? Q U e se encuentra igualmente demostrado por las declara- 
ciones de los testigos que han depuesto en esta causa, que el 
mencionado accidente tuvo lugar ñor encontrarse levantad»* 
las barreros que guardan el paso a nivel de la Atenida Airear, 
por donde cruz i el Ferrocarril Buenos Aires al Ko&ario. 

S a Que de lus investigaciones practicadas á objeto de consta- 
tar las causas por qué se encontraban levantadas las barreras 
i*n el momento del accidente, resulta según las declaraciones ile 
ios mismos guardavías, que éste turo lugar porque no se les dio 
el aviso ile práctica p r medio de las campanillas eléctricas. 

4 a Que de la* constancias del proces» y del excediente admi 
nistrativn agregado, no resulta justificada esta circo .stuneía y 
por el contrario resulta su inexactitud de las declaraciones 
prestadas por los guardavías, que se encuentran antes y des- 
pués d*4 lugar del accidente, que manifiestan que oyeron el 
aviso. 

5 o Que aún suponiendo que las campanillas uo hubieran dadu 
el aviso, ese hecbo no les excusa de responsabilidad porque sien* 
do un tren de horario, debieron estar prevenidos de la tadra en 
que debfa pasar, . i que a haber efectuado habría evittdo el 
accidente, mucho más si se tiene en cuenta que era un tren que 
venía en hora exacta. 

6° Que no habiendo demostrado en forma alguna los proce- 
sados ninguna circunstancia que I os ponga á cubierto de la 
responsabilidad que ta) hecho lea impone, es f arioso declarar 
que por sn negligencia en el cumplimiento de loa deberes que 
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les flja el reglamento de los ferro-carriles, se produjo el acci- 
dente que motiv ó la muerte de Amalia Basin y de Juan Martí- 
nez y por lo tanto ae han hecho acreedores á la pena que esta- 
blece el ¡ricino 2 o , artículo 83, de Ja ley general de ferroca- 
rriles. 

Por estos fundamentos fallo : condenando á Pedro Francés- 
cnini y Julio Estrada Gomos á la pena de dos años y medio de 
prisión y costas del juicio, por noeiistir circunstancia agravante 
ni atenuante, debiendo descontarse de ^ta pena eJ tiempo de 
prisión preventiva que Iteran sufrida. 

Hágase saber al señor jefe de Policía, notifíquese con el ori- 
ginal y arch frese. 



Se ha establecido legalmente, por reconocimiento de diversos 
testigos, que las barreras estaban levantada;» en el paso á nivel 
por la Avenida, cuando cruzó el tren que produjo el siniestro 
que motiva este proceso. 

Los procesados, goardasbarreras Pedro Frauceschini y Julio 
Estrada Gomei. lo han reconocido así é invocan como eieusa el 
no haber recibido los avisos reglamentarios sobre aproiimacion 
del tren. Esa eieusa no ha sido justificada y se desvirtúa por 
diversas circunstancias capitales. 

Tratándote de un tren ordinario con horario preciso, los guar- 
dabarreras debieron estar en au puesto 4 la aproiimaciou del 
tren, como reconocen que lo hicieron aunque tardíamente. 

No importa que no oyeran los aviaos, cuando sabían que el 

T. U1TIH 91 



Gervasio F. Granel. 



VISTA ÜEL SEflOfl PHOCUHADOA GENERAL 



Buenos Aires, Abril 3 de 18!*9. 



Suprema Corte . 
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tren debfa pasar en el momento designado en los horarios. 
Esos avisos, no obstant*. habían si lo dados y sentidos en las es- 
taciones similares, como resulla de las constancias del pro- 
ceso. 

Esas constancias confirman las de) sumario administrativo 
levantado por la Dirección gen» ral de ferrocarriles listónales, 
cuyas conclusiones de foja 42 bacen fe en juicio, salvo prueba 
en contrario, según lo dispone el articulo 74-le la ley de ferro- 
carriles de M de Noviembre de 1881. t «aa ley n-. podría de- 
jar de aplicar*» en el caso con prelacion á toda otra anterior* 
porque según su artículo 4 o rige las relajones de derecho áquo 
los ferrocarriles dieren lugar ; según su título 15 *e estaban 
las disposiciones pénale* para los delitos y falta* contra ta seguri- 
dad y el tráfico, y según su artículo 8S impone la pona de «no 
achico años de prisión, al que por imprudencia ó negligencia ó 
inobservancia de los reglamentos, causare involuntariamente el 
accidente de que resultase muerte de un» 6 más personas. 

Con sujeción á loa antecedentes de hecho y de derecho que 
dejo consignados, encuentro justa y hasta equitativa la sen- 
tencia de foja «67, por cuanto al aplicar la pena ti gal a lo* pro- 
cesados, ha hecho todavía una disminución del término medio 
que estrictamente pudiera eorresponderles. Por ello pido i V. E. 
so sirva confirmar por sus fundamentos aquella sentencia. 

Sábiniano Kier. 



Falto sle> la WmpmmVtri* 

Dueuos Aires, Haya ti de 1699. 

Vistos y considerando : que como lo hace constar el señor 
Procurador general, de conformidad con la sentencia apelada, 
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está plenamente arengando que las barreras estaban levanta- 
das al pasar el tren, y que fué por esa causa qne se produ jo el 
accidente que ha motivado este proceso. 

Que está también averigua 'o por el mérito de la prueba pro- 
ducida aote el inferior, la que se halla además corroborada por 
los resultados de la investigación practicada por la Dirección 
de ferrocarriles nacionales, que se dieron tas señales destinadas 
a adrertir 4 los guardabarreras que había llegado el momento 
de cerrarlas para que el pasodeltren se hiciese ain peligro alguno 
para los transeúntes. Que, cu consecuencia, el hecho de haber es. 
tado abiertas las barreras demuestra que los encargados de ella 
son responsables de negligencia é inobservancia de los regla- 
mentos, lo que los hace pasibles de la pena establecida por el 
artículo ochenta y tres de la ley de ferrocarriles en su segunda 
parte, desde que el accidente ha producido la muerte de la se- 
ñora Basín y del cochero Martínez. 

Que como lo observa el señor Procurador general, la penu im- 
puesta en la sentencia es inferior al término medio de la fijada 
en el citado artículo ochenta y tres f de modo que considerada ta 
cuestión bajéese aspecto, la cundeaa es favorable d los procesa- 
dos, desde que los autos no demuestran la eiisteucia- de cir- 
cunstancia atenuante alguna. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo pedido por el señor 
Procurador general y concordantes de la sentencia apelada de 
foja dosciei tos sesenta y siete, se continua ésta con costas. No- 
tifiques* con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHE- 
LA . — ABEL BASAN. — OCTAVIO 
ÍUNGE. — JUAN |. TORRBNT. 
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Don ,tfanu«/ Forni ; sobre excepción del servicio militar 

Sumario. — No corresponde la excepción del servicio militar, 
por raíon de atender a la subsistencia del padre, si resulta qne 
éste no se baila impedido para atenderla de por sí. 



Coso. — Resulta del 



Buenos Aires, Febrero 10 de 



Y fistos : Para resolver sobre ta apelación deducida por dou 
Nirolás Fotui, por haberle denegado la Junta de reclamos, la 
eirepoion que solicitó para su hijo Manuel For.ii. 

Y considerando i Que la ley 3318, en su artículo ífl, ex- 
ceptúa del servicio activo de las armas, entre otros, ai hijo 
único de madre viuda ó á aquel de los hijo, que atienda á la 
subsistencia de ésta, 6 de un padre septuagenario 6 impedido. 

Que en el presente caso, no se encuentran comprobados ios 
extremos exigidos poi la ley, puea de Las constancias del expe- 
diente no resulta que el recurrente este imposibilitado ni que 
sea septuagenario. 
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Que la información producida ante el Juagado de I* Instan- 
cia, corriente de foja 10 & foja 12 inclusive, lo ha sido para 
comprobar que don Nicolás Forni carece de bienes de fortuna, 
no siendo éste un motivo bastante para que surta los efectos 
legales requeridos por la ley citada. 

Por esto 7 de conformidad con lo derterminado por el ¡>enc 
procurador ü cal, se conlirma la resolución de la Junta de 
Reclamos de foja 16. Notifíquese con < I original y repónganse 
los sellos. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA U£L SEftOlt PROCUtUDOR GENERAL 

Dueños Airea, Mano íKi de 1890 

Suprema Corte. 

Los recursos instaurados 4 foja 24, resultan manifiestamen- 
te injustificados. Kl de nulidad no se deduce del proceso, ni ha 
sido siquiera manifestaba por el interesado, causa alguna que 
pueda autoritaria. 

En cuanto al de apelación, no encuentro fundamento legal que 
oponer A las concisiones de la sentencia de foja 33, una reí que 
no resulta que el recurrente sea septuagenario 6 impedido, y 
lo contrarío se deduce de las constancias de autos. 

Ajustándose la sentencia 4 los hechos, 4 las prescripciones de 
de la ley número 3318, y 4 la jurisprudencia establecida res- 
pecto 4 la estricta interpretación de su artículo $6, en cnanto 
especifica las únicas excepciones admisibles, del servicio militar \ 
activo» pido 4 T. E. se sirva confirmarla por ana fundamentos. 



Sabiniano Kier. 




Buenos Aires, Hayo 6 de 1899. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general j fundamentos concordantes del auto ape- 
lado de toja feinU j dos, ae con firma éste, con costas »"> hacién- 
dose lagar al recurso de nulidad por no haber mérito para ello. 
Defuélvanae. 

BCfuamn taz. — luí» f. vabel*. 

— OCTAVIO BtlUGB. — «A» * 
TOftMRT. 



Don Isidro Maza y oíros, contra don Pedro Juan Mateo 
por reivindicación; soóre competencia 

Sumario.— lío corresponde el fuero federal por raían de las 
personas, si el demandado y algunos de los demandantes, ion 

extranjeros. 



Caso.— BeaulU de Us siguientes pieias: 
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Amf del Jmmi r«*ns«l 

Mendoza,»No>ierabru 8 de 1898. 

Pur acreditada la personería y para resolver sobre el fuero* 

Autos y visto*: y considerando: I o Que la >eiiti<ncia á que 
la parte sereliere en et ex pedienlu número 3733, establece, de 
acuerdo con los fallos de la Suprema Corte, que * si el derecho 
cuestionado no pertenece originariamente sinó por cesión al 
que lo redama, para que surta el fuero nacional es necesario : 
1" que el cesionario, personalmente, se halle en las condicio- 
nes necesarias de nacionalidad ó vecindad con respecto á la otra 
parte; 4» que el cedente se hallase en las mismas condiciones, 
de modo que él mismo hubiera podido promover el juicio > (serie 
i\ tamo 14, pág. 7)6). 

Qne en el presente juieio s6lose ha acreditado que el de- 
mandado señor Mateo es extranjero, y en el juicio número 3733, 
traído á la vista, consta que los mandantes del señor Wateau, 
señores Gomalex, son también extranjeros. 

3° Qne el fnero federal no procede cuando demandante y de- 
mandado son extranjera. 

Por tanto, declárase incompetente el juigado para entender 
«acota demanda, mientras no se acredite el fnero por alguna 
causal legal. 

Isaac Godoy. 
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Hento, Diciembre 14 de 1898. 

Autos y fistos: y considerando: I" Que la ampliaron de la 
informaci-n rendida, sólo acredita que uno délos representado* 
del peticionante, es argentino y reside en la provincia de Bue- 
nos Aires. 

*> Que respecto de éste, el señor Isidro Maza, surtiría 
indudablemente el fuero federal, por haberse acreditado que 
es argentino y residente en otva provincia, y el demandado ex- 
tranjero y residente en ésta. 

S* Que aegun lo resuelto á foja 9 vuelta, para que surta el 
fuero federal en la presente causa y por las causales invocadas, 
habría que justificar también que los demandantes señores 
Gómale*, en cuya representación se presenta el señor Wateau, 
conjuntamente con la del señor Maza, son argentinos y residan 
igualmente en distinta provincia. 

4* Que no sólo no se ha producido esta prueba, sinó que del 
expediente número 373», tenido a la vista, consta que las seño- 
ras González son extranjeras. 

5° Que siendo necesario, para que surta el fuero federal, que 
el cesionario personalmente se halle en las condiciones necesa- 
rias de nacionalidad ó vecindad con respecto á la otra parte. 

6" Que si bien pudiera decirse que los dueños originarios, los 
Montesinos, de los derechos que los demandantes invocan como 
cesionarios para fundar la demanda, son argentinos y aquéllos 
pudieran promover el juicio ante la justicia federal, no se ha 
probado que las ci sionarías señoras González, se hallen en idén- 
ticas condiciones. 
7* Que cuando los demandantes son varios y deducen accio- 
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nes conjuntas, para que suTta el fuero federal es necesario que 
todos y cada uno de ellos se encuentren en las condicione! exi- 
gidas por la ley, y otro tanto suceda con respecto 4 loa deman- 
dados. 

Por taDto. estése a lo resuelto á foja 9 f uelta y 10, y concé- 
dese el recurso de apelaciun interpuesto subsidiariamente á fo- 
ja II, en relación y eu ambos efectos. Elévense los autos á la 
Suprema Corte á cargo del apelante, con emplazamiento de JO 
días. 

Isaac Godoy. 



VISTA DEI. SESOR FAOCURAllOfl GENERAL 

Buenos Ai es, Febrero 22 de 

Suprema t'orte : 

Don Juliip Watteau, invocando dereclios de dominio de sus 
representados, sobre una hectárea de tierra en Mendoza, inter- 
pone acción reivindicatoría contra el que llama su detentador, 
don Pedro J. Mateo. De las diligencias practicadas resulta que 
las demandantes son extranjeras, con excepción de don Isidro 
Maza, que es argentino y está domiciliado en la provincia de 
Buenos Aires, y que el demandado es extranjero. 

Con sujeción á aquellos antecedente!* do procedería el fuero 
federal, por cuanto según el artteulo 10 de la ley sobre compe- 
tencia nacional, en los ca>os en que dos ó más personas asigna- 
bles pretendan ejercer una acción solidaria para qne caigan ba- 
jo la jurisdicción nacional, se atenderá á la nacionalidad 6 ve- 
cindad de todos ios miembros de la comunidad. 

Con sujeción á aquella disposición legal t siendo los deman- 
dantes extranjeros y argentinos y extranjero el demandado, no 
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procede el foero federal, pues cada uno de los demandantes in- 
dividualmente carece de derecho á aquel fuero. 

Pero se observa que los demandantes ejercen derechos adqui- 
ridas por sucesión. En efecto, según expresión de la demanda 
refiriéndose á los autos principales, consta i foja 368 que los 
demandantes fueron puestos en pusesionde los bienes de la he- 
rencia* por resolución judicial de 1091. 

En casi), no puede asignarse á los demandantes la situa- 
ción del cesionario ó mandatario á que se refiere el articulo «• 
de la ley de competencia nacional. La adquisición de derecho 
de dominio á título hereditario después de un largo periodo, 
cunitituje un patrimonio propio, irrevocable y de efectos per- 
manentes. Todo derecho procede dt* otro por algún titulo legal; 
cuando ese título determina con arregla a la ley, un dominio 
propio, personal y de carácter permanente j deflnitiro no puede 
confundirse con el ejercicio del que procede de una cesión ó 
mandaKque implican una posesión accidental. Pur ello pien- 
so que el artículo #>dc la ley citada, no rige el caso sab-jutiiee, 
en el que se ejercen derechos derivados de un dominio propio 

y delinitiro. 

En su consecuencia, pienso que el auto recurrido de fojas 9 á 
24, que declara la improcedencia del fuero federal en el caso, 
es arreglado á derecho; y pido á V. E. se sirva conBrmarto. 

Sabiniano fie?. 



Falto *m U lipnsM C*rte> 

Buenos Aires, Mayo 9 de 1889. 

Vistos: De acuerdo con lo eipoeslo y pedido por el señor 
Procurador general y de conformidad con lo dispuesto en los 
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artículos segundo, inoiao segundo, y diez de la ley de jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales, y por los fon* 
damentüs concordantes del auto apelado dp foja ocho vuelta y 
toa del de Toja veinte y cuatro, se confirma dicho auto. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAL — MIS T. VARELA.— 
ABBL BASAN. — OCTAVIO BU11GE . 
— JUAN K. TORftE.1T. 
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iiergen y Gurí contra Williams y compañía , por rescisión 
de contrato de fktamento; sobre perjuicios 

i 

Sumario. — Si por el no cumplimiento del contrato de fleta - 
mentó se ha establecido uní pena, la parte que, por faltado 1» 
otra, ha podido pedir la resolución del contrato , sólo tiene de* 
fecho, por ratón de danos y perju icios, á pedir el importe de la 
pena; teniendo ese derecho sin necesidad de probar que ha su- 
frido perjuicios á consecuencia de la falta de cumplimiento dd 
contrato. _ 

Caso. — Resulta del 
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Dueños Aires, Judío 35 de 1686. 

Y Tistes: Esto» autos seguidos por los Beñores Bergen y Gurt 
contra los señores Williams y compañía, por rescisión de un 
contrato de netamente y cobro de una cantidad de dinero y 
por indemnización de daños y perjuicio* , resolta : 

!• Que á foja 28, don Cecilio V. Esquilo» en representación 
de los señores Bergen y Gurt t espone: Que coii Techa» de Ju- 
nio de 1885, sus poderdantes fletaron de ion señores William^ 
y compañía, agentes de vapores, la cubierta del va|vor * Be- 
ghopgate» como lo comprueba con la póliza traducida que acom- 
paña, según la cual los mencionados agentes se obligaban á po- 
ner el referido vapor ú otro, en su defecln, * disposición de bu* 
mandantes, el 31 de Agosto próiimamente, para que estos car- 
garan el total de instalaciones de encubierta, ron capones y no- 
villos con destino al puerto de Dunkerque, debiendo aquellas 
agentes dar aviso á los cargadores con cinco dins de anticipación, 
de hallarse listo el vapor fletado en e) embarcadero de anima- 
les en pié, y repetir el indino aviso un día antes del fijado para 
efectuar la carga ; por cuyo servicio sus poderdantes tfl com- 
prometían á pagar el Hete de nueve chelines por cada animal 
qoe cargasen, con arreglo á la capacidad de la cubierta del ex- 
presado vapor ; estableciéndose finalmente en la póliza una cláu- 
sula penal api ioable al contratante que dejase de cumplir sus 
obligación*! y consistente en el importe total del flete conve- 
nido. 

Que hallándose en el puerto desde hacía varios dias el vapor 
c Beshopgate * , sus mandantes dirigieron 4 los señores Williams 
y compañía la carta de foja... pidiéndoles el aviso del diaen 
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que aquel vapor estaría listo para recibir la carga, apersonán- 
dose en seguida á la agt-nci», cou fecha 6 del mismo mes, con 
el objeto de exigir de aquellos señores la mayor actividad en ■>! 
cumplimiento de su primordial obligación, de poner á disposi- 
ción de los cargadores, en el tiempo contenido, el vapor fletado, 
en cuya conferencia los mencionados agentes manifestaron a 
sus mandantes la imposibilidad en que se hallaban de poner á 
disposición de éstos el vajior « Besbopgate », por haberlo fletado 
A otras persona» y con destino diferente, respuesta inesperada 
que dada la clase de carga, de suyo susceptible de ocasionar 
gastos y pérdidas de todo género, decidió á sus representados A 
consentir en la sustitu n del vapor que, según la póliia, es para 
los casos fortuitos ó de fuena mayor, y no para cuando fuete 
mas conveniente ó más cómodo á los Uetantes, con perjuicio 
inmediato para el cargador. 

Que no habiendo dado resultado nuevas conferencias de su 
almgudo con el señor Jefferis, de la casa de los señores Williams 
y compañía, y con e! señor Haumus, consejero de aquel, y evi- 
denciada la falta de cumplimiento al contrato por parte de jos 
fletantes, formalizaron la protesta de foja 25 sin que hasta la 
(•-cha de la presentación de la demanda, persona alguna, en nom- 
bre de los demandados, volviera á pr-icurar arreglo, lo que deci- 
dió á sus mandantes á recurrir á la vía judicial en reclamación 
de Jos daños y perjuicios que el proceder de aquellos les irroga. 

Que ei puestos así los hechos en la forma que han pasado é 
interpretando el contrato con arreglo á los misinos, de acuerdo 
con las rey las de interpretación y con ayuda de los usos mer- 
cantiles, es evidente la responsabilidad de los iletantes, por ha- 
ber sido ellos los que han faltado á su cumplimiento. En efec- 
to, establecido que el vapor < Besbopgate» 6 un sustituto, esta- 
ría listo para recibir la carga alrededor del 3í de Agosto, la 
obligación de los fletantes, de poner el vapor á disposición de 
bus mandantes, vencía seis dias después de ocurrida la llegada 
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ai puerto, del T&por fletado cBeshopgate», e) cual se hallaba en 
tos diques de este puerto el 2 de Setiembre cargando animales 
en pié, prescindiendo de que aqu<-ll"S señores no ten Jan derecho 
4 sustituir por elro el ra por mencionado, por su sola voluntad . 

Que en virtud de lo expuesto, de que resulta que i©> señores 
Williams y rompa nía, no pusieron á disposición de sus mandan- 
te», en el tiempo convenido vapor alguno, no obstante tas pro- 
testas y requisiciones hechas con ese objeto, aquéllos deben 
¡ndemniiar A éstos los daños y perjuicios ocasionados con su 
omisión, los que consisten, en primer lugar, en el importe total 
del flete que, atendiendo á la capacidad deNBéshopgate», según 
viajes uiiteriores, asciende á la cantidad de 776 libras esterli- 
nas, y en segundo lugar, en los perjuicios ocasionados, que con- 
sisten eu sueldos abonados, en el alquiler de potieros y gastos 
de peonaje, que suman la cantidad de 1500 francos, más 503 
pesos moneda nacional con 90 centavos. 

Que en mérito de lo manifestado y presi-ripto en los artícu- 
los 029 y 216 del Código de Comercio y 052 del Código Civil, 
pide la resolución del contrato de lletainento celebrado por sus 
mandantes con los señores Williams y eompailfa, y se condene 
á éstos á pagar el iinportu total del flete convenido en la cláu- 
sula 14 del contrato de la referencia, y los demás perjuicios de- 
tallados. 

2? Que eorrido traslado, los sefiores Williams y compañía 
niegan en general U exactitud délos heclnis relatados en la de* 
manda y dicen que es verdad que celebrar ou ese contrato con los 
actores ; pero que la inteligencia que éstos dan í la clausula ó 
sustituto y alrededor del II de Agosto, es errónea, pues que la 
primera se puso en razón de que como la cubierta era úni- 
camente lo que se fletaba, y el destino de la carga era un 
puerto con el que hay poco tráfico, es difícil encontrar carga 
para completar el cargamento del vapor, en previsión de lo cual 
y comprendido así por los fletadores, admitieron que el « Be- 
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shopgate > pudiera ser sustituido por otro buqui-; y la segunda 
está muy lejos de si-oili.ar que el 31 de Agosto debía estar listo 
el vapor, pues esta •ibligacion sólo existe después del aviso pre- 
vio que estatuye el contrato. 

Que es cierto que se [es manifestó á l.ts L entablan te* el rlia 6 
de Setiembre, que no se lea podía poner á disposición de ellos el 
Ta por € Beshopgate * y que se lo sustituiría, de acuerdo con U 
póliza, con otro vapor de iguales condiciones, lo que demuestra 
que no fué tan inesperada la respuesta cuno se dice en la de- 
manda, pues que lo que en ella se sostiene al respecto es inad- 
misible, desde que el caso fortuito ó de fuerza mayor habrá 
anulado el «ootrato; siendo igualmente <;iertoque e] abogado de 
los demandantes diú los pasos de arreglo que se mencionan, pero 
no lo es que dv esas conf renoias resultara constatada la falta 
de cumplimiento al contrato pur falta de ellos, puesto que le 
dijeron á dicho letrado que pondrían el sustituto aún cuando 
ies costase más del Uete convenido. 

Que en tal estado de cosas, y no habiendo dado resultado las 
gestiones del señor Man mu», por no haber aceptado ¿itv Lis «ii- 
gencias de los actores, por su misma exageración, el día 17 de 
Setiembre y cumplien<lu lo que dispone la cláusula del con- 
trato, avisaron á los señores Bergen y Gurtque el vapor « Flax- 
man > sustituía el « Be*hopgatc », para lo que estaban en tiempo 
y hacían con perfecto derecho, pues que el plazo para el cumpli- 
miento del contrato no debía coatarse desde la llegada al puerto 
del vapor « Beshopgate » , no significando nada el nombre del 
vapor desde que podía ser sustituido por oír ., por 1 1 razón ex- 
puesta de tratarse de un destino poco frecuentado de este país; 
interpretación corroborada por la condición secundarte! contrato, 
que comienza por decir que se es/wraqae el rapor ha de estar 
listo para recibir los animales para el 31 de Agosto, y conti- 
núa diciendo que los agentes del baque darán un aviso previo de 
& días de la fecha aproximada en que el vapor estará en dis- 
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posición paT» tomar U bacien.1a, y concluye que aún ae dará 
un nuevo aviso de un dia cuando el f apor esté listo, en cuyo caso 
no Be encuentran los demandantes, quienes no recibieron esos 
avisos previos en las fechas desde las cuales preteHen atran- 
car la fecha del cumplimiento del vapor * Beshopgate », y no 
debieron, por consiguiente, haber inrurtidoen los gastoide man- 
tención, peones, etc., cuyo importe reclaman. 

Que aún en el supuesto de que luyan incurrido en esos des- 
embolsos, la cláusula IV del contrato es terminante en el 
sentido de que no hay otra penalidad para su falta de cumpli- 
miento que el importe estimadodel Hete, en cuyo casu, de acuer- 
do con el artículo 655 del Código Ciñl, no hay lugar A otra in- 
demnización, aún cuando la pena convenida fuera insuficiente, 
habiendo incurrido los actores en plus petitio al exigir el 
pago de esos gastos, además de que rio son 765 libras la indt-m- 
nizacion tijada en dicha cláusula, la cual no excede de 675 li- 
bras. 

Que habiéndomele escrito i los señores Bergen y Gurt con fecha 
17 de Setiembre á las ISdel dia, que el vapor € Flaxman» susti- 
tuiría al « Beshopgate - y que esperaba que dicho vapor 
• Flaiman » estaría listo parael*3de Setiembre, aquellos seño- 
res no obstante haber recibido la carta, y persistiendo en el pro- 
pósito de no cumplir el contrato, otorgaron una protesta por su- 
puesta falta, protesta que e .idente mente no fu* hecha después 
de recibirla carta mencionada, ¿ pesar de lo cual y en cumpli- 
miento de la cláusula del contrato, el dia 25 de Setiembre, 
dieron á los fletadores un nuevo aviso de que el vapor sutítoto 
« Flaiinan » , estaría listo, para reeibir los animales, el din «7. 

Que el dia 7 de Octubre ae vieron obligados á protestar contra 
lysaetores, por cuanto habiéndose hallado en este puerto el 
dia anterior el vapor « Plasman » para recibir la carga, dichos 
señorea no procedieron á efectuar el embarque contratado, fal- 
tando así al contrato, debiendo hacer constar que por cansas 
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ajenas á su toluntuil , el vapor * Flmman • demoró su llegada 
tí este puerto desde el 27 dé Setiembre hasta el 6 de Ootubie, 
por lo que aún cnand.» ello no lea es imputable, están dispues- 
tos á indemnizar a los demandantes de loa gastos de manuteu- 
i ion <le los anímales durante est>s días. 

Que demostrad i que l is señores Bergen y Gurt no han cum- 
plido el contrato, los reconvienen demandándolos por el impor- 
te total del flete, que es la ¡>o n ¡i 1 id a<J impuesta según la clausula 
14 y de acuerdo con el artículo 1049 del Código de Comercio, y 
que asciende á 675 libras esterlinas, 6 sean 3402 pesus oro se- 
llado,;! < uyó p.igo pitfen sean condenados lo=¡ actores desesti- 
mándose l:i demanda, 

3* Que corrido traslado de la recondene ion, los autores, ne- 
fando la exactitud de los hechos en que se funda y de la interpre- 
tación que en ella se da al con! rato, sostienen que la c! íusula * 6 
sustituto > no ha sido puesta por la escasez «le carga con destino al 
puerto de Dunkerque que, como lo probará, es un puerta con 
el que la República mantiene un tráfico activo, sino en preví- 
sinn de Ion casos de fuerza mayor ó fortuitos que constituyen 
interrupción temporal, para Ja salida del buque por cerramien- 
to de pu-Ttos ú otro accidente cualquiera, que no rescinde el 
í-ontrato (artículos 1099 y 1092, inciso |«, del Código de Co- 
mercio), habiendo obedecido la sustitución al hecho de haber 
hallado los fletantes carga á mejor flete para otros puertos. 

Que el otro fundamento de la reconvención, basado en la in- 
terpretación del contrato, acerca del plazo establecido en la 
póliza para que tuviesen listo, para recibir los animales, en el 
vapor « Be*>h"pgate » ó sustituto, es igualmente antojadizo y 
sin valor alguno, pues que establecido que aquel vapor ó sus- 
tituto estaría listo alrededor del 31 deAgosto.es indudable que 
el nombre del buque es lo que sirve para determinar la fecha 
en que empiezan las obligaciones de los contratantes, desde que 
el sustituto ha de hallarse listo en el momento en que debiera 
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estarlo el sustituido, que en el o*so ere alrededor del SI de 
Agosto, fecha en que su espetaba que estuviera listo el « Be- 
suopgate >. 

Que el plazo determinado • alrededor del 3t de Agosto », era 
establecido en beneficio de ambas parte* contratantes y no podía 
entenderse fueran ocho ó diei 6 quince dias los que podian prece- 
der 6 seguir á esa fecha, pues esto no entraba en la v oluntad de 
las partes dada la «atúrale» de I* carga, puesta i riesgos y 
susceptible de ocasionar gastos de cousideracion, mucho menos 
un mes y siete dias, como pretenden los demandados al soste- 
ner que cumplieron el contrato, poniendo i disposición de los 
cargadores <on fecha 7 de. Octubre, el vapor que debía eatur 
listo alrededor del 31 de Agosto, derivándose de esto que los 
avisos previos que los fletantes estaban obligados á dar. debían 
.leser dentro del plazo estipulado y no cuando se les ocurriera, 
pues que ni á los cargadores podía obligar seles á esperar con su 
carga de animales hasta el 16 de Setiembre, nU los fletantes 
podía eiigírseles tuvieran listo el buqne quince dias antes del 31 
de Agosto. 

Que en cuanto á los bectaus narrados en la reconvención, 
carecen de exactitud, pues no fué el dia 6 de Setiembre, 
sino el 17 en que empeiarm los demandados á dar pasos para 
revestir de formalidades legales sus actos, yiolatorio* del con- 
trato, como se desprende de eso escrito, cuando aluden á la in- 
tervención del abobado de sus mandantes, siendo el 16 de ese 
mes cuando éstos formal izaron la protesta que acompañaron á la 
demanda, es decir, ante* de recibir el aviso de fetha 17, en qne 
ae ka comunicaba qne el vapor * FUxman • sustituiría al 
« Besbopgate » y que, por consideración á que se procuraba un 
arreglo, no se formalizó el dia 9. 

Que es inexacto, por otra parte, que loa señares Williams 
y compañía tuvieran listo el vapor t Flaxmau • el dia 17 de 8e- 
t Lémur. , pues qne hallándose fletado este vapor por don Teófilo 
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Bagé, condestinoá Dunkerque desde lo, primeros días de ese me< 
consiguieron d« este lefior en manoprime, eh-ipresado vapor por 
48horaspara Iosdiasi9y20de Setiembre, convenios* ralor.por 
Jo demás, en rutón 'le haber sido celebrados* la intervención de 
los fletantes del vapor f Flaxiua» », señores Lamport y Hall de 
acuerdo con el artículo 1067 del Código de Comercio, de lo que 
se deduce que en la fecha de la protesta ferilica<ia por los car- 
gadores, loi demandados no tenían disponible el vapor que eo- 
mnuioaron sustituiría al . B,«uo Pí ate > ¡ algo mas, eo la bipét .» - 
sis de que en los días 2í de Setiembre, primero, y 27 despuís 
f 7 de Octubre más tarde, se hubieran hallad» en la obligación 
de recibir la carga se habrían encontra do en la imposibilidad 
material de hacerlo, porque el señor Bagá disponía del < Flai- 
man » desde el SI , día en qne cesó el convenio mano prime. 

Que la reconvención carece de fundamento legal, por cnanto 
habiendo partido el vapor fletado con su carga completa, no hay 
derecho para cobrar el monto de la cláusula 14, 6 Jt doble 
Uete, de acuerdo con los artículos 1049 y concordantes de) Có- 
digo de Comercio, 

Que hay error de parte de los demandados en cuanto á la 
capacidad del vapor « Beshopgate *, al sostener que ella es sólo 
p»ra 1900 carneros, cuando según las medidas practicadas por 
el señor John Wright comprobadas en los viajes realitados por 
el referido Vapor, esa capacidad es de 1400 carneros, como lo 
comprobará en oportnuidiid. 

Que finalmente se baila conforme con los demandados en 
cuanto áque, convenida laoláusula 14 en su carácter de penal, 
Ea importancia de los daños y perjuicios tiene en ella su lími- 
te; en mérito de todo lo cual, pedí» al Juagado resuelva como 
lo tiene solicitado en el escrito de demanda, rechazando la re- 
convención, 

4* Que abierta la causa á prneba se bu producido laque «. 
presa el certificado de¡ actuario, de foja 398. 
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Y considerando : I o Que la eiUt íiicia y validez del contrato 
.le tletaiuento cuya falta de cumplimiento motiva el p^seA 
juicio, se hallan reconocidas por ambos litigantes, 

2< Que la* cuestiones que este litigio olreee á la resolución 
del Juigado, son la interpretación de La clAnsula que autoriza 
¡i los fletantes lu sustitución del vapor * Besbopgate » y la ti- 
la referente al tiempo ó plazo en el cnal este buque 6 el sustitu- 
to, debieron estaT listos para cargar los anim iles. 

3' Que debiendo ser el vapor sustituto de iguales cundí* io- 
nes que las dé) sustituido, de tal moda que ofrezca al cargador 
la seguridad y capacida I para la carga que éste lia tenido en 
vista al celebrar el contrato de Aclámenlo, no es dudoso, como 
resulta del informe de la Cámara de Comercio, pedido para mejor 
pruveer, que los Helantes han podido, deacuerdo con la cláusula 
ile la referencia, sustituir el vapor * Bestaopgate . por A « Flsi- 
mau » acerca de curas condicione* nada se ha objetado por 
os fletadores. Kn efecto, esa cláusula se establece en be- 
neficio exclusivo del lletaute, cuyas obligaciones emergentes 
del contrato de tletam^nlo son más complejas y se hallan mas 
eipuestas á contingencias en su cumplimiento que Tas del fle- 
tador, sobre todo en lo que al plazn fijado para el alistamiento 
del vapor para recibir la carga, se Teliere. El cargador A quien 
se le ofrece otro vapor que el designado, que reúne todas 
las condiciones que ha tenido en vista para contratar, no 
puede negarse á aceptar la sustitución que consulta lo* intere- 
ses del Helante, que son los que preferentemente se han tenido 
presente al consignar esa clausula, por el solo motivo de que no 
existe caso fortuito ó de fuerza mayor, que impida la carga del 
vapor sustituido, cuando por -tra parte esa sustitución en nada 
le perjudica. 

A* Qoe es igualmente fuera de toda duda que el vapor sus- 
tituto debió catar listo en el mismo piaío fijado pata el susti- 
tuido, que, en el caso, era alrededor del 31 de Agosto. 
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5 o Que para determinar la fatha en que el vapor sustituto 
debió estar listo para recibir el cargamento, dada la forma en 
que se balín consignada en t;i cláusula ríe la referen*- ia, debe 
necesariamente turnarse cuino punto de partida, el momento en 
(lile ni vapor sustituto « licsliopgatc », lo estuvo ódebiú estarln 
oon relación ¡í la fecha fijada el 31 rio Agosto, unes que todas las 
cláusulas nit* afectaban á e*te vapoi le eran aplicable* al *us- 

:ituto, en euyn ea.su c o pata lijar con exactitud el dita »n qm* 

el < Iie>hu|}g,ite » habría debido estar listo se hubiera t«>mn 1" 
Como base su llegarla al puerto, esto miMno habría »ervido para 
determinar lu fecha p rerisa en la que ei vapor sustitutn debió 
haber e-dado pronto para reeibir el cargamento. 

6" Que en cnanro á la inteligencia que deba darse si la cláu- 
sula que determina la lecha en que debía efectuarse la car-a, 
atenta lu expresión alrededor del Xi de Ayosio, que en ella se 
emplea, ó sea el masó el menos liemp qii" los eurgadores 
estaban obligados á esperar cun su ea:¡*a y Los fletantes con su 
buque, para el recíproco cumplimiento de las obligaciones emer- 
gen tes del contrato de la referencia, lo- mismos demandado* 
ofrecen elementos de jui *io para resolrer que, en el easo, ellos 
faltaron ú la cláusula del contrato que establece como fecha en 
que debió huí. ai se listo para re ibir la c-argi el v.ipor designa- 
do ó el sustituto, ofreciendo A los actores el vapor < Flaxman * 
para el 17 de Setiembre, >* con mayor rasou y no podiendo po- 
nerlo A disposición de los mismos, hasta el día 6 de Octubre, fe- 
cha en que, según declaración categórica que hacen los deman- 
dad os al lina) de su escrito de contestación á la demanda, recien 
llegó á este puerto el vapor « Fla&'iian *, elementos de juicio 
tanto mi- importantes cuanto que revelan cuál fué al respecto 
la intención de tos contratantes. En efecto, estableciéndose el 
plazo de las obligaciones en favor de ambas partes, artículo 
570 del Código Civil, y consistiendo la obligación de los delan- 
te* en tener listo el vapor para la recepción de la carga, alretie- 
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fíor í/eí .VI de Agosto, y la de tos fletadores en tener pronta ia 
carga pai,* usa misma fecha , los actores no podían lógicamente, 
como lo pretenden los demandado*, atenerse exclusivamente & lo» 
arisca previos de 5 días primero y de 24 horas después, que es- 
tablecí' el contra* , porque ello conduciría ó i declarar que la 
f- ■<-ha alrededor del 31 de Agosto era innecesaria y Ja cláusula 
que la lija inútil, como letra muerta, desde que, según el criterio 
■ de los fletantes, los fletadores debieron esperar esos avisos pre- 
vios para preparar la carga, ó que el mayor plazo que estos esta- 
ban obligados j| esperar cou su cargamento, era el de 6 días 
* otilados desde el 31 de Agosto. Esta interpretación es tanto 
más jasta y racional cuanto que la cláusula que autorizaba la 
sustitución del vapor, obedecía, entre utras, á la contingencia 
que corrían los Helantes de no p»der cumplir su obligación de 
tener listo el buque en el día ó plazos convenidos, por demora 
en llegar al lugar designado pura efectuar ta carga, originada 
por eualqajer accidente, y de autos resulta que isa contingencia 
no impidió que el vapor « Beshopgate * llegase á este puerto 
antes de la fecha fijada (oficio de foja 123). 

7 o Que independientemente de ésto y en atención ó que al 
lijarse el 31 de Agosto para que el buque se hallase listo, se de- 
cía que se esperaba que alrededor de esa fecha lo estaría, con 
¡O que se quiso eipresaT que no había seguridad al respecto, el 
plazo de tí diasque los fletantes habrían acordado á los fletado- 
res para preparar i t cargamento, en «I supuesto de que en cual- 
quier fecha habrían estado en tiempo para cumplir su obliga- 
ción de tener lisio el buque, nunca pudo eiceder de 15 diaa. como 
Indice la Cámara de Comercio en su informe de foja 332, eji 
atención ¡í la anticipación conque fué celebrado el contrato y á 
que los cargadores al celebrarlo tienen en cuenta para el cum- 
plimiento de sus obligaciones con terceros, la fecha que se lija 
para efectuar la carga. Por otra parte, no sería justo resolver 
que loa actores estaban obligados á esperar basta ei 6 de Octu- 
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bre, fecha en que recién llegó A este puerto el rapor sustituto 
«Flaxman», cuando ae halla probado que el vapor sustituido 
€ Bisbopgate > se encontraba en él puerto el día 13 de Agosto 
(oficio de foja 123). 

8* Que tratándose del cumplimiento de una cláusula penal, 
couioes considerada por ambas partes aquella que lija el impor- 
te total del flete, como indemnización para el caso de no onni- 
plirae H contrato, nada importa que los actores no hayan car- 
gado animales en cantidad igual A la capacidad del fapor 
* Beshopgate ». 

9° Que no habiéndose probado por los actores, como les co- 
rrespondía hacerlo ante la negativa de los demandada, que la 
opacidad del * Beshopgate» fuese para 1400 carneros, es de de- 
recho fijarla en la cantidad estimada portea fletantes, de 1200. 
que se halla dentro de la calculada por tos fletadores. 

10 Que estando probado que el vapor < Flaxman » salió de 
este puerto coa su cargamento de completo la reconvención 
aún en el caso de no hacerse lugar a la demanda, carecería 
de fundamento legal 4 estar á lo» términos del artículo 1053 
y 1055 del Código de Comercio, cuando, por otra parte, de tas 
declaraciones de los testigos Baigé y Peters (foja 106 y foja 
246 respectivamente) resulta que los demandados contra- 
taron el vapor ■ F launan > sólo por 48 horas (posiciones de 
foja 206). 

Por estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de foja 34, foja 65 y foja 300, definitivamente juzgando, fallo: 
que, declarando rescindido el contrato de flet amento de foja t 
y rechazando la reconvención deducida, debe condenar, como en 
efecto condeno, á loi señores Williams y compañía, & pagar A lux 
señores Bergen y Gurí, en el término de diez di as, la cantidad oV 
675 libras esterlinas como indemnización por la falta de cum- 
plimiento al contrato de la referencia, sin especial condenación 
en costas por no baber mérito para ello. Hágase saber original 
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y r« puestos los Bellos archívese el expedientes! no fuese apelada 
esta sentencia . 

Así lo pronuncio y mando en Buenos Aires, capital de la Re 
pública Argentina, fecha ut tupra* 

P. Olaechea y A ¡corta. 



Wmttm úm %m thi|wfMa t'wrt* 

Buenos Aires, Hayo 9 de 1889, 

Vistos y considerando : Que celebrado ei contrato de fleta- 
mentoque, traducido corre A foja trescientas veintiocho, para el 
transporte de animales por el vapor < Besltopgate * 6 sustituto, 

convino entr ■ las partes en expresar que se esperaba que el 
vapni estaría pronto para recibir la carga, próximamente el 
treinta 5 mío de Aguato de mil ochocientos noventa y cinco {bri- 
se segunda). 

nue esa cláusula tenía por ubjeto determinar las condiciones 
del contrato en lo que ú plazo par* su cumplí miento se refiere, 
ya sea que el acontecimiento esperado, que l»s contrayentea tu- 
vieron en vista, importe someter el contrato a un plato incierto 
ó á una condición. 

ijue está averiguado que el vjpor * fieshopgate» se encontró 
en el puerto, en el sn«'s de Agosto citado, resultando de la cotí' 
testación a la demanda (foja cincuenta y seis, al un), relaciona- 
da con el hecho respectivo expuesto en la demanda, y de ia con- 
testación á las posiciones segunda y tercera de foja doscientas 
sesenta, que el citado vapor no podía ponerse i la disposición 
de los Heladores por haber sido fletado por el fletante á otrus 
personas, usando éste del derecho que invocaba para cumplir el 
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contrato en cue* ion por medio de un vapor que sustituyera 
al nominalmentt mencionado en ¡a convención. 

Que, en su iné Ui, debe darse por cierto que et demandado nu- 
do cumplir el contrato alrededor drl treinta y mm de Agosto, 
hallándole asi realizado el acontecimiento esperado y llegado 
el término [un el cuinplimii-nto de la obligación ; lo que tam- 
bién se demuestra por el informe de foja ciento veintitrés. 

Que habiendo llegado el plazo para el cumplimiento de la 
obligación en los término- vipresados en el precedente consi- 
derando, no cabe duda de que el demandado no ha podido aos- 
tituir el vapor * Heshopgate * con el «Flaimao» que estuvo 
listo pitra cargar recién el seis de Octubre, porque lo contrario 
sería reconocerle que tenia derechos, en tratándose del susti- 
tuto, de que hubiera carecido en relación al sustituido, lo 
que sería contrario v la voluntad de ias partes, resultante ue 
los términos claro* del contrato, interpretado conforme á las 
reglas primera y segunda del articulo doscientos dieciocho del 
Código de Comercio, supuesta su ambigüedad. 

Que el demandante, según *e ve en los escritos de contesta* 
ciona la reconvención y en el de expresión de agravios presen- 
tado por su j arte, está de acuerdo con él demandado en atri- 
buirá la. base décima coarta del contrato de fletamento, el valor 
de una cláusula penal, destinad» á fija* por convención el mon- 
to de los perjuicios áque tengan derecho las partes por la ineje- 
cución "leí contrato, lo que es conforme coa tos términos de di- 
cha cláusula que dicen textualmente que « la penalidad por el 
110 cumplimiento del convenio, consistirá en el pago del flete 
calculado». 

Que, por tanto, no habiendo cumplido los fletantes la obliga- 
ción contraída, los fletadores que han podido pedir la resolu- 
ción del contrato con daños y perjuicios (artículo doscientos 
diez y seis del Código de Comercio) sólo tienen derecho po* ra- 
zón de esos darlos y perjuicios ¿ la suma á que monta la eipre- 
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sa Ja penalidad, como bien la sostieiu-u los demandados ea 1» 
contestación á la demanda; teniendo ese derecho sin necesidad 
de probar que han sufrido perjuicios á consecuencia del hecho 
imputable al fletante (articulo seiscientos cincuenta y &eis del 

c;.dí g o Civil). 

Que el demandante no lia probado que el « Beshopgate * tu- 
viese, ¿lo* fines del flete calculado para la fijación de la pena, 
una capacidad mayor que la reconocida por los demandados, en 
cuyo caso y por lo que respecta til exceso que pretenden, debe 
ser rechazada la demanda (le? treinta y nueve, titulo segundo, 
partida tercera). 

Que, lijado, sobre la base del pleito, y calculado por las partes 
tíj muiito de las indemnizaciones en virtud de la clausula pensil 
convenida, la sentencia debe pronunciarse sobre el i/uanlum de 
esas indemnizaciones, loque ha sido también materia de pleito. 

Que habiéndose recibido á prueba la causa para que se jus- 
tifiquen los hechos alegados en la demanda, contestación á la 
misma y reconvención (auto de foja setenta y ocho vuelta), en- 
tn< los que se en^uuntra el relativo á la capacidad del vapor 
< Beshopgate» atirmado contradictoriamente por los interesa- 
dos, la recepción \ prueba de esta i natalicia sobre ese hecho, 
n<< es procedente con arreglo al artículo doscientos veinte de la 
ley de procedimientos, á que se agrega que la ofrecida á foja 
t pacientas ochenta consiste en la declaración singular de un 
testigo. 

Que no debiéndose admitir la demanda sino con liinitaeio- 
ui's demostrativas de p¿us peiitio, no puede imponerse al de- 
mandado la condenación en costas, desde que se reconoce que 
ha tenido en parte, razón para litigar. 

Que resuelto el contrato de fletamento por hecho imputable 
a! Helante, la reconvención deducida por éste, imputando ese he- 
cho al tletador, no puede prosperar. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
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fía de foja trescientas treinta y siete, se coa firma ésta. Notifi- 
ques? original y repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN RAI. — LUIS V. VABILA. — 

abbl Bazar. — octavio buhge.— 

JUAN K. TÜRRfcWT. 



Contra et representante del imjenvt « Primer Correntino*, por 
defraudación de impuestos internos ; sobre recusación y ape- 
lación denegada. 

Sumario. — Nq es apelable el auto que no hace lugar ¿ la 
recusación, fundada i-n causal no admitida por la ley. 



Caso. — EL procurador fiscal entabló acusación pidiendo 
que el juzgado declarase, en oportunidad, que en el Ingenio 
Primer Corréntino se ha dejado de manifestar 54.572 litros 
de alcohol, elaborados en el mismo establecimiento, perjudicando 
ast loa intereses del fisco nacional ¡ que se condene á la partt 
demandada á pagar 10.714 pesos con 40 centavos moneda nacio- 
nal, por impuestos internos, j 218.388 pesos con 80 centavos 
moneda nacional, por la multa correspondiente á la cantidad de 
alcohol ocultado y á que se refiere el punto anterior; y declarar 
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también que el establecimiento • Ingenio Primer Correntino i, 
con sus maquinarias, eneres, etc., debe responderá! gobierno 
de la suma demandada, en virtud de la defraudación que sirve 
de fundamento a esta acción, y, en su consecuencia, ordenar el 
embargo preventivo de dicho establecimiento, para responder 
á las resultas de este juicio, nombrando depositario A su mismo 
representante, señor Francisco Bolla, á iin de no entorpecer la 
marcha del Ingenia debiendo Lodos los gastos que esta causa 
ocasione, ser por cuenta de la |>arte demandada. 

Conferido traslado, el señor Bolla, q«e se dijo era el repre- 
sentante del Ingenio Primer Correntino, dedujo excepción de 
faltado per*unerí:i en el demandado. 



Airt» M Jan 



ÜRrrierjti'S. iMubre ló de ISíttL 

Vistos y consideran lo : que la excepción de falta de person i- 
lidad en el demand inte, opuesta por el demandado en forma de 
articulo de previo y especial pronunciamiento, no esta expresada 
entre las enumeradas e« el articulo «5 del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal, en consecuencia no se hace lugar a la 
excepción de d acida por la representación de Francisco Bolla. 
Y notándose que la cuestión promovida por el fiscal Tersa sobre 
defraudación de impuestos internos, delito previsto y fundado 
por la ley de ia materia y ta qoe, por consiguiente, debe ser 
sometida á l«s trámites del juicio crimina!, los euales no auto- 
riaan el traslado £e la querella, como por error inducido de los 
términos de dicha querella, se ha decretado por el auto número 
847, por ftfto, y para evitar nulidades por Tíolaciou de pro- 
cedimientos, déjase sia efecto eae traslado ; y comparetca Fran- 
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cisco Bolla á la audiencia del Miércoles próiimo, á tas 10 de la 
mañana, k pr. star declaración indagatoria, bajo la prevención 
deque ai no cuinpar,ce, le parará lo* perjuicios á que hubiere 
lugar eu derecho. Sotiffquesele en forma. 

Lujambio. 

El señor Baila, al* ¿ando que ta anteríof resolución importaba 
un prejúzgalo iento sobre la procedencia de la acción instaurad», 
recusó al juez de sección. 



Falla *#l Ji 



Corrientes Octubre s¡9 *1e 1*96- 



Vistos 1 1 precédeme escrito y .-onaíderando: Que la recasa- 
ciou interpuesta en el otro sí, se funda en que la resolución de 
auto numero 10*1, importa un pronunciamiento hecho por 
Jui^do untes de la debida oportunidad sobre la procedcnei! 
de la acción instaurada, quede los términos del auto menci 
nado no resulta eipfeso, ni se deduce opinión anticipada acer- 
ca de la procedencia ó improcedencia de la acción instaurad' 
por el lineal, desde que no -e dice que don Francisco Bulla 
6 no responsable de la defraudación de impuesto* internos qi 
el fiscal le imputa ; que la segunda parte de ese auto establí 
súlo que es el procedimiento en materia criminal el que debe 
neniar los trámites de e*te juicio, que versa sobre defrauda 
de impasto*, delito prertsto y penado por la ley número... j 
el procedimiento para las causas civiles ó comerciales, con 
que no se prejuzga, como lo dice el acusado, no se manifies 
opinión sobre el pleito, ya que no se dice que Bolla cometió 
no com-tió la defraudación que se le atribuye, ni tales coucl 
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liones pueden deducirá 6 inducirse, con sinceridad, de sus 
términos, oi del hecha de marear el camino legal, el verdadero 
procedimiento á seguirse, para ta averiguación del delito im- 
putado; que además y admitiendo hipotéticamente que de los 
términos del auto en cuestión, resultare opinión sobre el pleito, 
loque no es verdad, ella no justificaría la recusación interpues- 
ta, porgue esa cansul no se encuentra especificada en el Código 
de Procedimientos crimínales. Por esto y de conformidad al 
articulo 74 del mismo Código» se desecha de plano la causal 
alegada. 

T en cuanto á la revoca toria del auto mencionado : traslado 
para mejor proveer, al fiscal. 

Lujambio. 

Apelado el fallo anterior, se denegó el recurso, lo que diú 
motivo á la apelación de hecho deducida ante la Suprema 
Corte. 



redi* d« i« taimas» Cawte 

Buenos Aires, Mayo S de 1899. 

Vistos en el acuerdo: considerando que la causa) de recusa- 
ción alegada por el recurrente no está comprendida en Jas que 
declara legitimas, á ese objeto, el artículo setenta y cinco del 
Código de Procedimientos en locriminal, en el artículo cuarenta 
y tres de tu ley de procedimientos civiles, y de acuerdo con io 
dispuesto en et artículo treinta y dos de esta última y en el 
artículo setenta y cuatro del primero, se declara bien dene* 
gado el recurso. Agregúense estas actuaciones á tos autos re- 
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mitidos por él jnex de sección y repuestos los sellos de* néltanse, 
podiendo notificarse con el original 



BEtUAMin PAI. — LUIS V. VARELA. 
ABEL BAZA*. —OCTAVIO BtHlGE. 
— JÜAfl E. TOUEKT. 



i aima rnmmmm 

Criminal contra Cárlos Aspesi y otros, por malversación 
de fondos nacionales ; sobre excarcelación bajo fianza 

Sumario, — En los procesos criminales por malversación de 
fondos nacionales, prevista y penada por la ley nacional penal 
de 1863, no procede la eicarcelacion bajo tiania. 

Caso. — El defensor de los procesados solicitó la excarcela- 
ción bajo fiama de éstos, intocando el articulo 967 del Código 
Penal y el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 



VISTA DEL REOGURADOR FISCAL 



Señor Juez : 



Las penas determinadas por la ley sobre crímenes naciona- 
les, del U de Setiembre de 1863, en sus artículos 61 y 80, que 
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son los aplicables al caso suh-judice, tío permiten la eicarcela- 
cionde loa procesados, & que se refiere el escrito precedente, de 
acuerdo con el artículo 376 del Código de Procedimientos Cri- 
minales, Salvo, etc. 

It. Ú. Varera* 



ITalt* del Smem »e«trr«l 

Rosario, Febrero ii de J8&9. 

T vistos : Con lo dictaminudo p<>r el señor fiscal y lo diapnes- 
to por ley de Setiembre ( *¿ de 1897, no se hace lugar i la ex- 
carcelación que se solicita por los procesados Aspesi, Mercado, 
Gesuite y Casaretto. Hágase saber y repóngase. 

Daniel lioytia. 

VISTA DEL PROCURAnOll FISCAL 

Señor Juez : 

La Suprema Corte Nacional se ha pronunciado en infinidad 
do casos, declarando que la ley penal del U de Setiembre de 
I80S, prima sobre el Código Penal par» los delitos de carácter 
nacional. En consecuencia, V, S. se ha de servir desechar por 
este fundamento, Ja revocatoria solicitada, con costas. Salvo, 
ote. 

n. G, Pat era. 

- 
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Auto 4*1 Jvti WAmwml 

Rosario, Mnrzo 10 de 1890, 

Vistos: D« acuerdo con el dioUinen del señor fiscal, que es 
conforme con el fallo de la Suprema Corte en la série 4*. tomo 
!8. página 150, ilu se hace lugar á la revocatoria solicitad*. 

■ 

Dami>l Goi/tia. 

VISTA DEL HKfiOH PROCUIlADOIt «F.NERAI. 

Aiienn* Aires, Abril ¿1 de 1899. 

Suprema Corte : 

El defensor de los procesados reconoce que el delito imputa- 
do á sus defendidos, procede de malversación de fondos nacio- 
nales. 

Tratándose de ese delito, la aplicación de la ley especial de 
1863 no me parece dudosa, según los términos de su artículo 80 
y la jurisprudencia oportunamente invocada en la resolución 
del señor juez a //«o» corriente á foja 6 vuelta. Por ello, pido á 
V. K. se sirva confirmarla p >r u* fundamentos. 

Sabinianú Kier. 

* 

Poli» *• ta *m*m*mm Cvrte 

Buenos Aires, Mayo 13 de 1899. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y con la jurisprudencia de esta Suprema Cor- 
r. uitiii ta 
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te* se confirme el auto apelado de foja tres vuelta. Devuélvanse, 
notificándose original. 

BENJAMIN PAl. — ABEL EAXAH. 
— OCTAVIO BVHGE. — JVJAN 
E. TOBAENT. 



1'AUSA CXXXfl 



Criminal contra José Echevarría, Juan Rey, Floro Córdoba 
Enrique Medina y Pedro Godoy, por hurto 

Sumario. — El término medio de la pena por hurto, cuyo 
valor no excede di- quinientos pceos es de seis meses y medio 
de arresto. 

Caso, — Resolta del 



rail* M *mmm ícinel 

La Plata, Noviembre 30 de 18B&. 

Y TistoB : los seguidos contra Floro Córdoba y otros, por hur- 
to y de los cuales resulta: i° Que el dia 19 de Julio de 1897, 
el señor Henry Martin, en representación del gerente de la fá- 
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trica denominada c Rirer Píate Fresfa Meat Company» estable- 
cida en Campana, ante el subrtrefeeto de est¿ localid*d ex- 
pone ; 

I o Que habían desaparecido de un depósito existente allí de ca- 
ños junto á ta ribera, * linea del mea de Abril, dos de ellos, y 
que ignoraba quienes f aeran los autores. 

9 o Que el inculpado Pedro Godoy, i foja 9, expone : que buce 
naos tres meses, estandoen su casa, situada á unos 900 metros 
de lamibpfefectiira y sobre la ribera, el sujeto Floro Córdoba 
le dijo que en la isla que habitaba había encontrado escondidos 
entre los pajonales unos caños de bronce, y que lo invitó a traer- 
los hasta su casa. 

Que en seguida te hixo igual proposición i Medina, el cual 
aceptó y los Iteraron á una Granja inmediata á las habitaciones 
suyas, quedando allí escondidos como unos 90 días. 

3° Que un señor Juan Esconobini, ;í quien remitieron los ca- 
ños para que los tendiese, lo entregó 4 Córdoba, Medina y Godoy 
la cantidad de 190 pesos, tos cuales se repartieron en partes 
iguales. Dicen también que ignorábanla procedencia de los ca- 
ños y que nodió parte A la autoridad por no perjudicarlos. 

4* Qne los citados, Córdoba y Bledina corroboran en sus de- 
claraciones lo dicho por Godoy (foja O á foja 10), añadiendo que 
Arturo Riera se hnbfa Iterado dos pedaxos de caño. De las de- 
claraciones de los señorea José y Manuel Burgo, i foja 10 y foja 
19, resulta que encontraron á José Echevarría y Juan Bey en la 
isla de don Bernardo Martin, ocupados en cortar caños, y estas 
declaraciones se encuentran ratificadas ü foja 59 y foja 59 
vuelta. 

6° Que i foja 53 vuelta, el fiscal produce su acusación y pide 
para cada uno de los procesados la pena prescrita por el artículo 
199, inciso 1% del Código Penal, y i foja' 58 y siguientes, el 
defensor de éstos pide la absolución ó en caso contrario et mí- 
nimum fijado por el artículo antea mencionado para unos, y 
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p ira oí ros lo cuarta parte de la que A lo$ autores se les impon- 
ga, con cuyos antecedentes y no habiéndose producido prueba 
alguna según certificado de foja 69, el juzgado llamó autos. 

Considerando : 4° Que el hecho de la sustracion está com- 
probado por confesión de ios procesados, v la culpabilidad re- 
sulta igualmente probad ;i eu autes f pues si bi-n José Eche- 
varría pretende en su declaración hacer valer el que fué forzad» 
á decorar en la forma que expresa el acta de foja, 16 á foja 
18 vuelta, no h-iy circunstancia alguna que haga verosímil esta 
alirinacioti. 

2* Que ia situación legal de los procesado'; es laiuisina, pues 
tudas sabían que los caños eran ajenos y aprovecharon de su 
venta la mayor partf de ellos, excepto Echevarría y R^y, lo 
cual no influye en el sentido de atenuar su responsabilidad 
penal. 

3 o Que comprobados como están los extremos legales del de- 
lito, la pena aplicible es la presoripta en el articulo 193, inris» 
I o , del Código Penal, en su término medio entre el ináximnm y 
mínimum, toda vez que no existen circunstancias atenuantes 
para mud i ti carias (artículo 52 del Código Penal). 

Por estas consideraciones y disposiciones legales .citadas; 
f ilio condenando á rada uno de los procesados José Echevarría, 
Jmin Rey, Floro Córdoba, Enrique Medina y Pedro Godoy, á la 
pena de seis meses de arresto, reparación del daño y las coatas; 
y estando compurgada esta pena para los tres primeros, pón- 
gaseles en libertad , Notifiques? con el original, regístrese, y 
una vez consentida ó ejecutoriada la presente líbrese oficio A la 
policía para que los procesados Medina y Godoy sean constitui- 
dos en pTision. 

MarianoS.de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SGfton PKOCUIUDOU GENERAL 

líiiénos Aires. Abril 18 Je 1899. 

Señor Juez : 

Establecida como lo bu síd<> de una manera incontestable la 
responsabilidad -le los procesados, pin- el hurto de naos caños 
de bronce, ninguna titula puede ofrecer la aplicación de la pena 
aplicable al hecho comprobado. 

El artículo 193 del Código Penal impone arresto de un mes 
i en año, al que cometa hurto cuyo ¥ahir no eiceda de 500 
pesos. 

Resulta que la cosa hurtada fué Tendida en 107 pesos, aun 
cuando debe «aponerse que faliera más, y a«í declara el damni- 
ficado á foja 40. Tomando entonce*, como pena legal, el térmi- 
no medio de la establecida en el artículo 103 del Código Penal, 
con sujeción á lo dispuesto en el artículo 03 del mUmo código, 
corres pendería la confirmación que solicito de V. K. de la sen- 
tencia recurrida de foja 75. 

Sabiniam Kier. 



VmMm *• la» atepmM» CM* 

Buenos Aires, Moyo 13 de 1899. 

Vistos j considerando: Que está en efeet-j probado que se 
ha cometido el delito de hurto que motiva vste proceso, estando 
igualmente averiguada la responsabilidad penal de lo» proco- 
dados. 

Que las constancias de autos no permiten atribuir i los ub- 
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jetos robado* nn Talor que eiceda de quinientos pesos, corres- 
pondiendo en ul caso aplicar, como lo hace la sentencia apela- 
da, h pena establecida por el artículo mil nucvecientos tres, 
inciso primero, del código de la materia. 

Que aunque el término medio deesa pena ulcunxa ú seis me- 
ses y medio de arresto, la sentencia de primera instancia que 
sólo impone seis meses frimbieo de arresto no ha sido recorri- 
da en esa parte. 

Par esto 3* de acueroV en lo concordan Le con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador general, v por los fundamentos 
de la sentencia apelada de foja setenta y cinco, ge c «o firma di- 
cha sentencia. Notifiquen original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO BUSGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



4 AUNA CXX&VII 



Itoíta Juana licsson contra don Isaac Castro, por cobro de pesos 

sobre competencia 

Sumario. — No curres pende al fuero federal por razón de 
personas la causa promovida en la Capital federal, cuyo valor 
ascieudf á 52 pesos moneda nacional. 
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Cojo. — Lo «plica el 



MI* 




Buenas Aires, Ihyo 13 de 1899. 



Vistos en el Acuerdo y considerando : Que según resulta de 
lo manifestado por esta parte, la cuestión de incompetencia por 
razón de la distinta nacionalidad de las partes bu sido promovi- 
da en un juicio por cobro de cincuenta y dos pesos moneda na- 
cional. 

Que según lo establece el artículo primero de la ley de tres 
de. Setiembre de mi) ochocientos setenta y ouho, adicional de la 
de jurisdicción y competencia de mil ochocientos sesenta y tres, 
quedan excluidas de la competencia de los juzgados de sección 
tudas aquellas causas de jurisdicción concurrente en las que el 
valor del objeto demandado no exceda de quinientos peso* fuer- 
tes, cuando, por otra parte; el conocimiento del caso caiga bajo 
la jurisdicción de la justicia de paz de la provincia respectiva, 
según las leyes de Procedimientos vigentes en ellas. 

Que alcanzando la competencia de la justicia de paz en la 
Capital de la República a mayor suma que la cuestionada y tra- 
tándose de uo caso de jurisdicción concurrente, la jurisdicción 
federal no procede con arreglo á la ley citada. 

Por esto, no ba lugar al recurso interpuesto. Repuestos los 
sellos archívese. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN» 
— OCTAVIO BUNGK. — JUAN 
E. TOBRENT. 
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CAVIA CXXXVIII 



Don TomdsCacact contra Williams y compañía, por dafios 
tj ¡terjuicios ; sobre apelación 

- 

Sumario. — £1 término para apelar es fatal, y corre aunque 
medie el pedido de aclaración de 1a sentencia, expresando que 
éate se pide sin que corra término. 

Caso. — Lo explica el 



Bucdos Aires, Hayo 18 de 1609. 

Vistos y considerando : Que según resulta del informe prece- 
dente la apelación deducida á foja ciento treinta ha sido inter- 
puesta después del término que la ley acuerda i ese objeto (ar- 
ticulo doscientos ocho de la ley de Procedimientos). 

Que no es dable á tas partes prorrogar en sn prorecho los 
términos fatales con la preseotacion de escritos que no impor- 
tan la promoción de un incidente, aun cuando expresen que 
hacen dicha presentación sin que les corra término ni les pare 
perjuicio. 

Que si bien la ley quince, título feintitres, partida tercera, 
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establece que la aclarar i un judicial de ana sentencia permite al 
interesado deducir el recurso de apelación, aunque haya venci- 
do el término para recurrir de la sentencia aclarada, la apela- 
ción en este caso sólo 4a den-cn» i juzgar si es ajustada 6 no la 
interpretación dada al fallo por el jui-i. 

Por esto, se declara mal concedida la apelación de foja cíen- 
te! treinta, en cuanto ella m> se refiere á la autorizada por la 
citada ley quince, título veintitrés, partida tercera. Repóngase 
el papel. 

BEHJAMIN PAZ. — AIU BABAN. 
— OCTAVIO BOHGB- — JUAH 
B- TOhMNT. 



Don Juan L. Ha ff o contra el Banco Hipotecario Nacional 
sobre nulidad de venía 

Sumario. — \° La prescripción de publicar los avisos le 
feata por un mes, queda cumplida con ta publicación hecha du- 
rante el término de un mes, 

3* El martiliero puede verificar el remate por medio de otra 
persona del gremio. 

3* £1 haber sido inscripta la casa de remate del martiliero 
en el Registro de comercio después de la renta, no es causa de 
nulidad de esta. 



Caso, — Resalta de 
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Mis del Jnm F««cral 



Dueños Aires, Setiembre 23 de 1896, 

Vistos : Estos autos seguidos por don Juan L. Raffo con- 
tra el Buiu'O Hipotecario Nacional por nulidad de un re- 
mate, resulta: 

i" Que á foja 3 se presenta don Emilio del Real en re- 
presentación de Rnffo exponiendo: Que su principul aceptó 
la transferencia de un crédito que con el Banco Hipoteca- 
rio Nacional había contraído don Sebastian Raffo di> 30.000 
pesos oro de la serie A sobre un fundo de >u propiedad 
situado en el partido de Navarro; crédito cuyo servicio de- 
bía hacerlo semesi raímente, pero que á cima de la pésima 
situación comercial porque atravesó el país se atrasú en el 
pago de algunos semestres siéndole entóneos rematado an 
c unpo con fecha 8 de febrero de 1894, remate que pedía se de* 
clarase nulo en mérito de las siguientes causas : a) Este no fué 
anunciado durante el término de un mes emolo prescribe el 
artículo 5f de la ley Orgánica de aqurl Establecimiento, pues 
los anuncios se publicaron desde el 9 de Knero ínclusire hasta el 
8 de Febrero día de la renta, debiendo haberlo sido hasta el 9 de 
este último mes para que se llenara el término de la ley ; ade- 
más de que esos anuncios dejaron de publicarse dias en que 
aparecieron los diarios en que estaban insertos, los que, por otra 
parte, no eran los de mayor circulación; b) Que don Francisco 
P. Bullí ni miembro de la razón social Francisco P. Bollini y com- 
pañía era y es miembro del Directorio del Banco que juzgó de 
la oportunidad de la renta; c)Quc el Directorio no autorizó al 
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presidente del Banco para que ordenara ese remate; d) Que 
no fueron loa señores Francisco P. Bollini y compañía el mar- 
tiliero que efectuó el remate sino un señor G. P. Gonialeiqnien 
ni era factor de aquéllos ni martiliero inscripto en la matrícula 
de La Plata donde se vendió la propiedad; e) De laque hace 
mérito en el alegato de bien probado, que la sociedad en el Ta* 
ino de rematadores Francisco P, Bollini y compañía »o existía 
durante la publicación de lo* avisos anunciando el remate, ni 
cuando éste se efectuó, pues el contrato social se inscribió recien 
el de Febrero; es decir, un día después, 

2 o Corrido traslado de la demanda al Banco Hipotecario, 
niega no haberse hecho la publicación dorante el término legal 
así como no haber sido resuelta por el Directorio la renta del 
inmueble en cuestión y sosteniendo que no son causas de nuli- 
dad las circunstancias de no haber sido efectuado el remate 
personalmente por los martilieros Francisco P. Bollini y compa- 
ñía y la de haber formado parte del Directorio que la autorifó. 

3" Que abierta la causa á prueba se ha producido la que ex- 
presa el certificado de foja 157. 

Y considerando: 1" Que la primera causal de nulidad del 
remate que Se alega cual e¿> laque se presenta al director Fran- 
cisco P. Bollini como juez de la oportunidad de la venta no 
existe, desde luego, pnesto que ella fue resuelta por el Directo- 
rio en una automación de carácter general al presidente para 
poner en remate las propiedades que se encontrasen en deter- 
minadas condiciones en una época en que no existía ta sociedad 
rematador», s«gun certili ado de foja 89; siendo entonces éste 
último el que fijó la fecha de la renta con prescindencia del 
Directorio, además de que dado caso que así no hubiera sido es- 
to nunca podría constituir una causa de nulidad puesto que colo- 
cado el deudor hipotecario en la situación que la ley orgánica 
del Banco requiere para que pueda proceder se al remate con la 
elección de la fecha para efectuarlo, no se le prita a aquél de 
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ningún derecho oí i n justamente se le causa un perjuicio (informe 
de foja i I tí, cuenta de foja 18 y artículo 60 de la le; orgánica), 
3* Que probado como está por el informe coniente ií foja 143 
del encargado de U Biblioteca Publica de La Plata que lúa avi- 
sos del remate se publicaron en ambos diarios el * Mercurio » j 
el f Buenos Aires », di sde el 9 de Enero hasta el 8 de Febrero 
inclus ive desaparece la causal de nulidad relativa al tiempo de 
publicación de avisos que prescribe el artículo 51 de la ley re» 
cordada si se time presente que est;i disposición establece que 
dicha publicación se h¡i de bacer durante el término de un mes 
y no treinta vet es como parece pretenderlo el actor y lo que es 
muy distinto puesto que lo que la ley quiere es, que durante tal 
tiempo apareican los avisos y no tantas reces y en el «aso sub- 
índice la prescripción legal se ha cumplido, pues habiéndose em- 
pezado a publicarlos el 9 de Enero, dicha publicación, de con- 
formidad con el articulo ¿5 del Código Civil, debió terminar el 
8 de Febrero inclusive. En efecto, el inciso 9* del citado articu- 
lo dice: c Así un plago que principie el Id de un mes termina- 
rá el 15 del mes currespund iente cualquiera que sea el número 
de días que tungan los meses ó años» ; es decir, que principian- 
do el plazo de un mea el dia 15 terminará cuando empiece el 
día í 5 de) siguiente mes ó tea fenecido el dia 14 del mes del pia- 
lo, pues si hubiera de contarse también el 15 se tendría que es- 
te dia formaría parte de dos meses, estarla comprendido en dos 
platos distintos de un mes. Así, aplicando al caso esta interpre- 
tación el plazo de mes para ta publicación de edictos, que em- 
pezó á correr el 9 de Enero concluye indefectiblemente el 8 
de Febrero á las 12 de la noche (.irtíoulo 24 del citado có- 
digo), momento en que este dia terminó y empezó el 9. Por 
lo demás, ni se ha probado que los diarios el € Mercurio > y 
el cButnos Aires» no sean los de mayor circulación ni la ley 
exige que se ha de hacer en ellos. 
3° Que como queda dicho en el primer considerando, el direc- 
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torio, segun resulta dej certificado del actuario de foja 98, au- 
torizó al presidente á sacar a remate las propiedades que se ha- 
llaron en las condiciones previstas por el iirtfcuto 50 de la ley 
orgánica del Banco, habiéndose hallado la propiedad cuya ven- 
ta ha dado orijje» A este juicio en estas condiciones según 
resulta de la compulsa verificada por el contador don Ramón 
García, corriente á foja 1 12, 

4° Queel Código de Comercio no prohibe A los rematadores 
efectuar los Tomates que lea sean encomendados por interme- 
dio de otras personas del gremio, loque se comprende fiel- 
mente deadeque no se eiige ni se en vista al eneoniendar- 
los condiciones personales de habilidad en el martiliero y sf 
solo de idoneidad en el desempeño de <¡n mandato para lo que 
se busca garantías en la inscripción de la matricula justifican- 
do los eitremos que la ley exige, 

5> Que si bien está comprobado que Ion señores Francisco 
P. Boíl i ni y compañía no se hallaban inscriptos en la matri- 
cula de rematadores á la época en cjue se efectuó el remate, esta 
circunstancia tampoco vicia de nulidad el aeto, atento* los tér- 
minos del último inciso del artículo 80 del Co ligo de Comercio, 
aplicable a loa martilieros segun eí artículo 113. En efecto, 
allí se establece que los corredores (en el caso rematadores) 
« que sin cumplir estas condiciones ó sin tener las calidades 
exigidas por el artículo anterior ejercieren el corretaje, no ten- 
drán acción para cobrar comisión de ninguna especie *, como 
■e ve, no fulmina cou la nulidad A los remates efectuados por 
personas que no están inscriptas en la matricula y segun el ar- 
tículo 1087 del Código Civil, de aplicación al caso por el artí- 
culo !• del título preliminar del Código de Comercio, los jue- 
ces no puede declarar otras nulidades de los actos jurídicos qut> 
laa que en aquel código se establecen. El espirita de la ley so- 
bre esa materia ea tan abierta y decididamente favorable 4 la 
valides del acto y contrario a au nulidad que Ta hasta conaida- 
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rar bien ejecutado un remate verificadu por una persona que no 
reúne las condiciones eligidas pura ser rematador, impidiendo 
así Ja aplicación de! articulo 1042 del C/digo Cifil referente á 
tos actos ejecutados por personas re ateamente incapaces en 
cuanto al acto. 

For estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de contestación á la cu-manda y el alegato de bien probado, de- 
finitivamente juigando, f illo : absolviendo de la demanda al 
Banco Hipotecario Nacional y declarando no haber lugar á la 
nulidad del remate materia del expediente» sin especial conde- 
nación en costas. Hágase saber con el original y repóngame las 
fojas, fecho lo cu:il, archívese la causa en cato de no ser apela- 
da esta resoluciou. Así lo resuelvo, en Buenos Aires, capital de 
U República Argentina fecha ui supra. 

P. Olaechea y Alearla. 

Vmif «to tm tnavema ***** 

Bueno» Aires, Mayo 16 de 1899. 

Vistos y considerando : Que está probado que la publicación 
de avisos para el remate se bixo desde el nueve de Enero inclu- 
sive hasta el ocbo de Febrero también inclusive. 

Que. en tal virtud,, no es dudoso que esa publicación se veri- 
fico durante un mes íntegro, cumpliéndose así las disposiciones 
legales al respecto que sólo la exigen por ese lapso de tiempo, 
sin que contengan prescripción alguna que importe el deber de 
mantener los avisos durante uno ó más dias de un mea ulterior. 

Por esto, en cuanto se refiere a! término para la publicación, 
y por sus fundamentos, en cnanto & las demás causas de nuli- 
dad alegadas por el demandante, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja ciento setenta y nueve, declarándose que todas las 
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costas del juicio son á cargo del actor por no haber tenido razón 
probable para litigar, Notifíquese con el original y repuestos 
toa sellos, devuélvanse. 

Bt SMMlH PAZ. — ABEL RAIAN. 
— OCTAVIO HUNGE. — MAN 
E. TORRENT. 



CAI) na í;xi. 

Don César Ciacchi contra dona Á malta Villanueva delamudio 
por jactancia; sobre competencia 

Sumario,— Ufo corresponde el fuero federal por razón de 
personas, si las nociones dedaoidaa por el extranjero contra el 
argentino se hacen valer en calidad de cesionario de otra perso- 
na de nacionalidad argentina . 



Caso. — Resulta de las siguientes píelas: 

WmUm 4«l Swm* Wmémrm* 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1890. 

T vistos : y considerando : Que la raion de que se hace deri- 
var el fuero federal para conocer del presente juicio, nace de 
la existencia de un contrato de locación celebrado entre una 
sociedad anónima que tiene el carácter de persona jurídica ar- 
gentina j la señora Amalia Vi! Ja nueva de Zamudio, de nació* 
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nulidad también argentina, según expresamente lo reconoce el 
mismo demandante en su escrito de demanda. 

Que del testimonio del contrato acompañado á la acción de 
jactancia deducida, resulta: que la intervención en él del señor 
César Ciaechi, es puramente la de un simple fiador que se obli- 
ga á garantir las obligaciones contraídas, pero nu existiendo la 
sociedad entre él y ¡a locadora directamente ninguna relación 
ó vínculo de derecho existe mientras la* acciona de é>ta se 
dirijan contra la empresa obligadu. 

Que cualquiera que sea et aleante de las cláusulas del preci- 
tado contrato, no es leí cuso investigar, -¡i de rilas resoltan de- 
rechos á favor del señor Ciac<hi, sino que debemos inquirir so- 
lamente, si por raion de la nacionalidad de los que celebraron 
ese contrato puede surgir el fuero del juzgado. 

Que Ja Suprema Cort^ de Justicia en diversos fallos, lia con- 
sagrado la doctrina, de que para gozar del fuero federal por 
razón de las personas, es necesario que el derecho disputado 
haya correspondido original ¡¡miente y n<> por cesión ó mandato 
á personas respectivamente sujetas il la jurisdicción nacional 
(térie f 1 , tomo 5% págiua 255). 

Que si el derecho invocado por el ¡ictor, se reitere á un con- 
trato de explotación del Pul Jicama Argentino, que importa se- 
gún él una verdadera y propia cesión de una parte de los dere- 
chos y Aligaciones que tenía la sociedad del Politeama, sus 
gestiones no pueden modilicar el origen del contrato, que por 
ser celebrad» entre argentinos de una misma Vecindad, tae bajo 
la jurisdicción de la justicia ordinaria. 

Por estos fundamentos y lo aconsejado por el señor Procu- 
rador fiscal en su dictám-jn de foja 48, el juzgado se declara in- 
competente para intervenir en esta causa, con costas. 

Notifiques» original, repónganse los sellos j fecho, «rehírete. 

Agustín Urdinarrain. 



I>fc JtiSIICIA NACIONAL 



VISTA DEL SBAOK PROCURADOR CBN ERAL 

Buenos Aires, Abril 26 de 189». 

Suprema Corte: 

Según se desprende «le 1<h términos expresos <le la demande, 
la acción de jactancia instaurada p.ir el actor enrge del derecho 
<1" le pertenece t-n su calidad de cesionario de la Sociudad Po- 
litecnia Argentino, que en su carácter de corporación anónima, 
ha aido creada y funciona en esta capital. 

La referid* sociedad en virtud de Loe antecedentes expuestos, 
está considerada como ciudadano vecino, á loa efectos del fuero» 
par disposición del artículo 9 de la ley sohre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales, de 1 4 de Setiembre 
de 1863. Su cesionario no puede apartarse del fuero que corres* 
pnnde é su cadente, se^nn disposición del articulo 8 de la ley 
citada y la jurisprudencia constante establecida en ios fallos 
de V. E. 

D<" uitos resulta que la persona demandada es de nacional]* 
dud argentina, vecindada en esta capital eomoel actor ; de mo- 
do que ni por raion del domicilie, ni por raion de tas personas, 
surgen la competencia federal en el caso. 

Por lo expuesto y dado el carácter excepcional y restringido 
de fuero federal creado en virtud de altas consideraciones de 
orden público, no puede hacerse extensivo al presente juicio, 
cualquiera que sea la naturaleza de la acción controvertida por 
el actor en su carácter de cesionario de la referida sociedad na- 
cional. 

Por ello, pido á V. E. se sirva confirmar por sus fundamentos 
el auto recorrido en el de foja 52, 

SabinianoKiér. 

T, LKXYIII £4 
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r*llé te SwprcMM» Cvrt* 

Buenos Aires, Mayo 18 de 1689. 

Vistos y considerando: Que ea exacto que, según lo expresa 
el demandante ea su demanda, él hace valer acciones persona- 
les en calidad de cesionario, siéndolo igualmente igtie tanto el 
cedente como la demandada son de nacionalidad argentina en 
el concepto legal, y vecinoa de esta Capital. 

Que con tal antecedente es indudable U pertinente aplica- 
ción al caso del artículo ocho de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales federales, de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tre*. 

Por esto, de acuerdo enn l" expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se continua «ou 
costas, el auto apelado de foja cincuenta y dos. Notifíquese 
con el original» y repuestos los sellos, devuélvanse. 

ftenJAHiN PAt- — ABEL EAIAH. — 
OCTAVIO BDHGE. — JUAN E. TO- 
llRENT. 
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Don Teodoro ttrceyui contra ta Municipalidad de La l l ia(a, 

sobre daños y perjuicios 

■ 

Sumario. — Una Municipalidad no puede ser demandada p t 
daños y perjuicios procedentes d* un hecho ilícito. 



Caso. — Resulta del 



r»il« del JJmm Federal 

■ 

La Plata, Junio 9 de 1894. 

Y v Utos: Los seguidos por don Teodoro Urcegui, contra la 
Municipalidad de La Plata, sobre duñoi y perjuicios: 

Y considerando: 1* Que la parte de doc Teodoro Urcegui 
expuso : que en 23 de Agosto de 1891 trató de vender por inter- 
medio de los martiliero* Arán y eoiupañla (véase foja 3) el so* 
lar A, manzana 91, del plano de la Ensenada, cuto terreno era 
de su propiedad, cuando en el acto d<> empezar el remate con 
una numerosa concurrencia, los dichos martilieros fueron tnít- 
modos por la Municipalidad, de que se oponía á la venta por 
conceptuar que esa tierra te pertenecía. 

t* Que ante semejante abuso, el remate quedo sin efecto t y 
Urcegui ocurrió ante este juzgado entablando acción de jactan- 
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,, a y protestando que i su tiempo y forma j eu 1» tí* y 
quería convenirle perseguiría loa daños y perjuicio» que le 

irrogaban. 

3° Que en su consecuencia la Municipalidad rtedujo acción 
r. ivindicutoria la qoefué desechada con corta» y habiendo 
quedado ejecutoriado este fallo ha llegado la oportunidad d. 
cobrar los mencionados daños y perjuicios. 

4° Que e*tos resultan d,- uo haberse podido vender el terreno 
á consei iieucia de la oposición al remate primero y dei pleito 
después, v consisten *n la diferencia de precio que pudo obtener- 
fte entonces con el que puede obtenerse ahora dada la .norme 
desfulorizacion ,|ue ía tierra ba sufrido desde aquella época. 

5° Que ello se comprueba con las «otas que en Ener., de 
1881 y Octubre de 1892 hicieron don Pedro Noceti y don Gui- 
llermo Morliill de tierras ubicadas también eu el pueblo de la 
Ensenada, pero en peores condiciones que ladeUrc.gui.en cuyas 
ventas lo* Tendedores sacaron Ion precios de pesos }i t M centa- 
vos moneda nacional y pesos Í9,»6 centavos moneda nacional 
por metro cuadrado respecr if uniente : mientras que el deman- 
dante sólo ha podido conseguir el precio de pesos ü./,V centavos 
moneda nacional en el remate que por su órden dióel mari- 
nero don Miguel Sancet el 12 de No» iembre de 1893. 

6* Que de los antecedentes expuestos resulta que el remate 
une impidió la dicha Municipalidad no pudo saearse menor pre- 
ño que el de pesos 10 moneda nacional metro cuadrado y 
que comnla»enta realiiada en 12 de Noviembre de 1898 solo 
ge alcaná el de pesos 2,1 3 centavos moneda nacional metro cua- 
drado la Municipalidad adunda por daños y perjuicio, la dife- 
rencia de pesos 7, S7 centavos moneda nacional metro cuadrado. 

7* Que constando el terrea de 4395 metros los daños y per- 
juicios ascienden á la suma de pesos 40.97HJ5 cmtavos moneda 
nacional por la cual suma, su, interese,, y costas procesales se 
interpone formal demanda. 
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8 o Que contestando In acción deducid» la Municipalidad 
Contestó sosteniendo debía desestimarle con especial impo- 
sición i'D costas y agregó q»** para que ella prosperara er* 
necesario que hubiese perjuicios en concepto legal y obligación 
de repararlos en igual concepto, lo cual no sucedía en el sub- 
jitdice. 

9« Que la ¿uspeniiiou del retnatt* fué nn a<to voluntario de 
Uruegui qoe adoj.tó esa molida consultando sus interese-, pues 
el Intendente it limitó á hacer saber » los martiliero* Ara» y 
compañía que la Municipalidad se ctmsiderafta con derecho d 
las tierras que trataban de vender. 

idf Que aunque usf no fuera ella no «sturía obligada á pagar 
la diferencia d^ precio cubrada, porque tal diferencia no oía mu 
consecuencia inmediata prevista y calculada -le t *& pérdida si. -o 

simplemente casual» 

li° Que i i demanda de reivindicación es el ejere,ictn de un 
derechu y en Ul concepto no oodía traer responsabilidades pues 
la Municipalidad ño tiene capacidad para delinquir, 

14° Que la causa se recibid á prueba sobre estos hecho:: a) 
actos practicados por la Municipalidad con motivo del remate 
proyectado por ürcegui : b) perjuicios sufridos por éste y que 
son materia del presente juicio (véase foja 17 vuelta). 

13* Que durante el término legal de prueba *e produjeron tas 
corriente! de fojas W .» M según lo comprueba el certificado 
del secretario (véase foja 36 ráelílf* 

U* Que en este estado el exi-e'liente, las partes produjeran 
sus alegatos de bien probado corrientes fojas 38 á 40 y de 
foja 43 a 47 llamándose «utos pura definitiva, lia llegado el mo- 
mento de dictar sentencia. 

Y considerando : i ú Que so pretexto alguno puede ponerse en 
duda que la Municipalidad demandada impidió el remate que 
para el día 23 de Noviembre de 1891 tenía anunciado don Teo- 
doro Urcegui del terreno ubicado en ta Ensenada, solar A. man* 
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una 91 , pues así resulta de la nota de fojn 34 qne pasó A los 
martiliero* Anin y compañía, 

3° Que si bien es verdad qm- u oposición no llegó á hacerse 
por vías </e ÁecAo no lo ^ menos que esa mediría no fué necesa- 
ria por el acatamiento que dichos martiliero» prestaron a la re- 
solución que se les comunicaba. 

3° Que tampoco pudo hacerse con posterioridad la venta, tan- 
to porque ta resolución indicada debía reputarse subsistente 
cuanto porqueta Municipalidad entabló juicio reivindicatorío 
y es sabido que pendiente él no podía hacerse innovaciones 
respecto de la cosa cuestionada. 

4* Que todo el que ejecuta un h^cho que poT su culpa y ne- 
gligencia ocasiona un daña á otro está obligado á la reparación 
del perjuicio según lo predispone el artículo 1109 del Código 
Civil, cuya disposición no es más que la aplicación del principio 
de que cada uno es responsable de las consecuencias de sus ac- 
tos libres (véase artículos 903, 904 y 906, Código Civil). 

5° Que en el sub-judice ¡a Municipalidad no puede eludir la 
aplicación del indicado precepto amparándose á la determinati- 
va del artículo 43 del ya mencionado Código Civil porque las 
indemnizaciones que cobran no son la consecuencia de un delito 
definido, clarificado y penado por el derecho penal sino emana- 
do de un acto ilícito cual es la oposición al remate primero y 
después el pleito impuesto sobre reivindicación que se dedujo 
impidiéndole asi la venta proyectada. 

<>• Qae menos la Municipalidad puede invocar en su defensa 
e! artículo 1071 , Código Citado, alegando <{ue procedió en ejerci- 
cio de un derecho, cuando ejecntó esos acto» porque et hecho 
ár haber perdido con costas el pleito qu- promovió indica pal- 
mariamente no tuvo ni razón probable para litigar, mucho 
menos para oponerse poi propia autoridad á la realización del 
remate expidiendo a) eUcto resoluciones como autoridad públi- 
ca constituida. 
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7 a Que sentados estus precedentes, sótu resta averiguar si den 
Teodoro Urcegni sufrió perjuicios y cuál era su monto á conae- 
Cüencia de La actitud asumida por la Municipalidad» violando el 
artículo 910 del Código Civil , pues sin derecho alguno restrin- 
gió la libertad del demandante para disponer de lo suyo eon lo 
que incurrió en la responsabilidad de las disposiciones anterior- 
mente oitadas y odt-más en la del artículo 505, inciso 3 o , del 
mismo Código. 

8' Que igualmente es un hacho indudable que don Teodoro 
Urcegui ha sufrido los perjuicios que cobra, porque no tan sólo 
consta >le púb tica notoriedad qui< la propiedad territorial ha sufri- 
do lo* ptírj uitios que cobra, porque no tan solamente consta de 
pública notoriedad nue la propiedad territorial ha sufrid o notable 
quebranto en sus valor -s Uesde1891 hasta la fecha» sino pe sé 
h i acreditado esto mismo con la comparación de los precios obte- 
nidos por tfrcegui en elremate verificado el 12 deNuvíembre de 
1893 con el precio que obtuvieron otros rendedores en los años 
de 1881 y 1892 por terrenos ubicados en la misma localidad y 
en inferiores condiciones como se demuestra en el plano de 
fojal. 

9" Que en efecto, del certificado expedido por el escribano 
Rodrigues Brizuela (véase foja 27) aparece que en 19 de Enero 
«le 1891 don Pedro Nouetti vendió al ferrocarril de la Ensena- 
da, en la traza de ese pueblo, el lote G de la manzana 31 y los 
lotes A» B, C y D de la manzaua 46 por el precio de 200.000 
P «•><►* moneda nacional lo que da el valor de 21 pesos 33 Gentil- 
tos moneda nacional el metro cuadrado* Del certificado de) es- 
cribano Rivarola (véase foja 30) resulta que en Oetubre de 1802 
don Guillermo Morki II rendióal tnnvayde La Plata y Ense- 
nada en la traía de ese mismo pueblo un terreno ubicado en . 
parte del solar C de la manzana 68 por el precio de 5669 
pesos 64 centavos moneda nacional oro sellado lo que da al 
cambio calculado de 330 por ciento un equivalente de 19 pesos 
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96 centavos mona ¡i a nación»! por metro cuadrado. Del certifi- 
cado expedido por el escribano Filgueira (véase foja 39 vuelta) 
resalta que no se realitó por desistimiento de las partes la ven- 
ta que se menciona en la demanda como hecha por duña María 
Laborde á don Enrique Fongion, cuya venta no debe por consi- 
guiente ser tomada en consideración. Puede, sin embargo, te- 
nerse presente que ella tenía el carácter de un préstamo hipo- 
tecario, pues er* celebrada con pacto de retToveutapor «uya r.i- 
lon no podría considerarse coatu precio de La tierra el consigna- 
do en la escritura. 

10° Que no puede sostenerse que los precios en las ventas de 
Nocetti y Morkill, no representan el verdadero vnlor (fe la tierra 
por ser los compradores las empresas del Ferrocarril de la En- 
senada y del tranvav de La Plata y Ensenada que se encuentr-ni 
sujetas ú la necesidad de llevar las vfas por puntos precisoa. La 
observación no es atendible desde que dicha* empresas podrí ;in 
ocurrirá la expropiación y abonar de esta manera el justo precio. 
Si asi no lo hicieron fué sin duda porque encontraron equitativo 
el precio que abonaron en compra particular. 

11" Que don Teodoro Urcegui no lia conseguido en el remate 
de fecha 14 de Noviembre de 1993 más precio que el de % pesos 
43 centavos moneda nacional el metro cuadrado lo que no sola- 
mente po ba sido negado de contrario, debiendo el silencio es lf- 
m¡ir¡>e como confesión (véase ai líenlo 96 de la ley de Procedi- 
mientos) sino que se encnentra probado con las declaraciones 
dt*l martiliero que hizo la venta y del comprador (véase foja 24 
y foja 26). 

12" Que siendo el demandado responsable por esta diferen- 
cia de precio, pu'-s dnn Teodoro Urcegui pudiendo haber vendi- 
do como Nocetti a 21 pesos 33 centavos moneda nacional, ó como 
Morkill á 19 pesos 96 centavos moneda nacional metro cuadra- 
do, t¡m sólo pudo hacerlo á 2 pesos 43 centavos moneda nacio- 
nal cuando desaparecieron los obstáculos que la Municipalidad 
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le opuso para la venta. Kl jusgado estimt equitativa ti indemni- 
zación cidrada . des-te el momento qtie se toma como base de 
cálculo el precio ile 10 pesos moned» nacional reduciendo por 
mitad los precios obtenidos por tos señores Nocetti y MorkiU. 

13° Que es detenerse presente que los rematadores Ario y 
compañía declaran (véase foja 21 vuelta) que en momentos de 
empezar el remate que se suspendió recibió ta oferta de 40 pesos 
por vara en venta particular oferta que no aceptó por estar en- 
cargado de hacer ta enajenación en remate. 

14° Que aunque la valorización de la tierra no haya preve- 
nido de los obstáculos que la Mnuicipafidad puso para su venta, 
la pérdida que el referido don Teodoro Ürceguf ha sufrido por 
la desvalorizacion es consectaria inmediata de no hnberse 
verificado el remate snsnend ido y esto basta para quesea de 
aplicación el artículo 903 del Código Oml. 

15* Que en el supuesto de ser esa pérdida una consecuencia 
mediata de la suspensión del remate, ella sería también impu- 
table 4 la Municipalidad con arreglo al artículo 904, código ci- 
tado, pues la deavalcrtzacion de la tierra era de previ-erte como 
resultado de la crisis que se dejaba sentir con grande intensidad 
en e) país , 

16V Que si la pérdida fuese una consecuencia casual respon- 
derla igualmente d«* ella el demandado como lo dispone el ar- 
tículo 906, código citado, por vi hecho de que la Municipalidad 
practicó un acto prohibido por tas letjet (véase artículo 910 
código citado) cuando mandó suspender el remate. 

Por todo ello, consideraciones y concordantes de los escritos 
de foja 3 y foja A% fallo; ordenando que I» municipalidad de 
esta ciudad de La Plata pague dentro de diez dios á don Teo- 
doro Urcegui por vía de indemnización de daños y perjuicios la 
suma de (f 0.978 pesos 06 centavos moneda nacional) diei mil 
novecientos setenta y ocho pesos setenta y cinco centavos mo- 
neda nacional y sua intereses á estilo de Banco desde el dfa de 
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la demaada, y todo con costa*. Notifíqnese con el origina). Re- 
gUtreseeu el librode .sentencias y repóngase la* fojas, 

MarianoS. de Aurremechea. 



rail* 4* la mmprvmm i'#rl* 

Buenos Aire*. Sloyo 1H de 1899. 

Vistos y considerando: Que según lo i siablecc la sentencia 
apelada, de acuerdo con lo« he boa alegados por el demandante 
y la» concl usíone* ¿que éste llega, 1;: acción uV danos y ¡urjui- 
íiios intentada contra la Municipalidad demanda-i i tiene por 
fundamento un lucho ilícito. 

Que es en ese concepto que se lia promovido fl juicio porque 
el hecho que . se invoca como genera Jor de las responsabilidades 
atribuidas al demandado no se reliere :i los efectos de contratos 
sido al hecho que se dice abusivo de haberse impedido el rema- 
ta de mi bien inmueble del demandante en cuya virtud se coloca 
el caso bajo ta disposición det articulo mil ciento nueve del 
C5digo Civil que regla las obligaciones quit nacen de hechos ilí- 
citos, ya que no hay obligaciones sin causa según lo dice el ar- 
tículo cuatrocientos noventi y nueve del Código Civil. 

Que tratándose en el paso de la demanda de iiidetntiizacínm-s 
por r.ison de causa derivada un acto ilícito así clasificado p-o 
el demaudantf ella no bu podido dirigirse contra la Municipa- 
lidad que no es ni puede ser autora del hecho por no ser capaz 
de dilinquir y que no es tampoco demandablc por arciones civi- 
les por indemnización de daños y .perjuicios procedentes do deli- 
to aunque sus administrador''* lo hubiesen cometido realmente 
y esto aunque el delito hubiese redundado en beneficio de ella 
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si gun lo prescribe el artículo cuarenta y ocbo del Código Civil. 

Que U generalidad de loa términos Buque esta concebido este 
articulo no permita hacer distinciones que él m hace en el sen- 
tido de limitar la prescripción legal a las acciones Hviles por 
daño procedente de delito de derecho criminal como lo pretende 
el actor. 

Que tanto menos puede bacerav esa limitación cuanto que es 
evidente que los representantes de las personas jurídicas no 
tienen la representación de las mismas á fin alguno ilícito y que 
sus actos no son actos de la persona representada sino í iiando 
tos ejecuUn dentro de los límites de su ministerio (artículo 
treinta y seis del citado Código). 

Por esto y de acuerdo eon lu jurisprudencia de esta Suprema 
í 'orte en casos análogos c uno puede rerseen los tomos veintisie- 
te, páginas doscientas dieciocbo y diecinueve ; páginas doscien- 
tos cuarenta y nueve y cincuenta y do», pagina trescientas se- 
tenta y uno; se revoca la sentencia apelada de foja cuarenta y 
uueve y so absuelve al demandado de la demanda <ie foja tres. 
Notifiquen con el origin-il y repuestos los sello* devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABtX BaXAN. 
— OCTAVIO BUHCS. — JUAN E. 
TORRENT. 



aso 



FALLOS DE LA Mll'HEMA COME 



CAUSA 1,11 



¿7 fisco nacional contra don Jorge Latache (hijo) por cobro 
ejecutivo de pegas ; sobre nombramiento de defensor y ape- 
lación. 

Sumario. — No es apulnnle t i auto nombra .do defensor al 
ejecutado ausente. 



Caso, — Resulta del 



INFORME DEL «JEI FFDKKAl 

m 

La Piala, Febrero 3 de 1897 

En ni recurso líe iju< ju 411c ha interpuesto el señor procura- 
dor liseal -11 el juicio ejemtivo que signe por I» administración 
du* Impuestos Internos contra don Jorge Lataehe (hijo) por co- 
bro dedos letras, tengo e) honor de informar á esa Suprema 
Corle : 

Que decr- tadas á petición del. ministerio público algunas di- 
ligencian prérias tendentes n ta seguridad del crédito que se 
reclama se mandó citar por edicto< at demandado Jorge Lata- 
ch- (Liijo) y ni fiador don Auacleto H. Baigorria para que com- 
parecieran á reconocer sus firmas por no ser conocido su domi- 
cilio 
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Vencido el término de lo» «dicto», á petición fiscal, con fecha 
12 de No? iembre último se dicté auto dando por reconocida» 
la-t firiDÉ» de los documentos presentado», y declarándose au- 
sentes á los demandados, se nombró por defensor aldoetur José 
Fonrouge, que es lo que procede como asi l<» tiene declarado 
V. E. serie 3% tomo 18. y serie 3\ tomo 7\ página 43». 

Kl señor procurador tiscil interpuso apelación en la parte 
que se refería al nombramiento de defensor y el juagado diotó 
la siguiente resolución: 

« La Piala, Diciembre 11 de 1896, 

■ Autos y vistos: El objeto sobre que versa la oposición del 
ministerio público, envuelve no concepto por extremo claro y 
conocido en jurisprudencia, y este juxgado en casos análogos, 
ha sentado con precisión la doctrina aceptada uniformemente 
por el concenso del derecho, á saber: la intervención que tiene 
el ministerio de incapaces no implica otro carácter legal qne el 
de una Himple vigilancia en lo» procedimiento» fie los juicios 
que se refieren á la persona y bienes de aquellos; pero el mi- 
nisterio 'público cíe menores y ausentes no tiene la representa- 
ción directa de esto», y a>í, en el fuero real, como en lo justicia 
de excepción, aquel ministerio nn entiende sino promi aclámen- 
te en aquellos juicios. En los procedimientos de la justicia 
provincial como en el fuero federal al incapas ó al ausente se 
le provee de representante legal y el ministerio de menores en- 
tiende siempre subsidiariamente, no es posible involucrar una 
repTeseataoion declarada por la ley subsidiaria y convertirla en 
representación directa. 

< Luego contrista con las leyes de fondo y de forma el qne se 
pretenda qne el ministerio de incapaces sea «1 representante 
legal de todos los que; por ausencia, menor edad ó interdic- 
ción se hallan imposibilitados para el ejercicio de »us derechos 
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civiles, pues resultaría extraño, cuando menos, que el defensor 
¡U menores sea tutor legítimo ó de derecho de todos loa inca- 
pnces. 

€ Esto desde luego no puede ser siquiera objeto de discusión 
y si en otros caso* se ha concedido Apelación al procurador fis- 
cal ha sido simplemente por distracción producida en el recar- 
go del despacho. 

« Pero la demora que ocasionarían estos recursoB A los inte- 
reses fiscales, el jues también esta en el ca*o de prevenirla y 
por esto, no se hace Ingir a la apelación interpuesta por el se- 
ñor pro orador fiscal. 

< M.S. deAurrecoechea », 

Es cuanto puedo informar á V, E. a quien saludo atenta- 
mente. 

Mariano S, de Aurrecoecltea. 

Buenos Aires, Mayo 2Q de 1899. 

Vistos en el acnordo y considerando: Que según resolta del 
informe que precede, el procurador fiscal de La Pl da interpuso 
apelación del auto dictado en et procedimiento ejecutivo en la 
parte que se refería al nombramiento de defensor de los de- 
mandados. 

Que atento los términos del artículo trescientos de la ley de 
Procedimientos y tratándose de un auto de los autorizados por 
la ley en la tramitación del juicio ejecutivo, dicho auto no es 
apeiabl- desde que no ha sido declarado tal por la ley. 
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Por esto se declara bien denegado el Tecurso. Notifiquen 
original y remítase ni juez de la causa para su agregación á )•>• 
autos principales, 

BENJAMIN *AI. — ABEL BAZAS. 
— OCTAVIO lUWCE. 
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Don Pedro ¿\\ ij don Eugenio Illanco, muirá la Municipalidad 
de la Capital por cobro depesos ; sobre competencia 

Sumario. — No corresponde al fuero federal por ratón de la 
materia ia di-manda contra la Municipalidad de la Capital por 
indemnización ó restitución de un terreno ocupado para calle 
pública. 

Caso, — Resulta de las siguientes piezas: 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Abril de 18*9. 

Señor Juez : 

V, 8. debe declararse incompetente para entender en este 
asunto, pues ni por razón de la materia, ni por razón de las 
personas, cae el presente caso bajo la jurisdicción federal. 
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Sírvase V. S. tener por repru lucidas en este punto las con- 
sideraciones del presente escrito de foja, v en el cual se deter- 
mina claramente la acción ordinaria que se instaura contra la 
municipalidad, por reivindica ion de un terreno ocupado por 
ella, 6 el pago de la estimación que anteriormente se hizo uel 
expresado terreno; acción que, regida por las leves ordinarias, 
escupa al fuero federal 1. 

Tampoco corresponde al fuero de V. S. este asunto por ra- 
zón de las personas» pues la Municipalidad es como cualquier 
ciudadano vecino de la Capital de la República cuando litiga 
como demandante ó demandado con un eiudadano y vecino de 
la Capital, es decir, está sujeta al fuero local y común. 

Estas consideraciones y las expuestas en el escrito que dejo 
citado, son las que me inducen á pedir lo que dejo expresado. 

J. Ifotet. 



Valla M Jim» Federal 

■ 

Buenos Airea, Abril 13 de 1880. 

■ + 

Autos y vistor : Para resu ver sobre la competencia de este tri- 
bunal para conocer de I» presente demanda; con lo expuesto y 
pedido á su respecto por el procurador fiscal. 

Y considerando : i* Que pura dar acertada solución á esta 
cm-stion es necesario, ante todo, lijar las reglas generales sobre 
que descosa la materia de competencia del fuero federal. 

3» Que para el efecto, es procedente tener presentes las pres- 
cripciones de los artículos 100 y 101 de la Constitución Nacio- 
nal, por ser ellos los que enumeran los casos en que correspon- 
de entender á los tribunales federales. 
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3 o Que, por otra parte, no debe perderse de vista que el fuero 
federal es de excepción en oposición al de los tribunales locales, 
que es al ordinario común i y siendo aquel de excepción, está 
limitado á loa casos taxativamente urwvistns y determinado* 
jiur la constitución y la ley, 

4 o Quf, además, debe tenerse en cuenta las disposiciones de 
la ley de jurisdicción y competencia de 14 de Setiembre de 
1803, que enuméralos casos o, ue caen bajo la jurisdicción de 
los tribunales federales, 

5° Que la competencia de éstos reconoce como causa genera- 
triz o tu distinta nacionalidad, ó la distinta vecindad de loa li- 
tigantes, ó la materia de la causa, quedando fuera del radío de 
la legítima acción de aquéllos, todos l«>s no comprendidos den- 
tro de las disposiciones pertinentes de los ja citados artículos 
de la lej fundamental de la nación y de la ley de jurisdicción y 
competencia mencionada ilel año 1869. 

frQue, como consecuencia fie ser et fuero federal, fuero de 
eioepoion en oposición al ordinario ¿común, existe la disposi- 
ción del artículo 1*de la ley de Procedimientos nacionales de 
14 de Setiembre de 1863, según ta cual : ti La jurisdicción de 
los tñbañaies nacionales.,, no es prorrogable sobre personas y 
cosas ajenas de ella, aun cuando las partes litigantes conven- 
gan en la prorrogación. 

7* Que establecidos estos antecedentes, corresponde interro- 
gar, si el presente caso está comprendido dentro de algunos de 
los mencionados por la constitución ó por la ley de jurisdicción 
y competencia de 1863 ó cae bajo la competencia de este tribu- 
nal ratione materia* 

&> Que no se percibe razón alguna que incluya al oasojuó- 
judice entre lus de la justicia federal, pues no surte fuero, ni por 
distinta nacionalidad ni por distinta vecindad ni por razón de 
la materia, pues los Litigante* son de la misma nacionalidad ar- 
gentina, sonde igual vecindad de ta Capital federal, y no surte 

ti LIXTIII 



E ' 

386 FAlLU» PE LA IlUPflBHA ^UMIE 

fuero raitone materia!, en la hipótesis iuexacu de que se tra- 
tara de expropiación como ha entendido, al parecer, le Exma. 
Cámara de apelaciones de la Capital. 

9° Que se trata de un juicio ordinario por cobro de pesos, en 
el que deben aplicarse las disposiciones del derecho común, eon 
sujeción a lo dispuesto por el inciso *>, del artículo I o , de la 
carta fundamental de la República. 

ÍO* Que de todo lo expuesto s* d aprende claramente que el 
caso sub-jtulicc no cae bajo la jurisdicción y competencia de éste 
tribunal. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictámen fis- 
cal, cstejuEgado, se declara incompetente para conocer de la 
presente causa; debiendo en su mérito, los Interesados, ocurrir 
donde corresponda en derecho. 

Repuestos que sean los sellos, notifíqnese original y archívese 
el expediente, cas.) de no ser recurrida esta sentencia. 

Asi lo resnelvoeii Bueno» Aires, Capital de la República Ar- 
gentina, fecha uí mpra; 

P. Olaechea y Álcorta. 



VISTA DEL SEBOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 9 de lftft». 

fk Las constancias de autos resulta que la parte que pro mue- 
re estas actuaciones es ciudadano j reciño de este municipio, 
y que la acción se instaura contra la Municipalidad, que legal- 
mente inviste las mismas condiciones. 

Por otra parte, la acción instaurada es de derecho común y 
corresponde por ello á la justicia ordinaria. 

La uaturaleaa excepcional y circunscripta del fuero federal no 
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permite hacer extensiva su aplicación á otros casos que los ex- 
presamente enumerados pnr la ley -le competencia de los tribu- 
nales nacionales de 14 de Setiembre de 1883, como lo han es- 
tablecido los fallos de V. E* Por ello pido á V. h). 8e siria 
confirmar por sus fundamentos, el aato recurrido de foja 34 
vuelta. 

Sabiniano iter t 



ralla 4* la 



Buenas Aires, Ma>o 3Q da 1899. 

Vistos y considerando: Quo de los antecedentes invocados 
por Ja parte actora, resulta que el terreno de qm- so trata fio se 
halla bajo su posesión y dominio, pues se reconoce que m él 
existe una calle pública, abierta por la Municipalidad, abusiva 
y arbitrariamente, según lo pretende el miBmo demandante. 

Que, por Consiguiente, no se trata propiamente de un juicio 
de expropiación que supone en el expropiado el ejercicio de esos 
derechos, ainó del pago de una indemniiaciun de la ocupación 
llevada á cabo por Ja Municipalidad 6 en su defecto de lu resti- 
tución de la fracción de terreno convertida en calk-, reconstruc- 
ción del muro que cerca á la propiedad, que fué derribado, y los 
daños y perjuicios oi-asioiudos por tai cansa, como claramente 
lo pide el actor en su demanda. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, con lo resuelto por esta Suprema Corte en 
casos análogos (tomo cincuenta y qno, página trescientas seten- 
ta y seis, y resolución de fecha cuatro de Mayo corriente en la 
causa de Manterola contra la Municipalidad de la Capital), 
y por sus fundamentos concordantes, se confirma con costas el 
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wto apelado de foju treinta y cuatro ruelta. Notifiquen con 
el original, y repuestos lo» sellos, devuélvase. 



— OCTAVIO OTÍMJR. — I«A» E - 
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£t líseo nocúmoi «mln el Ferrocarril del Sud de la provincia 
de Buenos Aires, por defraudación de derechos fiscales ; sobre 
apelación denegada, 

Sumario. - Eti lo. procesos criminales, el t*™»™ P w » 
tii de lai providencias interloc.itomt es de tres dias, tín que 
esto pu*da «riar por la circunstancia de sostener el apelante 
que el asunto corresponda si procedimiento civil. 

Caso, _ Resulta del 

UtrORMK DCL JDU FED1UL 

Suprema Corte : 

M el espediente que el señor procurador fiscal tigae contra 
1» empresa del Ferrocarril del Sud, por defrandacion ala re»U 
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bacal, este tribunal dicto una resolución interlocutoria resol- 
riendo anos incidentes «i.- competencia de jurisdicción j defecto 
lega* en la demanda. Dicha resol ación, que lleva fecha 4 de 
Abril último, le fué notificad* al representante de la empresa 
en 8 del minino, y con fecha 1* interpuso el recurso de ape- 
lación para ante V. E., recurso que le fué denegado, por tra- 
tarse de una providencia interlocutoria y haber sido interpues- 
to fuera de término. 

Es cuanto puedo informar á V, E. 

Gervasio F. Granel. 



Bueno» Airo». Hayo SO de im. 

Vistos en el acuerdo j considerando: Que, según resulta del 
informe que precede, el inferior denegó la apelación por haberse 
ded acido ó los cinco días de notificada la parte de la reeolueion 
que la motivaba. 

Que el juagado al proceder así, aplicaba el artfealo cuatro- 
cientos cincuenta y cinco del Código de Procedimientos Crimi- 
nales, en raion de tratarse de nnu resolución interlocutoria 
sobre 1* excepción de incompetencia y defecto legal en la de- 
manda prometida en un juicio por defraudación á la renta 
fiscal. 

Que la circunstancia de que se sostuviera por el recurrente 
la competencia de la justicia civil, y que el procedimiento debía 
■er el civil, no lo entontaba i deducir el recurso en los térmi- 
nos de dicha ley «ivil, toda vei que, habiéndose pronunciado el 
inferior por la competencia criminal, no depende de las partee 
modificar la situación creada por dicha resolución. 



390 FALLOS UE LA BtPKEMA COHTE 

Por tato se declara bien denegado el reeorso, Notíffqtiesc 
original y repuesto los sellos, disuélvase al juez de la causa 
pura su agregación ,í los auto* principales. 

BKNIAHIH PAX. — AUL BAlAH. 
— OCTAVIO MJNGE. — JUAN 
E. TOHHBNT. 



Don José ¡H. Item tez contra don Nitjuel Cano ; sobre cobro 

ejecutivo útt peaos 

Sumario. — No siendo probadas las «icepcioues, debe lie* 
vnrse la ejecución adelante. 



Caso. — Lo eipHc;i el fallo de ía Suprema Corte. 



Dueños Aires, Uarzo 37 de 1899. 

l r visios : para resolver sobre las eicepcione^ de (¡ni ta y es- 
pera interpuestas por don Miguel Cano un la ejecución que le 
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ligue don Josétt. Benitei, y considerando: Qob se recibieron 
i prueba esas excepciones, así eomo la nulidad que alegó Cano 
de torio lo actuado; que como no han producido otra prueba 
que la confesión del ejecutante Benitei que corre i foja.,.; 
que de las preguntas absueltns nu resulta probada ninguna de 
las excepciones opuesta» por Cano, ni la de quita, ni la de cape- 
ra: que tampoco se ha aducido argumento alguno que funde la 
nulidad adjunta por Cano de las actuaciones de foja..., desde 
que se ha observado los tramites prescritos por la lej procesal 
de 1 i de Setiembre de 1HG3, sin que sean aplicables en manera 
alguna como lo pretende Cano, las prescripciones del Código de 
Procedimientos de la Capital, que cita en bu escrito de foja 99. 

Por estos fundamentos se declara improcedente la* excepcio- 
nes opuestas por el ejecutado Cano, debiendo, en su mérito, 
II erarse adelante la ejecución, con costas al ejeculado. 

Repónganse los sellos. 

P. Olaeckea y Átcorta. 



MI» 4» Mi Iwprtia 

Buenos Aires, Mayo ¿O de 1890. 

Vistos y considerando : Que I» presente ejecución se funda 
en el pagaré de foja una que se baila concebido i la orden, es 
de pialo vencido y contiene la obligación de pagar ana cantidad 
determinada de dinero, cuya firma ha sido dada por reconoci- 
da en rebeldía del ejecutado (auto de foja ochenta y seis 
vuelta). 

Que en consecuencia el procedimiento ejecutivo e ta auto- 
rizado por loa artículos doscientos cuarenta y ocho, doscientos 
cuarenta y nueve, inciso quinto, y doscientos cincuenta de la ley 
de Procedimientos. 
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Que la excepción de nulidad opuesta bot el ejecntado, fonda- 
da «n la falta de embargo, no ea procedente por cnanto consta 
de autos que aquel ae ha trabado en el mismo bien embargado 
ante la justicia federal sin reclamación por parte del deudor. 

Que es también improcedente la excepción de inhabilidad de 
título por tratarse de una obligación sin causa, en la hipótesis 
de que ella pudiere oponerse en el presente caso, por cnanto el 
documento de foja una expresa la causa de la obligaron y dicho 
documento se ha deuUruilo debidamente reconocido cnn arre- 
glo á los artículos mil veintiséis y mil veintiocho del Código 
Civil. 

Que no han sido justificadas en manera alguna las excepcio- 
nes de espera y quita qne ha alegado también el deador. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia «pelu- 
da de foja ciento diez y nueve, se confirma ésta, con costas, no 
haciéndose lugar al renirso de nulidad por no haberse invo- 
cado ni aparecer causa legn! alguna que lo haga procedente. 
Notiflqnese con al original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAC. — ASKL BAZA N . 
— OCTAVIO MJNGB. — JUAN 

t. TonttEirr. 
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Don César Ciacchi contra don Mro Gartland, por daños y 
perjuicios ; sobre itt fracción <¡ la ley (le sellos y apelación 

Sumario. ~ Debe declarar se mal uonru-dido el recurso de ape- 
lación, si se interpuse después del término legal 

£ as0t _ Resulta de las siguientes pieíSB : 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Bueno* Aires. Hayo 4 de 1896. 

Señor Juez : 

El contrato de foja 1 que fersa «obre una suma de 50.000 
pegos moneda nacional, aparece contraído en 6 de Setiembre di* 
Í8B1 v, seguu en el mismo se <ispecinVa, ha debido durar hasta 
fiot'sde 1808. Entre unuy otra.fecha hay pues, seis periodos de 
90 días, contando la fracción correspondiente á dos dias de Se- 
tiembre como un trimestre antes por establecerlo así el artí- 
culo 4 o de la ley de sellos rigente. Con arreglo a ese término y 
ala encala del artículo 2? de la misma ley el documento referi- 
do ha debido extenderse en un sello ignal á pesos 50 por cada 
90 días 6 sea de un valor total de 300 pesos moneda nacional. 

Como se te, lia sido otorgado en un sello de un peso moneda 
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nacional, y, por consiguiente, la diferencÍ4 entre rl impuesto 
pagado y el que ha debido pagar es de 399 pesos moneda na- 
cional. 

Sobreestá última cantidad debe aplicarse una multa igual á 
diei veces au valor á cada uno de Jos que otorgaron ó admitie- 
ron el documento en tales condicionen, d* acuerdo cun lo dis- 
puesto en el articulo 57 de licitada ley de sellos. 

Dignes* V. S. us[ resolverlo, 

J. BoteL 

fr*tl* de» Jims r#4er*i 

Bueno* Aires, Mayo U de IS^S. 

Cúmplase sin más trámite el precedente dictamen del procu- 
rador fiscal. Repóngase la foja. 

P, Oiacchea y Alcorta. 

VISTA HKL PKOCUKADOR FISCAL 

lluetis Aires, «ayo 13 de 1898. 

Señor Juez t 

Si bien .-s cierto que la ley de la materia exime de sellos A 
algunos diicumentos relacionados con otros, en que se haya 
pagado el impuesto respectivo, no puede aceptarse que para 
acoger*» á ese beneficio, baste lasóla enunciación » afirmación 
de la parte interesada. 

Iva lo que sucede en este caso. El recurrente no ha probado 
que se haya pagado el impuesto en otros documentos á que alu- 
de, y este ministerio, ii teniéndose á las constancias de autos, 
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que es lo único <i«e debe teuer en vista y los dispuesto por la 
ley, en l.i parte que cita en nú dictamen de foja 22, sostiene Las 
conclusiones de! mismo por lo que considero que no huj ratón 
para modificar ó revocar el auto de V. S, de foja 23, aplicando 
la malta correspondiente Rn cnanto al importe del sello en que 
n i debido extenderse el contrato de foja l f tampoco acepto qui- 
sca el que corresponde al uno por mil, por cuanto bien clara- 
mente se desprende de su contenido, j principalmente de su 
cláusula 1\ que bar una promesa de pagar en plazo determina- 
do y no consta, como he dicho, que se hayan formulado otros 
documentos parciales e<i que se haya satí-fecho el impuesto. 

flotel. 

.%»*• «el Jmdi r«4c»l 

Bueno* Aires, Hayo 14 de 1896. 

A mérito de lo dictaminado por el señor procurador fiscal en 
la precedente vUta, estése el recurrente a lo resuplto áfoj;i 23. 
Repónganse los sellos sin mí* trámite 

P. Otaechea y Alcor ta . 



VISTA DSL SESOK PHOGUhAUah F|S€AL 

Bueno* Aires, Hayo Í4 de 1898. 

Señor Juez: 

Lo expuesto en el procedente escrito, en nada puede modificar 
la opinión que be formulado al respecto, pues es una reproduc- 
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oion de lo que el recurrente había inanif estado aatt-riormente, 
con U única diferencia de la diligencia que solicita sobre com- 
parendo del señor Gartland á la que, sin oponerme no atribuyo 
mis importancia que lado disminuir en pequeña parte U mnlta 
del documento de foja 1 . 

V. S. resolTi-rA sobre ese pedido y mientras tanto, reproduz- 
co itqui las conclusión*-* de mis anteriores vistas en que soste- 
níu que el documenta de foja I ki t debido eitemlerse en un sello 
de 300 pesos moneda naeional. 

J. Hotel. 

Buenos Aires, Marzo 2fi de 189U. 

Autos y vistos : En virtud líe las consideraciones de la vista 
del señor procurador fiscal de foja %±, de luí de foja 25 y de la 
de foja 29, niépass la revoo-itori» solicitada y concédase en re- 
lación la apelación interpuesta, elevándole los autos ante la 
Suprema Corte nacional en la forma de estilo. Repónganse los 
sellos. 

P. Olaechea y Alcor ta. ■ 



VISTA DIL UflOn PAOCDHAUOR GERE.RAL 

Dueños Aires, Julio 8 de 1898. 

Suprema Corte 1 

De las constancias de autos aparece que, el documento de foja 
1, oaya duración comprende seis periodos de 90 días, de acuer- 
do con lo dispuesto en el articule 4° de la ley de sellos vigente, 
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debió Bt-r extendido on el sello de 300 pesos, al tenor de la es- 
cala que establece el artículo 2* de la ley citada. 

No consta er. autos la existencia del documento original en 
el sello legal, ni se ha comprobado debidamente este requisito. 
Tan sólo exilien, al respecto, las afirmaciones de la parte inte- 
resada, corrientes á foja H vuelta foja 26 vuelta y ú foja 49 
vuelta. , 

De lo expuesto, resulta pasible cada alude lo^que otorgaron 
ó admitieron el documento de la referencia, de la mnlta esta- 
blecida en el articulo 57, en concordancia coa lo piescripto en 
el artículo 49 de la mencionada ley de la materia. 

Por ello, pido á V. K. se sirva confirmar, por sus fundamen- 
tas, el anto que corre á foja 28 vuelta, recurrido ante V. E. á 

foja 30. kr . 

Sabtmano Kter. 



Palto «e l* tssf i»! Ctorto 

Buenos Aires, Mayo $0 de 1899. 

Vistos y considerando: Que el anto de foja veinticinco fué 
notiücado al recurrente con fecha seis de Mayo, no importando 
el de foja veintiocho vuelta sinó la reiteración de aquél. 

Que, por consiguiente, la apelación deducida á foja veinti- 
nueve, eon fecha diei y ocho del citado mes de Mayo, ha sido 
interpuesta después del término legal para hacerlo (artículo 
doscientos ocho de la ley de procedimientos). 

Por esto se declara mal concedido el recurso. Repuestos los 
sello*, devuélvante. 

SSMAHIH PAZ — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO 1URGB. — JUAH 

i. Tonnwrr. 
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Don ÁityuHto Virareiti contra don Mcohts Mihamvieh 
sobre daños y perjuicios 

■ 

Sumario. — El individuo de la tripulación que estando en el 
servicio del buque na sido lesionarlo, debido á causa de fuerza 
mavr>r, nn tiene más derecho contra el armador, que el de co- 
brar los gastos de curación y cunvaleceiicia, y los sueldos has- 
ta el (lia en que sanó, y con diez días de convalecencia. 

Caso. — Lo explica el 

Uúimófl Aires, Marzo 30 de 1898, 

Y vistos: estos autoa promovidos por don Augusto Virareíli 
contra don Nicolás Mihanovich, snl)re indemnización de danos 
y perjuicios, resulta : 

1* Don Augusto Virareíli era tripulante del buque nacional 
t Eduardo Madero », el 7 ile Octubre de 1886, en cuya fecha el 
citado buque navegaba para la Asunción del Paraguay. A las 
tres pasado meridiano /arpaba de Martin García, donde fondea- 
ra momentos antea por falta de viento. La tripulación trabaja- 
ba en levantar el ancla, virando la cadena al molinete por me- 
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dio <Je las manijas ite éste. Dicho molinete defectuoso de suyo, 
lo era más en tai momento para trabajar á man» y no á vapor 
como debiera haberlo ordenado el capitán en las circunstancias, 
de mar y Tiento, que era de oleaje y fuerza. La falla de len- 
güetas ó castañuelas en el molinete, con La marejada y la insu- 
ficiencia de la tripulación, se desmandó el tambor de aquel, lo» 
hambres no pudieron sujetar las manijas y re volviéndote éstas 
violentamente, lesionaron .« var ios marineros, y, mis gravemente 
que á los demás* ni demandante, quien fué volteado repetidos 
vece», sufriendo graves lesionas internas y fractura de huesos 
en la pierna derecha» 

Conducido el artor i Buenos Aires por el vapor « Conde Kal- 
moki », fué transportado al Hospital Italiano, donde permane- 
ció en cama sesenta dias, saliendo después inútil para el traba- 
jo, no habiendo recibido del demandado, el pan* de su salario, 
indemnización ni asistencia. 

Tales son los hechos en que se funda la demanda, pasando 
luego el actor á demostrar qne el accidente se ha producido por 
deficienoia del molinete, y en 'consecuencia son á cargo del arma- 
dor 6 propietario del baque las consecuencias de tal hecho y 
esta eu el deber de indeuiniiar los daños causados; que son en 
primer término, los gastos originados hasta obtener la curación 
y salir de la asistencia médica que ella requiera, además et im- 
porte do su salario que deja de percibir por consecuencia de la 
miema; y en segundo término, de la inutilidad perpétua en que 
queda para el trabajo que constituía el medio de su subsisten- 
cia y la de su familia, pagándole una cantidad que, capital ¡in- 
da, sea productora denos r.-nta que compense aquella pérdida. 

Entra en seguida á demostrar la responsabilidad del deman- 
dado a la luí de los principio* de nuestra legislación, y termina 
pidiendo qne en definitiva se le condene al pago de la suma de 
30.000 pesos moneda nacional legal, en que estima los daños 
y perjuicios que personalmente se te han ocasionado, con moti- 
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vo de las lesiones sufridas, sus interese» legales desde U fecha 
de la demanda, y las costes del juicio. 

* Corrido traslado de ta demanda, fue evacuado á foja 12 
por el representante del señor Nicolás Mihanovi.-h. en los si- 
guientes términos: «que de los hechos expuestos por el actor, 
sólo es exacto que Virarelli era tripulante del buque nacional 
« Eduardo Madero » y que en f iaje, éste, al zarpar de Martin 
García ocurrió el accidente que se menciona, lesionando á tres 
de loa marineros; pero son falsas las circunstancias de que se 
rmlea el hecho, como asimismo otros que se relacionan >. 

Que habiendo tenido que fondear et buque en llartin Gurcfa, 
por falta absoluta de Tiento, sobrevino después una fuerte tor- 
menta, laque se esperó que pasara para emprender nuevamente 
viaje, en cujas circunstancias el patroii ordenó levar el ancla 
poniéndose á la maniobra los tripulantes necesarios entre los 
cu.» les se encontraba el demandante Virarelli y el mismo patrón. 

Que en el momento en que la cadena había sido enrrollada 
ha*ta su mitad próximamente, soltaron lus manijas del moline- 
te síii avisar al patrón que tenía el ttop ó sea el fierro con que 
se sujeta el molinete. 

Que sin la resistencia que naturalmente ofrecía la fu en» 
de los hombres, el peso del ancla gira en sentido contrario 
el molinete, y las mismas manijas de éste, abandonadas por lo 
que debían sujetarlas, dieron una ó dos vueltas hasta que el 
patrón las contuvo con el stop, y causaron las lesiones mencio- 
nadas. 

Que conducido el herido al Hospital Italiano, fue asistido y 
curado por órden y cuenta del demandado que ha abonado los 
respectivos gastos. 

Que es inexacto que el molinete fuera defectuoso, pues se en- 
contraba en perfecto estado, siendo de la clase de lo* colocados 
en muchas embarcaciones; de los que en lugar de lengüetas tie- 
nen stop. 
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Que es igualmente ínexactu que el buque no lloraba toda su 
tripulación; y finalmente, que el guinche a vapor en esta clase 
de buques sólo función» en los momentos de carga y descarga 
que es para lo que se encuentra destinado. 

Termina el demandado exponiendo que el accidente sólo es 
imputable ti la acción del demandante y el caso su halla regido 
¡> >t las disposiciones del Código Civil contenidas en el articulo 
4°, por cuya razón debe rechazarse con costas la acción instan- 
rada. 

S° A foja 15 vuelta, recibióse la causa á prueba para la ju$- 
tihcacion do los hechos alegados en la demanda y contestación, 
habiéndose producido la que expresa el certificado del actuario 
corriente i foja SI vuelta, y la agregada posteriormente, y & 
que se refiere los respectivos alegatos de las partes. 

Y c nsidcrando: I a Que es un hecho reconocido en la con- 
testación a la demanda que el accidente se produje á bordo del 
buque nacional «Eduardo Madero», resultando lesionado el 
marinero Augusto Virarellí. 

2° Que para establecer ¿quién in-utnhe la responsabilidad 
en tal caso, es necesario examinar si de la prueba producida 
resultan comprobados los hrchos alirmados en la demanda y 
contestación. 

El actor, ¿ foja 18, solicitó diversas medidas de prueba que 
fueron ordenadas y cumplidas. La primera se refiere i la agre- 
gación de las actuaciones levantadas ante la Prefectura Marí- 
tima con motivo del accidente, de tai cuales se remitió copia 
en forma, que corre á foja 38. Da ese sumario aparece la decla- 
rucíon de Virarellí prestada durante su asistencia en el Hospi- 
tal Italiano, y de cuyos términos, olaros y precisos resulta: 
Que aquel se hallaba formando parte de la tripulación del 
■ Eduardo Madero », y a su bordo el dia 7 de Octubre de 1406, 
y va circunstancia qui> ayudaba a sus demás compañeros á vi- 
rar el ancla, se corrió el molinete pegándole con el perno en el 
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pecho ? derribándole al suelo, Anide recibió un golpe fracturin* 
dose la pierna íiquierda. 

Preguntado «o el acto de su exposición ai culpaba á alguien 
por ese hecho, contestó: «Qne no, pues ha sido nn accidente 
casual ». 

El primer paso dado para el esclarecimiento del hecho, nos 
revela qne éste se produjo en condiciones qne alejan la suposi- 
ción de que el factor principal fuera la culpa ó negligencia de 
las personas i quienes se tes atribuye responsabilidad en la 
demanda. 

Las diligencias preliminares practicadas por la Prefectura 
■on las iiue corresponden en estos casos para el esclarecimiento 
de los hechos denunciados y por serlo ante una repartición pu- 
blica de su importauciu, forzoso es reconocer la que refute en 
la prosecución del juicio. 

Leí segunda diligencia se refiere al libramiento de un oficio 
al se ñor juet federal en lo criminal en los mismos terminasen 
qoe ti precedente, y <jue no dió resultado, según consta del oti- 
cio corriente a foja 10, 

La tercera, fué cumplida eu los términos que expresa eí infor- 
me de foja 35, del cual resulta: Que Virarellí se alojo en el 
Hospital Italiano el día 8 de Octubre y fué dado de alta el 7 de 
Diciembre, curado y con dieí días de convalecencia, habiendo 
pagado la pensión por los días de estudia en dicho estableci- 
miento el señor Nicolás Míhanovkb. 

La cuarta se refiere al estado físico del herido sobre la cual 
se han producido loa informes médicos que obran á foja 0» y 
foja 102. La quinta y seita. A posiciones y declaración de tes- 
tigos, y la séptima, á un reconocimiento pericial del molinete 
de la goleta. 

3» Que en cuanto á los informes de los facúltateos nombra- 
dos por los interesados, forioso es reconocer, en presencia de sus 
conclusiones contradictoria?, que el elemento único por an ca- 
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rácter de imparcialidad en que puede «poyarse una decisión ju- 
dicial respecto ¡í las condiciones físicas en que se encuer*- a 
Virare) li después del accidente, es el informe remitido por el 
administrador del Hospital Italiana, que dii-e : < Rl enfermo, se- 
gún resulta de los registros mismos, ha sido dado de alta curado, 
con diet días de convnlecfucia, 

4 o Que pasando al est udio de la prueba te* timón ¡al producida 
por el actor, la cual *e reduce á ta declaración det testigo An- 
gel Rolla (foja 91), y posiciones absueltas por el demandado á 
foja 105, resulta que, «parte de ser singular, la primera eS con- 
traproducente para el actor, pue.sc* que de ella resulta demos- 
trado qne al levar el ancla se hallaba toda la tripulación del 
buque oi-upada en esa maniobra, incluso quien, si gun lo eipresa 
el mismo testigo Rolla, no tuvo absolutamente culpa en el acci- 
dente, atribuyendo sus fatales con secuencias tan sólo ú defectos 
del molinete. 

Las posiciones abauelUs por el demandado tampoco favorece» 
las pretensiones del actor; de modo que, sólo qiied;* en pié un 
hecho sobre el que reposa la acción instaurada para deducir la 
responsabilidad en que por la ley ha podido incurrir el duañu ó 
armador del buque, y sobre el cual lúa constancias de auto* 
suministran la prueba plena para apreciarla. Ese hecho se re- 
Rere al estado en que se encontraba el molinete cuando se pro- 
dujo el accidente y es propiamente dicho la base única en que 
se apoya la demanda. Pues bien, la pericia practicada por ¡os 
señores Durand y Vueassovíoh, peritos designados por las par- 
tes, viene á demostrar de una manera evidente, qne el eipresa- 
do molinete «es de sistema moderno, completo en todas sos par- 
tes, se encuentra en buen estado, es de seguro y fácil manejo, 
son suficientes tres personas para virar y levantar el anclacon 
tiempo normal », no habiéndose producido prueba en contrario, 
que destruya esta afirmación , 

Quiere decir, que si al verificar aquella operación en tiempo 
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anormal se empleó toda la tripulación adoptándose la* precu li- 
ciones que exigían las circunstancias, cada uno de los tripulan- 
tes esto»* en el deber de observar y conocer los elemento* de 
que disponía en ésos momento» por su propia conservación y la 
de sus compañeros, pm-sto que si, como lo ti ice Escrietae *-* 
unti desgracia que los hombres estén expuestos ú ser negligen- 
tes, imprudentes ó indiscretos, es mucho más justo que el muí 
de la imprudencia, negligencia 6 indiscreción recaiga sobre el 
que la ha cometido, que no sobre el que ninguna parle h¡i teni- 
do en ella. 

La tripulación de un buque debe ser gente amada a la ma- 
niobra y dirección del mismo, porque á su d) streza y compe- 
tencia estin subordinad us todas las contingencias de la nave- 
gación, la suerte de los pasajeros y los intereses que se les 
confían. 

Este hecho está demostrado elocuentemente por la actitud 
del testígn Rolla, presentado por el actor, quien dice; #que se 
negó Ó continuar prestando sus servicios á boido, porque el pa- 
trón pretendía hacer trabajar en él á los marineros heridos en 
el accidente ». A ser cierta esta aseveración, es digno de obser- 
varse qne no guarda consecuencia muí los propósitos del testiy» 
que debió teuer la* mismas rai mes para negar-- á trabajar 
con el molinete, desde que éste, á su juicio era defectuoso y 
ofrecía un peligro para los que le manejaban. 

No se concibe la despreocupación con que se trabaja aun en 
los momentos de mayor prueba sin» fuere que 'o* hábitos ad- 
quiridos por los marinos en la locha constante con los elemen- 
tos, puede decirle, que los identifica con el peligro. 

¿No es lógico suponer que lo» tjue se ocupaban en una ma- 
niobra peligrosa á causa del estado del tiempo, debían conocer 
los elementos de que se servían, adoptando las precauciones 
necesarias á fin de evitar cualquier accidente ? 

Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno 
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< onocimietito de las cosas, dice nuestro Código Civil (ait. 90ft) 
mayor será la obligación que resulte de las consecuencias posi- 
bles de los herbus. 

Las eoiiseciienrias mediatas, diré el mismo código, de los 
hechos libres son también imputable» al autor del herbó cuan- 
do las hubiese previsto y cuando empleando la debida atención 
y conocimiento de la cosa haya podido preverlas. 

Pero etl el taso que la prueba producida ba demostrado que 
tijpafelli no trabajaba impulsado por ningún acto <le violencia 
ilé piríe del patrón riel buque, sinó que lo hai ía ci.mo éste y 
loa demás marineros, sin preve r ninguna consecuencia funesta 
y con el n ¡(toral abandono ó indiferencia que eiiste ruando se 
lia habituado uno -\ los elementus de que dispone para p! tra- 
bajo. 

No selia demostrarlo en el curso de este pmceao, que haya 
habidu nunca ni siquiera una protesta de la tripulación moti- 
vada por el peligro que pudiera existir éri él defecto del molí 
mate ú otros accesorios del buque, lo que demuestra que su 
estado no ofrecía peligro ó por lo menos permitía hacer oso di 
él con las precauciones consiguientes. 

Pe ro no debemos ocurrir a estas conjeturas para encorttrat 
la verdad, puesto que el informe de los peritos á que antes se 
ba hecho referencia, resuelve la cuestión sin dar logará lame- 
ñor duda, 

Al actor le incumbía hacer la prueba sobre el hecho ñ cosa 
que negare el reo "1 cual debe sel absuelto no probando aquel 
lo negado. 

9i la causa generadora del accidente fué la impotencia del 
raolinere, como pretende demostrarlo la demanda ese hecbo no 
ha sido probado [llenamente para que pueda determinarse l > 
responsabilidad en que por su culpa ó negligencia pudo incurrir 
i-I demandado, de manera que se impone su absolución puesto 
que si la persona & quien se concede el uso de ona cosa U em- 
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pita de ordinario al objeto á que está destinada y no ¡i otro 
distinto, j se sirve de ella poique la considera útil 6 adoptable 
a ese fin, forzoso es reconocer que no puede culpar i nadie del 
daño que sobreviniere por casualidad. 

Se trata, pues, de un hecho subordinado á ln fuerza mayor que 
no se puede prever ni resistir. 

5 6 Que con arreglo i tas disposiciones del Códigu de Comer- 
cio, aplicables en este caso y contenidas en l.*s artículos 1010, 
1ÜH, 1012 y |0»$, ta única indemnización que el demandado 
debe al actnr, consiste sólo en el pago de torios lo* gastos de la 
Curación y convalecencia del ofendido, y de tudas las ganancias 
que ésto dejó ile hacer basta el dia de su completo resiableci- 
miento y que consiste en los sueldos que se le devenguen hasta 
el di» en que fué da<Jo de alta del hospital, curado y con diez 
días de c onvalecencia. 

Por estos fundauieutoü y concordantes del alegato foja 118, 
fallo: absolviendo de la demanda ádon Nicolás Hihauoviolt, con 
declarucion Je que sólo está obligado ;í pa^ar ádon Augusto Vi- 
rarelli sus salarios hasta diez dias después de su talida del Hos- 
pital Italiano» y los gastos que baya originado su curación hasta 
La fecha eti que fué dudo de alta, «in especial condenación en 
costas por no encontrar mérito para aplicarla. 

N'o ti fíq uese con el original y repónganse las fojas. 

f\ Oiaechca y Akorta 
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Buenos Airas, Hayo Ái de 18». 

Vistos y considerando: Que las constancias de autos no dejan 
lugar ú duda de que el accidente que causó las lesiones del de- 
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mandante ha sido el resultado de un hecho de fuerza mayor-ie 
que no puede responsabilizarse al demandado. 

Que las lesiones sufridas por el demandante no bao produci- 
do el efecto de inutilizarlo, siendo así exacto que sólo tiene de- 
recho a las prestaciones que á au favor declara la sentencia ape- 
lada, desde quu, por otra parte, no eziste arción ii omisión im- 
putable al demandado, como serla preciso para obligar á ésto 
á otras indemnizaciones (artículos mil setenta y tres t - mil ciento 
nueve y mil ciento treinta y tres del Código CítíI). 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento cuarenta y cuatro, se confirma ésta con costas. 
Repuestos los sellos, devuélvanse, notificándose con el original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TnRRENT. 



CAUBA 4 X I-VI II 

Doña Petrona Diaz de Itedoya de del Campo contra el doctor 
don Juan E. Torrent ; sobre nulidad de una venta y reivin* 

» 

dicacion. 

Sumario. — Debe ser respetada la resolución por la oual el 
juez do ia sucesión, con la i ntemnoion debida del heredero me- 
nor, reconoció la enajenación del inmueble hecha por el can- 
sante, y la mandó escriturar. 
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La Plata, Febrero 38 de 1898. 

Y vistos : Lúa autos seguidos por doña Petronu Día* de Be- 
doya de del Campo contra el doctor don Joan E. Torrent, sobre 
nulidad de uu boleto de compra-renta y reivindicación, de lo» 
cuales resulta: 

La demandante súlo tenía oefao años de edad cuando sucedió 
»-l fallecimiento de su padre natural don José Dial de Bedoja. 
que dejó un testamento ológrafo en que les instituyó á ella y 
otros hijos, sus únicos y universales Herederos, nombrándoles 
por tutor i don Felipe Recalde, y al baceas testamentarios man- 
comunados al mismo señor Recalde y don Pedro Nolaaco De- 
eoud. 

Nueve días después de fallecido el señor Bedoya, los albaceas 
se presentaron al Juez de Feria pidiendo la apertura del tes- 
tamento, que era urgente en raion de uu negocio de importan- 
cia, la cual se hizo quedando protocolizado en el Registro del 
señor Cabra). 

Kl negocio se encontraba enunciado en un boleto de venta de 
los establecimientos «La Argentina» y « Toldos Viejos », con 
todas sus haciendas, de propiedad del testador , siendo sus 
rompradores el doc'ir don Joan Eusebio Torrent y el albacen 
don Felipe Reralde* El boleto de venta estaba firmado i ruego 
del vendedor por el albacea señor Decnud, aunque aquel sabía 
firmar como lo demuestra el testamento cerrado que dejó. 

La fecha de este documento es 30 de Noviembre de 1873, 
nueve dian antes de la muerte del mhW Bedoya y es necesario 
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recordar que falleció de enfermedad orgánica al coraion, laque 
desdo bacía tres meses le había privado todo movimiento» y toda 
acción pura articular las palabras, en el sentido fie que por lo 
angustiosa fatiga que le dominaba sólo podía pronunciar dos 6 
tres palabras de pocas silabas j en los últimos veintiún días, 
desde el 18 de Noviembre, había perdido completamente la pa- 
labra. 

Era T pues, falso que el señor Bedoya hubiera podido hablar 
y tratar ud negocio tan valioso y tan complicado y los testigos 
no han visto cuándo el señor Bedoya convino en él, ni oyeron 
autoriiar al señor Dtcoud para que firmase á su ruego. Lo que 
hay de verdad es que el señor Decoud, el señor Recaído y otros, 
se pusieron de acuerdo para repartirse la fortuna del señor Be- 
doya, El documento se hizo después de su muerte, lo que ha 
de probarse ©on testimonios respetables, demostrando que tal 
hecho constituye un crimen que castigan las leyes penales con 
presidio, donde deben ser conducidos el albana Decoud y el al- 
bacea y tutor testamentario Kecaldr, autorts principales de este 
despoju sin ejemplo . 

Presentado el boleto de venta a los tribunales pidiendo su 
aprobación, se nombró tutor especial de los menores al ductor 
O. Garrigfc, y consta del expediente que se formalizó, que 
aceptó el cargo ante el secretario sin que le fuera discernido por 
el juex de la causa, sin cuyo requisito, según los artículos 400 
y 406 del Código Civil, no puede ejercer válidamente, quedando 
como es natural la demandante, que contaba ocho años en esa 
¿poca, sin representación en el juicio. 

Por otra parte, y suponiendo que la venlu hubiera sido real, 
el lioletoes nulo, como instrumento privado y no puede surtir 
loa efectos del contrato en primer lugar, porque ese documento 
eipresa que bu sido firmado por poder, y no diste ni ha exis- 
tido poder ni mandato para hacerlo, En segundo lugar, es nulo 
porque aquel que sabe firmar, romo sabía don José Días de Be- 
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doya, no puede otorgar válidamente instrumento privado sin 
su propia lirma. La firma de las partes es condición es encía) 
pura la existencia di 1 todo arto bajn forma privarla (articulo 101 2, 
Código Civil). Así también lo ha declarado la Suprema Corte. 

El documento privado no tiene otra ficha cierta que la di* su 
presentación en juicio, y en el presente caso, cuando se presen- 
tó td boléto á I.'S tribunales ordinarios, ya era alhacea el señor 
Kecalde de la misma sucesión de Bedoya, t*n unión con el señor 
Deooiid, que firmaba ese documento á nombre del causante. MI 
albuoea Kecalde se encontraba, pues, inhabilitado para adqui- 
rir bienes de la sucesión (artículos 450 y 1908. Código Civil). 

En td expediente aludido se hizo declarar que la operación se 
había realizado por intermedio de corredores, pero el albacea 
Deroud al promover este expediente manifestó que los < or redo- 
íes habían intervenido como testigos, loquees contradictorio. 
Se contradice igualmente el albacea Decoud, citando afirma que 
el documentólo tiruióá ruego, pues qut un ese documento cons- 
ta que su lirma fué ftor poder y esto no admite prueba alguna. 

Fundado en e*os hechos y consideraciones legales, se deduce 
l;i demanda contra el doctor don Juan E. Torren!, para que se 
declare lo siguiente: 

Falsedad del documento privado que sirvió ue boleto de venta 
de 21 leguas y una optara de campo, « o» sus haciendas, eu el 
Saladillo. * 

Nulidad del mismo boleto de venta como iiiBtrumentu pri- 
vado. 

Nulidad de la venta que él expresa. 

Reivindicación de las 21 leguas y una i-etava compradas me- 
diante ese documento ñuto y falso y devolución de la quinta 
parte de ese campo que es lo que pertenece á la demandante en 
propurcion de sus derechos hereditarios, con sus poblaciones y 
frutos civiles, según estimación pericial que se har¿. 

Nulidad de la venta de las haciendas con sus frutos y pro* 
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creos, se^uu las calidades que se expiran n en las diligencias de 
entrega de esas haciendas, que consta en los autos aludidos, 
considerándose duplicados, cada cuatn* años desde la entrega. 

Y liualmeute, haci* constar que la du mandante Ka entrado re- 
cién á la mayor edad el 13 de Mayo del corriente año (1886), y 
que ninguna excepciones prescripción, lia corrido en su contra. 

Conferido el trusludo de la demanda, el ductor Torrent lo eva- 
cuó, diciendo : que ante todo debe hacer constar que su parte no 
ba sido albacea del señor Bedoya, ni tutor de sus hijos, y que 
tratándole de un negocio hecho por interuiedio de corredores 
con intervención del mismo Bedoya, el carácter de tutor que. 
después hubiera sobrevenid» en alguno de ios cunt rayen tes en 
nada ¡nidia hilluir respecto ú la valides del acto concluido. 

La acción reivindicatoría, supuesta la nulidad alegada (que 
en cliso alguno la admite), tampoco podría deducirla la deman- 
dante, por el iodo, sino por su parte indivisa y en proporción 
á I" adquirido por el demandado. Menos se concibe la demanda 
de nulidad en la forma que se lia deducido. Ante el juez de la 
sucesión de don José Diazde Bedoya se siguieron las diligencias 
judiciales, para probar la autenticidad del boleto de compra- 
venta, cuya copia se ha presentado por la demandante. El juez 
de la causa llenados (os trámites del caso declaró la autentici- 
dad del boleto referido, y de esta resolución judicial ha tenido 
conocimiento la demandante después de su mayor edad. Fué 
pronunciada con uudieueia de sus coherederos y del tutor espe- 
cial v no tiene conocimiento que llegada 4 su mayor edad, ella 
ni su esposo don Pastor del Campo, hayan deducido acción ni 
recurso alguno en contra de est* resolución, 

Sin que te anulen aquel los autos y t por consiguiente, U parti- 
ción que en ellos se hizo, hay oomi juagada respecto de la auten- 
ticidad del boleto de renta. Como el pror eyente no es jaez, ui 
puede serlo de la nulidad de aquellas actuaciones, porque los 
jueces nacional?* no son revisores de las sentencias de los tri- 
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húrtales de provincia ai de loa de la capital, la riemandii de nn- 
lidad de un contrato juzgado auténtico y válido por los tribu» 
nales de provincia, no ha podido deducirse ¡tute i-üte juzgado 
sin que se hubieran previamente interpuesto lo» recurso* lega- 
les eoutra lo actuado un ellos, y esos recursos hubieran dadu yar 
resallado Ja declaración de su nulidad. 

Fero lejos ríe eso, dtiña Petrona Díaz de Bedoya ha percibido 
después de su mayor edad lo que te había correspondido en - l 
producto de aquella venta, ruti ti cándase en todo lo üecuo, pfiea 
si creía que era nulo debió abstenerle de su recibo y deducir su 
acción dentro de los plnzns legales. X» puede hoy intentarlo 
purgue esos plazos han vencid", y percibiendo su haber como 
heredera ¡je ba conformado con el nroced ¡miento observado. 

Que 110 es su ánimo hacer una larga discusión jurídieu inn< - 
■ esaria, pero que si se hubiera de Considerar esta causa en stl 
estado mus simple, esto es que doña Petrona Diaz de Bedoya 
de del Campo fuera la única heredera de don José* Díaz d<< Be- 
doya recien se presentara el boleto de compra-venta para mi 
ejecución» cualquier juez al ver las firma* de loa corredores in- 
terventores, y de la persona autorizada para firmar por impo- 
sibilidad accidental de) vendedor nn podría mruos que desechar 
U demanda después de jtist i Tienda la autenticidad de esas firmas. 
'Los corredon-s interventores son personas honorables conocidas 
f avorablemente por la sociedad, de antecedentes intachable 
que han gozado y que gozan del crédito que merecen por sus 
virtudes. 

Don José Díaz de Bedoya comisionó al señor Pico para la 
vetita, Cómo tres meses antes de su fallecimiento, pues quería 
realisar sus intereses para no dejar i sus hijos motivos de dis- 
eordia, en la división de su herencia. Don Félix Pico nn encon- 
tró -ítio ofertas muy inferiores á las que obtuvo de su p;irte y 
el señor Recslde, laque fué aceptada por el señor Bedoya que 
se encontraba eu su entero y cabal juicio, y pidió á su amigo, y 
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entiende que apoderólo general, señor Uecoud, que firmara por 
él. Esta es la verdad comprobada en los autos y conocida de sus 
hijos y deudos, de alguno* de su legatarios y declarada por sus 
her-deros mayores. No sube cómo la aetofa se ha atrevido á 
tachar ¡te falsedad el boleto cuando en los mismos autos sida 
r/oherederos han afirmado lo contrario, exponiendo su apode- 
rudo en cumplimiento de instrucciones y que constan en el tes- 
timoníopO'lercque constaba ó sus poderdantes mayores de edad, 
hijos de Bedoyji, que mían en su compañía, aje había resuelto 
Tender sus establecimientos decampo, encomendando su venta 
¡i don Félix Pico, quien había presentado diferentes ofertas, 
después de prolijas diligencias, las cuales habían sido mejora- 
das por el ductor Torrent y el señor Recalde, por cuya cauta 
fueron preferidos y ge suscribió el boleto, que en presencia de 
loi corredores que intervinieron en el acto del contrato y que 
suscribieron el boleto, del tenedor de libros de Bedoya, de doña 
Tomasa Bedoya y de varios legatarios y deudos rogó á Deeoud, 
su apoderado general, que tirmara j.«>r él el boleto de venta ci- 
tado; que estos antecedentes le habían sido trasmitidos por los 
hijos mayores de Bedoya, que empeñaban doblemente so fe y 
conciencia en el cumplimiento de las obligaeiones contraidas 
por su padre durante su vida, y de su libre y espontánea liber- 
lad ». Tales son los conceptos vertidos por don Máximo Sandi- 
var, con ligera variación de pal abras al ocuparse del boleto 
mencionado romo apoderado especial de don José Vicente y de 
dona Tomasa Bedoya, herederos mayores de don José Diat de 
Bedoya. 

Después de esto, excusa ocuparse del discernimiento de tutor 
especial al doctor Garrigós, y de si Deeoud firmó á ruego ó 
por poder, desde que el ruego eu el caso implica mandato» Tam- 
poco quiere contestar lo que se dice del inventario y otras cosas 
parecidas, porque los actos que invoca serán su mejor desmenti- 
do, y por todo lo expuesto pide se rechace la demanda con costas, 
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pidiendo asimismo se le» cite fie eviceion y saneamiento á los 
herederos de «ton José Díaz de Bedoya para que en el término 
que se les acuerde comparezcan ¡í estar á derecho y á ejercitnr 
su defensa en este pleito. 

Que recibida tu causa á prueba, se ba producido sólo por j .irte 
>lel demandado la que expresa el eertíficadn del secretario, ex- 
pedido a fojas... mandándose que se teima com*i prueba á peti- 
ción de uno y otro d<- los litigantes el expediente seguido por la 
misma sedara l*etrona Díaz de Bedoya de del Campo, contra 
don Felipe N. de lí"calde, consocio del doctor Torrent en el 
mi-ruu negocio. 

Y considerando : 1" Que, como se re, por los antecedente* 
que quedan expuestos, el fundamento principal de la demanda, 
es el instrumento privado, concertado entre don Jusé Díaz de 
Beriojn, como vendedor, y los señores don Felipe Reealde y el 
doctor don Juan K. Torrent, como compradores. 

2" La demanda sostiene, que el vendedor don Joju* Díaz de 
Bedoya, estaba inhabilitado, por su enfermedad, para celebrar 
ese contrato, pero la prueba producida en contrario, resulta 
concluye nte. 

3° El señor Pico, á quíi n habla •-ncnmr i ndadu esa verttael se- 
ñor Bedoya, dice en la carta agregada a foja 134: que se con- 
sumó el negocio leyendo al señor Bedoya el boleto de renta, ifue 
dee lar adelante de Dina que estaba en su perfecto juicio, y no 
recuerdo, agrega, i fué ese mismo dia que me pidió le i-obrase 
súlo la mitad de la comisión en lo que consentí, porque Iranio» 
amigos. El señor Guiraldes manifiesta que la lectura del bole- 
to, fué repetida, porque el señor Bedoya hizo una observación . 
quedando luego conforme y autorizando al señor Uecoud para 
que lo firmara. Estos testimonios por la calidad de las perso- 
nas, su estado y autoridad moral llevan al ánimo la certidum- 
bre de que es verdad loque afirman. Además, presenciaron el 
acto, el testigo teñor Drago y doña Tomasa Díaz de Bedoya, 
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hija in.iyordel causante señor Bedoya. Estos testimonios en- 
tónete constituyen prueba plena y completa. 

.i* tjue con estos antecedentes, que el jn*»z llfl la sucesión 'le 
don José Díaz de Bedoya, declaro rtiiMwííVoel boleto de compra- 
venta (véase testimonio de foja 308 del espediente ofrecido 
como prueba), y una vez declarada la autenticidad de este docu- 
mento, por el juez de la causa, se sigue que hay cosn juzgada 
al respecto. Su íf#i cierta es la de su otorgamiento, porgue 
no cabe autenticidad parcial. Ks verdad en su forma y ea ver- 
dad en la esencia del acto. Luego, á la fecha en que se realizó «1 
contrato, el comprador -Ion Itfljw Recalde. uoera alhacea de la 
sucesión do don José l>iaz de Bedoya, por la sencilla razón de 
que no había tal herencia, aunque hubiera venido á serlo más 
tarde. No puede decirse entonces, que el albacei compró bie- 
nes de la sucesión. Además, en el caso, el doctor Torrent no ha 
tenido representación alguna en la testamentaría del señor Ite- 
doya, y esta observación de parte d<* la demanda en nada pue- 
de afectar sus den-ehiis, con relación al cnnir.ito de venta. 

5- Q ul » respecto ií ta falta de representación de los menores, 
quu alega la demanda, por razón de haberse omitido el discer- 
uimiento del cargo al tutor doctor 0. Garrigós, consta a foja 
v 280que este nombramiento se hizo en el carácter de tutor ad- 
líiem, v s«do para que entendiera en el incidente sobre compra- 
venta, til discernimiento de la tutela, importa la investidura 
del c¡irgu para el gobierno de la persona y bienes del rmmer J 
este cargo no había sido conferido al doctor GutrigÓS, sino sim- 
plemente el de representante de loa menores, especialmente y 
en determinado juicio. La aceptó bajo juramento, é intervino 
¡inte el mismo juez que lo había nombrado con audiencia del 
ministerio de menores, cuyo dictamen corista á foja 305. 

6° Que el doctor Garrigós, ejerciendo so mandato, pidió y 
obtuvo del juez de la cansa las medidas que creyó necesarias 
para establecer la autenticidad del boleto de venta y resultado 
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de estas gestiones con las declaraciones di- loa señores Pico y 
Guiraldes, que afirman que presenciaron el acto de la renta, 
que oyeron cuando Diuz de Bedoya llamó á Decoud para que 
lirmaraá ruego, por hallarse imposibilitado por la parálisis qut- 
sufría del brazo derecho, que tenía et Uso de la palabra, y por 
último que reconocían sus firmas puestas al pié del Ijoleto de 
venta, y en cuyos testitü'»nius ratificaron unte el juez ductor 
Méndez Paz, por comisión de este juzgado en Marzo 20 de 1890. 

7* Que si el cargo de tutor especial conferido al doctor Ga- 
mgós, fué aceptado bajo juramento, y riese. nipeñf» do con la in- 
tervención del ministerio ante el juez de la sucesión en el úni- 
co incidente que te daba origen, es fuera de duda que la me- 
nor doña Pe tro na Díaz de Bedoya, istuvo bien y legal meóle 
representada (artículo 400 del Código Civil), pues tenía además 
romo administrador desús bienes a) doctor don luis V. Vare- 
1 1, nombrado por auto que en testimonio consta á foj4 280 del 
Citado expediente. 

8 o Que respecto á Ja nulidad del boleto de venta qne sustiene 
la demanda, por no haber sido firmado por el vendedor, tenemos 
<|iie se confunde el contrato mismo con la forma, cuando esta 
forma no es esencial en el caso, pues que, siendo la venta un 
contrato oorisunstial produce sus efectos propios desde la mani- 
festación recíproca de la voluntad, como obligación de hacer, 
irticulo 1185, desde que el consentimiento no está sujeto á nin- 
guna forma extrínseca (artículos 974 y 1020 del Código Civil), 
í.a Jirma de los contrayentes no es otra cosa que la «presión 
de su consentimiento, que ea lo que constituye el acto, la con- 
tencion, que puede probara- por confesión, por presunciones 6 
tle otra manera. Por los demás, es indiscutible que aquel que 
sabe tu rnar, y por imposibilidad no lo hace, puede pedir 6 man- 
dar que otra persona firme por el un contrato privado, como 
éste, pues no hay ley que lo prohiba, y por el contrario se auto- 
riza para las escrituras públicas {artículo 1004, Código Civil). 
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9° Que después de cato, carecen de. importancia las defeoUs 
de procedimientos en eljui-ío de sucesión de don José Diaz He 
Bedoya que se refieren al inventario, y que alega la demanda, 
>a porque tules defectos 5 e ba probado que no alisten, ya, 
porque, como ge ha observado, con fundamento plausible por 
parte del demandado, tus ju.'ces iV d erales no pueden conocer de 
cuestiones que han silo resueltas dentro de su jurisdicción por 
Us tribunales ordinarios, y no ha tenido razón alguna la de- 
mandante para proponerlas. Allí fué declarada la autenticidad 
del boleto detenta. Esta declaraciones una sentencia, y pro- 
duce la prueba plena en el «aso del instrumento público que 
no ba sido argüido de falso, esto después de 1 levar en sí la san- 
ción de la cusa juzgada. 

Por estes fundamentos fallo, no hacii-ndo lujjar á la deman- 
da con costas, por no haber tenido la demandante, ningún 
motiva razonable para promoverla, Xotifíquese en el original, 
insértese en el libro de sentencias y archívese, previa reposi- 
ción d e sellos. 

Mariano S. Attrrecofichca. 



Feria» 4* I» «wpniM ajera* (1 ) 

liuerios Aires, Majo 23 de 1899, 

Vistos: Considerando en cuanto al recurso de nulidad: Que 
la sentencia de primera instancia contiene decisión eipresa y 
precisa, con arreglo á las acciones deducidas en juicio, obser- 
vándose en ella lo proscripto por los artículos trece y catorce de 



,1; Ion grada cou los señores üonjueees, doctores Manuel Quintaría y 
JuauS. Fernandez. 

txlkyiu. 3~ 
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la ley dep roc^li mi cotos, sin que aparezca ni se haya invocado 
otra causal bastante que pueda invalidarla. 

Por esto, no ha lugar á dicho recurso, 

Y considerando, en cuanto al de apelación. 

Primera; Que conforme al artículo tres mil doscientos 
ochenta y cuatro del Código Civil, corresponde á los jueces de 
la sucesión, ó sea á los del ultimo domicilio del causante de la 
misma, el conocimiento de las acciones personales de los acree- 
dores del difunto, antes de la división déla herencia (inciso 
cuarto). 

Segundo : Que de esa naturaleza es la acción que se intentó 
por t i demandado doctor Titrreut en el juicio testamentario de 
don Jn*é Diaz de Bedoya para la escrituración de la promesa 
de venta que Re discuta en el presente juicio. 

Tercero: Que al iniciarse diuha acción, la división de la he- 
rencia tío se había aún realizado, estando, a! contrario pendien- 
te y en tramitación el juicio para la liquidación y partición de 
los bienes hereditario». 

Citarlo: Que con tales antecedentes es incontratable la ju- 
risdicción del juez de ta sucesión para el conocimiento de la 
citada acción. 

Quinto: Que con intervención del representante necesario de 
la entúnces menor, doña Petrona Díaz de Bedoya y con la del 
ministerio de menores, el juez de la cansa ordenó la escritura- 
ción, previo depósito del precio de venta, reconociendo que la 
enajenación del Inmueble había sido convenida por el causante, 
con loque el caso quedaba comprendido en el ÍD'isn sexto, ar- 
tículo cuatrocientos treinta y ocho, Código Civil. 

Sexto: Que dictada esa resolución por el juez encargado por 
la ley de pronunciarla, ella constituye una regla que debe ser 
respetada. 

Sétimo: Que la protección i los incapaces, según el derecho 
vigente, tiende sólo á suprimir los impedimentos déla íncapa- 
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oidad, dándoles la representación legal, pero, sin concederles * I 
beneficio de restitución, ni ningún otro beneficio ó privilegio 
{■rtfculo cincuenta y ocho, Código Civil). 

Octavo i Que en consecuencia, las actuaciones en el juicio 
de testamentaría de don José Uiaz Úe Bedoya, y el reconoci- 
miento del derecho del doctor Torrent en eilus recaído, deben 
surtir el mismo efecto fine si ese reconocimiento se hubicsn he- 
cho por ó con la intervención de herederos mayores, en cuanto 
á esto- afe- ta, loque, por otra parte, ha sucedido, por haber- 
los éntrelos sucesores del expresado [)iaz de Bedoya. 

¡\ovetiQ; Que no puede ponerse en cuestión el hecho de haber 
estado repr esentada la menor en las actuaciones concernientes 
á la acción sobre escrituración, porque consta que ejerció esa 
representación el doctor .un Otario Garrigós, que, nombrado 
curador especial, acepto en forma el cargo. 

Décimo : Que, además, el precio pagado por el doctor Torrent 
ha figurado en el activo de la testamentaría y entrado en la dis- 
tribución de bienes entre los herederos. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, corriente á foja ciento sesenta y uno, se confirma é*ta 
con costas. 

Notifíquese con el original, y repuesto el papel, devuélvase. 



BENJAMIN PAÍ. — ABELBAIAN — 
. OCTAVIO blWGE — MANUEL 

QUINTANA. — JUAN I. FEll- 

HANDEE. 
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üon Manuel F. González contra Fifpiri y compañía 
por cobro de pesos 

Sumario.— Los que resultan haberse enmrgadodel transpor- 
te d« mercaderías en el carácter de comisionistas y agentes ma- 
rítimos, sin indicar que obrasen como mandatarios y i nombre 
de otro, son p.T8on:úinenti! responsables para con el dueño de 
las mercaderías de la pérdida de éstas y daños j perjuicios. 

Caso. — Ri'sulta del 

F»ll* del «■«*» r#**r»l 

Rosario. Mayo 27 de 1899. 

Y vistos : los presentes autos seguidos por don Manuel G. Gon- 
zález contra los señores Figari y compañía, por cobro de pesos, 

de los que resulta: 

i° Que en 3 de Octubre de 1883 el actor celebró un contrato 
con Los agentes marítimos señores Figari y compañía, para trans- 
portar al puerto de Curumba 200 bolsas de harina, las que de- 
bieron ser consignadas a los señores Ca*assa hermanos. 

Que como importe del Hete abonaron en la fecha mencionada 
la suma de 420 pesos uto sellado . 
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Qiii- esa carga no se entregó á los consignatarios, negándose 
los -eiiorca Figwi y compañía á indemnizar su valor, a legarlo 

u irresponsabilidad por el extravío de aquélla. 
Qne por lo* términos del artículo 222 y 233 del Código de 
Comercio, los agentes marítimos obran como comisionistas y la 
a<-cion que contra ellos se deduce debe ser directa, laque no pue- 
den eludir, st*gun los artículos 242 y 247 del mismo código. 

Que por tales motivos interpone demanda cuiitru los referidos 
señores Figari y compañía por la cantidad de 2499 pesos con 71 
eentavns moneda nacional, romo valor -i" las bolsas de harina y 
de 137 \H -sos con 16 centavos oro sellado tomo importe del líe- 
te, ron más sus intereses y las rostas del juicio. 

2 a Que rovrido traslado déla demanda los demandados con- 
testaron A foja 12: que tanto por los documentos que obran i 
foja 3, como por la práctica establecida en el comercio inarfti - 
ino del pufs, la intervención que ellos tuvieron en el contrato de 
liet amento celebrado con el actor, fué en el carácter de agentes 
marítimos del vapor «Sílex» y las consecuencia* o responsabili- 
dades que nazcan délas obligaciones que allí se establecen, sol ■ 
son imputables n la empresa propietaria de los vapore» qu<> en 
el referido carácter representan. 

Que como comprobante de e^a afirmación exhibe el documen- 
ta de foja 11, expedido D favor del actor por el comisario del 
vapor t Silel » & nombre del capitán, en que se bace constar que 
ese vapor pertenece ú la compañía nacional de navegación á va- 
por c Rio de la Plata >, qne ;í bordu y no <n ta agencia es donde 
se ha recibido del actor las 200 boleas de harina. 

Que con efe recibo el cargador debía presentarse á recabar el 
•loen mentó de foja 3. 

Que la Suprema Corte (en los Fallos de la séríe 2°, tomo 3 o , 
página 200, y tomo 10, página 41 ) ha di clarado que los agentes 
marítimos cuando proceden en este carácter no tienen responsa- 
bilidad por las ubicaciones que se originando los transportes 



■ 




m 



fALLO» 1>Ü LA StPKtMA COKTfc 



j que la práctica establecida de que ellos expidan los documen- 
tos no obliga Mito á lo» capitanes o empresas de vapores. 

Qut- en consecuencia, pide en definitiva se rechuce la deman- 
da entablada contra ellos y se condene al demandante en las 
costas del juicio. 

3" Que abierta la causa á prueba, el actor produce á foja 25 
la declaración del testigo Justo M. Arrayo, el que contestó al 
interrogatorio de foja 24 que ignoraba el precio que tenía la ha- 
rina en Octubre de 1893 porque estaba ausente, pero sabía que 
a principios de Setiembre Ak ese año, la harina marca primera 
«ero se cotizaba de 10 pesos 90 centavos ú 11 penes, y á iiiies 
del mismo iuús, de 11 á 11 pe-os 25 centavos en depósito, que 
ú foja 25 vueita, el testigo Pedro Duelos, declara : Que el pre- 
cio de la barina en Octiibre de 1803 era de 11 peso» 50 centavos 
y tal tez de 11 pesos 75 centavos no estando muy seguro en 
esta última cantidad, porque no tenía á la vista un libro en el 
cual asentaba el precio de las operaciones de t-sa época. 

Que a toja 30 existe el informe del actuario sobre ta cons- 
tancia de las partidas, cuya cuenta üeeibibe á foja 4. 

4" Que los demandados producen A su Tez las posiciones del 
actor de foja 27, en las que éste expresa : Que la barina la man- 
dó á los mué lias nacionales por orden de los agentes señores 
Figari y compañía para ser cargadas, no en el < Silex », sino 
en el «Ladatto * y que en el documento que adjunta á su de- 
manda no dice que la empre* .. de vapores es la responsable de 
las obligaciones que nacen de los transportes. 
■ Que á foja 36, declara el testigo don Bartolomé II. Bepetto ; 
que el documento (o) de foja 34 era expe lido por su agencia é 
igual al de foja 3, que presenta el actor. 

Que todas la» agencias marítimas de esta ciudad y demás de la 
costa del Paraná y repúblicas Tecinas seguían la práctica deque 
los agentes marítimos lirmaran lo* conocimientos en ese carácter, 
pero les responsables eran los dueños ó empresas de vapores. 
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Que preguntado por la parte contraria contestó: Que es agen- 
te marítimo y por el conocimiento que tiene del expediente sabe 
que la harina se embarcó en el vapor « Siles». 

Que á foja 37, declara don KsUban Ibauez que el dúi-umen- 
to de foja 33 (letra A> ha si'lo expedido en su agencia maríti- 
ma y que tenia la misma forma que el que presenta el aeior á 
foja 3. 

Que ninguno de hw capitanes de los buques que hacen la ca- 
rrera de ésta á Buenos Aires, Montevideo y Paraguay, están 
autorizados para firmar los conocimientos, pero que sucede otra 
cosa Cpn los capitanes de ultramar. 

Que el procedimiento que se aigne en eate puerto es el siguieu- 
te : el comisario de á bordo expide un recibo provisorio deter- 
minando el número, marca y demás de los bultos que van á 
transportarse. 

Quet'se documento pasa á la agencia, inscribiendo el gerente 
de ésta ó su empleado, el conocimiento respectivo» y que sólo 
las empresas de los vapores son las responsables y no tos agente*. 

Que cuando un cargamento no pned* embarcarse en el vapor 
que lia sido indicado para elto, puede hacerlo con consenti- 
miento del carga Un eu otro que tenga el mismo destino. 

Que repreguntado por la parte contraria, contestó de acuerdo 
en un todo con el testigo anterior. 

Que de foja 12 á foja i9, y de foja 50 á foja 51 corren res- 
pectivamente los alegatos presentados por el actor. 

Y considerando : I o Que no habiendo uegadu el demandado 
la autenticidad del conocimiento di- foja 3, se tiene por reconocido 
que emana de su parte y conforme en su contenido; en cuya 
virtud, la presente cuestión se resuelve por la aplicación de los 
términos y espíritu de ese documento, que constituye Ley para 
las partes, 

2° Que en el mencionado documento figuran los señores Fi- 
gariy cumpaníaen su carácter de < comisionistas y agentes ma- 
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rf timos > sír indicar en el prospecto del conocimiento ni en el 
aello de la sociedad, que representa á determinada persona, so- 
ciedad ó empresa de transporte marítimo, ni meaos ÍDdíca qne 
obran los demandados por automación 6 en nombre del capi- 
tán del vapor « Si leu ». 

3 a Que según el artículo 333 del Código de Comercia, *e «lla- 
ma especialmente mandato, cuando el que administra el nego- 
oioobra en nombre de la persona que se lo ba encomendado ; y 
se llama comino» 6 consignación, cuando la persona que des- 
empeña por otro», negocio* individualmente determinados, 
obra á nombre propio o bajo la razón social que se represen- 
ta** De la precedente definición de nuestro código, se deduce, 
que la distinción fntre mandato ¿comisión comercial se carac- 
teriza por la actitud ó modo coa que se presenta la persona que 
directamente contrata. Cuando aquel que representa á una otra 
persona hace conocer al otro contratante el nombre del comer* 
ciatite para qoien contrata, no obr.i en su nombre propio sino 
en calidad de mandatario. 

Ftta definición está de acuerdo con la de mandato dada por el 
articulo 1896 del C idigo Civil. El mandar» como contrito, tie- 
ne lugar cuando tina parle da a otra el poder, que ésta acepta, 
para representarla, al efecto de ejecutaren su nombre y tte su 
cuenta un acto jurídico ó una serie de actos de esta n?t ti ralean. 

Las reglas contenidas desde los artículos 323 al 331 del Có- 
digo de Comercio y las de) titulo del mandato del CAdign Civil, 
les son aplicables sobre la responsabilidad de! agenti-eontr lian- 
te. Pero cuando el agente contratante no hace conocer el nom- 
bre de la persona por quien obra, ni menos que él negoció por 
t lienta de un tercero, el agente, aún cuando tuviera poderes 
i] |g persona para quien contrata, se denomina comisionista, 
porque ba tratado en su propio nombre, y se ba obligado di- 
rectamente, por lo tant^ cm aquel con quien ha contratado. 

£1 comisionista comercial propiamente dicho es di interine- 
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diario que concluye un negocio en bu propio nombre, se obliga 
silo, puede ser él demandado | demandar. T el mandatario es 
el intermediario que opera en nombre y por cuenta de su man- 
dante, y este último es el únic» obleado por el contrato, salvo 
estipulación contraria. 

Tales son las expre*¡ mes de un decreto de la Corte de Casa- 
ción di París ; la opinión de Hiriere en su tratado sobre el Có- 
digo de Comercio, págiuu 266 t y Panlessus, tumo I o , pagina 
44 ; tomo 2 o , píginas 71 y 80. 

4 a Que constituyendo la buena fé y equidad la base sobre 
que descansan las relaciones comerriah'S, parece apartarse de 
estos principios al no querer los demandados responder por la 
pérdida de una mercil-ria eutregida á ellos misino, haciendo 
valer en su defensa la escepcion que han obrad" como manda- 
tarios y no como ooniisiQniétpi^ El argumento mismo de haber 
actuado como agentes en calidad de mandatarios no les excusa 
de esa responsabilidad : en calidad de agentes están obligados 
directamente, por los contratos que han celebrado, en rirtud de 
los artículos ÍU y 138 del Cúdigo de Comercio, por no haber 
hechoconstar que firman los señores Figari y compañía, oque sus- 
criben el contrato con poder de la persona ó sociedad que repre- 
s-ntan; en la hipótesi* que han procedido e» calidad de mandata- 
rios, resultaría que lian prometido que el capitán del vapor 
«Siles* trasporta la cargan su destino (que es un tercero qn* 
no h;i intervenido en este contrat -) y n» habiendo cumplido 
con entregar la carga al capitán, estaobtígado el que ha contra- 
tado directamente á pagar la indemniiacion correspondiente 
(artículo 230 del Código de Comercio). 

5° Q -n caso de duda, si una razan social, vamereial, ha 
obrado como comisionista & mandatario, al encargarse de trans- 
portar por agua mercaderías qne pertenecen á otro comercian- 
te, debe presumirse que ha desempeñado el primer rol, j esta 
presunción es tanto iniis firme cnanto que son los comisionistas 
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Iva que podrían considerarse autoriiados A establecer, en su 
nombre y de su cuenta, bases ó reglas de la naturaleza de las 
contenidas en el dorso del conocí atiento de foja íí t á las que su- 
jetan sus obligaciones con respecto al otro contratante. 

6° Que un agente ¿comisionista ü" transporte, á quien un ex- 
pedidor de mercaderías 3ü ba dirigido y le ha e ntregado la car- 
ga para transportar, usel verdadero obligado ;i responder por la 
pérdida al dueño de la mercadería, L> este él principio estable- 
cido en el artículo 233 del Código de Comercio y el que ensenan 
Pardessus j Ritiere ya citados ; sin que pueda oponerse á esta 
disposición terminante de la ley, e! uso ó costumbre contraria 
á ella; porque ias costumbres mercan tiles pueden servir de re- 
gla pura interpretar las palabras ó frases técnicas del comercio, 
y para interpretar losados y convenciones mercantiles, pero no 
pueden derogar el testo ni el espíritu de la ley, regla V del título 
preliminar delCúdigo de Comercio y artículo 17 del Código Civil. 

7 o Que no habiendo negado ¿1 demandado al contestar la de- 
manda, l is hechos en se funda <■! act >r pira entablar este 
juicio, deben tenerse por reconocidos y confesado*, como se 
ha establecido en el primer considerando coa respecto al docu- 
mento de foja 3, fundada esta ilícita confesión en el artículo 80 
de la ley nacional de enjuiciaminto y la constante interpretar ion 
quede él lia hecho la Suprema Curte i n los fallos de la serie 1 \ 
tomo 5", páginas 133 y 476; serie T t tomo 2", página 479; tomo 
4% paginas 385 y i 45; tomo a", página 10; tomo 13, página 319; 
tomo 14, página 9 y 531 ; serie 3% tomo 13, página 308. De 
donde se deduce, por no existir plena prueba en contrario, que 
el artor ha entregado la carga de harina á los demandados ; que 
éstos no han cumplido con la obligación de entregarla en ningún 
tiempo á su destinatario, y además, que el valor de la harina ei 
el que se expresa en el escrito de demanda. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con el fallo de la Su* 
preuia Curte contenido en la serie 3', tomo I o , página 30, deü- 
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lutivameiittí fallo, en esta sala de audieucias, condenando á los 
señores Figari y compañía á p toarla cantidad demandada, j sus 
interesa corridos á estilo 4e lo* que cobra el Banco de la Nación 
desde el dia de la notificación de U demanda hasta el diadel pago, 
que deberá baeerlo dentro délos 10 días de ejecutoriada .-¡ta 
"-uteiicja. Sin condenación de costas pur hab«T ce n si iterado de 
pura derecho el punto divergente <*ntrf? la^ partes. Xotifíquese 
con el original y repónganse- 

DanielGoytia. 

fr«ll* 4* la OtspraM C«rtc 

Buenos Aire?, Muyo ;>;{ de 1899. 

Vistos y considerando : Que en el ducumentode toja primera, 
los señores Figari y compañía al celebrar el contrato A que ese 
documento se refiero, no han hecho constar que obrasen en re- 
presentación de unacompaiifadt'terujinadii, apareciendo al con- 
trario que procedían á nombre propio en ealidad de comisionis- 
tas y agentes marítimos. 

Que en tal caso su responsabilidad directa y personal á fa- 
vor del dueño de la mercadería cuyo transporte se convino, 
se halla establecida por el artículo trescientos treinta y tres 
del Código de Comercia y disposiciones concordantes del Código 
Civil contenidas en los artículos mil nuevecieotos veintinueve y 
mil nue resiento- treinta. 

Que el conocimiento d? foja treinta y tres, que eontiene la 
declara o ion expresa de ser él de propiedad de la compañía « La 
Píateos *, no puede servir de prueba contra el actor, pues que 
á diferencia de lo que en ese conocimiento se observa, en el de 
foja primera en vez de aludirse ¿una compañía ó empresa de 
navegación se hace constar simplemente que Figari y compañía 
son no sólo agentes, sino timbien comisionistas marítimos, 
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constancia que tampoco se ha escrito en el conocimiento de foja 
treinta j cuatro. 

Por esto y fu linimentos concordante de la sentencia apelarla 
de f ja cincuenta y nueve, se confirma ésta, con costal. Koti- 

Hquesp con el original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

*,* 

BENJAMIN IMI. — ABEL BAIAft. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TOBBEBT. 
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El fisco nacional contra don César Costa, por cobro ejecutivo 

de pesos 

Sumario. — Jío puede oponerse ¡i la ejecución la excepción 
fundada sobre una novación que no se ha llevado áeabo. 



Caso. — Lo explicad 

r»ii* M Jvt> Fmhml 

Rosario, A posirt 25 de 1897. 

T vistos: los presentes nulos seguidos por el señor procura- 
dor fiscal contra César Costa, por cobro de pesos, de lo* cuales 
resulta : 

1° Citado de remate el demandado, éste, á foja 28. opone la 
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eioepcionde inhabilidad de titulo, fundado eu que la obliga- 
ción por él firmada fué novada con consentimiento del Exmo. 
Gobierno de la Nación >utituyendo la persona del deudor Coi- 
ta, con las fumas de los señores Eudocio Rodríguez» Tomas 
Rodríguez, Manuel Cilvetti y Alejandro Zucker, quienes de su 
libro voluntad y c»n expresa aceptación del superior Gobierno, 
se constituyen deudores solidarios de los pjgarés, «enerando 
á don César Costu. 

La deuda y au novación, diie el ejecutado, se operaron ie la 
siguiente manera : 

Habiéndose rematado por el Eimo. Gobierno Nacional los 
terrenos conocidos por quinta del Ministro Paraguayo, don Cé- 
sar Costa compré á su nombre, puro para los cuatro señores 
nombrados, herman os Rodríguez, Cilvetti y Zucker, parte de 
esos terrenos, iinuando los pagaré» que se demandan. 

Parte de esos terrenos fueron vendidos por los mismos seño- 
res á Lavarello, percibiendo el precio como que eran los verda- 
deros dueños. 

Cuando llegó id vunoimieut© de los yagarés, fué encargado de 
su cobranza el señor Enduro Dia», como rector del colegio na- 
cional, quien requirió el pago del señor Costa, Este lo requirió 
á su vez de los cuatro señores referidos, quienes se apersona- 
ron al señor Diaz en su caracler dé rector, pidiéndole no los 
protestara, pues ellos pedirían al Ministro de Instrucción Pú- 
blica sustituyera las obligaciones por otras firmadas tu soli- 
dum por ellos, á cuyo Sil dirigieron un telegrama al ministro, 
quien contestó al rector aceptando la sustitución de deudor y 
pidiéndole remitiera sin protestar los documentos; quedando 
todo así en este estado basta la iniciación de este juicio. 

2» A foja 30 el señor procurador fiscal contesta la ezcepcion 
negandoque el señor Ministro baya consentido en la sustitución 
de deudor como afirma el señor Costa, y pide en consecuencia 
se rechace la eicepcion con costas. 



430 r\Li.os i»c la su m mí a cobtk 

3 o Abierta la causa á prueba, ei señor Costa product las si- 
guientes : á foja 38 la testimonial del señor Kudoro Díaz, el 
oua] dec!ara qu ■ es cierto que habiendo hecho llamar al señor 
Cunta, éste h< manifestó que tos deudores eran dou Tomás Ro- 
dríguez, don Eadocio Rodrigue?, don Manuel Cilvetti y don 
Alejandro Zucker, concurriendo esi os señores < on excepción del 
señor Tomás Rodrigues que no recuerda el declarante, :¡ la se- 
cretaría del colegio haciéndole igual manifestación, dirigiéndo- 
le al ministrn un telegrama que íirmaron en su presencia, ofre- 
ciendo sustituir esos pagarés por "tros firmados por ellos, cuyo 
telegrama fué despachado por el señor Diaz; que con posterio- 
ridad los seño-es indicados recibieron una tarjeta de Buenos 
Aires, del señor Tomas Rodrigaei, que el declarante v¡6, en la 
cual les manifestaba hallarse todo arreglado en sentido del te- 
legrama; que el declarante tenía Orden de nacer el protesto de 
lo» pagará en - aso de que no fuesen abonados á su vencimiento 
qur fué el din siguiente de aquel en que recibió los documentos, 
pero que en vista de la aseveración de don Tomás Rodríguez 
de estar todo arreglado y ta garantía personal que además le 
ofrecieron las personas mencionadas en e4a pregunta, suspen- 
dió el protesto dando cuenta de ello al subsecretario del minis- 
tro en una comunicación semiolicial, de la qm- « n igual carác- 
ter tuvo respuesta y debe i uoontrarse en el archivo del colegio 
nacional, di<iéndote remitiese ins documentos ul ministerio, lo 
qn efectué, no recordando que en esa comunicación se hiciera 
referencia á la aceptación de la sustitución. 

A foja 43, obra en -opia un telegrama del señor Ministro de 
Instrucción Pública, dirigido al señor Kudoro Diaz, autorizán- 
dolo para liacer la renovación propuesta en ta forma inilicada 
en el telegrama, cuya copia corre á foja 45, que era la renova- 
ción de los documentos i igual plato con la firmas de los seño- 
ras Tomás Rodrigue*, Manuel Cilvetti, Eudocio Rodríguez y 
Alejandro Zncker. 
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A foja 46 existe tina carta en "opu del señor Eudoro Díaz al 
señor subs^or^türi" de instru cion pública, pidiéndole instruc- 
ciones s.ibre lo que hubiese «cerca de los siguientes, para proce- 
der BOU mayor acierto; dice «1 sefíof Diai : « LM ministerio re- 
solvió autorizarme para renovar el pagaré firmado por -Ion César 
Costa, admitiendo en sustitución de la firma de éste, la colecti- 
va de los señores Cílvettí, Xueker, E. Rodríguez del Rosario 
y de don Tomás Rodrigue de e^a; él señor Costa al comunicar- 
le esa resolución, me manifestó que para entregarme el nuevo 
i loe Lime uto sólo esperaba oliteu-r la Jimia del señor Tumá> Ro- 
dríguez, que reside en Buenos Aires; eu esperado ésta han 
transcurrido algún -s dia>, y al reclamarle oV nuevo el cumpli- 
miento de lo acordado, el señor Costa me significa que id a. fuir 
Rodríguez h \ celebrado un arreglo con el gobierno, por el cual 
quedan sin ningún valor los documentos existente, y quien los 
lirma sin la obligación de sustfi uirloa por otro<. Al manifestar- 
me esto el si ñor Costa, preguntábame si halda yo recibido or- 
den de ese ministerio para devolverle, como consecuencia de 
dicho arreglo, el pagaré que obra en mi poder ». 

A foja 52, corre una declaración del señor Alejandro Zucker 
prestada ante este Juzgado, en la cual dice que los señores an- 
teriormente nombrados, con el declarante, fueron los comprado- 
res de los terrenos origen de la deuda que motiva este juicio, 
siendo el señor Costa sólo corredor. 

A foja 65, el señor Manuel Cilvetti declara que la propuesta 
de novación de los documentos con su firma no fué aceptada 
por el ministerio, segnu un telegrama del ministro respectivo 
que le mostró el señor DUz, 

A foja 70, corre un contrato celebrado éntrelos señores Cil- 
vetti, Rodríguez (Tomás y Eudocío) y Zucker, 

A fojas 72, 73 y 74 corren igualmente una carta del señor 
Tomás Rodríguez y un poder del señor Cilvetti, con relación 
álos terrenos comprados al Exmo. Gobierno Nacional. 
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Cerrado et término de prueba, y pae&toB los autos en estado 
de resolver, el tribunal Manió autos para pronunciar sentencia 
á foja 91. 

Y considerando: 1* Que para ser Halle la excepción -le no- 
Tneion de la obligación era menester, que la primera obligación 
de Costa, expresada en los pagarés de fojas i y 4, se encontra- 
ra sustituida por otros pagares firmados pur tas personas á 
que nuce referencia. No consta en autos en ninguna forran, 
quti loa señores Rodríguez, Cüvetti v Zncker, hayan suscrito 
la obligación nueva que reera pialara 1 1 primera. En seis decla- 
raciones niegan que hayan firmado el compromiso de sustituir 
á Costa en su calidad de deudor.. La novación trae so nombre 
de novus y de la creación de un nuevo vínculo jurídico. Novatis 
enim a novo ñamen accepü, el a nova obli (/añone.. 

La novación no puede tener tugar sino en tanto que una mí. - 
va obligación reemplaza la primera (artículo 80! del Código 
Civil). 

2* Que la novación no se presume: la voluntad de novar ni 
consentimiento de reemplazar el deudor Costa por otros deu- 
dores, debe s r t-xpreso. El asentimiento do tus tres partes 
(acrevdor, deudor primitivo y deudor nuevo) no se encuentra 
manifiesto y expreso en A expediente. El único cimiento en 
que apoya el ejecutado sn excepción, es el telegrama del señor 
Eudoro Uí »3!, de foja 45, al >«ñor Ministro de Justicia, en que 
aquél le dice que el hoííof Costa pide se U conceda renovación 
de }ns pagarés, por tres meses más de plazo, eon las firmas de 
los ■íeñort i* Rodrigue*, Cilvetti y Zucker. 

El señor ministro contesta á foja 43, aceptando la renova- 
ción en la forma propuesta. La idea, el pensamiento dominan! ■<. 
de esa proposición, es evitar el protesto de los pagarés, obte- 
niendo nueva prórroga, ampliando las garantías con laa otras 
firmas que se ofrecen. 

En estas condiciones de mayor garantía, acepta el señor mi- 

1 
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nistro la renovación le Ion pagarés ó loque es equivalente con* 
siente en la prórro -a que se solicita. Los nuevos deudores 
¿han prestado sn c asentimiento para la operación prosee* 
taija? ¿han firmado s pagarés con el señor Costa ú ellos úni- 
camente? En ninguna forma se conoce la voluntad de los seño- 
res Rodrigues, Cilvetti y Zucker, de declararse deudores del 
gobierno. 

Hasta el reinado dt- Jjátiniano era una cuestión de hecho de- 
jada al arbitrio de los jueces, apreciar en casos análogos al 
presente, si existe ó no consentimiento en la novación; pero el 
emperador exigió para el porvenir se hiciera una declaración 
formal de la novación ; sin esto habría simplemente adjunción 
de un segundo deudor al primero. 

La declaración formal habría consistido en proponer at minis- 
tro reemplazar, subrogar, sustituir, cambiar la firmado Costa 
por la de tos señores Rodríguez, Cilvetti y Zuoker, y que los 
nuevos pagarés se hubieron firmado. 

Los autores están uniformes en eligir una declaración expre- 
sa y formal, en el deador delegado de contraer en favor del 
acreedor la nueva obligación, reemplazando al anterior deudor. 

Marcadé citado por nuestro codiGcador dice en el tomo cuar- 
to, página 007 : « si dudas pueden suscitarse sobre la eiistencia 
de la novación que se pretendiera haberse operado por cambio 
de la deuda, puede suscitarse igualmente en cuanto á la nova- 
ción que se opjra por cambio de deudor, se concibe en efecto 
que cuando una nueva persona, sea espontáneamente, sea por 
ta presentación del deudor, se obliga hacia el acreedor al pago 
del crédito es sin duda posible que este nuevo deudor tea to- 
mado por el acreedor en tugar del antiguo, quien será así liber- 
tado por novación; pero es muy posible también que la inten- 
ción del acreedor sea de tenerlo por obligado at mismo tiempo 
que el antiguo deudor. 

s La novación por delegación, ei decir, por sustitución de dea- 
v. tittui m 
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(Sor, está sometida á una regla especial y mis rigorosa: es ne- 
cesario para que ella se cumpla que el acreedor haya manifes- 
tado no solamente de una man»ra clara sinó expresamente la 
voluntad detener al nuevo obligado por único deudor; no basta 
que esta voluntad sea cierta, es necesario que el la /sea expre- 
sada ». 

Nuestro codificador sena inspirado en estos principios al dis- 
poner en «I artículo 813 y 814, que la novación no se presume. 
Es preciso que la voluntad de las partes se manifieste clara- 
mente en la nueva convención, ó que la existencia de la anterior 
obligación sea incompatible con la nueva. Las estipulaciones v 
alteraciones en la primitiva obligación que no hagan el objeto 
principal ó á su causa* como respecto al tiempo, lugar ó modo 
del cumplimiento, serán considerados como r/ue sólo modifican 
la obligación, pero no i¡ue la extinguen.. La delegación, por la 
que un deudor da á otro que se obliga hacia el acreedor, no pro- 
duce novación, si el acreedor no ha deetaradu expresamente stt 
voluntad de exonerar el deudor primitivo. 

La declaración de exonerar en este caso al señor Costa del 
pago de los documentos de fojas f á 4, no esta expresado por 
el poder ejecutivo. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á la excep- 
ción opuesta por el ejecutado, y ordeno, en consecuencia, se 
siga la ejecución adelante hasta hacer pago al acreedor del 
crédito é intereses, con costas, Kepóngase. 

Daniel Goytia. 
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Buenos Aires, Mayo á3 di? 1S99 

Vistos y considerando: Que el ejecutado compró al gobierno 
de lo nación en remate público, el terreno por cuyo precio, en 
parte, otorgó ios documentos de fojas una, dos, tres j cuaUv, 
obrando i nombre propio eo esos actos, asi como en la escritu- 
ración de la v*'uta; todo lo que a*k>más di- constar jior los men- 
cionados documentos y por el certificado de foja veinticuatro, 
está explícitamente reounocitlu por el interesado en el escrito 
en que se opone á la ejecución y en constancias de los «utos 
anteriores y posteriores ó ese escrito. 

Que, en consecuencia, aunque fuera verdad qur h»o la com- 
pra expresada para don Tomás Rodrigues, don Endoeío Rodri- 
gues, d°n Alejandro Zuckery don ITinuel Gilvetti, no sería 
menos cierto que por el liecha de baber celebrado el contrato á 
su nombre y firmado también á su nombre los respectivos pa- 
garés, se había directamente obligado al pago de estos á favor 
del vendedor (artícul-s m il novecientos veintinueve y mil ocho- 
cientos ochenta di) Código Civil), careciendo asi de importan- 
cia tos elementos de prueba producidos por el ejecutado rela- 
tivo* á las relaciones quo hayan ciistido entre él y los mencio- 
nados tenores Rodriguec, Zncker y Cilvetti, porque esas 
.relaciones no sirven á desvirtuar ta ¡iccion del ejecutante; lo 
que se reconoce por el deudor desd. que no basa su oposición en 
dicha circunstancia. 

Que la prueba rendida por d ejecutado para justificar la 
novación qne ha opuesto contra ta acción deí ejecutante, no bas- 
ta 4 demostrar que esa novaoion se haya operado; parque si 
puede darse por averiguado en virtud de la declaración de foja 
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treinta y ocho y documentos de fojas cuarenta y dos á cuarenta 
y siete, que su registran también á fojas cincuenta y dos, cin- 
cuenta y tres y cincuenta y castro, del expediente administr»- 
tiTo agregado, qiie el gobierno nacional antoriió al reetor del 
colegio nacional dul Rosario, para hacer la renovación propues- 
ta por el deudor Costa, ó sea para sustituir la lirma de este por 1» 
de I03 cuatro señores arriba mencionados, en nuevo documento 
que Be otorgarla por la suma .lleudada, consta de esa misma 
declaración é instrumentas que el deudor no pre scut6 el docu- 
mento ofrecido, quedando en consecuencia las cosan en tu esta- 
do anterior, sin que dicho rector hiciera en su virtud uso de la 
antoriiacion, y conservándose como título tínico á favor del go- 
bierno nacional los pagarés lírmados por Costa con la garantía 
hipotecaria del iumutble vendido. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la sentencia ape- 
lad» de foja noventa y dos, se confirma ó&U con costas. Noti- 
fiquen con el original y devuélvanse, debiendo reponerse los 
sello-i ante el inferior» 

BENJAMIN PAZ. — ABEL EAlAfí. 
— OCTAVIO BUHCE. — JUAfl 

e. torm vr. 
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CAÜNA CLXI 

- 

Snmariu instruido sobre la pérdida del expediente número 
seguido en el juzgado federal de Mendoza, caratulado 
t Raneo de ta Provincia t m E. Moreno >/ fí. Serpa, sobre ter- 
cería ». 

Suman». — En los casos que no sean de superintendencia ó 
ike jurisdicción originaria, U Suprema Corte no puede interve- 
nir sino á consecuencia de recursu <le apelación. 

Caso. — Lo explica la 

VISTA DEL SBffOK PftOCQRáDOR GENERAL 

Kiieuos Aires, Muyo 19 tle L«9fl. 

Suprema Corte: 

Motiva estas actuaciones un bectao grave, la desaparición ó 
sustracción de la secretarla del juzgado de sección de Mendoza 
de una causa importante» en la que figuran documentos de un 
valor crecido, otorgados á faror de) Banco de uquetla provincia. 

El oficial de justicia, don Manuel Flores» que desempeñaba 
pro visoriamente la secretaria, por enfermedad de que murió el 
titular señor Oro, afirma á foja 1 que el doctor Félii Snare*. 
fiscal, le pidió ese elidiente entre los días 92 j 24 de Setiem- 
bre del año pasado; que el declarante lo entregó al doctor Sua- 
rer, y este inmediatamente lo dobló y salió del juzgado con él; 
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y á foja 10, que era práctica no eligir recibo dol tiscal y otros 
funcionarios, práctica que se ha corregido r ocien, según lo ex- 
presa el secretario actual á foja 1 , 

El indicado iiscal doctor Suarez informa í foja \ vuelta que 
no ha encontrado entre ios pápeles aquel expedente, y que 
hay error en atribuir al fiscal su extracción, cuando este fun- 
oiooariono era parte, ni tenía interés alguno en él; á foja 38 
ratifica aquel informe, ugregando que no ha recibido ni ha te- 
nido pura qué recibir aquel expediente que no lo ha visto en la 
secretaría, que no ha actuado en él, y sólo cree haber interveni- 
1o por consulta en el espediente principal de demanda del 
Banco hace como cuatro años. 

Otras declaraciones se han producido al respecto. De ellas re- 
solta, que el ductor Bermejo, abogado del ejecutado señor Serpa, 
en el expedienta desaparecido, es socio del doctor Suarez en el 
estud io jurídico á cargo de ambos, y aun, que el mismo doctor 
Suarez ha intervenido directamente en alguno de los escritos de 
defensa del ejecutado, según referencias de fojas 16 y 10 vuel- 
ta y 26. 

De estos antecedentes resulta, que de una parte el secretario 
interino del juzgado afirma haber entregado personalmente a 
üscal doctor Suarez, sin recibo por no ser de práctica, el expe- 
diento desaparecido, de la otra, que ol doctor Suarez niega ha- 
ber pedido ni recibido tal expediente, en qne ninguna interven- 
ción oücíal le correspondía. 

Ninguna justificación directa se ha aducido del hecho de la 
entrega imputada. Pero las referencias de algunos de tos tes- 
tigos examinados respecto de la comunidad de intereses entre el 
doctor Suarez y el abogado doctor Bermejo, en el expediente 
perdido arrojan sombras y presunciones, que pueden convertirse 
en pruebas bastantes, llevando adelante el sumario, é instru- 
yéndole por los procedimientos establecidos al efecto, en el Có- 
digo para lo criminal. 
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Ni por la ley orgánica de la jurisdicción v competencia de la 
justicia nacional de 14 de Setiembre de 1863, ni por otra alguna 
de las que rige en el procedimiento judicial, corresponde áV. E. 
la atribución de juzgar ni decidir en el actual estado del su- 
mario elevado por el señor juez federal de Mendosa a la consi- 
deración de V. E. 

Ni ese conocimiento cae bajo la jurisdicción originaria ú de 
apelación que atribuyen á V, E. l»s artículos 100 y 101 de la 
constitución nacional y 1*, inciso I a de la ley nacional citada ni 
bajo la superintendem ia que él artículo 19 Jo la misma ley sólo 
refiere á faltas leves, atentatorias del respeto debido á los ma- 
gistrados y tribunales. 

Si los hechos denunciados en el caso snh-judice, fueren pro- 
bados, constituirían un gran delito de los penad s por el Códi- 
go, cuyo conocimiento correspondo á ta jurisdicción de 1" ins- 
tancia en lo criminal. 

Lo que procedería entonces, sería devolver estos antecedentes 
al señor juez de quien proceden, para que apreciando la resul- 
tancia de la causa invocada en la vista del fiscal ad-hoc, de foja 
33 vuelta, proceda á resolver bí hay mérito para la iniciación 
del procedimiento en lo criminal. En caso afirmativo, el señor 
juez tomando por base las diligencias instruidas, deberla dictar 
el auto, cabeza de) proceso que prescribe el artículo 182 del Có- 
digo de procedimiento* en lo Criminal para la instrucción en 
forma del sumario. Siendo de su competencia las medidas con- 
duoentes Á la competencia y detención de los prevenidos y al 
esclarecimiento y apreciación de los hechos que resultaren de- 
lictuosos, debiendo en oportunidad dar cuenta a V.E. para su 
comunicación al Poder Ejecutivo de las constancias que á jui- 
cio del juez sumariante autorizasen la suspensión del cargo en 
los funcionarios comprometidos. 

Sabinúma Kier* 
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Buenos Aires, Mayo 30 de 1899, 

Autos y mtos: No tratándose de □□ caso de superintenden- 
cia originaria y no habiendo venido esta cansa á conocimiento 
del tribunal por recurso alguno, declárase incompetente para 
intervenir en ella y en consecuencia devuélvase al inferior á 
los fines de derecho. 

BEMJAMM FAZ, — ABEL 1A1AK. — 
OCTAVIO SURGE . — JOAN E . TO- 



Contra los escribanos de Iteyistro de la Capital don Albano 
Honores y don Cándido Cruces, por infracción á la ley de 
papel sellado ; sobre competencia. 

Sumario. — No corresponde á la justicia federal el conoci- 
miento de la» causas sobre infracción & la ley de pape) sellado 
cometida en sus protocolos por escribanos de registro de la Ca- 
pital . 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas i 
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VISTA DEL SEflOH PROCURADOR FISCAL 

Dueños Aires, Febrero 24 de 1895, 

Señor Juez: 

El procurador fiscal, en virtud del decreto que antecede, á 
V. S. digo : Que según const i de los antecedentes acompaña- 
dos, la Dirección General de Rentas de la Nación, en ejercicio 
de la facultad que le acuerda la ley de papel sellado rigente , ha 
inspeccionado los protocolas de loa escribano* Albano Honores 
y Candido Crnec&. 

Según el informe a -ompamido, se ha encontrado en los men- 
cionados protocolos, una srave infracción a las luye* de papel 
selladoüelos años de 1800 á 1894, consistentes en la falta de 
reposición de los sellos correspondientes i las escrituras asenta- 
das en ellos, durante el tiempo corrido entre esas dos fechas. 

La planilla que coree d foja 1 del expediente acompañado 
enumera circunstanciadamente las escrituras en que no se ha 
hecho la reposición correspondiente, y da el monto de la de- 
fraudación al fisco, en infracción a las mencionadas leyes. 

Según esa planilla, la [alta de reposición asciende á la suma 
de 1&.795J0 pesos moneda nacional, la que elevada al décu- 
plo» según las leyes vigentes en los años mencionados, alcanza 
á la suma de 157.957 pesos moneda nacional, suma que agrega- 
da á la anterior da un total de 173.752,70 peso» moneda na- 
cional, que es el importe de la multa que deben abonar los seño- 
res Honores y Cruces. 

En virtud de lo expuesto, vengo a V. S, pidiendo se aplique 
la mencionada multa ú los escribano» Albano Honores y Cándido 
Cruces, como corresponde según las citadas leyes, compelién- 
doles á tu pago, así como al de los intereses y costas que corres- 
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Otros! -ligo, que el domicilio de tos señores Honores y Crucen 
es en ta calle de San Bfnrtin número... 



Auto» y vistos : Considerando que los escribanos de registro 
de la Capital, son fnncionarios públicos cujas facultades, debe- 
res y responsabilidades han sido regladas por el Congreso, como 
legislatura loeal en la ley de organización de los tribunales de 
ta capital. 

Que el Presidente de la República como jefe inmediato y lo* 
cal de la Capital, nombra y remueve á esos funcionarios ; la 
Cámara de lo Civil ejerce sobre ellos superintendencia y los 
jueces de I a instancia conocen de toda queja contra sus proce- 
dimientos en el ejercicio de sus funciones (ley citada, título 
\% capitulo y titulo 12). 

Qne sometidos asi por la ley á la justicia ordinaria, no basta 
para sustraerlos ú ese fuero el hecho de que la infracción que en 
estos obrados se atribuye á dos funcionarios de esa clast*, sea 
relativa á la ley de sellos, pues esta ley es aplicada indistinta- 
mente según los casos por los jueces federales ó los jueces 
locales, juigando de las infracciones é imponiendo las penas 
correspondientes. 

Por estos fundamentos, se declara que no corresponde á este 
j mgado el conocimiento del presente asunto. 



J, Botel, 



MI» dol * 




Husmos Aires, Oclubr« 26 de 1895. 



J. V. lalanne. 
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VISTA DELSEflOR procurador genbhal 

■ 

Buenos Aires, Noviembre 25 de 1695. 

Suprema Corte: 

La resolución de foja 20, que declara la incompetencia do La 
justicia nacional para conocer de las infracciones de los escrí- 
banos de la capital á los deberes de su oficio, parece Unto más 
justificada, cuanto que los artículos 222 y $24 déla ley de 
organización de la justicia de la Capital «le la República, pres- 
criben, el primero la atribución de les presidentes de las cá- 
maras» pura inspeccionar los registros y decretar medidas dis- 
ciplinarias por defectos ó abusos que notasen, y el segundo, 
el conocimiento por Ins jueces de t* instancia de turno de lo 
civil y comercial, sobre toda queja contra los procedimientos 
de los escribanos, en el ejercicio de sus funciones. 

No creo por ello legal el recurso instaurado por el procurador 
fiscal contra el auto i lo foja 20, cuya confirmación solicito de 
V. E. 

Sabmiaiio Kicr. 

P*tto de I» taproMa Corto 

Buenos Aire*, Mayo 30 de 1899. 

Vistos : de acuerdo con h* expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma el auto 
apelado de foja veinte. Nottffqucse con el original y devuél- 
vase . 

BENJAMIK MI. — ABEL BAlAfV, 
— OCTAVIO BUÍIGE.— JÜAM 
E. TORK1WT. 
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CAUSA 4XIUI 



Williams Paats, Roche y compartía contra don Francisco 
Quaranta, por falsificación de marca de fábrica ; sobrcapcla- 
cion denegada. 

Sumario.— En la criminal no son apelables las providencias 
interlocutorias que no deciden artículo ó do causan gravamen 
irreparable. 

Caso. — Hesita del 

INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Suprema Corte : 

En los autos por f ala ideación de marea de fabrica á que éste 
recurso se refiere, la partí- actora solicitó se le concediera tér- 
nino eitraordinario para producir prueba fuera del país. 

Corrido el correspondiente traslado , el demandado lo eTacuó 
en su oportunidad, 5 sin oponerse a que se le acordara, pidió se 
le intimara aclarara unas frases que en su concepto no eran bien 
claras. En tal virtud, el pedido fué acordado, se mandaron li- 
brar los exhorto* necesarios y en cuanto á la aclaración se corrió 
traslado ¡il demandante. 

Pasó algún tiempo sin que éste contestase dicho traslado, por 
cuyo motivo la parte de Quaranta le acusó rebeldía sin oponer- 
se ul libramiento de los exhortos que en el intervalo que medió 
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entre la contestación de Williams PaaU, Roche y compañía y 
la resolución de este juigndo ae remitieron á Europa, 

En vista de la* argumentaciones que Imoe) actor at negar al 
acusado el derecha de pedir aclaratorias á laa medidas de prue- 
ba por él solicitadas, y no estimándolas sustanciales este tri- 
bunal i la resolución de la causa, dictó un auto en ojie ordena- 
ba se tuviera presente la petición de Quaranta para resolverla ai 
dictar sentencia y habiendo pedido revocatoria de ese auto ella 
fué resuelta en esta forma : 

i Buenos Aires» Abril *i de 1899. 

■ 

«Y vistos : No encontrando mérito bastante para modificar el 
auto de foja »t , por cuanto aun no es la oportunidad de apreciar 
el mérito de la prueba solicitada por el actor, stnóenel momen- 
to de dictarse sentencia deünitiva. Por esto no se hace lugar & 
la revocatoria solicitada ni á la apelación interpuesta en subsi- 
dio, por no cansarle daño irreparable á esta parte, y proveyen- 
do 1 lo principal del precedente escrito, señálase la audiencia 
del 17 del entrante, á las dos de la tarde, para el ei:ímen de los 
testigos propuestos. Repóngase el papel, 

« Gervasio F. G r aneL » 
Es cuanto puedo informar a V. E. 

Gervasio F. Granel, 



Bueno* Aire*. Mayo 30 de 1899. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que el auto de que se 
recurre es la providencia de « téngase presente * dictad* por el 
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inferior después de haber debidamente tramitado el pedido de 
aclaratoria heebo por el recurrente. 

Que dicha providencia defiriéndola resolución del incidente 
promovido sobre el alcance de unas frases empleada» en el pe- 
dido de término extraordinario de prueba no reúne los requisi- 
tos eligidos por el artículo quinientos sesenta j uno del Códi- 
go de procedimientos criminales para que proceda el recurso 
de apolaiiou. 

Por esto se ¿declara bien denegado el recurso. Notiflquese 
original y repuesto* los sellos remítanse al juez de la causa para 
su agregación ¡i lo* autos principales. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BaZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. TO- 
BHENT. 



CAUSA CLXIV 

El agente fiscal de la cap i tai contra don Marcos Arredondo ¡por 
desacato; sobre recurso á la Suprema Corte de resoluciones de 
tos tribunales ordinarios. 

Sumario . — No procede contra las resoluciones de los tribu- 
nales ordinarios el recurso i la Suprema Corte, sí la cláusula 
constitucional que se dice violada no na sido materia de discu- 
sión en el juicio, j su violación se invoca con posterioridad 
til. 
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Cano.— Resulta del 



•tolla de la SwprcN Caite 

Buenos Aires, «ayo 30 de 1899. 

VLtos en el acuerdo y considerando: Que según resulta do 
la propia exposición de esta parte, la resolución de que se re- 
curre ha sido dictada en un juicio criminal sometido á la juris- 
dicción de lo» tribunales ordinarios de ta capital. 

Que para que en tales juicios pueda ocurnrso ante esta Su- 
prema Corte es necesario que él caso se encuentre comprendido 
en el inciso segundo del artículo veintidós del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal que autonaa dicho recurso. 

Que con arreglo á lo Revenido en el artículo quince de la ley 
de jurisdicción y competencia, en casos como el presente, la 
queja debe deducirse de tal modo qoe su fundamento aparezca 
de los autos y tenga una relación directa é inmediata con las 
cuestiones contenidas en el recurso. 

Que no resulta del precedente escrito haya sido materia de 
disensión en el pleito la inteligencia de cláusula constitucional 
no bastando para ser procedente el recurso interpuesto, que 
posteriormente á la resuluciou se invoquen disposiciones consti- 
tucionales que se dicen violadas, segun lo tiene establecido la 
jurisprudencia de este Suprema Corte. 

Por esto no ba lugar al recurso interpuesto. Notifíquese orí- 
ginaly repuesto el papel archívese. 

BEMamn tai, — aíbl talan. — 

OCTAVIO BIJNGt. — JUáM E. TO- 

BBEirr. 
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CAUSA ÜSV 



Don Jorge Lindsay contra don Pedro ,1. Garíland 
por cobro ejecutivo de pesos 

Sumario, — La fianza mercantil obliga solidariamente, j 
desde que consta la interpelación hecha al deudor, procede la 
ejecución contra el fiador. 



Caso. — Lo explica el 



MI* ée» Jura Federal 

Buenos Aires, Mano 11 de 1899. 

Y vistos: considerando: Que la presente ejecucioo ba sido 
promovida contra el señor Pedro A. Gsrtland como fiador del 
capitán, armadores 6 dueños del vapor « Tiempo » y á las resul- 
tas del juicio seguido por don Jorge Lindsay contra don Tomás 
Santa Coloma sobre abordaje, coya fianza corre agregada á fo- 
ja 8a. 

Que en la estación oportuna del juicio, «I demandado opuso 
la excepción de inhabilidad de Ututo (foja 295), recibiéndose el 
incidente i prueba después de la contestación del actor, co- 
rriente á foja 308. 



Ufc JUSTICIA NAi.MtftAl. 



449 



Que como parte de olla el der.andado propuso la absol ación 
de posiciones del capitán Lindsay, cuyo acto no lia podida te- 
ner lugar* por los fundamentos aducidos eu el auto de foja 341 
vuelta, que fué consentido por Gartland. 

Que posteriormente, el representante del "lemán Jante pi- 
dió que el actuario certificara sobre el vencimiento del término 
probatorio, cuyo auto fué igualmente consentido, como también 
el de foja 346 vuelta. 

Que habiendo llamado autos á foja 346, el ejecutado aduciendo 
nulidad del procedimiento pide se deje sin efecto lo actuado con 
posterioridad al auto de 14 de Diciembre, revocando éste por 
contrario imperio. Debe, pues, resolverse previamente este punto. 

La notificación por nota del auto referido, se ajusta estricta- 
mente 4 las disposiciones de la ley respectiva y no era el caso 
de aquellos en que ésta, previsora y justa, exige que la diligen- 
cia se practique por cédula en el domicilio del interesado, para 
prevenirlo contra cualquier acto ó procedimiento que pudiera 
limitar ó perjudicar su uefensa, puesto que, incumbiéndole ur- 
gir para que las diligencias de prueba fueran practicadas opor- 
tunamente, n i lo hizo, no obstante el lapso de tiempo trans- 
currido hasta hallarse ei expediente en estado de resolución. 

Que el fallo de la Corte Suprema no puede tener el alcance 
ni la interpretación que te da el ejecutado, puesto que si el man- 
datario ignora el domicilio de su mandante los pleitos no podrían 
paralizarse indefinidamente por esta circunstancia, hatta la ave- 
riguación de aquél 6 la presentación del interesado, de la misma 
manera que sería improce lente citarle por edictos, é injusto 
en n- leñar le por no hallarse en el domicilio constituido. 

Por ««tos fundamentos y por hallarse consentida» las provi- 
dencias recorridas, do ha logará la revocatoria ni á la apelación 
subsidiariamente interpuesta. 

Y considerando : respecto de la etoepaio i de inhabilidad de 
titulo epuesta en el escrito de foja 245. 

i . HXTI lf » 
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i n Que el titulo con que se ejecuta no puede sur argüido de 
inhábil, desde que 88 tratado un laudo arbitral homologado y 
sirve para promover las acciones áque se refiere el articulo 309 
de la ley nacional de Procedimientos. Si este título es hábil 
pora ejecutar al señor Gartland, tamos á la demostración. 

El inciso 7 o del artículo 8' del Código de Comercio, en la 
parte final, establece que son actos de comercio todo lo relativo 
al comercio marítimo ; y como tal debe considerarse el caso de 
abordaje, porgue e^e es el carácter que le atribuyen los más re- 
putados tratadistas y no puede ser otra ta interpretación que 
surge del artículo citado. 

Que teniendo por objeto la lianza otorgada suplantar al deu- 
dor principal cuando nquerido éste, no letifica el pago ó da 
bienes á embargo á satisfacción del acreedor, la acrion contri 
el fiador es una emergencia misma del juicio que debe ser juz- 
gada y sentenciada [»or el juez que entendió en el proceso, por- 
que la personalidad es la misma ante la disposición ex presa del 
arlfcnln 1041 del Código Civil, cuando dice que la fianza no 
puede tentT por objeta prestación diferente de la que forma la 
materia de la obligación principal. 

Que tratándose do una fianza en materia comercial y hallán- 
dose comprobado en autos haber sido interpelado el deudor prin- 
cipal, es de estricta aplicación al artículo 480 del Código de 
Comercio que establece, ■ que A fiador «*■ fiadores responden so- 
lidariamente como t i deudor principal, sin poder invocar el be- 
neficio de división ni el dt! excusión que nunca se admiten en 
materia comercial ». 

Qu*> tratándose de la «jecucion de un laudo arbitral por can- 
tidad líquida y perfectamente individualizada la persona del 
demandado, quien, por otra parte, no ha producido ningún gé- 
nero de prueba, la excepción opuesta es completamente impro- 
cedente. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 
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no ha luga? a la excepción de inhabilidad tte titulo opues- 
tai por el ej motad o don Pedn» A. Gartland y llévese la ejeCU- 
cion adelante hasta hacer pagu al acreedor del capital, intere- 
ses y las eost:is del juicio. Repónganse las fojas, 

A*j ttstin Unlina rrain . 



rail» *> i« HHpreaia Cfem 

Uueuos Aires, Mayo 3H de 189W. 

Vistos y considerando : Que el c rédito cuyo pago persigue en 
estos autos La parte <le Lindsujr es por su naturaleza mercantil, 
por tratarse de actos relativos «| comercio marítimo. 

Que con arreglo al artículo onatrocientoa setenta y ocho del 
Código de Comercio, pura quu la lianza se eousidere mercantil, 
basta que tenga por objeto asegurar el cumplimiento de un rtéto 
ó contrato de comercio, aunque el tiador no sea comerciante, 

Que, en consecuencia, la fianza otorgada por Gartland dclx 
considerarse mercantil. 

Que según lo dispuesto en el artículo cuatrocientos ocuentü 
del citado código, el fiador sólu puede esigir que el acreedor 
justifique que ha interpelado judicialmente al deudor, pero sin 
poder invocar el beneficio de división ni el de excusión, que 
nanea se admiten en materia mercantil. 

Que según consta de antos, el acreedor no sólo ha efectuado 
esa interpelación en ta persona del apoderado del deudor, sin*, 
también ha practicado gestión para obtener el embargo de bie- 
nes del mismo, lasque han producido resultado negativo. 

Que, por consiguiente, la excepción de inhabilidad de título 
basada en qne debe primero hacerse excusión de bienes del 
deudor, no es procedente. 
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. Qoe en la tramitación de la causa se han obser? ado los proce- 
dimientos legales, y el hecho de no haberse absuelto las posi- 
ciones ofrecidas porel recurrente, no afecta á la falidei de aque- 
llos, por cuanto el mismo recurrente cunsintió el auto de foja 
treinta y cuatro vuelta. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja trescientas cincuenta y dos, se confirma ésta 
con costas, declarándose no haber lugar al Tecurao de nulidad. 
Repuestos los sellos, devuéltause; notifiques*; con el original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL HAZA*. 
JUAN E. TOBnENT. 



* 



